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ES PROPIEDAD 



DOS PÁL4BRAS AL LECTOR 



Estas págincts son por completo extrañas á iodo inte- 
rés de bandería tj á todo compromiso de escuela, 

Eeservando la integridad de síis opiniones para lugar 
oportuno, el autor de este libro se ha propuesto realizar 
en él una labor exclusivaínente kistóricaj y al hacerlo^ 
ha entendido que no le era dado omitir hecho 6 docu- 
ínento alguno necesario para la completa é imparcial 
exposición de los sucesos ^ aunque contratHase sus senH- 
mientoSj y que ni siquiera debía exagerar el alcance ó 
recargar la pintura de aquello que confirmaba y robtés- 
íecía sus ideas. 

De aqui que sea posUfle que, asi los de la extrema 
derecíia como los de la extrema í^^wíerdo, em^tentren 
en estas páginas argumentos para sostener sus respecti^ 
roí tesiSf como es posible también^ 0€^i seguro^ que ni 
los unos ni los otros queden satisfechos del conjunto del 
libro. El autor no podrá ^plorar demojsiado ni aque- 
llo ni esto; pero^ en cambio^ lamentarla con toda el alma 
que su pluma no hubiese acertado á reflejar los hedios 
coft aquella serena imparcialidad que guiaba su pensa- 
mienÍQ y movía su voluntad al trctsar estas lineas. 
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CAPÍTULO PRIMERO 



Eitado de la^t relactoneB entre España y (a Santa Sede al co- 
menzar ^1 si^j^lo six.— Anteceden te Si *^\ Concordato de 1717, 
©1 de 17;^ 7 y el de 1753; g-énoáis^ significad 6 a y comee uen- 
cias de estos Pactos. 



Al inieiarse el siglo xix acababa de morir en Va- 
len ga^ á los ochenta y un años de edad, y después de 
onatro y medio de Pontiflcado y de uno y medio de 
cautiverio, el Papa Pío VI (Cardenal Juan Ángel 
Brasohi), y había sido elegido para ocupar el Trono 
Pontificio el Cardenal Bernabé Ghiaramonte, que to- 
mó el nombre de Pío Vn y confió la Secretaría de 
Estado al Cardenal Consalvi; ocupaba el Trono espa- 
fiol el débil Carlos IV, era Ministro de Estado D. Pe- 
dro Cevallos (1), desempeñaba la Nunciatura en Ma- 
drid el Arzobispo de Pirgi D. Felipe Casoni (2), y 
representaba á España en Roma D. Pedro Qómez La- 
brador. 

Las relaciones entre la Santa Sede y el Gobierno es- 



(1) D. Pedro Cevallos Guerra, Plenipotenciario que ha- 
bía sido cerca del Rey de las Dos Sicilias, fué nombrado Se- 
cretario de Estado, en reemplazo de Saavedra, en 13 de Di- 
ciembre de 1800. 

Estaba casado con D.* Josefa Alvarez Pelliza, prima her- 
mana de D. Manuel Godoy. 

(2) Monseñor Casoni había sido nombrado Nuncio en Ma- 
drid á fines de 1794. 



— 8 — 

pañol hallábanse regaladas por el Concordato de 1763, 
que negoció felizmente, bajo la dirección del ilustre 
Ministro D. José de Carvajal y de Lancaster (1), el 
Embajador en Roma, Cardenal Portocarrero, auxilia- 
do por el Auditor de la Rota D. Manuel Ventura de 
Figueroa; Concordato del que dijo Mayáns y Ciscar, 
«que las ventajas que de él resultaban á la Monarquía 
española eran tantas y tan extraordinarias, que si an- 
tes alguno las hubiera expresado, se hubiera creído 
ciertamente que dejaba lisonjearse su fantasía con 
ideas vanisimas>. 

Había sido, efectivamente, este Concordato un triun- 
fo para sus negociadores, pues en él quedó resuelta 
la cuestión del Patronato de la Corona, que ya antes 
hubieron de analizar y concretar D. Melchor de Ma- 
canaz en su famoso pedimento de los cincuenta y cin- 
co párrafos y el Abad de Vi vaneo en su Memorial; pero 
así y todo, no puso ñn ese pacto á los motivos de dis- 
cordia que existían entre ambas Cortes, y prueba de 
ello es que no tardó en plantearse una vez más la 
cuestión de las facultades del Nuncio. 

La escuela ultramontana no ha sido, en realidad, 
una escuela española. Por esto nuestros Monarcas, 
aun aquellos tan sinceramente católicos, mejor dicho, 
tan notoriamente devotos como Felipe ü, Felipe ni 
y Felipe IV, dieron oídos á las reclamaciones de los 
pueblos y procuraron, cual más, cual menos, según 
su temperamento y según sus circunstancias, dejar á 



(1) El ilustre Carvajal, al que debió España la paz que 
disfrutó durante el reinado de Fernando VI, consultó con 
los hombres que más se distinguían por sus conocimientos en 
materia de regalías, como los camaristas Marqués de los Lla- 
nos y D. Blas Jo ver y Alcázar, el Abad de la Trinidad de 
Orense, Auditor de la Rota, y el Canónigo de Zaragoza, don 
Jacinto de la Torre. 
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salvo las prerrogativas del poder civil y poner cotoá 
las ere cien tos invasiones y á las irritantes exigencias 
de la Curia romana. Con esto no hicieron, despuSs de 
todo, otra cosa que atemperarse á la tradioiÓDi pues 
ya Alfonso XI, al regular en 1328 y 1348 el Patronato 
Realj decía que «costumbre antigua es en España que 
los Reyes de Castilla consientan las elecciones que se 
han de hacer de los Obispos y Perlados, porque los 
Reyes son Patrones de las Iglesias; y costumbre anti- 
gua fué siempre, y es guardada en España, que quando 
algún Perlado ó Obispo finare, que los Canónigos é 
otros qualesquier, á quienes de Derecho y costumbre 
pertenece la elección, deben luego hacer saber al Rey, 
por mensajero cierto, la muerte del tal Perlado ó 
Obispo que finó; é antes de esto no puedau, ni deben 
elegir el tal Perlado ó Obispo; é otrosi, desque el tal 
Perlado ó Obispo fuere elegido como debe, y confir- 
mado, fué y es costumbre antigua, qne antes que haya 
de aprehender posesión de la Iglesia, deben veuir por 
8U8 personas á hacer reverencia al Rey >. Enrique 11 
consignaba en Burgos, en 1373, que «todo lo que tie- 
nen y poseen (los Monasterios y Abadengos) fué dado 
por limosnas de los Reyes nuestros antecesores, y 
porque son tonudos los Religiosos, 6 quien las dichas 
limosnas fueron dadas, de rogar á Dios por los dichos 
nuestros antecesores>, y los Reyes Católicos declara- 
ban que la Real preeminencia era «derecho ganado 
por los Reyes por respecto de la conquista que hicie- 
ron de esta tierra». Felipe U creó, por Real Cédula 
de 6 de Enero 1588, el Supremo Consejo de la Cámara 
para que conociese de los negocios peculiares al Pa- 
tronato; y en tiempo de Felipe m, no sólo se envió á 
Roma la embajada de Chumacero y Pimentel, sino 
que el Consejo de la Cámara, con los datos reunidos 
por D. Martín de Córdoba y D. Jerónimo Chirivoga, 
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llevó á cabo, no sin dar lugar á protestas del Nonoio, 
múltiples reivíadioacioaes en favor de la Corona. 

Durante el reinado de Felipe V, la escuela regalista, 
buena ó mala— aliora exponemos hechos, no emitimos 
jaieío^^pero evidentemente más española que la ul- 
tramontana, cobró grandes vuelos, llegando ásu apo- 
geo en la época de Carlos ni; y en tiempo de Dofia Isa- 
bel II apareció aquélla supeditada á un interés poli- 
tico del momento, al propósito de conseguir el reco- 
nocimiento de la Reina por la Santa Sede. 

Obra de ese escuela fueron los Concordatos, que, 
aean ó no pactos jnt^rnaolonales perfectos, inauguran 
un régimen de transacción, cuyo desarrollo conviene 
exponer, siquiera ligeramente, como antecedente ne- 
cesario dalas relaciones entre Espafia y la Santa Sede 
durante el siglo Xtx. 

El primero de los Concordatos es el de 1717, cuya 
génesis es tan interesante como instructiva. 

Clemente XI, que como Francisco Albani, siendo 
Cardenal, y en vista de los documentos enviados á 
Roma, habla declarado con los Cardenales Espada y 
Panciatici ser llamado á esta corona el delfín de Fran- 
cia, una vez que ocupó el solio Pontiflcio reconoció 
al Archiduque Carlos por Rey de España. Felipe V, 
aunque ofendido por esta inconsecuencia, «no delibe- 
ró nada— dice el Marqués de San Felipe (1)— antes 
de oír al Consejo de Estado, á los Consejeros del Ga- 
binete, y á algunos Ministros del Consejo Real de 
Castilla. Y para asegurar más su conciencia mandó 
que el R Rebine t, de la Compañía de Jesús, su con- 
fesor, juntase los Teólogos más acreditados, y que 
diesen su dictamen sobre si podía desterrar de los 
Reinos de España al Nuncio y prohibir su Tribunal. 



(1) Memorias del Marqués de San Felipe, lib. X. 
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En eBta última circunstaDCta batfa toda k diücnltad; 
porque ooD&iderándole como Embajador del Pontí- 
fice jase Í6 había insinuado que no usase del Ministe- 
rio ni entrase en palacio; y por dictamen del Duque 
de Veragaa se había quitado de la capilla real el 
asiento destinado á los Nuncios,— Los teólogos (en- 
tre los quales estaba el F. Blanco^ dominicaQO, y el 
P. Ramírez, jesuíta, hombres muy sabios y exem pia- 
res), respondieron que podía el Rey quitar el tribu- 
nal de la Nunciatora, erigido á instancia de los reyes 
predecesores por comodidad de los subditos^ admi- 
nistrando los negocios como antea por el OrdinariOi 
sin que esto fuese faltar á la debida obediencia á la 
Santa Sede. De esta misma opinión fué el Obispo de 
Lérida, Solís<— En virtud de esto mandó el Rey qne 
saliese de sus dominios al Nuncio Arzobispo de Da- 
masco, con todos Los Ministros de la Nunoiaturaj pro- 
hibiendo este tribunal; y se dieron letras á todos los 
Obispos de España para que usasen de la misma ju- 
risdicción que tenían antes do estar establecido.— 
Pasó (el Nuncio) su tribunal á Aviñón, pretendiendo 
exercer desde allí la Nunciatura de España, pero fué 
en Tano, porque por real decreto estaba prohibido 
acudir á ella». Además se prohibió todo comercio 
con la curia romanaj excepto en lo absolutamente es- 
piritual, ordenando hacer rogativas públicas por la 
libertad del Papa, al que se suponía violentado por los 
austríacos, y previniendo á los Prelados gobernasen 
sns Iglesias según prescriben los sagrados cánones 
para los casos de guerra, peste y otros en que no se 
puede recurrirá la Santa Sede. 

Algunos Prelados, singularmente el Obispo Belluga, 
resistieron las órdenes del Monarca. Clemente XI ex- 
pidió un Breve condenando la conducta de Felipe Y y 
exhortando al clero español á oponerse á las resolu- 
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clones dol Gobierno y negarle todos los recursos; y 
no contento con esto y con negar las bulas á cuantos 
eran presentados por el Rey para loa Obispados y pre- 
bendas, otorgándoselaa, en cambio, á los que le pre- 
sentaba el Archiduque, escribió una carta llena de 
quejas y recriminaciones, á la que contestó Felipe V 
con gran energía (18 de Junio de 1710). Las cosas lle- 
garon al extremo de que el Pontífice no sólo recibió 
al Embajador del Archiduque, sino que cutió un 
Nuncio á Barcelona^ acordó aprehender á los llama- 
dos expedi cí eneros regios de España, impidió al audi- 
tor Molinos el ejercicio de todos sus empleos, y aun 
le suspendió las Ucencias de celebrar. Indignado el 
Monarca, y previo dictamen de la Junta y Consejo de 
Estado, dictó nuevas y severas disposiciones para im- 
pedir la comunicación con Roma, y se llegó á pensar, 
entre otras medidas violentas, que si el Papa seguía 
negando las bulas á los presentados por el Rey, se 
eligieran, aprobaran y consagraran los Obispos en 
España, 

Todo hacfa temer que se llegaría á un extremo des- 
agradable, cuando Molines, que tan entero y digno 
había estado hasta entonces, cediendo ante la amenaza 
del Papa de fulminar sus censuras contra todos los 
Ministros españoles, se prestó á concertar con el audí* 
tor de Su Santidad, monseñor Corradiní, un ajuste ó 
convenio que remitió á Madrid, y en el cual se esti- 
pulaba que el Papa condonaría al Rey los frutos y 
rentas de los espolios y vacantes que había percibido, 
con tal que se obligase por escritura á restituirlos á la 
Santa Sede, la cual se los dejaría, dando cien ducados 
por lo pasado; que volvería á ser recibido el Nuncio, 
abriéndose la Nunciatura; que el Pontífice haría una 
declaración reservada de que el reconocimiento he- 
cho á favor del Archiduque habla sido yiolento, y que 



— 13 — 

con él jamás había querido perjudicar al Rey, d1 al 
reino, ni á las leyes de sucesión de España; que 
voivería á abrirse el comercio con Roma; que se da- 
ría el pase á todas las bulas despachadas, y que, en 
cambio, Su Santidad concederla al Rey el diezmo de 
todo el estado eclesiástico por tres aüos, juntamente 
oou las gracias de cruzada, millones, subsidio y excu- 
sado en la forma acostumbrada. 

Extraordinaria sorpresa y profundo disgusto causó 
la conducta de Molines, al que escribió el Rey deyol- 
viéndole el Convenio y reprendió adole con severidad. 
Pero á todo esto había comprendido Clemente XI la 
necesidad de poner término á tales desavenencias, y 
viendo además que las potencias habían reconocido 
en Utrecht como Rey de España á Felipe V, apeló á la 
intervención de Luis XIV, enviando para este efecto 
á París á monseñor Aldrobandi, El Monarca francés 
escribió á su nieto, y éste no tuvo inconveniente en 
designar como plenipotenciario á D, José Rodrigo 
Vi llal pando, que fué luego Marqués de la Compuesta, 
eí cual durante largo tiempo sostuvo negociaciones 
con el representante del Papa, llegando ambos aun 
acuerdo en 1714, pero no logrando dejar satisfechos 
ni al Pontiflce ni al Monarcap 

Antes de que se lograse este resultado habían sur- 
gido incidentes que hicieron por completo estéril ei 
trabajo de Aldrobandi y Vi llal panda. Pidió el Rey al 
Consejo de Castilla que informase sobre el remedio 
de los abusos de la nunciatura, de la dataria y otros 
de la Corte romana, y el fiscal, que lo era el célebre 
magistrado D. Melchor de Macanaz, formuló (19 de 
Diciembre de 171;)) la famosa respuesta ó pedimeoto 
de ¡08 cinctienia y cinco párrafos» Alarmada al cono- 
cerlo la Corte de Roma, gestionó y obtuvo que el in- 
quisidor general^ Cardenal Giudice, lo prohibiera 
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junto con otras obras. Disgustado el Rey cedió fácil- 
mente á las excitaciones de la Princesa de los Ursinos, 
7 cuando Oiudice regresaba de su Embajada en París, 
se vio detenido en Bayona por una orden del Monar- 
ca y hubo de marchar desterrado á su Arzobispado 
de Monreal (Sicilia); pero la influencia de Alberoni 
logró la vuelta de aquél, la separación más ó menos 
disimulada de Macanaz, y que Aldrobandi y Yillalpan- 
do viniesen á Madrid para ultimar aquí sus trabajos. 
Inició entonces Alberoni una serie de enredos y de 
intrigas, engañando al propio tiempo á Felipe Y y al 
Pontífice, y no llevando otra mira ni persiguiendo 
otro propósito que el de obtener el capelo. Para esto, 
sin contar con el Rey, hizo promesas que no habían 
de cumplirse, y entretuvo á los Monarcas con la espe- 
ranza de atraerse á la Santa Sede y conseguir la coope- 
ración de ésta para recobrar los Estados de Italia. Al 
fin alcanzó su objetivo. El Papa le otorgó el capelo, y 
el 17 de Junio de 1717 se firmó en El Escorial por los 
dos citados plenipotenciarios, un nuevo Concordato, 
en virtud del cual Androbandi fué admitido como 
Nuncio, se abrió la nunciatura, y al parecer se resta- 
bleció la cordialidad entre las dos Cortes. Al parecer 
decimos, porque en realidad, como Alberoni no pudo 
cumplir las promesas que con tan mala fe ó con tan 
indisculpable ligereza había hecho^ el Papa se mostró 
resentido; y así fué que cuando Felipe Y confirió á 
aquél el Arzobispado de Sevilla, el Pdutífioe no le 
quiso espedir las bulas, por lo cual el rey hizo salir 
de España al Nuncio, cerróse de nuevo la nunciatura 
y se mandó que abandonasen á Roma todos los españo- 
les. Clemente XI retiró al Monarca todas las gracias 
que le había concedido, y en esta situación continua- 
ron las cosas hasta que, habiendo caído del poder Al- 
beroni, el Papa expidió un Breve (20 de Septiembre 
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do 1720) devolviendo á Felipe V cuanto antes le había 
otorgado. Volvió Aldrobaiidi á la Nunciatura y cesa- 
ron las discordias que durante once años tuvieron eu 
constante pugna ¿ las Cortes de España y de Roma. 

Aunque en 1714 el interés personal de Alberoni lo- 
gró que no prevaleciese ei famoso dictamen de los 
cmcuefita y cinco párrafoSf no faltó en España quien 
continuase la obra iniciada por el sabio D, Melchor 
de Macanaz, saliendo á ;la defensa de las prerrogati- 
vas de la Corona j trabajando por la reforma de las 
censurables prácticas de la curia eclesiástica, sin te- 
mor á los disgustos que semejante labor hubo de oca- 
sionar á aquél. 

Fué el continuador el abad de Vivanco, secretario 
de la Cámara, el cual, como resultado del arreglo y 
examen de ios expedientes que obraban en el Archivo 
de dicha dependencia, presentó al Rey en 1735 un lar- 
go y razonado memorial enumerando las usurpaciones 
cometidas por la curia romana y varios particulares. 
Creóse una Junta para que examinase el memorial de 
Vi vaneo, y como consecuencia se adoptaron múlti- 
ples medidas encaminadas á reintegrar á la Corona no 
pocos derechos y prerrogativas de que había sido des- 
pojada, entre otros, la presentación por el Monarca 
para las abadías consistoriales de las Órdenes de San 
Benito y San Bernardo, con arreglo á las concesiones 
hechas por los Papas Adriano VI, Clemente VII y Pan- 
lo m. Grande oposición encontraron estas medidas 
por parte del Obispo de Ávila, Internuncio Pontificio, 
secundado por el General y deñnitorío de San Benito, 
y acaso habrían fracasado las reformas si no hubiese 
obligado á la Corto de Madrid á prescindir de con* 
templaciones la conducta de Roma con motivo de los 
motines contra los españoles que surgieron en Ná-^ 
polea, Veletri, Ostia y Palestrina, y de la tentativa 
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de asaltar la Embajada española cerca del Pontífice. 
La Santa Sede, en efecto, no sólo puso en libertad á 
tres de los prinoipales amotinados, qne habían sido 
presos, sino que dirigió una nota al Cardenal Aqua- 
viva, Plenipotenciario de Felipe V, para que hiciese 
salir á los pocos soldados que se hallaban en la capi- 
tal, y dilató dar satisfacciones con pretextos más ó 
menos admisibles. Irritados, así Felipe Y como el Rey 
de las Dos Sicilias, ordenaron al Nuncio de Su Santi- 
dad en Ñapóles que no se presentase más en aquella 
Corte; se mandó á los Cardenales Aquaviva y Belluga, 
protectores de España y Ñapóles, que saliesen de 
Roma; se hizo que el Internuncio en Madrid se retira- 
se á su Obispado de Ávila; se prohibió la entrada en el 
Reino al nuevo Nuncio, Valentino Opnzaga, Arzobispo 
de Nicea, que tuvo que detenerse en Bayona; se cerró 
la nunciatura y se publicaron varios decretos suspen- 
diendo todo género de comunicación civil y eclesiás- 
tica entre España y la Corte pontificia. Además se 
nombró (8 de Agosto) una Junta compuesta de Minis- 
tros del Consejo y Maestros en teología, presidida por 
el Obispo de Málaga Fray Gaspar de Molina, encar- 
gada de preparar las instrucciones que debían darse 
para negociar un Concordato en el cual se pusiese coto 
á los abusos denunciados, y estudiar las medidas que 
deberían adoptarse en el caso de que Roma se negase 
á aquel convenio. La Junta cumplió su cometido ele- 
vando al Gobierno dos consultas (26 de Septiembre), 
en las cuales propuso que el Memorial de Chumacero 
y Pimentel y el Concordato del Marqués de la Com- 
puesta sirviesen de base, con las alteraciones que seña- 
laba, á las peticiones que debían dirigirse á Su San- 
tidad, y se reservaba indicar lo que debería hacerse 
en el caso de no llegarse á un acuerdo con la Santa 
Sede. 
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Dos Breves» expedidos por Clemente XII en 29 de 
Septiembre y 13 de Octubre, S excitación, aegúa pare- 
ce^ de cierto abate romano, D. Alejandro Guicioli, que 
ejercía en Madrid fuDciones de agente secreto del GO' 
bierno Pontificio, dieron lugar á que se agriasen más 
y más las relaciones entre ambas potestades. Prescri- 
bfa&e en aquéllos á los Obispos españoles que no cum- 
pliesen las órdenes reales sobre interdicción, patro- 
nato y otros puntos relacionados con la jurisdicción 
ecleaiástiea, declarando que aquéllas eran nulas, Irritas 
y atentatorias; y Felipe V^ de acuerdo con la JuBta de 
teólogos, expidió el 24 de Octubre dos decretos man- 
dando recoger loa ejemplares de dichos Breves y re- 
cordando á los Prelados la obligación en que estaban 
de obedecer los preceptos de Ja autoridad oítII. 

Intimidado el Pontífice ante la actitud de los Mo- 
narcas de España y las Dos Sicilias, nombró una Jan- 
ta de diez Cardenales para arreglar esas diferencias, y 
dio poderes á Spinelli, Arzobispo de Ñapóles, para 
que negocíase con Aquaviva y Belluga, que se habían 
retirado á dicha capital. Mientras vivió Patino, la fir- 
meza y energía de este Ministro permitían creer que 
no habría arreglo sino cediendo la Corte pontificia; 
pero muerto aquél el 5 de Noviembre de 1736, siendo 
su sucesor D, Sebastián de la Quadra, hombre débil é 
irresoluto, esperando el capelo el Gobernador del 
Consejo, Fray Gabriel de Molina, y ansiando la recon- 
ciliación los mismos Cardenales Aquaviva y Ballueca, 
la negociación cambió por completo de aspecto* 

Había solicitado la Corte de Madrid que la Pontificia 
diese al Infante Don Carlos la investidura del reino de 
Ñapóles, que ya poseía; que se otorgase á España una 
satisfacción por los sucesos de Roma, Veletrl y Ostia, y 
que se pactase un Concordato comprensivo de todos 
los puntos de reforma pedidos en el Memorial deChu- 
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macero y en el arreglo del Marqués de la Oompaesta; 
7 aunque la Corte romana no se negaba á lo de la in- 
vestldura, quería se considerase esto como una satis- 
facción, que el Nuncio fuese desde luego recibido, y 
que se restableciese en sus funciones al Tribunal de la 
Nunciatura, eludiendo el contraer compromiso alguno 
acerca de la reforma eclesiástica. En vida de Patifto 
acaso no se hubiese transigido; pero faltando aquél, 
existiendo corrientes de conciliación entre los gober- 
nantes, 7 estimándose próxima, por la edad y achaques 
del Papa, la elección de nuevo Pontífice, se aceptó 
otro dictamen del Ooberaador del Consejo (28 de Ju- 
nio de 1737) proponiendo varias reformas en el pro- 
7ecto de arreglo, y con sujeción á aquél se enviaron 
instrucciones á Aquaviva, el cual ultimó la negocia- 
ción y firmó el Concordato en 26 de Septiembre de di- 
cho año, restableciéndose así las relaciones oficiales, 
aunque no la conveniente cordialidad entre ambas po- 
testades. 

El Concordato de 1737 fué recibido con disgusto en 
España, no sólo porque el art. 23 dejaba sin resolver 
la cuestión del Patronato Real, sino porque se estima- 
ron algunas de sus disposiciones contrarias á los con- 
cilios, leyes y costumbres de la Monarquía. De aquí 
que el Consejo real no diese á ese pacto otro curso 
que pasarlo al examen de los Fiscales, sin enviarlo á 
las Chancillerías, Audiencias y otros Tribunales; es de- 
cir, que en realidad, no se puso en vigor porque, se- 
gún opinaban ilustres jurisconsultos, perjudicaba á los 
derechos de la Corte de España, toda vez que por él, 
escribía D. Gregorio I^ayáns, «se quería sujetar á un 
compromiso un derecho indubitable del Rey Católico, 
como lo es el de su Patronato real en los casos ciertos 
y notorios de fundación, edificación, dotación ó con- 
quista; cosa que ningún Monarca debe hacer, sino en 
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caso de obligarle alguna faerza superior á que no pue- 
de resistir*. 

Conformes en la oposición al Concordato y en la 
necesidad de anularlo, dívidíéronsep sin embargo, los 
teólogos, cauonistas y jurisconsultos españoles en 
cuanto á los procedimientos que se debían emplear. 
Algunos, bajo la ioflnencia de exageraciones regalis- 
tas que habían sustituido á las exageraciones ultra- 
montanas, pretendían que el Rey se declarase patro- 
no universal é hiciese por si la reforma; pero otros, 
más prudentes, deseaban que se buscase el remedio 
negociando nuevamente con el Pontífice; y aunque las 
distintas comisiones mixtas que se habían nombrado, 
en virtud del citado art. 23 del Concordato, no habían 
logrado llegar á un acuerdo, prevaleció el tempera- 
mento de concordia. 

Carvajal, que ala sazón desempeñaba la Secretaría 
de Estado, consultó con los hombres que más se dis- 
tinguían por sus conocimientos en materia de regalías, 
como los camaristas Marqués de los Llanos y D. Blas 
Jover y Alcázar, el abad de la Trinidad de Orense, au- 
ditor de la Rota, y el canónigo de Zaragoza, D. Jacinto 
de la Torre. En las juntas que éstos celebraron en casa 
del Ministro se acordaron las bases de un arreglo con 
el Papa, y se discutieron las contestaciones que debían 
darse al Nuncio. Pero éste, que lo era el Arzobispo de 
Neocesarea, no resultó muy á propósito ni por su ca- 
rácter ni por sus tendencias, para llevar á feliz térmi- 
no la negociación, pues se empeñó en defender dere- 
chos pontificios que pugnaban radicalmente con las 
ideas dominantes en España, por lo cual nada se ade- 
lantaba, y las conferencias amenazaban no concluir 
nunca ni dar resultado alguno, decidiendo esto á tras- 
ladar las negociaciones á Roma, enviando al efecto el 
Ministro Carvajal minuciosas y notables instrucciones 
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al Embajador de España cerca del Vaticano, Cardenal 
Portooarrero. 

Las instrucciones, que revelaban un gran conoci- 
miento de la materia, comprendían un plan completo 
de reformas, el cual era tan extenso y tan radical, que 
no sólo cercenaba las facultades de la Santa Sede, sino 
que privaba al Erario pontificio de cuantiosos recur- 
sos. Ocupaba entonces la silla de San Pedro Benedic- 
to XIV y era su Secretario de Estado el Cardenal Va- 
lenti de Gonzaga, antiguo Nuncio en Madrid. Docto y 
despreocupado el Papa, y conocedor Gonzaga de las 
condiciones de la Corte de Madrid, las circunstancias 
no podían ser más favorables. Así y todo, la Curia ro- 
mana, que se veia privada de recursos de aprobarse 
la proposición de Carvajal, no creyó posible aceptar 
ésta, y entre ambas potestades mediaron réplicas que 
hicieron temer se llegase á un rompimiento. 

Al propio tiempo que Carvajal y Portooarrero apo- 
yaban oficialmente las conclusiones de la Corte de Ma- 
drid, el Marqués de la Ensenada, que sostenía corres- 
pondencia con el Cardenal Gonzaga desde que éste 
dejó la Nunciatura, se puso de acuerdo con el confe- 
sor del Rey, el jesuíta Ravago, y valiéndose del ecle- 
siástico D. Manuel Ventura de Figueroa, nombrado 
para este objeto auditor de la Rota, entabló una nego- 
ciación especial con la Santa Sede. Al efecto, Figueroa 
marchó á Roma en Julio de 1750, con orden de no es- 
casear los recursos pecuniarios; y no sin largas gestio- 
nes, alegando que si no se cedía en la cuestión del Pa- 
tronato lo tomarla de hecho el Monarca como prerro- 
gativa legítima é indisputable, y ofreciendo que Fer- 
nando VI entregaría un capital cuya renta equivaliese 
á los productos que obtenían la Curia y Dataria, logró 
que transigiese Benedicto XTV y que se firmase el 
Concordato de 11 de Enero de 1753,<5uyo análisis no 
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hemos da hacer ahoraj añadiendo úa i caro ente que el 
Papa se reservó la provisión de oincuonta y dos bene- 
ñcios en las iglesias de España, y que antes de ulti- 
marse el pacto se pusieron en Roma á disposicióa del 
Fontíñce, como capital de las rentas á que renunciabaf 
23.066.660 reales. Las ventajas qae de él resultaban á 
la Monarquía española eran grandes, según escribió el 
Sr. Mayáns y Ciscar, en sus Observaciones sobre d Con- 
cordato, Aun así no satisfizo 5 todos ni en uo a ni en la 
otra parte, no siendo el Nuncio de los qne menos se 
opusieron, por lo eual, ante las reolamaciones de la 
Corte española, expidió Su Santidad el Breve de 10 de 
Septiembrér corrigiendo algunos extremos de las cir- 
culares expedidas por aquél y explicando algunos. 
puntos del Concordato, 

De esta manera terminaron por entonces las discor- 
dias qne durante tanto tiempo habían dificultado las 
relaciones entre España y la Santa Sede; pero ni el 
Concordato ni el Breve de Benedicto XIV lograron 
impedir los abusos que se cometían. 



CAPÍTULO II 



Carlos IV y Pío VI.— Muerte del Pontífice. —Ideas dé Godoy 
sobre las Ordenes religiosas.— Recursos sacados de los bie- 
nes del clero. — Pugna entre la Nunciatura y los Prelados. 
—Disposiciones para corregir los abusos de la Nunciatu- 
ra.— Nombramiento de Nuncio á favor de Monseñor Gra- 
vina; restricciones con que se otorgó el pase al Breve.— 

• Nuevas quejas de los Prelados. 



Al criterio regalista, que tan alto infinjo ejeroió du- 
rante el reinado de Carlos UI en las relaciones entre 
España y la Santa Sede, se unió más tarde el espirita 
revolucionario francés, inflltradOi eíi la época de Gar- 
los IV, en gran parte de los elementos directivos espa- 
ñoles, y uno y otro hicieron que en los últimos días 
del siglo xvm dominasen en las esferas gubernamen- 
tales ideas de reforma, cuya influencia no bastaba á 
contrarrestar la piedad del Monarca. 

Carlos rV sentía personal afecto hacia Pío VI; pero 
si esto fué causa de que aquél procurase proteger al 
Papa por medio de Azara, Embajador de España en 
París, y le enviase frecuentes avisos de lo que contra 
el Pontiñcado tramaba la República francesa, no bastó 
á decidir al Monarca á dar asilo al Papa en sus Esta- 
dos cuando éste se vio precisado, después de la ruidosa 
jornada de 29 de Diciembre en Roma, á abandonar la 
Ciudad Eterna y buscar refugio primero en Siena y 
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luego en Yaleotia. Y eso qne, contra lo que hacia creer 
la correspondencia del Marqués de Campo, fué el Di- 
rectorio el que más instó al Rey á que acogiese á 
Pío VI en sus dominios, porque tenía interés en que el 
futuro Cónclave se celebrase en España, creyendo que 
de esta muerte podría influir mejor en el resultado de 
aquéL Entonces —escribe un historiador moderno — 
más que la adhesión á la Santa Sede pe^ó ei temor de 
lo9 peligros á que podían exponerse las instituciones y 
la misma religión en España, pues se harían blanoo 
de loa manejos y tiros reTolucionarios (1). Aunque á 
decir verdad,si son exactas las ideas que se atribuyen á 
Urquijo, que á la sazón desempeñaba la primera Secre- 
taría de Estado, más que á tales temores debió obede- 
cer esa conducta al propósito de aprovechar las cir- 
cunstancias para realizar el plan que meditaba. Por- 
que, en efecto, si realmente Urquijo intentaba devol- 
ver á la Iglesia española el carácter y las primitivas 
facultades que había perdido, y si sus opiniones al- 
canzaban á querer cercenar al Pontífice el poder per- 
sonal, ¡cómo había de mostrarse propicio á que el Pon- 
tíflce residiese en España, aumentando así su influen- 
cia sobre el clero nacional? 

Lo cierto es que si la noticia de la muerte de Pío VI 
cansó en España, así en el pueblo como en la Corte, 
profunda sensación y hondo sentimiento, en la misma 
Gciceta en que se daba cuenta del fallecimiento, y al 
pie de un artículo en que se pintaba el duelo general 
y se encomiaban la sabiduría, la bondad y las virtu- 
des todas del Pontífice, se insertaba un decreto, fecha 
5 de Septiembre de 1799, en el que se disponía que los 
Prelados usasen de toda la plenitud de sus facultades, 



(t) G<'>MBKDB Ar TECHE, Histovía de Carlos IV, tomo III, 
pagina 214. 
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conforme á la antigua disciplina de la Iglesia, para las 
dispensas matrimoniales y demás que les competían; 
que el Tribunal de la Inquisición continuase ejercien- 
do sus funciones y que el de la Rota siguiese senten- 
ciando, por voluntad del Rey, las causas que hasta en- 
tonces le estaban cometidas en virtud de comisión de 
los Papas (1). 

No recibió de igual suerte todo el alto clero esa dis- 
posición, antes al contrario, dividiéronse los Prelados, 
y la escisión, reflejada en el pulpito y en múltiples 
opúsculos, obligó á intervenir al Gobierno y al Santo 
Oficio, prohibiéndose algunos de los folletos* El Nun- 
cio reclamó enérgicamente; TTrquijo contestó con vio- 
lencia, y la cuestión se agrió en tales términos que se 
entregaron los pasaportes á Monseñor Cassoní, si bien 
éste, por mediación de Oodoy, no llegó á salir de Ea- 
pafiOi 

La conducta de Godoy, que se hallaba temporalmen- 
te apartado de los negocios, fué en tales circunstan- 
cias, ó un rasgo de prudencia y de buen juicio, ó una 
habilidad, porque en el fondo el Principe de la Pas 
no era partidario de las exenciones y privilegios del 
clero. Muy lejos de ello, habia prohibido los enterra- 
mientos en los templos, disposición altamente plausi- 
ble desde el punto de vista higiénico; prosiguió la 
obra comenzada en el reinado anterior, sacando á con- 
curso los curatos; ordenó que la laquisición no pro- 
cediese á la prisión de persona alguna, de ningún es- 
tado, alto ó bajo, sin consulta y permiso del Sobera- 
no, é intentó llevar á cabo grandes reformas en las 
Órdenes religiosas (2). 



(\) Véase el Apéndice núm. 1. 

(2) ¿Faé Godoy ó fué el Ministro de Estado, D. Mariano 
Luis de Urquijo, el iniciador de estas reformas? Punto es éste 
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De é^Ud, las que principal meóte 9oli<;itabaii so ateo- 
ción, eran las mendicantes, de las cuales había por en* 
tonces en España unos mil conventos, con más de 
25.000 frailes qne sólo vivían de la limosna, y otros 
machos que la solicitaban como ayuda de las rentas 
que poseían. Godoy creía que los mendicantes se ha- 
llaban rebajados en su carácter sacerdotalp y que ade^ 
más su existancía era perjudicial á los pueblos, y de 
aquí que procurase que se dedicaran unos á formar 
colegiatas parroquiales con sujeción á los Obispos^ 
otros al servicio de los hospicios y demás casas de be- 
neficencia, 7 el resto á las Misiones de Ultramar. Aun 
el número de los conventos que vivían de sus rentas 
lo estimó excesivo y procuró reducirlo, y para todo 
esto alcanzó de la Santa Sede diversas bulas que res- 
pondían á sus ideas reformistas (1). 



que no hallamos suficientemente aclarado, aunque constitu- 
yen indicios graves para creer lo segundo el haberse reali- 
zado la mayoría de aquéllas durante el paso de Urquljo por 
la Secretaria de Estado, la educación liberal de éste, su co- 
nocimiento de las obras de los filósofos ingleses y franceses, 
su estancia en Inglaterra y el haber sido objeto de repetidas 
persecuciones por parte del Tribunal de la Inquisición. 

De todos modos, el que fuese uno ú otro no altera el razo- 
namiento consignado en el texto. 

(1) Según afirma Canga Arguelles en su Diccionario de 
Hacienda j en 1800 existían los siguientes conventos: de Re- 
ligiosos monacales, 200; de Religiosas monacales, 79; de Re- 
ligiosos mendicantes, 882; de Religiosas mendicantes, 150; de 
Religiosos que vivían de sus rentas, 798; de Religiosas que 
vivían de sus rentas, 150; de Clérigos regulares, 131. Total 
* conventos de hombres, 2.011; ídem de mujeres, 379. Total ge- 
neral, 2.390. 

El número de Religiosos era: varones, 59.768; mujeres, 
33.630. Total, 93.398. 

Es curioso hacer notar que las regiones en las cuales ha- 
bía mayor número de conventos eran: Cataluña, que tenia 
218; Sevilla y Sierra Morena, con 203; Valencia, 195, y Ara- 
gón, 185; es decir, las más ricas, las de mayor población y 
riqueza. De las que tenían menor número era una Galicia. 
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Esta campaña tuyo su complemento en otra cuya 
finalidad era esencialmente financiera, pues los apu- 
ros del Tesoro hicieron que el Ministro de Hacienda, 
D. Diego Oardoqui, célebre, como dice Ganga Argue- 
lles, «por la fecundidad de los recursos de que se va- 
lió para hacer frente á las obligaciones del Erario», 
dictase los Reales Decretos de 24 de Agosto de 1795 
imponiendo xm 15 por 100 sobre las fincas y derechos 
reales que adquiriesen fas manos muertas j sobre las 
que se destinaran á la fundación de mayorazgos. No 
contento con esto, Oardoqui propuso la venta de los 
bienes de aquellas fundaciones piadosas cuyos objetos 
hubiesen cesado, pero no se llevó á cabo. 

Pocos años después, creciendo las necesidades de la 
Hacienda pública, porque la amistad de Francia re- 
sultaba cada df a más cara, se solicitó y obtuvo de Su 
Santidad que por Breve de 10 de Febrero de 1801 con- 
cediese á los Reyes de España la facultad de retener el 
importe de las rentas de un año de los beneficios.ecle- 
siásticos y de las Encomiendas de las cuatro Órdenes 
militares y de la de San Juan. Dicha anualidad, según 
datos del Consejo Supremo de Castilla, importaba un 
millón de reales en la Península y millón y medio en 
América; pero del estado de los fondos que entraron 
en la Caja de Consolidación se deduce que el valor de 
las anualidades eclesiásticas llegó á 3.818.000 reales 
vellón (1). Fácilmente se comprende, aun aceptando 
como exacta esa última cifra, que tales recursos eran 
insuficientes para atender á las necesidades crecientes 



(1) Asi lo afirma Canga Arguelles en su citado Diccio- 
nario de Hacienda (edición de Londres, 1827), pero ambas 
cifras deben referirse á la recaudación obtenida y no á la 
cantidad que en realidad importase una anualidad eclesiás- 
tica, que debía ser mucho mayor, dado el importe de lo que 
después produjo la enajenación de sólo la séptima parte. 



del Tesoro, 7 no puede extrañar que se entablasen 
imevas gestiones á fln de alcanzar, como se consiguió 
por Io3 Breves de Noviembre de 1804 y 12 de Diciem- 
bre de 1806 (inserto estetlltimo en la Real Cédula de 
21 de Febrero de 1807), que Pío Vn concediese al Rey 
la facultad de vender y enajenar la séptima parte da 
los predios pertenecientes á las iglesias, monasterios^ 
conventos, eomuoidades, fundaciones y á otras cua- 
lesquiera personas eclesiásticas, incluso los bienes pa- 
trimoniales de las cuatro Órdenes militares y de 9a de 
San Juan, sin más excepción que la de los asignados 
por coDgrna á los párrocos. Se ha calculado que las 
enajenaciones ascendieron á mil millones de reales (1); 
pero aunque esta cifra reáulte exagerada, lo que no 
puede ponerse en duda es que Carlos I Vp siguiendo el 
ejemplo de otros Monarcas, como Carlos I y Felipe n, 
puso mano en los bienes eclesiásticos para remediar 
las necesidades del Estado, 

¿No se explica^ teniendo en cuenta esta campaña, la 
oposición que fué formándose frente á Godoy, y no 
se comprende que todos los elementos heridos por 
esas reformas habían de ir necesariamente á engrosar 
lo que se llamó el partido del Príncipe? 

Si el Gobierno español pudo conseguir llevar á la 
práotica tales ideas y utilizar, con el asentimiento de 
la Santa Sede, los recursos que le proporcionaron los 
bienes del clero, no le fué dado lograr, aunque en 
ello puso gran empeño, que cesase la pugna que de 
antiguo existia entre la Nunciatura y los Prelados. 

Cuestión es ésta última que^ por su importancia y 
por las consecuencias á que dio lugar, exige se re- 
cuerden, siquiera á grandes rasgos, sus antecedentes. 

Basta leer el Breve que en ISde Diciembre de 1766 



(1) Canga Argüetlcs, obracil;adB. 
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concedió Su Santidad á D. César Alberico Lncini, Ar- 
zobispo de Nicea, Nuncio apostólico nombrado para es- 
tos Reinos, para reconocer que nada era más contrario 
á las intenciones del Santo Padre que los abusos que 
daban motivo á las quejas de los Prelados, y que las 
restricciones que éstos padecían en los derechos de su 
jurisdicción ordinaria y en el honor que debían pres- 
tarles sus subditos no necesitaban nuevos remedios, 
sino que se observasen con exactitud las disposicio- 
nes canónicas, y especialmente lo establecido por el 
Concilio de Trento, lo concordado con el Nuncio don 
César Fachineti en 8 de Octubre de 1640, mandado 
observar por el Consejo en su Auto de 9 del mismo 
mes, y lo prevenido á instancia de Obispos muy celo- 
sos, con interposición de los Reyes, por el Papa Ino- 
cencio Xlii en su Bula AposMici ministeriif confirma- 
da por Benedicto XTTT, para que se escusasen los 
abusos que se lamentaban, y se asegurase el orden y 
gobierno de la disciplina eclesiástica. 

Sin embargo, los abusos continuaron, y por ello los 
Arzobispos, de acuerdo con sus sufragáneos, y los 
Obispos exentos formularon distintas quejas é infor- 
mes sobre las apelaciones, inhibioiohes, comisiones 
extra Curiam, dispensas y otros puntos que, con grave 
daño de la disciplina eclesiástica secular y regular, y 
contra lo dispuesto por los sagrados cánones, se admi- 
tían y despachaban por el Tribunal de la Nunciatura. 
De esas quejas é informes resultaba que se impedia á 
los ordinarios el libre ejercicio de su jurisdicción para 
el conocimiento de las causas en primera instancia; 
que se admitían recursos y apelaciones frivolas; que 
se extraían las causas y los subditos de sus Jueces or- 
dinarios; que se entorpecían los efectos de las senten- 
cias, autos y providencias, que debían ser ejecutorias; 
que se concedían inhibiciones temporales; que se da- 
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ban comisiones in partibus, á personas distintas de los 
Jueces sinodales ó de los nombrados por los Obispos 
úum cQnsiHo capUuUi que se admitían recursos y apela- 
oiones fuera de las Ordenes, sin estar decididas 7 de* 
terminadas gradualmente Jas causas por los respecti- 
Yoa Jaeces Superiores Regulares y que se daban por Ja 
Nunciatura á los Regulares gracias, licencias é indul- 
tos, con los cuales se sustraían éstos de sus Prelados, 

Por todo esto se dictó la Orden circular dé 26 de 
Noviembre de 1767^ en la cuaí, recordando lo resuelto 
por S. M. á consulta de 9 de Enero de 1765| se encargó 
á los Prelados el cumplimiento de las disposiciones 
del Santo Concilio, Concordatos 7 constituciones ri- 
gentes (1), 

No obstante lo prevenido en dicha Orden^ cu7a 
puntual observancia se recordó á los Prelados y á las 



(1) Es íntere^iante conocer la parte dispositiva de dicha 
Orden. Dice asi: 

cUItímamcüte encarga el Coní^ojo á todoa los Prelados, 
EcIesiáiíUcoB, Seculares y Reg-ularos de estnsa Reinos, que 
cuando procedan á la corrección y casUgo de sus subditos, 
no olviden el estrecho precepto que l^t^ hace el Concilio de 
Trento en el cap* 1, ses, 13, de Refórmate y dem^sdiflyíOKicio* 
nes canónícaíít para exhortarlos y amonestarlos con toda 
bondad y caridad, procurando evitar con tiempo y pruden- 
cia loa delitos, pnra no tener el dolor de caíitígar los rena, 
excusando qne se hag'an publicas, con deshonor del estado 
Eclesiástico» aquellas manchas y defectos que ofenden ta pu- 
reza y buen ejemplo del Sacerdocio; y cuando se vean en la 
necesidad de formar proceso y proceder al correspondiente 
eastif^o, procuren no apartarse de lo que el miiímn Concilio 
les advierto, para que la^ correcciones y aplicaciones de las 
penad condignas no vulneren el decoro y estimación que de- 
ben eoniíorvar los Ministros del Santuario. 

•Pero d los subditos no recibiesen con homildad y resíg-- 
nación las correcciones de sus superiores, y se empeñasen en 
evitar las petias y huir de sus juicios por medio de las ape- 
lacioneSj el iniísmo Concilio y otras disposiciones canónicas 
previenen que no s& defiera á estas frivolas apelaciones, que 
ios reoa se mantengan en las cárceles, y q^ue ^l fíe presentan 
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Chancillerías y Audienoias del Reino por otra de 9 de 
Febrero de 1778, no debieron cumplirse sus disposi- 
ciones, puesto que algunos afios más tarde, ya comen- 
zado el siglo XIX y en medio de todas las perturbacio- 
nes que produjo en Europa el genio de Napoleón, se 
encargó al Representante de España en Roma que 
gestionase la reducción de las facultades del Nuncio. 
«Cada dia— se le dijo á Labrador— tiene el Rey más 
motivos para no apartarse de la resolución que tomó 
y que se contiene en la Instrucción dirigida á V. S. al 
pasar á servir ese Ministerio. Particularmente en el 
punto de ella relativo á las facultades del Nuncio que 
fie nombre para estos Reinos, es su Real voluntad que 
V. S. no cese de insistir sobre que no se admitirá al 
ejercicio de sus funciones al que obtenga este nom- 
bramiento sin que su autoridad quede ceñida y limi- 
tada á los términos que la misma Instrucción prescri» 
be y exige el bien de los vasallos de S. M.: sobre lo 



á los Tribunales superiores, se aseguren ante todas cosas sus 
personas con atención á su calidad y á la gravedad de] 
delito. 

»Si la apelación ó presentación personal se hiciese en el 
Tribunal de la Nunciatura, está concordado con el Nuncio 
D. César Fachineti lo que debe ejecutarse conforme á estas 
disposiciones canónicas, para qu^ el remedio de la apelación, 
instituido en favor de la inocencia, no decline en el detesta- 
ble abuso de proteger la malicia. 

»Bien reconoció el Concilio de Trento y la Bula Apostolici 
ministerii que el medio más eficaz de conservar la disciplina 
-eclesiástica y evitar semejantes causas y recursos, consiste 
en que los Prelados, asi Seculares como Éeg'ulares, no admi- 
tan en la milicia eclesiástica sino á aquellos que gobernados 
•de una verdadera vocación, manifiesten en la inocencia de 
sus costumbres y en las demás prendas que pide el ministe- 
rio eclesiástico, que serán útiles y necesarios al servicio de la 
Iglesia, al buen ejemplo y edificación de los fieles; por lo cual 
espera el Consejo que los RR. Obispos y Prelados Regulares 
interesarán su integridad y celosa atención en el importante 
•cumplimiento de estas disposiciones canónicas.» 
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que pase V. 3. las notas expresivas y enérgioaa, aun- 
que atentas, que estime necesarias (1). 

En camplimiento de esta Real orden, j antes de for* 
mnlar la oportuna Nota, el Representante de España, 
que lo era ya D. Antonio de Vargas y Laguna, visitó 
al Santo Padre, b\ cual, una vez enterado de Iob deseos 
de la Corte de Madrid, se limitó á contestar al Emba- 
jador: «¡Cuándo acabaremos con pretensiones! Esta 
asnnto es para mí nuevo enteramente; pero á primera 
vista se conoce la grande alteración que se quiere ba* 
cer en él. Pase V, la Nota, que lo examinaré, llaman- 
do todos los antee edén te 3. 4 En vista de esto, con fe- 
cha 9 de Octubre, pasó Vargas al Secretario de Estado, 
Cardenal Consalvi, una Nota exponiendo las justas 
causas que obligaban al Rey á solicitar que Su Santi- 
dad delegase en loa Obispos nacionales la facultad de 
dispensar en determinados casos (2). La contestación 
fué negativa, y aunque se ordenó al Embajador que 
insistiese alegando el inconveniente político que re- 
sultaba de que un Representante extranjero tuviese 
por su autoridad demasiada influencia en un Estado^ y 
aunque así lo hizo aquel (3), nada consiguió. 

Antes de esto, habiendo anunciado Monseñor Casonl 
su próxima elevación al cardenalato, y que en su reem- 
plazo se proponía Su Santidad nombrar Nuncio en 
Madrid á Monseñor Gravina, se encargó á Labrador 
que hiciese presente al Pontífice que el Rey no admi- 
tiría el nombramiento si en este y en el Breve de fa- 
cultades del nuevo Nuncio no se hacían las modiflca- 



{lY R. o. del Mili] íí tro de Estado á D, Pedro Labrador, 
fecha 15 do Junio de 180L 

(2) Dci? pacho do Vargas v Laguna ai Ministro de Estado, 
fecha 10 de Octubre de 1801/ 

(:J) R. o, do Estado, fecha 15 de Noviembre de 1801, y 
Despacho de Vargaa de 10 de Febi^ro de 1*M)2. 
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oiones y limitaciones qae S. M. tenía derecho á recla- 
mar y exigía el bien de sus vasallos (1). El nombra- 
miento tardó aún en hacerse, y hasta mediados de 1808 
no llegó á España el Arzobispo de Nicea, D. Pedro 
Grayina. 

En 12 de Julio se pasó el Breve de facultades del 
nuevo Nuncio á informe del Consejo, el cual lo evacuó 
manifestando «que habiendo reconocido los Fiscales 
de V. M. el actual Breve y la Real Orden en que se ha 
comunicado al Consejo, y teniendo presentes los ex- 
pedientes sobre presentaciones de otros de la misma 
naturaleza, dicen que todos ellos son uniformes, y 
literales las cláusulas relativas á las facultades que se 
confieren para el uso. y ejercicio de su jurisdicción 
y encargo, y aun el estilo y norma en su expedición; 
señaladamente en todo convienen las cláusulas del 
actual Breve con las que contuvieron los anteriores 
y se expusieron por los Fiscales en los expedientes 
unidos, y particularmente en la respuesta de 15 de 
Enero de 1795, por lo que mira al Breve que se expi- 
dió á favor del último Nuncio de S. S. el M. R. Arzo- 
bispo de Pirgi, D. Felipe Casoni, en que formalizaron 
la correspondiente súplica para S. S. como que con- 
tienen facultades contrarias á las Leyes, Pragmáticas, 
usos y costumbres de estos Reinos, Regalías de la 
Carona, Concordatos, y á lo dispuesto en el Breve 
que dio norma al Tribunal de la Nunciatura. En aten- 
ción á todo, los Fiscales, refiriéndose á dicha respues- 
ta, y reproduciendo los sólidos fundamentos que con- 
tiene, suplican para ante S. S. en la parte que mira á 
las cláusulas que se refieren, y piden que se consulte 
á V, M, su reforma y suspensión, y en los que com- 
prende el Breve, no hallan reparo se conceda el pase; 



(1) R. O. de Estado á Labrador, fecha 30 de Marzo de 1801. 



«as- 
ile todo lo ctial 56 haga saber al nueTO Nuncio, po* 
niéndoso la certificación correspODdiento al dorso de 
dicho Breve, 

»E1 Consejo, SeBor— añadía el alto Cuerpo,— confor- 
ináadose con el dictamen do vuestros tres Fiscales, 
y por lo resuelto por V. M, á la consalta que ¡e hizo 
en 21 de Enero de 1795, es do parecer qne se debe ad- 
mitir la súplica que aquellos interponen para ante 
S. S. del Breve expedido al M. R, Arzobispo de Nicea, 
5n NuBcio en estos Reinos, en cuanto á las cláusulas 
en que se le dan j conceden plena y libre Ucencia, 
facultad j potestad para visitar por sí 6 por medio 
de varones de probidad é idóneos^ las Iglesias Pa- 
triarcales, Metropolitanas, y demás que expresa el 
GOnte:xto de este artículo. Que igualmente debe ad- 
mitirse la súplica del en qne se le permite y encarga 
la averiguación y corrección de cualesquiera perso- 
nas así seculares como regulares, aunque sean exemp- 
tas y privilegiadas, que vivan mal y se hallen relaja- 
das y extraviadas de sus institutos, 6 fueren de otro 
eaalquiara modo delincuentes. Así mismo de las eu 
que se le habilita por la Santa Sede para crear doce 
Notarios y conocer do cnalesqulera causas que por 
recurso 6 apelación interpuesta ante el M. R. Nuncio 
de los Jueces ordinarios, se substancie en su Tribunal, 
y cometerlas generalmente á los Jueces sinodales, 6 
á la Nunciatura. Y para que pueda delegar sus veces 
en todo ó en parte y dar comisión á Jueces, Asisten* 
tes 6 eiecutores. En cuyos términos, siendo V. M, 
servido, se podrá conceder el pase al citado Breve, y 
devolverle original al M, R. Nuncio Arzobispo de Ni- 
cea para que use de las facultades que en él se le con- 
ceden, á excepción de las que reclaman los fiscales de 
V, M.: todo sin perjuicio de las Leyes, Pragmáticas, 
Qdos y buenas costumbres de estos Reinos, Regalías 
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de la Corona, Bulas Pontificias y derechos adquiridos 
por el Concordato del afio de 1753, con encargo de 
que no pueda variar el orden gradual de las instan- 
cias en los casos y juicios de que deba conocer; ob- 
servándose lo dispuesto en la Real Pragmática de 18 
de Enero de 1770, y poniéndose por el Escribano de 
Cámara y de Gobierno del Consejo al dorso del refe- 
rido Breve, certificación del Auto que en vista de 
Vuestra Real resolución proveyere este Tribunal, y de 
la notificación que debe hacerse de él al expresado 
Nuncio, al tiempo de entregarle el Breve original en 
la forma de estilo.— V. M. se dignará resolver lo que 
fuere de su Soberano agrado.» 

Resuelta por el Rey esta consulta, en 12 de Agosto 
de 1803, con la fórmula de «como parece», entró Mon- 
señor Gravina en el ejercicio de sus facultades. 

Mas ni las anteriores Reales Órdenes ni las restric- 
ciones con que se otorgó el pase al Breve de nombra- 
miento de nuevo Nuncio impidieron que se reprodu- 
jesen los antiguos abusos. En efecto, el Obispo de 
Ávila acudió por dos veces á S. M. quejándose del Tri- 
bunal de la Rota porque éste había intentado ¿urbar 
su jurisdicción ordinaria en primera instancia, man- 
dando poner en libertad á un Párroco de su Diócesis, 
á quien tenía procesado por varios delitos. Se pidió 
informe á la Rota, y oído también el Consejo, se man- 
dó, por Cédula de 28 de Agosto de 1804, que se hiciese 
entender al Auditor de la Nunciatura y al Tribunal de 
la Rota, que no habían podido ni debido turbar al ci- 
tado Obispo en el ejercicio de su jurisdicción en pri- 
mera instancia, como lo habían hecho en contraven- 
ción á las disposiciones y reglas del asunto, encargán- 
doles su exacta y puntual observancia. 

En otras circunstancias todos estos incidentes y las 
ideas reformistas de Ministros como Urquijo y Go- 
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doy habrían engendrado acaso rozamientos seas í bles 
entre España y la Santa Sede, pero on los primeros 
años del siglo xix, perturbada Enropa por la política 
de la República francesa primero, y más tarde por la 
ambición de Napoleón Bonaparte, ni el Gobierno de 
Madrid ni el de Roma pudieron concederlos gran im- 
portancia. 



CAPÍTULO III 



La cuestión religiosa en las Cortes de Cádiz.— La Constitución 
de, 1812; su encabezamiento; el articulo 12.— Comienzo de 
la desamortización — Decreto aboliendo el Tribunal de la 
Inquisición.— Otras disposiciones.— Protesta del Nuncio. — 
Contestaciones entre la Regencia y Monseñor Gravina. — 
Extrañamiento del Nuncio.— La reacción de 1814.— La en- 
señanza y las religiosas. — Restablecimiento de la Compa- 
ñía de Jesús. 



Ehi medio de las yicisitades de la guerra que inioió 
el pueblo de Madrid el 2 de Mayo de 1808 y que se- 
cundaron con sin igual entusiasmo todas las provin- 
cias, acertó la Nación, con admirable instinto, á cons- 
tituir un Poder central que dirigiese los negocios pú- 
blicos y preparase la reunión de unas Cortes encarga- 
das de fijar, dentro de la Monarquía, la organización 
y el funcionamiento de los diversos elementos so- 
ciales. 

Dividido el país, esa división se reflejó en las Cor- 
tes que el 24 de Septiembre de 1810 quedaron instala- 
das en la Real Isla de León. 

Una minoría valiosa, ilustradísima, animada por el 
más sincero patriotismo, pero profundamente equi- 
vocada al juzgar el estado del país, aspiraba á intro- 
ducir en la organización de los poderes públicos gran- 
des reformas; pero la masa general no pensaba como 
aquélla ni se hallaba preparada para tan radical mu- 
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danza. Para esa minorfa la cansa de la independencia 
y la causa de la libertad eran una misma; mas el pue- 
blo no se batía por deíeuder nnos derechos que ni si- 
quiera conocía, sino por vengar el agravio inferido á 
la patria, por sacudir el yugo extranjero, por librar 
al Rey de su cautiridad y por defender la religión, 
de la que creía enemigos á loa franceses. 

Una y otra tendencia lucharon en el seao de la Co-^ 
misión encargada de preparar el proyecto constitu- 
cionaL Componían aquélla catorce individuos, de los 
cuales seis eran eclesiásticos; Muñoz Torrero, Rodrí- 
guez de la Barcena, Espiga, Cañedo, Oliveros y Pérez 
(D. Antonio Joaquín). Éstos también se dividieron, 
pues según expuso Arguelles en las Constituyentes 
de 1836, Muñoz Torrero, Espiga y Oliveros, convenci- 
dos de la oposición que haría el Clero á la Constitu- 
ción, y queriendo evitarla, redactaron tal como se 
presentó el art. 12, relativo á la cuestión religiosa. 
Los otros tres eclesiásticos miraron con indiferencia 
esa tentativa, y los demás individuos de lá Comisión, 
aunque no pensaban en ese punto como aquéllos ni 
acaso creyeron eficaz el medio elegido para contener 
la propaganda del clero contra las nuevas ideas, tran- 
sigieron y aceptaron el artículo como lo redactaron 
aquellos sabios presbíteros. 

Ta en el encabezamiento del Código constitucional 
88 había consignado esta significativa declaración: 
«En el nombre de Dios Todopoderoso, Padi*e, Hijo y 
Espíritu Santo, Autor y Supremo legislador de la So- 
ciedad». Esto equivalía á una profesión de fe, de modo 
que no puede sorprender que el art. 12 apareciese re- 
dactado en esta forma: «La religión de la Nación es- 
pañola es y será perpetuamente la católica, apostóli- 
ca, romana, única verdadera, protegiéndola la Nación 
por leyes sabias y justas, prohibiendo el ejercicio de 
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cualquier otra». Exonsado es decir que este artículo 
fué aprobado. 

Menos importancia tuvieron, aunque algunas fue- 
ron objeto de detenida discusión, otras disposiciones 
de la Regencia y de las mismas Cortes sobre los bie- 
nes de las Corporaciones religiosas. En aquéllas se dis- 
puso el secuestro de todos los bienes pertenecientes á 
establecimientos públicos, Cuerpos consulares y ecle- 
siásticos ó religiosos extinguidos, disueltos 6 refor- 
mados por resultas de la insurrección ó por provi- 
dencias del Gobierno intruso, con calidad de reinte- 
grarlos en la posesión de las fincas siempre que lle- 
gase el caso de su restablecimiento (1); y se ordenó 
que la reunión de las comunidades, acordada por la 
Regencia, se llevase á efecto en conventos que no es- 
tuviesen arruinados, no permitiéndose por entonces 
que se pidiese limosna para reedificar estos edificios 
ó sus iglesias; que no se restablecieran, ni subsistiesen 
restablecidos conventos que no tuviesen doce indivi- 
duos profesos, á excepción del que fuese único en su 
pueblo, en el cual deberla completar este número el 
Prelado superior con religiosos de la misma Orden; 
que en los pueblos en que hubiese muchos conventos 
de un instituto se restableciese uno solo donde de- 
bían reunirse todos los de aquel pueblo; que los indi- 
viduos pertenecientes á casas suprimidas serían agre- 
gados á las de su Orden que se hubiesen restablecido 
ó se restableciesen, y que la Regencia se abstuviese 
de expedir nuevas órdenes sobre restablecimiento de 
conventos y los Prelados de dar hábitos hasta la re- 
solución del expediente general. Además se abolió la 
carga conocida con el nombre de voto de Santiago (2). 



(1) Artículos 7.® y 8.® del Decreto de 17 de Junio de 1812. 

(2) Véase el Apéndice núm. 2. 
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Esta campa Qa de las Cortes tuvo su eomplenieuto en 
los cuatro famosos Decretos de 22 de Febrero de 1813, 
que dieron lugar á ruidosos iDcldentes. En esos decre- 
tos se abolía el Tribunal de la Inquisición, se mandaba 
leer en las parroquias el Decreto anterior y el mani- 
fiesto en que se exponían sus fundamentos y motivos, 
se ordenaba quitar de los parajes públicos y destruir 
las pinturas é inscripcíoues de los castigos impuestos 
por la loqulsicíón, y se declaraban nacionales los bie- 
nes de ésta (1). 

£1 decreto aboliendo el Tribunal de la Inquisioióii 
no era, ni por su fondo ni por su forma, de tendencia 
antirreligiosa, pero sí opuesto por completo ¿ los pri- 
YÜegios que la existencia de aquél entrañaba. Que no 
era de teadencia aatirreligiosa lo demuestra, no sólo el 
hecho de declararse en su art 1.^ que «la Religión Ca- 
tólica, Apostólica, Romana será protegida por leyes 
conformes á la Constitución», sino la circunstancia de 
qae al suprimirse dicho Tribunal se restablecían en 
toda su fuerza y vigor los preceptos cootenldos en la 
ley 2.*, título 27, Partida Vn, por virtud de los cuales 
los Prelados recobraban sus facultades para entender 
en las causas de fe (2). Es decir, que no se abandonaba 
la defensa de la religión; lo que se hacía era restable- 
cer la antigua disciplina de la Iglesia española. 

No obstante esto, cuando llegó á conocimiento del 
Nuncio que la Regencia se proponía circular y publi- 
car el decreto del Congreso, se dirigió al Gobierno 
pidiendo se suspendiese la ejecución y publicación de 
dicho decreto «hasta tanto que en tiempos más felices 
pueda obtenerse la aprobación ó consentimiento del 



{!) Véanse los Apéndices núms. 3 á 6. 
(2) Sobre esta materia véase lo dispuesto en el titulo I, 
libro II de la Novísima Recopilación. 
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Romano Ponttflce» y en su defecto del Concilio nacio- 
nal, á quien toca particularmente determinar en estas 
materias religiosas y eclesiásticas», y se fundaba en 
que se suprimía 6 quitaba un tribunal establecido por 
el Sumo Pontífice en uso de su primacía y suprema 
autoridad en la Iglesia para el conocimiento de unas 
causas puramente espirituales, como son la conserva- 
ción de la fe católica y extirpación de las herejías, de- 
jando sin efecto alguno la jurisdicción que S. S. le 
había delegado (1). Al propio tiempo escribió al Obispo 
de Jaén y á los Cabildos de Granada y Málaga dicién- 
doles que los Obispos que se bailaban en Cádiz pensa- 
ban contestar á la Orden de la Regencia que en asunto 
tan grave é interesante no podían proceder á la ejecu- 
ción sin consultar á sus Cabildos, dando con esto tiem- 
po áezponer cuanto conviniese enlamateria;que el Ca- 
bildo de Cádiz en sede vacante se negaba también á la 
ejecución, fundado en la representación de sus párro- 
cos y en otras varias razones que alegaría en su contes- 
tación, y que había creído de su obligación representar 
en nombre de S. S. oponiéndose al acuerdo del Con- 
greso sin preceder el consentimiento ó aprobación del 
Papa, ó en su defecto del Concilio nacional. «Me parece 
necesario— añadía— dar á V. S. I. estas noticias para su 
gobierno, esperando que en un asunto tan grave se con- 
formará con el dictamen de los demás señores Ordina- 
rios, haciendo este servicio importante á la Religión, á 
la Iglesia y á nuestro Santísimo Padre, cuya autoridad 
y derechos se perjudican, á mi parecer, y no se favore- 
ce tampoco á la dignidad episcopal» (2). 



(1) Comunicación entreg-«ada por el Nuncio á la Regencia, 
con fecha 5 de Marzo de 1813. 

(2) Cartas dirigidas por el Nuncio al Obispo de Jaén y á 
los Cabildos de Granada y do Málaga, con fecha 5 de Marzo 
do 1813. 



^p 
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Esto, aoaqtte revestido de formas comedidas y pru- 
dentes, era, en el fondo, una excitaoi6ü á la rebeldía. 
Así lo comprendió el Gobierno, y por esto el Ministro 
de Gracia y Justicia hubo de recordarle que se le ha- 
bía conservado en su carácter de Legado de Su Santi- 
dad ^á pesar de que el cautiverio del Santo Padre, el 
de nuestro Rey Fernando Vil y otras circunstancias 
le autorizaban para poner en duda su legitimidad^; dl- 
oiáudole que la Regencia no podía mirar cou indife* 
rencia su conductaj tan contraria al derecho de gentes, 
y que se había valido de su carácter para organizar la 
desobediencia, *S. A. — decía el Ministro^se estremece 
al considerar las funestas coasecuenclas que han podi- 
do seguirse á la seguridad del Estado y á la unidad de 
la religión de las excitaciones de V, E, recomendadas 
por unos motivos de tanta ioñuencia; y aunque la 
obligación que tiene de defender el Estado y proteger 
la religión le autorizaba para extrañar á V. E. de estos 
Reinos, y ocuparle sus temporalidades, con todo, el 
deseo de acreditar la veneración y el respeto con que 
!a Nación española ha mirado siempre la sagrada per- 
sona del Papa, y el deseo también de no hacer mayor 
su aflicción, detienen á 3. A. para tomar esta provi- 
dencia; habiéndose limitado únicamente á mandar que 
se desapruebe la conducta de V» E., bajo la seguridad 
de que en lo sucesivo se contendrá dentro de los lími- 
tes de su Legación, y no se valdrá de la ocasión que le 
proporciona el carácter público con que se halla re- 
vestido, para practicar como Prelado extranjero ges- 
tiones iguales ó semejantes á las que quedan indica- 
das, sino únicamente para hacerlas al Gobierno, y por 
el conducto de su Secretario de Estado: en el concepto 
de que si V. E. se olvida de sus deberes, se verá S. A. en 
la sensible, pero inexcusable precisión de usar de toda 
su autoridad en desempeño de los que ha jurado cum- 
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plir al tiempo qne se encargó del ejeroioio de ella» (1). 

Á la amenaza contenida en la anterior comunicación, 
contestó Monseñor Oravina que creía hallarse en el 
deber y precisa obligación de hacer cuanto había he- 
cho; que nadie había deseado ni deseaba más la paz j 
tranquilidad y las demás felicidades del Reino; pero 
que, tratándose de materias eclesiásticas, podía verse 
obligado á practicar iguales diligencias, y tener la co- 
rrespondencia y comunicación que eran tan propias 
de su oficio. 4rSi esta conducta— añadió— causa algún 
descontento á S. A., puede desde luego tomar la reso- 
lución que guste, en la seguridad gue la ejecutará al 
punto, creyendo que su porte merecerá la aprobación 
de S. S. y aun que le será de gran satisfacción el saber 
que por sostener su representación su Legado mira 
con la mayor indiferencia las temporalidades, imi- 
tando el desprendimiento de que está dando á todo 
el mundo el más ilustre y heroico ejemplo.» Al pro- 
pio tiempo dirigió una Nota á la Secretaria de Es- 
tado manifestándose sorprendido de que se le hubie- 
se contestado por la de Oracia y Justicia, cuando 
aquélla era el conducto único de las relaciones minis- 
teriales para con el Nuncio, y añadiendo que su sor- 
presa había aumentado considerando que aquella co- 
municación era consecuencia de la Memoria que había 
entregado á la Regencia, y de la cual había enterado y 
dado copia al Secretario de Estado para no faltar á la 
atención debida (2). 

La queja del Nuncio en este particular era fundada, 
si bien él había sido el primero en quebrantar las re- 



(1) Orden del Secretario de Gracia y Justicia (D. Antonio 
Cano Manuel) al Nuncio, fecha 23 de Abril de 1813. 

(2) Comunicación del Nuncio al Secretario de Gracia j 
Justica, y Nota del mismo al Secretario de Estado; ambas de 
fecha 28 de Abril de 1813. 
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glas usuales de las relaciones entre los Represeütantes 
extranjeros y los Gobiernos. Por esto, el Secretario de 
Estado liiibo de contestar á la Nota diciendo que en la 
comunicación de Gracia y Justicia no se respondía á 
la Memoria, y solamente se hacía una ligerísima men- 
ción de ella por incidencia del asunto del oñcio, que 
eran ka cartas que con la firma de Arzobispo de Nicea 
había escrito Monseñor Gravina al Obispo de Jaén y & 
los Cabildos de Málaga y de Granada; que aquella Me- 
moria debía naturalmente no ser respondida, pomo 
haber sido presentada en la forma prescrita por el uso 
uniforme de todos los Gabinetes de Europa; que si al- 
guna vez se había disimulado que los Embajadores y 
Ministros extranjeros se entendiesen de oficio direc- 
tamente con ei Poder ejecutivo^ había sido eu asuntos 
leves ó de familia, y que aun así casi siempre había 
sido funesta tal condescendepcia. Recogiendo luego 
Iab indicaciones del Nuncio sobre la posibilidad de 
que se Tiese obligado á perseverar en la conducta que 
se le censuraba, se le pedían explicaciones acerca del 
alcance de sus palabras, diciendo: ^Sí V. E. entiende 
que sus facultades le autorizan á practicar diligencias 
iguales ó semejantes á lasque ha practicado y á tener 
correspondencias como las que ha tenido con el Obis- 
po de Jaén y con los Cabildos de Granada y Málaga^ 
es indispensable que V. E. lo manifieste. En materia de 
tanta transcendencia la más leva duda puede causar 
grayísimos males; y nada es más Justo que el deseo de 
conocer la extensión que V- E. da ásus facultades. No 
dudo que V. E. tendrá la complacencia de prestarse á 
asta explicación que le pido de orden de S. A.» (1)- 
En términos moderados en la forma, pero de granñr- 



(1) Nota del Secretario de Estado, Gómez Labrador, al 
Nuncio; fecha 5 de Mayo de 1813, 
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meza en el fondo, replicó Monseñor Gravina declaran- 
do qne estaba resuelto 7 decidido á obrar de la misma 
manera en uso de las facultades que creía competer- 
le (1); 7 pocos días después se quejó de los términos 
en que, al ocuparse de este incidente, se había expre- 
sado en las Cortes el Secretario de Gracia j Justicia, 
al que acusó de haber sentado proposiciones alarman- 
tes que comprometían la autoridad del Santo Padre 7 
de su Legado (2). En vista de todo esto, 7 previa con- 
sulta al Consejo de Estado, Gómez Labrador pasó una 
nueva Nota al Nuncio participándole que la Regencia 
había dispuesto se le enviasen los pasaportes 7 se pro- 
cediese á la ocupación de sus temporalidades (3). 

Al día siguiente, 8 de Julio, el presidente de la Re- 
gencia, D. Luis de Borbón, Cardenal de Scala, Arzobis- 
po de Toledo, publicó un Manifiesto haciendo historia 
de lo ocurrido con el Nuncio; justificando su expul- 
sión; defendiendo la obra de las Cortes; afirmando 
que si bien el Tribunal de la Inquisición gozaba de 
extraordinarios privilegios 7 facultades por Bulas 
pontificias, había sido introducido en el Reino por los 
Re7es Católicos D. Femando 7 D.* Isabel, 7 expresan- 
do la confianza de que el Santo Padre conocería la 
justicia 7 moderación con que se había procedido 7 se 
apresuraría á enviar un Nuncio que reuniese, con el 
discreto 7 templado celo de la religión, el respeto á la 
independencia del Gobierno, 7 el más exacto cuidado 
en no turbar los ánimos «resucitando opiniones que 
hace 7a muchos siglos abandonaron los eclesiásticos 
más recomendables por su singular piedad 7 profun- 



(1) Nota del Nuncio al Secretario de Estado, fecha 9 de 
Mavo de 1813. 

(2) ídem id., fecha 14 de Mayo do 1813. 

(3) Nota del Secretario de Estado al Nuncio de Su Santi- 
dad, fecha 7 de Julio de 1813. 



^ 
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do conocimiento de las cien cías de su profesión» {1). 

MoDseñor Gravinap que ae ertcontraba en el Puerto 
de Santa María al recibir !o3 pasaportes, se trasladó á 
Cádiz el 15 de Julio, y oo vez de embarcarse en el ba- 
que que el Gobierno había puesto á su disposición, lo 
hizo en la polacra Santísima Trinidad, la cual se hizo 
á la Tela inmediatamente, conduciendo al Nuncio á 
Tavira (Portugal), á cuyo punto llegó en la tarde del 
día 20. El haber elegido para su residencia lugar tan 
cercano á España tenia un objeto que el Representan^ 
te de Su Santidad puso en claro en la comunicación 
que dirigió al Secretario de Estado y más aún en la 
carta que envió al Arzobispo de Toledo. 

En la primera, ala vez que protestaba de su ertrft- 
fiamlento, caliücando esta medida de arbitrarla, irra- 
cional é injusta, la atribuía «£ la idea, quizá conce- 
bida por el Grobierno, de romper con este pretexto la 
comunicación con el Santo Padre y la Santa Sede 
Apostóliea>. Luego decía: 

*Que el Gobierno, bajo el pretexto de conducta po- 
lítica, quiera impedir toda comunicación con el Santo 
Padre, tenga ó no razón para ello, está en su arbitrio 
en cuanto á lo civil, pero no en cuanto á Ío espiritual, 
porque a esto no se extienden sus facultades, tratán- 
dose espeeiaimente de un Gobierno en el cual, aun 



(1) Antes de esto, en 23 de Abril, el Tiiisrao Cardenal Bor- 
bón habla dirigido otro tníiiiifiesto á los Prelados y Cabildos 
de España dando cuenta de Lía primeras contestaciones ha- 
bidas entro el Niiíicio y el Gobierno, ex [dicando por ijiié no 
procedía dcsd^ luf*go á la cxpnUión de Monseñor üravina, y 
excitando á aquéllos á contribuir con su autoridad y sólida 
doctrina á que tuvieran efecto las intenciones del Congreso 
y de la Regencia en obsequio de la Religión y del Estado. 

Estos manifiestos, asi como las Notas y comunicaciones 
cruzadas entre el Gobierno y el Nuncio y las cartas de éste 
de que se ha hecho mención, se imprimieron y circularon 
profusamente. 



-re- 
seguí! la nueva GonstituoiÓD, por ley f andamental é 
inaltera ble se admite sólo la Religión católica, apostó- 
lica, romana, con exclusión de toda otra.—En el con- 
cepto, pues, de las dos representaciones del Nuncio, si 
se le impidiese la civil que da la potestad secular, de 
ninguna manera se le pudo quitar ó impedir la ecle- 
siástica, como V. E. bien conoce, que pende sólo del 
Sumo Pontíflce como el único y solo que la confiere. 
Por consiguiente, todavía residen en mí todas las fa- 
cultades que me concedió Su Santidad, y por esta mis- 
ma razón,^ impelido por la necesidad de retirarme de 
la España, he procurado elegir el punto más inmedia- 
to para estar pronto á socorrer las urgencias espiritua- 
les de esos dominios, y mantener la comunicación y 
correspondencia (limitada siempre á materias riguro- 
samente eclesiásticas) como Ministro de orden supe- 
rior 6 inferior de la Iglesia de España.— Á este objeto 
he dispuesto una circular para dar aviso del lugar de 
mi nueva residencia, según que es de estilo y práctica 
del Nuncio después de su llegada á España, y el eoce- 
quatur de su Breve» (1). 

En la carta al Cardenal Borbón repetía que «de- 
seando proveer de remedio alas necesidades espiritua- 
les de sus subditos y demás fieles de esos dominios, 
continuaré despachando en dicha mi residencia sus 
pretensiones, aun las que remitían á la Silla Apostó- 
lica, y de Nunciatura, en la misma forma que lo he 
hecho hasta aquí por el largo tiempo de mi residen- 
cia en España, y con los diversos Gobiernos que se 
han sucedido». Luego añadía: <No es tampoco ajeno 
de mi ministerio, que suplique á V. Em. que como Vi- 
sitador Apostólico no extienda sus facultades más allá 



(1) Conmnicación del Nuncio al Secretario de Estado; 
fecha, Tavira 24 de Julio de 1813. 
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délo que prayiene el misino Breve de visita, pues do 
son ilimitadas, como han pretendido hacerlas parecer 
á Y, Em. Además de no ser tan extensas, se reducen á 
una sola visita, j por una sola vez; ni éstas empieEan 
sino en el acto de visita; y en aquel solo Convento, 6 
aquella sola Orden que entienda V. Em. visitar: en el 
cual tiempo podrá dar las proyidencias necesarias 
para la observancia de las reglas, ó Inspeccionar sobr& 
la enseñanza de la sana doctrina* (1). 

Pretendía, pues, el Nuncio seguir ejerciendo desde 
Tavira sus facultades eclesiásticas, en lo cual incurría 
en grave error, puesto que ese ejercicio dependía del 
mantenimiento apipase dado á su Breve, cuyo pase 
quedaba revocado por el hecho de la expulsión. Tal 
pretensión, de llevarse á la práctica, podía origioar 
serias diñcultades, y exigía, por tanto, que el Gobier- 
no adoptase las medidas necesarias para impedirlo. 
Nada se hizo, sin embargo, más que ordenar por el 
Ministerio de Gracia y Justicia que los Prelados remi* 
tiesen á aquél todas las comunicaciones que recibie- 
sen del Nuncio. En cuanto á las protestas, ninguna re- 
solución sa adoptó hasta seis meses después. En 28 d& 
Febrero de 1814 se envió al Consejo de Estado la co- 
municación de Monseñor Gravina, y ese Alto Cuerpo 
evacuó su informe en 23 de Marzo, limitándose á de* 
cir que «eu tienda que cortada toda comunicación con 
el M. R Nuncio de 3u Santidad, así en el concepto 
político como en el eolesiástioo, en consecuencia del 
extrañamiento, no debe V, A- darse por entendido d& 
las protestas de que se hace mérito en el expediente,, 
sino para el único objeto de prevenir á los Prelados 
eclesiásticos, no sólo que remitan á la respectiva Se-^ 



(1) Carta del Nuncio a! Arstohiíipo de Toledo, Cardenal 
Borbúu; fedm, Tí^vka 2i de J ulio de 1813* 
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cretaría todas las comunicaciones que reciban del 
M. R. Nuncio de Su Santidad, como ya se ha prevenido 
por el Ministerio de Gracia y Justicia, sino también 
para que no den la menor contestación á ellas>. 

Al propio tiempo se hizo imprimir y circular la 
refutación que de los argumentos empleados por 
el Nuncio había escrito D.Manuel García Herreros. 
Este escritor se hacía principalmente cargo de la 
afirmación de que el Representante de S. S. conser- 
yaba, aim después de su extrañamiento, sus faculta- 
des eclesiásticas, y para refutarla decía: «Si no estu- 
viese en manos del Príncipe impedir en todo ó en 
parte el uso de las facultades de los Nuncios en mate- 
rias rigurosamente eclesiásticas^ como pretende el se- 
ñor Gravina, no podría poner limitaciones á los Bre- 
ves de estas legacías. Es así que tiene autoridad para 
limitarlos cuando lo cree conveniente, respaldándo- 
los, esto es, no dando el pase á las cláusulas que con- 
tienen facultades exorbitantes ó incompatibles con las 
regalías ó con los derechos innatos de los Obispos. 
Luego tiene poder para cercenar sus facultades ede- 
siásticaSf pues de ellas solas tratan estos Breves.-— Mon- 
señor, que niega ahora esta potestad al Supremo Go- 
bierno, ¿cómo es que sufrió que Carlos IV respaldase 
su Breve, tildando las mismas cláusulas que había til- 
dado en sus antecesores, esto es, no consintiendo que 
en España usase de ciertas facultades eclesiásticas^ que 
le había concedido Su Santidad?» 

Para demostrar que no era nuevo en España, como 
no lo era en otros Estados católicos, el extrañar los 
Reyes á los Nuncios de Su Santidad, y que uno de los 
efectos del extrañamiento es cesar en el uso de sus 
facultades eclesiásticas, recordaba algimos hechos his- 
tóricos, entre ellos la prisión ordenada por los Re- 
yes Católicos del Legado Dominico Centurión, el 
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cual, para conseguir su libertad, juró obediencia á los 
Reyes, despojándose del carácter de Legado; el des- 
tierro por Felipe V del Nuncio Zondadari, que llevó 
su Tribunal á Aviñón, pretendiendo ejercer desde allí 
la Nunciatura de España, dando esto lugar á quo se 
dictase nn Real decreto proliibiendo acudir á aquél, 
y la expulsión por el mismo Felipe V del Nuncio AI- 
dobrandi, á la que siguió el cerrarse la Nunciatura (1). 

Los acontecimientos políticos que pocos meses des- 
pués tuvieron lugar, cambiaron por completo la si- 
tuación. 

En efecto, habiendo regresado á España en Abril 
de 1814 el Rey Fernando Vil, se apresuró éste á de- 
rogar toda la obra de las Cortes de Cádiz. Se restable- 
ció el Tribunal de la Inquisición; el Nuncio, que ha- 
bía sido muy recomendado al Monarca por el Carde- 
nal Pacca (2), regresó á Madrid, recibiendo nuevas cre- 
denciales en 21 de Agosto de dicho año; se dictó la 
Real Cédula del 31 del mismo mes despojando á los 
compradores de bienes nacionales de las fincas y efec- 
tos que en ese concepto hubiesen adquirido, disposi- 
ción que fué en la práctica altamente perturbadora, 
iniciando la serie de preceptos legales que mantuvie- 
ron durante largos años á la propiedad en un estado 
de funestísima incertidumbre, y se expidieron por 
Gracia y Justicia dos circulares ordenando la devo- 
lución de sus conventos á los regulares y á las reli- 
giosas. 

Otra disposición de gran importancia en este orden 
de ideas se adoptó poco después. 



(1) Pueden verse los detalles de todos estos casos en el 
escrito del Sr. García Herreros. 

(2) Carta del Cardenal Pacca, Secretario de Estado de 
Su Santidad, á Fernando VII; fecha, Roma 25 de Agosto 
de 1814. 
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En 12 de Febrero de 1816 se dijo al Inquisidor ge- 
geral qne la corrupción que se notaba en las costum- 
bres había llamado la atención del Rey, el cual, tra- 
tando de procurar el remedio, creía que la medicina 
más eficaz era una educación sana; que la escasez de 
fondos que para todo apuraba en una nación que 
tamaños sacrificios acababa de llevar á cabo, impe- 
día realizar los proyectos del Gobierno, y que, pen- 
sando que no podía desdecir de la profesión de las 
monjas el dedicarse á la enseñanza de las niñas, 
«pues siempre ha sido ésta obra de misericordia, pero 
en el día podia tenerse por de religiosa necesidad», 
proyectaba acudir á S. S., por lo cual deseaba co- 
nocer su opinión. 

Fué esta favorable. El Inquisidor contestó el 20 del 
mismo mes, aplaudiendo el pensamiento y diciendo 
que debía recurrirse á S. S. para que autorizase que 
en los pueblos donde no hubiese escuelas gratuitas 
ó no existiese suficiente número de ellas se encarga- 
sen de la enseñanza las religiosas y que los Ordinarios 
pudiesen dispensar á éstas el cumplimiento de las re- 
glas incompatibles con esa misión; pero añadiendo 
que como los conventos habían sufrido mucho y es- 
taban casi todos en la mayor pobreza, hacía falta 
buscar fondos para edificar las clases, proveer á las 
niñas de libros y darlas ocupación cuando estuviesen 
instruidas. 

En vista de esto, el 3 de Marzo se encargó á Vargas 
Laguna que realizase cerca del Papa las gestiones ne- 
cesarias, y habiendo accedido Pío Vn, la Congrega- 
ción de Obispos y Regulares expidió, el 15 de Abril, 
carta declaratoria de las facultades que se concedían al 
Patriarca de las Indias para que él las comunicase á los 
Prelados; y en efecto, previo el pase concedido por el 
Rey, en vista del informe de la Cámara, el Patriarca 
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dirigió una circular & los Prelados comunicándoles las 
f acullá des que se les concedían (1). 

Aunque esto obedeciese á miras políticas que no es 
del caso juzgar, no cabe duda que era favorable al 
desarrollo de la cultura, y en este concepto merece 
aplauso, pues en la situación en que se encontraba el 
país no era posible improvisar el número de maestras 
7 de locales necesarios para la enseñanza. 

Mayor importancia y mucho más alcance había teni- 
do el Decreto^ de 29 de Mayo de 1815 restableciendo la 
Compañía de Jesús, decreto que tuvo por origen las 
representaciones que en ese sentido formularon algu- 
nos pueblos y que se mandaron pasar á informe del 
Consejo Real en 2 de Noviembre de 1814. 

El Consejo acordó que se presentase el Breve de 
restablecim ientp que se decía había expedido S. S., 
pero antes de que acerca de este punto contestasen 



(1) En la circular del Patriarca, que tenia fecha de 5 de 
Julio, se concedían á los Prelados las siguientes facultades: 

1.* Para obligar á las Religiosas de cualquiera instituto 
á abrir escuelas gratuitas para la instrucción de las niñas 
en leer y escribir, doctrina cristiana, buenas costumbres y 
labores propias de su se^o. 

2.* Para exceptuar de esta obligación á aquellos conven- 
tos en los cuales, ó por la mayor estrechez de su regla, ó por 
antiguas prescripciones, ó por costumbre aprobada, ó por 
otras causas, está prohibido totalmente el trato y familiari- 
dad con los seglares, bien entendido que en el pueblo de mo- 
nisterio exceptuado haya algún otro que tenga Escuela de 
Diñas, porque si fuese único en el pueblo, deberá abrir como 
los demás Escuelas de enseñanza. 

3.* Para derogar cualquiera costumbre ó constituciónque 
pueda oponerse a este nuevo objeto, según el dicho objeto 
solamente. 

4.* Para eximir de la asistencia al Coro y otras observan- 
cias monásticas á las Religiosas ocupadas en la Escuela, y 
para dispensar el rezo del Oficio divino, conmutándolo con 
algún otro ejercicio espiritual, á las que con diligencia y 
cada día van á la Escuela, en los días que á ellas asisten. 



-sa- 
las SeoFOtarias de Estado y de Gracia y Justicia, ae 
resolvió la cuestión por el Decreto de 29.de Mayo 
que, según se dijo más tarde, habla sido dictado sor- 
prendiendo al Monarca el ministro D. Tomás Moya- 
no (1). Lo cierto es que aqnel Breve no se presentó, y 
que el Nuncio, al que hubo de pedírsele, se limitó á 
entregar una copia manuscrita no autorizada, alegan- 
do que no había podido encontrar el impreso. Esto, 
aunque conste oficialmente, resulta algo raro, pues la 
bula Solliciiudo omnium ecclesiaruníf por la que se res- 
tableció la Compafiía, había sido dada en 7 de Agosto 
de 1814. 

Así las cosas, el Consejo Real limitó su informe, que 
lleva fecha del 22 de Enero de 1816, á fijar las reglas 
bajo las cuales podrían los padres jesuítas formar co- 
munidad y ejercer.su instituto en estos Reinos; y en su 
vista se sirvió S. M. mandar que el permiso concedido 
por el Real decreto de 29 de Mayo fuese extensivo, 
general y sin limitación á todos los pueblos de Espa- 
fia é Indias (2). Autorizó S. M. con la licencia necesa- 
ria á los superiores é individuos de la Compañía para 
que pudiesen volver á dedicarse al ejercicio y prácti- 
ca de la vida regular y funciones de su profesión, con 
arreglo al instituto y régimen establecido por el Santo 
fundador, con aprobación de los Sumos Pontífices, y 
en conformidad á lo declarado últimamente por Su 
Santidad en la Constitución apostólica SoUicittido om- 



(1) Moyano continuó disfrutando la confianza de Feman- 
do VII -hasta que en 6 de Abril de 1816 se le concedió licencia 
para residir donde quisiera fuera de la Corte. Esta era la 
fórmula que con gran frecuencia empleó el Monarca para 
prescindir de sus Ministros y servidores. 

(2) En el Real decreto de 29 de Mayo, cuyo texto puede 
verse en el Apéndice número 7, sólo se autorizó el restable- 
cimiento de la Compañía en los pueblos que lo habían so- 
licitado. 
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nium ecclesiarum. Mandó que lo dicho se entendiese 
sin perjuicio de las regalías de las Corona y derechos 
de la jorisdiccíón eQlesíástlca, con sujeción á las le je? 
del Reino y á las reformas y declaraciones hechas por 
el Santo Concilio de Trento y Sumo Pontíñce en pun- 
to á privilegios, exeuciones y otras cosas de la disci- 
plina de los regulares; que á fin de que se verificase la 
restauración de la Compañía con la brevedad deseada 
7 como conYenía á la felicidad espiritual y temporal 
de estos Reinos, se devolviesen las casas, colegios, 
iglesias, bienes y rentas que se le ocuparon al tiempo 
de la expulsión y se hallasen existentes, con obliga- 
ción de cumplir las cargas de enseñanza y demás de 
justicia á que estuviesen afectos; exceptuando de la res- 
titución las fincas y bienes vendidos ó de cualquier * 
modo enajenados por titulo , ó causa onerosa á favor 
de cuerpos ó particulares, y los donados ó aplicados á 
objetos y establecimientos públicos que no pudiesen 
separarse de ellos sin menoscabo de los mismos y 
ofensa de la común utilidad. 

Para entender en la ejecución de este decreto y 
acordar el orden en que había de realizarse el resta- 
blecimiento de los colegios y casas de la Compañía, 
86 nombró una Junta, que fué reformada en Junio 
de 1818. 

El Padre Perelli, vicario general de la Compañía, re- 
sidente en Roma, nombró Comisario general de Es- 
paña al Padre Zúñiga, nombramiento que autorizó 
S.'M. no obstante haber consultado el Consejo que no 
podía dársele el pase por su generalidad y por igno- 
rarse las facultades que tenía el Vicario general de 
Roma del General de la Compañía, que residía en 
Rusia. 

La ejecución del decreto de restablecimiento dio 
logar á múltiples incidentes que no son de este lugar. 



CAPÍTULO IV 



Cambios en la Nunciatura; nombramiento de Monseñor 
Glustiniani.— La Revolución de 1820.— Supresión de las 
Órdenes religiosas. — Nombramiento del Sr. Villanueva 
para la Legación en Roma; se niega Su Santidad á acep- 
tarlo. — Expulsión del Nuncio. — La sucesión en el Pontifi- 
cado; negociaciones; muerte de Pió VII; elección de 
León XII. 



Al propio tiempo que el Gobierno español gestiona- 
ba la autorización para que las religiosas se encargasen 
de la enseñanza de las niñas, seguíanse entre la Corte 
de Madrid y la Santa Sede las negociaciones consi- 
guientes al cambio de Nuncio. 

En efecto, el 19 de Febrero de 1816, el Secretarlo de 
Estado de Su Santidad, Cardenal Consalvi, pasó una 
Nota al Repre sentante en Roma de S. M. C. anuncián- 
dole que se iba á conceder la púrpura cardenalicia á 
Monseñor Gravina, j proponiendo, en virtud de esto, 
para la Nunciatura en Madrid cuatro candidatos, el 
primero de los cuales era el Arzobispo de Tiro, Mcfti- 
señor Giustiniani. Acerca de éste escribía Vargas y 
Laguna: 

<Monseñor D. Santiago Giustiniani reúne en sí cier- 
tas cualidades que le hac en muy apreciable. Éste es 
un sujeto cuyo nacimiento es sumamente distinguido, 
siendo hermano del Príncipe Giustiniani, una de las 
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primeras familias de esta Corte; su carácter j modales 
son ex traordinari amenté dulces^ su conducta moral y 
política DO tiene la más pequeña tacha, habiendo sido 
uno de los que más se han distinguido por su modo de 
obrar y fidelidad durante la dominación de estos Es- 
tados por Bonaparte* En cuanto á literatura, todos su- 
ponen que sea hombre instruido. Los puestos que ha 
obtenido han sido de los más distinguidos y de mayor 
conñanza. Antes que el Papa entrase en Roma, se for- 
mó una Congregación ó Junta llamada de Estado, y 
Monseñor Giustiniani fué uno de sus vocales. Vuelto á 
Roma, Su Santidad le nombró G-obernador interino de 
ella, onyo empleo es uno de los cuatro primeros y de 
mayor conñauza, dependiendo de él la tranquilidad de 
la capitaL Restituidas que íueron las Legaciones á la 
Santa Sede, Su Beatitud le promovió á la de Bolonia, 
nua de las primeras y que en tiempos pasados se con- 
fería á un Cardenal. En suma, desde que yo sirvo mi 
destino, que hace quince años, jamás he oído hablar de 
este Prelado que no sea con el más alto elogio» (1)* 

Natural era, en vista de tales informes, que se acep- 
tase la candidatura de Glustiniani^ y en efecto, en ese 
sentido se contestó á Vargas (2). Se hizo, pues, el nom- 
bramiento, y el nuevo Nuncio, á cuyo Breve se otorgó 
el pase con las restricciones de costumbre (3), tomó 
posesión de su cargo á mediados de 1817. 



(1) Despacho de Vargas Lag-una al Mmistro de Estado; 
fecha, Roma 13 de Fohrero de ItílC. 

(2) R. O. del Milli^tro de Estado ai Plenipotenciario en 
Homa; fecha, 15 de Marzo. 

(3) He ac^nl la forma en que se notifícaba el pase: 

«D. Bartolomé Murinz de Torres» del Consejo de S. M-, sn 
Secretario, Escribano de Cámara más antiguo y de gobierno 
del Consejo.— Certifico: que hoy día de la focha hice saber lo 
contenido en el auto antecedente (el del Cousojo en que se 
expresan \b,% rei^triccioues, previa consulta ¿ S, M.) al Exce- 
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Á Monseñor Oravina, qae había sido ya agraciado 
oon la Oran Cruz de Garlos ni, se le oonoedió, con mo- 
tivo de hn partida, el Aroedianato de Carmena y una 
canonjía en Sevilla, oon retención de la dignidad qne 
obtenía en dicha Iglesia; pero aquél hnbo derennnciar 
esas gracias eclesiásticas, manifestando qne se hallaba 
en posesión del Arzobispado de Palermo, «mny sn- 
flciente para mi decencia», dijo. 

Durante los primeros años de la estancia en Madrid 
del nuevo Nuncio nada perturbó la normalidad de las 
relaciones entre el Gobierno español y la Santa Sede; 
mas en 1820 cambió por completo la situación de las 
cosas. El movimiento iniciado por Riego en las Gabe* 
zas de San Juan y secundado poco á poco en distintos 
puntos de la Península, incluso en la misma capital de 
la Monarquía— merced á la incesante propaganda ma- 
sónica, según confiesa Alcalá Galiano en sus Memorias^ 
—obligó á Fernando VII á jurar la Gonstitución 
de 1812 y á convocar las Gortes. Volvieron al poder 
los doceañistas; pero éstos habían cambiado mucho, 
pues interpretando erróneamente su fracaso de 1814 y 
dolidos de la inicua persecución de que habían sido 
objeto, creyeron indispensable desarrollar en toda 
plenitud sus ideas. De aquí que en 9 de Marzo de 1820 
se publicase un Decreto aboliendo de nuevo el Tribu- 
nal de la Inquisición, y que, una vez reunidas las Cor- 
tes, se abordase en éstas la cuestión de las órdenes 
religiosas. 



lentisimo Sr. D. Santiago, Arzobispo de Tiro, Nuncio de 
S. S. en estos Reinos, habiéndole leído de verbo ad verbum: 
respondió que quedaba enterado de lo que se ordena por los 
señores del Consejo pleno; y le entregué el Breve original, á 
cuya continuación va puesta la con*espondiente certificación 
de lo resuelto en dicho auto. — Y para que conste lo firmo en 
Madrid á 30 de Julio de 1817.— Dr. Bartolomé Muñoz.» 



- 57 - 

Lo primero qne ocupó, en este orden de ideas, la 
atenciói] de los representantes del p&ís, f u^ lo relativo 
á los jesnitasj discatiéadose y aprobándose en la sesión 
del 14 de Agosto el dictamen que dí6 origen al Decre- 
to de 17 del mismo mes, en el cual se restableció en 
su fuerza y vigor la ley 4,*, título XXVI, libro I de 
la Novísima Recopilación, y en su coosecaeucia que- 
dó de nuevo suprimida la Compañía de Jesús, y 
se dispuso que los antiguos ex jesuítas españoles que 
yiníeron de Italia en virtud de las Reales órdenes 
comunicadas al efecto y que disfrutabau la pensión 
que se les señaló en el año 1767, se restituirían á ios 
pueblos que eligiesen dentro de la Peníosula, con 
aprobación del Gobierno, donde vivirían en la clase 
de clérigos seculares, sujetos á los respectivos Ordi- 
narios, y con probibición de usar el traje de su antigua 
Orden, y de tener relación ni dependencia algnna de 
los sDperiores de la Compañía que existieran fuera de 
España (1). 

Antes de ultimarse lo relatiro á los jesuítas, presen^ 
tó D, Vicente Sancho un proyecto de decreto por vir- 
tud del cual se sujetaban todos los regulares á sus res* 
pectivos Ordinarios; oo se permitía fundar ningún 
convento, ni dar ningún hábito, ni profesar á ningún 
novicio; no podría haber más que un convento de una 
misma Orden en cada pueblo y su término; se decla- 
raban bienes nacionales todos los que poseían los re- 
gulares, etc. Admitido á discusión este proyecto, se 
mandó pasar á una Comisión, para la que fueron nom- 
brados los Sres. Castrillo, García Page, Viotorica, 
Cuesta, Gareli, Marina, Toreno, Martínez de la Rosa y 
Sancho; cuya Comisión dio dictamen en sentido bas- 



(1) Colección de los Decretos de la primera legislatura de 
las Cortes de 1820 y 1821, tomo VI. 
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tante más radical, si bien de éste disintió elSr. Oareli, 
que sólo propuso la reducción de los conventos. 

El 2Í de Septiembre comenzó la discusión, intervi- 
niendo en el debate acerca del articulo l.^—que era el 
que preceptuaba la supresión de todos los monasterios 
de las Órdenes monacales, inclusos los de la claustral 
benedictina de Aragón y Cataluña, como asimismo los 
conventos y colegios de las cuatro militares de San 
Juan de Jerusalén, de comendadores hospitalarios y 
hospitalarios de San Juan de Dios— los Sres. Obispo 
Castrillo, Cortés, Fraile, Victorica, Martínez de la Rosa, 
Yillanueva, Dolarea, Navas, Conde de Toreno y los 
Ministros de Gracia y Justicia y Ultramar, todos iden- 
tificados con la esencia del proyecto y todos, incluso el 
Prelado, afirmando el derecho de la Nación á legislar 
sobre los regulares. Sólo un diputado, el Sr. Gisbert, 
aunque conforme con la mayoría, expresó el deseo de 
que se procediese de acuerdo con la Santa Sede; y sólo 
otro, el Sr. Casaseca, se opuso francamente á la supre- 
sión de las Órdenes religiosas. 

. Martínez de la Rosa, contestando á observaciones 
del Sr. Dolárea, quien por último votó en contra, ex- 
puso el verdadero sentido y alcance del artículo y la 
finalidad que se perseguía con el proyecto, apuntando 
además algunas ideas.que no fueron por cierto las que 
prevalecieron, ni en las leyes desamortízadoras de 
aquella época, ni en las reformas del período de 1835 
á 1837; pues sostuvo que el celibato, aunque causa de 
despoblación, era muy pequeña, y no obstáculo com- 
parable al que resultaba de la acumulación de las ri- 
quezas y propiedades en manos de los monjes, y que 
los monasterios se oponían á la población porque se 
oponían á la riqueza pública, porque aglomeraban 
en manos de pocos inmensas propiedades, y porque 
impedían se distribuyesen los bienes entre muchos 



— es- 
peque ñas propietarios. Idea esta úUíma que, de haber 
prevalecí do» habría dado muy díatinto aloaoce á las 
leyes de&vluouladorasy desamortízadoras, completan* 
do su obra y agrandando su eflcaciap pero que no pre- 
Taleció, por lo cual, aunque esas leyes tendíaroo no 
sólo á Ubertarp sino á individnaUzar la propiedad, no 
impidieron eu acumulación en otras maaos, no hiele* 
ron surgir la clase de pequeños propietarios y dejaron 
á medio r eso J ver el problenia. 

Aprobado el articulo 1.^ én la sesión del 22 de Sep- 
tiembre por 107 votos contra 23, el debate perdió todo 
interés, deslizándose tranquilamente la discusión, que 
quedó terminada el 1.^ de Octubre, siendo sancionada 
la ley por Fernando VII después de oir al Consejo de 
Estado y publicándose en la Gaceta del 29 (1). 

De este modo, sin contar con la Santa Sede, se llevó 
á cabo la supresión de las Órdenes religiosas. Es indu- 
dable que la Nación tenia perfecto derecho á legislar 
sobre la existencia de los regulares, pero no lo es 
menos que altas consideraciones obligaban á proceder 
de acuerdo con la Santa Sede. No haciéndolo asi, los 
legisladores de 1820 arrojaron el germen de nuevas 
perturbaciones. 

Mas la supresión de las órdenes religiosas no fué 
sino el comienzo de la campaña. Los doceañistas, di- 
vididos en bandos y dominados por los elementos más 
exaltados, no sólo perturbaron el país, sino que pare- 
cieron empeñados en provocar un rompimiento con 
Roma. No de otra suerte se explica que el Gobierno 
acordase el nombramiento de Plenipotenciario cerca 
del Santo Padre á favor de D. Joaquín Lorenzo Villa- 
nueva, pues aun siendo éste, como era, persona doc- 
tísima, tan versada en las ciencias eclesiásticas como 



(1) Véase el Apéndice núm. 8. 
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en las fllosófleas, humanista é historiador, no podía 
ser, por la tendencia jansenista que se le atribnia y por 
sn aotitad en la Cámara, persona grata á la Corte de 
Roma. Y no lo fné, pnes nombrado en 30 de Agosto 
de 1822 por el Ministro de Estado, Oeneral San Migoel, 
no llegó á pasar de Tarín, conyenoido de que no aeria 
recibido por el Papa (1). 

Ante las observaciones de la Corte pontificia, de- 
bió comprender el Gobierno español qne había pro- 
cedido con ligereza é imprudencia; pero en vez de esto, 
montando en cólera, se dirigió al Nnncio notificándo- 
le la orden de salir de España. 

«Enterado S. M.— se le dijo en 22 de Enero de 1823 
—de la respuesta dada por S. Erna, el Cardenal Censal- 
yí á la Nota que de su Real orden le dirigió su Encar- 
gado de Negocios en Roma, D. José Narciso de Aparici, 
sobre la detención en Tarín del Sr. D. Joaquín Loren- 
zo de Villanueva, Ministro Plenipotenciario nombra- 
do cerca de la Santa Sede, me manda decir á Y. E. que 
de ningún modo puede hallar sólidas las razones que 
alega el Santo Padre para desechar un Representante 
de la Nación tan digno por su ciencia y sus virtudes 



(1) D. Joaquín Lorenzo Villanueva había nacido en Játiba 
el 10 de Agosto de 1757. 

Fué sacerdote, pero no se dedicó sólo al cultivo de las 
ciencias eclesiásticas, sino al de la filosofía y literatura, es- 
cribiendo mucho, algo muy notable y mereciendo ser elegido 
académico de la Española y de la Historia, y que conste su 
nombre en el Diccionario de Autoridades, 

Ya en edad madura se consagró á la política. Fué diputa- 
do en las Cortes de 1813 y 1820, y se distinguió por sus ideas 
liberales. 

Al ser nonpbrado Plenipotenciario en Roma pidió y obtuvo 
que su hermano Jaime, autor del Viaje literario á las Igle- 
sias de España^ fuese nombrado Secretario do la Legación. 

Después de la reacción de 1823, se vio objeto de persecu- 
ciones, teniendo que emigrar á Inglaterra y muriendo en 
Dublin en 26 de Marzo de 1838. 



- 61 — 

de la estimación de todos sus coQciTidadaBOS. En cir- 
ctmstancías ordinarias ninguna diñcultad tendría S, Mp 
en complacer al Santo Padre en este punto; mas onan- 
do se trata de opiniones, y opiniones enlazadas con los 
asuntos políticos del Reino, es el deber de 3. M. soste- 
ner BU nombramiento. 

^£1 Sr. VillanueTa, como diputado á Cortes, mere- 
ció el aprecio universal; como eclesiástico y escritor, 
merece asimismo el de los fieles y los doctos. Si sus 
doctrinas son miradas en Roma con otros ojos que en 
España, es por efecto de las diferentes pretensiones 6 
política que observan varias Cortes en materias que 
ninguna relación tienen con el dogma. 

> Acceder á las pretensiones de la Santa Sede de que 
se nombre otro Ministro, seria condenar tácitamente 
las doctrinas del Sr. Villanueva, y confesar que un di- 
putado á Cortes es responsable de sus opiniones á un 
Príncipe extranjero. 

»S. M. es demasiado constante en sus principios para 
desmentirlos de este modo, y así, supuesto que Su San- 
tidad no quiere admitir al Sr. Villanueva por su Mi- 
nistro Plenipotenciario, se ha visto en la dura necesi- 
dad de resolver por su parte que V. E. se retire de los 
Estados de su Monarquía, para lo cual le envío de Real 
orden los pasaportes necesarios. 

»Esta determinación de S. M. no altera en nada sus 
sentimientos de adhesión al Santo Padre y á la Igle- 
sia, ni tiende á interrumpir las relaciones que existen 
entre las dos Cortes, y como está seguro de su proce- 
der y de sus rectas intenciones, no será responsable 
de los males que puedan resultar de semejante resolu- 
ción, en que no se mezclan otros interese]^ que los de 
la política.» 

Tuviese ó no razón la Corte de Roma para no acep- 
tar el nombramiento del Sr.' Villanueva, es lo cierto 
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que estaba en sti derecho al rechazarlOp y que la oo- 
munioación del Ministro de Estado al Nuncio y la me- 
dida adoptada con éste eran completamente extempo- 
ráneas. De aquí que Monseñor Oiustiniani contestase 
protestando «contra una violación manifiesta del dere- 
cho de gentes reconocido universalmente», y soste- 
niendo» con numerosas citas de los tratadistas de la 
ciencia internacional, el derecho que tiene cada Sobe- 
rano para no admitir un Ministro á quien cree no po- 
der otorgar su confianza (1). Como el mismo día en 
que se escribió la Nota del Ministro se trató de este 
asunto en las Cortes, el Nuncio hizo alusión á esto en 
los siguientes términos: 

«El Nuncio Apostólico, después de haber escrito la 
presente Nota, ha visto hoy con dolor, y con no menos 
grave sorpresa, las públicas, calumniosas é injustas re- 
criminaciones que le hizo ayer en las Cortes el Sr. Mi- 
nistro de Gracia y Justicia en un discurso que aumen- 
ta y hace más cruel la ofensa que se hace al Santo Pa- 
dre (en cuyo nombre y por cuyas expresas órdenes ha 
obrado siempre el infrascrito), que parece dirigido 
únicamente á excitar contra él las pasiones, y á que no 
desciende á responder por no faltar á la propia dig- 
nidad, y por hallarlo opuesto á las comunicaciones 
oficiales y á las reglas diplomáticas.» 

Razón tenía el Nuncio para expresarse en estos tér- 
minos, porque el acto que realizó eí Ministro de Gra- 
cia y Justicia era incalificable por la torpeza que re- 
velaba. 

Motu proprio, sin excitaciones extrañas, sin que nin- 
gún diputado le preguntase acerca de ello, el Ministi'o 
de Estado, en la citada sesión del 23 de Enero de 182¿{, 



(1) Nota del Nuncio al Ministro de Estado; fecha, 24 de 
Enero de 1823. 



^^^ 



— m — 

dio cuenta deque habiendo sido nombrado Represen- 
tante del Gobíarno cerca de Su Santidad el presbíte- 
ro Sr. Vilianuova, éste se vió detenido en Turín por 
UD aviso del Santo Padre, dloiéndole que no se le per* 
mitía pasar adelante hasta que el Gobierno español bf- 
cíese la elección de otra persona; que el Cardenal 
Consaivi había tratado de justificar esa determinación 
manifestando que las optu iones del Sr. Villanueva^ ex- 
presadas en sus escritos, particularmente en las Cartas 
de D. Boque Leal^ y como diputado á Cortes, eran sub- 
versivas y contrarias á la Santa Sede; y qpe en virtud 
de esto se habían entregado los pasaportes al Nancio. 
Esto, aun partiendo de un concepto equivocado, no 
era vituperable; pero á continuación el Ministro de 
Gracia y Justicia, queriendo defenderla conducta del 
Gobierno, dirigió rudos ataques al Nuncio. 

«El Nuncio de S. S.— dijo— desde los principios de 
nuestra feliz revolución ha declarado una guerra 
abierta á las reformas que han sido necesarias en el 
estado político del clero, y no ha perdonado ninguna 
de aquellas medidas que ha creído convenientes para 
oponerse á las resoluciones que en su opinión gratui- 
ta fuesen contrarias á la Santa Sede.—Las consecuen- 
cias que han resultado de los escrúpulos de esta opi- 
nión las sabe el Gobierno y quizá la Nación entera; y 
ciertamente que no nacen del espíritu de humildad y 
mansedumbre que debería animar al R. Nuncio. No 
diré que él sea el tizón de la discordia; pero hasta cier- 
to punto el Gobierno tiene motivos para creerlo así.» 

Si se buscaba la ruptura con Roma, el pretexto es- 
tuvo mal elegido. ¿No consultaba la Santa Sede con el 
Gobierno español, siempre que trataba de variar de 
Nuncio, el nombre del sucesor? ¿No tenía aquélla, como 
éste, el derecho de decir que tal ó cual sujeto no era 
persona grata? Si el Nuncio había protestado de las 
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medidas adoptadas por el Gobierno en materias ecle- 
siásticas, ¿no estaba perfectamente en sus atribucio- 
nes el hacerlo? ¿Había derecho para expresarse como 
lo hizo el Ministro de Gracia y Justicia? 

Á la Nota de Monseñor Giustiniani quiso replicar el 
Greneral San Miguel; pero la réplica quedó sin curso, 
porque el Nuncio se apresuró á salir de Madrid. 

De este modo quedaron nuevamente interrumpidas 
las relaciones entre España y la Santa Sede. La ocasión 
no podía ser menos oportuna, porque precisamente 
en aquellos momentos parecía próxima á resolverse 
una cuestión que preocupaba mucho á los Gobiernos 
de las naciones católicas, y que hacía ocho años era 
motivo de negociaciones por parte del Gabinete de 
Madrid; nos referimos á la sucesión de Pió Vil. 

En efecto, ya en 1814, temiéndose el próximo falle- 
cimiento del Papa, se habían enviado instrucciones á 
nuestro Embajador en Roma, indicándole la preferen- 
cia de la Corte de Madrid por los Cardenales Mattel y 
Di Pietro. Desvanecido el peligro, no volvió á hablar- 
se por entonces de la reunión del Cónclave; pero á 
mediados de 1817, con motivo del alarmante estado 
de Pío Vn, envió Vargas Laguna un extenso despa- 
cho (1), haciendo un detenido estudio de la composi- 
ción del Colegio cardenalicio, exponiendo las condi- 
ciones de cada uno de los Cardenales, distinguiendo 
entre éstos los llamados rojos^ porque habían secunda- 
do los deseos de Napoleón y se les permitió usar las 
insignias de su dignidad, de los titulados ne^ro«, que se 
vieron privados de sus distintivos por contrariar la 
política de aquél, y apuntando, ñnalmente, la conducta 



(1) Despacho de D. Antonio Vargas Laguna, Embajador 
de S. M. en Roma, á D. José Pizarro, primer Secretario de 
Estado; fecha, Roma 30 de Junio de 1817. 
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que cOQvenia observar y la necesidad de oponerse á la 
elección de Oonsalvi, Sommaglia, Caselli, Brancadoro 
y Oppizzoui. Gonforjne con estas indioacionas el Go- 
bierno, se ordenó al Embajador que, llegado el caso, 
diese la exclusiva á dichos Cardenales, y sobre todo á 
Gravina (1), y se designó á los Cardenales Gardoqui, 
Bardaxi y De Gregorio para representar á España en 
el Cónclave, gestionándose al propio tiempo un acner^ 
do con las Cortes de los Borbones y con la de Viena, 
acuerdo que se estimó seguro respecto á las primeras 
y muy probable en cnanto á la última, pues Austria no 
mostraba interés especial por ningún candidato. 

£1 movimiento revolucionario de 1820 y la restan^ 
ración en Espaüa del sistema constitucional influye-^ 
ron grandemente en el estado de las cosas. Las instruc^ 
clones que en 1322 se enviaron á nuestro Represen** 
tante en Roma no dejan lugar á duda. «El restableci- 
miento de la Gonstitüción—se le decía (2),— las refor- 
mas consiguientes, el estado de oscilación en las 
opiniones que produce toda mudanza política, y la ne« 
cesidad de plantear un arreglo definitivo en varios 
pontosy más ó menos enlazados con materias eclesiás- 
ticas, son otras tantas causas que hacen de sumo inte- 
rés para la España el que el individuo destinado al 
Pontificado esté dotado de la necesaria ilustración, 
para no confundir los derechos del Primado de la 
Iglesia con las exageradas opiniones, nacidas á su 
sombra, y bastante conocedor del espíritu del siglo, 
para no producir un mal grave al Estado, no menos 
que á la Iglesia, con pretensiones infundadas ó una 



(1) El Cardenal Gravina habla desempeñado, como queda 
dicho, la Nunciatura en España durante algunos años, en los 
reinados de Carlos IV y Fernando VII. 

(2) R. O. de 29 de Abril de 1822, dirigida al Encargado 
de Negocios de España en Roma, D. José Narciso Aparici. 
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tenacidad intempestiva. En eate punto será fácil que 
se hallen bastante de acuerdo los Representantes de las 
demás Cortes, pues es común el interés, y mucho máa 
en las circunstancias actuales, en que tanto importa 
alejar todo motivo 6 pretexto de suscitar en las nacio- 
nes desavenencias y disturbios, contrarios á su paz y 
tranqxdlidad. — Mas hay otro punto tan esencial como 
el anterior, y en que habrá gran lucha de intereses en- 
contrados en los Agentes diplomáticos de las varias 
potencias.— Tal es el del ínñujo á que probablemente 
aspirará el Austria, para que salga electo un natural 
de sus Estados ó una persona adicta á su política é In- 
tereses. Es tanto mayor este riesgo, cuanto la situación 
de Italia hace exclusivos-en ella el influjo y prepon- 
derancia de aquella potencia, y cuanto el estado actual 
de las Cortes de Ñapóles y de Cerdefia dificulta, si 
no imposibilita, aquella unión de las varias Cortes de 
la Casa de Borbón, que ha servido de obstáculo y ba- 
rrera á las pretensiones del Austria, encaminadas á 
extender á toda Italia su dominación más ó menos di- 
recta... Es de creer que Y. S. se halle ayudado en sus 
esfuerzos por el Embajador de Francia, cuya Corte no 
es posible que siga una misma línea con la Corte de 
Yiena, y antes, por el contrario, es de presumir que su 
política siga la dirección de sus relaciones antiguas y 
naturales, procediendo en unión con España, y contra- 
rrestando su influjo, considerado siempre como enemi- 
go de la independencia de Italia.— No es tampoco difioil 
que algún Agente de otra potencia, las personas influ- 
yentes y aun los mismos Cardenales que amen la digni- 
dad de su país y miren con aversión el predominio ex- 
tranjero, prevean las consecuencias de que se haga la 
elección á voluntad del Austria, y se unan para formar 
un partido de oposición, transigiendo en sus pretensio- 
nes particulares y atendiendo sólo al interés general.» 



l^f 
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No respondían estas indicaciones á la realidad de las 
cosas; así es qne la respuesta de nuestro Encargado de 
Kegocios fué poco satisfactoria. *No será fácil— dijo— 
elegir un Papa del grado de ilustración que necesita^ 
moa, porque uo hay un solo Cardenal en el día que 
esté bien con el nuevo sistema nuestro, porque les iba 
mejor con el otro, y porque todos han jurado defen- 
der loa derechos de la Santa Sede, esto es, los intere- 
ses, 7 ésta es una de las causas, sobre otras, que hace 
dificil 7 espinosa esta situación mfa, pues se necesita 
remar continuamente contra la marea y el yiento.— El 
Austria, si no se sirve de manejos mu7 finos 7 sutiles, 
no oreo tenga en un Cónclave tanto partido como se 
oree para la elección de un Papa natural de sus Esta- 
dos, 6 de su devoción, pues como siempre lareaoción es 
igual 7 contraria á la acción, por lo mismo que influ- 
76 7 pretende influir tanto, tendrá más contrariedad, 
7 éste es un negocio que no se consigue con la fuerza 
fisica.~Dudo mucho verme a7udado por el Embaja- 
dor de Francia, que no se cree Embajador, sino Po- 
tencia ultra en extremo, 7 ligado aquí Intimamente 
con enemigos jurados de nuestro sistema, 7 que le ha- 
cen incesantemente la guerra por todos los medios 
Imaginables, no es probable esta esperanza.» (1). 

Pues bien, en esta situación fué cuando á los exal- 
tados se les ocurrió romper las relaciones con Roma. 
Por fortuna— fortuna en lo que atafie á la política ex- 
terior, no hablamos de otra cosa—la reacción de 1823 
cambió de nuevo la situación de las cosas. Volvió á 
Roma D. Antonio Vargas Laguna, 7 habiendo muerto 
Pío Vn el 20 de Agosto de dicho año, por efecto de la 
fractura de una pierna, á consecuencia de una caída. 



(1) Despacho del Sr. Aparici al Ministro de Estado, señor 
Martínez de la Rosa; fecha, Boma 1.^ de Jimio de 1822. 
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86 reunió el Oónolaye el 2 de Septiembre, y pocos días 
después escribía nuestro Embajador: «Hasta ahora no 
hay partidos conocido8;,pero todo denota que cuan- 
do se piense formalmente en la elección, el Sacro Cole- 
gio se dividirá en dos, y que de ellos, uno se propone 
elegir un Papa que sostenga el sistema de Oobiemo 
interno que se ha observado durante el reinado de 
Pío yn, y el otro un Pontífice que haga en él las ref or^ 
mas que creen exige el bien del Estado los que el par* 
tido contrario titula zelantes. El número de votos que 
reunirá el primero es posible que sea muy limitado, y, 
por lo tanto, es regular que prefiera, entre los zelantes^ 
aquel Cardenal que juzgue mirará con menos advef- 
sión el sistema* interno actual. De aquí nace, en mi 
sentir, que hayan principiado á reunir votos los Car- 
denales Torriozzi, Arezzo, Cavalchini y Severoli; los 
dos primeros reputados por los adictos al Oobiemo 
de Pío Vn, como hombres que no harán grandes no- 
vedades, y los dos últimos, mirados por los zelantes 
como sujetos que no permitirán que subsista nada de 
lo que ellos opinan que es opuesto á la- felicidad de 
los subditos pontificios. Torriozzi pasa por un hom- 
bre sagaz é instruido en derecho; Arezzo, por dulce y 
fiexible; Severoli, por virtuoso, recto, firme, sabio y la- 
borioso, y Cavalchini, por capaz, justiciero, enemigo 
de toda secta y amigo del orden y de la legitimidad 
de los Tronos». Analizaba después las probabilidades 
de éxito con que contaba uno y otro partido, y ocu- 
pándose de la actitud de las Potencias, añadía: «Por 
ahora todos los Soberanos parece que no aspiran sino 
á que sus Cardenales cooperen á la elección de nn 
Papa que reúna las cualidades apetecidas por S. A. En 
efecto, el Rey de Ñapóles me ha contestado en los tér- 
minos que manifiesta la copia adjunta; y el Rey de 
Cerdeña ha mandado á su Ministro que incline el áni« 
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mo d6 los Cardenales plamonteses á que procedan de 
acuerdo con el Representante de Austria; pero que no 
entiende por esto ponerles trabas á su conciencia. El 
Embajador de Francia está intimamente unido conmi- 
go, y el de Austria parece que rso discrepa de nuestro 
modo de pensar, según se ha explicado en la conferen- 
cia que tuvimos, de que ya he hablado á V. E. Sin em- 
bargOj valiéndose el Austria del influjo que hoy ejerce 
en los Gabinetes de Turín y Ñapóles, ha pedido á los 
dos Soberanos que prevengan á sus Mimstroaqne sigan 
las insinuaciones de su Embajador; insinuaciones que 
poco efecto producirán si no convienen con las del Du- 
que de Montmorency y las mías, ó si no se uniforman 
al modo de pensar de los Cardenales piamonteses, ha- 
biendo quedado éstos en libertad de obrar según les 
dicte su conciencia, y hallándose el Ministro de Ñapó- 
les en ! a necesidad de proceder de acuerdo con el Em- 
bajador de Francia y conmigo. Así es que croo que el 
paso dado por el Austria ha sido enteramente inútil...» 

Con fecha 4 de Octubre se mandó á Vargas la exclu- 
siva en blanco, ordenándole que encargase al Carde- 
nal De Gregorio la representación de España en el 
Cónclave, y en caso de que aquél reuniese proba- 
bilidades de ser elegido, al Cardenal Bardaxi. Pero 
cuando 9e expidieron estas órdenes era ya tarde: el 27 
de Septiembre había sido elegido el nuevo Papa, re- 
cayendo la elección, una vez que el Cardenal Albani, 
en nombre del Austria, dio la exclusiva á Severoli, en 
el Cardenal Aníbal della Genga, hombre, según el Em- 
bajador español, de carácter dulce, de talento, conoci- 
mientos y buena reputación. 

El nuevo Papa^ que por cierto no había sido inclui- 
do en el número de los elegibles, tomó el nombre de 
León Xn y nombró Secretario de Estado al Cardenal 
da la Somaglia. 



CAPÍTULO V 



La reacción de 1823.~Be8tablecimiento délas relaciones 
con Roma.— Anulación de la obra de las Cortes. — Elección 
de Pío VIII.- Muerte del Pontífice.— Elección de Grego- 
rio XVI.— Nombramiento de Monseñor Amat para la Nun- 
ciatura en Madrid. 



Queda dicho implícitamente que la reacción de 1823 
restableció las relaciones con Roma. En efecto, el 23 
de Mayo entraron en Madrid las tropas francesas man- 
dadas por el Duque de Angulema, é inmediatamente, 
previa consulta á los Consejos de Castilla y de Indias, 
se nombró una Regencia, compuesta del Duque del 
Infantado, del de Montemar, del Barón de Eróles, del 
Obispo de Osma y de D. Antonio González Calderón, 
la cual designó el nuevo Ministerio, que quedó cons- 
tituido en la siguiente forma: Estado, el Canónigo don 
Víctor Damián Sáez, por no haber aceptado la cartera 
Vargas Laguna; Hacienda, D. Juan Bautista Erro; Ora- 
oia y Justicia, D. José García de la Torre; Marina, don 
Luis de Salazar; Guerra, D. ^José San Juan, é Interior, 
D. José Aznárez. 

El nuevo Secretario de Estado, que debía su puesto 
á la negativa de Vargas Laguna, no sólo volvió á nom- 
brar á éste para representar á España en Roma (1), 



(1) Vargas Laguna había cesado en Roma á consecuencia 
de negarse en 182^ á jurar la Constitución de 1812. Más adcr 
iante fué agraciado con el titulo de Marqués de la Constancia. 



1^^ 
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sino que dirigió al Nuncio, que se encontraba en Bur- 
deos, la siguiente oomünicaeióD: 

*Eütr© loa muchos objetos de dolor que ha contem- 
plado la España durante la dominación del llamado 
Grobierno cdnstitncional, uno de los mayores ha sido 
ciertamente la irreligiosidad con que sus orgullosos 
miembros han manejado los negocios eclesiásticos. 
Estos excesos llegaron á su colmo cuando produjeron 
el necesario aunque sensible efecto de que esta Na- 
ción^ que siempre se había distinguido por su piedad, 
viese completamente interrumpidas sus relaciones po- 
líticas y religiosas con elJefe de la Iglesia, verificada 
que fué la escandalosa expulsión de V- E* de esta ca- 
pital, 

» Apenas instalada la Regencia del Reino, recordó 
con dolor todo lo acaecido en esta desgraciada época; 
pero también experimentó el pronto consuelo de ver 
aproximarse el momento feliz en que renacerán la 
hermosa paz y armonía que había reinado entre este 
católico pueblo y el Padre de los ñeles; paz y armonía 
que V. E. supo 'mantener y fomentar por tantos años, 
hasta que el torbellino de las pasiones y de las doctri- 
nas innovadoras inutilizaron todos los esfuerzos de sus 
acreditadas virtudes y prudencia, 

»S. A. S, desea vivamente que se renueven aquellas 
venturosas relaciones, y que V. R, restituido á esta 
Corte, sea el iris de tan suspirada concordia. 

»A1 comunicar á V, E. estos sentimientos de S. A,S. 
no puedo menos de manifestarle la completa identi- 
dad de los mios hacia su respetable persona y de ase- 
gurarle de mis deseos de emplearme en su obse- 
quio» (1), 



(1) Nota del Ministro de Estado al Nuncio de Su Santidad; 
fecha, 8 de Julio de 1823* 
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Excusado es decir que Monsefior Oiustiniani contes- 
t6 en términos adecuados, anunciando que se pondría 
inmediatamente en camino para Madrid (1), como lo 
veriflcóy siendo muy bipn recibido en la Corte. 

La reacción de 1823 no se limitó á esto, diño que, no 
obstante los reiterados consejos de los Gabinetes eu- 
ropeos, inició una sangrienta represión* Los liberales 
fueron cruelmente perseguidos, y la obra de las Cor- 
tes de 1820 quedó en breve destruida; de aquéllos se 
salyaron los que lograron traspasar la ff entera, y de 
la otra sólo quedó en pie lo que favorecía los dere- 
chos de la Corona. El decreto de 1.® de Octubre de- 
claró nulos todos los actos «del Gobierno llamado 
constitucional», y aprobó todas las disposiciones de la 
Junta provisional de Oyarzum y de la Regencia de 
Madrid; pero Femando YII no sólo resistió tenazmen- 
te el restablecer el Tribunal de la Inquisición, sino 
que, habiendo organizado los Prelados en sus respec- 
tivas diócesis unas Juntas llamadas de fe, encargadas 
de conocer de los delitos que aquél perseguía y de ha- 
cerlo en la misma forma en que procedían los Tribu- 
nales inquisitoriales, ordenó en 1825, á consulta del 
Consejo de Castilla, que cesasen inmediatamente esas 
Juntas, y otorgó el pase al Breve de Pío Yin, de 5 de 
Octubre de 1829, inserto en la Real Cédula de 6 de Fe- 
brero del siguiente afio, por el que se mandó adfnijbir 
las apelaciones en las mencionadas causas de fe hasta 
que hubiese tres sentencias conformes. 

Claro es que en este período ni surgieron dificulta- 
des graves con la Santa Sede, ni las relaciones con el 
Nuncio dejaron nada que desear á los hombres que 
formaban el Gtobiemo. Así es que la estancia de Mon- 



(1) Comunicación del Nuncio al Ministro de Estado; fe- 
cha, Burdeos 23 de Julio de 1823. 
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señor GíustíBiani se prolongó aún cerca de tres ailosp 
j cuando éste salió de Madrid taé por haber recibido 
el premio de sus servicios. 

En efecto, en 20 de Mayo de 1826, el Encargado de 
Negocios de España en Roma, Sr. Curtoys, participó al 
Ministro de Estado que el Secretario de So Santidad le 
había pasado tma Nota^ fecha 8 del mismo mes, mani- 
festándole que acero&ndose el momento de conceder 
la sagrada púrpura al Nuncio en Madrid, entre otros, 
el Papa había fijado su Tista en cuatro sujetos para 
elegir entre ellos el nuevo Nuncio j deseaba conocer 
cuál sería más grato á S. M*, creyendo que Monseñor 
Franoisoo Tiberi, Auditor de la Sacra Rota Romana» 
era, por su doctrina, experiencia^ piedad j demás 
prendas personales, el más á propósito para el caso. 
«Me parece á mí también — añadía Cartoys — que pueda 
ser el más conyeniente j á propósito para el caso Mon- 
señor Tiberiy que Su Santidad propone el primero, el 
caai tiene más de oinoaenta años de edad y diez de Au- 
ditor de la Sacra Rota, en la que ha desempeñado siem- 
pre y desempeña sus atribuciones oon mucho aplauso, 
integridad y rectitud, procurándole su conducta la re- 
putación de docto, Justo y Arme, de modo que su voto 
en el Tribunal de la Rota es de los de mayor peso.» 

Se le contestó aceptando la designación de Monse- 
ñor Tiberi y expresando la satisfacción de S. M. por 
haber sido premiado el celo de Monseñor Giustinia- 
ni (1); se hizo el nombramiento, y habiendo llegado á 
Madrid el nuevo Nuncio y presentado el Breve de sus 
facultades, se le otorgó el pase con las restricciones de 
costumbre, que le fueron notificadas en 13 de Diciem- 
bre de 1827. 



(1) R. O. del Ministro de Estado al Plenipotenciario de 
S. M. en Roma; fecha, 4 de Junio de 1826. 
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Monsefior Tiberi hubo de prolongar también bas- 
tante 8u estancia en Madrid, y se vio preoisado^ como. 
se dirá oportunamente, á hacer frente á circunstancias 
yerdaderamente difioiles. Mas antes de ocuparse de 
esto, hay que dar cuenta de sucesos que modificaron 
la situación de las relaciones entre Espafiay la Santa 
Sede, y en primer término de la nueva elección papal, 
en la que se puso de reliere el aislamiento en que se 
encontraba el Gobierno espaftol. 

La elección fué motivada por el fallecimiento de 
León Xn, ocurrido el 10 de Febrero de 1829, falleci- 
miento que tuyo lugar en momentos difíciles para la 
Corte romana, pues el Papa había mudado casi ente* 
ramente el sistema administratiyo de sus anteceso- 
res y todo se encontraba aún en un estado de con- 
fusión. 

Nuestro Ministro en Roma, el Sr. Otómez de Labra- 
dor, al participar el fallecimiento del Santo Padre, 
manifestó, ocupándose de los resultados probables 
que ofrecería la elección, que el Cardenal De Grego- 
rio, que había sido el candidato de España, Francia y 
Ñapóles en 1817, tendría bastante partido, y que los 
Cardenales que además de ése tenían proba1)ilidades 
eran Castiglioni, Giustiniani, Galeffl y Morozzo. De 
este último decía que su carácter extravagante y sus 
máximas de dominación le hacían poco á propósito; 
de Giustiniani, que era bien conocido en Espafia (1), y 
que le tenia por extremado en las pretensiones de la 
Curia romana y por ambicioso en sumo grado, afia- 
diendo que si ocupaba la Santa Sede y seguía tenien- 



(1) Biea conocido era, y bien conocía él á lospoliticoB es- 
pañoles. Acaso por ello no se mostraba muy benévolo con 
nosotros, y esto hacia que su elección no pudiese ser agrada- 
ble al Gabinete de Madrid. 
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do sobre su ánimo el Obispo CadoUoo la misma in- 
ñaenoia que ejeroió mientras fué en Madrid Seore* 
tario de la Nunciatura, el Clero j los Religiosos 
de España serían más bien subditos de Su Santi- 
dad que del Rey; de Galoffl opinaba^ como Vargas 
en 1817, que era hombre de honor 7 probidad, pero 
de poco talento y corta instruccidn; y de CastigüoDi, 
que era buen Obispo, amado, pero de medíanos cono- 
oimientos (1)* 

Conformándose el Gobierno con las indicaciones 
del Embajador, eligid al Cardenal Marco, por su oua- 
lidad de español, y al Cardenal De Gregorio, por su 
mayor experienciar para sostener sus derechos en el 
Con clare; pero el Conde de O f alia, que representaba á 
3. M. en París, destruyó las ilusiones de los Ministros 
españoles, haciendo presente que no se podía contar 
con el apoyo de Francia. cAmbos pensamos— escribía 
aludiendo al Embajador de Ñapóles— que no es pru- 
dente hablar todavía á este Ministerio, porque De Gre- 
gorio pertenece á la categoría de los que en Italia áe 
llaman zélcmti 6 rigoristas, y este Ministerio semilibe- 
ral lo reflexionaría ó lo haría dar su exclusiva» (2). 
El Gobierno ordenó al Embajador en Roma que apa* 
rentase que España no tenía interés alguno en la elec- 
ción, debiendo alegar, como prueba de este aserto, el 
hecho de no haberse puesto en camino los Cardenales 
Igoanzo y Cifuentes; mas también se le dijo que pro- 
curase la elección de Gregorio ó de Marco, y á falta 
de éstos, la del Cardenal Arezzo, y se le envió en 



(1) Despacho de Gómez Labrador al Secretario interino 
de Estado; fecha, Roma 10 de Febrero de 1829. 

(2) Despacho del Conde de Ofalia, Embajador de España 
en Paris, al Ministro de Estado D. Manuel González Salmón; 
fecha, París 22 de Febrero de 1829. 
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blanco la orden pan que ejercitase la éxclushra en 
momento oportuno (1). 

Todos los esf aersos de Espafta f aeron inútiles^ por- 
que De Gregorio no resultó elegidOi siéndolo el Car- 
denal Gastiglioniy que tomó el nombre de Pfo VUL 
4íSu elección— escribió el Plenipotenciario espafiol— 
ha sido en alguna manera imprevista, pues en el día 
29 no había tenido más que yeinticinco votos, y el 
Cardenal De Gregorio tuvo veintidós, Oappellari tre* 
ce y Pacca cinco. En el día 30 los votos por el nuevo 
Papa fueron veintiocho, y en aquella noche hicieron 
los que promovían su nombiíuniento que se les unie- 
sen siete de los que estaban por el Cardenal De Gre- 
gorio, y cuando en el escrutinio del 81 se vio que re- 
unía treinta y cinco votos, es decir, uno más de los 
que era menester, todos los demás Cardenales acce- 
dieron, menos dos, que aun viendo la elección hecha, 
quisieron seguir votando por De Gregorio» (2). 

Pío Vm nombró Penitencift'io mayor, cargo que él 
desempeñaba, al Cardenal De Gregorio, y Secretario 
de Estado al Cardenal Albani, adicto á la Casa de Aus- 
tria. 

Sólo veinte meses duró el Pontificado de Pío Ym, 
pues un ataque de asma puso fin á su vida el 30 de 
Noviembre de 1830. 

El Gobierno español, teniendo en cuenta que las 
circunstancias eran muy semejantes á las que existían 
á la muerte de León XII, renovó á su Representante 
en Roma las instrucciones que entonces le envió, or- 
denándole que apoyase la elección del Cardenal De 



(1) R. O. dirigida al Embajador de España en Boina; fe- 
cha, 23 de Febrero de 1829. 

(2) Despacho del Sr. Gómez Labrador; fecha, Boma 
l.« de Abril de 1829. 
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(Sregorio, j de no ser ésta posible, la del Cardenal 
Marco, para lo cnal debía ponerse de acuerdo con el 
Ministro en NápoleSj aunque obrando con cierta pru- 
dencia basta descubrir las intenciones de esta Corte, j 
mandándole también que diese la más absoluta exclu- 
sÍTa al Cardenal Glnstinlani (1). Adem^ se preparó 
también la exclusión del Cardenal Opizzoni, entre- 
gándose los oportunos oficios á los citados De Grego- 
rio j Marco, encargados de los intereses de España en 
el Cdn clare, y se excitó reiteradamente á loa Cardena- 
les-Arzobispos de Toledo y de Sevilla á que fuesen á 
Roma, si bien el últimOi por su falta de salud, no llegó 
alomar parte en la elección* 

España hallábase entonces aislada. Xo podía contar 
con Austria ni con Francia; sólo le era dado prome- 
terse el concurso de Ñápeles. <En cuanto á la Francia 
—escribía (rómez Labrador,— su Embajador Latour 
Maubourg me ha dicho que el solo interés de su Gabi- 
nete es que no recaiga la elección en algún Cardenal 
qne^ por la impetuosidad de su carácter ó por dar á 
sos facultades la omnipotencia de los siglos bárbaros, 
pueda turbar la paz de las conciencias y añadir este 
motivo más de discordia á tantos elementos de ella 
como hay en Francia. Hecha esta confianza, me pre- 
guntó acerca del Cardenal que me parecía más á pro* 
pósito, y le dije que De Gregorio, á quien solamente 
puso el reparo de ser amigo de los jesuítas; pero con* 
Tino conmigo en que es más ciegamente partidario de 
ellos el Cardenal Pacca, que es el que compite en vo* 
tos con él por tener en su favor al Austria, que no ha 
podido hasta ahora hacer que reúna el Cardenal Cap- 
pellarit subdito austriacOj los votos que tuvo en el 



(1) R. O. al Embajador en Roma; fecha, 13 de Diciem- 
bre de 1830. 
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Gónolaye anterior. Paooa tíene además á sa favor el 
mayor número de los Teintitrés Cardenales naturales 
del Estado de la Iglesia, que quieren que el Papa sea 
absolutamente natural de él, como lo fueron los últi- 
mos» (1). 

Reunióse el Gónolaye el 14 de Dioiembre, y en los 
primeros escrutinios el Cardenal Giustiniani, contra 
las previsiones de nuestro Embajador, llegó á tener 
dies y seis votos, es decir, el mismo número que los 
Cardenales De Gregorio y Pacca. Temió Labrador que 
aquél llegase á ser elegido y le hizo dar la exclusiva; 
por cierto que se cuenta que Giustiniani contestó le- 
vantándose, y después de recordar los muchos traba- 
Jos y servicios qne durante su nunciatura en Ifadrid 
había prestado al Rey de Espafia, <á quien siempre 
profesaría respeto y obediente acatamiento», mani- 
festóle su gratitud por librarle de la carga del Ponti- 
ñcado. 

Excluido Giustiniani, la elección se concentró ^n 
Pacca y Cappellari, luchando con tesón ambos parti- 
dos durante muchos días; pero al fin triunfó la ten- 
dencia austríaca, también contra las previsiones del 
Embajador español, que en esto, como en tantas otras 
cosas, demostró su escasa habilidad^ El 2 de Febrero 
de 1^1 fué elegido Pontífice el Cardenal Mauro Cap- 
pellari, monje benedictino cisterciense, cuya edad, 
sesenta y cinco años, y su robustez natural daban es- 
peranza de que su vida se prolongase más que las de 
sus dos predecesores inmediatos, como así ocurrió. 

Cappellari tomó el nombre de Gregorio XVI, y su 
Pontificado, fecundo en beneficiosas reformas para los 
Estados romanos, se distinguió por la tenacidad, por 



(1) Despacho de Gómez Labrador al Ministro de Estado; 
fecha, Roma 31 de Diciembre de 1830. 



— is- 
la yerdadera intraosigencia con que defendió todos 
los derechos y todas las prerrogativas de la Igle- 
siai tenacidad cnyas consecuencias tocó España bien 
pronto. 

El nuevo Fontfñoe elevó al cardenalato al Nuncio 
en Madrid el 2 de Julio de 1832, y entonces^ á excita- 
ción del Encargado de Negocios de España (D, Panllno 
Ramirez de la Piscina), el Secretario de Estado de Su 
Santidad formuló una propuesta para cubrir la va- 
cante, figurando en primer término Monseñor Amat de 
San FetipCp Arzobispo de Ni cea y Nuncio á la sazón 
en Nápolesj Prelado que, según decía nuestro Repre^ 
sentante, era joven (pues sólo contaba de treinta y seis 
á treinta y siete años), de familia distinguida, de ex- 
celentes cualidades personales, y qae si no tenía ana 
gran instrucción, la snplia con su talento natural y 
práctica en los negocios (1). Como era de esperar, se 
contestó aceptando la designación de Monseñor Amat, 
«tteniendo esta preferencia por principal objeto — se le 
decía— corresponder á la particular recomendación de 
Su Santidad y del Cardenal Secretario de Estado^» (2), 
y como consecuencia de esto se hizo el nombramiento 
en Octubre del mismo año. 

Meses después, al anunciar la llegada á Roma de 
Monseñor áonat y su próxima salida para España, hacia 
nuestro Embajador an elogio del nuevo Nuncio, y 
añadía estas reñexiones que no dejan de ofrecer inte- 
rés, pues que revelan la situación que con sus condes- 
cendencias se creaba el mismo Gobierno: «Pero los 
Ministros Extranjero 3 — decía— cambian mucho en Ma- 
drid de carácter, envanecidos por los extraordinarios 



(1) Despacho do Hamlrez do la Piscina al Ministro de Ea- 
tado; fecha, 8 de Julio de 1832. 

(2) H. O, do 6 de Septiembre de 1832, 
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miramientos con que se les trata« Los Nuncios, en par- 
ticular, están en posesión de extender sus facultades 
'mucho más allá de los términos legales; y con la in- 
fluencia que tienen sobre los monjes y frailes alteran 
la disciplina eclesiástica, y si tienen apego al dinero 
hallan muchas yeces ocasiones de juntarlo. El prede- 
cesor del Sr. Amat ha remitido á Roma antes de par- 
tir de ahí cien mil 6 más pesos fuertes de sus ahorros 
y, arbitrios, y ha dirigido, según su voluntad, las elec- 
ciones de Superiores de las órdenes religiosas» (1). 

En Septiembre de 1833 anunció el Cardenal Tiberi, 
Pronuncio de Su Santidad, la llegada á Madrid del nue- 
YO Representante de Gregorio XVI. Ambos Prelados 
vieron alSr. Zea Bermúdez, que desempeñaba la Secre- 
tarla de Estado, el dial4, y ofrecieron sus respetosa los 
Reyes el 15 (2), y este último día se remitió al Consejo 
Real el Breve del Sr. Amat, para que examinase si 
contenía cláusulas contrarias á las regalías de la Co- 
rona, á las leyes, pragmáticas, usos y costumbres de 
España, á los derechos adquiridos ó declarados por 
Concordato ó Bulas pontificias, y en particular á la 
nueva forma dada al Tribunal de la Rota (3). 

Monseñor Amat no llegó, sin embargo, á desempe- 
ñar el cargo para el que había sido nombrado, porque 
pocos días después murió Femando Vn y cambió 
completamente la situación de las cosas. 



(1) Despacho de Labrador al Ministro de Estado; fecha, 
Boma 11 de Agoáto de 1833. 

(2) Gaceta de Madrid del 17 de Septiembre de 1888. 

(3) El Consejo Beal elevó á S. M., en 14 de Octubre, con- 
sulta en la cual, conformándose con la opinión de sus fisca- 
les, pedía se retuviesen varias cláusulas del Breve de Monse- 
ñor Amat, como se había hecho en su dia con el del Cardenal 
Tiberi, y se concediese en lo demás el pase, en igual forma y 
con idénticas advertencias hechas á este último. 



CAPÍTULO Yl 



Muerte de Fernando VII.— La cuestión ditiAatica; íintece- 
dentes. — Torpe2:aó uialifía del Embajador en Roma.— Ne- 
gatira det Papa á recauocer á Isabel II,— Situación del 
Nuncio Sr. Amat; vuelve á hacerse carg-o de la Nunciatu- 
ra el Cardenal Ti ben.— Retirada del Sr. Labrad orj salida 
de Madrid del Cardenal Tiberi.— Agitatiión contra lasi Or- 
denes religiosas.— Negociaciones con Monseñor Amatare- 
tirada de éste.— Proceso del Obispo de León.— El arreglo 
de la Deuda.— Supresión de la Compañía de Jesiis. — Ke- 
ducción de los conventos. 



Al fallecer Fernando Vn el 29 de Septiembre de 1833 
dejó planteada una grave cuestión dinástica. Las Cor- 
tes celebradas en Madrid el año 1789 habían pedido al 
Rey que derogase el Auto acordado 5.^ título Vn, 
libro V, de la Recopilación y mandase observar la cos- 
tumbre Inmemorial consignada en la ley 2.% título XV, 
de la Partida 11; accedió Carlos IV, mandando exten- 
der la correspondiente Pragmática, pero ésta quedó 
reservada, así como todo lo actuado en las Cortes 
respecto de tal asunto, por el estado de Europa. 

No volvió á suscitarse esta cuestión hasta los prime- 
ros meses de 1830. Entonces, al anunciarse el embarazo 
de la Reina D.* María Cristina (1), se decidió Fernan- 



(1) Femando VII, que estuvo casado primero con María 
Antonieta de Ñapóles, luego con María Isabel de Braganza 
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do Vn, bajo la influencia de tan ilustrada Princesa y 
en medio de la alegría de ver que el tálamo real había 
dejado dé ser estéril, á publicar dicha Pragmática; 7 
no bien se tuvo conocimiento de semejante determi- 
nación, se apresuraron á reclamar contra ella los 
miembros de la familia de Borbón, por medio de sus 
representantes en Madrid, haciéndolo, aunque en for- 
ma confidencial, en 29 de Marzo de 1830, el Príncipe 
de Gassaro, Ministro de Ñapóles, 7 el Vizconde de 
Saint Priest, Embajador de Francia, los cuales pidie- 
ron se suspendiese la publicación de, la 107. 

Nada más se hizo por entonces, quedando la cues- 
tión en suspenso, pues todo dependía de que María 
Cristina diese un hijo ó una hija á Femando Vil, 7 en 
realidad el problema no se planteaba aunque fuese 
una Princesa el primer hijo del Monarca, pues podía 
tener después un varón, en CU70 caso sería éste el he- 
redero de la Corona. Sin embargo, al nacer, el 10 áp 
Octubre de 1890, la Princesa Isabel, comenzaron las 
intrigas, preparándose, por una parte, los partidarios 
del lof ante D. Carlos, 7 por otra los liberales, que mi- 
raban 7a con cierta simpatía á la Reina consorte, cu7a 
influencia les era favorable; acentuándose más 7 más 
la división entre unos 7 otros al nacer, en Enero 
de 1832, la Infanta Luisa Fernanda. Esas intrigas die- 
ron lugar á que, hallándose enfermo el Re7, le arran- 
case el Ministro Calomarde el decreto de 18 de Sep- 
tiempre de 1832, restableciendo el Auto acordado de 
Felipe V, 7 que poco después la Infanta D.* Luisa Car- 
lota hiciese variar de propósito á Femando VII, abo- 
fetease -al intrigante Ministro 7 rompiese con sus pro- 



y después con Amalia de Sajonia, habla contraído matrimo- 
nio, el 11 de Diciembre de 1829, con María Cristina de Ña- 
póles. 



— es- 
pías manos dicho decreto, quB aún no había sido pu- 
blicado- Por virtud de esto, cay6 del poder Calomarde, 
le sustituyó Zea Bermúdez j fué jurada D/ Isabel 
oomo Princesa de Asturias el 20 de Junio de 1833* 

Foco antea de esto, como quiera que muchos indi- 
viduos del clero secular y regular, y aun algunos 
Obispos^ se mostraban activamente adictos y favora- 
bles á D. Carlos, el Rey escribió al Santo Padre una car^ 
ta, con fecha 12 de Febrero de 1833, rogándole ezhor* 
tase al clero español, como poco antes lo había hecho 
con el de Polonia, á la paz y á la obediencia; y Gre- 
gorio XYI no tuvo inconveniente en acceder á lo que 
de 61 86 solicitaba, escribiendo una cariñosa carta al 
Monarca, fecha 10 de Marzo, y enviando, por conducto 
del Cardenal Tiberi, la Encíclica que se le había pe- 
dido. 

Así estaban las cosas al morir Femando Vn, y en su 
virtud se explica que Zea Bermúdez abrigase la espe- 
ranza de que la Santa Sede no tuviese dificultad en 
reconocer á D.^ Isabel. Era, hasta cierto punto, lógica 
esta creencia; pero una torpeza ó una malignidad de 
nuestro Embajador en Roma, Sr. Gómez Labrador, 
permitió á la Curia romana adoptar una actitud que 
hizo mucho daño á la causa liberal.- 

Habíase remitido á Labrador copia de la Circular 
enviada al Cuerpo Diplomático extranjero, partici- 
pando la muerte del Rey y la proclamación de Isa- 
bel II| y al hacerlo se le ordenó que de todo diese co- 
nocimiento al Gobierno pontificio en la forma acos- 
tumbrada, en tanto que se le remitían las nuevas cre- 
denciales, lo que no se tardaría en verificar; pero el 
Representante español, en vez de cumplir el encargo 
en una sola Nota, puso dos: una dando cuenta sola- 
mente del fallecimiento del Monarca, y otra anuncian- 
do el advenimiento al Trono de Doña Isabel n y la 
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Regencia de su Augusta Madre. «No parece—dioe un 
escritor contemporáneo de los sucesos (1)— sino que 
con esta duplicidad de Notas procuraba Labrador que 
se formase un expediente aparte sobre el reconoci- 
miento de la Reina, acerca del cual no habia él mani^ 
testado aún sus propias inclinaciones.» 

La contestación del Cardenal Bernetti, Secretario dé. 
£stado, no dejaba lugar á dudas. En Nota de 19 de Oc* 
tubre decía al Representante español: «Fatta di ció re- 
lazione a Sua Santitá egli é autorizzato ad antmziare á 
Vostra Excellenza, che, mentre il Santo Padre intende 
dalla sua parte che le relazioni diplomatiche esistenti 
fra i due Goyemi rimangano indefinitamente in se- 
güito degli ayvenimenti sopragiunti sul piede stessOj 
in cui esse sonó attualmente, la Santitá Sua si riser- 
▼a di procederé ad ulteriori dicharazioni dopo che 
avrá meglio conosciuto il partito, che prenderanno in 
proposito altre Gorti, dalle quali non saprebbe Essa 
dividersi senza prima aprezzare i titoU per cui sá che 
queste ricusano di riconoscere l'ordine de succesione, 
che ora si é sostituito all'antioo nella Monarchia di 
Spagna». 

Zea Bermúdez no contestó á esta Nota hasta el 10 de 
Enero de 1834, y al hacerlo enumeró prolijamente el 
fundamento de los derechos de la Reina, y apuntó en 
tono un tanto desabrido, que casi sonaba á amenaza, la 
esperanza de que Su Santidad, mejor informado, res- 
pondiese satisfactoriamente á las cartas de notifica- 
ción. El Cardenal Bemetti replicó insistiendo en los 
términos de su Nota de 19 de Octubre. 

La situación, verdaderamente excepcional, en que 
se encontraba el electo Nuncio, Monseñor Amat, corn- 



il) Castillo t Atbnsa, Historia critica de las negocia- 
ciones con Roma, 1859. 
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plic6 miñj más el estado de cosas que creaba la ne- 
gatÍTa del Papa á reconocer á Isabel ü. 

El Gobierno español había suspendido toda resolu- 
ción acerca del Breve, esperando que Monseñor Amat 
recibiese nuevas credenciales; pero^ frustrada esta es- 
peratiza, y contestando á requerimientos del Cardenal 
Tiberi, que deseaba marchar á Roma en cumplimiento 
de las órdenes de Su Santidad, manifestó el Sr. Zea 
Bermúdez que no era posible, ni por razones de de- 
recho, ni por la práctioa de todos los Estados, que en- 
trase en el ejercicio de sus funciones un Legado sin 
presentar sus credenciales, si bien un Embajador ó 
Ministro acreditado de esa manera podía continuar 
cerca del sucesor del Monarca difunto hasta recibir 
nuevas credenciales; y que, deseando la Reina con- 
servar las relaciones diplomáticas con el Gobierno de 
Su Santidad y mantener en sus Estados la Legación 
pontiñcia, para el bien espiritual de sus subditos, no 
vefa otro medio de conseguirlo que el que el mismo 
Cardenal Tiberi continuase en el desempeño de sus 
funciones apostólicas, á lo que le invitaba en nombre 
de S. M, hasta que el Santo Padre expidiese nuevas 
credenciales al Sr. Amat (1). 

El Cardenal Tiberi, conociendo la necesidad de que 
el despacho de los asuntos eclesiásticos no sufriese 
interrupción, volvió á hacerse cargo de la Nunciatu- 
ra; pero la Curia romana no aprobó esta conducta. El 
Santo Padre reunió una Congregación para consul- 
tarla sobre el asunto, y algunos de sus individuos fue- 
ron de parecer deque se hiciese salir de Madrid al Car- 
denal y á Monseñor Amat, habilitando á los Obispos 
españoles para algunas de las facultades más precisas, 



Ct) Comunicación del Sr. Zea Bermúdez al Cardenal Ti- 
beri; fecha, 12 de Enero de 1834. 
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y obligando á ir á Roma por las demás. Estimó el 
Papa que este temperamento ofrecía grandes incon- 
venientes; pero el Secretario de Estado sostuvo en sus 
conferencias con el Embajador de España que la falta 
de presentación de credenciales no podía ser obstácu- 
lo para que el Sr. Amat ejerciese las facultades espiri- 
tuales (1). 

Así las cosas, habiendo sustituido Martínez de la 
Rosa á Zea Bermúdez, se ordenó á Labrador que ce- 
sase en las funciones de Embajador en Roma, reem- 
plazándole como Encargado de Negocios el Secretario, 
D. Paulino Ramírez de la Piscina, hasta la llegada de 
D. Evaristo Pérez de Castro, nombrado Plenipotencia- 
rio cerca de la Santa Sede (2). Pero Piscina pidió su 
relevo, y entonces se mandó que se encargase interi- 
namente de la Legación D. José Narciso Aparici, que 
se hallaba con licencia en aquella Corte, y que había 
sido anteriormente Secretario 7 Encargado de Nego- 
cios en la misma. De este modo, como no podía espe- 
rarse que Pérez de Castro presentase sus credenciales, 
puesto que el aceptárselas envolvía el reconocimiento 
de la Reina, se dificultaron más y más las relaciones 
con Su Santidad; pero hay que confesar que no podía 
mantenerse en Roma á quien, como Labrador, estaba 
en espíritu entregado al Pretendiente. Sin embargo, 
desde el momento en que se dio ese paso, había que 
contar con la retirada del Cardenal Tiberi, al que jra 
no sería posible resistir las indicaciones de Roma para 
que saliese de Madrid. Y, en efecto, el Pronuncio ma- 
nifestó poco después que el Santo Padre le man- 
daba regresar á la Ciudad Eterna, y que, exigiendo 



(1) Despacho del Sr. Labrador al Ministro de Estado; fe- 
cha, 11 de Febrero de 1834. 

(2) R. O. de 14 de Marzo de 1834. 
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el estado de su salud que aprovechase la primavera 
para hacer ©1 viaje, pedía el correspondiente permiso 
á S. M., esperando le dispensase la honra de conce- 
derle una audiencia de despedida; y añadió que, si 
agradaba á S. M., para qae no sufriesen retraso los 
asuntos eclesiásticos, dejaría provisionalmente encar- 
gado de ellos, como Vicegerente, á D. Francisco Fer- 
nández Gampomanes, asesor de la Nunciatura (1). 

Como era natural, á esta cordialísima actitud co- 
rrespondí 6 el Sr. Martínez de la Rosa expresando 
cuan sensible le era la partida del Cardenal, y cuáu 
satisfecha quedaba S. M. de sus disposiciones concilia- 
doras, y aprobando el encargo cometido al Sr, Cam* 
pomanes; pero la conducta del Cardenal Tiberi no 
agradó en Roma, y bien claramente lo dio á entender 
el Arzobispo de Nloea en una Nota, á la cual acompa- 
ñaba un papel en el que se espresaba el sentimiento 
qne había producido á Su Santidad el encargo dado al 
auditor, pues estimaba esto como una prueba de que el 
Gobieruo de S. M, estaba firme en el propósito de no 
querer reconocer ni admitir al ejeroioio de sn repre- 
sentación como Nuncio al Sr. Amat, y añadía, entre 
prolijas reflexiones sobre la distinción entre las fun- 
ciones de Nuncio y las de Embajador, que el Santo 
Padre creía que acaso por equivocación, al hacer sa- 
ber al Gobierno la orden que tenía de salir de Espa- 
ña, no había insistido el Cardenal Tiberi en la necesi- 
dad deque se permitiese al nuevo Nuncio el ejercicio 
délas facultades espirituales (2). 

La gravísima situación en que se encontraba el Go- 
bierno fué acaso la causa de que esa Nota quedase 



(1) 



Nota del Cardonal Tfberl; fecha, 3 de Mayo de 1834, 
Nota del Arzobispo de Nleea, Sr. Amat^ fecha, 4 do 
Jniio de 1834. 
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por entonces sin respuesta, pues si es verdad que la 
firma del Tratado de Cuádruple Alianza oonstitaf a nn 
verdadero trionf o, porque obligaba á Francia é In- 
glaterra á apoyar á Doña Isabel II, los liberales, lejos 
de sacar partido de esa victoria, parecían empeñados en 
esterilizarla con sus locuras. La agitación en el país 
era cada día mayor, y los Ministros de la Reina no po- 
dían luchar á un tiempo mismo con el carlismo, cada 
vez más poderoso, y con los exaltados, por momentos 
más amenazadores. 

Una parte del liberalismo tomó un carácter franca- 
mente anticlerical, y la inevitable debilidad de las au- 
toridades hizo posible el incendio de los conventos y 
el asesinato de los frailes en Barcelona, en Madrid y 
en otras poblaciones. Á las terribles escenas que pre- 
senció la Corte el 17 de Julio de 1834 sirvió de pre- 
texto la existencia del cólera, pues algunos agitado- 
res lanzaron la necia calumnia de que los frailes ha- 
bían envenenado las aguas, y las autoridades no su- 
pieron impedir el que las turbas penetrasen en los 
conventos y asesinasen á varios religiosos. No parecía 
sino que había empeño en justificar la conducta de la 
Santa Sede, realizando los tristes anuncios que ésta 
había formulado. 

Á fines de Agosto pidió Monseñor Amat que se con- 
testase á su Nota de 4 de Julio, pues Su Santidad de- 
seaba conocer la resolución del Gobierno para tomar 
una conveniente, no siéndole posible consentir por 
más tiempo que su Legado permaneciese en una Corte 
católica sin ser reconocido (1); y entonces, aunque sin 
gran prisa, replicó el Ministro de Estado recapitulan- 
do cuanto antes había dicho para justificar el que no 



(1) Nota de Monseñor Amat de San Felipe al Ministro de 
Estado; fecha, 25 de Agosto de 1831. 
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se admitiese al Nuncio, y haciendo constar que el Papa 
DO atendía á las necesidad es da los ñeles. «Si Sn San- 
tidad — escribía Martínez de la Rosa, — al mismo tiempo 
que como Soberano temporal suspendía el reconocU 
miento de la dinastía de S. M., acudiese como pastor 
de los fieles á las necesidades de la Iglesia de España^ 
mayores en este tiempo y de atención argente; si no 
retardase la confirmación de los virtuosos Prelados 
presentados por S, M. para ocupar las Sillas vacantes, 
con perjuicio de la Religión y del Estado, al paso que 
parecía seguir el Santo Padre una conducta diferente 
con las personas que le presentan con igual objeto loa 
Gobiernos efímeros que se levantan y destruyen su- 
cesivamente en las provincias de América (1); si cuan- 
do se promueve la guerra civil en España, alarmando 
la piedad de la gente sencilla, se oyese resonar la voz 
del pastor de los fieles, excitando el fervor del clero 
y exhortando á los españoles, parte preciosa del re- 



[í) Al fallecí mi oiito di? Fernando VII se hallíiban presen- 
tador para ios obispados do Astorga j de Caiiariaíi D* Félis: 
Tarrea Amat y D. Judas José Romo, ¿I los caaleií se espidie- 
ron las» Bula? correspondí en tes en Febrero do ÍHM^ sí bieo 
aíJarecian datadas en el afio anterior, en (''poca en fjne ni uno 
ni otro Prelado había ^ido aiiii presentado á Sn Santidad. 
Esto se hizo OH Roma cou el objeto, al parecer, de evitar todo 
ío que pudiese comprometer al Gobierno pontificio en la 
cuestión del reconocí mioTito do la Reina IsabeK 

Vacaron después varias Mitras, y excepto para las do Se- 
gfovia y Gerona, para todas las demás, qneeran diez y ocho, 
se hicieron laa oportunas presentaciones. Has como por Ja 
faíta de Nuncio no ñv incoaron los procesos acostumbrados^ 
los cnaies deben ttMiorgr* presentes para la preconisíación, eJ5- 
timó el Ministro de Gracia y Jiinticia tpie se hacía neceí^ario 
adoptar mía roj^olución para une esos proce^ios se instruye- 
ran por el Metropolitano ó Compro vLiicial en su respectivo 
caso, con arreg-lo al Concilio de T rento, lo cual parece ijue 
Be había practicado ya en España en circunstancias análo- 
g-ftft, con acuerdo de ía extinguida Cámara do Castilla. No 
conista que se llegase á decidir nada^ 
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bafio de Jesaoristo, para no destruirse ni aniquilarse, 
peleando hermanos contra hermanos, entonces sería 
el caso de instar para que se hiciese la segregación y 
deslinde entre las facultades que competen al reve- 
rendo Nuncio como delegado de la autoridad pontifl- 
eia y los derechos que ,le corresponden como repre- 
sentante de su Soberano.» Mostrábase dispuesto el Go- 
bierno de S. M. á consentir esta distinción, pero exi- 
gía para ello «que ya que como Soberano temporal 
suspendiese el Papa el reconocimiento de Isabel n 
como Reina legítima, se dignase restablecer, como pa- 
dre espiritual, las antiguas y acostumbradas relacio- 
nes, quedando libre y expedito el curso de los nego- 
cios eclesiásticos, desde la confirmación de los reve- 
rendos Obispos hasta otros asuntos de menor grave- 
dad, con arreglo á los Concordatos vigentes» (1). 

La solución propuesta por el Gobierno español, ra- 
zonable en la apariencia, dejaba subsistentes en el fon- 
do todas las dificultades, colocando el problema en te- 
rreno poco ventajoso para aquél. Además, si eso pare- 
cía aceptable, ¿por qué no se admitió desde luego en 
términos que evitase el que la discordia con la Santa 
Sede lanzase á la facción una parte del clero? En este 
asunto no brilló Martínez de la Rosa por su habi- 
lidad. 

Monseñor Amat replicó, el 27 de Septiembre, anun- 
ciando haber remitido la Nota del Gobierno á la San- 
ta Sede, y añadiendo que, en tanto que recibía instruc- 
ciones, no podía menos de hacer presente que la 
Santa Sede no era quien había entorpecido las rela- 
ciones, sino el mismo Gobierno español, que, dete- 
niendo el Breve, había manifestado no querer admitir 



(1) Nota del Sr. Martínez de la Rosa á Monseñor Amat de 
San Felipe; fecha, 12 de Septiembre de 1834. 
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en España al Nuncio; y que no podía darse por excu- 
sa la suspensión del reconDcimientOj porque el mismo 
Nuncio nunca se había negado á recibir el Breve des- 
p€^chado en nombre de la nueva Reina; antes bien, la 
había solicitado eu dos ocasiones. ¿Por qué, siendo esto 
exactOi no adoptó el Gobierno esa soluclóup que ha- 
bría permitido continuasen las relaciones diplomáti- 
cas, y que, después de todo, envolvía el reconocimien- 
to indirecto de Doña Isabel Hí ¿Á qué el empeño de 
obtener una declaración que la reserva de las poten- 
cias del Norte hacía casi imposible? 

Había, además, otra dificultad: no cabía exigir á la 
Sapta Sede que usase en las Bulas de cooürm ación de 
los Obispos la frase á presentación de S* M, la Reina de 
España, ni era fácil su sustitución- Propuso el Gobier- 
no pontificio (1) que se suprimiese esa cláusula mien* 
tras llegaba el caso del reconocimientOf ofreciendo 
eoasignar en una declaración separada que tal omisión 
en nada perjudicaría á los derechos de la Corona; y 
aceptando la idea Martínez de la Rosa, pasó una Nota 
á Monseñor Amat (2)^ proponiendo resueltamente, 
como términos de transacción, que en las Bulas de los 
Obispes E 6 pusiese «alguna frase general acomodada 
al objeto y que ni vulnerase ningún derecho ni pre- 
juzgase cuestión alguna, tal como S> M. Católicaf 6 los 
Reyes Católicos^, y añadiendo que en este concepto 
estaba pronta S. M. á recibir á Monseñor Amat en ca- 
lidad de Nuncio, con las mismas condiciones y facul- 
tades y en la misma forma que lo fueron sus predece- 
soresj pero la fórmula no fué aceptada, pues el Carde- 



(1) Nota del Cardenal Secretario do Estado al Encardado 
do Negocios de España, Sr. Áparici; fecha, 2b- do Septiembre 
de 1B34, 

(2) Nota del Ministro de Estado ¿ MonseQor Amatj íecha, 
14 de Enero de 1835. 
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nal Bernetti contestó (1) qne «si el Sumo Pontífice 
declaraba en un acto tan solemne como el de la insti- 
tución, que promovía á tal 6 cual persona para aque- 
lla dignidad á presentación de 5. M. Católica 6 del Bey 
Católico, vendría á reconocer la Corona de España en 
la persona de aquel que lo había presentado, lo cual 
no era consiguiente á lo convenido de prescindir del 
reconocimiento» (2). 

Colocada la cuestión en este terreno, era difícil lle- 
gar á un acuerdo. Torpe anduvo el Gobierno español 
no admitiendo al nuevo Nuncio si éste aceptaba el 
Breve despachado en nombre de Doña Isabel n, y más 
torpe al no consentir se suprimiese la frase relativa á 
la presentación; porque una de dos: ó se rompían ías 
relaciones con la Santa Sede, aceptando sus consecuen- 
cias, ó debía transigirse, haciendo constar siempre que 
se prescindía del carácter de Soberano temporal que 
tenía el Romano Pontífice, para no considerar en éste 
más que su altísima representación espiritual. Por 
esto, cuando en 7 de Ju;nio el Gabinete Toreno susti- 
tuyó al que presidía Martínez de la Kosa, el nuevo Mi-* 
nistro no encontró otro medio, ante las insistencias de 
Monseñor Amat, que disponer pasasen todos los an- 
tecedentes al Consejo de Oobiemo para que informa- 
se. Éste emitió su dictamen el 7 de Julio, en el sentido 
de que no debía accederse á suprimir la cláusula rela- 
tiva á la presentación porque esto constituiría una vio- 



(1) Nota del Secretario de Estado de Su Santidad al En- 
cargado de Negocios de España; fecha, 13 de Febrero. 

(2) El argumento no tenía réplica, escribe Castillo y 
Ayensa; pero el apasionamiento con que éste juzga nuestras 
relaciones con la Santa Sede le impide comprender que el 
Cardenal Bernetti, sutilizando demasiado, concluyó por po- 
ner de manifiesto las verdaderas intenciones de la Curia ro- 
mana. Hay, además, evidente contradicción en la conducta 
del Secretario de Su Santidad. 



- 98 - 

lacióñ del derecho de Patronato, annqne se intenfíise 
salrar éste con una protesta genérica, formulada por 
separado; pero antes de que el Ministro hubiese adop- 
tado una resolución definí ti Ya, j antes, por tanto, de 
que se contestase á Monseñor Amat, comunicó éste al 
Conde de Toreno, con fecha 20 de Agosto, que había 
recibido nuevas Órdenes de su Corte (1)^ por el correo 
llegado el día anterior, en las que se le prevenía que 
sin pérdida de tiempo se trasladase á Pari3, auu es- 
tando pendiente la respuesta del Gobierno; por lo 
cual, y quedando los negocios ordinarios de la Nun- 
ciatura despachándose por el auditor de la misma, 
D, Francisco Fernández Campomanes, ó en su falta 
por el fiscal del mismo tribunal, D. José Ramírez ds 
Arellano, ambos autorizados Interinamente con facul- 
tades apostólicas, se veía obligado á pedir sus pasa- 
portea* Al remitirle éstos, en 23 de Agosto, se le comu- 
nicó la resolución del Gobierno, conforme con lo in- 
formado por el Consejo- 

¿Cuál fué la causa de tal determinación? Varias se 
unieron para producir ese desenlace, y entre ellas me* 
recen citarse el proceso del Obispo de León, el pro- 
yecto de ley de Febrero de 18;35 sobre arreglo de ia 
Deuda y el decreto de 4 de Julio suprimiendo la Com- 
pañía de Jesús. 

Ai Obispo de León, D. Joaquín Abarca, declarado 
en franca rebeldía contra la Reina, se le habla man-< 
dado comparecer ante el Tribunal Supremo para de- 
fenderse de los cargos de conspiración y rebelión, por 



(1) Algunos días antes, en 2 de Agosto, habla dicho Mon- 
señor Ámat que, corriendo el tercer mes desde que comunicó 
la definitiva intención del Santo Padre, sospechaba que el 
dilatado silencio del Gobierno fuese considerado por Su San- 
tidad como una negativa, en cuyo caso debía él salir de Es - 
paña. 
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los que había sido procesado. El proyecto de ley de 
arreglo de la Deuda contenía disposiciones para apli- 
car á la amortización de ésta los bienes pertenecientes 
á las corporaciones eclesiásticas, fundaciones pías y 
establecimientos religiosos, comprendiendo la sépti- 
ma parte ya concedida por los Breves de Pío Vil de 
14 de Junio de 1805 y 12 de Diciembre de 1806. T, en 
fln, por el decreto fechado en Aranjuez el 4 de Julio, 
se suprimía la Compañía de Jesús en toda la Monar- 
quía española; se aplicaban sus bienes y rentas á la ex- 
tinción de la Deuda pública; se sometían los religio- 
sos profesos de dicha Orden á la autoridad de los 
Obispos del lugar que escogieran para residir, y se 
reducían á la condición de simples seculares los legos 
profesos de la misma. 

De todo esto protestó el Gobierno pontiñcio, soste- 
niendo que los Obispos, con arreglo á lo dispuesto en 
los capítulos YI y VIII de la sesión 24 del Concilio de 
Trente, no podían reconocer, en el fuero eclesiástico, 
otro tribunal que el del Sumo Pontífice, y en las cau- 
sas criminales de menor entidad el Concilio Provin- 
cial, por lo cual la intimación hecha por el Tribunal 
Supremo al Obispo de León era una violación de las 
leyes de la inmunidad eclesiástica y un grave atenta- 
do contra los derechos de la Iglesia (1). Respecto del 
proyecto de arreglo de la Deuda, dijo que no menor 
dolor y sorpresa había causado al Santo Padre que 
una autoridad incompetente dispusiera libremente de 
las inviolables propiedades de la Iglesia para usos ex- 
traños á su destino; que nadie ignoraba que los bie- 
nes eclesiásticos, considerados en su origen y destino, 
son, según las expresiones de los santos cánones, 



(1) Nota del Cardenal Secretario de Estado al Encargado 
de Negocios de España; fecha, 10 de Abril de 1835. 
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bienes consagrados á Dios ^ propiedad ds Dios^ y forman 
el pahHmonio de Cristo; de modo que su admiuistra- 
olóo está confiada á la sola autoridad de la Iglesia, 7 
éáta úmeameute puede interpretar las cirounatancias 
en que, según la voluntad divina, liajau de contribuir 
al alivio de las necesidades públicas (1). Eu cuanto ai 
Decreto de extinción de la Compañía, la Santa Sede no 
sólo protestó contra él, declarándole nulo é ilegal| 
BiBO qne dijo que la publicación de ese Decreto, 
cuando aún no se liabía contestado á sus anteriores 
reclamaciones (2), y cuando Su Santidad había tenido 
que deplorar las inauditas atrocidades bárbaramente 
cometidas con tantos buenos y tranquilos religiosos, 
los saqneos de los conventos j otros males producidos 
por la facción irreligiosa, hacía imposible que el Pou- 
tiñce permitiese que su Representante permaneciese 
mudo espectador de los agravios que se hacían á la 
Iglesia, y que su presencia en la capital de España pu- 
diera interpretarse como una señal, si no de aproba- 
ción, al menos de indiferencia de la Santa Sede por 
cnanto liabía ocurrido- 

El Nuncio salió de Madrid; y aunque Aparici conti- 
nuó siendo tolerado en Roma, quedaron interrumpi- 
das las relaciones con la Santa Sede. Para explicarse 
por completo la conducta de ésta y poder apreciar el 
fundamento de su resolución, hace falta detenerse un 
momento á explicar la situación interior del país y la 
conducta de los Gobiernos, 

Reunidas las Cortes el 24 de Julio de 1834, aparecie- 
ron animadas de un espíritu tan reformista, que aun 



(1) De la misma Nota citada en la anteHor, 

(2f En efecto f paroee que no se conteíátó ó esa Nota^ nt se 

diú respuesta alguna á nuestro Encargado d^ Neg'ocioa ea 

Boma, por cuyo conducto se había recibido. 



-se- 
no teniendo, oomo no tenían, con arreglo al Estatuto, 
el derecho de iniciativa, consiguieron hacer prevale- 
cer proposiciones tan significativas como la referente 
á la abolición del voto de Santiago, otras sobre des- 
amortización civil y eclesiástica y supresión del diez- 
mo, y una famosísima de D. Joaquín María López, es- 
pecie de Constitución en 12 artículos, en los que se ga- 
rantizaban la libertad individual, la de imprenta, la 
inviolabilidad del domicilio y la igualdad ante la ley; 
se abolía la confiscación, se establecía la responsabili- 
dad de los Ministros y funcionarios y se creaba la 
guardia nacional. 

Iniciada esta tendencia, resueltamente favorable á la 
resurrección de la obra de las Cortes de 1820, é irrita- 
dos los espíritus por la ayuda que prestaban á D. Car- 
los, no ya gran parte del clero regular, sino algunos 
Obispos, era lógico que no resultase Martínez de la 
Rosa el hombre que se necesitaba para desarrollar esa 
política. El estado de la guerra y el haberse decidido 
el Gobierno á solicitar la intervención extranjera con- 
tra el voto de su Presidente, hicieron lo demás, y Mar- 
tínez de la Rosa fué sustituido por el Conde de To- 
reno. 

Tres meses nada más pudo éste sostenerse en el Go- 
bierno; pero en tan breve plazo hizo no poco en el ca- 
mino de afirmar la supremacía del poder civil, ora 
aboliendo las Juntas de fe, ora suprimiendo la Com - 
pañía de Jesús, ya reduciendo el número de los con- 
ventos. 

Su primera disposición en tal sentido fué la Real 
orden de 1.^ de Julio de 1835, por la cual se mandó 
cesar las Juntas llamadas de fe, que sorda y abusi- 
vamente habían reaparecido después de la reacción 
de 1823, y se dispuso que los Prelados y sus Vicarios, 
abandonando el método de sustanciar seguido por la 



Ik. 
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extinguida Inqnislcióo^ se ajustasen en las causas cuyo 
conocimiQiito les estaba reserTado á lo dispuesto en 
la ley 2.*, título 26, Partida YII, á los Sagrados Cáno- 
nes y al Derecho comúo. Á ésta siguió pocos días des- 
pués, el 4 de Julio, un Real decreto suprimiendo per* 
petuamente la Compañía de Jesús, que se había man- 
dado restablecer por otro Real decreto de 29 de Mayo 
de 1815, quedando éste revocado y anulado, como lo 
había sido ya por las Cortes en 1820; se mandaba oeu^ 
par sin pérdida de momento las temporalidades; se 
disponía que los bienes, rentas y efectos de la Compa- 
lUa se aplicasen á la extinción de la Deuda d pago de 
sus réditos, y se concedían á los sacerdotes y legos es- 
pañoles de aquella Orden pensiones de cincoytrea 
reales respectiTamente. Por cierto que la Santa Sede, 
que ya en 10 de Abril anterior había protestada de la 
aplicación de los bienes de las Corporaciones ecle- 
siásticas al pago de la Deuda, no sólo protestó también 
de la publicación de ese Decreto, sino que mandó, 
como queda dicho, que se retirase el Nuncio de Madrid. 

Complemento en cierto modo de las dos disposicio* 
Des anteriores fué el Real decreto de 25 de Julio su- 
primiendo conventos, 

ff£l aumento inconsiderado y progresivo de monas- 
terios y conventos— se decia en la exposición de mo- 
tivos de dicho decreto,— el excesivo número de los 
unos 7 la cortedad de los otros, la relajación que era 
consiguiente de la disciplina regular y los males que 
de aquí se seguían á la Religión y al Estado, excitaron 
más de una ve£ para su corrección el celo de los Reyes 
de España, el del Reino junto en Cortes^ y aun el de la 
Santa Sede* Así es que por una de las condiciones de 
millones se previno que no se concediesen licencias 
para nuevas fundaciones de monasterios, aunque f nese 
con título de hospederías, misiones, residencias ú otra 
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cualquiera; y que la Silla Apostólica ha expedido va- 
rios Breves cometidos á Preladosde estos Reinos para 
la reforma en ellos de los regulares, la que, sin em- 
bargo, no llegó á tener el efecto deseado por circuns- 
tancias imprevistas. De aquí procede que existan hoy 
en Espafia más de 900 conventos, que por el corto nú- 
mero de sus individuos no pueden mantener la disci- 
plina religiosa ni ser útiles á la Iglesia.» Teniendo 
además presente que, conforme á varias Constitucio- 
nes Apostólicas de diferentes Pontífices, se requería 
en todo convento, á lo menos, el número de doce reli- 
giosos profesos, cuyas dos terceras partes fuesen de 
coro, se disponía que quedasen suprimidos los con- 
ventos que no tuviesen dichos doce religiosos, debien- 
do ser, cuando menos, ocho de coro; que lo mismo se 
hiciese en adelante con los que se redujesen á menos 
de dicho número; que se exceptuase de esta disposi- 
ción á las casas de clérigos regulares de kis Escuelas 
Pías y los Colegios de misioneros para las provincias 
de Asia; y que los bienes, rentas, etc., de los convento^v 
suprimidos se aplieasen á la extinción de la Deuda ó 
pago de sus intereses. 

No logró con esto el Conde de Toreno desarmar á la 
oposición. El mismo día en que se firmó el anterior 
Decreto, las turbas prendieron fuego á los conventos 
en Barcelona; y como al propio tiempo hubo motines 
y asonadas en todas partes, corrió la sangre hasta en 
la misma Corte, Mendizábal, nombrado Ministro de 
Hacienda, se declaró de oposición al Gobierno; el re- 
presentante inglés contribuyó á su descrédito, y el Ca- 
pitán Oeneral de Madrid, el infortunado Quesada, de- 
claró que no podía garantizar la seguridad personal 
del Presidente, dimitió Toreno, y la Reina confió la 
jefatura del nuevo Oobierno al Oeneral Álava, quien 
no aceptó, quedando como Presidente interino don 
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Joan Álrarez de Mendizábal, aDerribáronle {á Toreno) 
con sos oJa mores frenéticos — escribe Borgos (1) — las 
sociedades secretas que habían contribuido á elevarle 
con sus subterráneas intrigas, j le declararon traidor 
los que le habían saludado como la esperanza 7 el or- 
gullo de ia patria,» 



(1) Jatier db Burgos, Anales dd reinado de Doña ha- 
bel IL 
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La obra de Mendizábal. — Decreto de 11 de Octubre supri- 
miendo conventos.— Decreto de 8 de Marzo de 1836 supri- 
miendo las Órdenes religiosas.— Caída de Mendizábal.— 
Los sucesos de la Granja.— Ruptura total con la Santa 
Sede.— El articulo 11 de la Constitución de 1837. 



Pocos hombres han llegado al Poder rodeados de 
tan grandes prestigios é infundiendo tantas esperan- 
zas como Mendizábal. Si sus antecedentes libérale?, 
sus servicios á la causa constitucional y las persecu- 
ciones que por ésta habla sufrido le hacían sumamen- 
te simpático á la opinión avanzada, las dotes que hubo 
de demostrar, contribuyendo más 6 menos poderosa- 
mente al triunfo de D.^ María de la Gloria, en Portu- 
gal, eran causa de que las personas competentes en 
cuestiones de Hacienda fiaran mucho en su talento y 
en su iniciativa. 

El mismo día de su advenimiento al Poder (14 de 
Septiembre de 1835) puso Mendizábal en manos de la 
Reina Grobemadora una especie de programa, docu- 
mento notable por la sencillez con que está escrito y 
por la franqueza con que abordaba las cuestiones, y en 
el cual anunciaba el propósito del nuevo Gobierno de 
poner fin á la guerra sin otros recursos que los nacio- 
nales; fijar de una vez la suerte futura de las Corpo- 
raciones religiosas; consignar en leyes todos los dere- 
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chos que emanati y &od, por decirlo asf, eran sus pa- 
labras, el único 7 sólido sostén del régimen represon-* 
tativo; reanimar y Tigorizar el crédito público y en fin, 
«procurar afianzar con las prerrogativas del Trono los 
derechos y los deberes del pueblo, porque sin este 
equilibrio es ilusiva toda esperanza de pública feli- 
cidad >. 

Comentando este programa, dice un escritor con* 
temporáneo de los sucesos: 

«En cuanto á la suerte de laa Corporaciones religio- 
eaSf ya al publicai^e el mauiñesto estaba fijada por 
mOTimientos populares que el Gobierno anterior no 
habla podido reprimir ni el de Menáiiábal tenía me- 
dios de castigar. Si fijar Btn vilipMnáio la auerte de dt- 
chas Corporaciones^ quería decir que se ooncederfan 
pensiones á los religiosos exclaustrados, éstos sabían 
bien que no debían contar con ellas, puesto que aun 
reduciéndolas á cuatro reales diarios^ importarían so- 
bre 42 millones al año, siendo asi que el total importe 
de las rentas de los conventos y monasterios suprimi- 
dos no pasaba de 17 millonea, de los cuales era aún 
forzoso rebajar la suma correspondiente á los bienes 
que habían sido ó debían ser restituidos á los que los 
compraron en el anterior período constitucional. En 
fin, sí la expresión sin vilipendio aludía & un proyecto 
inserto en la Gaceta de asignar á cada fraile exclaus- 
trado una porción de bienes transmisibles por su 
muerte d sus herederos, esta idea era tan inejecutable 
y tan absurda, que nadie la había oído sin deplorar 
que mostrase con ella tan pocos conocimientos del 
pab el hombre que desde Inglaterra había sido llama- 
do á dirigirlo > (1), 

Es indudable, lo pregona toda la obra de Mendlzá* 



(1) Sargos f obra citada. 
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bal, qoe el pensamiento polítíco^eoonómico de éste 
consistía en dar satlsfacolón á los elementos más radi- 
cales suprimiendo las órdenes religiosas, y en em- 
plear los bienes j rentas que éstas d i £sf rutaban en las 
necesidades de la guerra j en la ei^tincióñ de la Deuda. 
La idea debía haberle sido sugerida por aquellos pu- 
blicistas extranjeros que, extraYiados por la creencia 
de que el clero español poseía grandes riquezas, fun- 
daban en la enajenación de sus bienes la esperanza de 
Ter lanzada á España por la ría de la prosperidad; 
pero los que tal pensaban iucurrian en una gran exa- 
geración, que demostraba que aquéllos no habían se^ 
gnido con la atención necesaria las Ticísítudes de las 
corporaciones religiosas. 

«Esta creencia, que había cundido por todas partes 
— escribe Burgos, — tuvo algún d£a un fundamento res- 
petable; puesj en efecto, á principio del siglo era opu^^ 
lento el clero español Pero por nn decreto fecho en 
Ghamartin en 1808, suprimió Napoleón todos los con- 
ventos y monasterios del Reino; y llevada á efecto su 
disposición por las tropas francesas, que le ocuparon 
casi todo, desapareciendo sus alhajas y su diuerOj se 
malversaron sus existencias de frutos, y las fincas ru- 
rales, adjudicadas & bajísimos preciosa genera les fran- 
ceses y á los principales empleados de la corte de José, 
no se cultivaron ó se cultivaron mal, en tanto que de 
las urbanas fueron demolidas unas, destinadas otras 
á cuarteles ó almacenes, y ninguna de las de una y otra 
clase se preservó de un horrible deterioro. Restituidos 
los monjes á sus casas en 1814, fué menester que em^ 
pozasen por repararlas. En unaa partes tuvieron que 
volver á levantarlas de planta, y en otras que expen- 
der cnantíosas sumas para la rehabilitación de edifl- 
cios desmantelados, para la reposición de ornamentos 
y demás objetos del culto, y aun para la manutención 
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de los indÍTidaos congregados de nuevo, que se halla- 
ban 8in provÍBiones ni acopios de ningún género. 
Para proporcionarse recursos con que hacer frente á 
tan perentorias y simultáneas necesidades, les fué for- 
zoso vender sus mejores ñncas,y sufrir en sus rentas la 
disminución que era consiguiente. En 1820 ordenaron 
las Cortes la supresión de los monasterios, y volvieron 
á desaparecer las alhajas de sus iglesias^ los enseres 
de sus casas y las existencias en metálico y frutos. Tres 
afios más tarde hubo que proceder de nuevo á la re-^ 
paración de los edificios y á compras de alhajas y 
ornamentos, en lo cual se consumieron, como antes, 
sumas considerables, que^ como antes, no hubo medio 
de reunir sino por nuevas ventas de propiedades. Con 
tales vicisitudes, los bienes rafees de los regulares se 
hablan disminuido notablemente, y coincidiendo con 
las enajenaciones sucesivas de grandes porciones de 
ellos, la depreciación de los frutos, y por consiguiente 
la rebaja del valor de la propiedad, se vieron reduci- 
das á vivir casi de limosna comunidades que cuarenta 
afios antes nadaban en la opulencia. 

»Lo mismo que con el clero regular había sucedido, 
por análogos é idénticos motivos, con el secular. 
Desde el principio del siglo se vendió, en virtud de 
bulas pontificias, la séptima parte de sus bienes, y to- 
dos los de capellanías, patronatos, cofradías, herman<- 
dades y establecimientos piadosos, por la enormesumt 
de 1.600 millones. Ya antes los cabildos y las comuui* 
dades religiosas habían hecho para la guerra de la 
Revolución francesa cuantiosos donativos en dinero, 
alhajas y frutos, y este sacrificio se renovó y se exten< 
dio en 1908 para rechazar la invasión francesa. En el 
largo período que ésta duró, las rentas del clero no 
sirvieron más que para alimentar á los invasores, y de 
loa individuos de aquella antes rica corporacióui mu- 
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chos sufrieron grandes estrecheces 7 casi todos expe* 
rlmentaron largas miserias. Debilitado y casi des- 
truido el prestigio del diezmo en aquella época, no pu- 
do el clero después de la Restauración borrar con sus 
productos las huellas de tan larga calamidad, y hubo 
de vender fincas para satisfacer las ezig^icias de la 
aitaación, á que no tenía otros medios de hacer frente. 
Más tarde, á pretexto de que una parte de los diezmos 
pertenecía en Espafia por diversos títulos al Tesoro 
público, las Cortes de 1820 redujeron á la mitad aque- 
lla prestación, que, á favor del origen divino que de 
antiguo se le atribuyera, se volvía ya á pagar con al- 
guna exactitud. Debilitado ó destruido de nuevo el. 
prestigio del origen, los labradores hicieron poco caso 
de la disposición del Gobierno de 1823, que restable- 
ció la antigua ley del pago íntegro; y menos cuando, 
envileciéndose de día en día el valor de los productos 
del suelo, casi no era posible cultivarlo acatándose la 
disposición. Asi, de afio en año, disminuyeron en con- 
siderable cantidad los productos del diezmo, mientras 
que la escasez de numerario que había en el país los 
hacía disminuir más enormemente de precio. Abí, en 
todas partes habían bajado más de 50 por 100 las rentas 
eclesiásticas» (1). 

No obstante esto, el nuevo Jefe del Gk>biemo se 
propuso llevar adelante su plan, y aunque el decreto 
de Toreno de 25 de^ Julio, reduciendo el número de los 
conventos, había sido cumplido con exceso por las 
Juntas revolucionarias, pues éstas hubieron de cerrar 
casas de religiosos cuya existencia no tenía impedi- 
mento legal, y aunque la exclaustración era un hecho 
cuando subió Mendizábal al Poder, pero un hecho ile- 
gal, porque se había llevado á cabo sin contar con la 



(1) Burgos, obra citada. 
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Santa Sede y sin el ooncorso del FarlamentOj no lo 
recüficó ni en el fondo ni en la forma, Lejoa de hacer- 
lo asi, el Real decreto de 11 de Octubre del mismo año 
sancionó la obra de las Juntas, 

«tAunque por mi Real deoreto de 25 de Julio de este 
año — se decía en el preámbulo— apliqué el remedio 
qne me pareció eligían entonces más de pronto loa 
graves malea que causaba á la Religión y al Estado la 
subsistenoía de tantos monasterios y conventos faltos 
del número canónico de indÍTÍduos que se necesita 
para la observancia de la disciplina religiosa, todavía 
las representa cío Q es que se me han dirigido de variaa 
partes de la Monarquía me hacen estimar indispensa- 
ble y muy urgente mía reforma más extensa, conside- 
rando cuan desproporcionado es á los medios actua- 
les de la Nación el número de casas monásticas que 
queda, cnán inútiles ó innecesarias son la mayor par- 
te de ellas para la asistencia espiritual de los flelea, 
cnán grande el perjuicio que al Reino se le sigue de 
la amortización de las ñncas qae poseen, y cuánta la 
conveniencia pública de poner éstas en circulación 
para aumentar loa recursos del Estado y abrir nuevas 
fuentes de riqueza.» Por estas consideraciones se de- 
cretaba la supresión de todos los monasterios de ór- 
denes monacales, los de canónigos reglares de San 
Benito de la congregación claustral Tarraconense y 
Ceaaraugustana, ios de San Agustín y los Premostra' 
tenses, cualquiera que fuese el número de religiosos 
de que constaran. De la supresión quedaban exceptua- 
dos, ai se hallaban abiertosp los monasterios de la Or* 
den de 3an Benito, el de Montserrat en Cataluña, San 
Juan de la Peña y San Benito^ de Yalladolid; de la de 
San Jerónimo, los de El Escorial y Guadalupe; de la 
de San Bernardo, al de Poulet; de la de Cartujos, el 
del Paular» y da la de San Basilio, la casa que tenia en 
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SeriLla; pero todos estos con la cláusula de por ohora^ 
QOñ la absoluta prohibición de dar hábitos y admitir 
á profesión á los DOTicioSf y ooo calidad de que los 
bienes y rentas quedaren también aplicadoa al crédito 
público como Los de las casas suprimidas. 

No se detUTO aquí MendizábaL Revestido por las 
Cortes del amplísimo voto de conñanza, de la verda- 
dera dictadura que entrañaba la ley de 16 de Enero 
de 1836, dio un paso más, el deñnitivo, en el camino 
que había emprendido. For el art. 3.^ de dicha ley 
se autorizaba al Gobierno para proporcionarse los re- 
cursos necesarios á ñn de terminar La guerra, pero 
consignando que no podría buscarlos *en nuevos em- 
préstitos ni en la distracción de los bienes del Estado 
destinados ó que en adelante se destinaren á la con- 
soLidaoídn ó amortización de la Deuda püblioa^ cuya 
mejora procurará asegurando la suerte de todos sus 
acreedores». ¿De dónde habían de salir esos recursos, 
no recurriendo á la emisión de nuevos empréstitos, 
sino de la venta de bienes nacionales? Mas para ello 
era preciso continuar la obra de la exclaustración, y 
Mendizábal, sin recurrir á las Cámaras, hizo cerrar los 
conventos. Eq Madrid fué el Gobernador civil, Olóza- 
ga, el que en la noche del 17 al 18 de Enero se presen- 
tó en los conventos é hizo salir de ellos á loa frailes, 
abandonándolos á auna caridad, dice Burgos, que la 
miseria pública iba cada día reduciendo á más estre- 
cha esfera». El 25 nombró una Comisión para conver- 
tir loa ediñcios evacuados en cuarteles y plazas. 

Todo esto, no sólo por su propia naturaleza, sino por 
realizarse sin contar para nada ni directa ni indirec- 
tamente con la Santa Sede» había de motivar nuevas 
protestas y había de aumentar en Roma la influencia 
de los partidarios de D. Carlos. Y en efecto^ en el Con- 
Bístorio secreto celebrado el 1.^ de Febrero, Su Sanü- 
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dad proDUQCÍÓ una alocución quejándose amarga- 
mente da lo que sucedía enEspaüa, pai 9— di jo— «céle- 
bre hasta aquí por su religión y por su adhesión á la 
Santa Sede», y declarando de nuevo que reprobaba y 
reputaba enteramente nulos y de ningún valor loa de- 
cretos que se habían dado en daño de la Iglesia y de 
los religiosos» (1), 

Claro es que, dada la situación del país y los com- 
promisos contraídos por Mendizábat, la actitud de la 
Santa Sede no habla de detener á éste en el camino 
emprendido; y en efecto, en 8 de Marzo, cuando en rea< 
lidad era un hecho la supresión, amplió ésta decre- 
tando la de todas las Órdenes religiosas. Semejante 
OGodueta era algo más que ilegali era una sangrienta 
burla^ 

« Considerando ~ hizo decir á la Rain a ^ que la au- 
presión de las casas de los Institutos regulares es una 
necesidad reclamada por razones de alta conveniencia 
para el Estado y para los individuos que han formado 
Ó forman las Comunidades de los Monasterios ó Con- 
TCñtos; que en la mejora de la suerte de los acreedo- 
res á la Ilación se libra el bienestar de inmenso nú- 
mero de familias, y en mucha parte el fomento de la 
riqueza pública; que la cuantía de la Deuda exige me* 
dios grandes y eficaces, que es forzoso buscar sin gnt- 
Tamen de los pueblos y sin menoscabo de los recursos 
requeridos por la guerra interior; y, en fin, que al dis- 
poner de los bienes, rentas 7 dereohos de los Regula- 
res de uno y otro sexo ea de rigurosa justicia y de 
suma predilección en mi Real y piadoso ánimo el ase- 
gurar á todos una existencia honesta y decorosa, pro- 
pia -de los sentimientos religiosos de esta Nación cató- 



(1) Despacho del Sr. Aparici al Ministro de Estado; fecha, 
Boma 2 de Febrero de 1836. 
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Uoa», deoretaba.la supresión de todos los monasterios, 
conventos, colegios, congregaciones y d^nás casas 
de comunidad 6 de instituto religioso de varones, in- 
cluso las de clérigos regulares; las de las Quatro órde- 
nes militares y San Juan de Jerusalén, y todos los 
beateríos cuyo instituto no fuese la hospitalidad 6 la 
ensefianza primaria, exceptuando de esta disposición 
los Colegios de Misioneros para las provincias de Asia, 
de Vailadolid, Ocafia y Monteagudo; las casas de clé- 
rigos de las Escuelas Pías y los conventos de Hospi- 
talarios de San Juan de Dios que^e hallaban entonces 
abiertos. En el mismo decreto se creaban Juntasen 
todas las cabezas de diócesis, encargadas de. reducir el 
número de conventos de monjas al absolutamente in- 
dispensable para contener con comodidad á las que 
quisieran continuar en ellos, distribuyendo las de los 
suprimidos centre los demás de la misma Orddñ que 
subsistieran, debiendo ajustarse la supresión á estas 
dos bases: que no se; conservase abierto ningún joobt 
vento que tuviese menos de veinte religiosas prof^ 
sas, y que no se permitieran en una misma población 
dos ó más conventos de una misma -Orden. Además se 
.prohibía la admisión de novicios, y Be autorizaba á 
los religiosos de ambos sexos para p^dir su exclaus- 
tración. 

ün mes después, el 18 de Abril, tomando en cuenta 
€la representación de algunas religiosas, que, con la 
sumisión. y humildad correspondientes á su estado, 
manifestaron el vivo deseo de ficabar sus días en los 
-conventos en que se h^alUban, y el dolor que les cau- 
saría su salida de ellos»,, se autorizó á las Juntas dio- 
cesanas para proponer, cuando ocurriesen circunstan- 
cias especiales, que quedasen abiertos algunos con- 
ventos con menos de veinte religiosas, para que sub- 
sistieran en algunas capitales dos de uuft mism» regU, 



6 para reutiir religiosas de reglaa diversas en im mis- 
mo edificio. 

Antes de esto habíanse di suelto las Cortes y cdq To- 
cado las iiae?as para el 22 de Marzo. Las elecciones die- 
ron al Gobierno uno de esos triunfos peligrosos por 
su misma magnitud, pues en tanto que Mendízábal re- 
anió los sufragios de siete proYÍnclas, los liberales 
moderados, como Toreno y Martínez de la Rosa, que-* 
daron exolnídos del Parlamento, lo cual no fué obs- 
táculo para que bien pronto se formase tan fuerte nü* 
eleo oposieionistaj que los Próceras acordaron se sus- 
pendiese la ejecución de los decretos de 19 de Febrero 
y 1*^ de Marzo sobre bienes nacionales. Esto y la re- 
sistencia de la Reina á firmar el relevo de Gordo va y 
otros Generales, determinó la caída de Meudizábal. 

El nuevo Ministerio, presidido por Istúriz, tuvo efí- 
mera vida, del 15 de Mayo al 13 de Agosto de 1836, 
pues babiéndosd visto obligado á disolver los Cortes, 
los exaltados se lanzaron por el camino de la violen- 
cia, sncediéndose los motines hasta que la insurrec* 
ción de los sargentos en la Granja obligó á la Reina 
Gobernadora á jurar el Código de 1812 y á confiarla 
jefatura del Gobierno á Calatrava, que distribuyó las 
carteras entre Mendizábal, Gil de la Cuadra, D. Joa- 
quín María López y otros liberales caracterizados, 
convocando Cortes Constituyentes para el 24 de Oc- 
tubre. 

No permaneció indiferente la Santa Sede ante estos 
cambios y mudanzas, pues en 27 de Octubre de 1836 
el Cardenal Secretario de Estado pasó una Nota á nues- 
tro Encargado de Negocios manifestando que, habien- 
do cambiado nuevamente de aspecto las eosas con la 
publicación de la Constitución de 1812, no podía dis- 
pensarse el Santo Pudre de declarar que no le era po- 
sible tener por más tiempo cerca de su persona un 
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Agente del Gobierno español, por lo ooal le particf* 
paba que, si híBu podía permaoeor en Roma como 
partionlar, debería cesar en toda relaoidn de oñoio 
con el Gobierno deSn Santidad, pues no se le reco- 
nocfa ya ningooa representación (1), Poco despüáa 
pidió el Gobierno pontideio á nuestro Representan- 
te que sus criados se quitasen la escarapela j que 
hiciese bajar las armas de España colocadas en la 
pnerta del palacio qne ocnpaba la embajada* Accedió 
Aparici á lo primerop por entender que era cosa snya 
personal; pero se opuso resueltamente á lo segundo, 
7 el Gobierno pontificio no insistió. Mas al dar cnenta 
de todo esto al Ministro de Estado j preguntarle si de- 
bia retirarse ó continuar en Roma, advirtiendo que 
habfa asnntos pendientes importantes, indicó nuestro 
Encargado de Negocios que se trataba de desposeerle 
de la administración j gobierno de los Lugares Píos 
de Santiago y Montserrat, fundándose en que todos loa 
establecimientos piadosos debían estar como en depó- 
sito y bajo la custodia de la Santa Sede hasta que, ter- 
minada la guerra civil, se viese á quién correspon- 
dían (2). 

Aceptando el Gobierno español una indicación de 
Aparici, se dirigió al Gabinete de Paris pidiéndole au- 
torizase á sn Embajador en Roma para que admitiese 
bajo su protección las propiedades de España en esta 
última capital cuando lo indicase Aparici (3), j á este 
último se le dijo que continuase en Roma, aunque 
fuese sólo con carácter privado, para cuidar de los 



(1) Despacho de Aparici al Ministro de Estado; fecha, 1,* 
áñ Novio mbre de 18.%, 

(2) Despachó de Aparici al Ministro de Estado; fech*, 15 
de Noviembre de l&Mi. 

Oi) B. O. del Ministro de Estado ai Embajador en Parle; 
fecha, 21 de Diciembre do 1836. 
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intereses de la Nación j de la Agencia de preces, y que 
en lo relativo á los Lugares Píos apurase todos los me- 
dios de resistencia^ y, en último oaso, que no cediese 
sino protestando delmodoniás enérgico y solemne {i). 
El Gobierno francés dio á su Embajador la autoriza- 
ción que se pretendía, y no pa^ó nada» 

Á todo esto las Cortes, conTOcadas eon arreglo á 1a 
Constitución de 1812, se babian reunido el 24 de Octu- 
bre de 1836 y elegido la Comisión que había de dar 
dictamen acerca de la reforma constitucional; Comi- 
sión que formaron Argülelles, Sancho, González, Fe- 
rrar y Olózaga^ siendo elegidos Presidente el primero 
y Secretario el último. Presentóse en primer lagar un 
proyecto de bases, y luego, con arreglo á éstas, se des- 
arrolló el articulado, que comenzó fi discutirse el 13 de 
Marzo de 1837, 

El art. 11, relativo á la cuestión religiosa, entrañaba 
ana importantísima Tariante, No se decía en éi, como 
ea la Conatituoión de 1812, que la religión de la Nación 
española era y sería perpetuamente la católica, ni se 
deñnía éata como la única verdadera, ni se afirmaba 
que la Nación la protegía por leyes sabias y justas, ni 
se prohibía el ejercicio de cualquiera otra^ sino que 
se consignaba simplemente que «la Nación se obliga á 
mantener el culto y loa tninistros de la Religión cató- 
lica que profesan los españoles». Es -decir, que con 
arreglo á ese artículo no existía religión oficial, sino 
que, reconociendo y aceptando el hecho de que los es- 
pañoles eran católicos, la Nación se obligaba á mante- 
ner el culto y clero. 

La discusión ofreció como nota satiente el hecho de 
que el primero que impugnó el articulo fué el Minis- 
tro de Gracia y Justicia, el cual, alegando que en la 



(1) RE, 00. 4 Aparlcl; íecLa, 21 de Diciembre de 183S- 
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forma de aquél veía más un respeto, una considera- 
oióD| un testimonio publicóle veneración á la religión 
que profesan los españoles, que no una garantía ó un 
articulcí oonstituoional, pidió que se redactase expre- 
sando que «el Estado ó la Nación protege por leyes 
sabias y justas la Religión católica, que es la de lo9 es- 
pañoles, diciendo además que no sería permitido en 
ningún caso, ó que no se pudiera perseguir á los espa- 
ñoles por opiniones religiosas, siempre que re^speta- 
ran el culto católico y no ofendieran la moral publica». 

Los Sres. Saravia, Caballero, González Alonso y Ló- 
pez reclamaron también que se consignase la toleran- 
cia religiosa, y el Sr. Tarancón abogó por que se con- 
servase el artículo de la Constitución de 1812. En pro 
hablaron Arguelles, que en un notabilísimo discurso 
hizo la historia de esta cuestión, manifestando que lo 
mejor que tenia el artículo, redactado por el individuo 
de la Comisión Sr. Acevedt), era el no contener decla- 
ración alguna religiosa, y que la tolerancia no podía 
establecerse por artículos constitucionales, sino ser 
obra de la costumbre; Sancho, Martínez de Velasco, 
Esquivel y Olózaga, que cerró el debate con un elo- 
cuente discurso, nutrido de doctrina. 

El artículo fué aprobado por 125 votos contra 84, y 
esta votación prejuzgó en cierto modo la suerte de 
otros proyectos que, como el relativo á las órdenes 
religiosas, estaban ya sobre la mesa de la Cámara. 



CAPITULO vm 



La ley de 1&.'17 sobre la su presión de las Órdenes religiotsaB; 
dictamen de Ea Comisión; el debate*— Juieio do la obra rea- 
lizada de I8K1 á ISUTi dualifiíno que pc advierte entro los 
defensores de ésta; predominio del interés económico.— In- 
cidente provocado por el Vicegerente de la Nunciatura, 
Sr. Ramírez de Arellano; expulsión de éste.— Defensa que 
hace el Gobierno de su conducta en ese asunto. — Protesta 
de la Santa Sede.— Manifiesto del Gobierno. 



Aunque en realidad las Cortés habian cumplido su 
mandato al votar la nueva Constitución, hubieron de 
continuar, por su propia voluntad, ocupándose, entre 
otros asuntos, del proyecto relativo á las Órdenes re- 
ligiosas, acerca del cual habian dado dictamen el 16 
de Febrero las Comisiones eclesiásticas y de legisla- 
ción, firmándolo los Sres. Gómez Becerra, Bartolomé 
Venegas, Ramón Salvato, Pedro Clemente Ligues, José 
de la Fuente Herrero, Pascual Fernández Baeza, An- 
tonio Martínez Velasco, Antonio González, Diego Gon- 
zález Alonso, Miguel Joven de Salas, Ángel Fernán- 
dez de los Ríos, Fermín Caballero, Jaime Gil Orduña, 
Juan Bautista Osea y José Vázquez de Parga. 

Las Comisiones, razonando su dictamen, después de 
afirmar que no creían que era ya necesaria la existen- 
cia de los institutos monásticos, anadian lo siguiente, 
que fija el alcance de aquél: 
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«Razones, no obstantOi de conveniencia pública no 
permiten que desde luego desaparezcan totalmente 
estas instituciones religiosas. Por una parte, los gran- 
des servicios que aún prestan á la Religión y al Es- 
tado los misioneros de Filipinas, extendiendo la doc- 
trina evangélica por aquellos remotos países y robus- 
teciendo en sus pueblos la fidelidad á la Metrópoli, 
han movido á las Comisiones á que se exceptúen de 
la medida general las casas de misioneros de Vallado- 
lid, Ocaña y Monteagudo, conservando estos semina- 
rios de los que se ocupan de trabajos tan útiles á la 
patria, no ya como Cojnventos, sino como Colegios 
dependientes y regidos por reglamentos del Gobier- 
no. Ven, por otra parte, que la instrucción pública y 
la hospitalidad se hallan en algunos pueblos á cargo 
de Comunidades religiosas; y como estos importantes 
objetos no pueden quedar desatendidos, ni es fácil en 
el momento reemplazar por otros medios el servicio 
que estas Comunidades prestan, proponen las Comi- 
siones que se autorice al Gobierno para conservar in- 
terinamente en algunos puntos las casas que están de- 
dicadas á la hospitalidad y á la enseñanza pública; y 
si bien hubieran querido fijar un término dentro del 
cual el Gobierno proveyese por otros medios á estos 
interesantes objetos, el estado de guerra en que por 
desgracia se encuentra la Nación no permite que pue- 
da calcularse, ni aun aproximadamente, el tiempo que 
se necesita para esta obra.» En el fondo, el dictamen 
no era más que el desenvolvimiento del Real decreto 
de 8 de Marzo de 1836. 

La discusión no comenzó hasta el 28 de Mayo, y el 
mismo día se aprobaron sin debate la totalidad y el 
artículo 1.^ en que se decretaba la supresión de las 
órdenes. No puede sorprender esto, porque si en rea- 
lidad ese precepto estaba ya cumplido, ¿á qué condn- 
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cía, no siendo posible entonces el restablecimiento de 
lo3 Institutos suprimidos, discurrir sobre la conve- 
niencia de aquella medida? «Aquí— dijo luego un sa- 
cerdote, el Sr. García Blanco, pintando gráficamente 
la situación de las cosas,— aquí ya la voluntad general 
está declarada, la opinión pública está ejcplícitamente 
pronunciada; ya no hay monacaíeSf ni regulares^ ni con- 
ventos. » 

No había regulares ni conventos, y, sin embargo, 
esa opinión á que aludía el 3n García Blanco no se 
dio por satisfecha, y los artículos 2*'', SJ^ y 4.*^, en los 
qne se exceptuaba de la supresión, auuqne con ca- 
rácter provisional y con múltiples cortapisas, á loa 
Colegios de Misioneros para Filipinas, á los Escola- 
pios y á algunas casas de hospitalarios, fueron objeto 
de viva impugnación. 

El mismo orador citado, Sr, García Blanco, sostuvo 
que no había diferencia esencial entre los misioneros 
y los demás regulares, atribuyendo á unos y otros 
idénticos defectos y abogando por la creación de otras 
casas donde se educasen misioneros de una nueva cla- 
se. «Los misioneros— dijo— que de hoy en adelante 
salgan á convertir inñeles y ¿ilustrará los individuos 
de una nación libro é ilustrada^ deben diferenciarse de 
Ttna manera notable de los que salían de un Heino su- 
jeto al despotismo y aherrojado con las cadenas de la 
Inquisición. Conozcan ya en adelante hasta los salva- 
jes del Asia que la España es libre y que los misione- 
ros de hoy día no van ya armados del látigo y el cru- 
cifijo como iban en otro tiempo, sino del amor y de 
la filantropía más exquisita y da cuantos conocimlen - 
tos pueden desearse de política, de urbanidad, de cien- 
cias y artes. > 

Otro orador, el Sr. Urquinaona, se expresó en estos 
términos: 
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«Las Cortes saben que antes de publicarse la ley de 
25 de Octubre de 1820 había en la Península 1.962 
conventos, de los cuales fueron suprimidos 836 en 
virtud de esta ley. Saben que á su fecha había 20.757 
frailes ordenados in sacriSf sin contar los monacales. 
Saben que, á pesar de la resistencia del Nuncio y de 
los Obispos, se habían secularizado 4.447, y que en 1.^ 
d.e Marzo de 1822 quedaban 16.310, inclusos los que 
tenían instancias pendientes, de las que algunas se 
despacharían y otros morirían en más de afio y medio 
que corrió hasta 1.*^ de Octubre de 1823, en que ya no 
habría tal vez ni 12;000 frailes en los claustros. 

»Pues estos señuelos— añadió — bastaron para reunir 
los 61.727 que en el año de 1830 presentó el Correo 
Literario de esta Corte y el Diario de Sevilla de 9 de 
Febrero de 1831; por manera que en siete años tuvo la 
población monacal un aumento de cerca de 60.000 
frailes. ¿T todavía pensamos dejar un solo grano de 
semilla tan fecunda y perjudicial?» 

Combatiendo la conservación delosmisioneros,dijo: 

<To los veo pasar doscientos años en pugna con los 
Ordinarios para sostener los privilegios y exenciones 
que obtuvieron de Roma para administrar las parro- 
quias y dispensar por sí y ante si en impedimentos 
matrimoniales. Los veo formar ligas y bandos en fa- 
vor de sus respectivas Comunidades. Los veo tomar 
parte en las discordias civiles. Veo un Arzobispo clé- 
rigo y un Obispo fraile delegado 'del Papa que mutua- 
mente se excomulgan y fijan el uno sus cedulones en 
las puertas de la ciudad y el otro en las de los con- 
ventos, armando con garrotes á los legos que corrían 
por las calles apaleando clérigos. T veo cundir esos 
escándalos y disensiones en el vecindario, sin creer 
que éste sea el modo de propagar el Evangelio y con* 
servar la paz y sosiego de las islas.» 
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Hubo, en fin, otro dípotadOr al Sr. HuelTCs, que 
exagerando las cosas no vaciló en afirmar lo si- 
guieote; 

«Yo cono zoo perfectamente á loa frailea dominicos 
que hay en mí pueblo, la villa de Ooafia; están anima- 
dos de l09 peores sentlmientoSf sus ideas son malísU . 
mas, y puedo asegurar á laa Cortes que habiéndoseles 
mandado que dejen el hábito de frailes, no han queri- 
do hacerlo y se han constituido en prisión perpetua y 
hace tres 6 cuatro meses que no salen del convento.» 

Defendieron el articulo los Srea. Gómez Becerra, 
que estimó indispensables los misioneros para con- 
servar las islas Filipinaa; Martínez de Ve lasco, Ferré r, 
que hizo cumplido elogto de la acción de los religio- 
sos en el Archipiélago, y el Ministro de Gracia y Jus- 
ticia, Landero, que sostuvo que el Gobierno no tenía 
otro medio de atender á las necesidades espirituales 
de las islas, pero que se reservaba el organizar los 
Colegios de Misioneros <á ün de que desaparezca de 
ellos, en cuanto sea posible, hasta la idea de frailes^. 

Aprobado el art. 2.^, impugnó el 3.^ el Sr, Madoz, 
pero no para combatir la conservación de las Escue- 
las Pías, sino precisamente para hacer un elogio de 
sus enseñanzas, advertir que el pueblo^ enfurecido 
contra los frailes, tuvo para los escolapios testimonios 
de gratitud; decir que el país no podía mirar con in- 
diferencia que se condenase á la ignorancia á más de 
25.000 jóvenes, generalmente de la clase meneaterosa, 
que eran educadoa en aquéllas, y espresar el temor de 
que el celo y esmero de los escolapios desaparecieran 
ouaudo viesen que, con arreglo á dicho artículo, sólo 
se conservaban algunas de sus casas y éstas con carác-* 
ter provisional. Inconvenientes que salvó fácilmente 
el Sr« García Blanco, quien, después de añrmar que 
loB escolapios habían profesado siempre ideas absolti* 
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tistas, dijo qne con poner ocho maestros en la escuela 
de San Antón y ocho en la de Arapíés, quedaba el ser- 
vicio público desempeñado. 

El artículo fué también impugnado por los señores 
Gómez Acebo y Cabrera de Nevares, pidiendo éste el 
aumento de los escolapios, y defendido por los seño- 
res Martínez de Velasco, González (D. Antonio) y Al- 
cen, quedando aprobado, como asimismo el 4% que 
autorizaba la conservación de algunas casas de hospi- 
talarios de San Juan de Dios, siendo esto combatido 
por los Sres. Aloón, Miranda y Argumosa, y defendido 
por los Sres. Fernández de los Ríos, Fernández Baeza, 
Martínez de Velasco y Grómez Becerra. 

La conservación, que autorizaba el art. 5.^, de algu- 
nas casas de Hermanas de la Caridad de San Vicente 
de Paul con la condición de «por ahora», y debiendo 
quedar bajo la dependencia del Gobierno como sim- 
ples establecimientos civiles hospitalarios, no fué im- 
pugnada por nadie. El único diputado que sobre esto 
usó de la palabra, el Sr. Tarancón, lo hizo para impug- 
nar las limitaciones que consignaba el articulo y 
para elogiar á las Hermanas de la Caridad, que desde 
que en 1792 se introdujeron en España para el cuida- 
do del Hospital general de Lérida, se habían extendi- 
do por toda la Península «con no menos aplauso que 
beneficio de la humanidad». 

Sin debate fueron aprobados los arts. 6.^ y 7.^, que 
autorizaban al Gobierno para conservar algunas casas 
de beatas dedicadas á la hospitalidad y enseñanza y 
para conservar y arreglar los conventos y colegios 
de los Santos Lugares, y en igual forma lo fué el 8.^, 
que obligaba al Gobierno á dar cuenta á las Cortes del 
uso que hiciere de las autorizaciones contenidas en 
los cinco artículos anteriores. 

El art. 9.^ era una excepción á lo prevenido en el 1.% 



— 119 " 

pnes en éste se áuprimían todos loa oonventos, mo- 
nasterios, etc^r <Í3 religiosos de ambos sexos^ y en aquél 
BB decía que las religiosas profesas que quisieran per- 
severar en el género de vida que habían abrazado, po- 
drían Gontinoar en ella bajo el régimen de las prela- 
das que eligiesen y sujetas á los ordinarios diocesa- 
nos. Claro es que por esto, y dado el criterio domi- 
nante en la Cámara, el artículo había de ser impnguado. 
Lo fué, en efecto, por el Sr. Sorosarrí, cuyo discurso 
puede sintetizarse en esta frase con que concluyó: lü 
beriad nuestras vestales, y por el Sr* Sancho, el cual 
dijo que las monjas deseaban salir, pero que no que- 
rían que apareciese Yoluntaria su salida, sino qae eran 
echadas, por lo cual «las mismas monjas que lo desean 
chillan cuando se trata de adoptar esta medida: tal es 
su hipocresía». 

Aprobado este artfcalo, el debate perdió todo inte- 
réSj porque el resto del dictamen se refería á puntos 
reglamentarios, ó preceptuaba lo que de hecho estaba 
ya establecido, como la aplicación á las atenciones de 
la Deuda de todos los bienes raíces, rentas, derechos j 
acciones de todas las casas de Comunidad de ambos 
sexo&^ inclusas las que quedasen abiertas (art. 20). Así 
es que, sin discusión muchos de ellos y con ligeras 
observaciones otros, quedaron aprobados los artículos 
siguientes, habiéndose suspendido el debate el 4 de 
Junio y no reanudándose basta el 15 de Julio, El 22 se 
Totó deñnltiramente, y el 29 fué sancionada la ley por 
la Reina Gobernadora (1), 

Fácil es advertir, porque aparece perfectamente se- 
ñalado, el dualismo que existe en el fondo de la obra 
realizada acerca de las Órdenes religiosas, de 1813 
ál837. 



(1) Véase el Apéndice núm. 9. 
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En tina parte de la opinión, sobre todo en las masas 
de determinadas capitales, domina en esa campafia un 
interés político. «El haber servido al principio de la 
guerra algunos conventos— dice nn historiador con- 
temporáneo—para la fabricación de municiones y de 
asilo á los carlistas; el haber promovido tan directa 7 
eficazmente, como el de Capuchinos de Bilbao y otros, 
la lucha civil, y los auxilios que muchos prestaban á 
los rebeldes, previnieron en contra de todos al par- 
tido liberal, al que eran evidentemente desafectos. 
Veía el país que multitud de frailes habían, más que 
en otro tiempo, abandonado aquellos asilos de paz por 
el campamento, y trocado el sayal del religioso por el 
uniforme, la cruz por el fusil, y esparcían por doquier, 
en nombre de un Dios de paz y de amor, á quien ofen- 
dían, la desolación y el espanto.» Unido esto al carác- 
ter de la propaganda realizada por ciertas sociedades, 
dio á la agitación de las masa^ un tinte anticlerical. 

En otras esferas, especialmente entre los gobernan- 
tes, prevalece el aspecto económico, la tendencia á la 
desamortización, el propósito de dar á la propiedad 
los caracteres de libre é individual; y si es verdad que 
no se desatiende el aspecto político, se sirve á la causa 
constitucional mediante la realización de aquella em- 
presa. 

De aquí que, si bien no faltan en las Cortes de 1820 
ni en las de 1836 enemigos declarados de las órdenes 
religiosas, predominan los que atienden con preferen- 
cia al aspecto social de aquella campafia; y en todas 
las leyes y Reales decretos que sobre la materia se 
dictan, se nota la preocupación que causa el problema 
de la propiedad. ¡Lástima grande que intereses políti- 
cos de momento impidieran atender las oportunas 
advertencias de Flores Estrada sobre la finalidad de 
la desamortización! 
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Dejando á un lado estas consideraciones j reanu- 
dando el relato de las relaciones con la Santa Sede, in- 
terrumpido en el capítalo anterior para dar onenta de 
la obra realizada en el terreno religioso por las Cons- 
tituyentes de 1836, importa consignar, aunque clara^ 
mente se desprende de los antecedentes expuestos, 
que así la fórmula adoptada en el art 11 de la ConstU 
tución de 1837 como la ley de 29 de Julio del mismo 
año, produjeron deplorable efecto en el Vaticano, y 
dieron nuevas armas á los que se esforzaban en lanzar 
á Su Santidad por el camino de las resoluciones vio- 
lentas. Después de todo, no era Gregorio XYI el que 
alentaba la intransigencia de la Curia. El Santo Padre 
—escribía Aparicí— es el más razonable, pues tiene 
buenas intenciones; pero está encadenado y sin fuer- 
zas para romper los lazos aunque quisiera, de un lado, 
porque el Austria lo vigila muy de cerca, y de otro, 
por la influencia que sobre los Cardenales ejerce la 
multitud de carlistas que hay en Roma. Tan tena- 
ces eran ástos, que aun después del Convenio de Ver- 
gara siguieron alimentando esperanzas, y mantuvie- 
ron á la Santa Sede en suanterior actitud, sin que ei 
reemplazo de Aparici por Villalba {1) produjese resul- 
tado alguno inmediato. 

En este estado las cosas, un nuevo incidente com- 
plicó más la situación, haciendo mSs difíciles lasreia^ 
clones entre ambas potestades. 



(1) La edad avanzada y los achaques de Aparici hielo roa 
quG éste fuese jubilado, y que para sustituirle, previa cón- 
sul ts á Roma por medio del intcrniiucio en París, Monseñor 
Garibaldí, í;e nombrase en 11 de Diciembre de 183 á don 
Julián Villalba, Subsecretario que habla sido del Ministerio 
de Estado, y persona de relevantes prendas de carácter y de 
ilustración, el caal fué admitido en la misma forma y con 
ignal carácter que tenia su antecesor. 
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Se ha dicho qae al salir de España el Cardenal Tibe- 
rio no habiendo sido aún reconocido como Nuncio 
Monseñor Amat, dejó aquél encargado del despacho 
al asesor Sr. Gampomanes y nombrado como susütato 
de éste al fiscal Br. Ramírez de Arellano. Muerto Gam- 
pomanes, en Julio de 1838, tomó posesión de la Nun- 
ciatura, en calidad de Vicegerente, el Sr. Ramíres de 
Arellano, sin que los Ministros de Estado, Toreno, Mar- 
tínez de la Rosa y Ofalia, hiciesen objeción alguna 
acerca de esas delegaciones, cuya legitimidad estima* 
ban algunos muy discutible. 

Ocurrió en esto el movimiento revolucionario de 
Septiembre de 1840, que obligó á salir de Espafia á la 
Reina Gobernadora D.^ María Gristina. En todas partes 
se constituyeron Juntas que asumieron el poder, y no 
sin dificultades se logró constituir un Grobierno bajo la 
presidencia'del General Espartero, el cual, poco des- 
pués, fué elegido Regente del Reino. La conducta de 
las Juntas, primero, y la de la Regencia, luego, dieron 
origen á quejas y reclamaciones por parte de Ramírez 
de Arellano. 

Denunció éste el hecho de que la Junta revolncio- 
naria de Madrid había suspendido á D. Manuel Ribote, 
D. Julián Pinera y D. Félix José Reinoso, jueces del 
Tribunal de la Rota; á D. Antonio Ramírez de Arrella- 
no, abreviador interino, y aun había intentado hacer 
lo mismo con el D. José, suponiendo que desempeñaba 
la Fiscalía; que la Junta de Gáceres había desterrado y 
confinado á su propio Obispo, y que las de Granada, 
la Goruña, Málaga, Giudad Real y otras habían de- 
puesto al Deán, Dignidades, Ganónigos de las Santas 
Iglesias, de las Golegiatas, curas y demás ministros del 
Santuario, y colocado otros en su lugar. Pidió también 
explicaciones acerca del decreto de la Regencia, fecha 
14 de Noviembre de 1840, aumentando á veinticuatro 
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el número de parroquias en Madrid, y se lamentó de 
que se hubiese mandado que D« Valentín Ortigosa se 
encargase del gobleruo eclesiástico del Obispado de 
Málaga, siendo así que existía Vicario capitular canó- 
nica mente electo y que aquél se bailaba encausado 
por haber formulado proposiciones que el Cabildo ha- 
bía estimado redolentes et sapienieB hmrésim (1). 

La última comunicación, esto es, la relativa al Obis- 
po Sr Ortigosa, se mandó pasar, en 21 de Noviembre, 
al Tribunal Supremo de Justicia para que informase, 
oomo lo hizo en 26 de Diciembre, en un escrito larguí- 
simo en el que propuso que se declarase que el aaen- 
timiento regio dado á la autorización concedida á doa 
José Ramírez de Arellano para despachar los negocios 
de la Nunciatura era insubsistente y revocable; que 
en consecuencia cesase aquél en la Vicegerencia; que 
fla cerrase la Nunciatura, cesase el Tribunal de la Rota 
y se extrañase del Reino al Vicegerente, ocupándose 
sus temporalidades. Con todo se conformó la Regen- 
cia, y por decreto de 29 de Diciembre se mandó llevar 
á cabo todo lo propuesto por el Tribunal Supremo, 
saliendo de Madrid el Sr, Ramírez de Arellano el día 
1° de Enero. 

No se ocultó á la Regencia que los enemigos de la 
Retina y del Qohiemo procurarían sacar partido de 
este incidente, y queriendo justificar ante la opinión 
las medidas que habla adoptado, hizo publicar en la 
Gaceta las comunicaciones de Ramírez de Arellano y 
el informe del Consejo de Estado, y circuló después 
un folleto con la defensa de su conducta (2). <No dudó 



(1) Comunicaciones de D. José Ramírez de Arellano al 
Ministro de Estado; fechas, 5, 17 y 20 de Noviembre de 1840. 

(2) Reseña documerUada de los principales negocios que 
se han ventilado por el Ministerio de Estado desde el mes de 
Octubre de 1840 hasta la reimión de las Cortes en 1841. 
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D. José Ramírez de Arellano— escribía el Grobiemo ex- 
plicando su proceder— dirigir al Ministerio de Estado 
tres oomonicaciones en qne agriamente se censuraban 
actos de la Regencia y se establecían asertos tan gra- 
tuitos como propios á hacer dudosa la creencia é in- 
tenciones del Oobiemo. Defensor acérrimo de doctri- 
nas políticas que la Nación tiene condenadas, entre- 
veíase aliora que el Iiombre de partido aspiraba al des* 
crédito de lo existente como apóstol de la Religión, 
que ciertamente ninguna ofensa había recibido, como 
defensor de prerrogativas pontiflcias que no pueden 
sostenerse por ser contrarias á las del patronato de la 
Corona de Espafia é independencia nacional. En fin, 
¿qué más? Hasta halló reprensible que la Regencia hu- 
biese tratado de dar mayor extensión y decoro al cul- 
to, elevando á veinticuatro el corto, mal distribuido é 
insuficiente número de iglesias parroquiales de la 
Corte.» 

¿Eran exactas estas apreciaciones? ¿Resultaban ofen- 
sivos para el Gobierno los términos en que se había ex- 
presado Ramírez de Arellano? Ni aquéllas eran exactas 
ni existía tal ofensa. El Vicegerente sostenía, frente á la 
doctrina sustentada por las Juntas y por el mismo Go- 
bierno, el criterio que él entendía era el de la Iglesia, 
y lo sostenía en forma enérgica y resuelta, pero res- 
petuosa. Al quejarse, con razón, déla conducta de las 
Juntas, decía: «Es muy clara la materia para que me de- 
tenga en alegar razones: están al alcance de la Regen- 
cia, y por lo mismo confío en su catolicismo y me 
prometo una contestación satisfactoria, tributando en- 
tre tanto á y. E. los respetos de la más alta considera- 
ción». Al impugnar el decreto sobre división parro- 
quial en Madrid, escribía: <E1 infrascrito se promete 
de la bondad de V. E. que influirá en el ánimo de la 
Regencia provisional del Reino para que se aclare en 
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faror de la potestad do la Iglesia el verdadero sentido 
de Ja proposición citada; y que se manda que se espe- 
re á que se llene laSiUa para tratar asunto tan impor- 
tante coal corresponde, que no dudo será conforme á 
los deseos del Gobierno»» En fio, al tratar de lo relati* 
vo al Obispado de Málaga, y refiriéndose á los ante- 
cedentes del Sr. Ortigosa, decía: <(Me pareee que no 
pueden ser desconocidos á los individuos que compo- 
nen la RegenciAj y por lo mismo me prometo de su sa- 
bidnria que lo tomarán en consideración j acordarán 
la correspondiente medida^ etc.> ¿Dónde estaba la 
ofensa? La doctrina podría ser impugnable, pero la 
forma no justificaba los acuerdos del Gobierno. 

Ahora bien: ¡procedió discretamente el Sr. Ramírez 
de Arellano? ¿Pidló^ como parecía natural lo Mcieae, 
instrucciones á la Santa Sede? Motivos hay para sos* 
pechar que no, pues así lo dio á entender el Encarga- 
do de la Legación de España en Roma. «Me apresuro 
á noticiar á V. E,— escribió el Sr. Villalba (1)— que por 
dos conductos diversos, pero acordes, 7 ambos con 
referencia á conversaciones del Oficial mayor de la 
Secretaría de Estado^ Monseñor Armellini, y otros de 
la misma dependencia, se me asegura haberse mirado 
mal en esta Corte la conducta del Sr. Ramírez de Are- 
llano. Se le culpa, á lo que parece, de no haber tenido 
la prudencia necesaria en sus comunicaciones al Go- 
bierno de S. M.; de haber tocado intempestivamente 
asuntos delicados, que auu el Nuncio de S. S«, si le 
hubiese habido, no se habría aventurado á entablar 
sin previa comisión del Sumo Pontífice; y también, 
añaden, de haber hablado en nombre de la Santa Sede, 
para lo cual se hallaba sin facultades^ extendiéndose 



(1) Dcspaclio del Encargado do la Legación al Ministro de 
Estado; fecha, Roma 30 de Enero de 1841. 
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ellas tan sólo á los casos más precisos del Tribunal de 
la Rota, en que cualquiera detención pudiera originar 
inconvenientes graves. Todo lo más que le conceden 
es el derecho de haber representado á la Regencia 
por medio de V. E. con espíritu de conciliación so- 
bre la exoneración de miembros del referido Tribu- 
nal por la Junta de Madrid, tanto por la incompeten- 
cia de esta autoridad para proceder á ella, como por 
los perjuicios que causaba la dislocación de jueces.» 
Sin embargo, Villalba no se hacía ilusiones, y contaba 
con que el Vaticano no dejase de sostener á su agente 
en Madrid. 

Participando el Gobierno español de los temores 
que abrigaba el Encargado de la correspondencia en 
Roma, y queriendo evitar que la alocución que debía 
pronunciar Su Santidad en el próximo Consistorio 
implicase un rompimiento, dio al efecto instruccio- 
nes á los Ministros en París y Berna para que procu- 
rasen que se influyese con la Santa Sede á fin de Impe- 
dir tal contingencia. 

Era entonces nuestro representante cerca de Luis 
Felipe el Sr. Olózaga, el cual, haciéndose cargo indu- 
dablemente de la gravedad inmensa que entrañaba la 
conducta del Gobierno, al dar cuenta á M. Guizot de 
lo ocurrido, entendió que no debía contentarse con 
que éste aprobase los actos de la Regencia, y aspiró á 
que el Gabinete de París nos ayudase en las contenta- 
ciones que debían surgir con la Curia romana (1). El 
Gobierno español, recogiendo la idea del Embajador* 
le ordenó gestionase en ese sentido, y habiéndolo he- 
cho asi Olózaga, obtuvo del Ministerio francés: 1.^ Que 
el Embajador de Luis Felipe cerca de la Santa Sede, 



(1) Despacho de Olózaga al Ministro de Estado; fecha, Pa- 
rís 9 de Enero de 1841. 
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qne ya había ofrecido á nuestro agente en Roma ha- 
cerse cargo de todos los papales de nuestra Legación 
y procurar la conservación de los bienes que allí po- 
seía España, haría más ostensible j oficial esta buena 
disposición. 2.° Que ñ se creía interesante que no se 
hiciese salir de Roma en tales circunstancias á núes* 
tro agente, el Embajador francés interpondría al efec- 
to su mediación y le protegería directamente en cuan- 
to necesitase. Y SJ^ Que aunque no pudiese lisonjearse 
de eyitar alguna manifestación de desagrado por parte 
del Sumo Pontífice, trataría de evitar otros pasos que 
pudieran cansar mucho escándalo (1). Es más: O loza- 
ga» que en el fondo no estaba muy conforme con la 
conducta del Gobierno, según se desprende de sus co- 
municaciones, y deseaba el restablecimiento de las re- 
laciones con Roma, no vaciló en manifestar & M. Gui- 
zot, aunque como opinión personal, que «si se viese 
que la Corte de Roma entraba de buena fe en una ne- 
gooiaciÓQ con fundada esperanza de concluirla feliz- 
mente, no habría gran dificultad en restablecer el Tri- 
bunal de la Rota, reservándose siempre el Gobierno 
español la más completa libertad en cuanto á las per- 
sonas que últimamente lo componían»; manifestación 
que fué aprobada por el Ministro de Estado (2). 

No se contentó con esto Olózaga, sino que interesó 
al Embajador inglés en París, lord Granville, para que 
recomendase á lord Palmerston que, por sus relacio- 
nes oon el Gabinete de Viena, ó de cualquier otro 
modo, contribuyese á preparar una solución satisfacto- 
ria, y escribió al General Álava para que secundase en 



(1) Despacho de Olózaga al Ministro de Estado; fecha, 3 
de Febrero de 1841. 

(2) R. O. del Ministro de Estado al Embajador en París; 
feclia, 13 de Febrero de 1841. 
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Londres esas gestiones (1); y nnestro Representante 
cerca de S. M. Británica vio á Palmerston, quien ob- 
tuvo del Embajador de Austria que escribiese sobre el 
particular á Metternich (2). 

Todo fué inútil: el Vaticano no aprobó, es cierto, la 
conducta de Ramírez de Arellano; pero Gregorio XVI, 
en el Consistorio de 1.^ de Marzo, pronunció una alo- 
cución censurando amarga y fuertemente los actos del 
Gobierno español desde la muerte de Fernando Vn, y 
especialmente los ocurridos desde Septiembre de 1840, 
reprobándolos y anulándolos con su autoridad apos- 
tólica, y declarando que no tendrían ningún valor ni 
efecto. 

Con ser tan enérgica la alocución, resultó menos 
violenta de lo que esperaba el Encargado de la Lega- 
ción de España. «Sin duda es parcial y apasionada en 
su relato— dijo el Sr. Villalba (3),— como todos lo so- 
mos al considerar y exponer los sucesos y actos que 
hieren nuestros intereses y prerrogativas, los cuales 
cada cual mira con los ojos de su provecho ó pasión. 
Pero diré con ingenuidad á V. E; que todavía me es- 
peraba más violento su contexto, porque al ñn, en me- 
dio de sus expostulaciones, querellas y exhortaciones 
á sufrir, entre sus reconvenciones y apelación á la tie- 
rra y al cielo, no se traslucen amenazas de represalias 
ni en lo espiritual ni en lo temporal. Más iracundos se 
mostraron los Cardenales Zelantif me han asegurado, 
algunos de los cuales hasta llegaron á opinar que se 
procediese á fulminar una excomunión . expresa con- 



(1) Despacho de Olózaora al Ministro en Londres, General 
Álava; fecha, ParlB 8 de Febrero de 1841. 

(2) Despacho del General Álava á Olózaga; fecha, Lon- 
dres 18 de Febrero. 

(3) Despacho de D. Julián de Villalba ai Ministro de Es- 
tado; fecha, Roma 2 de Marzo de 1841. 



tPñ la Regencia, y señaladamente contra el invicto 
Duque de la Victoria, en quien cooaideraa má3 res* 
poDsabiiidad. Preyaleció, al ñn, el juioio y la pruden- 
cia sobre el arrebato y oboecaoión de tales espíritus.» 
- YUlalba aconsejó á la Regencia temperamentos de 
moderación. <Si me fuese lícito— añadió-— atravesar 
mi humilde y desautorizada opinión, me atrevería á 
pedir á la Regencia que aplicando toda su sabiduría y 
la de sus consejeros á este asunto, que va preñado de 
on cisma, no se desaprovechase el camino que aparece 
aún abierto á entrar en tratos más ó menos decisivos; 
ó que al menos, si no se pudiese por la situación de 
las cosas, que se observe un tono moderado y conci- 
liador en la pública contestación que se verá el Go- 
bierno de S. M. en la obligación de dar.» 

No aceptó el Gobierno tan discretos consejos; al con- 
trario, siguió los dictados de la pasión política, y con- 
tinuando por el camino que había emprendido, no vaci- 
ló en remitir la alocución de Su Santidad al Tribunal 
Supremo, y previo informe de éste^ dictó el Decreto de 
28 de Junio de 1841, ordenando que se publicase un 
manifiesto del Gobierno vindicando su conducta y 
exponiendo los agravios recibidos de la Curia roma- 
na; que se recogiesen á Mano Real los ejemplares de 
dicha alocución; que los jueces de primera instancia 
procediesen con todo rigor contra cuantos cumplie- 
sen, ejecutasen ó invocasen como válidos en el Reino 
así el citado documento como cualesquiera Bulas, Bre- 
ves, Rescriptos ó Despachos de la Curia romana que 
no hubiesen obtenido el pase; que los Prelados pro- 
cediesen contra los clérigos que excitasen á sus feli- 
greses á desobedecer las disposiciones del Gobierno; 
que las Audiencias vigilasen para el puntual cumpli- 
miento de las leyes recopiladas aplicables al presente 
caso, y que se manifestase á todas las autoridades ci- 
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viles y eoleslástíoas el firme propósito del Gobierno 
de hacer respetar las leyes. 

Pablicóse el manifiesto; pero ni éste ni el decreto 
anterior impidieron al Gobierno español emprender 
al afio siguiente^ con feliz acuerdo, nuevas negocia- 
ciones, que no podían dar, y no dieron, resultado al» 
guno. No era aquel Gabinete el que estaba llamado á 
resolver el problema que suscitó la actitud de la San- 
ta Sede; problema que, una vez terminada la guerra 
civil, restablecida la paz y afianzadas las instituciones, 
habla cambiado esencialmente de carácter para Espa- 
ña, lo cual no comprendieron, sin duda, los hombres 
que, bastante fuertes en el interior para acallar todas 
las protestas de la opinión liberal, no vacilaron en 
someterse á todas las exigencias de la Corte ponti- 
ficia. 

Decir cuándo y cómo se logró el reconocimiento de 
Dofia Isabel II por la Santa Sede exige capítulo aparte. 



CAPÍTULO IX 

CaMa^el&'RegBMÚa; la coalición del 43; su política religio- 
sa.— JfinisteiiloNarváez.- Instrucciones al Sr. CastUloy 
Ayensa.-Suq|re'asión de la venta de los bienes del clero. - 
Pri^ecto-conaUtncional; los arts. 4.» y ll.-Negociación en 
Boma; bases íarmuladas por la Santa Sede.-Proyecto de • 
CoBCOídatoíée 1845; vacilaciones del Gobierno; concluye . 
éste por rechazarlo. -Misión de Riquelme en Roma— 
Maerte.aeffllregorio XVI; elección de Pío IX. 



Tanilweve como «ccidentada fné la vida de liift« 
«ei«da^drt General Espartero. DebW su origen finn" 
«ov^üenk, militar, y después de haber aho|^do 2 
«««pe las insurrecciones de 1841 y 1842, hubo de sn 

íram, S3errano y Narráez se pusieron al frente de ln« 

Síí^l^'i^t.^'" •»- -jtalesdesactrtosi: 
«""««do ía situaoiónl-se alzó en armas, y el Re- 
gente turo que refugiarse en Inglaterra. ' ' ^' "^ 
THonfante la coalición, se encargó del poder el 
Mmistono López-Serrano. el cual, después d?so?oc2 
los pronunciamientos que tuvieron lugar, convocó 1m 
Cort^, que se reunieron el 15 de Octubre de 1843, y el 

Dlmirt^rSÍÍ- '*"*'^""«° "^«yo-- de edad i la R;iua. 
Dimitió el Gobierno provisional, y se formó otro baio 
la presidencia de Oiózaga. que sólo duró ochodlJs 
cayendo víctima de ruidosa intriga que dio el poder á 
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los moderados; constituyóse entonces el Ministerio 
González Brabo, titulado de conciliación, pero que no 
fué en realidad más que un puente para preparar el 
paso del General Narváez á la Presidencial como se 
efectuó una vez que la Reina Cristina hubo regresado 
á Madrid, en Mayo <íe 1844. 

Cambio político tan importante influyó favorable- 
mente en las relaciones con Francia é Inglateira, y dio 
lugar á que las Dos Sicilias se apresurasen á reconocer 
á la Reina, con la esperanza de que ésta contraería mi^- 
trimonio con el Conde de Trápani, Príncipe de Nápo- ' 
les (1); pero no fué bastante á decidir á la Santa Sede 
á seguir ese camino, porque como las potencias del 
Norte, y especialmente Austria, pei:sÍ8tieron en su 
error de dejar entregada por completo la cuestión es- 
pañola á las Cortes de París y de Londres^ el Gobierno 
pontificio no se atrevió á separarse de la línea de con- 
ducta de aquellas naciones; si es que no pensó que su 
resistencia le permitiría sacar mejor partido de las 
favorables disposiciones de los gobernantes espa- 
fióles. 

En efecto: desde el momento mismo en que triunfó 
el movimiento de 1843, dominó por completo en el 
Gk>biemo espafiol la idea de restablecer, á costa de los 
mayores sacrificios, las relaciones con Roma. Respon- 
diendo á este criterio, el Ministerio González Brabo, 
por Real decreto de 20 de Febrero de 1844, alzó la pro- 
hibición de ejercer las facultades jurisdiccionales im- 
puesta al Tribunal de la Rota, de la Nunciatura de Es- 
paña, por la Regencia provisional en 20 de Diciembre 



(1) Asi lo manifestó el mismo Príncipe Cassini, en confe- 
rencia celebrada en Febrero de 1846, al Presidente del Con- 
sejo, Marqués de Miraflores, según afirma éste en su Vida 
política. 
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de 1840; autorizó á los Preladas desterrados para que 
yolvieaen á su3 diócesis, y dictó otras medidas favora- 
bles á la potestad eclesiástica. Fero esto no era bas- 
tante para haoer cambiar de actitud á la Corte de 
Roma, 7 los que abogaban por el restablecimiento á 
cnalqnier precio de las relaciones con la Santa Sede, 
pedían que, cuando menos, se impidiese la enajena^ 
ción de los bienes del clero, á lo cuál se opuso el Mi- 
nistro de Hacienda, fundándose en el estado del Teso- 
ro; argumento que no pudo desatender el Gabinete. 
Éste, sin embargo, habiendo fallecido repentinamente 
á flnes de 1843 el Encargado de Negocios de España en 
Roma, Sr. Yillalba, y no queriendo que tal puesto es- 
tuviese mucho tiempo vacante, nombró al Subsecreta- 
rio del Ministerio de Estado, D. Hipólito de Hoyos, 
para que lo desempeñase interinamente, hasta que 
faese á tomar posesión el designado en propiedad, 
D. José del Castillo y Ayensa, Secretario particular 
que era de la Reina D.* María Cristina. 

La caída de Qonzález Brabo y el nombramiento del 
Ministerio Narváez (Mayo de 1844) hicieron desapa- 
recer hasta la más pequeña dificultad, de parte del 
Oobierno español, para realizar todo aquello que los 
hombres de la nueva situación creían necesario á fin 
de restablecer las relaciones con Roma; y así es que 
en las instrucciones que se dieron al Sr. Castillo, con 
fecha 80 de Mayo, se consignó sin vacilar (1) que el 
Gobierno estaba dispuesto á haoer todos los sacrifi- 
cios posibles para obtener un acuerdo con la Santa 
Sede; que lo estaba para suspender la venta de los bie- 
nes del clero, y aun para devolver los no vendidos, si 
bien comprendía que su situación variarla enteramen- 



(1) Las instrucciones fueron firmadas por el Ministro in- 
terino de Estado, D. Alejandro Mon. 
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te si la saspensión y devoluoión eran el resultado de 
una negociación 6 Ooncordato; y qae todavía podría 
anticiparse á esta medida, si adquiría la seguridad de 
que á ella seguiría la reconciliación inmediata con la 
Santa Sede. Todo esto, sin embargo, partía de la base 
del reconocimiento^ sin el cual declaraba el Gobierno 
que no podía admitir negociación ni concierto algu- 
no. «Cualquiera otra conducta — afiadía— pudiera ha* 
- berse adoptado al principio de la luolia dinástica; pero 
vencida ésta, toda concesión de parte del Gobierno 
d,ebilitarfa la fuerza que necesita en la lucha que ha 
emprendido contra los intereses é instintos revolu- 
cionarlos de Espafia.» 

Gran verdad encerraban estas últimas palabras del 
Gabinete Narváez; pero, por desgracia, su conducta 
no se ajustó á tales anuncios. La transacción habría 
estado justificada en 1834, en los comienzos de la gue- 
rra civil, cuando tanto importaba quitar armas á los ' 
secuaces de D. Garlos; entonces pudo y acaso debió 
contemporizarse. Pero, terminada la lucha, vencido el 
carlismo y asegurada la corona en las sienes de Isa- 
bel n, ni la actitud del Vaticano tenía justificación, ni 
el Gobierno español necesitaba emplear inútiles con- 
templaciones. Por esto, los primeros pasos de Castillo 
y Ayensa debieron encaminarse á obtener desde lue- 
go, sin admitir dilaciones y sin tolerar subterfugios y 
habilidades, el reconocimiento pleno y solemne de la 
Reina, y por esto, la primera torpeza de nuestro Ple- 
nipotenciario y la primera debilidad del Gobierno 
fué el consentir que no se le recibiese con su carácter 
oficial, lo cual era tanto más extraño, cuanto que Su 
Santidad no había tenido inconveniente en recibir en 
1840 al Sr. Villalba, no obstante la significación de 
éste y las ideas del Gobierno que representaba. 

En efecto: Castillo, que^ había llegado ala Ciudad 
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Eterna el 12 de Jalio, lleao de íluaiones^ por creerse, 
como él mismo añrma, la persona más grata á la Corta 
de Roma, hubo de conveDeerae bien pronto de las di- 
flcultades con que tenía que lachar. Presentado al Se- 
oretario de Estado de Su Santidad, Cardenal Lambros- 
ohini, esonchó de éste que aún no había llegado el mo- 
mento oportuno de abordar la cuestión del reconooi- 
mientOy por la inseguridad que abrigaba la Santa Sede 
respecto de la estabilidad del orden de cosas estable- 
cido en Espafia, 7 por no haberse suspendido la venta 
de los bienes del clero (1). Mas no era ésta la verdadera 
razón, sino el deseo de no separarse del criterio sus- 
tentado por el Oobierno austríaco, del cual era el Car- 
denal Secretario tan exclusivo servidor, según dice el 
mismo Castillo, «como lo fué del Duque de Choisseul 
en tiempo de Carlos ni nuestro Ministro Orimal- 
di> (2). 

Mientras que el Representante de España andaba de 
Legación en Legación solicitando el apoyo de los de- 
más diplomáticos para que le ayudasen á vencer la re- 
sistencia de la Corte romana, proseguía el Oabinete 
de Madrid el camino que había emprendido, publi- 
cando en la Gaceta del 13 de Agosto el Decreto sus- 
pendiendo la venta de los bienes del clero. Mas tam- 
poco esto decidió á la Santa Sede; y habiéndose re- 
unido las Cortes el 10 de Octubre y presentado el Go- 
bierno el Í8 el proyecto de reforma constitucional, 
surgieron nuevas dificultades por la redacción dada á 
los arts. 4^ y 11. En el primero se consignaba que 
unos mismos Códigos regirían en toda la Monarquía y 
que en ellos no se establecería más que un solo fuero 



(1) Despacho de Castillo y Ayensa al Ministro de Estado; 
fecha, Roma 30 de Julio de 1844. 

(2) ídem id.; fecha, Roma 20 de Agosto. 
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para todos los españoles en los jnioios comunes, civi- 
les y criminales, de lo caal parecía deducirse que se 
decretaba el desafuero de los eclesiásticos; y como 
esto lo impugnase la Corte romana, se modiflc6, con- 
signando que los eclesiásticos y los militares segui« 
rían disfrutando de su fuero especial en los términos 
que prescribiesen las leyes. El art 11 declaraba que 
la religión de la naci6n espafiola era la católica, apos- 
tólica, romana, y que el Estado se obligaba á mante* 
ner el culto y sus ministros. La Santa Sede hubiera 
preferido se aceptase la redacción que este artículo 
tenía en el Código de 1812; pero de no prevalecer esta 
última, consideraba la del proyecto muy superior á la 
de la Constitución de 1837. Es decir, que sin mostrar- 
se satisfecha, ni mucho menos, de la obra del Gobier- 
no, constituía ésta para la Corte pontificia una impor- 
tante victoria cuyas consecuencijis se hicieron sentir 
bien pronto. 

En efecto, terminada el 4 de Diciembre la discusión 
en el Congreso, con lo cual quedaba prejuzgado el 
desenlace de los trabajos parlamentarios, decidióse la 
Santa Sede á acortar la distancia á que se había man« 
tenido hasta entonces del Gtobierno espafiol, y el 7 de 
Enero de 1845 entregó á Castillo y Ayensa el mismo 
Secretario de Estado, Cardenal Lambruschini, una 
Nota en la que se contenían las Bases preliminares 
para abrir formalmente las negociaciones, cuyas Ba« 
ses eran: 1.% que se declarase, como se hizo en Fran- 
cia por Luis XVni, que por el Juramento de la Cons- 
titución nadie podía considerarse obligado á cosa ala- 
guna contraria á las leyes de Dios y de la Iglesia; 2.% 
que se consintiese á Su Santidad nombrar inmediata- 
mente Vicarios apostólicos para regularizar la admi- 
nistración canónica de algunas iglesias donde no la 
había ó era dudosa, mientras no se procedía á la pro- 
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Tldón de las Sedes vacantes; 3.% que se reconociese 
oficialmente el derecho de propiedad de la Iglesia y 
no se retardase la restitución á ésta de lo que quedaba 
de sus despojos; 4*, que se asegurase al clero una do- 
tación que le bastase para mantenerse y para las ne- 
cesidades del culto, decorosa é independiente, sin po*" 
nerle en la condición de los empleados civiles, de- 
pendientes como fetos del Tesoro público, pero sin 
que pudiera entenderse que el Santo Padre sanciona- 
ba con autoridad apostólica la enajenación de los bie- 
nes vendidos; 5.% que no insistiese el Gobierno en la 
promoción de aquellas personas que Su Santidad con- 
siderase indignas del Episcopado; 6.% que se garanti- 
zase la libertad eclesiástica de los Prelados en todo lo 
tocante al ministerio pastoral, como colación de bene- 
ficios, gobierno de los Seminarios, conferir órdenes 
sagradas, corregir y castigar á los clérigos, etc.; y 7.% 
que el Gobierno español preparase desde luego el ca- 
mino para el futuro restablecimiento de las órdenes 
religiosas. El cumplimiento de las tres primeras Bases 
había de considerarse como riguroso preliminar de las 
negociaciones. 

Consideró Castillo que la Nota del Cardenal Lam- 
brusehint envolvía un reconocimiento mutuo por par- 
te de ambos Gobiernos: razón tenía para decir que 
después de esto «el Papa no podía dejar de reconocer 
á una Reina á cuyo Gobierno se dirigía para arreglar 
los asuntos eclesiásticos de su Reino», mucho mái 
cuando en dicho documento se hacía constar que abri- 
gaba «el Sumo Pontífice una plena confianza en que 
no encontrarán (las Bases) ninguna dificultad cerca de 
una Augusta Señora que tiene por su mayor gloria el 
reinar en una nación tan católica como lo fué constan- 
temente la España»; pero aquel juicio parecía algún 
tanto prematuro si se tenía en cuenta la reserva for- 
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mal estampada en el comienzo de la Nota, de que «el 
Santo Padre, por el hecho de tratar, no dejaba aquella 
actitud que tuvo por conveniente tomar en las deplo- 
rables disensiones del reino de Espafta á la muerte de 
Fernando VII», reserva que, en último resultado, ha- 
cía depender el reconocimiento de la aceptación de 
las Bases. 

No obstante esto, Castillo, sin consultar al Gobier- 
no, se decidió á abrir la negociación; pero fueron in- 
útiles cuantas gestiones hizo en el discurso de muchos 
días para que le admitiesen la plenipotencia; y aun- 
que bajo su responsabilidad aceptó las condiciones 
fijadas por la Santa Sede, el Cardenal Lambruschini 
exigió la aceptación terminante 7 formal del Gobier- 
no español, por lo cual nuestro Ministro resolvió ve- 
nir á Madrid á traer en persona las Bases. Desconfiaba 
de su jefe, el Sr. Martínez de la Rosa, al que calificaba 
de insustancial, ligero é ignorante en materias ecle- 
siásticas, 7 debía desconfiar, sobre todo, aunque en su 
soberbia no lo confesase, de que el Gobierno español 
pudiese aceptar su obra, es decir, la obra de la Corte 
romana, que él, sin autorización 7 sin discutirla, ha- 
bía aceptado con extremada facilidad. No se equivo- 
có: los dos Ministros que principalmente estaban lla- 
mados á juzgar las pretensiones de la Corte romana 
entendieron que las Bases entrañaban gravísimas difi- 
cultades 7 eran de casi imposible ejecución. Acudió 
al Presidente «para oponer á la indecisióa de sus me- 
ticulosos compañeros la energía de su carácter 7 la 
sed insaciable de gloria que siempre le ha devora- 
do»; 7 el General Narváez reunió el Consejo para tra- 
tar de tan grave asunto. EL mismo Castillo, autorizado 
al efecto, expuso 7 defendió su obra en el seno del 
Gobierno; pero á la opinión de los Ministros de Esta- 
do 7 Gracia 7 Justicia se unió la del de Hacienda, 7 
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^1q el de GabernacIÓD, Sr. Pidal, se mostró dispues- 
to á aceptar la obra de la Curia romana, Narráez se 
bailaba indeciso, y para decidirle no vaciló Castillo 
en redactar od despacho que fechó en Koma, aunque 
claro es que estaba escrito en Madrid, prometiendo la 
sanación de las ventas de bienes del clero, j como 
esto no bastase, ofreció que á los quince días de re- 
gresar á su puesto enviaría una Nota oficial del Secre* 
tario de Estado consignando la promesa del sanea- 
miento. 

Con esto se decidió Narváei; las Bases fueron apro- 
badas; regresó Castillo á Roma; obtuvo del Cardenal 
Lambruschim la Nota referente á la aanacíóu; hizo él, á 
su vez, la declaración relativa al juramantOi y tras bre- 
ve negociación, firmó el 27 de Abril de 18¿ un Con- 
•cordato fundado en las citadas bases. Al día siguiente 
escribió al Sr. Martínez, de la Rosa dándole cuenta de 
lo convenido. «Todos los artículos — consignó el sefior 
Castillo en su carta — son, como digo de oficio, ó 
conformes ó de ninguna manera contrarios á mis ins- 
trucciones y á lo ya concertado de antemano. El pri- 
mero es la simple enunciación de la unidad de reli- 
gión en Espafia. En el segundo se establece pro- 
visionalmente respecto de los territorios eclesiásticos 
exentos, para el caso de necesidad, lo mismo que aca- 
ba de hacerse respecto de los Gobiernos eclesiásticos 
dudosos ó ilegítimos. En el tercero y cuarto se habla 
del arreglo de Seminarios conciliares. En el quinto, 
úe las atribuciones y derechos de los Prelados. En 
este artículo se confirma el Breve de creación del 
Tribunal de la Rota y el famoso é interesante Con- 
cordato de 1753. En el sexto se pide y ofrece el patro- 
cinio Real en favor de los Obispos para que sean 
tratados como corresponde. En el séptimo se expre- 
sa que S. M. cuidará de acrecentar en tiempo y lugar 



^ 140 - 

oportuno, según se pueda, algunas órdenes religio- 
sas (1). El octavo contiene la devolución á la Iglesia de 
los bienes no vendidos y la manera provisoria de ad- 
ministrarlos. En el noveno va la promesa de dotar 
competentemente al clero. En el décimo la saneación 
de los bienes vendidos, que se hará por medio de un 
Breve especial.» 

Mientras el Sr. Castillo llevaba á cabo estas nego- 
ciaciones, discutióse en las Cámaras la lej de dotación 
del culto y clero, fijando para esta atención la suma 
de 159 millones de reales, aunque de un modo provi- 
sional y transitorio. Más que la cantidad se discutió la 
calidad de la dotación; esto es^ si la dotación había de 
ser considerada como paga ó salario, en cuyo caso la 
Iglesia quedaba dependiente del Estado, y sus minis- 
tros eran como empleados asalariados por él; ó como 
indemnización ó renta, que era lo que, según los ultra- 
montanos, exigía la independencia de la Iglesia. Esto 
último lo sostuvo el Sr. Pefia Aguayo, y lo primero 
D. Alejando Llórente; pero el proyecto fué aprobado 
como se había presentado. 

La primera impresión del Gobierno cuando recibió 
la noticia de haberse firmado el Concordato fué fa- 
vorable, y Martínez de la Rosa se apresuró á manifes- 
tar á Castillo y Ayensa su satisfacción por la actlvi- 



(1) El texto d€l art. 7.**, que interesa conocer para poder 
juzgar del alcance de lo que después se hizo, dice asi: 

«Art. 7.^ Se conservarán todos los conventos de religio- 
sas que ahora existen y los pocos de religiosos que restan ^n 
los dominios de España, y además, considerando S. M. las 
ventajas de que son deudores á las Ordenes religiosas la 
Iglesia y el pueblo de España, y deseando mostrar su pronta 
deferencia á la Santa Sede, procurará, de concierto con la 
misma Sede Apostólica, que se restablezcan algunos nuevos 
conventos de religiosos con dotación conveniente, en el tiem- 
po y lugar oportuno.» 
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dad y celo con que había procedido (1); pero cuando 
se coQociÓ el texto de aquel pacto, de tal modo se ex- 
teriorizó el descontento de los eleineiitos liberales, 
que Narváez se asustó, y, no Taeilando en mcurrir en 
ana contradicción, se negó á ratiñcarlo, á pretexto da 
que el Pieaipotenoiario espaüol no se había atenido 
por completo á las instrucciones del Gobierno, lo cual 
no dejaba de ser exacto. Con tal conducta, se encontró 
el (Gabinete con qué, después de haber negociado con 
la Santa Sede, suspendido la venta de los bienes del 
clero y aprobado la ley de dotación deteste y del culto, 
no había siquiera logrado el reconocimiento de la Rei- 
na, pues se daba el absurdo de que éste debía ser con- 
secuencia de la ratificación del Convenio. 

Decidido Narváez á entablar nuevas negociaciones, 
envió á Roma á D. Antonio Riquelme, Oficial de la Se- 
cretaría de Estado (2), y ordenó á Castillo que en lo 
sucesivo se atemperase á las instrucciones que ver- 
balmente le comunicaría aquél. Era indudable que el 
Gobierno proyectaba que el primero reemplazase al 
segundo, y si no lo hizo no fué porque, como dicen 
los continuadores de Lafuente, lo impidiese «la incli- 
nación que había ya en Palacio en favor de la política 
reaccionaría y ultramontana» (3), sino porque el mis- 
mo Riquelme, con gran lealtad, consignó en uno de 
sus primeros despachos que Castillo gozaba en el Go- 
bierno pontificio de una influencia y de una autoridad 



(1) Despacho de Martínez de la Rosa á Castillo y Ayensa; 
fecha, 13 de Mayo de 1845. 

(2) D. Antonio Riquelme, distinguido diplomático, fué 
más tarde Subsecretario del Ministerio de Estado y senador 
del Reino, y publicó en 1849, con el titulo de Elementos de 
Derecho público internacional , una obra muy recomendable 
en su tiempo. 

(3) Lapuentb, Historia general de España, continuada 
basta nuestros días por Valera, Borrego y Pirala. 
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que pareofan inoreíbles. Por otra parte. Castillo, aun^ 
qae muj sentido por la oondaota del Gobierno, s» 
prestó á proponer á la Santa Sede la modifioación del 
Ck>nTenio; 7 como el Secretario de Estado de Su Santi- 
dad, contra lo que era lógico esperar, tampoco se negó 
á proceder á un nuevo estadio de los articules que prin- 
cipalmente rechazaba la opinión en España, se reanu- 
daron las negociaciones, que hubieron de desarrollar- 
se con extraordinaria lentitud, á causa de sucesos tan 
importantes como la muerte, ocurrida el 6 de Junio 
de 1846, del Papa Gregorio XVI, á los ochenta años de 
edad 7 quince de pontificado. 

Fácilmente puede comprenderse cuan grande era 
el interés que entrañaba, en tal estado de relaciones, 
para el Gobierno español, la elección de nuevo Pon- 
tífice; pero fácilmente también se advierte la dificul- 
tad casi insuperable con que tenia que luchar la Co- 
rona para influir en el Cónclave 7 ejercer sus prerro- 
gativas. Nunca más que entonces había necesitado Es- 
paña que la elección reca7ese en un Cardenal ilustrado 
7 tolerante, 7 nunca había podido hacer menos para 
conseguirlo. La fatalidad hizo que hasta nos viésemos 
privados de representación en el Cónclave, porque el 
único Cardenal español, D. Francisco Javier Cienfue- 
gos. Arzobispo de Sevilla,no pudo ir por imposibilidad 
física. 

Cuando muere un Papa es costumbre que el Go- 
bierno provisional del Sacro Colegio, representado, 
antes de reunirse el Cónclave, por los tres Cardenales 
decanos de los diversos órdenes, que se denominan 
Capi d'ordine^ escriban cartas participando el falleci- 
miento del Pontífice á todos los Soberanos con quie- 
nes la Corte romana está en relaciones. Así se hizo al 
morir León XII; pero, dada la situación especial de 
España, no se le envió la carta-notificación del falle- 
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clmíeDto da Gregorio XVI, alegando que en esta cues- 
tión^ de mera etiqueta, no eatraban para nada conside- 
raciones religiosas ó eclesiásticas, sino las exclusiTE* 
mente políticas. Era, sin embargo, realmente doloroso 
que en tanto que se le participaba la triste nnera al 
cismático Emperador de Rusia, no se le comunicase á 
la Reina católica de España; así lo hizo presente el 
Ministro plenipotenciario de E§paña, pero sólo consi- 
guió que se notificase á él en forma oonfldencial. 

No pecó de diligente ni de previsor el Gabinete es- 
pañol. Nuestro Plenipotenciario se encontró sin las 
instrucciones especiales que para ai caso necesitaba, j 
el Gobierno no se cuidó de procurarse el apoyo que 
podían prestarle otras poten cías, como Francia. «Éste 
es el primer Cónclave— decía el Ministro de la Reíua 
— en que la España, la más influyente en otros tiem- 
posy no tiene quien represente sus derechos y privile- 
gios como Corte católica de las principales, y aseguro 
á V. E. que esto me aflige mucho, así como contrista 
á no pocos romanos.» Motivo había para dolerse de 
ello; pero otras naciones, más previsoras, acudieron, 
aunque tardíamente, á prevenir las tontingencias de 
la elección. 

En una conversación que nuestro Embajador en 
París, Martínez de la Rosa, sostuvo con M. Guizot, 
éste le dijo que había escrito al Embajador francés en 
Madrid, á fln de que conferenciase con el Gobierno 
de S. M. respecto de este asunto; que el nombramiento 
de un Papa ilustrado era una cosa importante para to- 
das las naciones, y muy esencial para España en las 
actuales circunstancias; que, en su concepto, el Go- 
bierno de S. M. debía, con este objeto, hacer un uso 
oportuno de la exclusiva que le compete, y que, pues- 
to que no era probable que concurriese al Cónclave el 
único Cardenal español que existía entonces, podía el 
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Gobierno de la Reina depositar dicha exolosiva en 
uno de ios Cardenales franceses, para que tuviese el 
▼eto de las dos Coronas de que echar mano oportuna- 
mente. Contestó Martínez de la Rosa, conforme en lo 
esencial con el Ministro francés, que le asaltaba la 
duda de si, atenido al estado de las relaciones entre 
España y la Santa Sede, y al hecho de no estar reco- 
nocido en la forma usual el enviado español cerca del 
Quirinal, podría oponerse algún obstáculo al ejerci- 
cio del derecho de exclusiva; pero M. Ouizot replicó 
que creía que podría sostenerse. 

Antes de recibirse el despacho en que el Sr. Mar- 
tínez de la Rosa dio cuenta de esta conversación, el 
Embajador de Francia en Madrid.entregó al Ministro 
de Estado copia de un despacho de M. Ouizot, en que 
se le daban instrucciones. «II est — escribía el Ministro 
de Luis Felipe— toutefois, á observer qui l'Espagne 
n'est plus representée aujourd'hul dai^s le Sacre Col- 
lége que par un seul Cardinal, le Cardinal Cienfue- 
gos, age de 80 ans, infirme et tres probablement hors 
d'etat de ce rendre au Conclave. Des lors, l'Espagne 
se trouverait privée de la posibilité d'exercer, au be-* 
soin, son droit d'exclusion contre le Candidat qu'il 
luí répugnerait de voir élever á la Papante. Mais nous 
avons pensé qu'á raison de la communauté dlntéréts 
qui, comme je viens de le diré, unit la Franco et TEs- 
pagne dans cette importante question du choix d'un 
Souverain pontife, la Cour de Madrid, pour ne pas 
laisser perdre un droit précieux, pourrait nous en dé- 
léguer Texcrure. Nous n'avons pas, pour le moment, 
d'opinion relativement au Cardinal contre lequel 
nous pourrions nous trouver nous me mes dans la né- 
cessité d'user d'un semblable droit, et rinteution da 
Roí est de s'en rapporter sur ce point a la sagasse de 
son Ambassadeur. Ce que j'ai dit des qualités que tout 
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le monde doit désirer dans le successeur de Grégoi- 
re XVI, indique assez que notr© exclusión porterait, le 
cas écheant^ sur le candídat dont i'eBprit et le caractere 
seraient Topposé de cas qualltés* Le Gabinet espagnol 
n en jugara surement pas difieren ment^» (1). 

Fácil 68 imaginar que, dada la especialfsima posición 
en que, respecto á la Santa Sede, se encontraba el Go- 
bierno español, no había de desatender éste por com- 
pleto tales indicaciones; así es que, por Real orden de 
16 de Junio, se otorgaron al Sr. Castillo y Ayensa facul- 
tades discrecionales, y se le envió la exclusiva en blan- 
co. Todo esto fué inútil, porque el mismo día que se 
firmaban esas órdenes en Madrid, quedaba elegido el 
nuevo Pontífice. El Cónclave, en efecto, se reunió el 
15 de Junio, y con gran sorpresa, el 16 resultó elegido 
Papa el Cardenal Mastai-Ferretti, sin que, en realidad, 
interviniese en la elección, que se verificó al cuarto 
escritinio, ningún Gobierno temporal. 

En los primei'os escrutinios tuvo gran mayoría el 
Cardenal Lambruschini, pero fué disminuyendo aqué- 
lla y aumentando los votos del Cardenal Mastai. El 
primer escrutinio de la mañana del 16 se anuló, á ins- 
tancias de Lambruschini, por una falta leve de regu- 
laridad en uno de los votos que no le eran favorables; 
el resultado fué que, repitiéndose el escrutinio, se en- 
contró Lambruschini con menos votos y Mastai con 
más. Desde este momento se vieron señaladas la de- 
rrota del primero y la victoria del segundo. Sólo le 
quedaron á aquél 10 votos firmes; los demás Cardenales 
dieron sus sufragios á Mastai-Ferretti, que resultó ele- 
gido por 36 votos. La rapidez con que se verificó la elec- 
ción dio lugar á incidentes dignos de mencionarse. 



(1) Despacho de M. Giiizot al Embajador de Francia en 
Msidrid; fecha, París 9 de Junio de 1846. 
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Es oostombre llevar al Gónolave tres vestidos pon- 
tífioaleSy acomodados á las estaturas alta, mediana y 
baja^ para poder así vestir con uno de ellos al nuevo 
Papa en el momento de la elección. El encargado de 
estos vestidos, que era un subalterno del Cónclave, no 
crejendo que la elección tuviese lugar tan pronto, se 
descuidó en llevar el vestido de talla más baja, 7 al 
caer de la tarde, sabiendo que era inminente la elec- 
ción, se apr^uró á pedir por uno de los tornos el ves- 
tido que le faltaba. El criado á quien se le mandó 
traer dedujo que había sido elegido el Cardenal Gizzi» 
cuja estatura era de las más medianas, 7 asi lo dijo, 
circulando rápidamente la noticia, á la que dieron 
crédito hasta los mismos diplomáticos. Sólo á la ma- 
fiana siguiente se supo la verdad, produciendo gene- 
ral regocijo el triunfo del Gardensd Mastai, que tomó 
el nombre de Pío IX. 



h 



CAPÍTULO X 



Esperanzas que infundió la elección de Pío IX.— Nombra- 
miento de Monseñor Brunelli como Delegado apostólico en 
Madrid.— La revolución italiana; sucesos de Roma; huida 
del Papa á G^eta.— Actitud de Francia y de España; pro- 
pone ésta la reunión de una Conferencia.— Expedición fran- 
cesa.— Envío de una división naval española. — Reclama el 
Papa la intervención. — Expedición española.— Negociacio- 
nes para el Concordato; el Concordato de 1851. 



Cuando fué elegido Papa Pío IX— escribe Cantú,— 
se creyó descubrir en este nuevo Jefe de ia Iglesia la 
piedad de Pío IV, la firmeza de Sixto V y el gran voto 
de Julio Ilt que quería el restablecimiento de una 
verdadera nacionalidad italiana (1); y aunque el nue- 
vo Pontífice repitió en su Encíclica los lamentos de sus 
predecesores, la amnistía que concedió, lirs reformas 
que llevó á cabo y las medidas políticas que puso en 
práctica llamaron la atención del mundo entero, que 
contempló la marcha emprendida por la Santa Sede 
con sorpresa primero y con admiración más tarde. 
Católicos, protestantes y racionalistas prodigaron sus 
elogios á Pío IX, y en ese coro de alabanzas y de vito- 
res no podía faltar, y no faltó, el concurso de España, 
cuyo Gobierno esperó confiado en un próximo resta- 



(1) César Cantú, Historia de cien añas (1760-1850). 
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bleoimiento de relaoiones oon Romai no sólo por la 
signifioación liberal del naéyo Papa, sino por creer 
que en el ánimo de éste no podían pesar los resenti- 
mientos qne sujetaban á su antecesor. 

No fué pequeña sn equivocación, porque si bien Gas- 
tillo avisó el 18 de Enero de 1847, como un triunfo, el 
nombramiento de Nuncio hecho á favor de Monseñor 
Brunelli, Arzobispo de Tesalónica, éste, que llegó á 
Madrid el 80 de Mayo, no trajo mis que el carácter de 
Delegado apostólico, j no presentó por entonces sus 
credenciales. 

El reconocimiento oficial de Doña Isabel n por la 
Corte romana sufrió un nuevo aplazamiento, con lo 
cual, la política del Gabinete Narváez experimentó 
una grave contrariedad; pero al fin el 17 de Julio 
de 1848, esto es, á los pocos días de haber efectuado 
Austria el reconocimiento de Doña Isabel 11 j cuando 
era ya evidente el fracaso de la política liberal del 
Pontífice, presentó sus credenciales Monseñor Bru- 
nelli. 

Mientras que así se iba restableciendo la antigua ar- 
monía entre la Corte de Madrid y la Santa Sede, gra- 
vísimos sucesos se desarrollaban en Italia. 

Al tenerse noticia de la insurrección que había esta- 
llado en Viena (13 de Marzo de 1848), toda la penín- 
sula itálica se puso en conmoción. El reino Lombardo- 
Véneto fué el primero en lanzar el grito de indepen- 
dencia, y á su ejemplo todos los Gobiernos de Italia, 
oon más ó menos sinceridad, secundaron el movi- 
miento. El rey del Píamente, Carlos Alberto, se puso 
al frente del ejército para defender la libertad italia- 
na, y Pío IX invocó para tan noble empresa las bendi- 
ciones del cielo. La campaña comenzó alcanzando 
grandes ventajas los soldados piamonteses; pero, re- 
forzado Radetzky, pudo tomar la ofensiva y recobrar 
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el terreno perdido. El fracaso irritó de tal modo á los 
Italianos, que el partido radical logró sobreponerse eu 
muchas partes, provocando en otros elementos la re- 
acción que era natural esperar como único fruto de las 
exageraciones y de las utopías. 

Las consecuencias de estos sucesos se tocaron tam- 
biéa en Roma. 

Pío IX, qne en manera alguna quiso favorecer á un 
Principe italiano en perjuicio de los demás, y que por 
esto se hallaba en desacuerdo con, Carlos Alberto, ha- 
bía perdido gran parte de su popularidad. Bajo la pre- 
sión de los acontecimientos, se vio obligado á cambiar 
tres veces de Ministerio en el espacio de cinco me- 
ses (1). Primero tuvo que prescindir del Conde Ma- 
miani, cuya política era en el fondo opuesta á la auto- 
ridad temporal del Papado; lluego, tras el desgraciado 
ensayo del Conde Fabri, llamó á Rossi, antiguo Em- 
bajador francés, cuya energía para reprimir los movi- 
mientos revolucionarios hizo que fuese asesinado al 
presentarse á las Cámaras que él había convocado (15 
de Noviembre de 1848); y, por último, entre las vio- 
lencias de los radicales, tuvo que aceptar de nuevo á 
Mamiani. La Cámara se declaró constituyente; el Qui- 
rinal fué atacado por las turbas, y el Pontífice, no juz- 
gándose seguro, aceptó la protección del Embajador 
de España, Martínez de la Rosa, y disfrazado salió de 
su palacio, abandonó á Roma, y en una silla de posta, 
acompañado por el Secretario de nuestra Embajada, 
D. Vicente González Arnao, se dirigió á Gaeta (24 de 
Noviembre), «no haciéndolo desde esta plaza y puerto 



(1) El Papa habla otorgado una Constitución, el 14 de 
Marzo de 184ÍB, organizado un Consejo de Estado laico, for- 
mado un Ministerio y creado dos Cámaras, una de cien dipu- 
tados, elegidos por los censatarios, y otra de pares, nombra- 
dos por el Pontífice* 



— 150 — 

á alguna ciudad de España, de lo que mostró deseos 
por no haber buque alguno español de guerra donde 
veriñoar el pasaje» (1). 

El Gobierno espafioli que ya hábia previsto la posi- 
bilidad de que llegase este caso, luego que turo noti- 
cia de la fuga del Papa y de que el 'General Gavai- 
gnac (2) disponía el envío de una expedición á Roma 
para defender la persona de Su Santidad» previno al 
Embajador de S. M. en París que, acercándose al Go- 
bierno de la República (3), le hiciese saber la satisfac- 
ción con que la Reina había sabido sus intenciones, 
que estaban de acuerdo con sus propios sentimientos, 
y que procurase persuadir al Gabinete francés de la 
conveniencia de que España y Francia obrasen de 
concierto en cuanto pudiese contribuir á asegurar la 
libertad del Jefe de la Iglesia y el respeto debido á su 
sagrada persona (4). 

La expedición francesa dispuesta por el General Ca- 
vaignac en los últimos momentos de su administra* 
oión no llegó á tener efecto; y habiendo sido elevado 
á la Presidencia de la República Luis Napoleón (10 de 
Diciembre)i su Gobierno, viendo que la persona del 



(1) La revolución de Roma y la expedición española á 
Italia en 1849 y por el Teniente General D. Fernando Fernán- 
dez de Córdova, Marqués de Mendigorría.— Madrid, 1882. 

(2) La Asamblea Nacional de París, después de las horri- 
bles escenas del 22 al 26 de Junio, habla dado al General Ca- 
vaignac poderes dictatoriales. 

(3) Fué tal el sigilo con que se preparó y llovó á cabo la 
fuga del Papa, que el Gabinete de Paris no supo nada hasta 
que se lo participaron, casi simultáneamente, el Embajador 
de España, Duque de Sotomayor, y el Ministro francés acre- 
ditado cerca del Rey de Ñapóles. Esto produjo no poca con- 
trariedad al Gobierno de la República. 

(4) Despacho del Ministro de Estado, Marqués de Pida!, 
al Duque de Sotomayor; fecha, Madrid, 5 de Diciembre 
de 1848. 
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Papa se hallaba ya á salvo, no creyó conveniente to- 
mar por entonces nlngana rOBolnclón en este negocio; 
pero bien pronto, ante la conducta de España, hubo 
de cambiar de criterio. En efecto^ el Gabinete de Ma- 
drid dirigió una circular á todas las potencias católi- 
cas invitándolas á que nombrasen Plenipotenciarios i 
fln da celebrar Conferencias para ponerse de acuerdo 
sobre los medios de asegurar la independencia y la 
autoridad del Papa. ^El pensamiento puramente reli^ 
gloso— dijo— que ha impulsado á la España á dar esta 
paso, no sólo no en vuelve ninguna idea de interven^ 
ción en la política interior de los Estados Pontificios, 
sino que la Conferencia diplomática qne se desea cele- 
brar deberá ocuparse única y exclusivamente de ase- 
gurar la libertad é independencia del Papa, sin invo- 
lucrar esta cuestión tan grave y trascendental con 
otras de orden muy diferente, ni hacerla depender de 
las que actualmente se agitan, lo mismo eu la Italia 
meridional que en la septentrional» (1). Con el fln de 
evitar dilaciones, proponía el Gobierno que las Con- 
ferencias se celebrasen en Madrid ó en alguna de las 
ciudades españolas del litoral del Mediterráneo^ paro 
manifestando que si las potencias preferían otro punto 
enviaría á él su Plenipotenciario. 

Al propio tiempo dispuso el Gobierno de 9. M. que 
pasase á las aguas de Gaeta una división naval á las ór- 
denes del Embajador cerca de la Santa Sede, para dar 
mayor prestigio é importancia á su representación y 
velar en todo evento por la seguridad del Papa (2). 



(1) Despacho del Ministro de Estado á los representantes 
de S. M. en París, Viena, Lisboa, Turln, Florencia, Ñapóles 
y Munich; fecha, 21 de Diciembre de 1848. 

(2) Formaban la división la fragata Cortés, las corbetas 
Vtüa de Bilbao y General Mazarredo, el bergantín Volador y 
los vapores Lepanto y León y el pailebot Bidasoa, y la man- 
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- Esta actitad del Gobierno español determinó á Fran- 
cia, para no abandonar por completo la negociacióni 
á manifestar al Duque de Sotomayor que estaba dis- 
puesta á obrar de acuerdo con España, j que contaría 
con ella en todo caso. Portugal se adhirió completa- 
mente al pensamiento de celebrar las Conferencias, é 
igual hizo el Nuncio, manifestando éste además el re- 
conocimiento 7 satisfacción que había producido en el 
ánimo del Santo Padre la conducta del Gabinete de 
Madrid (1). El de Tnrín tomó pretexto del envío de la 
división naval á Italia para suponer que España iba á 
intervenir por sf sola en los Estados Pontificios, y pro- 
testó contra este propósito, repugnando al propio 
tiempo la idea de celebrar la Conferencia, y queriendo 
sustituirla por una mediación exclusivamente de Cár- 
dena. Á esta protesta contestó el Gobierno español 
procurando desvanecer esos recelos y declarando que, 
si bien España no se proponía por ahora interve- 
nir en los Estados Pontificios, no se despojaba del de- 
recho que pudiera asistirla como nación católica para 
hacerlo acaso en lo sucesivo (2). El Gabinete de Tos- 
cana siguió el ejemplo del de Turín, si bien ante las 
explicaciones de España retiró la protesta, aunque sin 
adherirse á la idea de las Conferencias. Tampoco la 
aceptó por completo el Gobierno de Francia, pero sí 
el de Ñapóles. 



daba el Brigadier D. José María Bustillos, del que dice el 
Marqués de Meiidígorría (obra citada) que era «uno de aque- 
llos marinos españoles de inteligencia clarísima, de hábitos 
caballerescos, de valor intrépido, que tan perfectamente sa- 
bían representar en sa persona las gloriosas tradiciones de la 
Marina española». 

(1) Despachos de 28 de Diciembre de 1848 y 18 de Enero 
de 1849. 

(2) Mendigorria supone que Francia se valía de Cerdeña 
para crear dificultades y ganar tiempo. 



i^^ 
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La conducta de Francia^ preñada de yacilacsiODes^ 
constituyó un grave obstáculo en esta negociación. Ya 
pretendía que la cuestión de Roma se tratase en ei 
Congreso áe Bruselas^ ja procuraba dar largas al 
asunto y buscar medios que evitasen la reunión de la 
Conferencia, ya suponía que el Austria se preparaba á 
ioterrenir sola y exigía que el Papa protestase de an- 
temano, ya ae ofrecía á intervenir sola siempre que los 
austríacos se limitasen á guarnecer la linea del Po, ya 
instaba al Pontiflce á que fuese á residir en territorio 
francés, ya, en fin, activaba los aprestos militares que 
se hacían en Tolón, 

El Gobierno español, en vista de esto, instó de nue- 
vo á las potencias católicas para que nombrasen sus 
Plenipotenciarios, y otorgó este carácter al Sr. Marti- 
nes de la Rosa, remitiéndole las oportunas instruccio- 
nes. Se le prevenía en éstas que el objeto de las Con- 
ferencias era puramente el restablecimiento de la. 
autoridad del Papa; que no tocaba á los Plenipotencia- 
rios discutir sobre el régimen interior que hubiese de 
establecerse en los Estados Pontificios, pues esto era 
privativo del Papa; que la independencia de éste exi- 
gía además que á toda intervención armada precediese 
la demanda de Su Santidad y el acuerdo de las poten- 
cias católicas; que ni en las naciones de Italia ni en 
ninguna otra podía reconocer el Gobierno el dere- 
cho de intervenir por ai solas; que España, por su 
parte, si era designada para contribuir á la interven- 
ción armada, estaba dispuesta á enviar una división 
de ocho mil hombres; que por los gastos debería con- 
certarse una indemnización en favor de las potencias 
ejecutoras; que sería de desear, para dejar asentada 
sobre bases sólidas y entables la autoridad é indepen- 
dencia del Papa, que se declarase por un acto público 
y solemne que los Estados de la Iglesia constituyen la 



- 154 — 

garantía permanente de la independencia de Sa 1 
dad; qne como tales no son snsoeptibles de aumento 
ni de disminución, aino que inalterablemente se de- 
ben oonaerrar oomo la dote del Jefe de la Iglesia y 
aféeles x>ara siempre á su autoridad suprema, bajo la 
garantía de las potencias católicas; que igualmente po- 
dría declararse como un punto de derecho público la 
neutralidad perpetua de los Estados de la Iglesia; que 
España creía indispensable que el Papa estuviese re- 
presentado en las Conferencias, y que el Congreso 
podría invitar & las potencias no católicas, siempre 
que previamente se adhiriesen á su objeto. 

Afligido el Gobierno pontificio al ver el progreso 
de la revolución, y deseando vivamente el pronto tér- 
mino de tantos desórdenes, indicó su propósito de re- 
clamar desde luego la intervención de España, Fran- 
cia, Austria y Ñapóles. El Gabinete de Madrid noti- 
ficó entonces al de París que no intervendría con sus 
ejércitos en los Estados Pontificios sin contar con el 
apoyo material, ó al menos moral, de Francia; enten- 
diendo por apoyo moral el que Francia se aviniera á 
que la intervención se hiciese en su nombre, igual- 
mente que en el de las demás potencias católicas, é 
hiciese alguna manifestación exterior de este con- 
curso, como, por ejemplo, que prestase algunos bu- 
ques de su marina para que aumentasen los transpor- 
tes españoles, y que concurriese á las operaciones con 
estos buques más ó menos directamente. Se exigía, 
además, que Francia garantizase la neutralidad de In- 
glaterra. 

Preciso fué todavía seguir una activa negocia- 
ción, puesto que cada potencia tenía intereses y as- 
piraciones opuestas; pero al fin logróse instalar las 
Conferencias en Gaeta, celebrándose la primera re- 
unión de los Plenipotenciarios el día 80 de Marzo 
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de 1B49 (1). Desde luego se reveló tm profundo anta- 
gonlsino entre franceses y austríacos, y aunque el re- 
presentante e^imñol procuró evitar un conflicto entre 
unos y otroSp su mediación no podía aer muy eficaz, 
porque él, á su vez, se veía precisado con frecuencia á 
contrariarlas aspiraciones de los delegados de Francia. 

En tai estado las cosas, el (robierno francés creyó 
conyeniente enviar desde luego á los Estados de la 
Iglesia la expedición que hacía mucho tiempo se ha- 
bla estado disponiendo en Tolón. El 29 de Abril se 
presentó al Ministro de Estado el Encargado de Nego- 
cios de Francia en Madrid'y le dio lectura de un des- 
pacho que acababa de recibir de su Gobierno, en el 
cual se manifestaba que, en vista de los últimos suce- 
sos de Italia y de la reso4uoión anunciada por el Prin- 
cipe de Schwarzemberg de intervenir en los territo- 
rios confinantes con sus provincias de Lombardfa y 
Venecia, no se podia dudar de que se verifloarfa la re- 
posición del Papa; y que no habiendo logrado el Ple- 
nipotenciario francés la adhesión de los demás en las 
Conferencias de Gaeta, el Gobierno francés había re- 
suelto mandar una expedición á Civita Vecohia para 
que el cambio indicado no se llegase á realizar sin su 
intervención. 

Como quiera que, en vista de la actitud de Francia, 
el Conde de Esterhazy anunció (19 de Abril) que el 
Gabinete de Viena había dado orden al General Ra- 
detzki para que enviase tropas á Toscana y á las lega- 
ciones; como quiera también que, en tanto que Fran- 
cia y Espafia discutían la resolución de la primera de 



(1) Eran Plenipotenciarios: de la Santa Sede, el Cardenal 
Antonelli; de Austria, el Conde de Esterhazy; de Francia, 
M. D'Harcourt y M. de Rayneval; de Ñapóles, el Conde de 
Liidolf , y de España, como queda dicho, el Sr. Martínez de la 
Rosa. 
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interyenir por su cuenta, la expedición francesa lle- 
gaba á los Estados pbnti&oios y atacaba á RQma, sien- 
do, por cierto, rechazada; teniendo en cuenta que los 
austríacos ocupaban algunas de las legaciones, j que 
las tropas napolitanas, auxiliadas por la división na- 
val española, se habían apoderado del fuerte de Te- 
rracina, es decir, que de las cuatro potencias invita- 
das por Su Santidad sólo España había dejado de 
obrar eficazmente, el Gabinete de Madrid, tarde y mal, 
después del fracaso de las Conferencias de Gaeta, re- 
solvió enviar uüa expedición de cuatro mil hombres 
alas órdenes del Teniente tjeneral D. Fernando Fer- 
nández de Górdova, la cual partió de Barcelona el 23 
de Mayo, llegando á Gaeta el 27. 

¿Qué se propuso el General Narváez enviando la ex- 
pedición española? No acertamos á explicárnoslo. Sin 
ponemos de acuerdo con Francia, sin entrar eninteli-- 
gencias con Austria, sin contar siquiera con Ñápeles, 
¿á qué iban á Italia nuestros soldados? La restauración 
del Papa, fuese por obra del ejércitof ranees ó resultado 
de las victorias de los austríacos, era inevitable, y la 
presencia de las tropas españolas nada podía influir 
en el resultado ya previsto. Es más: hechura de Fran- 
cia ó de Austria, la vuelta de Pío IX á Roma había de 
verificarse como quisieran aquellas naciones. Nuestro 
papel quedaba reducido al de dar una especie de 
guardia de honor al Pontífice. 

En efecto, la expedición francesa que á las órdenes 
del General Oudinot había atacado á Roma, siendo he- 
roicamente rechazada por los revolucionarios, se en- 
tregó á negociaciones que llevó á cabo M. Lesseps, 
ajustándose un convenio que rechazaron el Papa y el 
Gobierno francés. Oudinot atacó de nuevo, y tras san- 
grienta lucha se apoderó de la Ciudad Eterna, some- 
tiéndola al poder militar. ¿Qué tenía ya que hacer en 



k. 
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Italia la expedición española? Absolatamente nada, 
pues el mismo hecho de haber sido tomada Roma por 
los franceses daba á éstos hasta cierto punto derecho 
para recomendar, ya que no para exigir, al Papa cier- 
tas reformas. Dos meses antes las tropas españolas hu-* 
bieaen podido tomar parte en las operaciones: cuando 
fueron eran ya completamente inútiles, pues reforza- 
dos los franceses hubieron de rechazar nuestra coope- 
ración (1). «Las tropas españolas—dice un escritor 
contemporáneo— hicieron brillante y lucida muestra 
de sí en presencia del Papa y del Rey de Ñapóles, el 
cual quedó maravillado del buen orden, aspecto beli- 
coso, agilidad y destreza que en las maniobras y evo- 
luciones dejaron ver nuestros soldados. Casi eiran los 
únicos triunfos que en tan contrarias circunstancias 
podíamos esperar... El General D. Femando Fernán- 
dez de Córdova tuvo que resignarse á ocupar á Terra- 
cina y otras más insigniñcantes poblaciones de lo más 
mísero, desolado y despoblado de los Estados pontifi- 
cios... Los bravos soldados españoles, sin haber dispa- 
rado un tiro, y algo mortificados del poco airoso pa- 
pel que la adversa disposición de los hados, la impo- 
tencia de nuestro Gobierno y la corta habilidad de 
nuestra diplomacia les hizo representar, se volvieron 
á España, trayendo para consuelo las bendiciones pon- 
tificias, gran número de rosarios y el gusto de haber 
visto la Italia, donde sus antepasados tan extraordina- 
rias cosas habían hecho» (2). 



(1) Aunque el Gobierno aprobó públicamente la conducta 
del General Córdova, tanto Narváez como Martínez de la 
Rosa lamentaron que aquél ofreciese á Oudinot su coopera- 
ción para el ataque de Koma y celebraron la cortés pero re- 
suelta negativa del General francés. 

(2) VaIíERA, continuación de la Historia general de Es- 
paña, porLafuente. 
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SigaiérooBe aúa después largas negociaciones sobre 
el régimen que había de adoptarse en Roma, limit&n* 
dose nuestra intervención á ejercer oficiosamente el 
papel de amigables componedores. Sin embargOi sería 
injusto censurar en absoluto la expedición, y más in- 
justo aún no reconocer que 9I General que la manda- 
ba no pudo hacer sino lo que hizo. El mal esturo, 
como queda dicho, en mandarla tarde, y el error que 
cometió el Gobierno f ué> el de adoptar una política 
que acertadamente calificó el Sr. Benavides, en el Con- 
greso, áepolUica sentimental (1); puesto que no acep- 
tando la tendencia francesa ni la austríaca, ni pudien- 
do imponer nosotros otra distinta, ¿qué papel nos es- 
taba reservado? 

De las ges^ones del Gobierno y de los gastos que se 
impuso el paía para mandar la expedición no se obtuvo, 
el más pequefio resultado; ni siquiera sirvieron para 
que variase la fictitud de la Curia romana en lo rela- 
tivo al Concordato, pues las negociaciones se arrastra^ 
ban trabajosamente, y eso que por parte del Gabinete 
de Madrid se ha^a hecho todo lo posible para facili- 
tar la solución, dictando varias disposiciones sobre 
creación de sem|narios, facultades de los Obispos, in- 
tervención de éí|tos en la enseñanza, etc., y nombran- 
do una Junta mi^ta, es decir, compuesta de personas 
designadas por f 1 (xobierno y por el Delegado apostó* 
lico, encargada de preparar un nuevo proyecto de Con- 
cordato (2). 



(1) . Sesión del Congreso de 6 de Noviembre de 1849. 

(2) «£1 Gobierno, además, Ínterin llegaba el día del arre- 
glo definitivo del clero, publicó nna circular disponiendo que 
se creasen sin demora seminarios eclesiásticos en las diócesis 
donde no los hubiese, y concediendo á los Obispos ciertas fa- 
cultades contrarias, en nuestro sentir, según toda buena 
doctrina política, á las libertades individuales, ya que les da- 
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En el sena de esa Janta hubo que vencer no pocas 
dificultades, pero al ñu se terminó en Junio de 1850 
la redacción del Concordato convenido con el Nun- 
cio; se envió á Romai y tales f aeren los reparos opues- 
tos por el Vaticano, que fué preciso realizar nuevos 
trabajos en Madrid, los cuales quedaron ultimados el 
20 de Febrero de 1851. Remitido á la Santa Sede el 
nuevo pacto, aún hizo ésta no escasas observaciones 
antes de aprobarlo; pero por último se firmó el Con- 
cordato el 20 de Marzo, canjeándose-laa ratificaciones 
el 11 de Mayo, con lo cual terminó la lucha que du- 
rante diez y ocho afíos sostuvieron ambas potesta- 
des (1). Bien 6 mal, los Ministerios de Narváez y de 
Bravo Murillo dejaron en gran parte resuelta la cues- 
tión religiosa; pero su obra ha sido juzgada con tanto 
apasionamiento como ligereza. 

«El Concordato— escribe un historiador contempo- 
ráneo,— celebrado en época de la mayor reacción polí- 
tica en Espafia y por un Gobierno despótico y suma- 
mente piadoso, al menos en apariencia, contiene las 



han el derecho, no sólo de vigilar las escuelas públicas, in- 
terviniendo en la educación moral y religiosa, sino que tam- 
bién les ofrecían el auxilio del brazo secular para oponerse 
á la malignidad de los hombres y para impedir la publica- 
ción de los libros malos y nocivos. Convenimos en que mu- 
chas de estas prescripciones, cuando no están firmemente 
sostenidas por las creencias y costumbres de la época en que 
tratan de imponerse, suelen ser letra muerta y frases ampu- 
losas que nada significan; pero aun asi, era atentar al dere- 
cho, en lo que tiene de más sagrado é inviolable, el someter 
á los Obispos, no ya en virtud de la piedad y de la fe religio- 
sa con que se somete, conservando su dignidad, el verdadero 
creyente, sino por fuerza, toda manifestación del pensamien- 
to humano. Entendidas con la debida amplitud las prescrip- 
ciones de la circular, casi ni respirar hubiese podido nadie 
sin permiso de los señores Obispos.»— Valbba, continuación 
de la Historia de España, de Lafuente. 
(1) Apéndice núm. 10. 
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concesiones más graves y trascendentales á la Igle- 
sia, en contra de la libertad individual y de los dere- 
chos del hombre. En él se obliga la potestad civil á 
cosas para las cuales no tiene jurisdicción; lo cual im- 
plica el empleo de una fuerza arbitraria y tiránica á 
fin de que dichas cosas se consigan, en el caso, más 
que posible, de que de grado no se consigan.» 

De ligero y de apasionado calificamos este aserto, 
7 fácil es demostrar la exactitud de lo que decimos. 
Declárase en el Concordato de 1851 que «la Religión 
católica, apostólica, romana, que con exclusión de 
cualquier otro culto continúa siendo la única de la 
nación española, se conservará siempre en los domi- 
nios de S. M. C, con todos los derechos y prerroga- 
tivas de que debe gozar según la ley de Dios y lo 
dispuesto por los sagrados cánones»; que la Ínstame- 
cióh en las Universidades, Colegios, Seminarios y es- 
cuelas públicas y privadas sería conforme á la doctri- 
na católica, reconociéndose á los Prelados el derecho 
de inspeccionar la enseñanza, aun en las escuelas pú- 
blicas, y otorgándoles el apoyo del poder civil para 
prohibir la publicación, introducción ó circulación 
de libros malos y nocivos; se establecía una nueva di- 
visión y circunscripción de diócesis, suprimiendo 
unas, creando las de Madrid, Ciudad Real y Vitoria, 
uniendo unas á otras y trasladando algunas; se supri- 
mían las exenciones de los Obispados de León y Ovie- 
do; se reunía en coto redondo el territorio diseminado 
de las órdenes militares, dándole el título de Priorato, 
y designando para gobernarlo un Prior con carácter 
de Obispo in parUbtM; se suprimían las jurisdicciones 
privilegiadas y exentas, excepto la del Procapellán 
mayor de S. M., la castrense, la de las órdenes mili- 
tare?, la de los Prelados regulares y la del Nuncio en 
la Iglesia y Hospital de Italianos; se dictaban disposi- 
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Clones sobre organización de los Cabildod, supresión 
de Colegiatas, arreglo parroquial, provisión de cura- 
tos, Colegios de misiones para Ultramar, conventos de 
religiosas^ etc; se fijaba la dotación para el culto y 
clero; se declaraba quedar salvas é ilesas las reales 
prerrogativas, y se consignaban varias disposiciones 
sobre disciplina eclesiásdca. Es decir, que partiendo 
de los principios consignados en la Constitución- 
principios que no juzgamos,— el Concordato no era 
un pacto inadmisible; era, en último término, el des* 
envolvimiento de aquéllos. Sin embargOj hay que 
convenir en que no constituía un triunfo para el Go- 
bierno, porque si mientras se trató del reconocimiento 
de la Reina pudieron ¡uatíflcarse ciertas debilidades, 
en el momento en que esto se logró, dando en cambio 
la ley de dotación del clero, la suspensión de las ven- 
tas de los bienes eclesiásticos, la ley sobre el Instituto 
de Escolapios y otras concesiones análogas, y sobre 
todo desde que el Gabinete de Madrid se prestó á con- 
currir á las Conferencias de Gaeta y aceptó el poco 
airoso papel que hizo en Italia nuestro ejército expe- 
dicionario, había derecho á exigir algo más y sólo ob- 
tuvimos la sanación de las ventas por un medio indi- 
recto, fuera del Concordato. Algo más habría sido po- 
sible obtener. 

Hay en el Concordato de 1851, entre varias cuestior 
nes que, siendo de capital importancia cuando se ne- 
goció aquél, perdieron todo interés una vez que fue- 
ron resueltas, alguna que ha dado margen á múltiples 
discusiones en época bien reciente, y que es todavía 
de completa actualidad. Claro es que nos referimos á 
la interpretación del art. 29, relativo á las órdenes re- 
ligiosas. 

La 7.* de las Bases que en un principio formuló el 
Cardenal Lambruschini decía que «el Gobierno espa- 

11 
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fiol preparase desde laego el camino para el futuro 
restablecimiento de las órdenes religiosas»; es deoir, 
qne en el fondo, lo que se pedia era que el Gobierno 
destruyese la obra llevada á cabo de 1813 á 1837; 
pero annque en principio el Qabinete Narráez se ha- 
liase conforme con esta solución, no estimó posible 
acceder, y asi es que, comentando las Bases, hubo de 
decir el Ministro de Estado al Sr. Castillo y Ayensa, 
en despacho de 15 de Febrero de 1845, que estaba dis* 
puesto á dar mayor desarrollo á las Misiones; y des- 
pués de recordarle que se habia presentado á las Cor- 
tes un proyecto restableciendo en la forma que tenían 
antes de la ley de 1837 las Escuelas Fias, añadía: «Es 
también posible que se establezca alguna Orden hos- 
pitalaria para atender á las necesidades de la humani- 
dad doliente, con aquel celo vivo y aquella abnega- 
ción de sí propio que sólo es capaz de inspirar la reli- 
gión cristiana». «Procura (el Gobierno) enlazar— pro- 
seguía— la subsistencia de algunos Institutos religio- 
sos con algún gran pensamiento de manifiesta utili- 
dad que les concille desde luego la pública estimación 
y el respeto y veneración que por tantos títulos mere- 
cen; no pudiendo, por otra parte, prescindir el Go- 
bierno de tomar en cuenta las alteraciones que ha 
ocasionado la diversidad de tiempos y circunstancias, 
así como el estado á que ha venido la Nación.» 

Claramente se dibuja aquí el pensamiento del Mi- 
nisterio: se habla de establecer alguna Orden hospita- 
laña, nada má^ y sin embargo, Castillo no vaciló en 
aceptar se consignase en el Concordato el restableci- 
miento, más ó menos inmediato, de algunos conven- 
tos. <3e conservarán— deoia el art. 7.^— todos loa con- 
ventos de religiosas que ahora existen y los pocos de 
religiosos que restan en los dominios de España, y 
además, considerando S. M. las ventajas de que son 
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deudoresi alas Órdenes religiosas la Iglesia y el pue* 
blo de España» y deseando mostrar su pronta deferen- 
cía á la Santa Sede, procurará, de concierto eon la 
misma ^ede Apostólica, que se establezcan algunos 
otros conventos de religiosos^ con dotación conve- 
niente, en el tiempo j logar oportuno.^ 

Rechazado este Convenio, al manifestar al Sr. Casti- 
llo las razones que habían movido al Gobierno á no 
ratificarlo; y después de recordar lo expuesto en la 
Real orden de 15 de Febrero, decía el Sr. Martínez de 
la Rosa; *Mas no porque sean tales las intenciones del 
Gobierno, expuestas con sinceridad y oonflrmadad en 
parte por los hechos, cree posible obligarse en un tra- 
tado solemne á cosas que no dependen de sa volun- 
tad, porque necesitan el concurso y la aprobación de 
las Cortes.— El Gobierno de S. M. desea no dar mar- 
gen oon una promesa vaga á que se le reconvenga por 
su falta de cumplimiento; á la par que está Intima- 
mente persuadido de que la inserción del menciona- 
do artículo, lejos de facilitar la consecución del obje- 
to á que se encamina, ofrecería probablemente emba- 
razos y obstáculos contra las rectas intenoiones del 
Gobierno y los piadosos deseos de Su Santidad». 

La Santa Sede insistió, defendiendo el contenido del 
artículo 7.^ diciendo que de los regulares se había habla- 
do en las Bases preliminares, y que en aquél no se tra- 
taba de restablecer^ sino de establecer ^ por lo cual nada 
se decía sobre la restitución. Gomo hizo observar el 
Sr. Riquelme, «el no hablarse nada sobre este punto 
podría indicar una reserva peligrosa para el Gobierno 
español». 

Quedó, al fin, como se ha dicho, desechado el Con- 
venio que firmó Castillo y Ayensa; iniciáronse las 
nuevas negociacioiies, y en el curso de éstas se puso 
otra vez de relieve la diferencia de criterio respecto 
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de ese asunto, insistiendo la Santa Sede en obtener al- 
guna declaración favorable al restablecimiento en una 
ú otra forma de las Órdenes religiosas, y resistiéndo- 
lo el Gobierno. Asi es que' en unos apuntes que para 
la redacción del nuevo Concordato entregó el Nuncio 
en Julio de 1849 y en el proyecto que se discutió en 
Diciembre del mismo año, se consignaba que se con- 
servarían las casas de religiosos que se considerasen 
convenientes, preñriendo las que uniesen á la vida 
contemplativa la práctica de la enseñanza; dándose 
un paso más por el Representante del Vaticano en el 
nuevo proyecto que presentó en 6 de Abril de 1850, 
puesto que en el art. 32 se decía: «Á fin de que en toda 
la Península haya el número suficiente de ministros y 
operarios evangélicos de quienes puedan valerse los 
Prelados para hacer misiones en los pueblos de sus 
diócesis, auxiliar á los párrocos, asistir á los enfer- 
mos, etc., se establecerán desde luego Congregaciones 
de clérigos seculares y regulares y Órdenes religio- 
sas de las aprobadas por la Santa Sede, y por ahora 
habrá en cada diócesis una casa al menos de alguna 
de ellas, á elección de los respectivos Obispos, etc.» 

No cedió el Gobierno, y era natural que -no cediese, 
pues la misma Junta mixta encargada de proponer la 
solución que había de darse á los asuntos eclesiásticos 
pendientes, en su dictamen de 27 de Noviembre de 
1848, que firmaban los Sres. Obispos de Córdoba y de 
Lérida, Seijas Lozano, Juantorena, Reales y Gonsñález 
Romero, nada se atrevió á proponer en favor de los 
religiosos, y en cambio, en la base 5.^ del art. 1.^ de la 
ley de 8 de Mayo de 1849, al autorizar al Gobierno 
para «resolver de una manera definitiva lo que con- 
venga respecto de los Institutos de religiosas, procu- 
rando que las casas que se conserven añadan á la vida 
contemplativa ejercicios de enseñanza ó de caridad», y 
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al no decir n^áñ, m en el articulado ni en los preámbu- 
los de los dlotámenes de las Comisiones parlameota- 
rías, en favor de los religiosos, señaló perfectamente 
el criterio dominante, adverso al restablecimiento de 
las Órdenes, tan adverso que un hombre tan presti- 
gioso 7 tan poco dado á radicalismos como el ilustre 
Marqués de Miraflores, no había vacilado en señalar 
en la alta Cámara, como el primer punto de la nego- 
ciación, el obtener una Bula que consolidase la extin- 
ción de los regulares, tal, poco más ó menos, como la 
que en 1773 expidió Clemente XIV aprobando las me- 
didas adoptadas con los jesuítas. 

Dados estos antecedentes, ¿cuál es la recta interpre- 
tación del art. 29 del Concordato de 1851? Al consig- 
narse en éste que «á fin de que en toda la Península 
haya el número suficiente de ministros y operarios 
evangélicos de quienes puedan valerse los Prelados 
para hacer misiones en los pueblos de sus diócesis, 
auxiliar á los párrocos, asistir á los enfermos y para 
otras obras de caridad y utilidad pública, el Gobierno 
deS. M., que se propone mejorar oportunamente los 
Colegios de Misiones-para Ultramar, tomará desde lue- 
go las disposiciones convenientes para que se esta- 
blezcan donde sea necesario, oyendo previamente á 
á los Prelados diocesanos. Casas y Congregaciones re- 
ligiosas de San Vicente de Paul, San Felipe Neri y 
otra Orden de las apróbadaapor la Santa Sede^ las cua- 
les servirán al propio tiempo de lugares de retiro para 
los eclesiásticos para hacer ejercicios espirituales y 
para otros usos piadosos», ¿se autoriza en las frases 
qae subrayamos el establecimiento de una sola Orden, 
además de las citadas nominalmente, para toda la Pe- 
nínsula, ó el de una Orden diferente en cada diócesis? 

Cierto es que no ha faltado quien haya sostenido 
esto último; pero no puede admitirse semejante ínter- 
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pretación sin tener que haoer caso omiso de las nego- 
ciaciones y sin prescindir en absolnto del criterio sos- 
tenido desde el primer momento por el Gobierno es- 
pañol. Aceptado el supuesto de que con arreglo á di- 
cho art 29 cabía autorizar una Orden distinta en cada 
diócesis, ¿cómo se explicaría la actitud de los Miuis- 
tros de Estado, que una y otra vez confesaron que, 
cualesquiera que fuesen sus sentimientos personales, 
no podrían aceptar un compromiso que reconocían no 
les sería dado cumplir? ¿Para qué se habría rechazado 
entonces el art 7.^ del Convenio de Castillo, que, en 
tal supuesto, resultaría menos favorable á las Órdenes 
religiosas? 

Las palabras de Pío IX en el Consistorio secreto de 
6 de Noviembre del mismo año, aunque parcialmente 
invocadas en sentido opuesto, confirman la exactitud 
de lo que decimos, no obstante que el Pontífice nece- 
sitaba en aquella ocasión exagerar algo el alcance de 
lo convenido. «Por lo que hace á las Comunidades re- 
ligiosas — dijo, — tan útiles á la Iglesia y al Estado 
cuando se conservan dentro de la disciplina del deber 
y son bien gobernadas, no hemos dejado, en cuanto 
nos ha sido posible, de colocar á las Órdenes regulares 
en situación de ser conservadas, restablecidas y multi- 
plicadas. Verdaderamente, la piedad tradicional de la 
Reina, nuestra querida hija en Jesucristo, y el amor á 
la religión, que es el rasgo distintivo de la nación es- 
pafiola, nos dan el consuelo de esperar que las órde- 
nes religiosas recobrarán en ese pueblo toda la consi- 
deración de que disfrutaban en otro tiempo y volve- 
rán á adquirir su antiguo esplendor.» Es decir, que 
aun dirigiéndose á una Asamblea cuyos sentimientos 
no eran muy favorables al Convenio, Su Santidad ño 
se atrevió á decir sino que las Órdenes regulares que- 
daban en situación de ser conservadas, restablecidas 
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y multiplicadas^ esto es, hizo depender la suerte de 
aquéllas de actos futuros, no del Convenio; de prome- 
sas que podían latir en el fondo de las negociaciones, 
pero no de un texto solemnemente pactado. 

Es más: en las letras apostólicas de 5 de Septiembre 
de 1851, confirmando y ratificando el Concordato, se 
hace mención de todas las cuestiones resueltas en di- 
cho pacto, pero no hay ni la más j>equeña alusión al 
restablecimiento de las Órdenes religiosas. 

De aquí que, deduciendo lógicamente, no puedan 
considerarse autorizadas por el art. 29 del Concordato 
más que las Congregaciones de San Vicente de Paul y 
San Felipe Neri y otra Orden de las aprobadas por Su 
Santidad, la misma para toda la Península, y de carác- 
ter hospitalario ó de las dedicadas á la caridad ó la en- 
señanza. Á lo sumo podría admitirse que la tercera Or- 
den fuese distinta en cada diócesis, según las necesi- 
dades de ésta, pero con la limitación de no poder te- 
ner casas 6 conventos más que allí donde hubiese sido 
autorizada cada una. 

Será esto bueno ó malo; pero es lo que se deduce de 
hechos indubitables y de testimonios fehacientes. 

Ratificado el Concordato, lo que tuvo lugar por 
parte de España el 1.^ de Abril y por parte de Su San- 
tidad el 23 del mismo mes, y aun antes de que se pu- 
blicase y promulgase dicho pacto, el Gobierno dictó 
algunas disposiciones para cumplir sus preceptos, y 
al efecto, por un Real decreto de 2 de Mayo se creó 
un Consejo ó Cámara de Negocios Eclesiásticos, y por 
otro Real decreto de la misma fecha se fijaron las ca- 
lidades para obtener piezas eclesiásticas (1). 

De este modo quedó por entonces restablecida la 
armonía entre ambas potestades. 



(1) Véase los Apéndices núms. 11 y 12. 



CAPÍTULO XI 



L9. revolución de 1854.— La reforma constitucional.— El des- 
cuento de los haberes del clero.— Proyecto de venta de bie- 
nes eclesiásticos; crisis que estuvo á punto de provocar. — 
Rompimiento con la Santa Sede. —La contrarrevolución.— 
Ministerio Narváez; suspensión de la venta de los bienes 
del clero. 



La concordia á que se había llegado, después de 
diez y ocho años de lacha, entre el Gobierno español 
7 la Santa Sede, fué, desgraciadamente, de corta du- 
ración, pues triunfante la revolución de 1854, los hom- 
bres que formaban el Gobierno se vieron obligados, 
en parte por sus propias convicciones, 7 en parte tam- 
bién por la necesidad de secundar las corrientes, qui- 
zás extraviadas, pero poderosas, de la opinión, á pro- 
curar satisfacer las exigencias de los elementos más 
avanzados. 

En efecto, reunidas las Cortes el 8 de Noviembre, se 
nombró una Comisión, compuesta de los Sres. Sancho, 
Lasala (D. Manuel), Heros, Valera (D. Cristóbal), Rfos 
Rosas, Laf uente (D. Modesto) 7 Olózaga (D. Salustiano), 
encargada de redactar las bases á que habia de ajustar- 
se el pro7ecto constitucional. Cumplió dicha Cofaiisión 
su cometido, presentando un dictamen en el cual la 2.* 
de las Bases expresaba que la Nación se obligaba á 
mantener 7 proteger el culto 7 los ministros de la re- 
ligión católica que profesaban los españoles, 7 que 
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ujngúo español ni extranjero podría ser perseguido 
civiLmente por sus opiniones mientras no las manifes- 
tase por actos públicos contrarios á la Religión. 

Fué objeto esta Base de largo, empeñado y acciden- 
tadísimo debate, en el que intervinieron todas las 
fracciones de la Cámara y se reflejaron todas las ten- 
dencias. El número de enmiendas fué tan considera- 
ble, que, después de muchos días de discutir, repi- 
tiendo siempre, en una ú otra forma, los mismos ar- 
gumentos, la Comisión hubo de rogar, por conducto 
del Sr. Olózaga, que se discutiera la Base. 

La mayoría de las enmiendas, mejor dicho, todas 
menos una^ estaban redactadas en un sentido más ra- 
dical que el dictamen, habiendo sido sostenidas éstas 
por los Sres. Ruiz Pons, Suris, Montesino (D. Cipria- 
no Segundo), Corradi, Seoane, Degollada, Salmerón, 
Figuerola, Moreno Barrera y Alonso (D. Juan Bautis- 
ta). La única inspirada en un sentido más moderado 
fué apoyada por el Sr. Jaén. Durante el debate la Co- 
misión aceptó dos modificaciones, suprimiendo el ad- 
verbio civilmente y añadiendo la frase y creencias; de 
modo que resultaba la Base redactada ea estos térmi- 
nos: «La Nación se obliga á mantener y proteger el 
culto y los ministros de la religión ' católica que pro- 
fesan los españoles; pero ningún español ni extran- 
jero podrá ser perseguido (civilmente, palabra supri- 
mida) por sus opiniones y creenoiaa (frase que se aña- 
dió) mientras no las manifieste por actos públicos con- 
trarios ala religión». El Sr. Ríos Rosas disintió, res- 
pecto de estas modificaciones, de sus compañeros de 
Comisión, y asi hubo de hacerlo constar (1). 



(1) Con arreglo á las Bases se redactó el proyecto consti- 
tucional, que fué presentado á las Cortes el 9 de Julio, pero 
no llegó á discutirse. 
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Entre esta redacción y la que tenia en la Constita- 
ción de 1845 el artículo referente al problema reli- 
gioso mediaba una gran distancia, y necesariamente 
aquélla había de producir hondo disgusto en la Santa 
Sede. Á esto se agregaron otras diferencias, y todas 
juntas originaron el rompimiento entre ambas potes- 
tades. 

Presentado, en efecto, á las Cortes el proyecto de 
presupuestos, figuraba en su articulo 3.^ como arbi- 
trio para atender á los gastos del Estado, el descuento 
general sobre los haberes de las clases dependientes 
del Tesoro, entre las que se incluía el clero. Dio esto 
lugar & que Monsefidr Franchi, Encargado de Nego- 
cios de la Santa Sede, dirigiese el 29 de Diciembre 
una Nota al Ministro de Estado haciendo constar que 
ese descuento y el considerar al clero como una clase 
dependiente del Estado constituían evidentes infrac* 
dones de los preceptos del Concordato; á lo cual con- 
testó el Sr. Luzuriaga, en 25 de Enero de 1865, que el 
Gobierno no desconocía las obligaciones consignadas 
en dicho pacto, pero que «no es posible otorgar al 
clero una exención que á nadie se otorga ni podría 
otorgarse en la aflictiva situación en que hoy se halla 
el Erario». Mas no fué esto, después de todo, otra cosa 
que el principio de una serie de negociaciones que 
había de terminar por un brusco rompimiento entre 
Espafia y Roma. 

Nombrado D. Joaquín Francisco Pacheco Plenipo- 
tenciario de S. M. cerca de la Santa Sede, en las ins- 
trucciones que se le comunicaron, con fecha 11 de Fe* 
brero, aunque sin pretender francamente la reforma 
del Concordato, que habría sido lo más sencillo, lo 
más lógico y lo más conforme con las corrientes do- 
minantes en la política, y reconociendo la modera- 
ción y la prudencia con que había procedido la Santa 
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Sede (1)| se planteaban multitud de Cuestiones^ de fácil 
resolución algunas, las meooSi y llamadas las otras á 
provocar graves diftcultades. 

El Gobierno de S. M. no renunciaba, «porque ni 
debe ni puede renunciar», decía, á una modificación 
importante del Concordato, pero no encargaba al 
Sr. Pacheco gestión alguna de este género. Lo que le 
encomendaba era que propusiese á la Santa Sede acep- 
tase la desamortización de los predios rústicos y urba- 
nos, censos y foros que pertenecieron al clero regu- 
lar y secular; desamortización incluida en la ley que 
había sido presentada á las Cortes, y que debía efec- 
tuarse entregando el Estado el valor de aquéllos en 
inscripciones intransferibles de la Deuda del 3 por 100. 
Quería además el Qobiemo que el Sr. Pacheco pidiese 
la reducción de los días de fiesta; que las dispensas de 
parentesco para contraer matrimonio se concedieran 
ó denegasen en el tercero y cuarto grado canónico 
por los Prelados diocesanos del Reino, cada uno en su 
diócesis, reservándose como hasta aquí las de segundo 
grado al Santo Padre; que las instancias de los juicios 
eclesiásticos fuesen sólo tres; que continuasen las ne- 
gociaciones entabladas para el arreglo de las misiones 
españolas en Palestina, África y provincias de Ultra- 
mar, y otras varias pretensiones de menor relieve po- 
lítico, aunque de no escasa importancia. 

Como consecuencia de estas instrucciones, nuestro 



(1) «No ha dado hasta ahora la Santa Sede— decía— moti- 
vos de queja al actual Gobierno de S. M., mostrándose in- 
transigente ó dura en las reclamaciones que le ha dirigido. 
Justo es confesarlo por honra de la Santa Sede, y« porque en 
ella funda el Gobierno de S. M. la esperanza halagüeña de 
que, con más ó menos obstáculos, todo se arreglará en lo su- 
cesivo sin conflicto alguno.»— R. O. del Ministro de Estado 
al Ministro plenipotenciario de S. M. en Roma; fecha, 16 de 
Febrero de 1855. 



- 172 - 

Ministro en Roma dirigió el 4 de Febrero una Nota al 
Secretario de Estado de Sa Santidad^ el ouai contestó, 
en 20 del mismo mes, haciendo constar que en el Ck>n- 
cordato se garantizó á la Iglesia el libre derecho de 
adquirir y poseer bienes raíces y ee declaró inviolable 
la propiedad de los bienes que entonces poseía y de 
los que pudiese adquirir en lo futuro; señalaba des- 
pués las dos clases de bienes del clero que se distin- 
guían en dicho pacto: una que podía enajenarse en tí- 
tulos del 3 por 100, y otra que no podía ser enajenada; 
y declaraba que la Santa Sede estaba resuelta á soste- 
ner lo pactado respecto á la primera clase, si bien 
para facilitar la ejecución del pacto no se negaba á 
modificar las reglas prescritas. 

La contestación, si no enteramente satisfactoria, no 
destruía toda esperanza de arreglo; pero como pocos 
días después llegó á conocimiento de la Santa Sede el 
proyecto de ley presentado el 5 de Febrero á las Cor- 
tes, disponiendo la venta general de los bienes, tanto 
del Estado como del clero, el Cardenal Antonelli, por 
Nota de 28 del mismo mes, se apresuró á protestar ter- 
minantemente contra la proyectada ley, anunciando 
que, de ejecutarse ésta, se daría á la protesta la publi-^ 
cidad conveniente, y añadiendo que en tal caso se ad- 
vertiría á los fieles que «con la ejecución de la ley de 
que se trata, infringiéndose las disposiciones iconteni- 
das en el Concordato, resultaría la inobservancia de 
la condición fundamental á que la Santa Sede quiso 
considerar adherida, según aparece del mismo Con- 
cordato, la benigna providencia de no molestar á los 
que adquirieron bienes eclesiásticos en los anteriores 
acontecimientos políticos del Reino». 

Á estas dos Notas contestó extensamente el Sr. Pa- 
checo en 18 de Abril, procurando justificar la conduc- 
ta del Gobierno; pero otros incidentes complicaron la 
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cuesüÓUp agriando las relaciones entre ambas potes- 
tades. 

El Real decreto de 1,^ de Abril, prohibiendo por 
ahora á los Obispos conferir órdenes sagradas, con la 
Eola excepción de algunos casos particulares y deter- 
minados, 7 la redacción dada á la segunda Base de la 
Constitución r relativa á la cuestión religiosa, dieron 
lugar á reclamaciones y protestas de la Santa Sede. 
Además, habiendo dirigido el Obispo de Osma una 
exposición á las Cortes sobre el proyecto de desamor- 
tización, el Gobierno, juzgando ofensivo ese doca- 
mentó, separó á dicho Prelado de su diócesis y le en- 
vió á Cádiz á recibir órdenes: con este motivo el Encar- 
gado de Negocios de la Santa Sede formuló una nueva 
reclamación. 

Colocadas las cosas en esta situación, y no pudiendo 
retroceder ©1 Gobierno, porque retroceder era suici- 
darse y carecía de fuerza para imponerse, el rompi- 
miento era inevitable, como consecuencia lógica déla 
torpeza que se había cometido no gestionando con la 
Santa Sede la modificación del Concordato antes de 
llevar á las Cortes los mencionados proyectos. Asi es 
que, una vez aprobada por el Congreso la ley de des- 
amortización, el Encargado de Negocios de la Santa 
Sede anunció verbalmente al Ministro de Estado el 28 
de Abril que en el caso de que dicha ley fuese sancio- 
nada por la Corona ~y para impedirlo se trabajó tan- 
to, que estuvo esto á punto de provocar una gravísima 
crisis oonstitucional (1)— había resuelto Su Santidad 



(1) «Las Cortes decretaron una nueva ley de desamorti- 
zación civil y eclesiástica. Unos dicen que la Reina no habla 
manifestado*^ sus escrúpulos cuando la ley se presentó; pero 
hay quien sostiene que el 5 de Febrero, antes de que la ley 
se presentase, en Consejo extraordinario de Ministros, Es- 
partero pidió á la Reina que autorizase con su firma el pro- 
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publicar ana protesta, á lo caal contestó al día sigaiente 
Lazariaga preguntando en qné forma se pablicarfa 
7 recordando los artículos del Código penal que po<- 
drf an ser aplicables al caso: recuerdo que envolirfa 



yecto <|c ley. Preguntó entonces la Beina si los bienes de la 
Iglesia estaban comprendidos en el proyecto; y como Espar- 
tero le contestase que si, la Reina replicó que no autorizaría 
el proyecto con su firma, porque quería respetar el Concor- 
dato. Los Ministros la conminaron entonces con presentar su 
dimisión, y hasta se afirma que Espartero se expresó en tér- 
minos bastante duros, y que la Reina, vertiendo abundan- 
tes lágrimas, Insistió en no firmar, á fin de no faltar á sus 
compromisos, y exclamó con vehemencia: «Prefiero la abdi- 
»cación: así probaré al menos que sé sacrificarme por mi fe, y 
»Dios me lo tendrá en cuenta para el perdón de mis peca« 
»dos». A pesar de todo, la Reina se sometió al fin... Votada ya 
la ley por las Cortes, Espartero y O'Donnell la llevaron á la 
sanción de la Reina, que se hallaba en Aran juez, el dia 28 de 
Abril. Parece que Monseñor Franchi, Nuncio de Su Santi- 
dad, úe adelantó á la llegada de los Ministros para prevenir 
el ánimo de la Reina. La predispusieron también en contra 
de la ley el Rey consorte, Sor Patrocinio y varios empleados 
de Palacio. 
' »La Reina se negó, pues, á sancionar ,1a ley. Espartero y 
O'Donnell volvieron á Madrid con la negativa; reunieron el 
Consejo de Ministros y resolvieron presentar su dimisión. 
Entre tanto, en una sala del Congreso hubo junta de los di- 
putados de la izquierda, donde se propuso declarar vacante 
el Trono y las Cortes en Convención. A la mañana siguiente 
los Ministros todos volvieron á Aranjuez, en compañía de ios 
individuos que componían la Mesa de las Constituventes, y 
trataron de convencer á la Reina para que firmase. Hay quien 
supone que la Reina preguntó si había alguna protesta de 
la Santa Sede, y que, habiéndose en efecto recibido ya dicha 
protesta, se le ocultó que se hubiese recibido. La Reina, á 
pesar de todo, seguía negándose á sancionar la ley. Asegu- 
raba que de aquel acto dependía su salvación eterna, y se 
mostraba persuadida de que iba á condenarse si la sancio- 
naba.. 

»Como las conferencias entre la Reina y los Ministros fue- 
ron varias, hubo tiempo bastante para que algunos cortesanos 
propusieran á la Reina cierto plan aventuradísimo, y con el 
cual se hubiera promovido una nueva y sangrienta guerra 
civil. Aconsejáronle que huyese á las Provincias Vasconga- 
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una amenaza qne decorosamente rechazó Monseñor 
Franchi. La ley fué sancionada el 1.^ de Mayo; pero 
habiéndose modificado el Gabinete en sentido conser- 
Tador, reemplazando en Estado el General Zarala á 
Lnznriaga, se llegó á creer qne dicha ley seria modi- 
ficada; esperanza que se desvaneció bien pronto ante 
las terminantes afirmaciones del Gobierno (1). La San- 
ta Sede ya no vaciló: sn Representante en Madrid pidió 
los pasaportes (2), y se ordenó á Pacheco qne hiciese 
lo propio. Las relaciones quedaron interrumpidas. 

¿Quién era el responsable de este desenlace? El se- 
fior Pacheco, antes de retirarse de Roma, entregó al 
Cardenal Antonelli un despacho del Ministro de Esta- 
do en el cual se trataba de demostrar que el Gobierno 
no habla infringido el Concordato, y se afiadia como 
conclusión: «No teme el Gobierno de la Reina que se 
compare su conducta con la conducta de la Santa Sede; 
no duda en someter, como hoy somete, sus disidencias 
con la Santa Sede al fallo imparcial de las naciones ca- 
tólicas. Ha dicho ya que considera la ruptura de las re- 
laciones entre ambas potestades como un deplorable 
acontecimiento. Por evitarlo ha hecho antes cuanto su 
posición y sus deberes le han permitido; por hacerlo 
cesar se le hallará dispuesto siempre á ceder en todo lo 



das, y que desde allí dirigiese un manifiesto á la Nación. 
Este proyecto, por fortuna, se descubrió, y se desbarató al 
punto. La Reina tuvo al fin que rendirse y sancionar la ley, 
6i bien hay quien añade que en aquel mismo dia escribió al 
Papa pidiéndole perdón de lo hecho y prometiéndole desha- 
cerlo en cuanto pudiera.» — Valera, obra citada. 

Aunque en el fondo este relato sea exacto, posible es que 
en los detalles haya alguna exageración. La historia del rei- 
nado de D.^ Isabel II no se ha escrito aún. 

(1) Despacho del General Zavala al Sr. Pacheco; fecha, 
Madrid 3 de Julio de 1855. 

(2) Nota de Monseñor Franchi al Ministro de Estado; fe- 
cha, 15 de Julio. 
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que sea justo y prudente. Pero tranquilo en tanto en 
su conciencia, seguro de no haber inferido la menor 
ofensa á la Religión ni á la Iglesia, seguro también de 
no haber infringido esencialmente el último Concor- 
dato, no sólo aguarda que el mundo católico le haga 
justicia desde hoy, sino que se atreve á esperar que 
antes de mucho, con mejor acuerdo, se la hará cum- 
plida la Santa Sede. Firmemente adherido á sus prin- 
cipios, qae son los de la católica nación española, la 
Religión, la Iglesia y el Pontificado, mismo tendrán 
siempre en él un subdito espiritual, un protector y un 
defensor si fuere necesario. Y si por desgracia persis- 
tiese la Santa Sede en su conducta; si de resultas de su 
hostilidad, más ó menos patente, surgieran graves con- 
flictos, al reprimir, al castigar, al usar del derecho de 
propia defensa, procuraría aunar con la más inflexi- 
ble energía el respeto debido siempre, cualesquiera 
que sean sus actos, al Padre común de la Iglesia. Sólo 
deploraría en este caso la funesta ceguedad que pon- 
dría al digno sucesor de San Pedro en el número de 
los enemigos de una nación cristiana y católica, que 
en serlo cifra y ha cifrado siempre la mayor de sus 
glorias^ (1). 

No obstante todos los alegatos formulados ante la 
Santa Sede, lo cierto es que ésta tenía razón, y que el 
Concordato había sido infringido; pero no cabe ocul- 
tar que el Gobierno obró á impulsos de la opinión. 
El mal estuvo en que, reconociéndose que aquel pacto 
necesitaba reforma, no se negociase primero, buscan- 
do una fórmula de transacción que impidiese el rom- 
pimiento. Surgió éste, y como á las reclamaciones de 
los Prelados contestase el Gobierno desterrando á 



(1) Despacho del General Zavala al Ministro de España 
en Roma; fecha, San Lorenzo 24 de Julio de 1855. 
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algEBos de aquéllo?, Su Santidad pronunció una alo- 
cución en el Consistorio secreto de 26 de Julio, recla- 
mando contra lo que sa había ejecutado por la Potes- 
tad seglar y se ejecutaba contra la Iglesia, contra su 
libertad y sus derechos y la autoridad de la Sede apos- 
tólica, lamentando se hubiese violado el Concordato, 
embarazado la autoridad de loa Obispos y ejercido 
violencia contra ellos, y anulando las leyes y decretos 
aludidos» de cuya alocución tomó pretexto el Go- 
bierno para ordenar se publicasen en la Gaceta todos 
los documentos, incluso los reservados, de esta des- 
graciada negociación, como a^i se hizo en efecto {i). 

Quedaron, pues^ de nuevo rotas las relaciones entre 
ambas Potestades^ pero esta vez el rompimiento fué 
relativamente de corta duración. 

Triunfante la contrarrevolución de 1856, el Ministe- 
rio O'Donnell restableció la Constitución de 1845, 
aunque modiñcándola en sentido liberal por el Acta 
adicional de 15 de Septiembre; mas al tratar de llevar á 
la práctica la ley desamortizadora, votada por las Cor- 
tes del bienio, no le sirvió de nada el ardid de pro- 
poner que se destinasen 60 millones del producto de 
la venta de Jos bienes del clero á la reparación de tem- 
plos. La Reina, dice un historiador, había contraído 
con Roma el compromiso de suspender esa ley en 
cuanto tuviese poder para ello, y lo cierto es que pi- 
dió á O'Donnell que la anulase, á lo que se opuso tau 
resueltamente el Miuistro de Hacienda, D. Manuel Can- 
tero, que salió del Gabinete, siendo sustituido por 
D. Pedro Salaverría, el cual se prestó á publicar el 
Decreto de 23 de Septiembre suspendiendo la venta 
de los bienes del clero. 

Nada más pudo hacer aquel Qobiemo, puesto que 



(1) B. D. de 18 de Agosto de 1855. 

12 
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el 12 de Octubre fué sustituido por el Gabinete Nar- 
yáezy el oual volvió las oosas al ser y estado que tenían 
antes de la revolución de 1854. Se anuló, pues, defini- 
tivamente la ley desamortizadora y se echó por tierra 
todo lo que alteraba el Concordato de 1851. 

Creyóse entonces, y se ha afirmado decqpués, que esta 
política era consecuencia de los compromisos con- 
traídos por la Reina con Roma. El aserto será ó no 
fundado, pero lo cierto es que en el discurso que leyó 
Doña Isabel II al abrir las Cortes el 1.^ de Mayo de 1857 
se decía refiriéndose al Concordato: «Se ha restable- 
cido en toda su fuerza y vigor, como lo exigían mi 
palabra real y mi religiosidad, el Concordato cele- 
brado con la Santa Sede, y se han diotado además 
otras disposiciones para restituir á la Iglesia aquella 
libertad con que la dotó su Divino Fundador, que tan 
acatada ha sido en todos tiempos por el religioso pue- 
blo español y por mis gloriosos progenitores». Pala- 
bras bien expresivas que contribuyen á confirmar 
aquel aserto. 

El Ministerio Narváez, no obstante su política, que 
debía ser grata en Palacio, no pudo sostenerse: la 
Reina lo elevó y la Reina lo derribó. Formóse el (Ga- 
binete Armero, al que fué dado anunciar á las Cortes 
que el Papa había accedido á la sanación de las ventaa 
de los bienes del clero; pero derrotado aquél en la 
elección de Presidente del Congreso, cayó del poder 
rápidamente, constituyéndose entonces el Ministerio 
latíiriz, que inició con la Santa Sede negociaciones 
que no le fué dado concluir, porque la Reina volvió á 
otorgar su confianza á CDonnell. 

La nueva situación, que tuvo larga vida y adquirió 
bien pronto extraordinario prestigio, llevó á cabo im- 
portantísimas negociaciones que merecen especial 
mención. 
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CiPÍTULO III 



La Unión liber&l.— El problema de la dotnción del cnlto j 
clero; viciiiitudes por que ésta habla pasado; situación en 
que se encontraba este problema en 1B57.— Inetniceionea 
al Embajador on Roma, Sr. Ríoe y Rosas*— El Con veo io de 
25 de Agosto de 18ót>; susdigposiciouesi— Jaício critico. 



Faerte el Gobierno de la Uaídti liberal para no te* 
mer ni las conspiracionefl ni laa intrigas, pudo consa- 
grar preferente atención al desarrollo de la política 
internacional, y dentro de ésta, ^ 1& cttdstidn de nues- 
tras relaciones con Romap que convenía resolver de 
un modo deflnitiyo; sobre todo en la parte relativa al 
pago de la dotación del cnlto j clero^ puesto que se 
liacía diñe i lí almo el cumplimiento de lo dispuesto en 
el Concordato. 

Antes de dar cuenta de cómo intentó resolver este 
problema el Gobierno de la Unión liberal y del resul- 
tado que obtuvo, conviene recordar las vicisitudes 
por que aquél había pasado. 

Sabido es que las atenciones del culto y manteni- 
miento del clero venían cubriéndose en Espafia, de 
tiempo inmemorial, con los rendimientos de la pres- 
tación del diezmo y la primicia, administrados por el 
mismo clero, según las sinodales de los Obispados y 
la costumbre ó práctica seguida en la materia, juntaí- 
mente con el producto de los bienes y rentas que po- 
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seían las iglesias y corporaciones eclesiásticas, hasta 
que por ley de 16 de Julio de 1837 se declaró que to* 
dos los productos de dicho impuesto, cualquiera que 
fuese su clase y aplicación, pertenecían exclusiva- 
mente al Estado; si bien se mandó al mismo tiempo 
continuara cobrándose por el. Gobierno durante el 
afio decimal, que concluía en Febrero de 1838, y que 
su importe total se dividiese integramente, aplican- 
dose una mitad á las obligaciones del culto, clero y 
participes legos, en proporción á sus respectivos de- 
rechos, y la otra piitad á las atenciones del Tesoro pú- 
blico; cometiendo al cuidado de las Juntas diocesa- 
nas, creadas al efecto, la distribución de aquellos pro- 
ductos entre todos los partícipes, con arreglo á las ba- 
ses que en la misma ley se establecieron. 

Por la de 90 de Junio de 183^ se mandó continuara 
la exacción del diezmo y primicia por el afio decimal 
que concluía en fin de Febrero de 1839, pero perci- 
biendo únicamente el (Gobierno, antes de hacerse nin- 
guna otr^ deducción, una tercera parte íntegra sobre 
toda la masa decimal, y aplicando las dos terceras 
partes restantes á la dotación del culto y fábricas de 
las iglesias; á pagar las congruas individuales del cle- 
ro, según el arreglo definitivo ó provisional que se 
adoptase; á satisfacer la mitad de las asignaciones de 
los regulares exclaustrados y religiosas dentro ó fuera 
del claustro; á dar otra mitad de lo que correspon- 
diera á los partícipes legos y establecimientos de ins- 
trucción, hospitalidad y beneficencia, y á cubrir ia mi- 
tad de cualquiera otra carga de Justicia donde la hu- 
biese. Para la recaudación de este impuesto y su dis- 
tribución entre todo^ los partícipes, con arreglo á las 
dotaciones ó sefialamientos hechos en la ley provi- 
sional de 21 de Julio de 1838, se nombraron Juntas 
diocesanas, compuestas de eclesiásticos y de f unció- 



— 181 — 

narios del Gobierno, ooQforme á las inatmcoiones que 
al efecto fueron aprobadas por S. M. en 30 de Jnnio y 
31 de Julio ya citados* 

La ley de 16 de Jallo de 18^ y la Real instraeción 
de 25 del propio mea dieron aneya forma al pago de 
las dotaciones del culto y sus ministros^ estableciendo 
que en cada diócesis so formase un acervo común de 
las reutas líquidas da los bienes del olero y de sus 
iglesias respectÍYas, de loa productos de la primicia 
y de mi 4 por 100 que debía exigirse de todos los fm* 
tos de la tierra y productos de los ganados que esta- 
ban sujetos á ta antigua prestación decimal, con las 
excepciones que para a qué i las se mareaban. Para la eje^ 
cnclónde esta ley se formaron nuevas Juntas dioce- 
sanas, compuestas de representantes de i as diferentes 
clases de perceptores en el acervo eomln y de un em* 
pleado del Go1>iemo en calidad de interventor, de* 
pendientes todas de la superior establecida en la Cor- 
te; siendo atribución de las mismas Juntas la admi- 
nistración, recaudación y distribución de todos los 
productos que hablan de aplicarse á las obligaciones 
de cada diócesis^ con arreglo á las bases proscriptas 
en la mencionada Instracción de 25 de Julio. 

En tal estado, se publicó la ley de 14 de Agosto 
de 1841| por la que se estableció una contribaoión ge- 
neral de onlto y clero para satisfacer las asignaciones 
que oon arreglo á las bases acordadas en la misma de- 
bían disfrutar todos los Individuos del clero catedrali 
colegial, abacial y parroquial, siempre que no exce^ 
diesen del máximum establecido en la de 21 de Julio 
de 1838, y los demás gastos del culto superior, semi- 
narios conciliares, etc., á excepción de los del culto 
parroquial, que debían cubrirse con los derechos de 
estola y pie de altar y por medio de un reparto entre 
los vecinoá residentes en cada pueblo; disponiéndose 
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en la Real Instruooldn de 31 de dicho mes de Agosto 
que los Ayuntamientos 6 personas encargadas de re- 
caudar las contribuciones públicas pagasen de los pri-' 
meros prodnotos de ellas el importe de las asignacio- 
nes señaladas \ todos los eclesiásticos que compusie- 
sen el clero parroquial del mismo pueblo^mediante re- 
cibos individuales que serían admitidos como dinero 
en las respectivas Tesorerías al ingresar el sobrante 
de aquella contribución, y por último, que las restan- 
tes obligaciones del personal del clero catedral, cole- 
gial, abacial y prioral, gastos de su culto y demás 
coikiprendidos en la ley, debian ser satisfechas me- 
diante órdenes del Director general del Tesoro públi- 
co, previa la presentación de nóminas y demás forma- 
lidades prevenidas en la indicada instrucción; siendo 
también de advertir que por la ley de 2 de Septiem- 
bre del propio afio se declararon propiedad de la Na- 
ción todas las fincas, derechos y acciones del clero 
secular, fábricas de las Iglesias y Cofradías. 

Asi las cosas, se publicó la ley de 23 de Febrero 
de 1845, consignando paraia dotación del culto y 
mantenimiento del clero en el mismo año la suma de 
169 millones de reales, aplicándose al pago de esta 
cantidad: 1.^, los productos en renta de todos los bie- 
nes, derechos, foros, censos y acciones que pertene- 
cieron al mismo clero, y no hubieren sido vendidos; 
2.^, los productos en metálico de las enajenaciones de 
los bienes del clero secular que debían ingresar en el 
Tesoro durante el mismo afio; 3.^, los productos de la 
Bula de la Santa Cruzada; y por último se dispuso que 
la parte que faltase para cubrir los 169 millones se 
pagara de las contribuciones públicas. 

La recaudación, administración y distribución de 
los productos referidos quedó á cargo del mismo ele- • 
ro, con intervención del Qobiemo, debiendo verifi- 
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oarae los pagos á los respectivos partícipes con arre- 
glo á la lej provisional de 21 de Julio de 1838, que 
después fué modificada por la Real orden de 26 de 
Mayo del mismo año de 1845, conforme á la facultad 
ooneedida por las Cortes; y por último, se oreó una 
Jnnta superior de dotación del cuito y clero y Comi- 
siones subalternas en las Diécesis para que entendle^ 
sen en todo lo relativo á la ejecución de la citada ley 
de 23 de Febrero; dando por resultado la formación 
de la Estadística general de culto y clero^ ea la que se 
comprendieron todos los individuos existentes del 
clero superior, colegial, parroquial y benaücial, y se 
fijaron las dotaciones que debían disfrutar, segúa sus 
respectivas categorías, en conformidad á las disposi- 
ciones de que se ha hecho mérito; señalándose, final- 
mente, la cuota que debía pagarse á cada iglesia para 
las atenciones del oultOp 

Habiéndose devuelto al clero, á virtud de la ley de 
3 de Abril siguiente, todas las fincas, censos y dere- 
chos de su pertenencia que no habían sido vendidos y 
estaban administrados por las oficinas de Hacienda, 
conforme á las reglas dictadas al efecto en la Instruc- 
ción de 1,** de Agosto del propio año, se le formó un 
cargo fijo de la renta anual que arrojaban los respec- 
tivos inventarios, mandándose además se le entrega- 
sen los productos líquidos de la Bola de la Santa Cru- 
zoda, por conducto de la Junta superior ó de las Co- 
misiones diocesanas, y que la diferencia, hasta los 150 
millones^ fuese cubierta con las contrib no iones públi- 
cas. Así se verificó en los años sucesivos con arreglo 
á los presupuestos que anualmente presentaba á la 
aprobación de S. M. la Junta superior de dotación en 
vista de los datos remitidos por las subalternas de las 
diócesis (si bien conviene tener presente que en nin- 
guno de estos años se entregó al clero ni la cantidad 
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qae producía la Bula de la Cruzada, ni la totalidad 
de la suma oon que el Tesoro debfa contribuir para 
completar el pago del presupuesto eclesiástioo), hasta 
que por otra ley de 20 de Abril de 18^ se mandó 
que la dotación del culto y clero se compusiera: l•^del 
producto de los bienes devueltos por la ley de 3 de 
Abril de 1845; 2.'', del producto de la Bula de la Cru- 
zada; 3.% de los de Encomiendas y Maestrazgos de las 
órdenes militares vacantes y que vacasen, cuya admi- 
nistración debía correr á cargo del mismo clero, y 
4^ de una imposición sobre las propiedades rústicas 
y urbanas y riqueza pecuaria, cuyo importe se reba- 
jaría de la contribución territorial ó de inmuebles; 
consignándose, por último, en la misma ley que el im- 
porte total de la dotación del culto y clero en aquel 
afio seria de 163^11.336 reales, para cuya solvencia 
debía contribuir en el mismo la riqueza agrícola y 
pecuaria con 119.362.667 reales. 

Con arreglo á las prescripciones de esta ley se expi- 
dió el Real decreto de 29 de Octubre del propio afio, 
en el cual, después de acordar las bases con que había 
de verificarse la entrega al clero de los bienes de En- 
comiendas y Maestrazgos y de los productos de Cru* 
zada, además de los que se le devolvieron por la ley 
de 1846, se dispuso que, deducido el importe de estos 
recursos, se pagase de la contribución territorial la 
cantidad necesaria en cada provincia para completar, 
la dotación del culto y clero, cuya entrega podria ha- 
cerse, bien directamente por las Cajas públicas, ó bien 
en todos los pueblos de su demarcación, sobre los 
cuales sería en su caso consignada, según el medio 
que eligiera el Diocesano oyendo á su Cabildo cate- 
dral; pero es de advertir que, sin duda por las difieiú- 
tades que este último medio de cobranza ofrecía, se 
adoptó en casi todas las Diócesis el percibir d^e 
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laego de las Tesorerías de Hacienda las cuotas que 
por este concepto correapondían á cada ana de elLad. 

Se previno igualmente en el mismo Real decreto 
qne los DloceaaaoSp oyendo también á sn Cabildo» 
nombraran un administrador general que fuera depo- 
sitario de los censos y rentas de los bienes, y al qae 
debían entregarse directamente los producto 3 líqai-- 
dos de Cruzada y demás de qne se ha hecho mérito; 
debiendo el nombrado prestar la correspodiente fian- 
za, cnya cantidad y calidad designarla el DlocesanOp 
oon audiencia del Cabildo, y rendir cuentas documen- 
tadas, qne debían ser examinadas y fenecidas por el 
Tribunal de las del Reino, por conducto del respeetl* 
ro centro de contabilidad; habiendo cesado, por con- 
secuencia de estas disposiciones, la Junta sQperior de 
dotación y las Comisiones subalternas de las Diócesis. 

Para complemento de este sistema, se creó por Real 
decreto de 10 de Septiembre de 1350 la Dirección de 
Contabilidad del Culto y Clero (refundida luego en la 
Ordenación general de pagos del Ministerio de Gracia 
y Justicia), bajo la dependencia del propio Ministerio, 
y ae designaron por Real orden de 23 de Octubre si- 
guiente las atribuciones de la misma dependencia y 
su relación con los reapectivos Administradores dio- 
cesanos. 

Es de observar que á virtud de las prescripciones 
deí Concordato y del Real decreto de S de Dioiem- 
bre de 1851, se entregaron al clero secutar los bienes, 
censos y derechos que administraba la Hacienda, pro- 
cedentes del regular de ambos sexos y de Hermanda- 
des y Cofradías; y como consecuencia de esto se hizo 
cargo á dichos Administradores diocesanos del impar- 
te de las rentas de los mencionados bienes desde 
1.^ de Enero de 1852} habiendo pasado también á ser 
una obligación del Presupuesto general eclesiástico^ 
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desde la misma fecha, las pensiones alimenticias y de* 
más gastos señalados á los conventos de religiosas 
existentes, que hasta entonces habían estado á cargo 
de las dependencias de Hacienda; sin que esto alterase 
el sistema establecido para el pago de las obligaciones 
eclesifisticasi 

Cubriéronse éstas de tal manera en los años sucesi- 
Yos, hasta que, incautado el Estado, á virtud de la ley 
de desamortización de 1.^ de Mayo de 1855, de todos 
los bienes y rentas que poseía el clero, se dispuso, por 
Real decreto de 5 de Octubre del propio año, que el 
pago de las obligaciones del culto y clero y de las re- 
ligiosas en clausura se veriñcase desde 1.^ de Enero 
de 1856 directa y menstuUmefUe por las Tesorerías de 
Hacienda pública de las provincias en que aquéllas 
radicasen, al mismo tiempo y en igual proporción que 
el de las demás consignadas en el Presupuesto gene- 
ral del Estado; previniéndose también que los Muy 
RR/ Arzobispos y RR. Obispos dispusieran que los di- 
ferentes partícipes de sus Diócesis nombraran, por su 
cuenta y riesgo, un habilitado que los representase en. 
las oficinas de Hacienda pública de las provincias en 
que se hallasen enclavadas las parroquias y los con- 
ventos de las Diócesis respectivas; poniéndose todo 
bajo la inspección y responsabilidad de los Adminis- 
tradores económicos de las Diócesis, los cuales, si bien 
eran elegidos por los Prelados de acuerdo con los Ca- 
bildos, estaban obligados á rendir cuentas trimestra- 
les justificadas al Tribunal de las del Reino por con- 
ducto de la Ordenación. 

Tales eran las vicisitudes que había sufrido el siste- 
ma económico del culto y clero de 1837 á 1855, y del 
examen de aquéllas se deduce que las prescripciones 
del Concordato habían sido objeto de profunda &l- 
teración, siendo necesario poner en armonía lo pac* 
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tado con la Santa Sede con las exigencias de k rea^ 
üdad, 

Ed esta situación las coaas, se nombró Embajador 
en Koma á hombre del talento y del prestigio de don 
Antonio de los Ríos y Rosas^ al cnal comunicó el Mi- 
nistro de Estado, D. Saturnino Calderón CollanteSi en 
mt largo despachOi las instrucciones oportunas para 
lieyar á feliz término las negociaciones que ae le en- 
comendaban (1). 

Recordaba el Ministro todas las vicisitudes que que- 
dan apuntadas^ j decía: ^Es, pues, en vano fundar- 
se en lo concordado en 1851 para insistir en que el 
clero ha de ser propietario de propiedades territoria* 
les: ni el clero sensato y cono^cedor de sus verdaderos 
intereses lo quiere, ni el Gobierno español puede de 
manera alguna sostenerlo; porque^ lo repito, no hay 
hoy en España ningüa hombre político de acendrado 
patriotismo, de recta conciencia y de corazón libre de 
pasiones, que ae atreva á sostener bajo su responsabi- 
lidad el sistema de hacer al clero propietario». *Pasa- 
rán acaso— anadia— las ideas^ las prevenciones, ó, si ?e 
quiere, las preocupaciones que hay en este momento 
contra la amortización, tanto eclesiástica como civil; 
pudiera acontecer que nuevas doctrinas hijas de más 
ilustradas experiencias volviesen á dar boga á lo que 
hoy condena unánimemente la sociedad moderna; pero 
en este momento, y me atrevo á decir en este siglo^ en 
España no podrá popularizarse la creencia de que el 
clero deba ser propietario. > 

Manifestaba Inego el 3r. Fernández Negrete que con- 
venía á los intereses de la Iglesia y del Estado escogí* 



(1) InatmccIoiieB dadas por el Ministro de Gracia y Justi- 
cia, Sr, Fernández Negrete, al Embajador de España ea 
Roma, Sr* Ríos Rosos; feelia, Iti de Noviembre de 1858. 
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tar tin medio que oonoiliase lo que hasta entonces pa* 
reofa inconciliable, esto es, una dotación fija é inde- 
pendiente para aqnéUa; y al efecto encargaba al Em- 
bajador que propusiese 4, Su Santidad el siguiente sis- 
tema de dotación del culto y clero en Espafia: 

1«^ Deseando evitar que los bienes eclesiásticos 
rnelran al mercado en concepto de bienes de la Igle- 
sia, el Gobierno recibirá las propiedades que le res- 
tan de mano de los Diocesanos, cambiando su ralor dn 
capitales de la Deuda del Estado • 

2.^ El Obispo de cada Diócesis, de acuerdo con su 
Oabildo, pondrá precio á las fincas que radiquen en 
ella, de cualquiera procedencia que sean, siempre que 
les hubiesen sido entregadas en propiedad ó en admi- 
nistración por la ley de 8 de Abril de 1845, 6 por el 
Concordato concluido en 16 de Marzo de 1861. 
' 3.^ El Estado dará, en cambio de los bienes que le 
entregue el clero, inscripciones intrasferibles y con- 
signatiyas á cada Diócesis. 

4^ Las Tesorerías de proTincia pagarán á la orden 
de los respectivos Diocesanos, en las épocas en que 
se convenga, los intereses que devenguen estas ins- 
cripciones. 

6.® El importe de estos intereses se computará al 
clero diocesano como parte de su consignación. 

6.^ Se destinará á la dotación del culto y del clero 
los productos íntegros de la Bula de la Santa Cruzada. 

7.^ El Tesoro pagará en mensualidades lo que falte 
para satisfacer por completo la dotación del clero. 

8.^ El Gobierno atenderá, como está atendiendo al 
presente, con consignaciones fijas, al culto catedral, 
colegial y parroquiaL 

9.^ El Gobierno se encarga de reparar oportuna-» 
mente los templos y construir aquellos que se consi- 
deren necesarios. 
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10. El Gobierno S6 compromete & satisfacer, como 
satisface hoy^ religlosameDte las pensiones de los frai- 
lea exclaustradas y de las monjaB que hoy tengan de^ 
reoho á pensión. 

11. El Gobierno se encarga igualmente de pagar fi 
éstas los capellanes^ sacristanes, monjas de oficio y el 
culto de su igleaia. 

12. El Gobierno se compromete^ por ñn, á cumplir 
todas las obligaciones de culto y clero que se ha im- 
puesto por el Concordato y estén de acuerdo con este 
uñero sistema de dotación. 

Respecto de los bienes que pertenecieron á las mon-< 
jas y á las fundaciones piadosas^ y que fueron entre- 
gados al clero en administración por el art. 38 del 
ConcordatOy deofa que, si bien no hablan sido nunca 
bienes pertenecientiss al clero secular, el Gobierno 
darla también á éste el valor que hubiesen producido 
en el mercado desde 1851, en inscripciones d^ la Deor 
da consolidada; y que estas inscripciones y todas las 
demás que recibiese por cualquier concepto pertene- 
cerían al clero en plena propiedad y dominio. «T si 
el clero— afiadia, — con el ejemplo de sus virtudes evan- 
gélicas, consigne Interesar en su suerte la piedad pú.- 
bllca, á lo que el Gobierno contribuirá con todas sus 
fuersas, la Iglesia de Espafia conseguirá dentro de po* 
eos años formarse un capital que le haga de todo pun- 
to independiente del Tesoro público.» 

Ampliando esta indicación, consignaba que se reco- 
nocería á la Iglesia el derecho de adquirir y poseer toda 
clase de bienes, y como al decir esto incurría en gra- 
ve contradicción, trataba de explicarla con argumeur 
tos más aparatosos que sólidos. Además, sefialaba las 
gestiones que debían realizarse cerca de la Santa Sede 
para fijar la suerte de las capellanías de sangre y de 
las colativas eclesiásticas; para decidir cómo habían 
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d6 cumplirse las cargas piadosas á que estaban afectos 
los bienes enajenados; para redncir el número de 
iglesias metropolitanas y sufragáneas y el personal de 
los Cabildos; y para resolver otras, cnc^ones también 
importantesi pero menos que las apuntadas. 

Después de remitidas estas instrucciones, celebró el 
Nuncio una conferencia con el Ministro de Orada y 
Justiciaren la ctial Monsefior Barilli indicó la conye* 
niencia de que toda la dotación del culto y clero se 
convirtiese en títulos intransferibles de la Deuda con- 
solidada del 3 por 100. Llevó el Ministro la cuestión al 
Consejo, y éste acordó autorizar al Embajador en 
Roma para ofrecer áSu Santidad lo que habla pedido 
el Nuncio, y al efecto se le enviaron instrucciones en 
este sentido en 10 de Diciembre. 

Recibido por Su Santidad el Sr* Ríos Rosas el 81 de 
Enero de 1859, comenzaron inmedUatamente las negó* 
elaciones entre el Secretario de Estado y el Embaja* 
dor. Este planteó la cuestión, sosteniendo que si bien 
se atribuyó nominalmente á la Iglesia en el Concorda- 
to de 1851 la propiedad de los bienes procedentes del 
clero secular, que le habían sido devueltos, se hizo, sin 
embargo, la devolución definitiva por medio de aque- 
lla estipulación en tales condiciones y con tales limi- 
taciones, de carácter permanente, ya implícitas, ya ex- 
plícitas, que en realidadno se había consÜtuUoui vvr- 
dadero derecho de propiedad, sino una entidad legal 
anómala, de índole vaga bajo el punto de vista jurídi- 
co, absolutamente destituida de los atributos esencia- 
les del dominio, que más participaba de la naturaleza 
dé garantía ó de prenda y que por lo menos imponía 
á los mismos bienes un condominio á favor del Estado 
con respecto á la Iglesia. 

Las proposiciones españolas fueron aceptadas en 
principio, tanto por el Secretario de Estado como por 



Su Santidad, 9Í bien para resoirer en deñnítiva solici- 
taroQ el informe de una ComÍ8i6n de Cardenales, y en 
Tista de éste decidieron oir al Nuncio en Madrid y que 
éste comunicase la opiniáu del Episcopado. 

Al aoeptar aquéllas proposiciones pidió la Santa 
Sede que renunciase España, 6 restringiese, al menos^ 
el regium exequátur; que se suprimiese el fuero espe- 
cial de las Órdenes militares; que se restableciese el 
Obispado de Solsona y algún otro, y que se declarase 
libre la eelebraeióu de Sínodos, El Gobierno estima 
que no podía renunciar al regix^m exequátur^ pero que 
era posible relajar algo la exigencia del pctse rml en 
orden á ciertos documentos, relativos exclusivamente 
á asuntos espirituales (1); se mostró conforme con la 
supresión de la jurisdicción de las Órdenes, pero no 
se decidió á pactarla por la oposición de la Grandeza; 
creyó que no podf a restablecerse la Diócesis de Solso- 
na por ser excesivo el número de las existentes, y en 
cuanto á la celebración de Sínodos, aceptó la completa 
libertad para los Diocesanos^ pero no para los demás* 

AI fin se llegó á un acuerdo entre Ríos Rosas y Moa- 
señor FrancM, pues fuá éste, por delegación delCarde- 
nal Antonelli, el que, convenidas las líneas generales, 
se encargó de desarrollarlas y fijarla redacción del ar- 
ticulado (2), y el 25 de Agosto de 1859 se firmó un 



(1) Carlos ni, apremiado por el Episcopado, recogió en 
1763 la Pragmática que hahia publicado el 18 de Enero de 
1765, exigiendo el pase á todas las Bulas, Breves y deiüpa- 
cbos de la Corte de Homa, para publicarla nuevamente eu 
1768 (ley 9,*, titulo S.^, libro 2.* de la Novísima), eximiendo 
de aquelJa formalidad l03 Breves de dispeusae matrimoiiiaieB, 
los de edad, los de extra témpora , los de Oratorio y los ex po- 
didos por la Penitenciarla, por estar dirigidos ai fuero in- 
terno. 

(2) Valera dice eu la continuación de la Higtoria de ^i- 
paiia^ de Lafucnte^ que Ríos Rosad ei?tuvo á puiito^ ó simuló 
eatar ¿ punto, de retirarse de Eoma; el hecho ea cierto, pero 



CoDTdDÍo adicional al Concordato de 1851, cuyas prin- 
cipales disposiciones eran las signientes: 

El Gobierno reconocía de nuevo formalmente el li- 
bre y pleno derecho de la Iglesia para adquirir, rete- 
ner y usufructuar en propiedad y sin limitación ni re* 
serra toda especie de bienes y valores, no debiendo 
computarse estas adquisiciones en la dotación señala- 
da eu el Concordato; los bienes devueltos á la Iglesia 
por dicho pacto, una vez Justipreciados por los Obis- 
pos, se entregarían al Estado, el cual daría en cambio 
inscripciones intransferibles de la Deuda consolidada 
del 3 por lüO; se exceptuaban de la permuta los ediñ* 
cios que servían para el culto y los destinados al uso 
y habitación del clero regular de ambos sexos; se obli- 
gaba el Gobierno á pagar mensualmente la renta con- 
solidada correspondiente á cada Diócesis, y en caso de 
que por disposición de la Autoridad temporal la renta 
del 3 por 100 sufriese cualquiera disminución, se com- 
prometía á reponer la cantidad total que por virtud 
del Convenio se emitía; la renta de la Santa Cruzada 
se destinaba exclusivamente á los gastos del culto, sal- 
vo las obligaciones que sobre aquélla pesaban; se or* 
denaba hacer inmediatamente una nueva oircuuscrip- 
oión de parroquias; se comprometía el Gobierno á no 
poner óbice á la celebración de Sínodos diocesanos, y 
á ponerse de acuerdo cou la Santa Sede respecto de la 
de los Sínodos provinciales; y, en fin, Su Santidad ex- 



nada tiene que yer con esta negoei ación. Lo ocurrido fué <^ne 
habiendo mandado g\ Gobierno^ alarmado por la situación 
de Italia, que un buque español pasaRe á los Estados Ponti- 
flcios, croyó el Cardenal Antonellt, y así sb lo dijo al Emba- 
jador, que el buque quedaba 4 las órdenei de Su Santidad, y 
Hio» Rosas, jungándose de^^alrado, anunció su dimisión, qne 
retiró cuando el mismo General O'Donnell telegrafió desha- 
ciondo el error y declarando que el buque estaba á las órde- 
nes del Embajador. 



) 
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tendía el saneamiento contenido en el art 42 del Oon- 
cordato á los bienes enajenados por yirtad de la ley 
de I."" de Mayo de 1856 (1). 

Juzgando imparcialmente el Conyenio de 1869, hay 
que confesar qne no era nna solución deflnitiya, y que, 
en el fondo, no significaba otra cosa que un expedien- 
te para salyar las dificultades del momento, porque 
reconociéndose terminantemente á la Iglesia el dere- 
cho de adquirir y de poseer, el problema habia de yol- 
ver á plantearse de un modo necesario en un periodo 
más 6 menos largo; pero; en realidad, no podía exigir- 
se más á aquella situación. Se había encontrado el (Ga- 
binete CVDonnell con un Concordato como el de 1861, 
y luchaba con tales dificultades para modificarlo, que 
el Nuncio, Monseñor Barilli, se negaba á oir hablar 
del asunto, como se había negado la Santa Sede á acep- 
tar las proposiciones que se le hicieron por los Qo- 
biemos moderados de 1866 á 1868, y eso que éstos, á 
cambio del saneamiento de las yentas hechas, consen- 
tían en que no se yendiesen los bienes de los regula- 
res de ambos sexos, cuya propiedad pertenecía á la 
Iglesia por el Concordato, si bien con la obligación 
de enajenarlos. Sin embargo, el (Gabinete CDonnell, 
que estaba resuelto á Ueyar á cabo la desamortización 
y resuelto también á no realizarla revolucionariamen- 
te, logró que la Santa Sede deshiciese lo que pocos 
años antes habia hecho y aceptase doctrinas que cons- 
tantemente había rechazado. No cabe desconocer el 
triunfo alcanzado por el Oobiemo, y especialmente 
por Ríos Rosas, que, con su talento y con su autori- 
dad, logró sacar gran partido de las instrucciones y 
datos que se le remitieron. 

Merced al Convenio de 1869, consiguió el Oobiemo 



(1) Apéndice mim. 13. 

18 
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tres cosas importantísimas, que seftala perfectamente 
un historiador contemporáneo (1): ganarse la voluntad 
de los progresistas, lleyando á cabo por completo la 
desamortización eclesiástica; tranquilizar á los mode- 
rados y hasta acallar las quejas y censuras de los reac- 
cionarios y clericales, diciendo que la desamortización 
se hacia de acuerdo con el Papa, y proporcionarse ex- 
traordinarios recursos por medio de la yenta de los 
bienes eclesiásticos. Pero, como queda dicho, no se re- 
solvió de un modo deflnitiyo el problema, porque no 
es exacto que al reconocer á la Iglesia el pleno dere- 
cho que tenía á adquirir y conservar toda clase de 
bienes, no se le dejase, como afirma el historiador alu- 
dido, más que la teoría ó la potencia de ese derecho, 
puesto que las disposiciones del Convenio son bien 
terminantes y bien explícitas acerca de este par-, 
ticular. 

En efecto, en el art 3.^ del Convenio adicional, 
«el Oobierno de S. M. reconoce de nuevo formalmen- 
te el libre y pleno derecho de la Iglesia para adquirir, 
retener y usufructuar en propiedad y sin limitación 
ni reserva toda especie de bienes y valores; quedando 
en consecuencia derogada por este Convenio cual- 
quiera disposición que le sea contraria, y señalada- 
mente y en cuanto se le oponga, la ley de 1.^ de Mayo 
de 1865»; y en el art 6.^ se añade: «Serán eximidos 
de la permutación y quedarán en propiedad á la Igle- 
sia en cada diócesis todos los bienes enumerados en 
los arts. 31 y 33 del Concordato de 1851, á saben los 
huertos, jardines, palacios y otros edificios que en 
cualquier lugar de la diócesis estén destinados al uso 
y esparcimiento de los Obispos. También sé le reser- 
varán las casas destinadas á la habitación de los párro- 



(1) Valora, obra citada . 
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0OS| oonsns huertos y campos anejos, conocidos bajo 
las denominaciones de i^feaiaríos, Mansos y otras. Ade- 
más retendrá la Iglesia en propiedad los edificios de 
los Seminarios conciliares con sus anejos, y las Biblio- 
tecas y casas de corrección 6 cárceles eclesiásticas, y 
en general todos los edificios que sirven en el día 
para el culto, y los que se hallan destinados al uso y 
Jiabitaoión del clero regular de ambos sexos, asi como 
los que en adelante se destinen á tales objetos». ¿Cabe 
duda alguna de que no sólo teórica, sino prácticamen- 
te, se reconoció á la Iglesia el derecho de propiedad? 
Pues aún hay más. 

En el mismo art. 6.^ ya citado, y en el párrafo 
2.^ del 3.^, se dispone que ni los bienes exceptuados 
ni los que en adelante adquiriese la Iglesia se compu- 
tarían en la dotación para culto y clero, y además, 
que «si en alguna diócesis estimare el Obispo que por 
particulares circunstancias conviene á la Iglesia rete- 
ner algtma finca sita en ella, aquella finca podrá exi- 
mirse de la permutación, imputándose el importe de 
su renta en la dotación del clero». 

Ahora bien, ¿cómo se explica la contradicción en 
que incurría el Gobierno poniendo tanto empefio en 
llevar á cabo la desamortización y reconociendo al 
propio tiempo el derecho de la Iglesia á adquirir y 
retener sin limitación alguna? Á prlniera vista parece, 
y así ha sido explicado por algunos, que sólo se pro- 
puso aquél obtener los grandes recursos que le había 
de proporcionar la venta de los bienes eclesiásticos; 
pero estudiando con detención, asi las instrucciones 
comunicadas al Embajador en Roma como la corres- 
pondencia de óste con los Ministros, se deduce clara- 
mente que el pensamiento del Oobierno era que la 
desamortización fuese definitiva, no negándose á con* 
signar el derecho de la Iglesia á adquirir y poseer 
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porque sin esta oonoesión no se hubiese yerifioado el 
Convenio, pero creyendo que, dado el espíritu de la 
época, serían nulas 6 escasas al menos las adquisicio- 
nes que realizase el clero. En esto no se equÍYocó el 
Gk)biemo, y los hechos lo han evidenciado; porque la 
Iglesia no hizo por entonces grandes adquisiciones, y 
para que después la amortización haya sido rápida é 
importante se ha necesitado que cambiasen esencial» 
mente las circunstancias. 

Oomo no podía menos de suceder, este Oonvenio 
fué objeto de discusión en las Cámaras, señalándose 
esa contradicción y explicándose el alcance de los pre- 
ceptos de aquél. 



CAPÍTULO XIII 



El Convenio de 1859 en las Cámaras.— La cuestión Italiana; 
invasión de los Estados Pontificios.— Gestiones del Gobier- 
no español en favor de la Santa Sede. — Reconocimiento del 
reino de Italia por Inglaterra y Francia. —El Convenio de 
15 de Septiembre de 1864.— Negociaciones con Austria. 



En la sesión de 1.^ de Octabre de 1859 presentó el 
Ministro de Gracia y Justicia, el proyecto de ley auto- 
rizando al Gobierno para la ratificación del Conyenio 
concertado con la Santa Sede, y leído el dictamen el 
día 8, comenzó la discusión el 12, apoyando el Sr. Ruiz 
Zorrilla una enmienda de la que dijo el Ministro de 
Gracia y Justicia, al combatirla, que annque en el he- 
cho proponía lo mismo que la Comisión, difería esen- 
cialmente en el derecho, suprimiendo la concurren- 
cia del Jefe de la Iglesia para decidir sobre el destino 
de los bienes eclesiásticos, y suprimiendo también el 
derecho de adquirir, que no sólo era respetable por es- 
tar consignado en el art. 41 del Concordato, sino por- 
que era un derecho esencial en la Iglesia católica, de 
que había estado siempre en posesión. 

Otra enmienda apoyó el Sr. Benayas (D. Eulogio), 
sosteniendo que había contradicción en el proyecto, 
pues por un lado se desamortizaba y por otro se amor- 
tizaba, y que con esa contradicción se ratificaría la de- 
presión de las regalías de la Corona en beneficio de la 
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Iglesia, oonsiguiendo ésta lo que no había podido con- 
seguir en Espafta durante ocho siglos; á lo cual con- 
testó el individuo de la Oomisión Sr. Figueroa (don 
José L.) (1) que el Oobierno pedía autorización para 
celebrar un Conyenio, que quería contratar para des-* 
amortizar, y la desamortización no podia ir más allá 
de los términos del contrato, los cuales no se fijaban 
por una, sino por las dos partes contratantes, y que 
acaso si el (Gobierno trataba con insistencia de lleyar 
la permuta á los bienes futuros, la Santa Sede no faicie- 
ra concesiones y se perdiera la yentaja de adquirir 
desde luego la gran masa de capital que desamortiza- 
ban y que podía dedicarse al fomento de los intereses 
materiales del país. 

Desechada la primera enmienda y retirada la se- 
gunda, consumieron los tumos contra el dictamen loa 
Sres. Riyero (D. Nicolás María), Aguirre (D.Joaquín), 
Madoz y Olózaga. 

El primero sostuyo que no existía la propiedad co- 
lectiya; que, por esto, nada había más legítimo que el 
hecho de la desamortización eclesiástica; que no era 
completamente cierto que motiyos puramente econó- 
micos hubieran impulsado á realizar aquella reforma, 
pues paralelamente con el deseo de desamortizar 
había ido el pensamiento de destruir la influencia po- 
lítica preponderante del clero; que según el proyecto 
se negaba la omnipotencia del Estado para desamor- 
tizar por sí, y que el Concordato de 1861 había sido un 
grayísimomal, así para la Iglesia como para él Estado, 
pues influyó en la reyolución de 1854^ en la que no se 



(1) Formaban la Comisión que dio dictamen sobre el pro- 
yecto D. Rafael Monares, D. Antonio Cánovas del Castillo, 
b. Bafael Navascnés, el Vizconde de /Rías, D. Manuel Maria 
Yáfiez de Rivadeneira, D. F. Camprodón y D. José L. Fi- 
gueroa. 
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creó Junta en España qne no se levantase contra ese 
pacto. Le contestó el Sr. Alonso Martínez, afirmando 
que el derecho de adquirir es de esencia en la Iglesia, 
y que al mantenerlo, al propio tiempo que se desamor-: 
tizaba, no se establecía nada nuevo, ni se hacia nin- 
guna nueva concesión á la Corte romana, sino que se 
reiteraba el art. 41 del Concordato, 

Manifestó el Sr. Aguirre el temor de que la autori^- 
oión que se pedía fuera más allá de lo que las Cortes 
quisieran dar, no por mala voluntad de los que habían 
de entender en el Convenio, sino acaso por necesidad, 
porque, comprometidos una veza permitir el derecho 
de adquirir sin limitación alguna, tendrían necesidad 
de hacer concesiones que quizá no harían de no estar 
expresamente autorizados por las Cortes; sostuvo que 
el Pontífice iba á permutar unos bienes que no eran 
suyos, que eran de la Iglesia de España, y de los que 
aquél no podía disponer, y afirmó que la facultad de 
poseer bienes inmuebles no era esencial en la Iglesia 
ni de derecho divino. 

Al discurso del insigne canonista Sr. Aguirre. con- 
testó el Sr. Cánovas del Castillo sosteniendo que era 
atributo de la potestad temporal, considerada en toda 
su plenitud, poder cambiar la forma de la propiedad, 
y especialmente de la corporativa, en móúientos ex- 
traordinarios en que se antepone á todo la necesidad 
social; añadió que los que entendían que se podía des- 
pojar á la Iglesia de la facultad de adquirir, no podían 
apoyarse en ninguna ley, pues el mismo Sr. Aguirre, 
comentando unas palabras de un tratado de disciplina 
eclesiástica, reconocía que todos los jurisconsultos 
españoles estaban contestes en que las antiguas leyes 
de amortización no se habían llegado á practicar en 
España. 

El Sr. Madoz manifestó su opinión contraria á que 
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86 pudiera conceder al clero la facultad de adquirir 
sin permutar, y sostuvo que el Estado tenía la facultad 
de disponer de aquellos bienes como lo creyera conye-- 
niente, siendo partidario de la desamortización abso- 
luta sin limites ni cortapisas. 

Por último, después de censurar el Sr. Olózaga la 
redacoidn del proyecto, declarándose partidario de la 
propiedad individual y diciendo que Ja colectiva es 
siempre producto de la ley y por ésta puede modifi- 
carse y dejar de existir, hizo el resumen del debate el 
Ministro de Oracia y Justicia, explicando la situaci&i 
de los bienes de la Iglesia no vendidos, diciendo que 
hablan salido tres 6 cuatro veces al mercado y que su 
administración costaba tanto cuanto producía la renta, 
lo cual no era una ventaja para el clero, sino que, al 
contrario, era un obstáculo, y no produciendo renta 
no los quería para nada; que aquellos bienes no se ha* 
bian vendido porque los compradores, siempre rece- 
losos, tenían el temor de que asi como en 1814, 1824, 
1845 y 1866 la reacción habia deshecho lo que en otras 
époci^s se hiciera, viniera una quinta reacción que tam- 
bién lo deshiciera, por lo cual convenía á la Iglesia y 
^ a,l Estado, pero principalmente á la primera, quitar 
todo pretexto de suspicacia y de recelo, Afiadió que el 
Oobierno no quería privar al clero de esta propiedad, 
sino conmutarla por otra más popular, que estuviera 
más de acuerdo con la presente sociedad; y que no 
aspiraba, al hacer la conmutación, á privar al clero 
de su influencia, pues quería su influencia evangeli- 
zadora, la influencia moral que hace que el hombre se 
subordine al espíritu; y en fln, que conservaba á la 
Iglesia un derecho tan antiguo como la Iglesia misma, 
y no negaba á ésta el derecho de adquirir y poseer. 

Aprobado por el Congreso, pasó el proyecto al Se- 
llado, en el cual la discusión fué más breve. 



— 201 — 

Sólo 86 presentó una enmienda al dictamen, la del 
Sr. CarramolinOi pidiendo qne antes de la ratificación 
subsanase el Gobierno los males que con su conducta 
causaba en la gestión de los negocios eclesiásticos; en- 
mienda que apoyó su autor diciendo que el Ministro 
de la Gobernación se había instituido en juez superior 
para las apelaciones de las providencias de los Prela- 
dos cuando negaban la publicación de una obr4| acu- 
sando al Ministerio de entorpecer el fuero penal de la 
Iglesia y de no haber cumplido el GoncordatOi y com- 
parando la conducta de aquél, haciendo el Conyenio 
cuando el Papa atrayesaba una época dolorosa con 
las guerras de Italia, con la que siguió el Gobierno del 
Duque de Valencia, que prohibió se hiciese nada en 
las negociaciones mientras no desapareciese aquella 
situación. 

La enmienda fué retirada, después de impugnarla el 
individuo de, la Comisión D. Antonio González, que 
defendió la desamortización absoluta, afirmó que el 
Papa gozaba de completa independencia y dijo que el 
no cumplirse el Concordato desmostraba que había 
muchas cuestiones que resolver, las cuales no podían 
precipitarse. 

En contra del dictamen hablaron los Sres. Sierra, 
Marqués de Miraflores y Tejada, quienes pusieron de 
relieve las dificultades que entrañaba la ejecución del 
proyecto, siendo contestados por el Sr. Arrazola y el 
Ministro de Gracia y Justicia. 

Aprobado el proyecto, se ratificó el Convenio, pero 
aún éste volvió á ser tema de discusión, porque al re- 
dactar la Comisión del Senado la contestación al dis- 
curso de la Corona en la legislatura de 1860-61, se ex- 
presó en estos términos: 

«El Senado experimenta una complacencia singular 
en todo acto que consolide la unión intima entre la 
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Santa Sede y el pueblo español. Al Padre común de 
los fieles le son debidas, no solamente nuestra yene- 
ración y obediencia, como á suprema autoridad espi- 
ritual, sino también nuestra especial gratitud por su 
paternal é incesante benevolencia, en prueba de lo 
cual, el reciente Convenio sobre conmutación de los 
bienes eclesiásticos, celebrado por el Gtobiemo de 
V. M., según la ley de 4 de Noviembre último (1), nos 
proporciona nuevos beneficios, facilitando el desarro- 
llo de la riqueza pública, tranquilizando las concien- 
cias que pudieran vacilar y concillando con la armo- 
nía entre ambas potestades el curso regular de la le- 
gislación patria y el libre y prudente ejercicio de los 
derechos del Estado.» 

Al discutirse este dictamen, después de algunas ob- 
servaciones de los Sres. Tejada y Huelves sobre los 
Ck)ncordalos en general y sobre la situación del Santo 
Padre, combatió el Convenio D. Cirilo ÁLvarez, dicien- 
do que era más lamentable en la forma que en la esen- 
cia de sus disposiciones, y censurando el art 8.^ que, 
á su juicio, definía la propiedad y el dominio de una 
manera sorprendente, cual era la de consignar el Ubre 
y pleno derecho de la Iglesia para adquirir, retener y 
usufructuar, ain limiUición ni reaaiTa, toda especie de 
bienes y valore^ palabras sacramentales las subraya- 
das, con las cuales la propiedad y el dominio resul- 
taban para la Iglesia un derecho absoluto é indefi- 
nido, toda vez que en nada quedaba limitado por 
las leyes del país en que esa propiedad existía, y re- 
dacción que iba mucho más allá que la del Concorda- 



(1) Por error material, sin duda, se habla de la ley de 4 
de Noviembre, siendo asi que la que autorizó al GK>bier- 
no para ratificar el Convenio lleva fecha del 31 de Octubre 
de 1869. 



to anterior/ con cuyo artículo 41 se mostró de acuer- 
do el orador. 

Estas observaciones dieron lugar á que el Ministro 
de Gracia y Justicia declarase que el objeto del Con- 
cordato era que la Iglesia quedase igualada en el de- 
recho de adquisicióni que tenía mermado, á los demás 
ciudadanos, y que las palabras sin Umitación ni reserva 
no significaban que se derogase la disposición que ve- 
daba al clero el poder adquirir por testamento para el 
sacerdote ó para la Iglesia los bienes del moribundo 
á quien ha confesado ó asistido. 

Terminó con esto el debate, pero tampoco puso fin 
éete á la discusión en las Cámaras del Concordato, pues 
en la legislatura de 1861-62, elSr. Rodríguez Camalefio, 
al apoyar en el Senado una enmienda al proyecto de 
contestación al discurso de la Corona, hizo observa- 
ciones sobre el establecimiento de nuevos conventos, 
á las cuales contestó el Ministro de Orada y Justicia 
preguntando dónde estaban las nuevas fundaciones, 
pues él no sabía de ninguna. 

«No sólo no existen en España, añadió, los institutos 
de varones religiosos que están permitidos, concorda- 
dos, sino que todavía no se ha creado uno para el que 
el Oobiemo está autorizado. No habrá tenido el Go- 
bierno tanta prisa para inundar el país de frailes. El 
Gobierno pudiera crear una nueva Orden que está 
concordada, y, sin embargo, no la ha creado. No hay 
más religiosos que los de San Felipe Neri y San Vi- 
cente de Paul, que están encargados de las Hermanas 
de la Caridad. Hay algunas otras casas, pero son mi- 
siones para las provincias de Ultramar, grande, gran- 
dísimamente provechosas para la patria.» 

Lo que no pudo negar el Sr. Fernández Negre- 
te fué la fundación de conventos de monjas, que es- 
timaba licita en virtud del art. 29 del Concorda- 
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to (1)| pero alegó que para ello se habían exigido más 
ooadiciones de las que la ley fijaba como necesarias. 

En realidad, cuando esto se disentía, había ya otros 
problemas, relacionados con la cuestión religiosa, pero 
de caricter internacional, que preocupaban honda- 
mente no sólo al Oabinete de Madrid, sino á los prin- 
cipales de Europa, por la situación dificilísima que á 
la Santa Sede habían creado los graves sucesos que 
habían tenido lugar y que seguían desarrollándose en 
la península italiana. 

La alianza pactada en Plombieres por Francia y Cer- 
defia en 20 de Julio de 1858 había hecho estallar la gue- 
rra entre dichas potencias y el Austria, guerra desas- 
trosa para esta última, que después de las batallas de 
Magenta, Solferino y Cabríano, se yió obligada á fir- 
mar, primero los preliminares de Yillaf ranea, y luego 



(1) El Ministro incurrió en un error. El art. 30 del Con- 
cordato, no el 29, como dijo, no autoriasa la creadlón de nue- 
vos conventos, sino que se limita á prescribir la conservaeián 
de las Hijas de la Caridad y de las Casas de religiosas que á la 
vida contemplativa reúnen la educacióny enseñanza de niñas 
ú otras obras de caridad. «Respecto á las demás Ordenes— 
anadia— los Prelados Ordinarios, atendidas todas las circuns- 
tancias de sus respectivas diócesis, propondrán las Casas de 
religiosas en qu^ convenga la admisión j profesión de novi- 
cias y los ejercicios jie enseñanza ó de caridad que sea con- 
veniente establecer en ellas.» «No se procederá — decía por 
último— á la profesión de ninguna religiosa sin que se ase- 
gure antes su subsistencia en debida forma.» 

Es decir, que el art. 30 del Concordato hablaba siempre de 
conservar los conventos existentes, no de crear otros nuevos; 
que la ley de 1837 continuaba en vigor, y que en lo único 
que ésta habla sido modificada por aquél, respecto de las Ca- 
sas de religiosas, era en lo relativo á la adi^isión y profesión 
de novicias, que podían ser autorizadas en determinados 
conventos de los existentes mediante propuesta de los Pre- 
lados. 

Valia mucho y sabia demasiado el Sr. Fernández Negreta, 
para ignorar esto, y si dijo otra cosa fué, sin duda, impulsado 
por exigencias de la política. 
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el Tratado de Zurioh, pero más desastrosa aún para 
los peqaeños Estados italianos, puesto que así los Du- 
cados eamo ei Beino de Ñápales perdieron su indepen- 
dencia y quedaron incorporados á Cerdefia. 

Gkiribaldi, al que la torpeza 6 la cobardía de los Ge- 
nerales napolitanos había trocado en un héroe popu- 
lar, permitiéndole realizar con un pufiado de hom- 
bres empresas increíbles contra un ejército nume- 
roso, Oaribaldi había dicho que «desde lo alto del 
Quirinal», en su capital natural, era desde donde él 
proclamaría el reino de Italia; y esa frase, acogida 
con gran entusiasmo, habla revelado el verdadero ob- 
jetivo del movimiento nacional italiano: no se trataba 
sólo de los Ducados y de las Dos Sicilias, cuya conser- 
vación había procurado inútilmente Espafia, sino de 
los mismos Estados Pontificios, que en Septiembre 
de 1860 se vieron invadidos por dos ejércitos sardos, 
cuya presencia fué la seflal de una insurrección ge- 
neral. 

En esta situación, creyó necesario el Gabinete de 
Madrid enviar á Roma, al lado del Santo Padre, una 
persona de gran autoridad, capaz de realizar la diflci- 
lisima política que aquél se había trazado, y al efecto 
eligió ai respetable Marqués de Miraflores, que fué 
nombrado Embajador cerca de Su Santidad en No- 
viembre de 1860, dándosele instrucciones que ponen 
de manifiesto la labor del Gobierno y revelan su pen- 
samiento. 

«El principio de no intervención— decían,— procla- 
mado por las grandes potencias, y la falta de unidad 
dé miras que ha reinado entre ellas, ha impedido al 
Gobierno de S. M. cooperar más eficazmente en de- 
fensa de los sagrados derechos del Sumo Pontífice. 
El Gobierno, sin embargo, apeló á las naciones cató- 
licas, ofreciendo ei concurso de Espafia para el caso 
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de que éstas oonslderaaen llegado el momento de unir 
808 esfuerzos én auxilio de la Sede Apostólica. Aque- 
llas gestiones no dieron resultado, 7 el Oobiemo 
de S. M. se ye, por lo tanto, en la imposibilidad de in- 
tonrenir en los tristes acontecimientos que han tenido 
lugar ^n el territorio de los Estados de la Iglesia; si 
bien le anima la esperanza de que reunida en Con- 
greso la Europa, en un plazo mis 6 menos cercano, 
tengan solución satisfactoria las cuestiones que hoy 
se agitan en la península italiana. Ese día la Espafia 
hará oir su yoz én defensa de la justicia j el derecho, 
como cumple al dictado de católica, que con orgullo 
Ueya, y á los sentimientos que hacia el Santo Padre 
animan i sus hijos.— Entre tanto, el Oobiemo de S. M. 
desea que Y. E. se halle al lado de Su Santidad para 
evitar, hasta donde alcance la autoridad de V. E., que 
se falte á los miramientos y exquisitas consideracio- 
nes debidas £ su Sagrada personi^, para velar por el 
libre ejercicio de su poder y para reiterar á su Santi- 
dad la sincera oferta que S. M. la Reina le tiene hecha 
de proporcionarle un asilo en España, donde pueda 
Su Santidad continuar temporalmente, con ánimo 
tranquilo y rodeado de la veneración que esto pueblo 
le tributa, la Divina Misión que le está encomenda- 
da» (1). 

Añadía el Ministro de Estado al Embajador que si 
se le pedían recursos pecuniarios, expresase el senti- 
miento de no poder darlos, porque los Gobiernos 
constitucionales no pueden disponer de los fondos 
públicos fuera del presupuesto; pero que si llegaba el 
caso de hallarse el Papa en necsaidad peraanálf no ra- 
cilaria el Oobiemo en acudir á los sentimientos reli- 



(1) Despacho del Ministro de Estado al electo Embajador 
de S. M. en Roma; fecha, 30 de Noviembre de 1860. 
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giosos de los representantes del pueblo y haría Totar 
un subsidio. 

Una yez en Roma el Marqués de MirafloreSi habien- 
do estudiado sobre el terreno la realidad de la situa- 
ción, penetrado de que se aveoinaba una crisis gravi- 
sima que pondría al Santo Padre «en la triste necesi- 
dad de haber de resolver la transcendental cuestión 
de si abandonar el Vaticano, y con él á Roma, ó si con- 
servarse en él corriendo la borrasca de la horrible re- 
volución», y cediendo á las reiteradas instancias de 
la Corte Pontificia, dirigió un Despacho al Ministro 
de Estado (1) proponiéndole que el Gobierno espaftol, 
sin comprometer ni alteraren nada el fondo de su 
política de neutralidad, se combinase con los de Aus- 
tria, Portugal y Baviera á fin de firmar una Nota co- 
lectiva invitando al Emperador Napoleón á salvar al 
Pontífice y al Pontificado. 

Aceptada la idea por el Grobiemo, se dirigió al Mi- 
nistro plenipotenciario de S. M. en Yiena, manifes- 
tándole que creía llegado el caso de aplicar un correc- 
tivo eficaz é inmediato, capaz de contener la catás- 
trofe que podía sobrevenir de un momento á otro en 
los Estados que aún poseía el Santo Padre, y de lle- 
gar la tranquilidad á su piadoso y afiigido espíritu. 

«El desbordamiento de las pasiones revolucionarias 
en ItaUa— afiadia— ha llevado las cosas á tal extremo, 
que sin la presencia del ejército francés en la capital 
del orbe católico ya habría sido invadido el territo- 
rio que compone el patrimonio de San Pedro, y quizá 
se habrían visto en peligro los preciosos días de Su 
Santidad.— Pero la presencia de las tropas Imperiales 
no puede ser permanente y definitiva, y el curso de 



(1) Despacho del Marqués de Miraflores al Ministro de Es- 
tado; fecha, Roma 2 de Marzo de 1861. 
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los sucesos 6 las exigencias de la política podrán in* 
dacir á la Francia á retirar sn ejército de Roma. Esta 
eyacnaolón seria el hecho que aprovecharia la revo- 
Inclón para enseftorearse del resto de los Estados Pon- 
tificios. Verificada aquélla, pnede asegurarse que la 
existencia del Santo Padre y la de la Iglesia misma se 
terian grayemente comprometidas.— Ante semejante 
eventualidady la Espafia, cuyos Soberanos se honran 
con el título de católicosi cree llegado el caso de ha- 
cer un esfuerzo supremo para poner á salvo de todo 
peligro tan sagrados objetos, y con este noble y des- 
interesado propósito se dirige confiadamente á los 
Gk>blemos de las naciones católicas.— El de 8. M. re- 
conoce que S. M. el Emperador Napoleón m se halla 
animado de las mejores disposiciones en fayor del 
Santo Padre y de sus derechos, y se lisonjea con la 
esperanza de que su poderosa infiuencia, auxiliada de 
la de los demás Gobiernos católicos, encontrará una 
solución que satisfaga los diferentes intereses que se 
agitan, concillándolos con los principios inmutables 
del derecho y de la justicia.— En su consecuencia, tan 
luego como V. E. reciba el presente despacho, se ser- 
virá avistarse con el Ministro de Negocios Extranjeros 
de S. M. Apostólica, y le expondrá de la manera con- 
veniente cuáles son los sentimientos y deseos del Go- 
bierno de la Reina en la gravísima cuestión de Roma. 
Manifestará V. K á Mr. de Rechberg que estos deseos 
se reducen á que los Representantes de las potencias 
católicas en Parfs apoyen las gestiones que el Emba- 
jador de la Reina en aquella Corte recibirá orden de 
practicar cerca de S. M. el Emperador de los france- 
ses, con objeto de que las mencionadas Potencias se 
concierten á fin de dar la solución conveniente á la 
cuestión de Roma, manteniendo al Sumo Pontífice en 
el dominio de los Estados de la Iglesia, garantizando 
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sn mdep6Dd6Qcia como jefe Tisible de la misma y 
como Soberano temporal. Procurará, pues, V* E, quer 
el Sr, Conde de Rechberg disponga se comuoíquea 
instrucciones precisas y terminantes al Príncipe do 
Mettemích para que apóyelas gestiones que el señor 
Mon practique cerca del Gabinete de las TulleHaa* (1). 

Copias de este despacho se e aviaron á Munich, Lis- 
boa y París, diciéndose al propio tiempo al Sn Mon 
que hasta tanto que no tUTiese conocimiento de qne 
el Embajador de Austria y los Ministros de Baviera y 
Portugal habían recibido las instrucciones correspon- 
dientes en el sentido que era de esperar, se abstuviera 
de practicar gestión alguna, limitáudose á procurar 
conocer las opiniones del Emperador y de su Gobier- 
no; pero que cuando aquéllos tuviesen ya en su poder 
las mencionadas instrucciones, se concertase con ellos 
y practicase las gestiones convenientesj teoiondo en 
cuentí) que el Gobierno prefería la forma colectiva á 
los esfuerzos individuales (2). 

Un discurso pronunciado por el Conde de Cavonr 
en la Cámara de Representantes de Turín, discurso' 
que revelaba claramente la intención de apoderarse 
de Roma y hacerla capital de Italia, contribuyó á 
acentuar la gravedad de la situación, y sirvió de es- 
tímulo S nnefitros Representantes en París y Roma, 
que dieron muestras de su iniciativa y de su celo pro- 
poniendo al Ministro de Estado proyectos y solucio- 
nes excelentes en teoría, pero forzosamente destina- 
dos á un total fracaso. 

«La Francia— escribía el Sr, Mon,— ana de las po- 



(1) Despacho del Mimstro de Estado al Ministro plenipo- 
tenciario de S. M, en Viería- fecha, Í33 do Marzo de 1861. 

(2) Defípaíiho del Ministro de Estado ai Embajador en Pa- 
rís V a[ Ministro filcnipotencianí) de 8. M. en Lia boa; fecha, 
28 de Marzo de 1861. 
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tencias católicas que ba contribuido mucho á la con- 
servación de esta ciudad (Roma) al catolicismo, está 
hoy día encargada de su defensa, y no es justo que so- 
porte ella sola los gastos y sacrificios de esa conserva- 
ción, y sufra los disgustos que pueden acarrearle las 
complicaciones políticas que con este motivo puedan 
surgir, á las que no contribuyen poco las pretensiones 
del Piamonte y la privación que ha sufrido el Papa áe 
una parte de sus Estados.— En este estado— añadía, — 
la conveniencia y la justicia exigen la reunión de to- 
das las potencias católicas á fin de ponerse de acuerdo 
con la Francia y con el Papa para la defensa de esta 
propiedad sagrada y para hacer frente á todas las 
eventualidades que esta defensa y conservación pue- 
den necesitar. En este seqtido pienso conferenciar con 
los Ministros de las potencias católicas en París y ha- 
cer una comunicación al Gobierno del Emperador, 
bien en unión de ellos, bien separadamente, preten- - 
diendo la reunión de una conferencia católica para el 
objeto indicado» (1). 

Creía el Marqués de Mirañores indispensable una 
nueva tentativa en favor de la Santa Sed.e, y concreta- 
ba su pensamiento diciendo que «en vano sería ésta 
(la tentativa) si no llega á obtenerse el que la Fran- 
cia, como país católico y cuyos Soberanos llevaron si- 
glos hace el título de cristianísimos, colocándose á la 
cabeza en unión de todas las potencias católicas, eleve 
un muro al Piamonte que le sea imposible franquear, 
y ninguno seria tan á propósito como una declaración 
solemne de las seis potencias católicas, Francia, Aus- 
tria, Espafia, Portugal, Baviera y Bélgica, declarando 
CC18U8 belli toda invasión ó intrusión de cualquier 



(1) Despacho del Embajador de S. M. en París al Ministro 
de Estado; fecha, 30 de Marzo de 1861. 
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parte del territorio de que hoy está en posesión la 
Santa Sede, con lo cual se cubriría de todo peligro, al 
menos próximo, á Roma y al Papa, siendo en virtud 
de un convenio bien preciso que asegurase y garanti- 
zase debidamente sus efectos» (1). 

Mucho menos que pretendía el Marqués de Miraflo- 
res, menos también de lo que quería el Sr. Mon, había 
solicitado el Gobierno, y, sin embargo, fracasó en su 
empeño. 

Portugal contestó á la Nota que le pasó el Plenipo- 
tenciario espafiol, en virtud del Despacho de 23 de 
Marzo, que hallándose plenamente convencido de que 
el Emperador de los franceses continuaría haciendo 
uso de su elevada influencia para que la solución de 
dicho asunto fuese la más digna para la Santa Sede y 
la más favorable á los verdaderos intereses de la Igle- 
sia, tomando por base la soberanía temporal del Pon- 
tífice, el Gobierno de S. M. F. consideraba inútil hacer 
gestión alguna cerca del Gabinete imperial, limitán- 
dose á remitir copia de esta respuesta al Plenipoten- 
ciario lusitano en París para que diese conocimiento 
de ella á Mr. Thouvenel (2). 

Austria acogió favorablemente la propuesta del Go- 
bierno espafiol, y el Conde de Rechberg comunicó por 
telégrafo al Príncipe de Metternich la orden de obrar 
en el sentido propuesto por aquél (3). 

Puestos de acuerdo Mon y Metternich, visitaron 
á Mr. Thouvenel, exponiéndole los deseos de sus res- 



(1) Despacho del Embajador en Roma al Ministro de Es- 
tado; fecha, 7 de Abril de 1861. 

(2) Nota del Ministro de Negocios Extranjeros de Portu- 
gal al Plenipotenciario español, Sr. Pastor Diaz; fecha, 7 de 
Mayo de 1861. 

(á) Despacho del Ministro Plenipotenciario de S. M. en 
Viena al Ministro de Estado; fecha, 2 de Abril. 
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peotívos Gobiernos; pero el Ministro de Negocios Ex- 
tranjeros del Emperador declaró que sólo á Francia 
pertenecía el decidir caándo las circunstancias le per- 
naitirfan evacuar á Roma; que el Emperador no quería 
entrar en ninguna explicación que le comprometiese 
para el porvenir, y que no, abandonarla al Santo Padre 
mientras su honor y sus deberes no le permitiesen 
evacuar á Roma (1). En vista de esto, el Embajador es- 
pañol pasó una Nota á Mr. Thouvenel manifestándole 
que «le Oouvernement de la Reine espere dono que 
TEuiperéur voudra bien provoquer, s'ille juge oomme 
nous nécessaire, une reunión des puissances catholi- 
ques ou de quelques unes d' entr'eUeSy pour adopter 
les mesures capables de prevenir les dangers dont est 
menacé le Saint Siége et pour conferer le moyen de 
terminer déflnitivement les conflits qui troublent le 
Souverain Pontife et empéchent l'exercice de son au* 
torité legitimé au gran préjudice de tous les catholi- 
ques du monde, qui auraient á souffrir les consequen- 
ees d'one perturbation si grave et d'une dépossession 
si injusto» (2). 

Inútil era insistir. Inglaterra había reconocido el 
nuevo reino de Italia (30 de Mayo) y Francia lo efec- 
tuó poco después (25 de Junio). Si Gavour no hubiese 
muerto, acaso, como creía Mon, el Emperador hubiese 
negociado con él acerca del reconocimiento, pactando 
alguna garantía para el Pontífice; pero muerto aquél, 
juzgó más conveniente el Gobierno imperial prolongar 
la estancia de las tropas francesas en Roma, declarán- 
dose dispuesto á mantener la independencia y la digni* 



(1) Despachos del Embajador en París al Ministro de Es- 
tado; fechas, 18 y 26 de Abril de 1861. 

(2) Nota del Sr. Mon á Mr. Thouvenel; fecha, París 28 de 
Mayo. 
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dad, de la Saota Sede, pero negándose cortésmente á 
la acción comüii propuesta por el Gabinete de Madrid. 
Nada era ja posible hacer al Gobierno español, el 
cual, como dice un historiador, estuvo en esta cuestión 
fervorosamente católico, no eminentemente político, 
obedeciendo, más que á sus propias aspiraciones, á 
elevadas influeoeias malaconsejadas. Sin embargo, 
cuando en 2 de Marzo de 1863 cayó el Ministerio 
O'Donnell y se constituyó el presidido por el Marqués 
de Miraflores, pudo temerse que el nuevo Presideute, 
cuya actitud como Embajador en Roma queda con- 
signada, adoptase una poli tica, si no hostil al nuevo 
reino de Italia, al menos tan acentuada en favor de los 
derechos de la Santa Sede, que pudiese crear á Espa- 
ña graves dificultades; pero el tacto exquisito, la pru- 
dencia y el profundo conocimiento de loa asuntos que 
caracterizaban al Marqués de Miraflores salvaron ese 
peligro, con gran ventaja para el país. No se recono- 
ció el reino de Italia, porque el Jefe del Gobierno es- 
timó que decorosamente no se podía efectuar ese re- 
conocimiento <^ hasta que la cuestión de Roma, cuyo 
amparo y defensa religiosa y política fué siempre la 
misión histórica de la España católica^ no estuviese 
decidida, y el Jefe de la Iglesia respetado en la silla 
de San Pedro, y á su vez la Italia pacificada sanciona- 
se tranquila la desaparición de la antigua autonomía 
del reino de Ñapóles^ tomando en justa consideración 
!a suerte de la augusta familia de sus Reyes, ligados 
con inmediatos vínculos de familia con los de Espa- 
ña* (1); no se reconoció el reino de Italia, pero el Go- 
bierno 96 encerró en una prudente y silenciosa expec- 
tativa, continuando por el camino de la neutralidad 
emprendido por el Gabinete O'Donnell, 



(1) MiHAFLORES, Vidapolitiea. 
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Tampoco salió de esa línea de conducta el Ministe- 
rio Narváez cuando se encontró sorprendido, como lo 
fueron los demás Gabinetes, por la noticia de haberse 
firmado entre Frímcia é ItaEia el Convenio de lo de 
Septiembre de 18ÍM, por el cual la segunda se compro- 
mería uo sólo á no atacor á los Estados de la Iglesia, sino 
á impedir pqr la fuerza, si era preciso, todo ataque 
del exterior; á no oponerse á la organlzacióa de un 
ejército pontificio compuesto ele voluntarios oatóiicos 
extranjeros; á tomar á su cargo una parte proporcio- 
nal de la Deuda de los antiguos Estados de la Iglesia y 
á fijar en Florencia la capitalidad del nuevo reino; y 
Francia, por su parte, se obligaba á retirar sus tropas 
de Roma gradualmente y á medida que se organizase 
el ejército del Santo Padre, debiendo realizar la eva- 
cuación en el término de dos años (1), Después de ha- 
cer constar que España contribuiría siempre hasta 
donde pudiese á conservar la seguridad é indepen- 
dencia del Santo Padre (2), el Gobierno español con- 
sideró oportuno atenerse á un sistema de reserva que 
fuese conciliable con la más completa libertad de ac- 
ción y con el interés de conservar nuestras buenas re- 
laciones con todas las demás potencias, dejando que 
hablasen los sucesos é inspirasen las resoluciones 
más convenientes y esperando que la Santa Sede co- 
municase su manera de ver acerca de la nueva situa- 
ción que se preparaba. Asi es que cuando el Nuncio de 
Su Santidad en Madrid, sin hacer propuesta alguna y 
sin pedir auxilio ni promesa formal de apoyo, deseó 
conocer cuáles eran las disposiciones del Gobierno^ 



(1) 'f elcírraraa j despacho del Embajador de S. M. en Pa- 
rís al Mlniütrf* do E^ado; fecha, 21 de Soptiembre de 18G4. 

(2) Despacho di^l Ministro de Estado al Embajador cu Pa- 
rís; fecha j L*ct de Septiembre* 
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el Ministra de Estado, que lo era D. Alejandro Lloren- 
te, se limitó á responder qne, eu cuanto al apoyo rao- 
ral, era cnesti^n de deber y convencimiento acerca 
del cual no cabía vacilación alguna; pero que saliendo 
de esta esfera, todo proyecto de apoyo material, de 
cualquier género que fuese, recomendaba y exigía en 
casos determinados, y después de propuestas concre- 
tas, la consideración más detenida de los tiempos y 
cireunstaDcias, como que nuestra acción había de estar 
subordinada á los límites de lo posible y de lo pru- 
dente. En este mismo sentido se redactaron las ins- 
trucciones al Sr. Pacheco, Embajador de S. M, en 
Roma {!), 

¿Podía España adoptar otro temperamento, cuando 
Austria, que tenía iutereses más directos en la cues* 
tión general de Italia, eludía la responsabilidad de to- 
mar parfe directa en la cuestión, y Koma guardaba 
reserva? 

Sin embargo, Austria quiso, poco después, marchar 
de acuerdo con España, *E1 Príncipe de Metternich y 
yo — dijo nuestro Embajador en París — hemos confe- 
renciado anteayer sobre la conducta que debemos 
observar en las presentes circunstancias. Su Gobierno 
le insta para una inteligencia conmigo y una marcha 
uniforme en nuestras gestiones* (2), Mas al Gabine- 
te de Madrid no se le ocultaron los peligros de se- 
mejante inteligencia. ^¿Cree V. E.— preguntaba el 
Ministro de Estado al Sr, Mon— que podría conve- 
nir á España unir su política, exenta de toda ambi- 
ción y de todo temor, á la política de Anstria, animada 



(1) Despacho del Minia tro de Estado al Ministro Fien i po- 
tencian o de S. M. en Vit^na; fecha, Hl de Octubre. 

(2) Despacho del Sr. Mon al Ministro de Estado j fecha, 
2íí de Abril de 18C5. 



— 216 — 

sin dada de los mejores deseos en favor del Pontifi- 
cado, pero en cayo ánimo no puede menos de pesar el 
recuerdo de lo que ha perdido y el temor de lo que 
puede quizás perder algún día?» «Semejante política 
—añadía— no puede, en mi concepto, convenir á Es- 
paña, que quiere con justa razón conservar su liber- 
tad de acciÓQ para obrar como mejor convenga á sus 
intereses, sin ligarse á otra nación, con quien desea 
conservar relaciones de amistad y buena inteligencia, 
pero que tiene intereses y aspiraciones en Italia que 
nosotros no tenemos ni podemos tener» (1). 

Más aún: si Austria se felicitaba de que Roma per- 
maneciese en actitad reservada, con mayor motivo 
debía hacerlo España, porque su situación interior no 
le permitía reproducir el ofrecimiento hecho en otra 
época al Santo Padre, dado el caso de que éste pensase 
en abandonar la Ciudad Eterna. Acerca de la posibili- 
dad de que el Papa viniese á territorio español, ex- 
puso el Ministro de Negocios Extranjeros de Francia > 
algunas observaciones que no podían menos de ser te- 
nidas muy en cuenta. «No hay que desconocer— dijo 
Mr. Drouyn de Lhuys á nuestro Embajador— que Es- 
paña es menos católica interiormente de lo que por 
fuera parece; hay en ella elementos demagógicos que, 
por efecto de una reacción inevitable, encontrarían 
nuevos motivos de excitación en la presencia de un 
Pontífice, más inflexible que nunca por estar en la 
desgracia, y que, mal de su grado, acabaría por con- 
vertirse en centro de los absolutistas españoles, mien- 
tras el partido liberal, á su vez, encontraría en todo 
esto un peligro para sus principios y también acaso 
para las franquicias de la Iglesia española. Además de 



(1) Despacho del Ministro de Estado al Embajador de 
S. M. en París; fecha, 20 de Julio de 1865. 
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G^to— añadió— hay que considerar que semejante si- 
tuacióu no podría prolongarse sin inñuir en las rela- 
ciones exteriores de España- Separada más y más la 
Corte de Madrid da la de Florencia, se encontraría 
forzosamente ligada á la política de Austria.» Res- 
pecto de Francia, el Ministro se limitó á decir que 
nada ganarían en tal caso las mutuas relaciones (1). 

Hay que hacer al Ministerio Narváez lu justicia de 
reconocer que, no obstante su significación y sus com- 
promisos, no desconoció estas consideraciones y ajus- 
tó su conducta casi por completo á lo que demandaba 
el interés de España, así como también que no aban- 
donó un solo momento la defensa del Pontificado, 
procurando queMa aplicación del Convenio de 15 de 
Septiembre se Iterase á cabo en las condiciones más 
favorables para Su Santidad, 



(1) Despacho de M. Drcmyn de Lhuys al Embajador ¿e 
Francia en Madrid, ft^eha 14 dñ Marzo de 186ri, y Despacho 
del Sr, MoTí al Ministra dí> Ei^tadOj fecha 27 del mismo mes. 



CAPÍTULO XIV 



La Eucltliea Quanfa rtíTtf y el SifílahiLi; dificultad es que 
ocasionó éii publicaeiiin.-Coiicosiou del pa^e regioapos^ 
íeríorí-— Exjilicficimies en las CAma ras. "Actitud de Nar* 
váez respecto del reconocimiento de Itfllia.—Ministerio 
O^DonoelI? el reconnciiüíeuto; pietvtisiones de i a Santa 
Sede,— Agitación politico-religloM; la reacción. 



Era tanto más digna de llamar la ateocióti la poli ti* 
ca seguida por el Ministerio Narváez respecto de la 
Santa Sede, cuaoto que el Papa, saliendo de su reser- 
va, püblíeó la EacicHca Quania curaf seguida del 
Syllabus, que fué una protesta, si indirecta, solemoey 
terminante, de todo lo que se había hecho; protesta 
que contrarió abiertamente la política del Emperador 
y que no dejó de ocasionar disgustos al Gabluete de 
Madrid. 

La EacícUca, fechada el 8 de Diciembre de 1864 y 
dirigida á todos los Prelados de la cristlaadad^ no fué 
comunicada oficialmente ni al Embajador en Roma 
ni al Gobierno^ pero publicada en toda Europa, no so 
pudo impedir que la copiasen los periódicos. No fué 
esto lo peor, sino que los Obispos, al darla á conocer 
á loa fieles, la acompañaron de exhortaciones pooo 
gratas para los hombres que gobernaban. 

Creó esto una situación difícil al Gabinete. No era 
posible tolerar que circulasen dichos documentos sin 



■ÍP^ 



haber obtenido previamente el pase, porque implicaba 
la negación de las regalías de la Corona y de los dere* 
cbos y prerrogativas de la Nación; pero tampoco se 
decidía á mandarlos recoger, como en rigor de dere- 
cho procedía, y optó por enviarlos al Consejo de Es^ 
tado, y previo el informe de éáte, les otorgó elpase 
por Real decreto de 6 de Marzo de Í86ó. Este Decreto 
merece ser conocido. Dice asi; 

*En el expediente instruido y remitido á consulta 
del Consejo de Estado, en pleno, conforme á la ley 
constitutiva del mismo, sobre coucesión del pase re- 
gio á los documentos mencionados á continuación: 

»Visto el ejemplar impreso, con la traducción autén- 
tica correspondiente, de la Encíclica Quania curaj que 
en 8 de Diciembre de 18í>4 dirigió Su Santidad á todos 
los Obispos de la Cristiandad: 

»Vieto otro impreso, traducido en igual forma, de- 
nominado SyllabuSf no autorizado ni firmado, aunque 
circulado con la EocicUca Quania cura\ cuyos docu- 
mentos fueron, privada y extraoñcialmente, adquiri- 
dos y remitidos por mi Embajador en Roma: 

> Considerando, sin embargo, que, aunque no hayan 
sido comunicados oficialmente los citados documen- 
tos ni á mi Embajador ni á mi Gobierno, tal vez por 
no contraerse determinadarneute á España, ni á los 
Obispos españoles, sino en general á todos los Prela- 
dos de la Cristiandad, creyéndose que por ello no ha- 
brían menester del placüum regiuntf no puede ponerse 
. en duda su autenticidad, reconocida, como ha sido, no 
no sólo por el Episcopado español, sino por el de 
otras naciones y por otros Gobierno?, que eu tal con- 
cepto la han publicado, aparte de los demás dí^tos que 
mi Gobierno ha procurado adquirir, para asegurarse 
de la misma autenticidad: 

«Considerando que los dichos documentos, cual 



qoeda expresado, en la parte referente á la presente 
cuestión, no son enoaminados especial y concretamen* 
te á España, por lo cual no hay lugar á sospechar si- 
quiera que la Santa Sede, que con tan particular pre- 
dilección mira y distingue á lanacióti española, exclu- 
siva y altamente católica, se propusiese afectar ni 
lastimar los derechos^ prerrogatiyas y regalias de la 
Corona, asentados en bases sólidas y especial e5| qae en 
otras naciones no concurren; y antes sí, Su Santidad 
habló de un modo genérico, sin menoscabar las lega- 
lidades, donde existiemn: 

» Considerando que por esta razón, no sólo rio sería 
congruente denegar el pase á los precitados documen- 
tos, pero ni retener, ni suplicar de cláusula 6 proposi- 
ción alguna especial, inserta en los mismos, como no 
contraída á España; bastando por tanto la cláusula 
ordinaria para todos los efectos legales: 

^Considerando, en fin, que, aunque por diversas ra- 
zoneSp y aun cuando en otros puntos difieren, la ma- 
yoría, así como la minoría del Consejo, opinan por la 
concesión del pase regio á la Encíclica, sin perjuicio de 
las regalías de la Corona: 

iConsíderando, por otra parte, que los insinuados 
documentos se publicaron y reimprimieron desde lue- 
go en otras naciones, vertiéndose á sus respectivos 
idiomas, circulando profusamente sus periódicos por 
toda España, insertándose á su vez y propalándose en 
los del Reino, en la creencia fundada de que, circu- 
lando por todas partes los de otras naciones, y señala- 
damente los de Francia, y difundiéndose igualmente 
las polémicas en su razón trabadas, no parecía sosteni- 
ble la prohibición concreta y aislada para los periódi- 
cos españoles, mientras podían circular sin óbice al- 
guno los extranjeros, puesto que no hay disposición 
legal que lo impida: 
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íCoDsiderando que, siendo ya generalmente cono- 
cidos los citados documentos, los M. RR. Arzobispos y 
RR. Obiífpos, que les dieron publicidad en los Boleti- 
nes Echmásticos, pudieron creer que no les sería ve- 
dado lo que los demás estimaban serles permitido; á 
lo que se agrega el haberse difundido la creencia de 
que estos documentos no eran de los sometidos al 
pcwe regio, razones, si no en todo valederas, que así al 
menos lo aparecían; 

»Y considerando, por último, que cambiadas funda- 
mentalmente las condiciones de la prensa en España, 
es difícil acomodar á éstas, sin modificaciones legisla- 
tivas, la observancia estricta de las leyes recopiladas, 
referentes á la publicación de documentos emanados 
de la Santa Sede; 

»Por todo ello, «rtendldas las rabones expuestas por 
el Ministro de Gracia y Justicia, de acuerdo con mi 
Consejo de Ministros, y oído el Consejo de Estado, en 
pleno, 

»Vengo en decretar lo siguiente: 

*Ártículo 1." Se concede el pase á la Encíclica 
Quankt cura, dirigida por Su Santidad á los Prelados 
de la Cristiandad, en 8 de Diciembre de 1864^ y al Sy- 
UahuSf que la acompafia, sin perjuicio de las regalías 
de la Corona y de los derechos y prerrogativas de la 
Nación, 

•Estos documentos, con sus traducciones, se inser- 
irán á continuación de este Real decreto, para evitar 
sean alterados» 

> Art. 2° Atendidas las circunstancias especialísimas 
del presente caso, para todos los efectos legales se en- 
tenderá otorgado dicho ^ase con anterioridad á la cir- 
culación y pnblicación de los mencionados docu- 
mentoSp 

lArt 3.^ Áünde evitar para lo sucesivo nuevos 
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conflictos en este orden, mi Gobierno propondrá las 
medidas legislativas que sean conducentes á armoni- 
zar el derecho del placitunt regiumj cuando proceda, 
con la libertad de la prensa. 

»Art, 4-** Ai propio objeto, mi Gobierno procunirá 
también un acuerdo con la Santa Sede, á ejemplo de 
alguno ya antes obtenido en caso análogo, para que se 
fije j determine la forma más adecuada, á fin de que 
auténticamente, y con anterioridad á su publicacián y 
circulación, puedan ser conocidos del mismo loa do- 
cumentos, emanados de la Silla Apostólica, que hayan 
de ejecutarse en todo 6 en parte en España, aun cnan^ 
do se dirijan á toda la Cristiandad, con el propósito 
de que jamás se pongan en pugna el respeto que se 
debe, y quiero que constantemente se guarde, aljefe 
Supremo de la Iglesia, y el que todos mis subditos es- 
tán obligados á tener y guardar á las leyes de la Na- 
ción, 

>Art 5.** ínterin se verifica lo que se dispone en 
los dos precedentes artículos, mi Gobierno adoptará 
todas las resoluciones convenientes, dentro del círculo 
de sus facultades, para que se cumpla estrictamente lo 
pre?eDÍdo en las leyes del Reino, relativamente á la 
publicación y cumplimiento de las Bulas, Breves y 
Rescriptos Pontificios, y señaladamente la Pragmáti- 
ca de mil setecientos sesenta y ocho, 

»Dado en Palacio á seis de Marzo de mil ocho- 
oientos sesenta y cinco,— Está rubricado de la Real 
mano. — El Ministro de Gracia y Justicia, Loremto 

Este Decreto, al que acompañaban la Encíclica y el 
Syilabus, y que se insertó en la Gaceta de 9 de Marzo 
de 1665, revela en su redacción el dualismo que esiiitía 
en el seno del Gabinete y la lucha entre los antiguos 
moderados, regalístas, y los elementos ultramontanoi 
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que poco á poco se iban apoderando del Gobierno- 
Por esto no agradó á Dadie, ni á los miamos Obispos, 
algunos de los cuales se dirigieron al Ministro de Gra- 
cia y Justicia, pidiéndole se adoptasen las disposicio- 
nes anunciadas en aqaéL 

Hay que reconocer que era difícil la situaoión del 
Gobierno, ¿Podía castigar á los Prelados por haber 
publicado unos docnmentos que ya habían insertado 
muchos periódicos? Y si esto no parecía justo, ¿debía 
tolerar en silencio la infracción de las leyes del Reino, 
sobre todo cuando esa publicación había sido acompa- 
ñada de comentarios que acentuaban la sigulñcaciÓD 
de aquéllos? Ni lo uno ni lo otro; por esto se recurrió 
al expediente de suponer otorgado el pase con facha 
anterior á la pablicaciónj con lo cual no había delito 
por parte de los Obispos ni quebrantamiento de las 
leyes recopiladas. 

Antes de publicar ese Real decreto se había visto 
obligado el Gobierno á dar explicaciones en las Cáma- 
ras, pues en Enero de 1865, al discutirse en el Senado 
la contestación al discurso de la Corona, el Ministro 
de Gracia y Justicia, Sn Arrazola, haciendo el resu- 
men del debate, dijo que cuando empezaron los Obis- 
pos á publicar la Encíclica, el Gobierno no la conocía^ 
y estaba en el caso de dudar de su autenticidad (aserto 
^rave que hacía pensar que los Ministros creían capa- 
ces á los Prelados de atribuir caprichosamente ú Su 
Santidad un documento de tal importancia); que desde 
luego se sometían los Obispos á la corrección mereci- 
da, en su caso, y declaraban que no habían tenido áni- 
mo de faltar á la Reina ni á las leyes; y que en cuanto 
á encausarlos, además de ser senadores algunos de 
ellos, era preciso proceder con gran miramiento, 
pues había que hacer lo mismo con casi todos los 
párrocos que también lo publicaron, obedeciendo á 
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sus superioresp j producir con ello una gran pertor- 
báción (1). 

Gravea sucesos, de muy distinta índole, que poco 
después tuvieron lugar, como las sangrientas escenas 
de que fué teatro Mudríd la noche del 10 de Abril (2), 
apartaron la atención del país del problema de las re- 
laciones de España con la Santa Sede; pero era tal la 
magnitud de é^tey pesaba de tal suerte sobre todos 
los Gobiernos, que aun el presidido por el General 
Narváez no podía sustraerse un solo momento á la 
honda preocupación que producía en el ánimo de to- 
dos los hombres pensadores. Por esto, cuando en 2 de 
Abril se dijo que el Presidente del Consejo había ce- 
lebrado una larga conferencia con el Nuncio, y se in- 
siouó que éste no estaba muy satisfecho del resultado 
de aquélla, se creyó generalmente, no sin que protes- 
tasen de ello los ultramontanos, que el Jefe del Go- 
bierno y el Representante de Pío IX habían tratado^ 
directa ó iudirectament6j del reconocimiento por Es- 
paña del nuevo Reino de Italia. 

No era, sin embargo, el Ministerio Narváez el llama- 
do á resolver el problema que había planteado la crea- 
ción del Reino de Italia, vEÍ rompimiento de nuestras 
relaciones diplomáticas con Italia, dice un ilastre es- 
critor (3), era una cuestión inmensa; la política exte- 
rior que deslindaba perfectamente los campos de los 
partidos militantes españoles^ pues del lado que lo 



(1) El atmaUnr Sr. Carramolíiio sostuvo í]"ue la EncíeUca 
no necesitaba jJrtJíe, dou trina negada por r1 Sr, Marqoés de 
ValdeteiTttzo, que no encontró en ese documento las condi- 
cioiies que deben acompañar á las Bulas exentas, que son la& 
qne proceden de ia Penitenciaría. 

(9) Loíi eucesoa del 10 de Abril son conocidos en la Histo- 
ria con el nombre de kt noche de San DaníeL 

(¿i) JíAVABHO Y BoDRiuOi O'Doniiell y au tiempo. 
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aprobaban estaban todas las opiniones reaccionarias 
eo sus diversos grados, y del lado que !o combatían 
todos los partidos liberales. Reanudar las interrumpi- 
das relaciones con Italia, reconocer lo que con despre- 
cio apellidaban nuestros etjt^reídos neos el Uamado 
reino de Italia, era un hecho de tai magnitud en nues- 
tra política exterior^ de tanta significación dentro y 
fuera de Españap que equivalía á un verdadero golpe 
de Estado, á una revolución completa y radica!, veri- 
ficada en nuestros viejos y tradicionales puntos de 
vista, en beneficia sólo de las ideas modernas.» 

Era un golpe de Estado, era una revolución» como 
dice el escritor aludido; pero golpe de Estado, revo- 
lución impuesta por necesidades tan perentoriamente 
sentidas, que dentro y fuera de España^ los amigos y 
adversarios de aquéllas, no sólo la consideraban un 
becho inevitable, sino que designaban con unanimi- 
dad al hombre encargado de realizarla. Hasta la Santa 
Sede participaba de esa creencia (1), De modo que, 
cuando el' 21 de Junio de 1865, habiendo dimitido el 
Gabinete Narváex, le sustituyó el formado bajo la pre- 
sidencia del General O'Donnell, al anunciároste que 
©n la cuestión italiana se proponía ^ tomar un partido 
conforme á los deseos é intereses de España, como na- 



(1) El siguieiito párrafo, de un Despacho tíel Sr. Pacheco, 
Embajador de S. M. en lioma, fechado el L"^ do Junio, de- 
muestra la exactitud de ese aaerto: «Se encontraba ayer (Su 
Santidad) de huen humor, y me hahló, entre otras cosas, de 
la posibilidad del reconocimiento de! reino de Italia por nues- 
tra Corte. Yo te dije, y mi ce verdad, que ninf^una noticia 
tenga y que ninguna prevención me ha hecho V. E. sobre tal 
acontecimiento; le añíidí <jue íu'í crefa f^ue o>te Mioieterio le 
realizase, y que en todo caso serla siempre imposible el que 
nos separásemos de la Santa Sede. «Pero O'Donnell vendrá, 
me dijo, y entonces no podrá menos de verificarse». A seme- 
jante réplica, V. E. comprende que yo no tenia nada que 
contestar». 

15 
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ción europea j regida constitacionalmente, sin lasti- 
mar los altos intereses del catolicismo», todo el mun- 
do comprendió que se caminaba derechamente al re- 
conocimiento del nuevo reino de Italia (1). 

Ni perezoso ni vacilante se mostró el Gobierno. Al 
recibir la visita del Cuerpo diplomático, que, según 
costumbre, acudió á saludar al nuevo Ministro de Es- 
tado, aprovechó el Sr. Bermúdez de Castro la oportu- 
nidad que se le ofrecía para explicar detenidamente 
al Nuncio el pensamiento y las intenciones del Gabi- 
nete, manifestándole que no era posible continuar in- 
definidamente en la situación en que se encontraba 
España respecto de Italia; que las relaciones con ésta 
habían llegado á constituir el campo de batalla que 
utilizaban los partidos extremos para agitar el país; 
que los Gobiernos habían dilatado años enteros la re- 
solución de este asunto, exponiéndose á rudos ataques 
y aislándose del concierto europeo; que el Gobierno, 
como todos los españoles, y á ejemplo de su Reina, 
profesaba al Santo Padre la más profunda venera- 
ción, y sentía hacia su Augusta persona tod^ el res- 
peto y la admiración que inspiraban sus desgracias, 
su constancia y sus tribulaciones; que conocía que 
para ser algún día útil á los santos y permanentes in- 
tereses del Pontificado era indispensable que España 
reanudase sus relaciones políticas con Italia; que al 
hacerlo no entendía el Gobierno aprobar pasados su- 



(1) Mon, nuestro Embajador en París, creyó que el pen- 
samiento del Gobierno era negociar con todos los interesa- 
dos en la cuestión, comenzando por la Santa Sede; pero al 
ver que no se hacia otra cosa que anunciar á Su Santidad el 
propósito de reconocer el reino de Italia, declaró que no es- 
taba conforme con los propósitos del Gabinete ni con la for- 
ma y modo de llevarlos á cabo, y presentó su dimisión. (Des- 
pacho de 12 de Julio de 1865.) Mon fué reemplazado por el 
Marqués de Lema. ! 
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cesos ni debilitar el valor que tuvieran las protestas 
formoladas acerca de ellos por la Corte de Roma, j 
que, impulsado por tan poderosas razones, creía in- 
dispensable dar ese paso, ÍDiciando desde luego las 
negociaciones convenientes con el Gabinete de Flo- 
rencia (1), En efecto, el mismo día se anunció esa re- 
soluci6u al Encargado de Negocios del Rey Víctor 
Manuel en Madrid, Barón Cavalchini. 

Como la Santa Sede esperaba esa acontecimien- 
to, no mostró sorpresa ni disgusto. Cuando el Sr. Pa- 
checo lo comunicó al Cardenal Antonellij se limitó 
éste á manifestar á nuestro Embajador que, sieado ya 
no a cosa becba, nada tenían que decirle sobre ella, 
aparte de la exposición de un sentimiento natural y 
la esperanza de que España no se apartase de la Santa 
Sede. Sin embargo, el Gobierno pontiflcio hubiera 
deseado que el Grabinete de Madrid, al hacer el reco- 
nocimiento, hubiese conseguido algún acto de garan- 
tía en favor del poder temporal del Sumo Pontíñce* 
«El juicio que le acabo de emitir— escribía el Sr. Pa- 
checo indicando esa idea (2),— me lo exponía hoy tex- 
tual una de las personas más altamente colocadas en 
este Gobierno, Pues que es necesario que tistedes reco^ 
nozcan la Italia^ no lo hagan como los demás. Obtengan 
ustedes que se respete lo qus nos queda^ qus haya para 
mío un cúmpromiao de las potencias católicas^ tj no po- 
dremos quejamos de su conducta.* 

Mas cuando todas las naciones, menos Austria y Es* 
paña, habían reconocido ya á Italia, ¿cómo era posi- 
ble formular semejante condición y obtener por el re- 



(1) Despacho del Ministro de Estado al Embajador en 
Roma, fecha 26 de Junio de 18^ i5, comunicado el mismo día á 
los demá^ Hepresentautes de 8« M. 

(2) Despacho del Sr. Pacheco al Ministro de Estado; fe- 
cha ^ Boma 18 de Junio de 1865, 



- 228 - 

coaocimieüto tan alto precio? Ademán, como el Mi- 
nistro de Estado recordó oportunamente (1), la Santa 
Sede, cuatro años antes, no sólo pensaba de distinta 
manera, sitie que amenazaba con protestar si se ges- 
tionaba una garantía para el territorio que enton- 
ces poseía, por la diferencia qne tal acto podía esta- 
blecer entre el territorio garantido y el no garan- 
tido. 

España é Italia estuvieron de acuerdo respecto de 
la signiñcación del reconocimiento. El Gobierno ita- 
liano consignó que no tenía más ni menos alcance en 
sus efectos que el restablecimiento puro y simple de 
las relaciones diplomáticas en la forma regular y de- 
bida (2), y el Gabinete de Madrid manifestó que al re- 
anudar las relaciones oñciales con el Gobierno del 
Rey Víctor Manuel, y al reconocer su nueva y engran- 
decida Monarquía, no entendía de modo algano debi- 
litar el valor de las protestas formuladas por la Corte 
de Roma (3). 

Parecía natural que, fijados de esa suerte la signi- 
ñcación y alcance del reconocimiento, y hechas esas 
salvedades acerca del poder temporal del Papa, los 
elementos más intransigentes de España hubiesen 
comprendido queja conducta del Ministerio O'Don- 
nell, inspirada en los más patrióticos propósitos, me- 
recía el aplauso Ó cuando menos el respeto de todos, 
Pero no sucedió así: los ultramontanos, aeonudados 
por una gran parte del clero, en vez de imitar la se- 
rena y noble actitud del FontiñcOi provocaron en el 



(1) Despacho del Sr. Bermúdez de Castro al Sr. Pacheco; 
fecha, Madrid 10 de Julio, 

(2) Despacho del Ministro de Negocios ExtraníerDS de Ita- 
Ha al Barón Cavalehini; fccha^ Florencia 5 de Julio de 18tí5, 

(3) Despacho del Ministro de Estado al Eueaigado do Ne- 
gocios de Éíjpaüa en Fíorencia; fecha, 12 de Julio de 1865. 
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país una agltacíóa político-religiosa que dio lugar á 
esceDas impropias de uu pueblo culto (1). Mas áé toda 
esa campaña, que escritores de uno y otro bando han 
descrito con colorea muy recargados, sólo importa al 
objeto de estas páginas consignar que tuvo por reíiul- 
tado la caída de O'Donnell, ia vuelta al poder de Nar- 
váez y la política aceutuadamente reaccionaria de 
González Brabo; pero que no logró alterar el funda- 
mento de la política de los Gobiernos con la Santa 
Sede. Las Órdenes religiosas contiunaron en la situa- 
ción legal que tenían; el clero no recobró sus bienes, 
y la desamortización, aunque torpemente realizada, 
lanzó al torrente de la circulación grandes riquezas^ 
contribuyendo poderosamente al progreso del país. 

No faltaron, es cierto, tentativaá para conseguir que 
se diese al art. 29 del Concordato una interpretación 
amplísima que envolviese la derogación explícita y 
total de la ley de 1837 y permitiese la vuelta de todas 
las Órdenes religiosas; pero ese criterio no logró pre- 
valecer, porque los mismos Gobiernos que de tal 
suerte pensaban no se decidieron á llevar á la Gaceta 
su pensamiento y el que en los últimos días del rei- 
nado de Dofla Isabel II lo intentó, cayó del poder, 
arrastrando al Trono oon éi^sin haber podido ultimar 
su obra. 



(1) «La Corte á la sa^EÓn (otoño de 18ííñ) se hallaba en la 
Granja^ resuelta á no venir á Madrid ha^ta que la epidemia 
(la del c/)leraj cesase. Aílí la reacción coiubatia funosarneute 
al Ministerio, y m cuenta por peráonaa formales una eiscena 
eii que iotcrvieiio la Reina, un Obispo con un cnicifljo en la 
mano, un Grande de España y un cclelire palairit^go, digna 
de los tiempos de Carlos IL Díce.^e que se trataba de hacer 
creer á Doña Isabel II que estaba coudenadaj y que el cólera 
habJa venido sobre Madrid poríiue se había reconocido el 
reino de Italia. (Navakiio y Rourigo, O'Dúnnelí y &u 
tiempo.) 



^p»^f^^^^^^"^f^ 



El Ministerio González Brabo siguió, en efecto, ne- 
gociaciones con la Santa Sede, y el Ministro de Gracia 
7 Justicia, Sr. Arrazola, contuerto con el Nuncio un 
acuerdo que comprendía los siguientes extremos: 

1.^ Que bajo las genéricas palabras y otra Orden 
que se leen en el art. 29 del Concordato, se entienden 
todas las Órdenes y Corporaciones religiosas, sin otra 
limitación que la de estar aprobadas por la Santa Se- 
de, debiendo, al erigirse en cada diócesis, dar la pre- 
ferencia á aquellas que, atendidas las circunstancias 
particulares de las respectivas iglesias, serán conside- 
radas como más útiles y convenientes para lograr el 
objeto y fin expresado en el mismo artículo del Con- 
cordato. 

2.^ El Gobierno de S. M., en cumplimiento de 
cuanto se establece en el citado artículo, dará las pro- 
videncias oportunas para que, en conformidad á los 
deseos y peticiones de los respectivos Prelados, se va- 
yan erigiendo progresivamente, según lo aconsejen 
las circunstancias, en las diócesis de la Península é is- 
las adyacentes, las Comunidades pertenecientes á di- 
chas Órdenes y Congregaciones que se crean útiles, y 
suministrará al mismo tiempo los edificios en que de- 
ban instalarse, pudiendo destinarse á este efecto los 
edificios que pertenecieron al clero regular ó secular, 
siempre que no se hallen dedicados á otro servicio de 
pública utilidad. 

3.^ Respecto á la subsistencia de las nuevas casas 
de Comunidades religiosas que se irán establecien- 
do, el Gobierno de S. M. se compromete á proveer 
con los medios que estimará convenientes, en plena 
conformidad á lo que entre ambas supremas potestades 
se convino ya en el art 35 del Concordato, quedando 
firme, respecto de las Congregaciones de San Vicen- 
te de Paul y San Felipe de Neri, cuanto con relación 



k 
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¿ la forma j medios de su snbsisteBoia s& estableció 
por Reales decretos de 23 de Junio y 3 de Diciembre 
de 1852, sin perjuicio de que el Gobierno provea con 
otros medios, ai faese necesario, en sustitución de los 
ya adoptados. 

4.^ Siendo además muy interesante que las uñeras 
Comunidades que se yayan erigiendo tengan una di* 
rección y régimen bien ordenado al par que unifor- 
me, y considerando que las providencias dictadas por 
el Sumo Pontífice Pío VII en el Breve ínter gramo- 
r«a, lo mismo que todas las demás de igual género 
«manadas anterior ó posteriormente de los Romanos 
Pontífices, uo pueden tener hoy aplicación alguna por 
falta de completa organización en las Órdenes ó Con- 
gregaciones que se vayan estableciendo, queda con- 
venido que, mientras no tenga efecto dicha organiza- 
ción y la Santa Sede, de acuerdo oou el Gobierno de 
S* M., no provea de otra manera, los respectivos Gene- 
rales de las Órdenes ó Congregaciones que se esta- 
blezcan nombrarán, por el tiempo que crean oportu- 
no, un religioso español, dando noticia de tal nom- 
bramiento á S, M.y á fin de que, con título de Vicario 
del mismo General, ejerza las facultades convenientes 
de que deberá estar investido. Esto sin perjuicio de 
los derechos de los Ordinaríos- 

5.*" Quedan sin efecto basta nuevo acuerdo entra 
ambas potestades el Breve ínter gramores y los demás 
aotos pontiflcios anteriores 6 posteriores referentes á 
*ata materia. 

6."* Estas disposiciones se hacían extensivas á las 
provincias de Ultramar* 

Fácil es advertir que aun en este acuerdo no se esta- 
blecen las Órdenes religiosas, sino que se las deja en 
disposición de poder ser establecidas, autorizándose el 
que haya en cada diócesis cuantas se estimen eonve- 



- 232 — 

nientes. Asi y todo, en el proyecto de Decreto á que 
dio origen ese acuerdo se consignaron preceptos que^ ' 
lejos de aclarar el art. 29 del Concordato, mantenían 
la confusión. 

En el art. 1.^ se decía: «Se declara que la Orden re- 
ligiosa indicada en el art 29 del Ck)ncordato de 1851,. 
después de haberse designado nominalmente las Con- 
gregaciones de San Vicente de Paul y de San Felipe 
Neri, será la que, atendidas las circunstancias especia- 
les de cada diócesis, se considere en ellas más útil y 
conveniente para lograr los fines y objetos expresa- 
dos; la Orden ha de ser de las aprobadas por la Santa 
Sede>. 

Aquí se dice, si bien no con la claridad necesaria^ 
que la tercera Orden designada en el Concordato será 
una misma en todas las diócesis; pero luego, en el ar- 
ticulo 2.^, se añade: «Mi Gobieriio, con arreglo á lo dia- 
puesto en el citado art. 29 del Concordato, tomará laa 
disposiciones que crea más acertadas, oyendo previa- 
mente á los Prelados diocesanos, para que progresi- 
vamente y en su día, conforme lo reclamen las oir-r 
cunstancias, puedan establecerse en las diócesis de la 
Península é islas adyacentes las casas religiosas que 
se juzguen necesarias, las Órdenes ó Institutos á que 
éstas deban pertenecer, el número de los individuos 
de toda clase de que hayan de constar, los edificios en 
que hubieren de instalarse». Esto es, se restablece la 
tercera Orden, aunque sin consignarse de un modo ex- 
plícito si será una misma para todas las diócesis ó una 
distinta para cada una de éstas; y luego se renueva la 
promesa de ir estableciendo las demás Ordenes «pro- 
gresivamente y en su día, conforme lo reclamen las 
circunstancias». De modo que se ve con toda claridad 
que aun en aquel período de evidente reacción no se 
atrevió el Gobierno á abrir desde luego las puertas á 
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todas las Órdenes expulsadas; y aaí y todo, el proyec- 
to de Decreto bo pasó de tal categoría, porque lo im- 
pidió el triunfo de la Hevolución de Septiembre. 

La reacciÓQ no consiguió^ pnes, destruir en el terre- 
no legal Ik obra comenzada eo 1813 y sancionada en 
1851; pero los Gobiernos, respondiendo á los arraiga- 
dos sentimientos católicos del país, acertaron á lier- 
manar con las exigencias de nuestra posición en la es- 
fera internacional, los intereses del Pontificado. Á par- 
tir de 1859, las relaciones entre el Gobierno español y 
la Santa Sede fueron cada dia más cordiales y más ín- 
timas, y prueba de ello fué la concesión que hizo 
Pío IX á la Reina Isabel, en los primeros días de 1868, 
de la Basa de OrOj como «prenda del paternal cariño 
del Pontífice que la envía^ símbolo de la fe, de la jus- 
ticia, de la caridad de la Soberana que la recibe, au- 
gurio feliz de la protección de Dios que la santi- 
fica».,, (1) 

Pocos meses después desaparecía, barrido por la 
ola revolucionaria, el Trono de Isabel 11. La reacción, 
que lo combatió en 1S84, lo perdió en 1868. 



(1) El discurso del Ableg-ado apostólico y la reseña de la 
entrega de la Rosa de Oro pueden verse en la Gaceta del ti 
de Febrero de 1868. 



CAPÍTULO XV 



La Revíjlución de Septiembre.— Decretos relativo* á la cues- 
tión religiosa, — Nonibramieíito deJ 6r, Posada Herrera 
para la Embajada en el Vaticano.— La Santa Sed^ se abs- 
tiene de reconocer al Gobierno.— Manifestación contra el 
Nuncio; satisfacciones dadas por el Gobierno, — La cuestión 
relig'ioga en Im Cortés Conatitujentes. 



Era de esperar que el triunfo de la Revolución de 
Septiembre d© 1868 origioase nuevas di fi culta des en- 
tre España y la Santa Sede; pero habían cambiado mu- 
cho los tiempos, las circunstancias eran muy diferen- 
tes y la posición del Gobierno español y del Vaticano 
muy diversa, para que pudiera reproducirse la lucha 
entre ambas potestadesp no ya como en 1834, sino que 
ni siquiera como en 1855. 

La Revolución de Septiembre había sido, en su ori- 
gen y en todo el período de su preparación, exclusi- 
vamente política, como había sido esencialmente mo- 
nárquica. Ninguno de sus iniciadores y ninguno de 
los que de un modo activo contribuyeron á su triunfo 
tenían del Estado un concepto diferente en el fondo 
del que signiflcaban los Ministros de Doña Isabel II, 
como no tenían de la organización de los poderes un 
pensamiento que pudiera caliñcarse de opuesto al de 
aquéllos. Los progresistas habían ido á la Hevoluoión 
porque se creían excluidos del poder y los unionistas 
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por una cuestión de amor propio. Así es qoe en las 
primeras proclamas y maniflestos no se apuntó idea 
alguna que hiciese referencia á la cuestión religiosa; 
pero de la misma manera que en lo referente á la for- 
ma de Gobierno el Ministerio proTisional se encontró 
planteado el problema por las Juntas reTolucíonarías, 
la participación que en éstas tuvieron los elementos 
radicales, y el estallido de la opinión republicana que 
después del triunfo apareció pQderosa^ hicieron que 
desde el primer momento resultase también planteada 
la cuestión religiosa en términos, como era natural , 
más radicales que en 1812, 1820^ 1836 y 1854. De aquí 
que, cualesquiera que fuesen las ideas de alguoos de 
los individuos del Gabinete, resultaba indudable que 
la Revolución signiñcaba una tendencia que había de 
alterar profundamente las relaciones entre la Iglesia 
y el Estado, 

Bien pronto se tuvo la prueba de esto, pues fuese 
porque ciertos Ministros no se atrevieran á contrarres- 
tar los radicalismos del Sr. Romero Ortiz, que desem- 
peñaba la cartera de Gracia y Justicia, ó porque todos 
juagasen necesario desarmar á la opinión republicana 
que S6 presentaba amenazadora, ó fuese porque preci- 
sase á la nueva situación trazar en el terreno de las 
ideas la línea divisoria entre ella y el orden de cosas 
que había desaparecido^ es lo cierto que en el mismo 
mes de Octubre se publicó una serie de Decretos que 
resolvían en sentido radical uno de los varios aspec- 
tos de la cuestión religiosa. 

El primero fué el del día 12, suprimiendo la Compa- 
ñía de Jesús y mandando cerrjar, en el termino de tres 
días, todos sus colegios é inetitutos, con ocupación de 
las temporalidades. 

Por el segundop fecha del 15, se derogó en todas sos 
partes el Decreto de 25 de Julio anterior, que babia 
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autorizado á las eomonid^des religiosas para adquirir 
y poseer bienes, * contra lo dispuesto en las leyes >, da- 
cía, y se restablecía en su fuerza y vigor el art. 38 
de la ley de 29 de Julio de 1837, que concedía iudlvi- 
dual mente á las monjas profesas ese derecho. 

Quedaban extinguidos, por virtud del tercero, to- 
dos los monasterios, conventos, colegios, congrega- 
clones y demás casas de religiosos de ambos sexo» 
fondados desde 20 do Julio de 1837, debiendo pasar 
á ser propiedad del Estado los edificios, reutas, etc., 
de los suprimidos; reduciéndose á la mitad los con- 
ventos, monaste4o3, etc., que debían quedar sub- 
sistentes en virtud de dicha !ey, prohibiéndose la ad- 
misión de novicios y la profesión de los existentes^ 
y declarando que se conservarían las Hermanas de 
la Caridad, de San Vicente de Paul, de Santa Isabel y 
de la Doctrina Cristiana y demás dedicadas á la en- 
señanza y beneücencia^ pero quedando sujetas al Or- 
dinario. 

Disolviéronse, también, por el Decreto del 19, las 
Asociaciones conocidas con el nombre de Conferen- 
cias de San Vicente de Paul y, en ñu, en 22 del mis- 
mo mes ae decretó que hasta que las Cortes aprobasen 
la nueva ley de Presupuestos se suspendiese el pago 
de la asignacióa de 5*900.000 reales que percibían loa 
Seminarios (1). 

'De estos Decretos, unos, como los relativos á la su- 
presión de la Compañía de Jesús, extinción de los con- 
ventos fundados después de 1837, etc., podían esti- 



(1) Por otro Decreto, fecha 2 de Noviorabrc, se diapíiso 
que las frases Erga Catholicam noittram Hinpa/úarum Re- 
ffinam Elisabtth usadas cu el iuramento de costumbre que 
prestan los Prelados preconizados, al hacerse la consagra- 
ción » se Bttstifctiyeran con la,^ do Erga rectores HispanicR ru- 



marse como maro restablecimiento de preceptos que 
cabía considerar vigentes; pero los otros significa- 
ban que la Revolncíón pretendía ir en lo relati^roá 
la cuestión religiosa más lejos de lo que habían ido 
loa anteriores movimieutos revolucionarios* Y en 
efecto, la tendencia favorable á la libertad de cultos 
encontró bien pronto acogida en el seno del Gobier- 
no; pero éste no logró con ello otra cosa que exci- 
tar más y máñ las pasiones, pues loa republicanos, 
y aun algunos monárquicos, pretendían ir nada me- 
nos que á la separación de la Iglesia y el Estado, y en 
cambio los elementos ultramontanos y los carlistas 
veían en todo eso una serie de ataques á la Religión, 
y lo explotaban con el propósito, que no tardaron mu- 
cho en llevar á cabo, de encender una nueva guerra 
civiL 

Esa conducta del Gobierno y esa situación de loa 
ánimos complicó el problema del reconocimiento del 
Gobierno provisional por las Potencias, especialmen- 
te el relativo i la Santa Sede, cuya actitud, por todo 
ese conjunto de circunstancias, era de gran importan- 
cia, no sólo para la nueva situación, sino para todo el 
paí?. 

Á nadie pudo extrañar que á la breve Nota en que 
el Ministro de Estado, Sr. Álvarez de Lorenzana, dio 
cuenta al Cuerpo diplomático extranjero acreditado 
en Madrid de haberse constituido el Gobierno provi- 
sional, contestase el Nuncio de Su Santidad concre- 
tándose á decir, como hicieron los demás diplomáti- 
cos, que había comunicado la Nota á su Gobierno y 
que aguardaba instraooiones; como tampoco extrañó 
que al dar lectura al Cardenal Antonelli, Secretario 
de Estado de Su Santidad, el Encargado de Negocios 
interino de España en Roma, D. Juan Isaías Llórente, 
de la circular del Ministro de Estado, se limitase 



aquél á contestar que lo pondría en eoDocimiento de 
Su Santidad {1), 

Como la Embajada da España en Roma se bailaba 
yacante, se nombró al primer Secretario D. José Fer* 
nández y Jiménez, que prestaba sus servicios en el 
Ministerio, para que fuese a desempeñarla como En* 
cargado de Negocios, y un mes después se comunicó 
al Nuncio, para que lo participase al Vaticano, que el 
Gobierno se propoufa conñar la Embajada á D, José 
Posada Herrera, ex Ministro de la Gobernación y per- 
sona que por sus condiciones se creía sería grata á Su 
Santidad; á lo cual contestó Monseñor Franchi qa& 
mientras cumplía el encargo qua se le había hecho^ 
creía oportuno manifestar su convicción de que el 
Gobierno de Su Santidad tendría con el Sr. Fosada 
Herrera las mismas oficiosas relaciones que el Go- 
bierno provisional tenia con él, y que el mismo Go- 
bierno debía estar tanto más seguro de esto, cuanta 
que tenía para ello una prueba en las relaciones que 
existían entre la Santa Sede y el Sn Fernández Ji- 
ménez. 

El 7 de Diciembre fué nombrado Embajador el se- 
ñor Posada Herrera, el cual llegó á Roma y tomó po- 
sesión de la Embajada el 27 del mismo mes. Pocos días 
después solicitó ser recibido por Su Santidad en au- 
diencia privada, como lo fué el día 4 de Enero, dis- 
pensándole el Papa todo género de atenciones y ha- 
blándole muy afectuosamente y con visible interés de 
la Nación española. Esto, sin embargo, no satisfizo al 
Gobierno, que lo que quería era que el Embajador 



(1) Al estallar la Revolución de Septiembre era Embaja- 
dor en Roma hombre tan significado en la política como don 
Alejandro de Castro, el cual, claro es, no continuó un solo 
momento desempeñando el puesto que debía á la confianza- 
de la Reina. 



íaeae recibido oÜcialmente; al propio tiempo se retra- 
saba la contestación deL Cardenal Antonelll á la carta 
de introducción que del Ministro de Kstado había lle- 
yado el Sn Fosada Herrera, j por último, cuando se 
recibió, hubo de notarse que el Secretario de Estado 
de Su Santidad no trataba al Sr. Alvarez de Lorenzana 
como Ministro ni al Sr. Posada Herrera como Emba- 
jador; todo lo onal, que se hizo público con escasa 
prudencia, sirvió para irritar á unos elementos 7 para 
envalentonar á otros. La prensa se apoderó del asunto 
j se fué creando una situación delicadísima (1). 

Á todo estOr en los círculos diplomáticos de Madrid 
se afirmaba con referencia al Nuncio, fuese ó no exacto 
el testimonio, que si no había sido recibido ya oficial- 
mente el Sn Posada Herrera se debía á que éste no lo 
gestionabap Sin embargo, á fines de Enero manifes- 
taba el Embajador que después de su conferencia con 
el Cardenal Antonelll esperaba poder entregar pronto 
sus credenciales, si bien al día siguiente añadió que las 
noticias recibidas de Madrid habían hecho cambiar el 
aspecto de las cosas. 

Aquí tuvieron lugar, en efecto, sucesos gravísimos, 
porque unos y otros, loa de la derecha y los de la 
izquierda^ parecían empeñados en provocar un con- 
flicto. Aquéllos, haciendo un arma del hecho de que 
Su Santidad no hubiese recibido oficialmente al señor 
Posada Herrera, combatían con rudeza al Gobierno, 
presentándolo como sospechoso, cuando menos, á las 



(1) Conviene tener presente que el Nuncio mantenía re- 
laciones, aunque meramente ofidesag, muy cordialefi con el 
Ministro de Estado, y que en la prenaa se dijo, ain que fuese 
desmentido, que si bien el Emperador Napoleón recibió las 
credeocialea del Sr. Olóiíaí^a, no habla contestado á la carta 
oficiaL Este extrenio no lo hemos podido cotaprobar, aunque 
.hajr motivos para suponerlo exacto. 
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conciencias católicas y excitando los sentimientos de 
una parte del país; y los otros, considerando como 
un desaire y aun como una ofensa la conducta del 
Pontiñcado— en lo cual, si no era una maniobra polí- 
tica su actitud, había una gran falta de lógíca^—exa* 
geraban su campaña antirreligiosa. Era de temer que 
unos y otros diesen lugar al choque de ambos fa- 
naüsmosj y el Gobierno, en vez de procurar calmar 
las pasiones, parecía complacerse en echar leña al 
fueí^o. 

Ya en 21 de Octubre 3e había ordenado á los Gober- 
nadores que procediesen á incautarse bajo inventario, 
y con asistencia de notario público, de los edificios, 
libros, papeles y fondos de las Corporaciones extin- 
guidas; medida que, adoptada en los primeros días de 
la Revolución y como consecuencia de lo dispuesto en 
el Decreto del 18, se explicaba perfectamente. Pero el 
Ministro de Fomento, Sn Ruiz Zorrilla, como si no 
quisiera resultar menos radical que otros de sus com- 
pañeros de Gabinete, y sin tener en cuenta para nada 
la peligrosa agitación que existía en el país, di6 un 
Decreto el l/Me Enero de 1869 disponiendo la incauta* 
ción por el Estado de todos los archivos, bibliotecas, 
gabinetes y demás colecciones de objetos de ciencia, 
arte ó literatura que con cualquier nombre estuviesen 
á cargo de laa catedrales, cabildos, monasterios ú ór- 
denes militares, con la sola excepción de las bibliote- 
cas de los seminarios, y ordenó, por circular dirigida 
S los Gobernadores, que éstos procediesen el día 25 á 
llevar á cabo dicha incautación. 

Hay que reconocer que esto, en el fondo, tenía cierta 
justlñcación, pues desgraciadamente, por abandono de 
unos y por ignorancia de otro?, y en algunos casos 
también por necesidad, se habían malvendido joyas y 
objetos artísticos que debían conservarse en el patrU 
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monio nacional. Mas, de todos modos, en las oirouns- 
tancias en que se dictó, esa medida constitaía una ver- 
dadera imprudencia, pues daba pretexto al carlismo 
para excitar más las pasiones, presentando aquélla 
como un nuevo ataque á la Iglesia, á la que se trataba 
de hacer víctima de otro despojo^ Todo hacia temer 
que la incautación no se pudiese llevar á cabo sin que 
ocurriesen deplorables incidentes, y en efecto, el 25 de 
Enero, al hallarse cumpliendo dicho Decreto el Gober- 
nador de Burgos, Sr. Gutiérrez de Castro, penetró en 
la Catedral un grupo armado que asesinó á aquél bár- 
baramente dentro del mismo templo. La autoridad 
militar tuvo que hacerse cargo del mando, se declaró 
la población en estado de guerra y se llevaron á cabo 
muchas prisiones, entre ellas las de algunas dignida- 
des del Cabildo. 

La noticia de lo ocurrido en Burgos, que no se hizo 
pública en Madrid hasta el día siguiente, produjo gran 
impresión. Desde las primeras horas de la noche del 26, 
numerosos grupos se situaron en la Puerta del Sol dis- 
curriendo sobre tan trágicos sucesos, y como ocurre 
siempre en tales casos, no faltó quien lanzase la idea 
de hacer una manifestación, que fué fácilmente aco- 
gida por los grupos: unos se dirigieron á la iglesia de 
los Italianos (1), de cuyo muro exterior arrancaron, 
rompiéndolo después, el escudo romano (2), que lle- 
varon arrastrando hasta el Ministerio de Gracia y Jus- 
ticia, en el cual se encontraba el Sr. Romero Ortiz, 
que declaró ser partidario de la libertad de cultos. 



(1) Hallábase situada esta iglesia en la Carrera de San Je- 
rónimo, esquina á la de Cedaceros (hoy Nicolás Maria Rlvero) 
y á la del Sordo (ahora de Zorrilla). 

(2) Oficialmente resultó que no se sabia que existiese se- 
mejante escudo, aunque todo el mundo habla podido verlo. 
Lia Iglesia era de patronato pontificio. 
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Otros grupos, que como aquéllos gritaban ¡víTa la li- 
bertad de oultosl ¡viva la separación de la Iglesia y del 
Estado! ¡muera el Nunciol ¡mueran los asesinos de 
BurgosI se encaminaron á la Nunciatura; pero las auto- 
ridades, apoyadas por la milicia nacional, impidieron 
que los manifestantes penetrasen en el domicilio del 
Representante de Su Santidad. No obstante esto, Mon- 
sefior Franchi, temiendo ser objeto de un atentado, se 
trasladó aquella misma noche á la Legación de Bél- 
gica. 

Aunque en realidad esos incidentes no habían pa- 
sado de ser desahogos de mal género, los Representan- 
tes extranjeros creyeron que no podían guardar si- 
lencio y se dirigieron al Presidente del Consejo, no en 
son de protesta, sino de amistosa queja por lo ocurri- 
do y de leal advertencia para que se impidiese su re- 
petición. <E1 Cuerpo diplomático-^dijeron-— no ha po- 
dido ver sin una penosa emoción los hechos que han 
puesto á su honorable Decano en la necesidad de 
abandonar momentáneamente su domicilio para li- 
brarse de sus consecuencias. Lleno de confianza en el 
buen deseo del Gobierno que Y. E. tiene la honra de 
presidir, no duda que estará dispuesto á tomar las me* 
didas necesarias para garantir á los^Representantes de 
las Potencias extranjeras la seguridad y el respeto que 
son debidos á su carácter. Sin embargo, en vista de lo 
que acaba de suceder, los infrascritos creen que deben 
apelar á un aumento de solicitud de su parte, que les 
permita considerarse completamente garantidos con- 
tra toda manifestación que pudiese turbar las relacio- 
nes que tienen que mantener, como su primer deber, 
en las vías de la conciliación» (1). 



- (1) Nota del Cuerpo diplomático acreditado en Madrid al 
Presidente del Consejo; fecha, 27 de Enero de 1869. 
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No obstan tB el tono mesurado y la forma amistosa 
de esta comuntcacíóUp envolvía una severa adverten- 
cla^ cuyo alcance no se ocultó al Gobierno. En el es- 
tado en que se encontraban entonces las relaciones 
entre España y las demás potencias, lo ocurrido era 
sumamente grave y cualquier otro iucidente podía 
tener transcendentales consecuencias. Por esto, el Mi- 
nistro de Estado se apresuró á contestar, si bien su 
respuesta fué poco feliz, pues más parecía tender á 
disculpar á los manifestantes que á desagraviar al 
Nnncio, *V. E, no ignora— dijo— el espantoso asesi- 
nato del Gobernador de Burgos, perpetrado por una 
turba de fanáticos, y no extrañarfi, sabiendo que el 
pueblo en todas partes es por demás caviloso, que im- 
putase á todo un partido lo que sólo fué culpa de po- 
cos individuos. Por desgracia, este partido, á quien la 
gente del pueblo acusa, se vale de la religión cató- 
lica, aviesamente interpretada, como de un arma para 
derrocar al Gobierno y atajar la corriente de la Re- 
volución. Explicable, si bien en estremo doloroso, 
fué, por lo tanto, el error de los que juzgaron acer- 
tado manifestar su disgusto contra el Representante 
del Jefe de esa religión, desconociendo sus nobles 
prendas de carácter... No hubo, sin embargo, ni hay 
razón para sospechar que naciese siquiera en el áni- 
mo de los que dirigieron y capitanearon la mencio* 
nada manifestación popular el más ligero propósi- 
to de inferir ofensa á la persona del respetable señor 
Nuncio.^ Prometía loego que el Gobierno, aun sin 
creerlo necesario, aumentaría su cuidado y su cons- 
tante solicitud, á fia de que todos ios individuos del 
Cuerpo diplomático se creyesea seguros del respe- 
to que se les debe; y concluía recordando, con escasí- 
sima discreción, que el pueblo liabía obsequiado con 
serenatas y vivas y aplausos á los Representantes de 
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aitganas Potencias que imaginaba eran más simpáticas 
á la Revolución (1). 

El que el Grobierno no se atreviese en aquellos mo- 
mentos á condenar con la severidad que merecía la 
manifestación realizada contra el Nuncio no impidió 
que otorgase á éste un público desagravio. El Alcalde 
de Madrid, D. Kicolás María Rivero, fué á buscar á 
Monseñor Franchi á la Legación belga, y en su jpropio 
coche le condujo al palacio de la Nunciatura, donde 
esperaba el Gobernador civil, Sr. Moreno Benltez, que 
tributó á S. E. el homenaje de su respeto, con lo cual 
terminó el aspecto diplomático de aquel incidente. El 
Nuncio, sin embargo, no quedó completamente satis- 
fecho; pues creia que no se habian tomado las debidas 
precauciones y no se consideraba seguro; pero deseaba 
permanecer en Madrid é hizo cuanto pudo para evi- 
tar una ruptura de relacione? (2), comprendiendo que 
importaba mucho no consumar el divorcio de la Reli- 
gión con la Revolución. 

Queda dicho que al recibirse en Roma la noticia de 
lo ocurrido en Madrid, el Embajador de España cqnsl- 
deró fracasadas sus esperanzas de ser recibido oficial- 
mente; y como había pedido con anterioridad licencia 
al Gobierno para venir á tomar asiento en las Cortes 
Constituyentes, el Sr. Posada Herrera salió de Roma 
el 15 de Febrero, quedando encargado nuevamente de 
la Embajada el Sr. Fernández Jiménez. 

Abriéronse las Cortes el 11 de Febrero, y el 2 de 
Marzo se nombró la Comisión que había de redactar 
el proyecto constitucional, resultando elegidos los se- 



(1) Nota del Ministro de Estado al Embajador de Francia: 
fecha, 30 de Enero de 1869. 

(2) Despacho del Ministro de Estado al Embajador de Es- 
paña en Boma. 
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fioras Otózaga (D. Salastiano), Aguirre^ Ríos KosaSp Po- 
sada Herrera, Romero Girón, Godíoez de Paz, Silvela 
(D- Manuel), Hartos, Beceiraj Valera (D, CriatóbalX 
Mata (D. Pedro), Marqués de la Vega de Armijo, UUoa 
(D, Augusto), Montero Ríos y Moret 

La cuestión religiosa fué una de las que mayorea 
difleultades ofrecieron en el seao de la Comisión. La 
minoría conservadora de ésta, formada por los seño* 
res Ríos Rosas, Posada Herrera, Marqués de la Vega de 
Armijo, Ulloa y Sil vela (D.Manuel), batalló por que se 
conservase la frase que consagraba la supremaoiu del 
oatolícismo,y quiso que, á semejanza de la Ooostitu- 
oión portuguesa, se limitaaa la libertad de cultos á los 
extranjeros; pero la mayoría se opuso resueltamente 
á que se consígnase religión alguna del Estado; y en 
la imposibilidad de llegar á un acuerdo, los conserva- 
dores, temiendo perderlo todo, aceptaron la extensióa 
de la libertad de cultos á los españoles, salvando así el 
primer párrafo del artfcnlo por ellos redactado, que 
ea el que quedó al fln, y en el que se establecía la su- 
premacía del catolicismo, al consignar que la Nación 
se obliga á mantener el culto y sus ministres* Maa no 
se llegó á este resultado sin que antes la minoría tu- 
viese escrito un voto particular, ni el haber sido objeto 
de tan detenido examen en el seno de la Comisión im- 
pidió que el problema religloBO se abordase con gran- 
de empeño en la Cámara, y no en una sola, sino en dos 
ocasiones, al discutirse la totalidad, primero, y luego 
al discutirse el articulado. 

Durante el examen de la totalidad plantearon la 
cuestión religiosa los 8res. Manterola, Magistral de la 
Catedral de Vitoria, y Monescillo, Obispo de Jaén (1). 



(t) Éstos erany con el Cardenal Garcia Cuesta ^ Arzobispo 
de Santiago, los luilcos eclesiásticos qu^ habia en las Oona- 
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El primero, en na discurso elocuente en la forma j 
eruditísimo en el fondo, que fué escuchado con gran 
benevolencia tiasta por los mismos republicanos, ex- 
puso la doctrina de la Iglesia, las glorias (íe ésta j la 
tolerancia de que siempre ha hecho gala; rebatid argu- 
mentos del Sr. Gastelar y abogó por la unidad religio- 
sa. El Obispo de Jaén pronunció un hermoso discurso» 
abogando también por la unidad. 
. Á las alusiones de que había sido objeto contestó el 
Sr. Gastelar con una brillantísima improvisación, de- 
fendiendo, con soberana elocuencia, la libertad reli- 
giosa. La tesis de su discurso puede considerarle sin- 
tetizada en su último párrafo que, acogido entonces 
por la Cámara con grandes y prolongados aplausos, 
ha sido después citado mil veces con extraordinario 
encomio. «Grande es Dios en el Sinaf, dijo; el trueno 
le precede, el rayo le acompaña, la luz le envuelve, la 
tierra tiembla, los montes se desgajan; pero hay un 
Dios más grande, más grande todavía, que no es el 
majestuoso Dios del Sinaí, sino el humilde Dios del 
Gal vario, clavado en una cruz, herido, yerto, corona- 
do de espinas, con la hiél en los labios, y, sin embar- 
go, diciendo: «¡Padre mío, perdónalos, perdona á mis 
> verdugos, perdona á mis perseguidores, porque no 
»saben lo que se hacen!» Grande.es la religión del po- 
der, pero es más grande la religión del amor; grande 
es la religión de la justicia, pero es más grande la re- 
ligión del perdón misericordioso; y yo, en nombre de 
esta religión; yo, en nombre del Evangelio, vengo aquí 
á pediros que escribáis al frente de vuestro Gódigo 



tituyentes. Por cierto que los tres lograron alcanzar las sim- 
patías y el respeto de toda la Cámara, tanto por su elocuen- 
cia como por su tálenlo y, sobre todo, por la actitud correc- 
tísima que observaron. 
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íandamental la libertad religiosa, es decir, libertad, 
fraternidad, igualdad entre todos los hombres.» 

Loa artículos 21 j 22 eran los que planteaban y re- 
sol ríaa la cuestión religiosa. Entrañabaa éstos, por 
tanto, grandísima importancia y era lógico que fuesen 
objeto de viva discusión» de largo, empeñado y acalo- 
radísimo debate. Comprendiéndolo así la Comisión, 
propuso, y se acordó, que se discutieran jantoSj ha- 
biendo seis turnos en pro y seis en contra, y que se 
votaran separadamente. 

Diez y seis enmiendas se presentaron á dichos ar- 
tículos, pudíendo dividirse aquéllas en cuatro grupos: 
uno, el de las radicales en el sentido de la separación 
de la Iglesia y el Estado; otro, ol de las radicales en el 
sentido de la unidad católica; otro, el de las que par- 
tíeudo déla aprobación del dictamen tendían á modi^ 
floar éste en sentido hostil á la Iglesia, y el cuarto el 
de las que procuraban modtfloar el dictamen en sen- 
tido taiíorable á la Iglesia. 

La del Sr, Súñer y Capdevila decía que los españo- 
les y extranjeros residentes en el territorio español 
están en el derecho y en la libertad de profesar cual- 
quiera religión, ó de no profesar ninguna. En su apo- 
yo pronunció el Sr. Súñer un discurso extravagante, 
de marcado sabor antirreligioso, haciendo la critica 
de las religiones y especialmente de la católica. Inte- 
rrumpióle el Presidente cuando el Sr. Súñer hallábase 
empeñado en la tarea de probar que Jesucristo tuvo 
hermanos, ó insistiendo el orador y queriendo oblN 
garla el Presidente á ceñirse á lo único propio de la 
discusión parlamentarla, el Sr, Súñer renunció la pa- 
labra y, con los demás individuos de la minoría repu- 
blicana, abandonó el salón. Contestó el Sr, Mata y se 
desechó la enmienda. 

EL Sr* García Raíz apoyó otra que tenía dos partes; 
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ana, que la Nación deolat^ae libre ¿ la Iglesia católíoa 
y garantizase el ejercicio del culto» sin obligarse á sos- 
tener éste ni á sos ministros; y otra, que garantizase 
todo otro culto sin más Hmítaciones que las reglas 
eternas de la moral uBÍrersal* £i orador turo el mal 
acuerdo de seguir el camino trazado por el Sr. Súñer, 
ocupándose de cuestiones dogmáticas y caliñcando de 
monserga el misterio de la Santísima Trinidad, lo cual 
dio lugar á que el Sr, Obispo de Jaén hiciera una sen- 
cilla y elocuente protestación de fe, á la que se adhi- 
rió el Cardenal García Cuesta, y á que el Sr. Ríos Ro- 
sas, en medio de grandes aplausos y con frase enérgi- 
ca, manifestase que los españoles tenían derecho á que 
respetasen su fe todos los diputados de la Nación. 

Contestó el Sr, ülloa al Sr. García Ruiz, y éste, al 
rectificar, negó haber calificado de mojigata á Isabel 
la Católica, si bien sostenía que fué la Reina más fu- 
nesta para la patria. 

A este mismo grupo de enmiendas corresponde la 
del Sr, Merelo, quien pedía que el Estado garantizase 
la libertad é igualdad de todos los cultor, pero sin sos- 
tener los ministros ni el cuito católico y sin mantener 
relaciones oficiales oon iglesia alguna. Fué retirada 
después de combatirla el Sr. Morete 

Al grupo de las radicales en el sentido de la unidad 
corresponden: una del Sr. Manterola diciendo que la 
religión católica, apostólica, romaua, única verdadera, 
continuaba siendo y serfa perpetuamente la religión 
del Estado; otra del Sr. Arzobispo de Santiago, decía- 
rando que, siendo la religión de la Nación española la 
católica, apostólica, romana, el Eatado se obligaba á 
protegerla y á sostener por vía de indemnización el 
cuito y sus ministros; y otras de los Sres. Ortiz de Za- 
rate y Ochoa (D, Cruz), iguales en el fondo á las ante- 
riores. Las cuatro fueron desechadas, después de com- 
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batirlas los Srea* Montero Ríos, Ministro de Gracia j 
Justicia y Aguirre, Moret y Godínez de Paz respeoti- 
vameate. 

Viendo los republicanos que era segura la aproba- 
oión del dlotamen^ trataron de conseguir siquiera la 
modifícación de éste en un sentido más radical, Al 
efecto, el Sr. Sorn! apoyó una enmienda pidiendo que 
ninguna iglesia, corporación, asociación religiosa ó 
sacerdote pudiera ejercer otra jurisdicción que la es- 
piritual; el Sn Gil Vírseda otra sosteniendo que no se 
exigiesen derechos por la administración de loa Sacra- 
mentos ni por las preces parroquiales absolutamente 
indispensables en los entierros eclesiásticos; el Sr. Ru- 
bio (D, Federico) otra prescribiendo que las Diputa- 
ciones provinciales j Ajuutamientos quedaban obli- 
gados á mantener el culto católico y los Ministros do 
la misma religión, imponiendo una contribución so- 
bre los fieles; el Sr. Garrido sostuvo una en que se 
decía que <el Estado se obliga á mantener el culto y 
los ministros de la religión católica, apostólica, roraa- 
na, imponiendo al efecto una contribución especial 
directa á los que la profesen, y recaudándola con in- 
dependencia de las demás que exijan las cargas públi- 
cas», y el Sr. Soler (D. Juan Pablo) apoyó otra di- 
oiendo que «la Nación se obliga á mantener vitali- 
ciamente los ministros actuales de la religión católica, 
sin reconocer derecho alguno á los ministros que en 
lo sucesivo se instituyeren». También debe compren- 
derse en este grupo la enmienda del Sr. Montesino 
(D. Cipriano Segundo), limitada á decir que el Estado 
garantizaba todos los cultos. Ésta fué impugnada por 
el Sn.Olózaga; la del Sr. Gil Vírseda por el Sr. Mata, 
y todas las demás por el Sr. Morete pero unas y otras 
fueron desechadas. 

Por último, corresponden al cuarto grupo tres en- 
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mlendas: la del Sr. Méndez Vigo, que decía «la Naoión 
se obliga á mantener y proteger el culto y los minis- 
tros de la religión católica qae profesan los españoles; 
pero ningún español ni extranjero podrá ser perse- 
guido por sus opiniones ó creencias religiosas mieh- 
tras no las manifieste por actos públicos contrarios á 
la religión»; la.de D. Juan Yalera, «la religión católica 
es la áel Estado, pero todo español ó extranjero puede 
ofrecer públicamente á Dios el culto que su concien- 
cia le dicte»; y la del Sn Estrada, «el Estado re«iuncia 
al ejercicio de las regalías». Las combatieron los se- 
ñores Romero Giróny Moret, y no prevalecieron. 

Terminado el examen de las enmiendas, se entró en 
la discusión de los artículos citados, el 21 y 22, qae en 
la redacción definitiya formaron uno solo, el 21. El se- 
ñor Pi y Margall abogó por la completa libertad de 
cultos, contestándole el Sr. Mata. El Sr. Álvarez Buga- 
llal defendió el criterio de la mera tolerancia,. y le 
contestó el Sr. Balaguer, que tachó de yaga y obscura 
la redacción del art 21, interviniendo el Ministro de 
Fomento, Sr. Ruiz Zorrilla, que entonó como siempre» 
viniera ó no á cuento, el himno de Biego^ 6 hizo des- 
dichadísimos alardes de intransigencia radical. 

Volvió el Sr. Súñer y Gapdevila á repetir sus mani- 
festaciones antirreligiosas, dando lugar á que antes de 
contestarle el Sr. Rojo Arias, formulase el Ministro de 
Marina, General Topete, una enérgica protesta contra 
el empeño de ridiculizar las creencias de los españo- 
les. También el Sr. Garrido, al abogar por la separa- 
ción de la Iglesia y del Estado, hizo gala de sentimien- 
tos anticatólicos, contestándole el Ministro de Gracia 
y Justicia defendiendo la necesidad de subvencionar 
el culto católico y, sobre todo, de respetarlo. El señor 
Moret, en un grandilocuente discurso, dijo, entre repe- 
tidos aplausos, que si se abusaba de todas las liberta- 
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des y ei la libertad religiosa sólo aervía para ofender 
las creencíaSp debía darse un adiós á la Revolución- 

El Sr. Díaz Caneja defendió la unidad catóUoa, y el 
Sr. Ecbegaray ?e reveló como nn gran orador al con* 
testar á aquél, sosteniendo que había que aceptar inte- 
gramente ambos artículos porque sígniücaban un pac- 
to de unión, que era el triunfo de la Revolución. Una 
frase de su discurso, torcida y violentada después^ 
hi«o que se le acusara de haber oalifloado de incom- 
bustible el cabello. No dijo tal cosa. 

Consumió el último turno el Sr, Castelar, el cual, 
separándose de los temperamentos adoptados por sus 
compañeros de minoría, discurrió como legislador, 
dejando al filósofo discutir el dogma en las Acade^ 
mías. En forma elocuentísima, como siempre, y con 
gran erudición, abogó por la completa libertad reli* 
giosa, mediante la separación de la Iglesia y el Estado; 
combatió las regalías, y excitó á los diputados ecle- 
siásticos á pedir la libertad en beneficio de la Iglesia. 

Aludido el Sr. Manterola, explicó el sentido y al- 
cance del Syllabus, é insistió en defender la unidad; y 
el Sn OlÓzaga, al contestar al Sr. Castelar, hizo el re- 
sumen del debate en un notabilisimo disourso. 

Al ir á procederse á la votacíóUj declaró el Sr, Cas- 
telar que la minoría republicana votaría contra la pri- 
mera parte del art. 21 (es de advertir que la Comisión 
había manifestado que los arts. 21 y 22 formarían uno 
solo) que obligaba á la Nación á mantener el culto y 
clero, y que aun juzgando depresiva para los espaíloles 
la segunda parte, porque subordinaba el derecho de 
aquéllos al de los extranjeros, no votaría en contra, 
sino que se abstendría por altas consideraciones de 
prudencia y de patriotismo. Verificada la votacióUj re- 
sultó aprobada la primera parte por 1,76 votos contra 
76, y la segunda por 163 votos contra 40. 
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Lo8 debates sobre el proyecto constitucional se pro- 
longaron aún hasta 1.^ de Junio, promulgándose el 
día 6 el nuevo Código; y entonces, como no era posi- 
ble proceder inmediatamente á la elección de Monar- 
ca, porque las gestiones realizadas hasta entonces no 
habían dado el resultado apetecido, se acudió al expe- 
diente de nombrar Regente al Duque de la Torre, en- 
cargándose de la Presidencia del Consejo de Ministros 
el General Prim, el cual reorganizó el Gabinete, con- 
fiando la cartera de Estado á D. Manuel Sílvela y la de 
Gracia y Justicia á D. Cristóbal Martín de Herrera. La 
entrada de éstos disgustó á los republicanos, y un de- 
creto sobre reorganización de los Tribunales fué el 
pretexto para una nueva crisis, que se resolvió pasan- 
do á Gracia y Justicia el Sr. Ruiz Zorrilla y entrando 
en Fomento el Sr. Echegaray; en Hacienda, D. Cons- 
tantino Ardanaz, y en Ultramar, D. Manuel Becerra, 
teniendo así participación en el Gobierno el elemento 
democrático. 



CAPÍTULO XVI 



Juramento de la ConsUtncián por el clero; acuerdo con la 
Santa Sede; actitud del clero; Decreto de 17 áñ Marzo 
de ISTO. — Entrada do loa italianos en Roma. — Relaciones 
dxirante la Monarquía de D. Amadeo.— La República; ne- 
goci aci ón so bre 1 a pro vis i ón de los Ob i spad os, — La i n teri - 
nidad de 1871,— La cuestión del reconocimiento y la del 
Patronato, 



La naeva Constitnción íuó, desde el primer mo- 
mento, rudamente combatida por republicanos y car- 
listas, pues éstos la encontraban demasiado radical y 
aquéllos en demasía conservadora. Unos j otros se 
lanzaron al campo, sien da reprimida rápidamente la 
intentona carlista, pero costando tiempo y mucha san- 
gre vencer á los federales. La situación era grave y se 
hacía preciso proceder con gran energía y asegurar 
firmemente el orden, si no se quería que peligrase ia 
EevoluciÓB. Importaba mnctio, sobre todo, restar ele- 
mentos al carlismo, y para ello era indispensable eon- 
seguir que el clero jurase la Constitución, Al efecto, 
ñl Ministro de Estado, Sr. Silvelap que había ido á to- 
mar las aguas de Vichy, siguió en París negociacio- 
nes oficiosas, y cuando se convino en principio la so- 
lución que había de prevalecer, se ordenó al Encar- 
gado de Negocios en Roma que pasase una Nota al 
Cardenal Secretario diciéndole que declaraba en nom- 
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bre de la Nación española, y autorizado plenamente 
para ello por el Ministro de Estado, que creyendo ne- 
cesario el Gobierno español que los M. BR. Arzobis- 
pos y RR. Obispos prestasen el juramento debido á la 
Constitución del Estado, se le participaba á fin de que 
se sirviera ponerlo en conocimiento de la Santa Sede, 
«manifestándola en nombre de este Gobierno que por 
tal acto no se exigía de los dignos Prelados españoles 
que juren nada contrario á la ley de Dios ni á la de la 
Igle8ia> (1). Al propio tiempo se le anunciaba el envío 
por el correo de una Nota del Ministro interino de Es- 
tado al Cardenal Secretario haciendo idéntica decla- 
ración. 

Como sólo existían entre el Gobierno español y la 
Santa Sede relaciones oficiosas, se tropezaba con la 
dificultad de que en realidad no cabía presentar la 
Nota y esperar que ésta fuese recibida; pero contra lo 
que se temía, cuando en la noche del 1 16 de Septiem- 
bre fué el Sr. Fernández Jiménez á ver al Cardenal 
Antonelli, éste no opuso dificultad alguna i recibir la 
Nota, aunque lo hizo bajo el supuesto de que se le en- 
viase la otra que anunciaba el Ministro de Elstado. Sin 
embargo, la premura con que se exigía la autorización 
—pues ésta había de hallarse en Madrid antes del 23— 
sirvió al Cardenal para decir que no había tiempo 
material para prevenir á los Prelados, pues tratándo- 
se de un caso de conciencia, no era posible hacerlo 
por telégrafo. De todos modos, aplazó para el día si- 
guiente el dar una contestación definitiva, y, en efee^ 
to, el Encargado de Negocios de España se encontró 
sorprendido al hallar á Su Eminencia completamente 



(1) Telegrama del Ministro interino de Estado, Sr. Bece- 
rra, al Encargado de Negocios en Roma; fecha, 16 de Septiem- 
bre de 1869. 



k 
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dispuesto á salvar todas las diflcultadess, lo cual ae 
atribayó á la infíuencia del Santo Padre. El nü*mo 
día 17 telegrafió el Cardenal ai Encargado de la Nim- 
datura en Madrid diciéodole que hiciese saber á los 
Obispos, y que éstos comnnicasen al clero, que, vista la 
declaración del Gobierno español^ no había obstáculo 
alguno que impidiese á unos y otros prestar Juramen- 
to á la Constitución, 

Importantísimo era el triunfo alcanzado por el Go- 
bierno, pues no sólo había conseguido que se recibie- 
se sin dificultad la Nota del Encargado de Negocios 
presentada fuera de las formas de cancillería, sino que 
la solución era totalmente de acuerdo con los deaeoa 
expresados por aquél. Con esto se quitaba un excelen- 
te pretexto al carlismo para agitar la opinión, porque 
claro es que bí Su Santidad autorizaba el que ?e pres- 
tase juramento á la Constitucióu, como era imposible 
que quisiese que se jurase en falso, implícitamen- 
te reconocía que se podía y se debía cumplir lo dis- 
puesto en aquélla. Mas una parte del clero no peu- 
aaba de igual manera, y como muchos Prelados se ha- 
llaban en Roma con motivo de la celebración del Con- 
cilio ecuménico, subsistieron en gran parte las diñ- 
cultades. 

En vista de esa solución, el Gobierno llevó fi las 
Cortea un proyecto de ley cuyo artículo único decia: 
*3e declaran sin derecho á desempeñar destinos j 
funciones públicas y al percibo de haberes de retiro, 
cesantías y jubilación, á todos los que no hayan ju- 
rado la Constitución ó no acrediten haberlo verifica- 
do en el término de un mes y ante las autoridades 
competentes*. Discutióse en las sesiones del 22 y 23 
de Noviembre, siendo impugnado únicamente por don 
Cmz Ochoa, y promulgándose como ley el 9 de Di- 
ciembre. 



— 256 — 

' Juraron los foncionarios civiles, pero no el clero, j 
por Decreto de 17 de Marzo de 1870 se ordenó qne 
lo verificase aquél. «No es una novedad^se decía en 
la exposición que precedía al Decreto—el juramento 
del clero á la Constitución de 1869. También en su 
tiempo prestó adhesión t^n solemne á la de 1812 y á 
sus reformas de 1887 y 1846, como á su vez el Episco- 
pado de Francia y Portugal juró las leyes fundamén- 
tales de estos Estados y prestó obediencia á los pode- 
res en ellos constituidos.» «Es además— afiadí a— prác- 
tica constante que arranca de remotos siglos y que 
subsiste con el asentimiento de la Iglesia en casi todas 
las naciones de Europa, incluso la protestante Prusia, 
la de que las altas dignidades eclesiásticas, autos, des- 
pués ó'al tiempo de su consagración, juren obediencia 
y fidelidad á las leyes y al poder soberano del Estado. 
T si es lícito y no repugna á la conciencia del Episco- 
pado este juramento en tales circunstancias prestado, 
lícito es el que con el mismo objeto habrá de hacer 
por esta vez el clero español á la ley fundamental 
promulgada por las Cortes Constituyentes. La natura- 
leza del acto, es la misma, el mismo su carácter y los 
mismos sus efectos.» Á estos argumentos, cuya fuerza 
no es posible desconocer, agregaba estas consideracio- 
nes, que en el fondo eran la ratificación de la declara- 
ción hecha á la Santa Sede: «La ley fundamental nada 
contiene que se oponga á los preceptos religiosos. La 
libertad de cultos que consagra es un derecho político 
que protege en el orden temporal la conciencia del 
ciudadano; pero que no le exime en lo espiritual del 
cumplimiento de los deberes religiosos que desús 
creencias procedan. También esto precioso derecho 
está consagrado en las Constituciones de otros pueblos 
y no por esto el clero católico deja de prestar en ellos 
el juramento de fidelidad á sus leyes y de obediencia 
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ñ sus autoridades. La Santa Sede asi lo ha reconocido, 
una vez qne Mzo saber al Episcopado español que po- 
día el clero prestar el juramento á la ley fundamental 
de 1869». 

No bastaba mandar que el clero prestase juramento; 
era preciso qne esa diaposición "se compliese, y para 
conaegulrlo se procuró que el Papa inñnyese sobre 
los Obispos que se encontraban en Roma y qne se 
habían dividido en este asunto^ pnes mientras algu* 
nos, como el Cardenal Moreno y sus amigos, se mos- 
traban propicios á jurar, otros se oponían. Pío IX de- 
seaba complacer al Gobierno, pero como en la ex- 
posición del Decreto de 17 de Marzo se había aludi- 
do á la autorización concedida por el Pontífice, ésto 
quiso, para dará conocer las razones que justificaban 
su actitud, publicar la declaración del Ministro de Es- 
tado, á lo cual no cabía oponerse, puesto que se había 
hecho en la inteligencia de qne habría de publicarse. 
La dificultad no estaba en esto, sino en qne algunos 
Prelados lanzaron la idea de no jurar en manos del 
Representante del Gobierno, sino en las del Cardenal 
de Sevilla, el cual debería remitir las actas á laEmba* 
jada. Sobre esto conferenció el Encargado de Negó* 
cios de España con el Cardenal Antonelli y con Mon- 
señor Mariní, Subsecretario de Estado, manifestando 
aquél á éstos qne no era posible acceder á semejante 
pretensión, porque tratándose de una garantía exigi- 
da por el poder cívtlr civil había de ser también el 
Agente que representase al Estado* Vencióse al fin 
eata dificultad, merced á la favorable actitud del Pon- 
tífice y á la ayuda que prestó el Nuncio Monseñor 
Franchi, lográndose que aquél ratificase en Abril 
de 1870, en Nota comunicada por el Nuncio al Arzo- 
bispo de Valladolid, que era lícito el juramento, según 
habla declarado en Septiembre de 1869; pero esta de- 
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cisión no fué interpretada de igual modo por todos los 
Prelados» y algunos dé ¿stos, así oomo gran parte del 
clero, se negaron á jurar (1). 

Hubo más: el Obispo de Osma se negó á dar la ins- 
titución canónica á dos beneficiados que el Gobierno 
nombró para su Iglesia; el de Canarias, en xma pasto- 
ral que insertó en el Boletín oficial de su diócesis, ca- 
lificó de concubinato el matrimonio civil, j otros 
Prelados adoptaron también actitudes de más ó me- 
nos franca resistencia á las disposiciones del poder 
civil. 

. Es de advertir que Pío IX no pudo hacer presión 
eficaz, sobre los Obispos en lo relativo al juramento, 
aunque parecía desearlo, no sólo por el opuesto crite- 
rio que se reveló en el seno de las Congregaciones y 
.por las dificultades que se suscitaron en el Concilio, 
sino porque pocos meses después cambió en gran ma- 
nera la situación del Pontificado. 

En efecto, habiendo estallado la guerra entre Fran- 
cia y Alemania, y logrando desde el primer momento 
importantes victorias los ejércitos alemanes, se hizo 
indispensable que las tropas francesas abandonasen á 
Roma para acudir á la defensa de su patria. Entonces, 
el Gobierno de Florencia, aprovechando las circuns- 
tancias con habilidad, pero también con manifiesta in- 
fracción del Convenio de 1864, mandó un cuerpo de 
ejército á la frontera romana (Septiembre de 1870), no 
para contener á los partidarios que habían invadido 
el territorio pontificio, sino para obligar al Papa, con 
la amenaza del empleo de la fuerza, á consentir en la 



(1) Todos los detalles de las gestiones realizadas en Boma 
están reseñados en una carta particular del Encargado de 
Negocios de España, Sr. Fernández Jiménez, al Ministro de 
Estado, Sr. Sagasta; carta fechada el 31 de Marzo de 1870. 



— 259 - 

anexión de Roma. El Pontíflce se negó, y las tropaa 
italíanaB llegaron basta la Ciudad Etarna, que tuvo 
que capitular después de un cañoneo de tres horas 
(30 de Septiembre). Habíase realis^ado el sueño de Ca- 
vour: el poder temporal no existía, y el Santo Padre 
quedaba recluido en el Vaticano. 

Coincidiendo con estos sucesos^ el Gobierno espa- 
ñol había entablado negociaciones con Víctor Ma- 
nuel n para que el Duque de Aosta se deeídieae á 
aceptar la Corona, Las negociaciones tuvieron feliz 
ézito, y el 19 de Noviembre de 1870 quedó procla- 
mado Rey de E^paQa Don Amadeo de Saboya; pero 
aunque la nueva Monarquía fué rápidamente reco- 
nocida por todas las Potencias^ la Santa Sede se abs- 
tuvo de hacerlo, lo cual era lógico, porque á raíz de 
la ocupación de Roma, ¿cómo había de reconocer al 
hijo del que era calificado por los católicos de car- 
celero del PapaV Las relaciones entre España y la 
Santa Sede continuaron siendo meramente ondosas, 
aunque, á decir verdad, los acontecimientos hicieron 
desaparecer la especie de inteligencia que existió 
durante el período del Gobierno provisional y de la 
Regencia, 

Ño dejaban de reconocer los Gobiernos españoles el 
dafio que ese estado de cosas causaba, y de aquí la fre- 
cuencia con que en una ü otra forma se exteriorizaba 
el deseo de llegar á un acuerdo- á lo que respondía eu 
análoga forma el Parlamento. Así, al contestar la alta 
Cámara al discurso del Trono en la legislatura de 1872, 
decía: <La fundada esperanza que Y. M. abriga da rea- 
lizar, en período no lejano, la concordia con la Santa 
Sede, es un nuevo motivo de satisfacción para el Se* 
nado, como lo será para el pueblo espaíiol, católico en 
sn inmensa mayoría». No obstante esto, la conducta 
de loa Gobiernos y la intransigencia de algunos Pre- 
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lados haofan cada día más difíoil que se llegase á esa 
solución. £1 proyecto de ley de obligaciones eclesiás- 
ticas y de arreglo de las relaciones económicas con el 
clero, presentado en 1871, que se estimó como una 
violación del Concordato de 1861 y del Convenio 
de 1869; el Real decreto sobre provisión de los deana- 
tos vacantes, que dio lugar á que el Arzobispo de Va- 
lladolid dirigiese en 1871 un oficio al Ministro de Gra- 
cia y Justicia manifestando la necesidad de que se de* 
Jara sin efecto aquella disposición, por no permitirle 
su conciencia dar la institución canónica, cualesquie- 
ra que fuesen sus cualidades personales, al que resul- 
tara agraciado con un deanato vacante en su iglesia^ 
respuesta que hizo suya gran parte del clero español; 
el nombramiento del Sr. Llórente, en 31 de Julio 
de 1872, para el Arzobispado de Santiago de Cuba, del 
que tomó posesión sin el consentimiento y aun con la 
oposición de la Santa Sede; la circular del Obispo de 
Jaén, en Agosto del mismo afio, interpretando la de- 
claración del Papa acerca del Jtihimento, y otros inci- 
dentes, hacían aumentar las dificultades y alejaban la 
posibilidad de toda concordia. 

Siendo Ministro de Estado declaró el Sr. Martos que 
él habfa pedido á la Santa Sede, con el mejor deseo, 
el memorial de sus agravios, y que al ver que entre 
éstos figuraban la libertad de cultos, el matrimonio 
civil, el registro civil y todas las leyes más importan- 
tes hechas por las Cortes Constituyentes, renunció á 
proseguir la negociación, con completa aquiescencia 
de todo el Gabinete. Por esto, en el discurso del Tro- 
no, al inaugurarla legislatura de 1872-73, se consignó 
que la Sede Pontificia no correspondía á los piadosos 
sentimientos del Monarca, y al contestar el Senado 
añadió que era lícito esperar que el tiempo venciera 
tan extraña resistencia. Mas pasó el tiempo y cayó la 
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Monarquía de Doq Amadeo sin que 38 modíScase esa 
situación (1). 

Surgió la Kepübliea, y ésta, que no logró obtener al 
reconocimiento de la mayoría de tas naciones, no ha- 
bía de ser reconocida por la Santa Sede, Sin embargo, 
entre el Vátieauo j Io9 Gobiernos republicanos no 
existió la tirantez de relaciones que hubo entre aquél 
y los distintos Gabinetes de Don Amadeo, Prueba de 
ello es la facilidad con que se entendieron en puntos 
que entrañaban verdadera gravedad. 

En efeotOf en 8 de Agosto de 1873, el Ministro de 
Estado, D< José Soler y Fia (2), ordenó al Encargado 
de Negocios de España en Roma que entregase á Mon* 
señor Franchi la carta qne le enviaba adjunta, en la 
cual se le pedía impetrase el beneplácito de Su Santi- 
dad para D.Benito Isbert y Cuyas^ canóni^^Q de la 
iglesia colegiata de Alicante, nombrado recientemen- 
te Obispo de Cebú- Al Encargado de Negocios se le 
deoSa, además, que con carácter meramente particular 
gestionase en el mismo sentido. 

Monseñor Franchi (Z) se mostró propicio á secun- 
dar esas gestiones^ que no dejaban de ofrecer dificul- 
tades, porque no habiendo reconocido Su Santidad el 
patronato real para la proviaióa de las sedes vacantes 



(1) Dorante el reinado de D. Amadeo se suscitó varias ve- 
ces en las Cámaras la cuestión de si los preceptos legales 
relativos ai derecho de asociación eran aplicables á las Or- 
denes religiosas, y todos los partidos declararon que los ins- 
titutos religiosos estaban comprendidos y amparados por la 
Constitución de 1869. 

(2) Era Jefe del Gobierno el Sr Salmerón. 

(3) Monseñor Franchi habla salido de Madrid, pretextan- 
do motivos de salud, en Julio de 1869, dejando ai Auditor 
de la Nunciatura encargado del despacho de ésta. Ya no vol- 
vió á Madrid, pero se le siguió pagando su asignación; al 
menos consta que la cobró algunos meses durante su peri^a- 
nencia en Roma. 
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en los Gobiernos de Don Amadeo, no era de esperar 
que lo reconociese en los de la República, y porque 
habiéndose presentado á las Cortes an proyecto de 
ley de separación de la Iglesia y del Estado, resultaba 
lógico que no se prestase Pío IX á compartir una pre- 
rrogativa que, de aprobarse aquél, podría ejercer li- 
bremente. Era además costumbre, antes de efectuar 
los nombramientos, pedir informes acerca de los pro- 
puestos, y en este caso no era de creer que fuesen 
muy del agrado de la Santa Sede los que se diesen del 
Sr. Isbert, porque éste había sido Capellán Mayor de 
Palacio durante el reinado de Don Amadeo y confe*r 
sor de la Reina Dofia María Victoria y debía á la Re- 
volución su nombramiento de canónigo, aunque acaso 
influyese en su favor el hecho de haber manifestado 
que por su carácter sacerdotal, y como cuestión de 
conciencia, deseaba obtener el beneplácito de Su San- 
tidad antes de aceptar el nombramiento. 

No obstante eso. Pío IX no se negó á acceder á lo» 
deseos del Gobierno, si bien indicó que era necesa^^ 
rio que éste separase del Arzobispado de Santiago 
de Cuba al Sr. Llórente, para evitar que estallase el 
cisma en la Gran Antilla; pero habiendo ocurrido un 
nuevo cambio ministerial y ocupado la Presidencia 
del Poder Ejecutivo el Sr. Castelar, el nuevo Minis- 
tro de Estado, D.José de Carvajal, propuso llevar 
á cabo el nombramiento de los Obispos para todas 
las sedes vacantes, y al efecto hizo que se sometie- 
sen á la aprobación de Su Santidad, en forma confi- 
dencial, las siguientes Bases: 1.* El Grobiemo presen- 
tará confidencialmente á la aprobación preliminar de 
Su Santidad sacerdotes ilustrados y ajenos á toda pa- 
sión política para las diócesis de Tarragona, Toledo,, 
Santiago, Mondofiedo, León, Lérida, Huesca, Barcelo- 
na, Pamplona, Jaca, Vioh, Murcia y Mallorca. Para las 
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sedes arzobispales se propondrán Obispas y las Tacana 
tes 36 cubrirán simultáneaEiieiite por el mismo proee-' 
dimiento. 2** La Santa Sede dará conñdencialmente 
sa aceptación á las personas que reúnan dichas cir- 
cunstancias. 3,* El Oobierao español hará entonces loí 
nombranuentos con las reservas que considere nece* 
Barias. 4" La Santa Sede preconizará también con la* 
reservas qne considere necesarias, Y 5,^ Los Ministros 
de Estado y Ultramar se pondrán de acuerdo para re-^ 
tirar del Arzobispado de Santiago do Cuba al Sr. Lló- 
rente. 

Aceptó Pío IX en principio estas Bases y anunció su 
propósito de nombrar varios Cardenales, entre ellos á 
Monseñor Franohi y al Arzobispo de Valencia, Sr. Ba- 
rrio (1). Siguieron las negociacionesp y al fin el señor 
Llanos convino en !o siguiente: 1-° El Gobierno espa* 
fiol propondrá oonüdencialmentalos candidatos. 2." Su 
Santidad dirá oonfldencialmente cuáles le convienen. 
3.** Éstos, entonces, serán propuestos y presentados ofi- 
cialmente por el Gobierno á Su Santidad directamen- 
te, por pliego abierto ó cerrado, que entregará el En* 
cargado de Negocios. Y 4,*^ Su Santidad los preconiza- 
rá motu proprio y contestará oficialmente al Gobierno 
español. 

Entre estas Bases y las propuestas por el Gabinete 
de Madrid existían diferencias de no escasa importan- 
cía. El Gobierno lo hizo notar, pero concluyó por 
aceptarlas. Fuese por un exceso de celo en favor de 
los intereses católicos, ó porque tuviese fija la vista 



(1) El Sr, Barrio habla sido propuesto en 1868 para el Ca- 
peloy juntamente con g1 Arzobít^po Sr. Moreno, pero mió se 
nombró á éste, prometiondo Su Santidad que baria el nom- 
bramiento de aquél más adoíante. El Sr, Bardo era, además, 
eí Obispo rnás anticuo. Monseñor Franchí debia c-ontinnar 
con el carácter de Pronuncio- 
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en el proyecto de separación de la Iglesia y el Estado, 
el Sr. Gastelar no dio, al menos en la apariencia, toda 
la importancia quQ, tenía á la cuestión del Patronato y 
no cuidó de dejar por completo á salvo los derechos 
de España. Resaltó asi el (Gobierno republicano ma- 
cho más complaciente con la Santa Sede que todos los 
monárquicos anteriores. 

Ultimado el acuerdo, se procedió á cumplirlo; el 
Gk>biemo presentó sus candidatos, que examinó la 
Santa Sede, conviniendo, al fin, en los que habían de 
ser ios agraciados. En la combinación figuraban hom- 
bres tan eminentes como el P. Zeferino Oonzález, y 
los Sres. Paya, Monescillo, Oliver y Hurtado, Barrio y 
Martínez Izquierdo; pero antes de que éstos feesen 
preconizados ocurrieron importantes cambios en el 
Gobierno espafiol, pues en la madrugada del 3 de Ene- 
ro de 1874, habiendo sido derrotado en las Cortes el 
&*. Gastelar y estando á punto de formarse un Gabine- 
te radical presidido por el Sr. Palanca, el Capitán Ge- 
neral de Madrid, al frente de la guarnición, disolvió 
el Congreso y puso fin de hecho á la República. 

Constituyóse entonces, bajo la presidencia del Du- 
que de la Torre, una situación que no era republica- 
na ni monárquica, aunque en realidad cuantos forma- 
ban el Ministerio, excepto uno, creían ya inevitable, y 
la mayor parte de ellos completamente necesaria» la 
restauración del Trono (1). 

Verificóse el Consistorio el 16 de Enero, tuvo lugar 
la preconización de los Prelados, y se recibieron en 
Espafia las Bulas, que previamente hablan sido satis- 
fechas por el Encargado de Negocios, pero pasó el 
tiempo sin que se despachasen. Alegó el Gobierno, 



(1) El único republicano era el Sr. García Buiz, que ocu- 
pó el Ministerio de la Gobernación. 



para justificar el retraso, que la cansa de éste habfa 
sido la necesidad de consagrarse por entero al restable- 
cimiento del orden, el exigir bastante tiempo la tra- 
ducción de las 72 Bulas, y la lentitud propia del Conse- 
jo de Estado, explicable en este caso por tener que exa- 
minar expedientes que adolecían de defectos por la 
precipitación con que se habían incoado. Siendo todo 
esto exacto, no lo es menos que el Gobierno abrigaba 
propósitos que no tardaron en ponerse en claro. 

El 1.^ de Junio fué nombrado Embajador en Roma 
el Sr. Alvares Lorenzana, no obstante saber el Gobier- 
no que el Santo Padre no estaba dispuesto á recono- 
cer á aquél más que como. agente oficioso. Por enton- 
ces no aspiraba á otra cosa, así como en lo relativo á 
los Obispos no pretendía ejercer el derecho de Patro- 
nato, sino conservarlo en toda su integridad para que 
lo hiciesen valer en su día los Poderes que, llegado el 
caso, crease y organizase la Nación en la plenitud de su 
soberanía. Colocado en este terreno, la inteligencia era, 
no sólo posible, sino fácil; pero habiendo obtenido el 
Gobierno la seguridad de que en breve seria reconoci- 
do oficialmente por las principales Potencias, cambió 
de actitud, creyó que no debía contentarse con un mo- 
du8 vívendi, sino que pretendió ser reconocido también 
por el Papa y ejercer en toda su extensión el derecho 
de Patronato. Esto acusaba cierta informalidad, porque 
bien ó mal, un Gobierno espafiol había concertado un 
Acuerdo y no había derecho á infringirlo, mejor di- 
cho, á desentenderse de él y trazar nuevas condicio- 
nes. La negociación, planteada en esos diferentes tér- 
minos, no podía conducir á resultado alguno satis- 
factorio, y así lo entendió el Embajador; mas antes 
fie que se hiciese patente el fracaso de esa tentativa, 
un nuevo y trascendental cambio político varió por 
completo el aspecto de las cosas. 
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El 30 de Diciembrd fué proclamado Rey, en los cam* 
pos de Sflgunto, D. Alfonso XU, coostitay endose tm 
Mioisterio Regenoia bajo la presidencia del insigne 
estadista D, Antonio Cánovas del Castillo. 

En resomen: durante los seis años y tres meses qne 
duró, con tan varias altemativaa, el período revoló- 
cionari o, las relaciones entre EspaOay la Santa Sede 
no se interrumpieron, y ai bien no pagaron del terre- 
no meramente oficiosop se sostuvieron por parte del 
Vaticano con ñrma propósito de no provocar nu rom- 
pimiento. Fné esto obra personal de Pío DC, que tuvo 
para ello que resistir la presión ejercida á todas horas 
y con grandes elementos por los carlistas, que conta- 
ban con muchos y poderosos auziliarea en el Vatí- 
oano. 



CAPÍTULO IVII 



La Reatauracióoí su sígTiíflcación en el terreno poli tico -reli- 
gioso.— Primeras disposiciones del Gobierno sobre la cues- 
tión religiosa*— Reconocimiento do D, Alfonso XII por la 
Santa Sede; Ueg-ada a Madrid del Nuncio, Monseñor Si- 
me oni* — Formación del partido conservador.— La Comi- 
sión de ios notables; la base 11.'^— Actitud de la Santa Sede. 
^Pastoral del Cardenal Moreno- 



Verificada la restatiración do la Monarquía» procla- 
mado Rey D. Alfonso Xn, y constituido el nuevo Go- 
bierno (que hasta la llegada del Monarca tuvo el ca- 
rácter de Ministerio-Begencia) bajo la presidencia del 
Sr, Cánovas del Castillo (t), era lógico esperar que la 
Santa Sede se apresurase á reconocer la situación 
creada por el hecho de Saguuto^ restableciéndose por 
completo la armonía entre ambas potestades. 

El ser Pío JX padrino de pila del joven Monarca, las 
atenciones que el Santo Padre había prodigado á Don 
Alfonso durante la reciente visita de éste al Vaticano, 



(1) El primer Ministerio de D, Alfonso XII ie constituyó 
con D. Alejandro Castro^ on Estado; D. Francljsco de Carde- 
naH, en Gracia y Justiclaj el General Jovellar^ en Guerra; el 
Sr. Salaverria, en Haclendai el Marqués de Molins^ en Ma- 
riua; el Sr. Romero Robledo, en Gobernación; el Marques de 
Oro vio, en Fomento, y el Sr. López de Ayala, en Ultramar. 
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y otras eonsideraeioneá, antorimbaa esa creencia; pera 
no cabe desconocer que la Re3tanraci6n no era ni po^ 
día ser el ideal de ciertos elementos intransigentes de 
la Coria romana, parque al la Kestanración merecía 
este nombre en el concepto dinástico^ porque al ñn la 
dinastía derrocada había Taelto^ así como no era tal 
restauración en cuanto á la personalidad del Monar- 
ca, tampoco lo era en el sentido histórico. 

Don Alfonso^ en el maniñesto de Sandhurst de I,^ de 
Diciembre de 1874, había dicho, bajo la sabía inspira- 
ción del Sr. Cánovas, que si de hecho se hallaba abo- 
lida la Constitución de 1845^ hallábase de hecho tam- 
bién abolida la que en 1869 se formó sobre la base, in- 
existente ya, de la Monarquía; que no había que espe- 
rar que decidiese él nada de plano j arbitrariamente, 
porque sin Cortes no resolvían los negocios arduos 
los Príncipes españoles allá en los antiguos tiempos 
de la Monarquía, j esta justísima regla de conducta no 
había de olvidarla él en su condición presente, j 
cuando todos los españ oles estaban ya habituados á 
los procedimientos parlamentarios; y qtie^ cualquiera 
que fuese su suerte, no dejaría de ser buen español, 
ni como todos sus antepasados buen católico, ni como 
hombre del siglo verdaderamente liberal. D. Alfonso 
aspiraba á instaurar un régimen constitucional y par* 
lamentarlo, en el cual todos los problemas que trajese 
eonsigo el restablecimiento de la Monarquía hablan 
de ser resueltos de conformidad con los votos y la 
conveniencia de la Nación; y en tai caso no había que 
pensar en que volviese á regir la Constitución de 1845, 
y era muy problemáticOj cuando menos, que se res- 
taurase la unidad católica. El programa de la Restau- 
ración no era el de los ni tramontanos, ni siquiera el 
de los antiguos moderados. 

Sin embargo, si de algo pecó el Ministerio-Regencia 
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taé de acentuar la nota favorable á los derechos j á Las 
prerrogativas de la Iglesia, 

Ya en la circnlar que en 2 de Enero de 1875 dirigió 
el Ministro de Gracia y Justicia á los Prelados j Vlca- 
rica capitulares, participándoles el advenimiento al 
Trono de D. Alfonso XII, se empleaba un lenguaje que 
no dejaba lugar á dudas. *En las relaciones de los Es- 
tados católicos con la Iglesia— decía— lo que para 
aquéllos es próspero sucesOp para ésta no puede menos 
de ser feliz angndo de bienandanza,.. La proclamacián 
de nuestro Rey D, Alfonso XH, siendo el verdadero 
término de aquellos disturbiosp será por lo mismo el 
principio de una nueva era, en la cual se verán resta* 
blecidas nuestras buenas relaciones con el Padre co- 
mún de los fieles^ desgraciadamente interrumpidas por 
las injusticias y los excesos de estos últimos tiempos; 
se procederá en todo lo que pueda afectar á estas re* 
cíprocas relaciones con el consejo de sabios Prela- 
dos y de acuerdo con la Santa Sede, y se dará á la 
Iglesia y á sus ministros toda la protección que se les 
debe en una Nación como la nuestra eminentemente 
católica,» 

Pocos días tardó el Gobierno en comenzará cum- 
plir estas promesas, pues en 9 del mismo mes de Ene- 
ro, por Decreto del Ministerio de Hacienda, se ordenó 
á los Jefes económicos d6'las provincias que, de acuer- 
do con los M. KR. Arzobispos y RR. Obispos, pusie- 
sen á disposición de éstos aquellas propiedades del 
clero quCj exceptuadas de la permutación concordada 
oon la Santa Sede en 1860, existían en poder del Esta- 
do por consecuencia de disposiciones posteriores y no 
se bailasen aplicadas á servicios públicos. Además, la 
cantidad consignada para obligaciones eclesiásticas, 
que sólo importaba 3,25L014 pesetas en el presupues- 
to para 1874-75, se elevó á 41.611.674 pesetas^ cifra que 
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Agaraba en el presupuesto de 1870-71 (1); se dispuso 
que fuesen inscriptos en el Registro civil como legíti- 
mos los hijos de matrimonios exclusivamente can6- 
nlcosi que se venían inscribiendo como naturales (2); 
se mandó devolver á los Cabildos y Corporaciones 
religiosas los archivos, bibliotecas, gabinetes j de- 
más objetos de ciencia, arte 6 literatura de que se in- 
cautó el Estado por el Decreto de 1.^ de Enero 
de 1869 (3); se decretó que fuesen castigados con pena 
de suspensión los periódicos en que se insertasen in- 
sultos á las personas ó cosas religiosas (4), y, en fin, se 
dispuso que el matrimonio contraído ó que se contra- 
jere con arreglo á los sagrados cánones, produjese en 
España todos los efectos civiles que le reconocían las 
leyes vigentes hasta la promulgación de la de 1870 (5). 

Al propio tiempo el Gobierno gestionaba activa- 
mente el reconocimiento de la Monarquía de Don Al- 
fonso Xn por la Santa Sede, estimando que este acto 
no podía menos de influir en el clero, acelerando así 
el término de la guerra civil. 

El Embajador en el Vaticano, Sr. Álvarez Lorenza- 
na, tan pronto como tuvo noticia de los sucesos de Sa- 
gunto, se apresuró á dimitir, fundando su actitud en 
motivos de salud, y para sustituirle se nombró, en 16 
de Enero, á D. Antonio Benavides, Director que era 
de la Academia de la Historia y Ministro que había 



(1) Real decreto del iMinisterío de Hacienda, fecha 15 de 
Enero de 1875. 

(2) Real decreto del Ministerio de Gracia y Justicia, fe- 
cha 22 de Enero de 1875. 

(8) Real decreto del ^nisterlo de Fomento, fecha 22 
Enero. 

(4) Real decreto del Ministerio de la Gobernación dictan- 
do reglas sobre policía de imprenta, fecha 29 de Enero. 

(5) Real decreto del Ministerio de Gracia y Justicia, fe- 
cha 9 de Febrero de 1875. 
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sido do Estado y de Gobernación, el cual tomó pose- 
sión de su cargo el 18 de Febrero, y entregó sns cre- 
denciales al Santo Padre, con toda soiemiiidad, el 9 de 
Marzo, mostrándose con él muy eariñoso Pío JX. 

Ya el hecho de que el Papa hubiese recibido laa cre- 
denciales del Sr, BenaTÍdes era bastante significativo, 
pero al Gobierno no le bastaba. Necesitaba más que 
esto, necesitaba que el Pontífice acreditase en Madrid 
nn Noncio y que éste trajese terminantes instruccio- 
nes de trabajar en favor de la paz. Á conseguirlo en- 
caminó sus gestiones el nuevo Embajador, y como las 
primeras medidas del Gobierno habían producido 
buen efecto en el Yaticano, así como las noticias del 
reconocimiento de Don Alfonso por el General Ca* 
brera, aunque los carlistas contaban en la Curia ro- 
mana con muchos Cardenales, Monseñores, Conseje- 
ros, Generales y Vicarios de las Ordenes, que creían 
posible volver ¿ los tiempos de Femando VII, y aun* 
que los agentes del Pretendiente se movieron mucho, 
ea el mes de Marzo quedó hecho el nombramiento de 
Nuncio á favor de Monseñor Simeón!, Arzobispo de 
Calcedonia, inpartíbits infidelium (1). 

Las impresiones comunicadas por Benavides habían 
hecho concebir al Gobierno muchas esperanzas, por- 
que se deducía de ellas que, si bien la Santa Sede no 
podía aceptar la pluralidad de cultos, cerraría los ojos 
ante la necesidad en que se encontraba la Restauración 
de no llevar á cabo un retroceso que la distanciase 
enormemente de otras naciones y que podía crear di- 
ficultades interiores. Por esto se pidió que el Santo 
Padre dirigiese su voz Bd clero español en favor de la 



(1) Monse^&or Simeón i habla sida enviado á España en 
Mayo de 1857 como Encargado de Negocios para restablecer 
las relaciones interrumpidae en IS55. 
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paz. Benavides no había interpretado bien la actitud 
del Vaticano, y así fué que, cuando se formulí aquella 
petición, se vio qne la Santa Sede no quería tomar 
partido alguno en favor de uno de los bandos que lu- 
chaban aÜB en España: su reconocimiento no pasaba 
de ser el que se otorga á un Gobierno de hecho. Es 
máSp Pío IX escribió á Don Alfonso XTE, y en su carta 
manifestaba el Pontífice que, sin el cumplimiento ín- 
tegro del Concordato de 1851, esto es, sin la tmidad 
católica y la intervención de los Prelados en la ense- 
ñanza, era ioútil la venida del Nuncio, Esto contrarió 
grandemente al Gabinete. 

Monseñor Simeoni llegó á Madrid á fines de Abril y 
el 3 de Mayo entregó sus credenciales á S. M., consu- 
mándose asi el reconocimiento de Don Alfonso Xll 
por la Santa Sede (1); pero no debió traer las instruc- 
ciones que se esperaban, porque no hizo nada en fa- 
vor de la paz. 

A todo esto, las circunstancias imponían á los 
elementos monárquicos grandes transacciones. La 
existencia de la guerra civil y de la insurrección se- 
paratista obligó á observar una tregua en el batallar 
de los partidos, los cuales, por otra parte, necesitaban 
reconstituirse, unos por el fracaso de la Revolución, y 
otros por el sentido que tenía la Ttestauración, porque 
los unos y los otros carecían de una orientación fija. 
Algunos moderados pretendían resucitar la Constita-* 
ción de 1845, y un gran núcleo de constitucionales 
abogaban resueltamente por el Código de 1869; pero 



(1) Decimos que se consumó el reconocimiento porque al- 

gún Gobierno sostuvo entonces que no entendía reconocer á 
^on Alfonso al recibir las credenciales de su Enviado, y que 
el reconocimiento lo efectuarla al entregar el Embajador de 
aquél las credenciales que le acreditaban cerca del Monarca 
español. 



J 
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muchos de los primeros y no esoaso número de los se- 
gundos, penetrados del cambio radicalísimo operado 
en el país por los sucesos de los seis años anteriores, hu- 
bieron de comprender que, si la Constitución de 1869 
era un imposible, la de 1845 era un peligroso absurdo. 
De aquí que tanto los moderados como los constitu- 
cionales apareciesen divididos desde los primeros mo- 
mentos de la Restauración; y de la disidencia de unos 
7 otros sacó naturalmente fuerza y apoyo el Sr. Cá- 
novas. 

Como no era posible prolongar indefinidamente la 
dictadura que ejercía el Gobierno, y como el Sr. Cá- 
novas deseaba entrar cuanto antes en la normalidad 
constitucional, en la reunión que se celebró en el Se- 
nado el día 20 de Mayo de 1875, al par que se echaban 
los oimientos del partido conservador liberal, se ini- 
ciáronlos trabajos para la formación de la ley funda- 
mental, con objeto de tener preparado, para cuando 
pudieran reunirse las Cortes, un proyecto que contara 
de antemano con la sanción de una gran mayoría. 

En esa reunión, á la que asistieron hombres que 
procedían del anliguo moderantismo unos, que habían 
venido á la vida pública con la Unión liberal otros, y 
que traían el bagaje de sus compromisos revoluciona- 
rios no pocos, se nombró una Comisión de 39 indivi- 
duos, de la que formaron parte los Sres. Marqués 
de Corvera, Carramolino, Mayáns, Amorós, Mon, 
Casanueva, Marqués de Pidal, Conde de Guendulain, 
Rodríguez Rubí, Domínguez (D. Lorenzo), Elduayen, 
Marqués de la Torrecilla, Aguirre de Tejada, La Torre, 
Mena y Zorrilla, Vida, Santa Cruz, Fernández de la 
Hoz, Aurioles, Silvela, Groizard, Pérez Zamora, Bruil, 
Gamazo, Llórente, Alonso Martínez, Marqués de Bar- 
zanallana. Candan, Martín Herrera, Balda, Calderón 
CoUantes, Bugalla!, Escobar (D. Ignacio José), Con- 

18 
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de de Toreno, Suárez Inclán, Posada Herrera, Baha- 
monde, Esteban GoUantes y González Marrón. Esta 
Comisión designó á nueve individuos de su seno, que 
constituyeron la que se llamó Comisión de notables, y 
que fueron los encargados de redactar el proyecto 
constitucional (1). 

Dieron comienzo á sus trabajos los notables acor- 
dando no tomar como punto de partida una Constitu- 
ción determinada, sino tener á la vista las de España 
y las del extranjero; separar de unas y otras aquellos 
principios capitales que debieran figurar en la que ha- 
bía de formarse, y dar á ésta cierto carácter ecléctico, 
á fin de que con ella pudieran igobernar, dentro de la 
Monarquía, los diversos partidos. Los trabajos de la 
Subcomisión, que el Gobierno fué conociendo y apro- 
bando en Consejo á medida que aquélla iba resol- 
viendo los puntos sometidos á debate, marcharon sin 
gran dificultad hasta que se tocó la cuestión religiosa. 
Ésta fué el campo de batalla elegido por las diversas 
tendencias. Los moderados se mostraron dispuestos á 
hacer algunas concesiones. Dos conservadores se de- 
clararon completamente resueltos á mantener la uni- 
dad católica; otros defendieron el statu qtWf opinando 
que debían respetarse los hechos consumaaos; y por 
último, un constitucional disidente propuso la fórmula 
que al fin prevaleció (no sin que el Marqués deCorvera 
hiciese un voto particular), para que, consignando el 



(1) Á la reunión asistieron 341 ex senadores y ex diputa- 
dos y se adhirieron 238; en total 579, siendo de notar que no 
podian concurrir ios que pertenecían á la milicia ó á la ma- 
gistratura. 

Hicieron uso de la palabra los Sres. Mayáns (que presidió 
como ex Presidente de las Cámaras más antiguo), Alonso 
Martínez, Marqués de Barzanallana, Marqués de Corvera y 
Corradi. 
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principio en que descansaba el libre culto, se prohi- 
bieran los signos externos (1). • 

El 10 de Julio dio por terminados sus trabajos la 
subcomisión, y el mismo dia conferenció ésta con el 
Presidente del Consejo, el cual hizo al proyecto de 
aquélla algunas observaciones en sentido liberal. 

La Comisión de los 39 se reunió ei áíñ 12, presidien- 
do el Sr. Mon y actuando como Secretarios los señores 
Escobar (D. Ignacio José), Gamazo (D. Germán), Do* 
mínguez (D. Lorenzo) y Aguirre de Tejada. El Mar- 
qués de Corvera se excusó de asistir, remitiendo su 
voto particular en favor de la unidad religiosa, que 
reproducía el art. 11 de la Constitución de 1845. Aque- 
lla primera sesión se limitó á la lectura, por el Sr. Es- 
cobar, del trabajo de los notables. 

En la sesión del 16 discutió el voto particular, que 
fué apoyado por su autor, al que contestó el Sr. Can- 
dan. El Sr. Casanueva habló en pro de aquél, impug- 
nándolo brillantemente el Sr. Martín de Herrera; y 
como al defender el Sr. Carramolino el trabajo del 
Marqués de Corvera acusara de herejes á los que lo ha- 
bían combatido, el Sr. Martín de Herrera pronunció un 
enérgico discurso de réplica. 

Con criterio muy intransigente y calificando de hi- 



(1) El Sr. Calderón Collan tes — según declaró después 
desde el banco azul, siendo ya Ministro de Estado— al discu- 
tirse el art. 11, exigió para aceptar éste: 1.** Que no se con- 
sintieran ceremonias ni manifestaciones públicas de otro culto 
que el católico. 2.*^ Que se había de reprimir y castigar la 
propaganda anticatólica. 3." Que la ley de imprenta habla de 
contener sanciones para los delitos contra la religión católi- 
ca. Y 4.^ Que en el Código penal se establecieran las sancio- 
nes penales borradas en 1870 y se penara el cohecho en ma- 
terias religiosas. 

Estas condiciones las hizo escribir, para que constaran, 
por el Conde de Toreno, y así, en esta forma y con este sen- 
tido, aceptó el art. 11. 
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pócrita la fórmula del proyecto de los notables, apoyó 
el Sr. Suárez Inolán una proposición de «no ha lugar 
á deliberar». Pero retirada ésta, fné desechado el voto 
particular por 26 votos contra 8 (1). 

No terminó con esto la discusión de la cuestión reli- 
giosa, pues el Sr. Domínguez (D. Lorenzo) apoyó una 
enmienda concebida en los siguientes términos: 

«El artículo 11 se redactará así: La religión de la 
Nación espafiola es la católica, apostólica y romana. 
Eí Estado se obliga á mantener el culto y sus minis- 
tros.— Nadie, sin embargo, será molestado por sus opi- 
niones religiosas, quedando plenamente garatitido á 
los extranjeros el ejercicio privado de sus respectivos 
cultos.» 

Esta enmienda fué desechada por 22 votos contra 3, 
los de los Sres. Domínguez, Aguirre de Tejada y La 
Torre. 

Otra enmienda, suscrita por estos dos últimos, decía: 

«La religión de la Nación espafiola es la católica, 
apostólica y romana. El Estado se obliga á mantener 
el culto y sus ministros.— Nadie será molestado en el 
territorio español por causas religiosas mientras no 
ataque ó falte al respeto debido á la religión del Esta- 
do.— Sólo los extranjeros podrán ejercer el culto de 



(1) Votaron en pro los Sres. Marqués de Corvera, Carra- 
molino, Mayáns, Amorós, Mon, Casanueva, Marqués de Pidal 
y Conde de Guendulain; en contra, los Sres. Rodríguez Rubi, 
Domínguez, Elduayen, Marqués de la Torrecilla, Aguirre de 
Tejada, La Torre, Mena y Zorrilla, Vida, Santa Cruz, Fer- 
nández de la Hoz, Aurioles, Silvela, Groizard, Bruii, Pérez 
Zamora, Gamazo, Llórente^ Alonso Martínez, Marqués de 
Barzanallana, Candan, Martin de Herrera, Belda, Calderón 
Collantes, Bugallal, Escobar y Conde de Toreno, y se abstuvo 
el Sr. Suárez Inclán. 

Se encontraban ausentes de Madrid los Sres. Posada He- 
rrera, Bahamonde y Esteban Collantes. 

Y no asistió á la reunión el Sr. González Marrón. 
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Otras religiones en el interior de los edificios destina* 
dos á este objeto.» 

-Esta enmienda fué impugnada por los Sres.Bugallal 
y Silvela y desechada por 21 votos contra 8 de los au- 
tores y del Sr. Domínguez. 

Con criterio muy intransigente apoyó otra enmienda 
el Sr. Gasanueva, que fué desechada, después de com- 
batirla los Sres. Mena y Zorrilla y Alonso Martínez, y 
se aprobó la base por 23 votos contra 8 (1). 

El mismo Sr. Casanueva apoyó una enmienda inci- 
dental, pidiendo que antes de comunicar al Gobierno 
la base religiosa, se inquiriese acerca de ella la opi- 
nión de los concurrentes á la reunión del 20 de Mayo 
y de los adherido^ pero tachada de inoportuna por el 
Sr. Elduayen, fué retirada por su autor, anunciando la 
reproducción al final del debate. 

Con éste se dio por terminada la discusión del pro- 
blema religioso en el seno de la Comisión de notables, 
y como ese problema era el que dividía á los que apo- 
yaban á la Restauración, una vez que fué aceptada la 
fórmula conciliatoria que se había propuesto, lo res- 
tante del proyecto constitucional pasó casi sin debate, 
pudiendo dicha Comisión dar por ultimado el en- 
cargo que había recibido, en la sesión del 27 de Julio. 

Pocos días después, el 3 de Agosto, publicaron los 



(1) Votaron en pro los Sres. Llórente, Elduayen, Marqués 
de Barzanallana, Conde de Toreno, Rodríguez Rnbl, Belda, 
Mena y Zorrilla, Vida, Bngallal, Calderón Collantes, Mar- 
qués de la Torrecilla, Escobar, Candan, Santa Cruz, Groi- 
zard, Bruil, Alonso Martínez, Silvela, Martin de Herrera, 
Garoazo, Pérez Zamora, Aurioles y Fernández de la Hoz. 

En contra lo hicieron los Sres. Mon, Carramolino, Marqués 
de Corvera, Mayáns, Amores, Casanueva, Marqués de Pidal 
y Conde de Guendulain. 

Se abstuvieron los Sres. Domínguez, Aguirre de Tejada y 
La Torre. 
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intransigentes un manifiestOi que firmaban los se&o- 
res Mon, Mayáns, CarramolinOi Marqueses de Gorrera 
y de Pidal, Conde de Guendulain, Casanueva y Amo- 
ros, explicando su actitud y declarando que no podían 
admitir la introducción del principio librecultista en 
España (1). 

Grande era el triunfo alcanzado por el Sr. Cánovas. 
El hecho de que no sólo los constitucionales disiden- 
tes y los conservadores, sino gran parte de los mode- 
rados históricos aceptasen la fórmula contenida en el 
articulo 11 del proyecto constitucional, permitía espe- 
rar que éste fuese la legalidad común y que, apoyada 
por unos y otros como solución de concordia, apartase 
del país el riesgo de que se renovasen luchas que tanto 
daño habían hecho en otros períodos. Faltaba, sin em- 
bargo, algo muy importante, cual era el conocer cómo 
apreciaba la Santa Sede esa solución, y no tardó en 



(1) Hasta el 29 de Diciembre no volvió á dar señales de 
vida la Comisión de los 39, ni siquiera la Subcomisión de los 
notables. Pero una vez vuelto al poder el Sr. Cánovas, des- 
pués de los tres meses de Ministerio Jovellar, y próximo ya 
el comienzo del periodo electoral, el jefe del Gobierno reunió 
en dicho día, en la Presidencia del Consejo, á los Sres. Belda, 
Santa Cruz, Bahamonde, Fernández de la Hoz, Alonso Mar- 
tínez y Llórente, únicos individuos de aq^uella Subcomisión 
que se encontraban en Madrid. £1 Marques de Barzanallana 
se excusó de asistir por estar enfermo. 

Después de dos horas de conferencia, se acordó que para 
poder dar por terminada su misión los notables, precisaba 
que expusieran á aquellos de quienes hacían recibido sus po- 
deres el resultado de sus trabajos; que al afecto se convocara 
á los 89, y que los Sres. Marqués de Barzanallana, Llórente 
y Alonso Martínez redactaran un manifiesto dirigido á los 
representantes de las tres colectividades políticas que concu- 
rrieron á la Junta del Senado. Dicho documento, redacta- 
dos por el Sr. Alonso Martínez, fué aprobado el 6 de Enero 
de 1876 por los notables, al día siguiente por los 39, y publi- 
cado con fecha del 9. Se limitaba á justificar las transaccio- 
nes realizadas por unos y otros. 
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saberse, pues no bien se tuvo notioia en Roma del re- 
saltado de los trabajos de los notables, el Cardenal An> 
tonelli pasó al Embajador de España una Nota verbal, 
fecha 12 de Agosto, que no dejaba lugar á dudas, por* 
que en ella, no sólo se estimaba que el art. 11 del pro- 
yecto constitucional era contrario al Concordato, sino 
que se afirmaba que la aprobación de aquél podía 
comprometer las relaciones entre España y la Santa 
Sede. 

No fué lo peor que el Vaticano adoptase semejante 
actitud, sino que por error, por inadvertencia 6 por 
malicia, que no es fácil decidir á qué obedeció la con- 
ductajDbservada, se hizo público el pensamiento de la 
Santa Sede. En efecto, de la Nota del Cardenal Sebre* 
tario se envió copia al Nuncio con orden de trasmi- 
tirla á los Prelados, y alguno de éstos hubo, sin duda, 
de darla á la prensa, porque la insertaron varios pe- 
riódicos, con lo cual cobraron nuevos alientos los par» 
tidarios de la intransigencia religiosa. 

El Gobierno no pudo guardar silencio, sobre todo 
una vez dada publicidad á la Nota, y en Real orden de 
13 de Septiembre se dijo al Embajador, para que de 
ello diese conocimiento al Secretario de Estado de Su 
Santidad, que el art. 1.^ del Concordato no decía que 
España se obligaba á mantener la unidad, sino que se 
limitaba á consignar el hecho de que entonces existía, 
y se comprometía á conservar la religión católica 
«con todos los derechos y prerrogativas de que debe 
gozar según la ley de Dios y lo dispuesto por los sa- 
grados cánones»; se invocaba el hecho de que durante 
seis años había existido completa libertad de cultos, lo 
cual no podía menos de influir en las resoluciones del 
Qobiemo, pues el retroceso al estado legal anterior á 
Septiembre de 1868 podía provocar una agitación pe- 
ligrosa, y se alegaba, con el ejemplo de lo ocurrido 
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en 1849 y 1860, que la actitud del carlismo no depen- 
día de que existiese 6 no la unidad religiosa. 

Semejante respuesta pecaba en su primera parte de 
sofística, porque si bien era verdad que en ei Concor- 
dato no se consignaba de un modo explícito y categó- 
rico la obligación por parte del Estado de consenrar 
la unidad, no lo es menos que ese compromiso palpi- 
taba en el sentido y en el espíritu de aquel pacto; pero 
en cambio tenía mucha razón el Gobierno al alegar el 
hecho de la Revolución, porque ni cabía borrar éste, 
ni era posible prescindir de sus consecuencias. Liber- 
tad de cultos había habido durante seis años; pocos ó 
muchos, existían en España quienes no profesaban la 
religión católica, y el estado del pensamiento y de las 
conciencias en el mundo entero no consentía ya cier- 
tos exclusivismos. La Monarquía de D. Alfonso Xn 
necesitaba el concurso de la opinión de las Naciones, 
y ese concurso le habría faltado si hubiese querido 
simbolizar la intransigencia religiosa. 

No cerró los ojos por completo á la realidad la 
Santa Sede, pues al tener conocimiento de la respuesta 
del Gobierno, no sólo lamentó la publicidad dada á su 
Nota, sino que, si bien insistió en que elart. 11 del pro- 
yecto constitucional violaba el Concordato, y en que 
no podía reconocer el derecho de la libertad de cultos, 
hubo de declarar que tolerancia de hecho aceptarla 
cuanta se quisiera. No podía pretenderse otra cosa» ni 
era lógico esperar que fuese más allá. 

Aún hubo de experimentar otra contrariedad aná- 
loga el Gobierno, pues en Marzo de 1876, cuando ya 
se hallaban reunidas las Cortes y estaba próximo ei 
momento de comenzar á discutir el proyecto consti- 
tucional, un periódico de Madrid, La España^ publicó 
una pastoral del Arzobispo de Toledo, Cardenal Mo- 
reno, en la cual se insertaba un Breve de Su Santidad 
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qae eontenfa apreciaciones y juicios propíos para 
alentar & los enemigos de la tolerancia. 

Había escrito el Cardenal Moreno al Papa dándole 
cuenta de los trabajos realizados en favor de la unidad 
católica, y Pío IX, al contestar con fecha 4 de Marzo, 
en Breve dirigido al Arzobispo-Primado y demás Pre- 
lados, no se limitó á agradecer los esfuerzos de uno y 
otros, sino que, insistiendo en la tesis anteriormente 
sostenida por el Vaticano, declaró que el art 11 del 
proyecto anulaba el Concordato, hacía responsable al 
Estado mismo de tan gravé atentado, y abriendo la en- 
trada al error, dejaba expedito el camino para comba- 
tir la religión católica. Además, y esto aumentaba la 
importancia de las palabras de Su Santidad, ordenaba 
éste que se hiciese pública su declaración. 

£1 hecho, sin duda alguna independiente por com- 
pleto de las intenciones de Pío IX, de que La España 
insertase la Pastoral del Cardenal Moreno el 21 de 
Marzo, esto es, al día siguiente de haber entrado en 
Madrid el Rey al frente del Ejército que acababa de 
poner término á la guerra civil, dio lugar á muchos 
comentarios, lamentándose que precisamente en los 
momentos en que el país celebraba el fin de la fratrici- 
da contienda, se lanzase á la publicidad un documento 
que podía ser explotado por los intransigentes para 
excitar el fanatismo. 

El Gobierno mandó recoger el periódico; pero no 
hizo más. Era evidente que la publicación del Breve 
pontificio, sin que hubiese obtenido antes el pase regios 
constituía una infracción de los derechos de la Corona; 
mas como quiera que el art. 144 del Código penal sólo 
castigaba la publicación de documentos pontificios 
cuando éstos «atacasen la paz ó la independencia del 
Estado ó se opusieren á la observancia de sus leyes ó 
provocaren su inobservancia», y no se estaba en nin- 
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gano de éstos casos, no creyó el Gabinete que debía 
adoptar otros procedimientos. Además, al contestar á 
la pregunta que acerca de este asunto formuló en el 
Ck>ngreso, el día 23 de Marzo, el Sr. Núñez de Arce, 
manifestó el Sr. Cánovas que reservándose su opinión 
íntegra sobre la omisión de las formalidades exigidas 
para la publicación de los documentos pontificios, 
ante el hecho de que lo que era delito hasta 1870 no lo 
fué desde la promulgación del nuevo Código, y ante 
la consideración de que en el Breve se trataba de un 
asunto á discutir sobre el cual era lícito ejercitar por 
eclesiásticos y por seglares el derecho de petición, no 
creía preciso adoptar otras resoluciones, que habrían 
sido obligadas si las Cortes hubiesen resuelto la cues- 
tión á que aquél aludía. 

La prudencia del Gobierno evitó que este incidente 
revistiese las proporciones que algunos temieron lle- 
gase á adquirir, y como la Santa Sede, ante las obser- 
vaciónos del Embajador español (1), hubo de manifes- 
tar que en la intención de Pío IX la carta dirigida al 
Cardenal Moreno no tenía otro carácter que el de ana 
respuesta privada, aquél se dio por satisfecho. 



(1) El Sr. Benavides habla dimitido en 13 de Octubre 
de 1875, pretextando motivos de salud, pero en realidad, 
como luego demostró con su conducta, por no estar conforme 
con la política del Gobierno en la cuestión religiosa. 

Para sustituirle fué nombrado el eminente jurisconsulto 
D. Francisco Cárdenas, que habla dejado ya la cartera de 
Gracia y Justicia. 



CAPITULO XVIII 



La cuestión religiosa en las Cortes de 1876. —Discusión del 
articulo 11 del proyecto constitucional. 



Convocadas las Cortes por Real decreto de 31 de 
Diciembre de 1875, y verificadas las elecciones el 20 de 
Enero de 1876, el 15 de Febrero tuvo lugar la apertu- 
ra de las Cámaras, y el 27 de Marzo se leyó en el Con- 
greso el proyecto de Constitución. 

Al dia siguiente se reunieron las Secciones, nom- 
brando para formar la Comisión que había de dar dic- 
tamen á los Sres. Alzugaray, Alonso Martínez, Fer* 
nández Jiménez, Candan, Bugallal, Silvela (D. Fran- 
cisco) y Cardenal. Por cierto que, según refirió El 
Tiempo (1), en la Sección segunda, autes de elegirse al 
Sr. Alonso Martínez, «le rogó el Sr. Jo ve y Hevia 
que diese algunas explicaciones para precisar el sen- 
tido del artículo 11 del proyecto^ puesto que muchos 
individuos de la mayoría juzgan que la obligación 
que contrae el Estado de mantener el culto y los minis- 
tros de la religión católica no debe limitarse á una 
sustentación puramente pecuniaria, sino á mantener y 



(1) El Tiempo era el órgano del antiguo elemento mode* 
rado, y cuando éste, á raiz de la Restauración, se dividió, si- 
guió á los que, como el Conde de Toreno, secundaron la obra 
del Sr. Cánovas. 
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defender^ incluyendo en el Código penal castigos para 
los qne escarnezcan 6 perturben dicho culto, asi como 
en la ley de imprenta para los que combatan el dogma, 
y poniendo por condici6n en la ley de enseñanza la 
cualidad que exige la ley inglesa de que los catedráti- 
cos de establecimientos oficiales hayan de profesar la 
religión del Estado.— El Sr. Alonso Martínez, añadió 
dicho periódico, sin comprometer su libertad de ac- 
ción, se manifestó individualmente de acuerdo y con- 
testó en sentido afirmativo á las dudas del Sr. Jo ve y 
Hevia, creyéndolas condiciones naturales en el hecho 
de declararse que la religión del Estado es la católica». 

La Comisión se constituyó, nombrando Presidente 
al Sr. Alonso Martínez y Secretario á D. Francisco Sil- 
vela, y en los días 30 de Marzo y 1.^ de Abril concedió 
audiencias á los diputados que quisieron hacer obselr- 
vaciones, concurriendo no pocos, que se ocuparon 
principalmente del art. 11. 

Dfjose entonces por la prensa que los moderados 
intransigentes trabajaban para que el Sr. Cardenal 
formulara voto particular respecto de dicho articulo, 
y que el Sr. Candan había ofrecido al Sr. Ulloa (re- 
presentante del elemento más gubernamental de los 
constitucionales) dar á aquél la interpretación más li- 
beral posible; pero lo cierto es que las anunciadas di- 
sidencias no surgieron y que, ultimado el dictamen, 
se leyó éste el 3 de Abril en el Congreso, comenzan- 
do la discusión dos días después. 

Al art. 11 se presentó no escaso número de enmien- 
das, y la que primero se discutió fué la del Sr. Duque 
de Almenara Alta, que decía así: «La religión católica, 
apostólica, romana, con exclusión de todo otro culto, 
es la religión de la Nación española. El Estado se 
obliga á mantener el culto y sus ministros». Al apo- 
yarla pronunció su autor un discurso de carácter his- 



- 285 — 

tórico, atribuyendo al oatolioismo las glorias de Es- 
paña; y en la oontestación sostuvo el Sr. Fernández Ji- 
ménez que la tolerancia es nuestra historia. 

Retirada esta enmienda, defendió el Sr. Batanero 
otra concebida en estos términos: «La religión de la 
Nación española es la católica, apostólica, romana, y 
la misma Nación española está obligada á sostener el 
culto y sus ministrfB.— Se prohibe el culto y la propa- 
ganda de otras religiones». En su discurso, el Sr. Ba- 
tanero, aunque examinó la cuestión en sus aspectos 
religioso y de derecho, dio á sus argumentos un mar- 
cado carácter político de oposición, tachando al Go- 
bierno de ser más intransigente que los mismos revo- 
lucionarios, por haber exigido á los candidatos la de- 
claración previa de aceptar el art 11, del cual dijo 
era innecesario, ideal y de lujo. Afirmó, además, que 
sólo en favor de la unidad católica se habían presen- 
tado exposiciones, y que el Oobiemo era partidario 
de todas las unidades menos de la religiosa. 

Contestó el Sr. Cardenal defendiendo la conducta 
del Gobierno, y haciendo notar que no se iba á la to- 
lerancia desde la unidad, sino desde la libertad de 
cultos, en lo cual existía gran diferencia; afirmó que 
sólo los partidos reaccionarios podían desconocer el 
movimiento profundo causado por la Revolución de 
Septiembre, y que no era nuevo que los conservado- 
res, después de oponerse á determinadas soluciones, 
y una vez éstas triunfantes, las aceptasen como he- 
chos consumados; que reconocieron la desamortiza- 
ción y obtuvieron para ella la sanción de Su Santi- 
dad; se opusieron al reconocimiento del reino de Ita- 
lia, y no se les ocurrió luego mandar un ejército para 
restablecer los Principados; y, en fin, estableció para 
el censo la cuota de veinte duros, y luego aceptó la 
de diez« 
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Al terminar sa discurso atacó á los constitucionalds 
7 defendió al partido moderado, dando esto lugar á 
una enérgica réplica del Sr. León j Castillo, y á que 
el Sr. Conde de Toreno, Ministro de Fomento á/la sa- 
zón, extendiera la fe de muerte del moderantismo, no 
sin la terminante contradicción de los Sres. Moyano 
y Pidal, que lo dieron por vivo. Muerto estaba, y to- 
dos los esfuerzos hechos por algm^os elementos para 
galvanizar su cadáver fueron completamente inútiles. 

Retirada la enmienda del Sr. Batanero, apoyó el 
Sr. Conde de Llobregat otra que decía: «Siendo la re- 
ligión de la Nación española la católica, apostólica, ro- 
mana, el Estado se obliga á protegerla y á sostener, 
por vía de indemnización, el culto y sus ministros». 
Combatida brevemente por el Sr. Bugallal, fué reti- 
rada. 

D. Femando Álvárez apoyó á continuación la si- 
guiente enmienda: «Los diputados que suscriben tie- 
nen el honor de pedir al Congreso que se suprima el 
articulo 11 del proyecto de Constitución presentado 
por el Gobierno de S. M. y aceptado por la Comisión; 
y atendiendo á que el Concordato de 1851 no debe ser 
alterado en ningana de sus importantes prescripcio- 
nes sin que se acuerde entre ambas potestades lo más 
justo y conveniente, proponen que mientras esto sa- 
ceda se sustituya el referido artículo con el 11 tam- 
bién de la Constitución de 1845, que dice así: «La re- 
ligión de la Nación española es la católica, apostólica, 
romana. El Estado se obliga á mantener el culto y sus 
ministros». 

El discurso del Sr. Álvarez fué un resumen de cuan- 
tos argumentos se habían expuesto en favor de la uni- 
dad; pero como hiciera alusión á ciertas palabras del 
Sr. Cánovas, el Sr. Pidal amplió la alusión, añrmando 
que el jefe del Gobierno había dicho que combatir 
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la unidad oatólioa era hacer política carlista, lo cual 
dio logar á que el Presidente del Consejo hiciese uso 
de la palabra recordando las frases que pronunció en 
las Cortes de 1856 y que motivaron que el Sr. Olózaga 
se diera por ofendido porque le había dicho que ha- 
cía política carlista. Leyó íntegras sus palabras, recor- 
dó que entonces hubo de votar la enmienda más res- 
trictiva, la del Sr. Jaén, é hizo presente que' fué par- 
tidario de la unidad, como los Sres. Sagasta, Ríos 
Rosas, Olózaga y Heros, pero que como la política 
exige acomodarse á las circunstancias, en 1869 afirmó 
que no defendería jamás la intransigencia. Y luego 
añadió: 

«No se puede olvidar, señores, que no es hoy, sino 
desde hace ocho años, cuando se ha planteado la cues- 
tión religiosa. Esos ocho años han creado intereses, y 
la cuestión no es ya libre, no es ya puramente teórica 
7 de doctrina, Aquí se puede votar la tolerancia con 
una perfecta conciencia, porque ningún publicista ca- 
tólico puede sostener que se prescinda de los hechos 
para restablecer la intolerancia religiosa. No; y mu- 
cho menos cuando no se trata de hechos latentes, sino 
patentes á los ojos de todos; el hecho de que hace 
ocho años toda la legislación del pafs está basada^ no 
en la tolerancia, sino en la absoluta libertad religio- 
sa. ¿Queréis, acaso, una nueva revocación del edicto 
de Nantes? 

»Si tenéis el valor de aconsejarlo, proponedlo tal y 
como es. ¡Cuestión religiosa! Cuando el glorioso con- 
quistador de Toledo pactaba la tolerancia para el culto 
de los árabes; cuando lo mismo ofrecían los gloriosos 
conquistadores de Granada, ¿se dijo, ni se pensó por 
nadie que esto fuera cuestión religiosa? ¿Hemos de 
adoptar hoy este criterio, oponiéndonos al concierto 
de las Naciones europeas, cuando por nuestra posición 
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en Europa j en América y en Ajsia necesitamos cap» 
tamos las simpatías del mundo entero? Se dice muy 
fácilmente que se puede vivir en desacuerdo con las 
demás Naciones; pero los que eso dicen, acaso no se 
atreverían á i^ivir en una casa de vecindad sin el 
acuerdo de los demás vecinos. ¡Ah! Los que no tenéis 
la experiencia de este bancQ, no sabéis lo que es vivir 
sin el acuerdo de las demás Naciones, no, teniendo 
ejércitos ni escuadras avasalladoras. Es cierto que no 
tenemos compromiso con ninguna Nación determina- 
da; pero tenemos el compromiso con el universo en- 
tero, porque esa es nuestra política desde antes de ha- 
cerse la Restauración, y todo el mundo sabe lo que 
debe esperar de nosotros.» 

Dijo que quería la unidad, pero que la quería vo- 
luntaria, sin necesidad de imponerla por las prescrip- 
ciones del Código penal; y explicó que el Sr. Álvarez 
no entró en el primer Gabinete de la Restauración 
porque exigió que se declarase en la Giiceta vigente 
el Concordato, declaración que se juzgó innecesaria, 
pues todos los Gobiernos lo habían considerado vi- 
gente, excepto en algunos artículos que habían sido 
infringidos. 

Manifestó que todos los partidos se habían transfor- 
mado, y que así como ya nadie se llamaba progresis- 
ta, no podía existir el partido opuesto; robusteció los 
argumentos aducidos por el Sn Conde de Toreno 
para declarar muerto al partido moderado, y dijo que 
todos los partidos se componían ya de hombres de 
distintas procedencias. 

Por último, defendió la conducta electoral áél Go- 
bierno, por la necesidad de que los electores supieran 
lo que votaban y á quién votaban. 

Desechada por 227 votos contra 39 la enmienda del 
Sr. Álvarez, el Sr. Romero Ortiz defendió como en- 
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mienda el art. 21 de la Gonstttuolón de 1869, comba- 
tiendo el art. 11 del proyecto, diciendo que éste, por 
dejar la cuestión á la interpretación de los Gobiernos, 
era «la anarquía elevada con premeditación á la cate- 
goría de precepto constitucional». 

Combatida por los Sres. Ministro de Gracia j Justi- 
,cia 7 Silvela, fué desechada por 189 votos contra 33. 

El Sr. Perier (D. Garlos M.*) apoyó la siguiente en* 
mienda: «La religión de la Nación española es la cató- 
lica, apostólica, romana. El Estado se obliga á mante- 
ner el culto y sus ministros.— Ninguna persona será 
perseguida en España por las opiniones religiosas que 
profese privadamente mientras no ataque con actos ó 
manifestaciones públicas á la religión católica». El 
orador caliñcó el artículo de peligroso, vago é inde- 
ciso, y dijo que le hacía estremecerse por los intere- 
ses de la patria. Señaló contradicción entre el Sr. Sil- 
vela, que había dicho que el art. 11 toleraba el culto 
público, y el Ministro de Gracia y Justicia, que afir- 
maba que sólo consentía el culto privado. 

Le contestaron los Sres. Gandan y Ministro de Gra- 
cia y Justicia. El primero negó que el art 11 adole- 
ciese de vaguedad; lo explicó diciendo que significa- 
ba la inviolabilidad del templo con su puerta á la ca- 
lle, é hizo notar que en los principios.de la Restaura- 
ción se había reconocido la libertad de cultos como 
existente en España. El segundo manifestó que decir 
en el artículo que el Estado era el que tenía la obliga- 
ción de mantener el culto seria faltar al Goncordato, 
que daba al clero la opción de cobrar sus asignacio- 
nes directamente. 

Desechada la enmienda por 163 votos contra 12, 
apoyaron y retiraron otras los Sres. Gonde y Luquey 
Conde de Torres Gabrera, siendo impugnadas por el 
Sr. Fernández Jiménez. 

19 



mir 
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Entrándose ya en la discusión del artículo, lo im^ 
pugnó el Sr. Moyano, atribuyendo al Gobierno gran 
responsabilidad por haber traído al Parlamento la 
cuestión religiosa, lo cual pudó eyitar restableciendo 
la Constitución de 1845, ó al menos declarando que 
estaba rigente el Concordato de 1851, como realmen- 
te lo estaba á juicio del orador, toda vez que sólo po- 
día ser derogado por acuerdo de ambas potestades. 
Sostuvo que el art 11 era contrario al Concordato; 
que la cuestión no se había llevado integra, puesto 
que la prejuzgaron la reunión del Senado, la actitud 
del Gobierno y la conducta de los agentes de éste en 
las elecciones; que la cuestión era religiosa, no exclu- 
sivamente, pero sí esencialmente, por lo cual tocaba 
resolverla á la Iglesia, la cual había condenado la li- 
bertad de cultos. 

Notable fué la contestación del Sr. BugallaU Colo- 
cando éste la cuestión en su verdadero terreno, dijo 
que era imposible prescindir del hecho de que la Re- 
volución triunfante había llevado á la realidad de la 
legislación y de la vida sus ideas; y recordando que 
Donoso Cortés llamó á las revoluciones la condensa- 
ción de los tiempos, porque afirmaba que ellas hacían 
prescribir las cosas lo mismo que el transcurso x>rdi- 
nario del tiempo, sostuvo que habían pasado y prescri- 
to así la solución del Sr. Moyano como la solución del 
Sr. Romero Ortiz. 

Elocuentísimo, inspirado, lleno de erudición, como 
todos los suyos, fué el discurso que á continuación 
pronunció el Sr. Castelar en defensa de la libertad re- 
ligiosa; pero no menos elocuente, inspirada y erudita 
fué la réplica del Sr. Moreno Nieto. Mas así conio en 
aquél predominaba una idea fija, en éste notábase la 
eterna contradicción que palpitaba en todos los dis* 
cursos del sabio profesor, pues ora parecía defender 
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la más amplia libertad religiosa, ora tocaba en los lin- 
deros de la más extremada intransigencia. 

Consumió el tercer tumo en oontra el Sr. Pidal, cu- 
yas palabras pintando á D. Amadeo acudiendo á los 
toros vestido de calesero con campanillas y cascabe- 
les provocaron ruidosas protestas de parte de las mi- 
norias. Su discurso fué igual en el fondo á cuantos ha- 
bía pronunciado en el debate constitucional; mas 
como dijera que el Manifiesto de Sandhurst no se ha- 
bría firmado si se hubiese creído que contenía una ab- 
dicación en materias religiosas, el Sr. Cánovas declaró 
que «no hubiera redactado de ningún modo el Mani- 
fiesto de Sandhurst en otro sentido que el que tiene; 
y si se hubiera querido hacer una política de reacción 
irracional, apartándose de todo lo que habían sido he- 
chos consumados, la hubiera respetado, pero no hu^ 
biera tomado ninguna responsabilidad en ella». 

Antes de precederse á la votación del artículo, hizo 
el Sr. Sagasta declaraciones de las que parecía dedu- 
cirse que el partido constitucional no respetaría la 
Constitución si no contenía la libertad de cultos. Com- 
prendiendo la gravedad que esto entrañaba, pregun- 
tóle el Sr. Cánovas si realmente había querido decir 
lo que algunos entendían desprenderse de sus pala- 
bras, y el Sr. Sagasta, á vuelta de distingos y salveda- 
des, y repitiendo su declaración de dÍDastismo, vino á 
decir en sustancia que su partido modificaría las leyes 
en que no se consignase la libertad religiosa, y que 
no se sometería á ningún poder que, sistemáticamente 
enemigo de ella, considerase que los partidos que la 
aceptaban no eran capaces de regir los. destinos del 
país. El Sr. Cánovas reconoció que en esa actitud no ha- 
bía nada que no fuese constitucional, y el art. 11 que- 
dó aprobado el 12 de Mayo por 220 votos contra 68. 

Descartada la cuestión religiosa, puede decirse que 
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el debate constitaoioaal perdió todo sn interés, desli- 
zándose rápidamente y quedando aprobado el proyec- 
to el día 24 de Mayo. 

Remitido al Senado, se dio cuenta en éste el día 26 
de haberlo reoibido, anunciando el Presidente que pa- 
saría á las Secciones para el nombramiento de Comi- 
sión; anuncio que dio lugar á que, después de leerse 
el art. 83 del Reglamento á instancias del Sr. Conde de 
Vilehes, sostuviese éste que correspondía al Senado el 
designar directamente los individuos de dicha Comi- 
sión. Opúsose á esto el Sr. Silvela (D. Manuel), defen- 
diendo, con más habilidad que sólida argumentación, 
que la Comisión á que se refería el art. 83 citado tenia 
únicamente por objeto informar acerca de la oportuni- 
dad de ln propuesta de reforma constitucional,. y que no 
siendo posible en el caso presente abordar esta cuestión 
previa, puesto que el Senado no podía dejar de discutir 
el proyecto enviado por el Congreso, era lógica con- 
secuencia que no el 83, sino el 78 era el artículo apli- 
cable,y que en su virtud las Secciones debían nombrar 
la Comisión. El Ministro de Estado, robusteció esta ar- 
gumentación, con la cual no se conformó el Sr. Conde 
de Yilches, que se vio apoyado por el Sr. Mazo. 

Resolvió el Senado de conformidad con la propues- 
ta del Presidente, y el 27 se reunieron las Secciones, 
eligiendo para formar la Comisión constitucional á los 
Sres. Rodríguez Vaamonde, Conde de Bemar, Bremón 
y Cabello, Llórente (D. Alejandro), Conde de Casa-Va- 
lencia, Álvarez (D. Cirilo) y Silvela (D. Manuel). El 
mismo día se constituyó, nombrando Presidente al se. 
ñor Rodríguez Vaamonde y Secretario al Sr. Conde 
de Casa-Valencia, y el 30 cumplió su cometido, for- 
mulando dos dictámenes, al igual que la del Congre- 
so, cuya discusión comenzó el 2 de Junio. 

El art. 11 fué el que dio lagar á mayor y más empe- 
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nado debate. Kl intransigente moderantismo y los ele- 
mentos clericales libraron en este artículo la última 
batalla, bien convencidos de qne si la perdían habrían 
perdido para siempre la preponderancia que disfru- 
taron hasta 1868 y que pensaron recobrar con la Res- 
tanración. El Senado era para ellos lugar más favora- 
ble que el Congreso, pues hasta la índole de la mayo- 
ría era más pf opia para que surtieran efecto sus ar- 
gumentos. Así es que presentaron numerosas enmien- 
das, y las sostuvieron con empeño y decisión. Los 
argumentos fueron casi los mismos que ya se habían 
expuesto en la otra Cámara, por lo cual podría pres- 
cindirse de uua reseña detallada si la intervención de 
los Prelados no hubiera dado verdadero interés á la 
discusión. 

Inició el debate el Sr. Carramolino, sosteniendo la 
siguiente enmienda: «La religión católica, apostólica, 
romana es la del Estado. La Nación se obliga á man- 
tener el culto y sus ministros.— Se prohibe para siem- 
pre en el territorio español el ejercicio de todo otro 
culto establecido ó que se intente establecer». La en- 
mienda, combatida por los Sres. Silvela y Ministro de 
Estado, fué retirada. 

El Sr. Ruiz Gómez apoyó, en un discurso muy eru* 
dito, otra enmienda, consignando que la Nación esta- 
ba obligada á sostener el culto y los ministros de la 
religión católica; que se garantizaba á los extranjeros 
y españoles el ejercicio público ó privado de cual-* 
qnier culto, sin más limitaciones que las reglas uni- 
versales de la moral y del derecho; y que todos los 
españoles eran admisibles á los empleos públicos, se- 
gún su mérito y capacidad, sin que pudieran ser obs- 
táculo sus opiniones religiosas. 

Aludido el Sr. Obispo de Salamanca, hizo uso de la 
palabra, declarando que el art. 21 de la Constitución 
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de 1869 era revolacionario y ateo, j que al mismo ni- 
vel colocaba el art 11 del proyecto, acerca dei cual 
había recaldo condenación expresa y terminante del 
Romano PonÜflce aun antes de ser ley; y afiadid que 
pensaba combatir dicho art. 11 por inmotivado; pero 
que viendo que se invocaba en su defensa la misma 
doctrina católica, se vela obligado á tacharlo de anti- 
católico, asertos que con razón estimó graves el Mi- 
nistro de Estado, el cual sostuvo que el documento £ 
que se había aludido del Papa no tenía otro carácter 
que el de un documento emanado de un (Gobierno, y 
no era cosa que pudiera y debiera influir en la con- 
ciencia de los católicos. 

Por la Comisión contestó alSr. Ruiz Gómez el seftor 
Rodríguez Yaamonde, y se desechó la enmienda por 
118 votos contra 11. 

Los Sres. Barón de Cuatro Torres y Casado apoya- 
ron también enmiendas favorables á la unidad católi- 
ca, retirándolas después de impugnarlas el Sr. Conde 
de Bemar. 

Don Juan Valora, en un discurso acentuadísimo á 
favor de la libertad religiosa, sostuvo otra enmienda 
para que el párrafo segundo del artículo se sustituye* 
ra con el siguiente: «Todo español tiene, sin embargo, 
el derecho de sostener y difundir las opiniones reli- 
giosas que más conformes halle con la verdad; de dar 
culto á Dios con los ritos y ceremonias de la religión 
en que crea, y de reunirse y asociarse con otros hom- 
bres para realizar tan altos fines». 

Combatida la enmienda por el Sr. Conde de Casa- 
Valencia, el Sr. Valora, al rectificar, sostuvo que esta- 
ba roto el Concordato, cuyo aserto obligó al Ministro 
de Gracia y Justicia á levantarse á negarlo, declaran- 
do que el Gobierno se consideraba estrictamente obli- 
gado á cumplir dicho pacto. 
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Retirada la enmienda del Sr. Valera, el Sr. Barón de 
Covadonga apoyó otra en el sentido de la unidad ca- 
tólica, alegando que los disidentes no habían presen- 
tado exposición alguna para que se les permitiese el 
ejercicio de su culto, lo cual fué contestado por el se- 
fior Conde de Bemar, haciendo notar que la enmien- 
da, que también fué retirada, era más restrictiva que 
la Constitución de 1845. 

Otra enmienda, que no contenía más novedad res- 
pecto de las favorables á lá unidad que la declaración 
de ser la religión católica la única verdadera, fué 
apoyada por el Sr. Otto, al que contestó el Sr. Bremón 
recordando las frases pronunciadas por el Cardenal 
Cuesta en las Cjonstituyentes de 1869, de que la liber- 
tad de cultos no podía votarla ningán diputado cató- 
lico, «á no ser cuando las circunstancias lo aconsejen 
para evitar mayores males; cuando haya causa para 
aceptarla, puede hacerse, pero no en otro caso». La 
enmienda fué retirada. 

El Sr. Paz defendió otra enmienda pidiendo que los 
párrafos 2.^ y 3.^ del articulo fueran sustituidos por 
los siguientes: «No se perinite otro culto, pero nadie 
será molestado por sus creencias ú opiniones religio- 
sas.— Los extranjeros que profesen cultos disidentes 
de la religión católica podrán practicarlos en edifl* 
oios destinados al objeto, en la forma que determinen 
los Tratados:». Fué retirada, después de combatirla 
D. -Cirilo Álvarez. 

El Sr. Obispo de Ávila apoyó como enmienda la mis- 
ma presentada por el Arzobispo de Santiago en las 
Cortes de 1869, y en un discurso tan templado en la 
forma como en el fondo, presentó el cuadro de la to- 
lerancia en que siempre se había inspirado la Iglesia, 
trazó la historia de la tolerancia práctica que cons- 
tantemente existió en España, y pidió que se conser« 
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vase aquélla, pero sin darle derecho ni fuerza legal en 
el Código fundamental. 

Después de felicitar al orador el Ministro de Estado 
por haber colocado la cuestión en su terreno propio, 
exclusivamente político, sin negar la competencia le- 
gal para decidirla de las Cámaras, competencia que tie- 
nen por su participación en la soberanía de la Nación» 
hizo notar el Consejero de la Corona que en el caso pre- 
sente no se partía de la tolerancia, y menos de la uni- 
dad, sino de la libertad de cultos. 

Como de la Comisión contestó el Sr. Silvela, iuTO- 
cando la autoridad de Monseñor Parisis, Obispo de 
Arras, el cual en su obra Ckiaoa de conciencia con 
Qcwián de las liberkutes públicas^ dice que un Monar- 
ca católico puede en ocasiones, por sólo las necesida* 
des del Estado, verse en el caso de establecer la libertad 
de cultos, y que si esto puede ser legitimo en tal caso, 
no sólo lo es, sino también obligatorio, cuando lo im- 
ponen los intereses mismos de la Iglesia. 

ElSr.Oánovas, que se creyó obligado á intervenir 
en este punto del debate, hizo constar que el art 11 no 
afirmaba el establecimiento de cultos disidentes, sino 
sólo que no se perseguiría, que no se molestaría, que 
no se aplicaría el Código penal á los actos de los cultos 
disidentes. Observó que el Código penal vigente no 
penaba la práctica de cultos no católicos, por lo cual 
para penarlos había que reformar aquél, y que, como 
el Sr. Obispo de Ávila no quería la persecución, lógi- 
camente tenia que concluir por aceptar el articulo. 
Extrañó que se quisiera penar á los disidentes y no al 
racionalismo y la incredulidad, de cuyo espíritu está 
infiltrada casi toda la ciencia moderna, sin que basten 
á corregir esto ni los Tribunales ni el Código. 
' Retirada por el Sr. Obispo de Ávila sq enmienda, 
apoyó otra el Sr. Marqués de Cáceres, pidiendo se afia- 
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diese en el párrafo 3.^ qae tampoco sería tolerada la 
propaganda no católica, á lo cnal contestó el Sr. Conde 
de Casa- Valencia recordando las explícitas declaracio- 
nes de los Ministros de Estado j Gracia y Justicia, y 
añadiendo que en todo caso lo relativo á la propaganda 
se resolvería en las leyes de enseñanza y de imprenta. 

También fué retirada esta enmienda, como asimis- 
mo otra del Sr. Rodríguez (D. Braulio), en la que se 
preceptuaba que nadie sería molestado por sus creen- 
cias religiosas, y que el culto externo de las no católi- 
cas sería permitido, prohibido ó modificado, según lo 
que se dispusiera en las leyes que se dictasen con arre- 
glo al art. 14 de la Constitución. El Sr. Rodríguez 
consideraba que el art. 11, según estaba redactado,., 
constituía una verdadera manzana de discordia, por lo 
cual juzgaba preferible la fórmula contenida en su en- 
mienda, muy parecida á lo preceptuado en el Estatuto 
italiano. Fué contestado por el Sr. Bremón. 

Enfermo el Sr. Duque de Rivas, no pudo apoyar la 
enmienda que tenía presentada, y que fué retirada sin 
debate.. 

El Sr.' Marqués de Montosa, en un discurso origina- 
lísimo, y más que original extravagante, apoyó una 
enmienda que decía: «La religión católica, apostólica, 
romana continuará siendo la de la Nación española. — 
El Estado conservará el patronato, cumpliendo la co- 
rrelativa obligación de mantener el culto y sus minis- 
tros; concordará con el Sumo Pontífice cuanto se refle- 
raá lo puramente eclesiástico y religioso, y legislará 
sobre lo que haya de tener carácter y fuerza de ley». 
El Marqués retiró su enmienda cuando se levantaba á 
contestarle D. Cirilo Álvarez. 

Terminada la discusión de las enmiendas, se entró 
en la del art. 11, siendo éste impugnado en primer 
logar por el Sr. Obispo de Orihuela, que sostuvo que 



— 298 — 

tanto la tolerancia como la libertad de cultos son nn 
absurdo insostenible, y que la pluralidad de cultos y la 
diversidad de religiones no son en él hombre un de- 
recho, sino una desdicha. Reconoció la existencia de 
una tolerancia práctica, estimándola justa, pero no 
asi la libertad de cultos y opiniones, y aplaudió las 
declaraciones del Gk>biemo respecto á que no se tole- 
raría la propaganda anticatólica. Fué contestado, en 
un erudito discurso, por el Sr. Conde de Coello de 
Portugal, el cual declaró que el art 11 «no puede sig- 
nificar, ni hoy ni nunca, otra cosa más que el respeto 
al culto cristiano disidente é israelita; respeto, sí, in« 
yiolable y absoluto, pero no de modo alguno la pro- 
paganda constante en la prensa, en la tribuna, en todas 
partes, de principios y doctrinas contrarias al dogma 
de la religión católica, que profesa la' Nación». 

El segundo tumo en contra lo consumió el Sr. Obis- 
po de Salamanca, que pronunció un extensísimo dis- 
curso, de tonos muy vivos, afirmando que si se apro- 
baba el artículo,Espafia dejaría de tener leyes católicas 
y Oobierno católico; dejaría de ser católica, al menos 
la España oficial; y que podría llamarse católico el 
Estado, pero que, para los Prelados, sería indiferentista* 

Los asertos del Sr. Obispo de Salamanca obligaron 
al Presidente del Consejo á intervenir en el debate. El 
Sr. Cánovas comenzó reconociendo el derecho y aun 
el deber de los Prelados de mantener lo que es, indu- 
dablemente, el ideal de la Iglesia católica y de todos 
los buenos católicos. «Pero si hay— dijo— que dar á 
Dios lo que es de Dios; si la misión directa de los sefío* 
res Prelados es dárselo, tampoco el Oobierno puede 
dejar de dar al César lo que es del César, y mantener 
aquellos derechos del César que Dios mismo quiso 
que se le diesen.» 

Afirmó que la cuestión se planteaba .mal, porque no 
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parecía sino que se trataba de suprimir el catolicismo 
y que iban á desaparecer de Espafia toda paz, tx>do re- 
po80| toda moral, todo derecho. «¡Como si no hubiera 
ni moraly ni derecho, ni paz, ni sosiego público en los 
pueblos que tienen ya hace siglos, no digo la toleran- 
cia, sino la más absoluta libertad de cultos!» «Pero lo 
que aquí se hace de una manera desusada con el ar- 
ticulo 11 que se discute y que, como sabéis, se reduce á 
prevenir que ningún español será llevado á I09 Tribu* 
nales ni condenado á prisión correccional por la prác- 
tica de un culto distinto del católico, es confundir esta 
cuestión sencilla con la supresión del principio reli« 
gioso y de la Iglesia católica en España. No es esto, no 
se va á alterar esencialmente el estado tradicional, el 
estado histórico de las relaciones entra la Iglesia y el 
Estado.» 

Después de declarar que el Gobierno no reconocía, 
ni tenía para qué reconocer la libertad de que cada 
hombre profese la religión en que crea, y de rechazar 
por absurda la idea de la tolerancia teológica, dogmá- 
tica, de la indiferencia entre todas las creencias, dijo 
que no quedaba más que la cuestión de la tolerancia 
civil, y que sobre ésta era sobre la que pretendía que 
el Sr. Obispo deSalamanca declarase si constituía here- 
jía, pues, en caso afirmativo, entendía él que se habría 
acabado casi del todo el mundo católico, porque casi 
todas las Constituciones consignan este principio de la 
tolerancia. 

Ocupándose de la existencia de esa misma toleran- 
cia en Roma, y tratando de rebatir la explicación que 
acerca de este hecho habían dado los partidarios de la 
unidad, alegó que el Pontífice no la quitó en 1814, á 
pesar de la gran fuerza moral que le dieron las Poten- 
cias que intervinieron en aquella grande y general 
restauración. Esto demostraba que al tratarse de la to- 
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lerancia civil se trata de una simple cuestión de nece- 
sidad 6 de conveniencia para todos. T siendo éste el 
criterio con que debe resolverse aquélla, entendía el 
Sr. Cánovas que, en cuanto á la competencia, el caso 
era claro; era ésta cuestión de regalía, cuestión de so- 
beranía. 

Partió de este aserto el Presidente del Consejo para 
analizar lo relativo al regalismo, rechazando la dure- 
za con que á éste había tratado el Sr. Obispo de Sala- 
manca; defendiendo á los Monarcas españoles de la 
nota de janseniatcís; preguntando si todo Breve, Car- 
ta, etc., en general todo documento emanado del 
Papa, había de ser admitido sin discusión y obligaba 
desde luego á todos, porque de ser esto así, se borraba 
la historia católica de España; y recordando lo ocurri- 
do con la Bida de la Cena, prohibida en nuestra patria, 
expuso la doctrina sostenida por los regalistas espa- 
ñoles Y practicada con todo rigor por Monarcas como 
Felipe n. Añadió que si era cierto que el Rey, los Po- 
deres públicos, las Cámaras, todos estaban obligados, 
por ser católicos, á obedecer sin discusión todo man- 
dato de Roma, aun en materias que no son de dogma 
ni de moral siquiera, ¿por qué no se dice que no hay 
más qae un Poder, el de la Iglesia, y que el Papa y los 
Obispos deben gobernar esta Nación? Y concluyó rei- 
terando la defensa del derecho de España á resolver 
por sí la cuestión de la tolerancia civil. 

El Sr. Álvarez (D. Cirilo), contestó, én nombre de la 
Comisión, al Sr. Obispo de Salamanca, y habiendo rec- 
tificado éste, sus palabras dieron ocasión al Sr. Cáno- 
vas para insistir en sus argumentos. 

Volviendo sobre el aserto de que al tratarse de la to- 
lerancia civil se trata de una simple cuestión de nece- 
sidad, dijo que ésta se imponía por la mera posesión; y 
preguntando dónde se había visto, desde la revocación 



— 301 - 

del edicto de Nantesp que hallándose establecida la lU 
bertad de cultos ó la tolerancia, se hubiese deshecho 
ese estado de cosas, recordó que á la sombra de la 
CoQstitucJán de 1809 se había pactado en tres Trata- 
dea la absoluta libertad de cultos, creado uo derecha 
civil, y establecido uoa legislación penal por laque 
habían sido castigados cuantos atentaron contra dicha 
libertad; de modo que existía la posesión, había dere- 
chos adquiridos. 

Negó que en virtud del art. 11 fuera á secularizar- 
se el Poder. ^¿Estaba secularizado el Estado español 
— dijo— cuando las leyes del Fuero Real y las de Par- 
tida protegían y defendían el onlto de los judíos y de 
los moros?» 

El Sr. Benavides consumió el tercer turno en contra, 
pronunciando un largo discurso, al que contestó el se- 
ñor Rodríguez Vaamonde. Algunas frases de aquel hi- 
cieron que el Sr Cánovas evidenciara que el Sr, Bena- 
vides había abogado y defendido, como Embajador 
de España en el Vaticano, lo mismo que impugnaba. 

Por fin, el 16 de Junio quedó aprobado el art. 11 por 
113 votos contra 40. De éstos, diez eran de radicales y 
eonstitucionales, cuyos votos, según declaró más tarde 
elSr. Mazo, no podían sumarse con los 30 restantes, 
toda vez que sus puntos de vista eran totalmente dis- 
tintos. 

Como antes en el Congreso, una vez votado el ar- 
ticulo 11 y salvado así el gran obstáculo con que lucha- 
ba la aprobación del dictamen, el debate se deslizó en 
el Senado rápidamente, y seis días después, el 22 de 
Junio, quedó aprobado definitivamente por 1^ votos 
contra 11 el proyecto constituoional 



CAPÍTULO XIX 



Interpretación y aplicación del art. 11.— Actitud de la Santa 
Sede.— Circular de 5 de Septiembre de 1876. — Incidente en 
Mahon; Real orden de 23 de Octubre de 1876.— Incidente 
de Iznatoraf ; Real orden de 21 de Octubre de 1877.— Cam- 
bio de Nuncio; nombramiento de Monseñor Cattani.— Cues* 
tiones pendientes entre España y la Santa Sede. 



La aprobación del art 11 significaba el Tencimiento 
del moderantismo intransigente y la afirmación de la 
existencia del partido liberal conservador» y libró á la 
Restauración, mediante aquella fórmala qae, huyendo 
de todo radicalismo, respetaba las creencias del pueblo 
español, de uno de los mayores peligros que le amena- 
zaban. 

Grande, inmenso fué el servicio prestado por el se- 
ñor Cánovas, á fuerza de talento,' de perseverancia y 
de habilidad, no sólo á la Monarquía restaurada, sino 
al país todo; pero la meritoria labor del insigne esta- 
dista no terminó con la promulgación del Código fun- 
damental, porque la interpretación y aplicación del ar- 
tículo 11 constituyó un grave problema que puso á 
prueba las dotes del jefe del Gobierno. 

Afortunadamente, la Santa Sede, una vez promul- 
gada la Constitución, no se colocó en la actitud intran- 
sigente que algunos esperaban, sino que, por el con- 
trario, adoptó temperamentos de moderación que fa* 



oilitarbn la labor gubernamental. Verdad es que, como 
era lógico y natural, protestó caitamente delante de 
Dios, del Episcopado y de toda la católica España con- 
tra toda innovación ofensiva á los sagrados derechos 
de la Iglesia, contra toda violación del Concordato y 
contra todas las consecuencias que pueden temerse 
del infausto principio de la libertad ó tolerancia de 
cultos heterodoxos> (1); pero no lo es menos que reco- 
giendo las declaraciones hechas por los Ministros du- 
rante la discusión, acerca del sentido y del alcance 
del art. 11, y estimando que constituían un verdadero 
compromiso contraído por el Gobierno con la Nación 
y con la Santa Sede, declaró que confiaba en que la 
conducta del Grabinete de Madrid evitaría al Pontífice 
el tener que adoptar otras resoluciones. 

«Tiene, por tanto, la Santa Sede— dijo— motivos para 
creer que, no obstante la tolerancia religiosa, decre- 
tada por la nueva Constitución, en las leyes orgánicas 
sucesivas serán plenamente respetadas las prerrogati- 
vas de la Iglesia y la autoridad de los Obispos. T, por 
consiguiente, al tenor de lo prescrito en el Concordato 
de 1851, la ensefianza en las Universidades, en los Co- 
legios y en todas las Escuelas públicas y privadas será 
enterunente conforme á la doctrina de la ReKgión ca- 
tólica; y los Prelados diocesanos podrán libremente 
vigilar sobre la pureza de la fe y de las costumbres, y 
sobre la educación religiosa de la juventud, sin encon- 
trar obstáculo alguno en el ejercicio de este santo de- 
ber. Se asegurará además á los mismos Prelados plena 
libertad en el uso de sus facultadas y en las funciones 
propias del oficio pastoral; y aun el Oobierno mismo 
les ayudará con toda eficacia y les prestará la fuerza 



(1) Nota del Cardenal Secretario de Estado al Embajador 
áéS. M.; fecha, 16 de Agosto de 1876. 
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del brazo secular, para resistir y oponerse á la mal- 
dad de los hombres interesados en pervertir las idmas 
y en corromper las costumbres de los fieles y para 
impedir la impresi'Sn, introducción y circulación de 
libros impíos y nocivos á la fe y á la buena moraL 

»Entre tanto, el Santo Padre se complace en confor- 
tarse con la esperanza de que S. M., acordándose de la 
fe y de la piedad que recibió en herencia de si;ls Au- 
gustos predecesores, tratará de corresponder al titulo 
de católica que ha sido siempre uno de los más glorio- 
sos para los Soberanos españoles, y que haciendo jus- 
ticia á las razonables demandas de la Santa Sede, que-^ 
rrá impedir los graves males de que se halla am^ia- 
zada la Religión de sus subditos, y favorecer con toda 
eficacia la causa de la Iglesia, la cual es inseparable 
de la seguridad de los Tronos y de la prosperidad de 
las Naciones. Su Santidad confía en que los actos suce- 
sivos del Gobierno de Madrid, respondiendo á sus de- 
claraciones recientes, no pondrán á la Santa Sede ea 
la dolorosa necesidad de tomar aquellas providencias 
bastantes á mantener su dignidad y los intereses de la 
Iglesia española.» 

Á esta actitud mesurada y discreta respondió la con- 
ducta del Gobierno, el cual tuvo bien pronto ocasión 
de intervenir con resoluciones que fijaban el sentido 
y el alcance que daba al art 11, de acuerdo con las 
manifestaciones que había hecho en las Cámaras; pov 
cierto que aquéllas, tergiversadas por la prensa, no 
sólo sirvieron de arma de oposición á los partidos ex- 
tremos, sino que hicieron preciso que se cruzaran en 
el terreno diplomático algunas explicaciones. 

Se dijo que se habia prohibido la venta de las bi- 
blias, el canto de himnos en el interior de los templos, 
los anuncios en la parte exterior de éstos» y la aper- 
tura de las puertas durante las ceremonias religiosas: 
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en tal aserto bubo exageración en ana parte^ y notoria 
úiexactitad en otra. 

No se prohibió la venta de las biblias; lo que se pro- 
hibió fué el aütinclo de la venta en las calles públicas 
á gritos, y esto por dos razones: porque tal annncío á 
gritos en las callas estimó el Gobierno que constituía 
una manifestación pública prohibida por el párrafo 3.^ 
del art 11; y porque en materia de anuncio de libros, 
folletos y periódicos á gritos por las calles, todo Go* 
biemo tiene indiscutible derecho de permitirlo 6 pro- 
hiblrlOj según las cir consta ncias y cómo asunto de 
orden público. 

Tampoco prohibió el canto de los himnos dentro de 
los templos á Jas horas regulares en que se celebran 
los cultos, sino la gritería que armaban en uno protes- 
tante á las diez de la noche; y esto en virtud de queja 
de los vecinosj cuyo descanso se interrumpía por. 
aquel medio. El Gobierno entendió que esa prohibi- 
ción podía adoptarla, no sólo respecto do los cultos 
disidentes, sino tratándose del católico, no obstante 
ser éste el úqíco reconocido, profesado y protegido 
por el Estado, porque si los individuos pertenecientes 
á religión distinta de la católica tenían derecho á cele- 
brar su culto dentro del templo 6 edificio á este ob- 
jeto destinado, loa vecinos le tenían también á que, 
cuando menos de noche, se respetase su derecho á la 
tranquilidad y al descanso dentro del hogar. 

A la especie de que se prohibía tener abiertas las 
puertas de un templo protestante mientras se celebra- 
ban las ceremonias del culto dio pretexto un jesuíta es- 
pañol apóstata, el cual, en San Fernando, hizo construir 
mioa tabiques ó empalizadas unidas al templo dejando 
un espacio abierto, de manera que venía á ser como 
Bi se hubiese convertido la vía pública en capilla pro- 
testante, pues nadie podía pasar por aquélla sin ver 
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cuanto en ésta ocurría. Esto fué lo que se impidió, 7 la 
justicia de la prohibición la reconoció el mismo ex* 
jesuíta, desistiendo de su propósito. 

Lo que si se prohibió fué el anuncio fu^a de los 
.templos, es decir, en la vía pública; pero esta prohi- 
bición no sólo se hallaba dentro del párrafo 3.^ del ar- 
tículo 11 de la Constitución, tal como antes de ser apro- 
bado lo explicaron las Comisiones de ambos Cuerpos 
Colegisladores 7 el Gobierno, sino que caía dentro 
también de las facultada ordinarias de los Gobiernos, 
porque todo cuanto se refiere á la vía pública está 
bajo la jurisdicción del Estado, el cual puede tolerar 
ó prohibir los anuncios, inscripciones 7 rótulos, según 
tenga por conveniente, como cada dueño de edificios 
puede prohibir, 7 prohibe generalmente, que en las 
paredes exteriores de éstos se fijen ó escriban anun- 
cios de ningún género. 

Más que estos incidentes, dio origen á apasionados 
comentarios lo que se suponía ocurrido en Mahón, 
pues los periódicos de oposición acusaron al Subgo- 
bernador de dicha población de haber cerrado las es- 
cuelas evangélicas, de haber prohibido que se acom- 
pañase por las personas que querían hacerlo el cadá- 
ver de un protestante durante su conducción al ce- 
menterio, 7 de haber violado un templo destinado al 
culto de las sectas disidentes. El Gobierno mandó ins- 
truir expediente en averiguación de lo ocurrido, re- 
sultando que el día 19 de Agosto, el Subgobemador, 
en vista de las quejas de algunos vecinos» mandó á un 
inspector con orden de que invitase á los directores 
de las Escuelas evangélicas, D. Francisco Tuduri de la 
Torre 7 Mr. Williams Thomas Brown, á que modera- 
sen los cantos que día 7 noche entonaban los niños 
que concurrían á aquéllas, pues molestaban á los Te- 
tinos; que Tuduri 7 otros acompañaron al cementerio 



— 307 — 

el cadáver de un pro testan te, sin que nadie lo impi- 
diese, y que en la noehe del 29 de Agosto, al entrar el 
Snbgobernador en la escuela metodista de la ealle de 
Santa Aoa, con objoto de ordenar que moderaseu el 
TOcerío que dentro de aquélla había, se encontr6 
con que en dicho ediñcio se hallaban más de ochenta 
personas, lo que constituía una reunión no autorizada. 
En vista de esto, el Gobierno aprobó la conducta de 
la citada autoridad (1). 

Las exageraciones en que, por espíritu de oposición, 
incurrió una parte de la prensa española, y el temor 
de que aquéllas inüuyegen, como así sucedió, en los 
juicios de los periódicos extranjeros, algunos de los 
cuales, sobre todo The TimeSj se expresó en términos 
duros y agresivos, obligaron al Gobierno á dirigirse 
á los Representantes de S. M. eo el extranjero, expo* 
niéndoles el criterio con que se proponía interpretar 
y aplicar el art. 11 de la Constitución, según las de- 
claraciones que durante la discusión de éste había 
hecho en las Cortes. 

En la circular que al efecto mandó ©1 Ministro de 
Estado (2) añrmó éste terminantemente que el Gobier- 
no no toleraría ninganaceremouia, ninguna manifes- 
tación que no fuese la del culto católico, fuera del tem- 
plo y del cementerio, y que, por consiguiente, no to- 
leraría los rótulos, los carteles, los anuncios que de 
puertas afuera de tales edificios se intentase ñjar; así 
como declaró al propio tiempo que mantendría y pro- 
tegería enérgicamente ia libertad para celebrar cual- 
quier culto no católico dentro de los templos, para 



(1) Real orden del Ministerio do la Gabemación, fecha 23 
de Octubre de 1876, 

(2) Circular "á los Ke prese atantes de S. M. en París, Lon- 
drea, Berlín, Yiena, San Feteríburgo y Eoma fQuirinal), fe- 
cha D de Septiembre de 1876» 
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colocar dentro de ellos, es decir, de pnertas adenti^, 
las inscripciones, rótulos ó anuncios que se juzgase 
conveniente; que igualmente autorizaría y sostendría 
el derecha de los cultos disidentes para celebrar sus 
ceremonias dentro de los cementerios; para construir 
éstos donde lo tuvieran por conveniente, sin más res- 
tricción que la que se imponía á los católicos, es de- 
cir, la que hacían necesaria la higiene y salubridad 
pública; y por último, para conducir los cadáveres de 
los que en vida fueron sus correligionarios con todo 
el decoro y respeto debidos á la dignidad humana, y 
acompañarlos hasta dejarlos depositados en la última 
morada, como tuvieran por conveniente, con sólo que 
se abstuviesen de toda otra ceremonia ó manifesta- 
ción sobre la vía pública. 

No impidió esto que continuasen los apasionados 
comentarios de algunos periódicos, pero sin duda in- 
fluyó en la respuesta, mesurada y revelando perfecto 
conocimiento de los hechos, que el Ministro de Nego- 
cios Extranjeros de S. M. B. dio á las diputaciones de 
varias sociedades religiosas que acudieron á él con 
objeto de formular reclamaciones. Tanto Lord Derby 
en esa ocasión, como el Representante inglés en Ma- 
drid en la conferencia que celebró el 3 de Octubre con 
el Ministro de Estado, reconocieron que el Gobierno 
español tenía el derecho de interpretar y ejecutar la 
Constitución como lealmente entendiese que debía ha- 
cerlo, sin sujeción á otra censura que á la de la repre- 
sentación legal del país y sin intervención de ningún 
Gobierno extranjero. 

Guando terminó el expediente instruido al Subgo- 
bemador de Mahón y se aprobó la conducta observa- 
da por éste, estimó el Gobierno que para evitar en lo 
posible nuevos incidentes que serviesen de pretexto 
para agitar al país, convenía fljar con toda claridad 
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las reglas de conducta que se deducían del sentido j 
del alcance dados al art 11 de la Conütítuclóo, Este 
objeto tuvo la importante y notabilísima Real orden 
dictada por la Presidencia del Consejo de Ministros 
con fecha 23 de Octubre de 1876, en la cual se analiza 
el art. 11 de la Constitución (1). 

Los párrafos 1.° y 2,** no ofrecían dudas de ninguna 
especie, pues en aquél se proclamaba que la Religión 
católica, apostólica, romana es la oñclal, y en el otro 
se consignaba que nadie será molestado en el territo- 
rio español por sus opiniones religiosas ni por el ejer- 
cicio de su respectivo culto, salvo el respeto debido á 
la moral cristiana. Esto era tan claro, tan explícito, tan 
terminante, que no se prestaba á interpretaciones de 
ningima clase. «Bien claro está, por consiguiente — se 
decía en la Real orden de 23 de Octubre,~que el Es- 
tado protege la Religión católica, que es la suya, pero 
que al mismo tiempo admite y establece la tolerancia 
de cultos, garantizando el ejercicio de ese déreolio 
contra toda ciase de agresiones.» 

No ocurría lo mismo con el párrafo 3.^, que decía: 
«No se permitirán, sin embargo, otras ceremonias ni 
manifestaciones públicas que las de la religión del 
Estado:». La palabra ceremonias tenia una significación 
concreta, un sentido que no podía oscurecerse y un 
alcance que no era dado tergiversar; pero la frase 
manifestaciones públicas se prestaba á interpretacio- 
nes, y por esto, para evitar los inconvenientes que ya 
habían surgido en la práctica, se fijaba en la Real or- 



(1) Importa fijarse en que son dos las Reales órdenes que 
llevan fecha del 23 de Octubre de 1876: una, dictada por el 
Ministerio de la Gobernación, que se refiere concretamente 
al caso de Mahón, y otra, dictada por la Presidencia del Con- 
sejo, que fija en términos generales el sentido y alcance del 
articulo 11 de la Constitución. 
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den de 23 de Octubre lo que con esa frase debfa en- 
tenderse. 

cEl Código penal vigente, reformado en 18 de Junio 
de 1870— decia — usa de ella (de la frase fnanife^fmo- 
nes públicas) con frecuencia, y al castigar en su ar- 
ticulo 168 cierta clase de manifestaciones públicas, 
considera como promovedores y directores de las 
mismas á los que con discursos^ impresos, lernas^ 6an- 
der(M ú otros signos que ostentaren, ó por cuahsquiwa 
otros hechoSf las inspiren. No puede negarse, por lo 
tanto, que la ley penal, sin confundir la reunión con 
la manifestación, interpreta ésta en sentido lato, y 
busca su esencia en las palabras, impresos, lemas, ban- 
deras y otros signos que, para realizarla, se empleen. 
Por virtud de esta interpretación se han prohibido en 
España, desde que rige esa legislación penal, lemas y 
letreros públicos alusivos á formas de Oobierno dis- 
tintas de la vigente, y partidos políticos hay fuera de 
la legalidad común sólo por el titulo que quieren apli- 
carse. 

«T aun prescindiendo del Código penal, añadía, 
basta acudir al Diccionario de la lengua, formado por 
la docta Academia que cuida en España de la pureza y 
precisión de nuestro idioma, para saber que manifes- 
tación pública y religiosa es todo acto que, saliendo 
del recinto cerrado del hogar, del templo ó del ce- 
menterio, declara^ descubre ó dad conocer lo que en ellos 
está guardado ú oculto.» 

De aquí partía el Oobierno para creer que todo 
aquello que manifestase en 6 sobre la vía pública las 
opiniones, creencias ó ideas religiosas de las sectas 
disidentes, ó diese á conocer en la misma forma los 
actos relativos á su respectivo culto, debía prohibirse 
y no podía ser autorizado ó tolerado. 

Se afirmaba después la necesidad de que la Admi- 
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DistraciÓD pública conozea en dónde se encuentraa 
los templos disidentes y qoiéaes sod los que los diri- 
gen, regentan ó representan; añadiendo que la invio- 
labilidad constitucional del templo sólo garantiza los 
actos, ritos 7 ceremonias puramente religiosos, y que 
así los ministros de cualqaier caito como lo9 congre- 
gados en el recinto destinado á practicarlo están su- 
jetos á las reglas de policía é higiene y son responsa- 
bles de las faltas y delitos cometidos dentro de aquél. 

Trataba luego de deshacer la confusión que había 
querido establecerse eutre al templo 7 la escuela, sos- 
teniendo que 31 el templo es inviolable, la escuela está 
sometida á la inspección, vigilancia y corrección del 
Gobierno; que la libertad de enseñanza sólo se asegura 
á los españoles en el art. 12 de la Constitución; que 
no pueden estar los extranjeros al frente de los esta- 
blecimientos de enseñanza y, en fin, que toda reunión 
celebrada fuera del templo y de los demás lugares y 
establecimientos autorizados al efecto necesitaba el 
permiso previo y por escrito de las autoridades. 

Todas estas observaciones ae concretaban en siete 
reglas que decían , en resumen: 

l^ Queda prohibida toda manifestación publica 
de los cultos ó sectas disidentes fuera del templo ó del 
cementerio, 

2** Se entiende por manifestación pública todo 
acto ejecntado sobre la vía pública, ó en los muros bx- 
teriores del templo ó del cementerio, que dé á cono- 
cer las ceremonias, ritoSp usos y costumbres del culto 
disidente, ya sea por medio de procesiones ó de letre- 
ros, banderas, emblemas, anuncios y carteles. 

3," Los que funden^ construyan ó abran un templo 
ó uu cementerio de sectas disidentes lo pondrán en 
conocimiento de las autoridades cuarenta y ocho horas 
antes de abrirlos al público, manifestando el nombre 
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del director, rector 6 encargado del establecimiento. 

Igoal noticia habrán de dar, si ya no lo hubiesen 
hecho, 7 dentro del plazo de quince días, á contar des- 
de esta' fecha, los fundadores ó encargados de los tem- 
plos y cementerios existentes en la actualidad. 

4.* Las escuelas funcionarán con independencia de 
los templos; se considerarán separadas de éstos para 
los efectos legales, y los encargados 6 directores de 
las mismas habrán de ser españoles y pondrán en co- 
nocimiento de las autoridades sus nombres, títulos 
académicos y profesores con que cuenten. 

5.^ Las reuniones que se celebren dentro de los 
templos y de los cementerios, así disidentes como ca- 
tólicos, gozarán de la inviolabilidad constitucional, 
siempre que en ellas no se contravenga expresamente 
á las ordenanzas y reglamentos de policía, ó no se co- 
meta alguno de los delitos comprendidos y castigados 
por el Código penal. 

6.*^ Las escuelas y establecimientos de enseñanza, 
sin distinción de cultos, continuarán sujetos á la cons- 
tante inspección é intervención del Gobierno, con 
arreglo al decreto de 29 de Julio de 1874 

7.^ Las reuniones que se celebren fuera del tem- 
plo y de los demás lugares y establecimientos autori- 
zados al efecto seguirán sometidas á la Real orden de 
7 de Febrero de 1875 (1). 

Resplandece en esta Real orden una gran sinceridad: 
se da á la Religión católica la preferencia y las pre- 
rrogativas que le corresponden por ser la oficial, la 
del Estado, pero al propio tiempo se hacen efectivas 
las garantías que la Constitución otorga á los cultos 
disidentes. 



(1) Por la importancia que encierra esta Real orden, se 
reproduce integra en ios Apéndices. 



wm 
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Esa sinceridad resplandeoió en la apiicacióo de la 
doctrtDa sentada, y buena prueba de ello la resolucióii 
adoptada im año máa tarde, con motivo de haber acu- 
dido un tal Francisco Gutiérrez, vecino de Iznatoraf, 
qoejándose al Mmisterio de la Goberoaci6o, con fe- 
cha 21 de Septiembre de 1877, de que se le había obli- 
gado á bautizar una hija suya. 

Instruido el oportuno expediente, resultó: que Fran- 
cisco Gutiérrez y su esposa vivían en Iznatoraf, te- 
niendo eu su compañía Una hija de ambos, que no es- 
taba bautizada, y siendo público que aquéllos perte- 
necían á la secta evangélica; que la esposa del Gutié- 
rrez dio á luz, el 17 de Septiembre de 1877, una niña 
que ofrecía pocas esperanzas de vida; que al tener 
conocimiento de esto el párroco envía dos coadjuto- 
res para que convenciesen á aquél de que debía bau- 
tizar á la recién nacida; que personados los sacerdo- 
tes en el domicilio de íiquéllos, la mujer accedió, pero 
el marido se resistió, aconsejado por una mujer que 
pasaba por pastora evangélica; que los coad judo res 
volvieron con el alcalde ¿ casa de los esposos Gutié- 
rrez, logrando esta vez obtener el consentimiento del 
marido; y en fin, que al tener noticia de esto el pá- 
rroco, mandó repicar las campanas y dispuso que 
el bautizo de la niña se celebrase con toda solem- 
nidad. 

Fundándose en estos hechos, y considerando que si 
los coadjutores y el alcalde, no ejercieron coacción 
material, la ejercieron moral y muy fuerte^ sobre el 
ánimo de un hombre de humilde esfera, se dictó por 
el Ministerio de la Gobernación la Real orden de 21 de 
Octubre de 1877, en la cual se decía al Gobernador de 
Jaén que S. M., «deseando que se respete el principio 
de libertad de conciencia y de profesión religiosa que 
constituye nnp de los derechos de los españoles y de 
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toda persona que habite estos Reinos, se ha servido 
mandar que se signifique á Y. S. el desagrado con que 
ha visto la conducta del alcalde de Iznatoraf , hacién- 
dole entender que en lo sucesivo se abstenga de em- 
plear la influencia de su autoridad en nada que se re- 
lacione con el libre ejercicio de la religión de cada 
persona, dentro de lo mandado por la Constitución j 
las leyes» (1). 

De este modo, y por esa serie de disposiciones, que- 
dó perfectamente fijada la interpretación del art. 11 de 
la ley fundamental, cumpliéndose con toda exactitud 
las promesas formuladas durante la discusión de la 
(Constitución y las que habían sido hechas á la Santa 
Sede, y creándose un estado de derecho que puso fin 
casi por completo á las luchas que la cuestión religio- 
sa había provocado entre los partidos. 

Coincidió con esto un cambio en la Nunciatura. 

En el Consistorio celebrado el 17 de Septiembre 
de 1875, Su Santidad se dignó conferir la púrpura 
cardenalicia á Monseñor Simeoni (2), el cual continuó 
en la Corte española, con el carácter de Pro-Nuncio, 
hasta el 1.^ de Diciembre del siguiente año, en cuya 
fecha salió de Madrid, quedando como Encargado de 
Negocios el Consejero D. Mariano Rampolla. 

Pocos días después se anunció que Su Santidad iba 
á hacer el nombramiento de nuevo Nuncio, y si bien 



(1) Complementan esas disposiciones otras varías Reales 
órdenes^ entre las cuales merecen especial mención la de 27 
d(? Scffticmbre de 1879, declarando que no es aceptable el 
establecí miento de la unidad católica en Fernando Póo y 
re^f;;ibk'dondo las misiones religiosas, y la de 6 de Agosto 
di? 1SS4. haciendo extensiva á Cuba y Puerto Rico la Real or- 
do u áe la Presidencia de 23 de Octubre de 1876. 

[2) La ceremonia de la imposición de la birreta cardena- 
licia ¿i Monseñor Simeoni tuvo lugar en Palacio, con laa so- 
Jeiiinidados acostumbradas, el 14 de Octubr^de4875. 
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se formó, como de costumbre, una tema, en la que 
figuraban Monseñor Santiago Gattani, Secretario de la 
Congregación del Concilio y Arzobispo de Ancira in 
jporftbus infidelium; Monseñor Ouarisni, Arzobispo de 
Meserviana, y Monseñor Canosa, Obispo de Verona, lo 
cierto es que no se dejó libre la elección al Gobierno, 
sino que desde luego se hizo saber que el Santo Padre 
tenía decidido nombrar á Monseñor Cattani. Este pro- 
cedimiento no agradó al Gobierno, y como, por otra 
parte, los informes que recibió respecto del futuro 
Nuncio no fueron muy satisfactorios, pues Monseñor 
Cattani pertenecía al partido teológico, se le suponía 
persona de dificil trato, y en Bruselas había dado lu- 
gar á incidentes desagradables, al aceptar la designa- 
ción hizo constar que no sirviera en adelante de pre- 
cedente la forma en que se había hecho. 

No fué eso lo peor, sino que al anunciarse el nom- 
bramiento se dijo que el nuevo Nuncio no tomaría 
I>ose6ion de su cargo en tanto que el Gobierno no re- 
solviese tres cuestiones que había pendientes: la rela- 
tiva á la iglesia de Italianos, la de la libertad de im- 
prenta para las Pastorales de los Obispos y la del pago 
íntegra de los réditos de los títulos del 3 por 100 que 
formaban la dotación de las capellanías. El Gobierno 
no cedió en este particular, limitándose á decir que 
esos asuntos se tratarían con el Nuncio con espíritu de 
benevolencia. 

Monseñor Cattani llegó á Madrid el 24 de Marzo 
de 1877 é hizo entrega de sus credenciales á S. M. el 11 
de AbriL 

Su estancia en la Corte española fué también breve, 
pues habiendo sido elevado á la dignidad cardenalicia 
en Septiembre de 1879, le impuso S. M. la birreta el 6 
de Octubre y cesó en el desempeño de la Nunciatura 
el 23 de Noviembre. 



CAPÍTULO XX 



Eníermedad del Papa*, preocupación de las Potencias católi- 
cas; negociaciones entre éstas.— Muerte de Pío IX.— Co- 
rrecta actitud del Gobierno italiano.— Trabajos de los Car- 
denales intransigentes.-El Cónclave; elección deLeón XIII; 
efecto que produce; felicitaciones de las Cámaras españo- 
las. ~ Designación de Secretario de Estado. — La corona- 
ción de León XIIL — Esperanzas que infunde el nuevo 
Pontífice. 



En el otoño de 1876 el estado de salud del Santo Pa- 
dre, y más aún que esto sn edad avanzadísima, paes 
había cumplido ya ochenta y tres años (1), fueron 
causa de gran preocupación para las Potencias, espe* 
cialmente para las católicas, las cuales, por esa misma 
condición, tenían mayor y más directo interés en todo 
cuanto se relacionaba con la sucesión en la Silla Pon- 
tíflcia. 

La muerte del Santo Padre iba á plantear por vez 
primera, desde la caída del Poder temporal y la ocu- 
pación de Roma por las tropas de Víctor Maauel, el 
problema, siempre grave, de la elección de nuevo 



(1) Pío IX habla nacido en Sinig^a^lia, el 13 de Majo 
de 1793. Fué creado Cardenal en 14 de Diciembre de 1840 y 
elegido Pontífice en 16 de Junio de 1846; contaba, por tanto, 
ochenta y tres años de edad, y hacía treinta que ocupaba la 
Cátedra de San Pedro. 
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Papa. ¿Cuál seria, llegado ese caso, la aotitud del 
pueblo italiano y, sobre todo, la del Gabinete del 
Quirinal, que á la sazón presidia uno de los anti- 
guos mil de Garibaldi^ el anciano Depretis, y del que 
también formaba parte hombre tan radical como 
otro de los compañeros del caudillo de Marsala? ¿Se 
reuniría el Cónclave en Roma? ¿Gozaría en la ciu- 
dad del Tíber de la libertad y de la independencia 
necesarias? 

Aun prescindiendo de esto, que se refería directa y 
concretamente á la cuestión italiana, la elección del 
sucesor de San Pedro ofrecía otros aspectos que no 
podían menos de preocupar á los Gobiernos; porque, 
dado el estado de las relaciones entre determinadas 
Potencias, era de temer que, si en la designación de 
Quevo Papa no resplandecía un espíritu de exquisita 
prudencia, se agrandasen las distancias y aumentasen 
los motivos de recelo, de enemistad y de antagonis- 
mo. No era creíble, ni á ello aspiraba el Gabinete de 
Madrid, que el heredero de Pío IX fuese español, y no 
era posible que la elección recayese en un francés ó en 
un alemán, y ni siquiera en un austríaco. Para evitar 
esto se hablaba ya de preparar el veto, pero al propio 
tiempo se afirmaba que algunos Cardenales se inclina- 
ban á considerarlo suprimido, porque entendían que 
tenía por base el poder temporal; se decía que Alema- 
nia no lo reconocería, y no faltaba quien creyese que 
esos rumores tenían su origen en Berlín y se encami- 
naban á impedir que Francia emplease el veto contra 
el Cardenal Hohenlohe. 

Aunque los informes que el Gobierno espafiol reci- 
bía de París y de I^oma, donde se hallaba representa- 
do por hombres de tanta inteligencia y de tanta auto- 
ridad como el Marqués de Molíns y D. Francisco Gár- 
denas, le permitían creer que Italia tenía el mayor 
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interés en qae el Gónolave se celebrase en Roma y en 
garantizar su independencia, j que la candidatura del 
Cardenal Hohenlohe no tenía la menor probabilidad 
de éxito, se puso al habla con las demás Potencias ca- 
tólicas, y del cambio de impresiones que entre éstas 
hubo surgió un acuerdo tácito, que consistía en esto: 
que el Cónclave debía celebrarse en Roma; que se re» 
clamasen á Italia las garantías necesarias para la in- 
dependencia de aquél; que en caso de que se inten- 
tase reunirlo fuera de Roma, se negase el territorio; 
que se influyese para que el elegido fuese italiano; 
que no se suscitase apriori la cuestión del veto, y que, 
en último extremo, se impidiese, mediante el empleo 
de aquél, la elección de un Papa extranjero. 

En tanto que tenían lugar estas negociaciones, la sa- 
lud de Pío IX había ido resintiéndose más cada dia. Á 
principios de Diciembre de 1877 se tío obligado á guar- 
dar cama; pero fuera del Vaticano no se conocía con 
toda exactitud el estado del Pontífice. En los primeros 
días de Febrero de 1878 se le hizo leyantar durante al- 
gunas, horas, y esto le empeoró en tales términos que 
nadie pudo dudar ya de que se acercaba un funesto 
desenlace. Poco después de las cuatro de la madru- 
gada del día 7, Pío IX sufrió una gran agrayaoión; se 
llamó á los médicos, y éstos declararon que ^1 Santo 
Padre sufría un grayf simo ataque de parálisis al pul- 
món. Fué preciso administrar al efíregio enfermo los 
últimos Sacramentos. La parálisis siguió tomando in- 
cremento. Á las tres de la tarde perdió Su Santidad el 
conocimiento y entró en la agonía, la cual se prolon- 
gó hasta las cinco y treinta y cinco minutos, á cuya 
hora expiró tranquilamente el hombre cuya elevación 
al Solio Pontificio había provocado en Italia tan en- 
tusiastas aclamaciones y despertado en todo el mundo 
cristiano tan grandes esperanzas, cuya vida sufrió tan 



- ai9 — 

terribles amarguras como la de la htiída á Gketa en 
1848 y la perdida de los úUimos reatas del patrimonio 
de San Pedro en 1870, y cuya muerte suscitaba tantos 
recelos y tantas inquietudes. 

Tan pronto como se hizo pública la noticia del fa- 
llecimiento de Pío IX, el Representante de España en 
el Quirinal, Sr. Goello y Quesada, fué á ver á Depre- 
tis, el cual, profundamento conmovido, le declaró que 
consideraba cuestión de honor para el Rey y para 
Italia el demostrar al mundo católico la lealtad con 
que el Gobierno de Humberto I cumplía la ley de ga- 
rantías y Telaba por la independencia del Cónclave. 
Estas seguridades fueron reiteradas por los Represen- 
tantos de Italia cerca de las Potencias católicas, y jus- 
to es reconocer que el Gabinete'italiano cumplió fiel- 
mente sus promesas. 

No bastaba, sin embargo, que los Ministros del Rey 
Humberto procurasen asegurar la independencia del 
Gónclave, sino que era indispensable, para resolver 
satisfactoriamente la grave cuestión planteada por el 
fallecimiento de Pío IX, que el elemento intransigente 
del Sacro Golegio no lograse imponer su criterio, y 
que la elección del nuevo Pontífice se celebrase en 
Roma« Por fortuna así sucedió, y con fecha 19 de Fe- 
brero los Cardenales Cabezas de Orden dirigieron una 
Notaá los Representantes diplomáticos acreditados 
cerca de la Santa Sede para que pusieran en conoci- 
miento de los Gobiernos respectivos la adhesión del 
Sacro Colegio á todas las reservas y protestes hechas 
por el difunto Padre Santo contra la usurpación de 
los Estedos de la Iglesia, y las razones que habían de- 
cidido á los Cardenales á celebrar el Cónclave en 
Roma. Acerca de este último punto se expresaban en 
los siguientes términos: 

«Y puesto que el ejercicio del poder supremo ecle- 
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siástioo, y partioolarmente el importante acto de la 
elecoión del sucesor de San Pedro, conviene que re- 
pose sobre bases sólidas y tranquilas, y no se halle, al 
contrario, expuesto á las agitaciones políticas 6 al in- 
terés y arbitrio de otro, el Sacro Colegio, apenas fal- 
tado á los vivos el Supremo Jerarca, se vio obligado 
á afrontar, no sin temores ni angustias, la ardua y pe- 
nosa cuestión del lugar donde conviniese reunir el 
Cónclave. Si de una parte la necesidad de responder, 
á las ansiosas conciencias de los fieles, de la plena y 
absoluta libertad é independencia del Sacro Colegio, 
en momento tan grave y decisivo para la Iglesia, s^u- 
geria el buscar en otro punto un asilo seguro y tran- 
quilo, la tardanza, por otra, á que necesariamente se 
exponía la elección del Pontífice Romano aconsejaba 
de diferente manera; siendo hoy el primero de los de- 
beres para el Sacro Colegio el de proceder sin de- 
mora á proveer de un Jefe á la viuda Iglesia y de 
nuevo Pastor á la grey desolada de Cristo. 

»Este pensamiento ha prevalecido sobre todas las 
dificultades y hecho decidir al Sacro Colegio á per- 
manecer en esta ciudad hasta que su libertad no sea 
en lo más mínimo turbada en el inmediato acto de la 
elección del nuevo Sumo Pontífice; y esta resolución 
fué tomada con tanta mayor tranquilidad, cuanto que 
no comprometiendo en nada el porvenir, dejaba, sin 
embargo, libre al futuro Pontífice de emplear los me- 
dios que el bien de las almas y el interés general de 
la Iglesia le aconsejasen en la penosa condición en 
que se encuentra esta Sede Apostólica.» 

Vencidas así las dificultades que ofrecía la situación, 
pero no resignados los elementos intransigentes con 
su derrota, alguien deslizó la idea de colocar.en el 
Vaticano las banderas de las Naciones católicas, como 
demostración de que el Cónclave se ponía bajo la pro- 
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leooión y garantía de las aludidas Potenoias; pero el 
Gobierno italiano hizo observar que semejante acto 
fdgnlflcarfa nna desconfianza qne, excitando á los ra- 
dicales, le crearía una posición penosa, y se desistió 
de tal idea. 

En la tarde del 18 de Febrero se reunió por fin el 
Cónclave, compuesto á la sazón por sesenta Cardena- 
les (1), en las estancias del Vaticano, que habian sido 
preparadas al efecto. Á la mañana siguiente, después 
de la misa del Espíritu Santo, que tuvo lugar á las 
diez, se procedió al primer escrutinio^ resultando ya 
en él con 19 votos el Cardenal Pecci, y apareciendo 
distribuidos los demás entre diferentes Cardenales, 
pero sin que ninguno lograse reunir más de cinco vo- 
tos. Este número alcanzaron Franchi y Bilio; oufttro, 
Simeoni, y menos casi todos los otros. Habiéndose 
advertido cierta irregularidad de forma en esta vota- 
ción, fué inmediatamente anulada; pero como su re- 
sultado, en el fondo, daba yaá conocer la persona que 
reunía mayor número de sufragios, y á todos los elec- 
tores animaba el mismo deseo de terminar lo más 
pronto posible la elección, en el segundo escrutinio, 
que tuvo lugar en la tarde del mismo día, apareció ya 
el Cardenal Pecci con 34 votos, siendo ya los Carde- 
nidés votantes 61, por haber entrado entre tanto en el 
Cónclave el Cardenal Patriarca de Lisboa, que llegó á 
Roma pocas horas después de la constitución de aquél. 
En este segundo escrutinio resultaron también distri- 
buidos los 27 votos de la minoría entre los mismos 
candidatos que habían figurado en el anterior, pero 



(1) Al Cónclave concurrieron cuatro Cardenales españo- 
les, que fueron los Arzobispos de Toledo (D. Juan Ignacio 
Moreno), Santiago (Sr. Paya y Rico) y Zaragoza (Sr. García 
Gil), y el Patriarca de las Indias (Sr. Benavides). 
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sin que ninguno lograse siquiera el número de los 
que en él habían obtenido más. 

Paede deoirse qne. desde ese momento no podía 
ofrecer duda qnión iba á ser elevado á la dignidad 
altísima de Jefe Supremo de la Iglesia. T en efecto, 
en el primer escrutinio de la mafiana del 20, de los 61 
Oardenales votantes, obtuvo el Cardenal Peoci el su- 
fragio de 44, sin contar un voto que, aunque dado 
también ¿ él, se anuló por cierta irregularidad de for* 
ma, apareciendo repartidos los 16 restantes como m 
los escrutinios anteriores. Resultó, por tanto, elegido 
el Cardenal Peed, sin que en realidad luchasen en la 
elección dos candidatos como representantes de ten- 
dencias opuestas, por más que algunos de los votos 
que pudieran llamarse perdidos significasen, en efec* 
to, diversas aspiraciones. Hubo, pues, un solo candi- 
dato, en competencia con algunos pocos electorss 
que por simpatías ó compromisos personales ó por 
otras circunstancias menos conocidas le negaron sus 
votos. 

La necesidad de atravesar cuanto antes la crisis pe- 
ligrosa del interregno fué la consideración que más 
pesó en el ánimo de los Cardenales. Todos temían 
que, prolongándose el Cónclave, se diera lugar á al** 
gún acto que afectara á su independencia y terminara 
con un grave conflicto. Y en efecto, después de las 
manifestaciones tumultuarias que contra la ley de ga^ 
rantfas, y por lo tanto contra la Santa Sede, tuvieron 
lugar en Ñápeles, Florencia, Milán y otras ciudades,se 
anunció en Roma un meeting público cuyo objeto, ex- 
preso en el programa publicado, era nó sólo promo- 
ver la derogación de dicha ley, sino obtener la expul- 
sión del Pontiñcado. El Gobierno prohibió el meeiing 
6 hizo arrancar de las esquinas el manifiesto que lo 
anunciaba, pero los autores del proyecto reclamaron; 



el diputado Cairol! Jefe de ana fracelÓB importante 
de la Cámara^ tomó la reclamación bajo su patrociniOp 
j la rispera da la elección se dijo de publico que el 
Ministro Crispí, amenazado por la logia masónica á 
que pertenecía, había resuelto levantar la prohibición, 
siempre que no se anunciase el meeiing por carteles 
impresos fijados en los parajes públicos. 

Es indudable que sin ese fundado temor de que sur- 
giesen complicaciones, la elección pontificia se habría 
prolongado algún tiempo, y en ella no habría quizás 
obtenido! antos votos el Cardenal Peed, porque si 
bien la candidatura de éste era conocida desde dos 
afios antes, cuando aquél desempeñaba su cargo epis- 
copal en Peruggia, había perdido bastantes simpatías, 
sobre todo entre aquellos Cfirdenales y Monseñores 
que deseaban un Prelado más manejable de lo que el 
Cardenal Pecci había demostrado serlo en el ejercicio 
de las funciones de Camarlengo que se le confiaron 
en el otoño anterior. 

Concluida la elección, se abrió por primera ves 
desde 1870 el balcón principal de San Pedro para 
anunciar urbi el orhi el resultado del Cónclave. Así lo 
hizo el Cardenal decano del Orden de diáconos, Prós- 
pero Caterini, presentándose en dicho balcón á la una 
y media de la tarde, precedido de la Cruz y acompa- 
ñado de otros Cardenales y funcionarios eclesiásticos, 
haciendo saber que el Cardenal Pecci, elegido Papa, 
tomaba el nombre de León Xlll. Entre tanto, dentro 
de la misma Capilla Sixtina, donde se habían celebra- 
do los escrutinios, se verificaba el reconocimiento y 
la primera adoración del nuevo Pontífice por todos 
los Cardenales. Concluido este acto, León XTTT mandó 
abrir el Cónclave, recibió el homenaje de las perso- 
nas que á la sazón se hallaban en el Vaticano, y des-^ 
pues de dudar un momento sobre dar ó no al pueblo 
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que llenaba la Basílica y la plaza de San Pedro la ben- 
dioión apostólica acostumbrada en tales ocasiones, de- 
cidió hacerlo en el interior de la misma iglesia, desde 
el balcón situado sobre la puerta principal. Á la vista 
del nuevo Padre Santo el pueblo, que llenaba la Basí- 
lica, prorrumpió en repetidos vivas y aplausos, que 
difícilmente hizo cesar la conmovida voz del Pontífi- 
ce al entonar la bendición apostólica. 

Este acto 7 el anterior, verificados en la misma pla- 
za de San Pedro, constituían una novedad en el orden 
interior del Vaticano, pues desde 1870 no había visto 
el pueblo ninguna ceremonia en los balcones de la 
Basílica Pontificia, ni había podido contemplar al 
Papa dentro de ella 7 á puerta abierta. 

Al día siguiente el Embajador de Espafia fué reci- 
bido por Su Santidad, manifestando aquél á éste cuan 
del agrado de S. M. había sido su elevación al Solio 
Pontificio, 7 expresándole los sentimientos de adhe- 
sión de Espafia 7 los SU70S particulares para con la 
Santa Sede; i lo cual se dignó responder León ^TlT 
encargando con encarecimiento al Sr. Cárdenas diese 
á S. M. las debidas gracias, manifestando su confianza 
en que el Crobiemo de Espafia estrecharía más 7 más 
sus lazos de amistad 7 recíproca correspondencia con 
la Santa Sede, haciendo el ma7or elogio de los senti- 
mientos religiosos 7 altas prendas de S. M. la Rei- 
na (1), 7 dirigiendo al Sr. Cárdenas las frases más li- 
sonjeras que un Embajador puede oír de un Sobera- 
no cerca del cual esté acreditado. 

La noticia del resultado del Cónclave produjo en 
Espafia excelente impresión, 7 el día 22 de Febrero 



(1) Alude á D.* Mercedes de Orleans, cuyo matrimonio 
con D. Alfonso XII se habla celebrado en el mes de Enero 
del mismo año. 
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aprobó el Congreso por unanimidad la siguiente pro- 
posición: 

«Pedimos al Congreso que, como testimonio de 
la religiosidad del pueblo español, acuerde dirigir 
por conducto de su Presidente un telegrama de fe- 
licitación á Su Santidad León XTTT por haber sido 
elegido para regir los destinos de la Iglesia univer- 
sal» (1). 

Comunicado este acuerdo, el Prosecretario de Esta- 
do, Monseñor Lasagqi, contestó dando las gracias en 
estos términos: 

«Excmo. Sr.: La piedad religiosa que ha .distingui- 
do en todos los tiempos al pueblo español, su devo- 
ción especial hacia la Santa Sede, que la historia re- 
cuerda con gloriosos ejemplos, y el acatamiento de 
mil modos demostrado á las decisiones del Soberano 
Pontífice, cuya reciente pérdida lloramos, eran prue- 
ba cierta deque la elección del nuevo Jerarca déla 
Iglesia universal seria para España ocasión de sahto y 
filial júbilo.—La demostración unánime del Congre- 
so de Señores Diputados con motivo tan fausto, de 
que V. E. se sirve darme cuenta en su estimada Nota 
de ayer, es un hecho cuya importancia acrecientan las 
circunstancias verdaderamente calamitosas para la 
Iglesia y para Aquel llamado á regirla como Pastor 
Supremo.— Dada cuenta inmediata al Santo Padre en 
cumplimiento de mi deber, he recibido de S. S. el 
honroso encargo de dirigirme á V. E. rogándole se 
digne hacer presente al Excmo. Sr. Presidente, y por 
su mediación al Congreso todo, el sentimiento de pa- 
ternal complacencia y de vivísima gratitud que ins- 
pira al Santo Padre, el conmovedor y solemne home- 



(1) Análogo acuerdo adoptó el Senado en sesión del 
dia%. 



naje que tributa la Representación nacional á la auto» 
ridad Pontificia. — Y cumplido el mandato de mi So- 
berano, réstame reiterar á Y. EL las seguridades de la 
más alta consideración con que me complazco eai 
ser de V. E. su más atento seguro servidor.— (Firma- 
dos—Pedro Lasagni, Prosecretario de Estado.— Del 
Vaticano á 24 de Febrero de 1878.— Excmo. Sr. flmba- 
Jador de S. M. C.> 

La bendición apostólica dada por León XTTT en la 
iglesia de San Pedro á puerta abierta el día de su 
elección fué considerada como un síntoma de que el 
nuevo Pontífice deseaba ponerse en comunicación más 
estrecha que su antecesor con el pueblo católico, sin 
distinción de partidos políticos. Los partidarios más 
exagerados del poder temporal murmuraron por lo 
bajo de aquella determinación, y los que por razón de 
sü cargo estaban más cerca del Santo Padre propu- 
siéronse arrancarle dos determinaciones importantes: 
el nombramiento de un Secretario de Estado que 
mantuviera todas las cosas en el ser y estado ea 
que se hallaban á la muerte de Pío IX, y que la co- 
ronación de León Xin se verificase á puerta cerrada, 
á fin de que no pudieran asistir á ella los llamados ita- 
lianos. 

Para lograrlo se habló al Papa de la necesidad de 
hacer comprender al mundo católico que el nuevo 
Pontifioado era la mera continuación del anterior, y se 
le hizo ver que la manera de llevar desde luego la 
convicción á todos los ánimos sería confirmar en los 
puestos más importantes á las personas que los habían 
desempeñado hasta entonces. Apoyaban también esta 
idea algunos altos funcionarios del Vaticano que no 
pasaban por intransigentes, pero que veían en la rea- 
lización de aquélla el medio de asegurar sus cargos. 
Para comprometer al Papa en favor del antiguo Se* 
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oretario de Estado (1) se interpretó su reserva sobre 
este punto oomo asentimiento, y se dijo en el Vaticano 
fiin el menor secreto que era cosa resuelta la confir- 
mación del Cardenal Simeoni, llegando á creer tpdo 
Jftoma que tal era la voluntad de León XIII. De aquí 
los telegramas enviados por las Agencias á toda Euro* 
pa, Pero León XEQ, que desde el primer momento 
había tenido el propósito de llevar á su lado al Car- 
denal Franchi (2), que representaba una política algo 
diferente— acaso más en la forma que en el fondo— de 
la que habfa prevalecido durante el anterior Pontifica- 
do, no se dejó arrastrar por esa corriente: el Cardenal 
Franchi fué nombrado Secretario de Edtado y los ele- 
mentos intransigentes se confesaron derrotados. 

Más fortuna tuvieron éstos en lo relativo á la coro- 
nación del Papa. 

Discutido este punto en presencia de Su Santidad, 
opinaron unos por celebrar dicha ceremonia en ptibli-* 
co, aunque con limitaciones, j abogaron otros por que 
se verificase en la Capilla Sixtina, sin más asistencia 
que la de los amigos conocidos. Optó el Papa por lo 



(1) Al morir Pió IX desempeñaba la Secretarla de Estado 
el Cardenal Simeoni, que representaba muy bien la tenden- 
cia de sus favorecedores, sobre todo desde que trabajó .para 
que el Cónclave se celebrase fuera de Roma y propendió á 
que se cambiase la residencia de la Santa Sede. Esta actitud 
contribuyó á que fuese el candidato predilecto de los elemen- 
tos intransigentes. 

(2) Asi lo afirmó el Embajador de España, en despacho 
de 4 de Marzo de 1878. 

El Sr. Cárdenas tenia motivos para saberlo, pues contaba 
con grandes medios de información, no sólo por la autoridad 
y el prestigio de que gozaba en el Vaticano, muy merecida- 
mente por cierto, sino porque hacia tiempo que trataba á 
León XIII, y esto, que le habla permitido apreciar sus altas 
prendas, le facilitaba el conocimiento de lo que pensaba en 
un momento determinado. De aqui la precisión y la exacti- 
tud de las informaciones del Embajador de S. M. 
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primero, haciendo de modo que, aunque la misa pon- 
tifical se cantase en dicha Capilla, á la cual se entrarla 
por convite, las ceremonias de la coronación se reri- 
flcasen en presencia del público que acudiría á la igle- 
sia de San Pedro. Esta resolución disgustó mucho á 
los intransigentes, los cuales significaron su descon- 
tento, ya lamentándose de que alcanzara la bendición 
pontificia á los mismos Ministros de Humberto I, si 
asistianá la ceremonia, yamanifestando temores de que 
se provocase un conflicto dentro del templo por los 
enemigos del Pontificado; y para dar á este temor fun- 
damento, se hicieron correr diferentes noticias. Entre 
los clericales se dije que unos cuantos patriotas habían 
resuelto entrar en San Pedro con una bandera blanca 
al grito de «Viva León XHI y la conciliación», y entre 
los Udlianos corrió la voz de que los clericales se prft- 
paraban á dar también en la iglesia el grito de «}Viva 
el Papa-Rey» lo cual, en su concepto, provocaría de- 
mostraciones contrarias y un conflicto gravísimo den- 
tro del templo. 

Desgraciadamente daba cierto fundamento á los te- 
mores de los intransigentes el escándalo que había te- 
nido lugar en la reunión pública celebrada en el Cir- 
co de Corea tres días después de la elección ponti- 
ficia, para protestar contra la ley de garantías. Esa 
reunión, prohibida primero, según queda dicho, y per- 
mitida luego con una restricción pueril, tuvo al fin 
efecto con asistencia de todo lo más itadical y socialis- 
ta de Roma, y en ella se dijeron las más atroces blas- 
femias contra la Religión, se dieron gritos subversivos 
contra la Monarquía y el orden social, y hasta ae in- 
sultó y escarneció la persona de Pío IX, no obstante 
ser ya cadáver, todo á presencia de la policía, que es- 
cuchó impasible aquellas expresiones criminales. 

No produjeron efecto alguno, á pesar de todo, tales 
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mmores en el ánimo de Su Santidad, y prueba de ello 
que üOQtáDuaron en la Basilioa de San Pedro los tra- 
bajos para la ceremonia que se iba á Teriflcar; pero 
dos días antes del se&alado para ésta, se presentó en 
©I Yatíoano, con señales visibles de agitación y alar* 
ma, un distinguido diplomático, manifestando deseos 
de liabiar al Santo Padre eon gran premura^ y cuando 
lo hubo logrado, expuso á éate que tenía noticia cierta 
de una conspiración fraguada por los liberales para 
penetrar en tropel, el dia de la coronación, en la igle^ 
sia de San Pedro con la bandera blanca y promover 
así un escándalo que obligase á León XIII á aceptar la 
couciliacLÓn con el Gobierno italiano. El Papa, dando 
importancia á la noticia, atendidas la persona que la 
daba y la seguridad con que la afirmaba, llamó á doa 
ó tres Cardenales que por casualidad se baUaban á la 
sazón en el Vaticano, y consultado el caso con ellos, 
mandó que todas las ceremonias de su coronación se 
verificaran en la Capilla Sistina á puerta cerrada, y 
que 56 deshicieran inmediatamente todas las obras que 
se estaban ejecutando en presencia del público en la 
iglesia de San Pedro, 

Tan grande fué la impresión de sorpresa y de des- 
agrado que prodajo esta novedad en una población 
que había aplaudido sincera y calurosamente el pri- 
mer acto del nuevo Pontífice, mandando publicar su 
elección en la plaza de San Pedro y presentándose en 
la misma iglesia á dar su primera bendición apostóli- 
ca á la ciudad j al orbe, que hasta los más refratarios 
á dar acogida á aquellos temores llegaron entonces á 
creer posible que los italianos hicieran alguna demos- 
tración contraria al Vaticano. 

Por fortuna, la coronación tuvo lugar en la mañana 
del 3 de Marzo, en la Capilla Siztina, con asistencia 
del Cuerpo diplomático, la nobleza romana y algunos 
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extranjeros invitados, y con la solemnidad j la pom^- 
pa posibles, dado lo reducido del local, sin que du- 
rante la ceremonia ocurriese incidente alguno des- 
agradable. Sin embargo, por la noche, 7 con motiyo 
de la iluminación que ostentaron muchas casas res- 
pondiendo á la invitación hecha desde los periódicos 
llamados clericales por los directores de la JuvrníUtd 
(Jatólicaf hubo algún pequeño desorden. Un grupo pro- 
rrumpió en gritos amenazadores delante del palacio 
del Marqués Teodoli, arrojando piedras, rompiendo al- 
gunos cristales y haciendo preciso que una compafUa 
de soldados dispersase á los alborotadores. En el tea- 
tro de Apolo se pidió y se obtuvo, en son de demos- 
tración política, que se tocase la marcha real italiana 
y se dieron repetidos vivas al Rey, todo con tal insis- 
tencia, que fué preciso que entraran los municipales 
para que cesase el tumulto. 

No obstante estos pequeños incidentes, la verdad es 
que se había salvado satisfactoriamente la grave crisis 
provocada por la muerte de Pío IX, y que el nuevo 
Pontificado, sobre todo desde el momento en que al 
Cardenal Simeoni sustituyó en la Secretaria de Estado 
el Cardenal Franchi, hizo concebir la esperanza de 
que significase algo diferente de lo que había sido el 
anterior. 



CAPÍTULO XXI 



Cambio de Nuncio; nombramiento de. Monseñor Bianchi.— 
Real orden sobre el establecimiento en España de las Con- 
* gregaciones expulsadas de Francia. —Traslación de los res- 
tos de Pío IX; escándalo en Boma; protesta de la Santa 
Sede; actitud del Gobierno español.— Pastoral del Carde- 
nal Moreno; satisfacciones á Italia.— Es nombrado Nuncio 
Monseñor Rampolla. 



Elevado á la dignidad cardenalicia en Septiembre 
de 1879 Monseñor Gattani» según queda dicho en otro 
lagar» la Santa Sede designó, para sustituir á aquél en 
la Nunciatura, á Monseñor .<ingel Bianohiy Arzobispo 
de Mira, el cual llegó á Madrid el 29 de Octubre é hizo 
entrega de sus credenciales á S. M., con las solemni- 
dades acostumbradas, el 6 de Noviembre. 

Monseñor Bianchi se encontró con que todos los 
Representantes de Su Santidad en Madrid, desde Mon- 
señor Simeoni (1), habían reclamado en una ú otra 



(1) No consta que antes de Monseñor Simeoni reclamase 
ningún otro Nuncio contra el pase regio; pero dicho Prelado, 
en 1875, al devolvérsele el Breve de sus facultades despa- 
chado en la forma acostumbrada, reclamó alegando que el 
regium exequátur no tenia ya razón de ser y era contrario á 
las prerrogativas y derechos de la Santa ^de. Igual hizo 
luego Monseñor Cattani; mas ni en este ni en aquel caso se 
contestó por el Gobierno español, y las reclamaciones no pro- 
dujeron efecto alguno. 
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forma contra la práctica de someter los^ Breres de fa- 
cultades á la censura del Consejo de Estado y á la fór- 
mula del pciae regio^ y queriendo eyitar esto presentó 
confidencialmente dos Breves, uno redactado en la 
forma ordinaria, y el otro sin las cláusulas que eran 
objeto de retención. Debió temer el Oobiemo que si, 
de cualquiera manera que fuese, dejaba de hacer uso 
de la facultad de otorgar el jxwe, en este caso podía 
perjudicar el derecho de la Ck)rona, y confidencial- 
mente también hizo entender al nuevo Nuncio qu^, 
cualquiera que fuese el Breve que en definitiva pre- 
sentase, habría de quedar sometido al examen y cen- 
sura del Consejo y obtener la autorización de S. M., 
y en el expediente sólo figuró el redactado en los 
términos de costumbre. Se despachó como de ordi- 
nario, y el Nuncio no hizo por su parte ninguna otra 
gestión (1). 

Pocos meses después de la llegada de Monseñor 
Bianohi se vio obligado el Gobierno, en previsión de 
posibles complicaciones, á adoptar algunas medidas 
encaminadas á regularizar la entrada y el estableci- 
miento en territorio español de las Órdenes religiosas 
que habían preferido salir de Francia á someterse á 
las leyes dictadas en la vecina República. 

En efecto, el Gabinete presidido por M. Freycinet, 
formado por individuos de la izquierda republicana, 
y en el que desempeñaba la cartera de Instrucción Pú- 
blica hombre de ideas tan radicales como M. Ferryi 
había presentado á las Cámaras varios proyectos de 
marcada tendencia anticatólica, y pretendió que el Se- 



(1) El hecho de traer redactados dos Breves de instruccio- 
nes demuestra que Monseñor Bianchi no obró exclusivamente 
por su cuenta, sino que obedeció á un plan trazado en el Va- 
ticano. 
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nado aprobase la ley sobre la enseñanza superior, qne 
ezclnía del Consejo de Instrucción á los representan- 
tes del clero y reseryaba al Estado la facultad de con- 
íerlr loa gradoa académicoa, j cuyo art, 7.** decía qna 
nadie sería admitido & dirigir un establecimiento pú- 
blico ó privado, de cualquiera clase que faese, ni á 
ejercer la enseñanza, sí pertenecía á una congregación 
no autorizada. Esta ley, que había sido aprobada en 
1879 por la Cámara de los Diputados, lo fué también 
por el SenadOp pero oon la supresión del art 7.°, en 9 
de Marzo de 1880, 

Transigió la Cámara con esa supresión, pero para 
hacerla inütÜ, encargó al Gobierno^ por una orden del 
día aprobada por 324 votos contra 155, que aplícase 
las leyes relativas á las asociaciones no autorizadas. 
En au virtud, el Gabinete, por loa Decretos de 29 de 
Marzo, restableciendo antiguas leyes que habían caído 
en desuso, disolvió los Institutos de los Jesuítas y 
otorgó á las demás Congregaciones un plazo de tres 
meses para solicitar la autorizacióo; pero como los 
jesuítas no quisieron abandonar sus casas, la Adminis- 
tración los hizo expulsar. Durante las vacaciones no a 
parte del Gobierno procuró entenderse con la Santa 
Sede á fln de obtener de las otras Congregaciones una 
declaración de snmísiÓD; pero estas negociaciones, 
que hubieron de fracasar, produjeron un conflicto 
ministerial (18 de SeptiembreX y habiendo dimitido 
M. Freycínet, se formó el Ministerio Ferry, el cual 
hizo disolver las Congregaciones que se resistían á 
cumplir los preceptos legales. Aunque aquéllas se re- 
constituyeron más tarde, apoyadas por los elementos 
conservadores, muchos de sus miembros optaron por 
emigrar^ estableciéndose unos desde luego en España 
y proyectando otros seguir igual conducta. 

Ante esto, el Gobierno español se creyó en el caso 
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de dictar, por medio de una Real orden, las sigoientes 
disposiciones: 

€l.^ No se permitirá el establecimiento de ningana 
congregación, conyento 6 colegios formados por ex- 
tranjeros pertenecientes á los institutos religiosos ex- 
pulsados de Francia en las provincias limítrofes á 
aquella Nación. 

»2.^ Para el establecimiento de cualquiera de dichas 
asociaciones ó corporaciones en las demás provincias 
del Reino será necesario impetrar el permiso ó auto- 
rización especial del Gobierno. 

>3.^ El Gk>biemo, previos los informes que estime 
oportuno, podrá autorizar, con las condiciones que en 
cada caso juzgue oportuno fijar, el establecimiento de 
las asociaciones ó corporaciones á que se refiere la 
disposición primera en las provincias no comprendi- 
das en la misma. 

»4.^ Para el establecimiento de cualquiera otra 
asociación ó comunidad religiosa de las no expresadas 
en la citada disposición primera en todas las provin- 
cias del Reino será también necesaria, como lo viene 
siendo hasta ahora, la autorización especial del Go- 
bierno, que podrá concederla previos los informes y 
con las condiciones que en cada caso juzgue conve- 
niente.» 

En la parte expositiva, y para justificar estos pre- 
ceptos, decía el Ministro de Gracia y Justicia: 

«Los acuerdos recientemente adoptados por el (Go- 
bierno de la Nación francesa respecto á corporaciones 
religiosas, y las repetidas instancias que, fundadas en 
el precepto constitucional de libertad de asociación y 
en lo prevenido en el Concordato celebrado con la 
Santa Sede en 1851, se elevan á este Ministerio en so- 
licitud de autorización para el establecimiento de ór- 
denes distintas en determinadas localidades, concedí- 
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das algunas siempre con grau parsimonia y cuando 
poderosas razones lo han aconsejado, para que Los re- 
ligiosos á quienes se otorgaban residieran en el punto 
que se lea señalaba^ conforme á sus constituciones y 
prácticas y sin gravamen alguno para el Estado, y mu- 
ohas pendientes de resolución, hacen necesario que 
con urgencia, aunque no deflnitlramente^ se flje de 
algún modo, tanto la sltuacídn de las corporaciones 
expresadas, como la forma en que podrá autorizarse 
el establecimiento de las que lo tienen pretendido y 
que nuevamente se solicitaren» (1). 

No se consignaba en este breve preámbulo el ver- 
dadero objetivo de las disposiciones adoptadas» que 
si tendían, por una parte, á dificultar el crecimiento 
eitcesivo de las Órdenes religiosas, crecimiento que 
habría podido producir alarma en una porción mayor 
6 menor del país, se encaminaban, principalmente, á 
impedir que las Congregaciones expulsadas de Francia 
fijasen su residencia en las provincias fronterizas, por 
temor de que desde éstas mantuviesen inteligencias 
con determinados elementos polítícos de la Nación ve- 
cina, lo cual podía ser causa de rozamientos y disgus- 
tos que convenía evitar. 

Como esas disposiciones no sólo respondían á las fa- 
cultades propias del Gobierno, sino que se ajustaban 
por completo á lo preceptuado en el Concordato, no 
produjeron dificultad alguna con la Santa Sede. En 
cambio, un incidente altamente deplorable, surgido 



(1) Eeta Real orden no se publicó en la Gaceta, pero el se- 
ñor Fabiy dio lectura de alia y preguntó acerca de su auten- 
ticidad en la Besión que celebró el CoDgre&o el IS de Junio 
de 1880. El Mínititro de la Gobernación, Sr. Romero Robledo, 
sin declarar de un modo expücito que ora auténtica, confirmó 
su existencia al decir quo so ajustaba á lo acordado ea Con- 
eejode Ministros , 



un afio más tarde, faé motivo de preociipacióo, tanto 
para el Gobierno espafiol como para todos los de las 
potencias católicas, incluso para el mismo Gobierno 
italiano, que no podia menos de lamentar que la in* 
transigencia de los radicales diese argumentos á los 
que afirmaban que el Pontificado carecía en Roma de 
la libertad necesaria. 

Según los deseos expresados por Pfo IX en sus dis- 
posiciones testamentarias, los restos mortales del di* 
fnnto Pontífice debían recibir sepultura definitira en 
la basílica de San Lorenzo, que se hallaba situada ex- 
tramuros de Roma. Llegada la época de efectuar esta 
ceremonia, promoviéronse grandes discusiones en el 
Vaticano, por estar muy divididos los pareceres acerca 
de la forma en que debía celebrarse, queriendo unos 
que tuviese lugar de un modo público 7 solemne, y 
sosteniendo otros que debía llevarse á cabo de la ma- 
nera más secreta. Al fin, teniendo en cuenta que el Go- 
bierno italiano había hecho saber repetidas veces á la 
Santa Sede que respondía del orden público, prevale- 
ció la opinión intermedia de los que aconsejaban que 
el acto se verificase sin solemnidad alguna, aunque no 
secretamente; y en efecto, já las doce de la noche del 
12 de Julio de 1881, cumplida dentro de San Pedro la 
demolición del muro que cubría la caja, y verificado 
el reconocimiento legal del cadáver, se pasó al acto de 
darle la absolución, y, por último, fué colocada la caja 
en un carro fúnebre tirado por cuatro caballos, cu- 
briéndola con la colcha de terciopelo encamado que 
desde el tiempo de Inocencio m se usaba para ador- 
nar el balcón del Vaticano cuando se daba desde él la 
bendición papal. 

Formaban el cortejo oficial cuatro coches, en los 
que iba el Párroco del Vaticano, cuatro Monsefiores 
que habían sido Camareros secretos de Pío IX, el re- 
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preaeotante de los herederos del Sumo Pontífice di' 
f anto y loa Protonotarios apostólicos que habían de 
extender el acta de la entrega. Seguían luego otros co- 
ches con lo8 familiares de León XEU; ocho acólitos 
con haehaa encendidas; los socios de varios Gircnloa 
católicos, también con hachas, y, por último, una in- 
mensa fila de devotos, que recitaban las oraciones de 
loa difuntos. Algunas casas de la carrera que debía re^ 
correr la comitlra se hallaban espléndidamente ilu- 
minadas. 

Casi unido al cortejo se formó un grupo que desde 
el primer momento perturbó la ceremonia, no sólo 
lanzando repetidos gritos de viva Víctor Manuel, viva 
Italia, viva Humberto, abajo los clericales, sino ento* 
uando canciones populares como la de Marianninaj 
pretendiendo apagar las velas que llevaban los devo- 
tos, silbando desaforadamente j haciendo demostra- 
ciones de querer arrojar el cadáver al río (1). 

En medio de esta demostración hostil, no interrum- 
pida por los católicos sino con alguna voz aislada de 
*TÍva Pío IX*, atravesó el cortejo la ciudad, adqui- 
riendo en algunos pantos tales proporciones el tu- 
multo que fué preciso interviniese la fuerza armada, 
la cual hizo bastantes detenciones. 

El tumulto se reprodujo al día siguientCj con mo- 
tivo de haber sido condenados á varios meses de pri- 
sión y multa algunos de los alborotadores. Las turbas 
recorrieron la ciudad dando gritos y atrepellaron la 
redacción del periódico clerical La Fusta (El Látigo). 

Tan deplorables acontecimientos causaron honda 



(1) «Al pasiir el cortejo por el puente, hiibn grupos que pi- 
dieron se tiruí^e el cadáver al rio.» AM ío dijo el Embajador 
de España cerca de la Santa Sede, Sr. GroiüArd, et\ Despa- 
cho de IT) do Julio de IHHl^ itiserto en el Libro rojo, pre&en- 
tfldo A las Cortes en la le^^UIatura do 18S1, 
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impresión en todo el mundo católico; pero el Gobier- 
no español, temeroso, sin duda, de ser tachado de 
poco liberal si interpretando los deseos de la opinión 
expresaba fielmente la protesta del pueblo contra los 
radicales italianos, y comprendiendo, sin embargo, 
que no podía guardar silencio, se limitó á coa testar á 
los quince días, esto es, el 28 de Julio, manifestando 
que se había enterado con sentimiento de lo ocurrido* 

Conviene advertir que el día 22 le había sido comn-^ 
nicada por el Nuncio la circular que con fecha 15 ha* 
bía dirigido el Cardenal Secretario de Estado, Mon- 
sefior Jacobini, á los Representantes de Su Santidad; 
circular en la cual, después de relatar lo ocurrido, se 
añadía: 

«En presencia de estos hechos, el Santo Padre, pro- 
funda y dolorosamente afectado, viendo ante sus ojos 
profanado públicamente el nombre y ultrajados Los 
restos mortales de su Augusto Predecesor, y compar- 
tiendo altamente la indignación común á todos los ro> 
manos, protesta contra el sacrilego espectáculo que 
ha afligido las calles de Roma, convirtiendo en tu- 
multuosa orgía la piadosa y meritoria ceremonia de- 
dicada á honrar la memoria de un gran Pontíñce, y 
no puede menos de hacer responsable al Gobierno 
que se ha instalado en la capital del mundo católico, 
el cual podía y debía, pero no quiso, ó uo supo por lo 
menos, evitar un nuevo ultraje á la civilización y ala 
Religión, y un dolorosisimo insulto al Pontíñce y al 
pueblo de Roma. 

>T sin embargo, el mismo Gobierno, á pesar de ser 
muy distinto el sentimiento público, no ha escatima- 
do en otras ocasiones la más eficaz proteeeíóu á hon- 
ras fúnebres y á manifestaciones organizadas para en- 
salzar á los héroes del pensamiento libre y de la de* 
magogia. 



*De todo osto podrá deducir fácilmente V. S, L y B- 
cnál 63 la protecctÓD que en Roma se concede á los 
católicos en el cumplimiento de sus deberes, y cuál el 
respeto ala libertad del Pontífice, á quien, por otra 
parte, conceden las leyes derechos y honores sobera- 
nos. Si se ha consentido que se injurie y se ataque á 
los qae rendían el último homenaje de piedad filial á 
un Papa que ya no existe, amado y venerado por to- 
dos los romanos, ¿qué tumultos no vendrían á enlatar 
las calles de Roma si llegase á recorrerlas el actual 
Pontífice? ¿Quá desórdenes no habría que temer sí el 
Santo Padre quisiera dirigirse á sus Basílicas para ce* 
lebrar las ceremonias sagradas en medio de su devoto 
pueblo y con toda la majestad de su Corte? 

«Esta ha sido una prueba, triste en sí ciertamente, 
pero inevitable, del cautiverio del Pon tí ft ce. Ya han 
visto todos cuál es el valor práctico de las decantadas 
garantios, que reducen de hecho al Jefe Augusto de 
la Iglesia católica á una condición inferiora la del ul- 
timo Obispo de Italia, al cual no se le niega el Ubre 
acceso ásu Catedral para celebrar las ceremonias sa- 
gradas, y después de su muerte el ser conducido al 
sepulcro con honor y tranquilidad.» 

Hay que tener en cuenta que cuando el Gobierno, 
en vista acaso de esta fundada protesta, se decidió & 
formular aquella medrosa declaración de sentimiento 
por lo ocurrido, había surgido un nuevo incidente 
que hacía más difícil la posición del Gabinete, 

En efecto, no bien fueron conocidos los tristes su- 
cesos desarrollados en Koma durante la noche del 12 
de Julio, el Cardenal Moreno, Arzobispo de Toledo, 
dirigió al clero y fieles de su archidíÓcesis una carta 
pastoral que publicaron los periódicos ultramontanos 
antes de que se leyese en las iglesias, y cuyos párrafos 
principales decían así: 
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«Hoy ha sido insultado el cadáver de Pía IX; y ¿qaé 
seguridad puede haber de que mañana la sagrada per* 
sona de León Xm no será objeto de iguales insottos? 
¿No es de temer que lo sucedido con el cadáver de su 
venerable antecesor le suceda á él la hora menos pen- 
sada, aun sin salir del Vaticano, donde se halla en ver- 
dadero cautiverio? 

>He aquf por qué reclama la Iglesia con tanto afán 
la soberanía temporal de la Santa Sede, en la actuali- 
dad más necesaria que nunca para el libr€ ejercicio 
del poder espiritual. Ei mundo católico tiene el dere- 
cho de exigir que el oráculo infalible de 9U fe sea li* 
bre é independiente, y el mundo católico no puede 
tener certeza, como la necesita, de que e^; indepen- 
diente y libre el Papa sino cuando es Soberano, por- 
que sólo el Soberano no depende de nadie. Y véante 
cómo la cuestión de soberanía, que puede ser política 
en todas partes, es en Roma una cuestión esencial- 
mente religiosa. En Roma no puede haber pueblo so* 
berano, ni asambleas soberanas, ni Reyes, di dictado- 
res, ni cónsules, ni tribuno»; En Roma no puede ha- 
ber más Soberano que el Papa, mal que les pese á lo3 
sectarios. Los Estados del Papa pertenecen al mundo 
católico, y el mundo católico quiere que se le respe- 
ten para que sea libre é independiente. Ni el mismo 
Papa puede despojarse de su libertad é indepen- 
dencia. 

»Trab8Jemos,pues, con ahinco todos, venerables her- 
manos y amados hijos, para que cuanto antes vane la 
situación tristísima en que se halla el Vicario de Jasa* 
cristo y cese la horrible persecución de la Iglesia, Cada 
uno en su respectiva posición debe trabajar conve- 
nientemente para conseguir este santo ñn. El publi- 
cista por medio de sus libros, folletos y periódicos. 
El Diputado desde la tribuna parlamentaría. EL politi- 
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co, con su influencia cerca de los Gobiernos, haoién* 
doles ver que la causa del Pontificado está ligada con 
la causa del orden y bienestar de los pueblos. El cate- 
dráticOi ilustran^do la inteligencia de sus discípulos 
sobre asunto tan importante. JLos Reyes desde sus 
tronos; los jefes de los Estados, desde sus elevados si- 
tiales, con su influencia, por medio de su política y 
hasta con sus ejércitos, como lo han hecho en época 
reciente, con honra propia y provecho de la sociedad. 

>T además de trabajar constantemente todos para 
alcanzar un bien tan suspirado, debemos pedir á Dios 
que abrevie estos días de tribulación, poniendo por 
intercesores á la Inmaculada Virgen María y su santí- 
simo esposo San José, patrón de la Iglesia universal, 
así como á los bienaventurados apóstoles San Pedro 
y San Pablo, protectores de Roma. Oremus pro Pontí- 
fice nostro Leone. Oremos por nuestro amado Pontiflce 
León Xin.> 

El Ministro de Italia, Conde de Greppi, no bien tuvo 
conocimiento de la Pastoral, se apresuró á pedir que 
se prohibiese su lectura en las iglesias; pero el Go- 
bierno, aun deplorando la forma de ese documento, 
no se decidió á adoptar semejante resolución. Por for- 
tuna el Gabinete de Roma se colocó desde luego en 
mía actitud muy conciliadora, si bien expresando su 
esperanza de que el Gobierno español no dejaría sin 
correctivo un acto de tanta gravedad para las buenas 
relaciones de los dos países, y el mismo partido que 
acaudillaba el Sr. Cánovas no ocultó sú desaprobación 
de la conducta del Cardenal, pues su órgano en la 
prensa. La Época, no vaciló en afirmar que el Prelado 
no había estado oportuno y que no aprobaba las indi- 
caciones y consideraciones meramente políticas que 
contenía la circular. 

«En resumen — dijo, — nuestra opinión ingenua y res* 
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petuosa sobre la ouestión de la Pastoral es que, si bien 
el digno Sr. Cardenal Moreno tenía un derecho per- 
fecto para hacer lo que ha hecho, no ha debido, sin 
embargo, hacerlo como lo ha hecho. Las conrenlen- 
cias de Estado, los deberes de la prudencia, de la po- 
sición, del comedimiento oficial, tienen también sn 
inflexibilidad. Asi lo reconocerá á estas horas, de se- 
guro, el respetable Arzobispo, lamentando que sus pa- 
labras hayan servido de pretexto á ciertas hostilidades 
sistemáticas para producir lo más antievangélico que 
en el orden humano puede producirse: el escándalo. 
Jesucristo lo dijo: ¡Vcb mundo a scandalis!» (1). 

Decidióse el Gobierno á dar una satisfacción á Italia, 
pero como aún no había contestado á la circular del 
Cardenal Jacobini protestando de los sucesos deRoma 
y habría sido muy signiflcatiro su silencio después de 
dar al Gabinete del Rey Humberto una nueva prueba 
de amistad, resolvió llevar á cabo al propio tiempo 
ambos actos; y en efecto, así lo hizo el 3 de Agosto, di- 
rigiendo una Nota al Nuncio de Su Santidad y envian- 
do un telegrama al Ministro de Espafia en Italia y al 
de Italia en Madrid. 

En la Nota á Monseñor Bianchi se decía: 

«El Gobierno de S. M. C, que ha hecho saber á Su 
Santidad, por conducto del Embajador del Rey, el 
sentimiento que le ocasiona todo aquello que pueda 
afligir el ánimo del Santo Padre, aprovecha esta ooa- 
nión, sin embargo, para reiterar á Y. E., con motivo 
de este triste suceso, el profundo respeto y la alta con- 
sideración que tiene por el Padre común de los fieles. 

»Pero necesita armonizar su filial adhesión á la Igle- 
sia católica con deberes que las leyes internacionales 
imponen á los pueblos entre sí, deberes que el Gobier- 



(1) La Época.— 2Q de Julio de 1881. 
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Qo español respeta y cumple como el qae más, sin que 
por esto dejo de profesar la más alta veneración por 
el Augnsto Pontifíce que hoy rige loa destinos del ca- 
tolicismo.» 

EL telegrama de satisfacían á Italia decía así: 

►Ei Conseio de Ministros resolvió ayer que V.E, ma- 
nifieste el disgusto con que ha visto que un Prelado 
español se mezcle en cuestiones politioas ajenas á su 
sagrado ministerio, 

» Confía en que esta franca manifestación y sinceri- 
dad con que se propone sostener sus deberes interna* 
cionales con el Rey y el pueblo italiano, con los cuales 
desea estrechar más cada día, si es posible, sus reía* 
cioaes amistosas, le hará ver efectivamente en estos 
actos la prueba más concluyente de sus verdaderos 
sentimientos,» 

Como era natural, el Gobierno italiano se di6 por 
satisfecho, pero sin duda el Nuncio no comunicó por 
telégrafo la Nota de 3 de Agosto, pues el 8 telegrafió 
el Embajador, Sr, Groizard, diciendo que el Cardenal 
Secretario le había llamado para decirle que el Papa 
3ú encontraba en la mayor añicción por no haber con- 
testado el Gabinete de Madrid á la circular pasada por 
la Nuuolatura, «habiendo, en cambio, dirigido un tele- 
grama al Mioistro Plenipotenciario de España, suma^ 
mente satisfactorio para el Quirinal, que han publica-' 
do todos los periódicos ministeriales, Interpretándolo 
en un sentido que lastima á la Santa Sede», «El Papa, 
añadía el Embajador, se duele del largo silencio de 
T. K en momentos en que es objeto de las mayores 
injurias, agravadas en un meeting celebrado ayer, en 
que se ha pedido la supresión de la ley de garantías j 
la ocupación de los Palacios Apostólicos.* Se explicó 
entonces al 3n Groí^Eard lo ocurrido, encargándola 
reiterase al Cardenal Secretario el sentimiento del 
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Gobierno, y el Papa, agradeciéndolo, dijo qae «espe- 
raba j espera con confianza del Gobierno, más que 
una ^lanifestación de desagrado y de dolor por aque- 
llos hechos, la expresión j la declaración del interés 
y de los cuidados que el Gobierno debe tomar en la 
gravísima situación del Papa en Roma». 

Fácilmente se advierte en el fondo de este lenguaje 
que el Vaticano no quedó satisfecho de la conducta 
del Gobierno, y no puede sorprender el que así ocu-- 
rriese, porque en realidad no estuvo justificada la 
tardanza en contestar á la protesta de la Santa Sede, 
pues el haberlo hecho con oportunidad, en la forma 
en que después se llevó á cabo, no podía implicar mo- 
lestia alguna para Italia ni suscitar dificultades entre 
los Gabinetes de Madrid y Roma. 

Poco después, en el Consistorio celebrado el 2o de 
Septiembre de 1882, fué elevado Monseñor Bianchi á la 
dignidad cardenalicia (1), y para reemplazarle se nom- 
bró Nuncio en Madrid á Monseñor Mariano RampoUa, 
Arzobispo de Heráclea. 

Monseñor RampoUa, que era muy joven aún, poes 
sólo contaba treinta y ocho años de edad, pertenecía 
á aristocrática familia, la de los Condes de Tindano; 
tenia fama de gran teólogo y sobre todo de eminente 
canonista, y desempeñaba, al ser nombrado Nuncio, la 
Secretaria de Negocios Eclesiásticos extraordinarios 
—especie de Subsecretaría de Estado— en cuyo puesto 
había reemplazado á Monseñor Czacki cuando éste fué 
enviado á París. Por su educación, por su tempe- 
ramento y por sus condiciones de carácter, era hom- 
bre conciliador y se le juzgaba como completamente 



(1) La imposición de la birreta á Monseñor Bianchi tuvo 
lugar en Palacio, con la solemnidad acostumbrada el 15 de 
Octubre inmediato. 
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identificado con la política del Pontífice, por lo cual 
8U designación fué bien recibida en España por los 
elementos dinásticos, que creyeron ver en ella nna 
prueba de que León XIII acentuaba su benevolen- 
cia hacia la Monarquía española. Además, Monseñor 
Kampolla era bien conocido en la sociedad madrileña, 
por haber ejercido el cargo de Auditor de la Nuncia- 
tura en 1876, á las órdenes de Monseñor^ Simeón i; así 
es que ai llegar á la Corte, el 20 de Enero de 1883, se 
le dispensó una acogida muy simpática. 

El 8 de Febrero entregó el nuevo Nuncio sus cre- 
denciales á D, Alfonso XII, y cuando pocos días después 
se le devolvió el Breve de sus facultades^ despachado 
en la forma acostumbrada^ esto es^ con retención de 
las clásuias que se estimaban contrarias á las regalías 
de la Corona, aeu^ó recibo resucitando la cuestión del 
pase regio, pero lo hizo en los términos que ora de es- 
perar de su inteligencia y de su carácter, «A\ dar á 
V. E, las debidas gracias— dijo en Nota de £S de Febre- 
ro—por la prontitud con que se ha servido devolver- 
me dicho Breve, no puedo ocultarle el sentimiento 
que he probado al ver que también en esta ocasión el 
Gobierno de S, M. C. haya querido practicar la forma- 
lidad del pase regiOf abolida ya en los demás Estados 
de Europa, lo cual, mientras por una parte no es de 
provecho alguno al mismo Gobierno, por otra ofende 
sumamente ia dignidad y la espiritual independencia 
del Augusto Jefe delalglesia.— Conformándome,pu0s, 
á la conducta de mis predecesores, me veo en la nece- 
sidad de reclamar contra esta práctica, esperando se 
desista de ella en el porvenir.> 

No creyó el Gobierno que debía contestar á esta re- 
clamación, ya que tampoco había contestado á otras 
protestas formuladas en términos menos amistosos, y 
Monseñor Rampolla comenzó á ejercer sus funciones, 
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no defraudando las esperanzas que habla infnndido 
SQ nombramiento; pues, como se verá en el curso de 
estas páginas, ni le faltaron ocasiones de poner de re- 
lieve sus altas dotes, ni dejó de sufrir graves contra- 
riedades; pero turo la satisfacción de poder prestar no 
escasos ni insignificantes servicios á la Santa Sede y á 
Espafka. 



CAPÍTULO XXII . 



La Encíclica Cummtdta; cómo la recibieron los carlistas.— 
Un articulo de La Ciencia Cristiana. ^Actitud del clero* 
— ün discurso del Sr. Pidal sobre el poder temporal; efecto 
que produjo.— Explicaciones del Sr. Cánovas en el Sena- 
do.— Reclamación de Italia; la Nota de 22 de Julio, dando 
satisfacciones.— Queja de la Santa Sede por el alcance que 
se daba á esas satisfacciones; explicaciones del Gobierno. 



La signiflcaoión que envolvía el nombramiento de 
Monseñor Rampolla para el cargo de Nuncio en Ma- 
drid, se vi6 confirmada por la Encíclica Cum inulto, 
que Su Santidad dirigió á los Obispos españoles en 8 
de Diciembre de 1882, y cuya oportunidad no podía 
ser mayor. 

Una parte del clero, la menos ilustrada, seducida 
por los jefes carlistas, estaba haciendo cruda guerra, 
no ya al Gobierno, sino al Rey, á la Dinastía y á la 
forma de Gobierno, y el carlismo, á pretexto de or- 
ganizar una peregrinación, intentaba dar nueva vida 
en las provincias á las antiguas Juntas, lo que permi- 
tía sospechar que se preparaba para levantar una vez 
más la bandera siempre vencida, pero que tantos días 
de luto había dado á la patria. En tales circunstan- 
eias, se dejó oir la voz del insigne Pontífice, fijando 
en la Encíclica Cum multa los deberes del clero y la 
conducta que éste debía seguir, y, sobre todo, echan- 



do por tierra los asertos de los qne pretendiaii que 
no se podía ser católico sin nülitar en las hnestes del 
absolatu^io. 

«Empero— se decia con tanta eleyacíón de miras 
como profundidad de doctrina— como se ha de evitar 
tan impío error, así también se ha de hoir la eqoivo- 
cada opinión de los qne mezclan y como identifican 
la Religión con algún partido político, hasta el pnnto 
de tener poco menos que por separados del catolicis- 
mo á los que pertenecen á otro partido. Esto, en ver- 
dad, es meter malamente los bandos en el augusto 
campo de la Religión, querer romper la concordia 
fraterna y abrir la puerta .á una funesta multitud de 
inconvenientes. Por tanto, lo religioso y lo civil, como 
se diferencian por su género y naturaleza, así también 
es justo que se distingan en nuestro juicio y estima- 
ción. Porque las cosas civiles, por más honestas é im- 
portantes que sean, miradas en sí, no traspasan los lí- 
mites de esta vida que vivimos en la tierra; mas por el 
contrario la Religión, que nació de Dios y todo lo re- 
fiere á Dios, se levanta más arriba y llega hasta el cie- 
lo.— Pues esto es lo que Ella quiere, esto lo que pre- 
tende, empapar el alma, qne es la parte más preciada 
del hombre, en el conocimiento y en el amor de Dios, 
y conducir seguramente al género humano á la Giu* 
dad Futura, en busca de la cual vamos caminando. — 
Por lo cual es justo que se mire como de un orden 
más elevado la Religión y cuanto de un modo espe- 
cial se liga con ella. De donde se sigue que Ella, sien- 
do como es el mayor de los bienes, debe quedar salva 
en medio de las mudanzas de las cosas humanas y de 
los mismos trastornos de las Naciones, ya que abraza 
todos los espacios de tiempos y lugares.— T los parti- 
darios de bandos contrarios, por más que disientan en 
lo demás, en esto conviene que estén de acuerdo, en 
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quG 63 preciso salvar los intereses católicos en la Na- 
ción. Y á esta empresa noble y necesaria, como nni^ 
d03 en santa alianza, deben con empeño aplicarse to- 
dos cuantos se precian del nombre de católicos, ha- 
ciendo callar por nn momento los pareceres diversos 
en punto á política^ los cuales, por otra parte, se pue- 
den sostener en su lugar honesta j legítimamente. 
Porque la Iglesia no condena las parcialidades de eate 
género, con tal que no estén reñidas con la ReUgióii 
y la justicia, sino que^ lejos de todo ruido de contien- 
das, sigue trabajando para utilidad común j amando 
con afecto de madre á los hombrea todos, si bien con 
más especialidad á aquellos que más se distinguíeren 
por su fe y su piedad»» 

El respetuoso acatamiento con que los Obispos es- 
pañoles en su inmensa mayoría acogieron las pala* 
bras de Su Santidad, hizo creer que se pondría fin al 
estado de cosas que tan profundamente lamentaban 
tantos buenos católicos; pero, por desgracia, no suce- 
dió así. 

Una parte, cada día mayor, del clero parroquial, y 
liastA del capitular^ á la que se unieron dos solos Pre- 
lados, uno de ellos sin jurisdicción en España, el de 
Daulia, hizo caso omiso de la doctrina de laEnciclicaf 
y convirtiéndose en instrumento del representante 
del partido carlista, Sr. Nocedal, y de su periódico^^f 
Siglo Futuro t siguió lanzando anatemas contra los 
Obispos y contra los partidarios del régimen repre- 
sentativo y persistió en considerar como hereje á 
todo católico amante de la Dinastía y hasta á los mis- 
mos católicos carlistas que se resistían á hacer de la 
Religión, del clero y de la Iglesia arma de combate 
contra el Rey y las instituciones políticas españolas. 

Para desvirtuar la Encíclica de Su Santidad y coar- 
tar la acción de los Obispos, intentaron demostrar que 
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aquélla no decía lo que la generalidad había entendí- 
do. Tal objeto tuvo el artículo que, entre otros, publi- 
có el Sr. Ortl y Lara en la revista La Ciencia Crisiia* 
nat con el epígrafe de «La Encíclica Cum muUa j la 
unión de los católicos» (1). 

«Los que con ánimo preocupado — escribía el señor 
Orti 7 Lara— ó con mirada superficial, lean únicamen- 
te estos preciosísimos textos, en que declara la sabi- 
duría del Papa León XTTT la necesidad y hasta el modo 
de unirse y concertarse en favor de la mayor y más 
noble de las causas los católicos dignos de este nom- 
bre que pertenecen á diversas parcialidades, no du- 
damos que añadirán su voz al coro que hacen los qae 
pretenden juntar en uno á todos los católicos, cual- 
quiera que sea el partido á que pertenezcan, incluso 
el conservador-liberal y aun el mismo partido repa- 
blicano; porque la conformidad de esta conclusión 
con las palabras de la Santa Sede que hemos copiado 
parece á primera vista indubitable. Pero bien estudia- 
do y considerado el punto á la luz de otros textos de 
la misma Encíclica, que explican y determinan la 
mente y la doctrina del Santo Padre, podemos y de- 
bemos afirmar que, lejos de proponer León XIII á los 
fieles en ese insigne documento la unión de todos los 
católy)os, cualquiera que sea el partido político á que 
pertenezcan, según pretenden inconsideradameate los 
católicos liberales, ha querido enseñamos las verda- 
deras y sólidas razones de la unión católica verdade- 
ra, á la cual no pueden pertenecer sino los católicos 
dignos de este nombre que no estén contaminados 
con la lepra del liberalismo». 

Diez y ocho páginas de la citada revista consagraba 



(1) La Ciencia Cristiana^ revista quincenal, inhoero co- 
rrespondiente al 31 de Mayo de 1883. 
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el Sr. Orti y Lara á desenvolver esa tesis, y en ellas 
afirmaba que era imposible ser católico y liberal á la 
vez; aludiendo claramente al carlismo, decía que era 
el «único partido político verdaderamente católico 
que 38 conoce en España», y excluía á todos los de- 
más de la nnión recomendada por Su Santidad, cod 
estas terminantes palabras: 

«Con que haciendo aplicación de las palabras de la 
Encíclica que acabamos de exponer á los individuos 
que forman en cualquiera de los partidos en que se 
divide y subdivide el liberalismo considerado en con- 
cretOj es indudable que todos ellos, cualquiera que sea 
la cantidad de pus liberal que han mamado con la le- 
che, ó aspirado ea la atmósfera corrompida del siglo, 
están excluidos de la unión da los que aspiran á salvar 
en au patria los intereses católicos, conforme á los 
santos designios del Vicario de Jesucristo; y que si 
por ventura han ingresado en ella aparentando, como 
hoy es uso, profesar las doctrinas de la Santa Sede 
contra el liberalismo, luego al punto que den á cono- 
cer el error que los posee, deben ser echados de la 
asociación, porque sus opiniones políticas, como sue- 
len los liberales apellidar á sus errores, no pueden ser 
defendidas en parte alguna honesta y legítinmmente 
dentro de la doctrina católica y de la sana razón.» 

Fácil es comprender el efecto que esto produciría, 
sobre todo sí se tiene en cuenta que el artículo se pu- 
blicada diciendo que «este escrito sale á luz con licen- 
cia de nuestro Emmo. Prelado el Cardenal Arzobispo 
de Toledo> (1); pero no se contentaron con esto los in- 
transigentes, sino quB El Siglo Fuíuro hizo ostentoso 
alarde de una supuesta carta del Cardenal Jacobinl, 



(1) Ocupaba á la sazón la Silla Primada el Cardenal 
Moreno, 
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en la que, según ellos, se contrariaban las disposicio- 
nes de la Encíclica. 

Repugnaba creer que un católico, cnalqnlera qne 
faese, pudiese llegar á suponer que el Supremo Jefe 
de la Iglesia dejase que su primer Ministro emplease 
secretamente un lenguaje que no esturiese en com- 
pleta armonía con lo que él proclamaba en un docu- 
mento público; 7 era un hecho extraordinariamente 
absurdo que el Cardenal Secretario de Estado de Su 
Santidad pudiese, sin conocimiento de su Soberano, 
transmitir instrucciones especiales, contrarias á los 
públicos preceptos formulados por el Pontífice; pero 
el Gobierno necesitaba la confirmación de que se tra- 
taba de una nueya fábula, y supo, en efecto, que si 
bien de orden de Su Santidad fueron, pocos días antes 
del envío de la Encíclica, dirigidas al Episcopado ce- 
pañol algunas instrucciones— como solía hacerse por 
la Santa Sede cuando se trataba de actos tan importan- 
tes,— en ellas no se hacía más que indicar algunos 
medios prácticos y de detalle para facilitar la ejecu- 
ción de los consejos y las advertencias de la Santa 
Sede contenidas en la Encíclica, y que fuera de esta 
confidencial prevención no se había dirigido docu- 
mento alguno que tuviese relación con aquélla. 

Por el lado de la Santa Sede el Gobierno podía es- 
tar tranquilo; pero el hecho es que los Obispos se 
veían atacados por los órganos del partido carlista y 
objeto de las mayores injurias, llegándose al lamenta- 
ble extremo de que el Obispo titular de Daulia, apo- 
yándose en la supuesta carta, dijese del de Teruel que 
había profanado la cátedra del Espíritu Santo; que 
todo esto hizo que el clero rural, engañado por las 
predicaciones de los intransigentes, se apartase, cada 
día en mayor número, de sus Prelados, y colocándose 
en actitud casi facciosa, se mostrase cada vez más 
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hostil á La Dinastía, y que los elementos liberales exi- 
gieren al Gabinete el empleo de las medidas que creían 
eonducoDtes á fin de impedir que se turbase la paz 
pública y se encendiese de nuevo la guerra civil. 

Acaso este gravísimo estado del país fué lo que im- 
pulsó al Sn CáuovaSp algunos meses después, en Enero 
de 1884, cuando las diviaiones de los liberales y sus 
fracasos hicieron forzosa la vuelta del partido conser- 
vador á los Consejos de la Corona, á confiar la cartera 
de Fomento á D. Alejandro Pida), que tan duramente 
había combatido al primer Gabinete de la Restaura- 
eión, y sobre todo á su Presidente, y cuyas ideas polí- 
ticas y religiosas quedan definidas con sólo decir que 
ñguraba á la cabeza de la Unión Católica; pero si ima- 
ginó que la presencia en el Gobierno y al frente de la 
enseñanza pública de un hombre de la sigoiñcación 
del Sr. Pidal habla de desarmar á los intransigentes, se 
equivocó en su juicio, porque el nuevo Ministro fué 
combatido con rudera por los hombres do la derechaj 
tanto ó más que por los de la izquierda, para los cua- 
les era aquél símbolo de una política francamente 
reaccionaria» Estaban muy vivas^ muy despiertas las 
pasiones, y era de temer que, como sucedió, en efecto, 
sirviesen de pretexto palabras ó actos del Sr. Pidal 
para provocar conflictos. 

Al discutirse en el Congreso la contestación al Men- 
saje de la Corona, y replicando al Sr< Castelar, pro- 
nunció el Ministro de Fomento un elocuente discurso, 
en el cual, siguiendo la argumentación del orador re- 
publicano, hubo de ocuparse de la cuestión del poder 
temporal del Papa. «¿Se acuerda el Sr. Pidal— había 
preguntado el Sr. Castelar— de aquella enmienda que 
presentó S. S, cuando los escándalos de Roma?» A esta 
interrogación contestó el Sr» Ministro de Fomento en 
estos términos: 
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«Pues sí me acuerdo, y tengo el sentimiento de de- 
oirle al Sr. Gastelar que aquella enmienda estaba sus- 
crita por el Sr. Cánovas del Castillo y por los princi- 
pales individuos del partido conservador, que la votó; 
y tengo que recordar á S. S. que pocos días despuis, 
cuando tuve el honor de discutir con S. S. en esos 
bancos, se levantó el Sr. Presidente del Consejo de Mi- 
nistros é hizo un exordio que venia á decir poco más 
ó menos: sefiores, yo no puedo repetir aqui lo que ha 
dicho el Sr. Martos, ni tengo para qué repetir lo que 
ha dicho el Sr. Romero Robledo; únicamente lo que si 
voy á repetir es algo de lo que ha dicho el Sr. Pidal; y 
trataba entonces la cuestión con la autoridad que le 
daba su posición, y yo entonces asentí á sus palabras, 
las hice mías, las aplaudí, y eso estoy representando 
en este banco. ¿Qué decía el Sr. Cánovas al Sr. Nava- 
rro Rodrigo, que le preguntaba qué hubiera hecho si 
hubiera estado en el poder? Pues el Sr. Cánovas decía 
(y ahí está su discurso): yo no hubiera hecho nada, 
porque nada podía hacer; yo hubiera respetado lo he- 
cho, como respeta Francia el resultado de su guerra 
con Alemania, como respeta España tristemente la 
presencia de Inglaterra en Gibraltar» (1). 

Y luego añadió: 

«Pero ¿es verdad, señores, que Italia debe estar oon- 
movidisima ante la idea de que yo estoy ocupando tm 
sitio en este banco? Doy las gracias al Sr. Castelar, 
porque nunca había sospechado que tuviera tanta im- 
portancia; algo se va ganando todos los días; yo le doy 
las gracias y le perdono el ataque por la noticia. Pero 
entonces, ¿por qué me habrá engañado el Sr. Minis- 
tro de Estado diciéndome que á pesar del párrafo 



(1) Diario de las Sesiones de las Cortes.— Congreso de los 
Diputados.— Sesión del día 7 de Julio de 1884. 
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respetuosísimo y cariñoso que hay en el discurso de 
la Corona respecto á la Santa Sede, la única Nación 
que ha felicitado á España por telégrafo, hasta ahora, 
ha sido el Reino de Italia? ¡Vaya unas bromas que 
gasta el Sr. Ministro de Estado! > 

Las palabras del Sr. Pidal fueron mal interpretadas, 
7 en la prensa se hizo creer que el Ministro de Fo- 
mento había defendido el poder temporal y que 
Italia había felicitado al Gobierno español por el pá- 
rrafo del Mensaje relativo á la Santa Sede (1), y esto 
dio lugar á que los periódicos italianos diesen por 
sentado que se había inferido un agravio á la Nación 
italiana y excitasen á los Ministros del Rey Humberto 
á obtener una satisfacción. 

La emoción producida por ese' falso relato fué tan 
cierta y positiva en la opinión de una parte de Italia, 
en su prensa periódica, en algunos de sus hombres 
políticos y aun en su Gobierno, que el Sr. Cánovas del 
Castillo se creyó en el caso de formular terminantes 
declaraciones, y aprovechando una pregunta que le 
dirigió el Sr. Mazo en el Senado (2), hizo constar que 



(1) El párrafo del Mensaje á que se alude decia así: 
«Tengo sumo placer en deciros que las relaciones entre la 

Santa Sede y España no han sido en tiempo alguno más cor- 
diales que actualmente, y nadie ignora que el Santo Padre, 
constante objeto de veneración para todos los católicos, ex- 
cita en Mi especial interés y solicitud filial.» 

(2) El Sr. Mazo, Representante de España que había sido 
cerca del Roy de Italia, declaró espontáneamente que ha- 
biendo asistido á la sesión del Congreso de que se trataba, 
8i bien algunas de las frases del Sr. Ministro de Fomento le 
pareció que se podrían prestar un poco á enfadosas inter- 
pretaciones, sin embargo, ni él, amigo sincerisimo de Italia 
y de su Gobierno, ni ninguno de los otros Diputados, ú oyen- 
tes de todas clases, de los que tenían notorias simpatías por el 
Reino italiano, habían encontrado en las palabras del señor 
Pidal verdadero motivo de queja, de agravio, ni de la emo- 
ción que se habla producido en Italia. 
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era un error del Extracto, error rectificado en el Diario 
de las Sesiones, único documento oficial, el haber atri- 
buido al Ministro de Fomento el aserto de que el Go- 
bierno de Italia había felicitado al español por él pá- 
rrafo del Mensaje relativo á la Santa Sede; que lo que 
había dicho el Sr. Pidal, y asi constaba en las cuartillas 
taquigráficas, era que la felicitación se había formula- 
do á pesar del párrafo, etc.; y que reconocía que si 
aquéllas se hubiesen pronunciado, habría habido 
ofensa, y ofensa grave contra el Gobierno de Italia, 
por la falsedad de lo que se le atribuía. 

Respecto de la cuestión del poder temporal, afirmó 
que el Gobierno español tenía, como lo tenían todos 
los de EuVopa, el respeto debido á las instituciones 
que Italia se había dado en uso de un perfecto dere- 
cho; y añadió que la discusión parlamentaria de que 
se trataba había sido una discusión de orden interior 
puramente, sin relación con el derecho internacional, 
y que la situación en que se encontraba, y en la que 
persistía, el Gobierno Qspañol, en este particular, era 
la misma en que se habían colocado todos los Gabi- 
netes que en España se habían sucedido desde 1870, la 
misma en que se hallaban, respecto del de Italia, to- 
dos los Gobiernos europeos, y entre ellos los de las 
Naciones católicas (1). 

No obstante estas terminantes explicaciones, el Go- 
bierno italiano insistió en la reclamación que, aunque 
en términos muy amistosos, había formulado; pero 
después de algunas contestaciones, el incidente tuvo 
término con la Nota que en 22 de Julio dirigió el Mi- 
nistro de Estado al Representante del Rey Humberto 
en Madrid, Nota en la cual se reproducían las explica- 
ciones que el Presidente del Consejo había dado en la 



(1) Sesión del Senado del 18 de Julio de 1884. 



— 367 — 

alta Cámara. El Gabinete de Roma estimó tan satisfao* 
torios los términos de la Nota, que hubo de insertarla, 
con un breve preámbulo en el que se reseñaba lo ocu- 
rrido, en el periódico oficial. 

Tan pronto como fueron conocidos esos documen- 
tos, Monseñor Rampolla acudió al Ministerio de Esta- 
do á hacer constar el profundo sentimiento que había 
causado al Santo Padre la publicación de las declara- 
ciones que precedían, en el periódico oficial italiano, 
al texto de la Nota española de 22 de Julio, no sólo 
porque parecía deducirse de todo ello que el Gabi- 
nete de Madrid abandonaba la causa de la Santa Sede 
y hacía manifestaciones que lastimaban sus derechos, 
sino porque la prensa utilizaba esas declaraciones 
para atacar al Vaticano. 

El Nuncio y el Ministro de Estado celebraron varias 
conferencias, en las cuales el segundo dio al primero 
amplias explicaciones acerca del alcance de la Nota 
del 22 de Julio, y, por último, se convino en que Mon- 
señor Rampolla concretase por escrito sus observacio- 
nes y el Gobierno confirmase en la misma forma sus 
sentimientos de respeto y veneración á Su Santidad. 
Así se hizo, y con fecha 9 de Agosto presentó el Nun- 
cio la Nota convenida. 

«No es posible— se decía en ésta— que el Gobierno 
del Rey haya afirmado lo que se pretende, y en par- 
ticular que nadie, entre los fieles católicos españoles, 
defiende ya, ni siquiera discute el poder temporal del 
Papa, cuando es tan sabido lo contrario, y cuando el 
Presidente del actual Gabinete, fiel intérprete de los 
sentimientos de la Nación española, declaró, pocos 
días hace, sin la menor contradicción de nadie, que la 
gran mayoría dé los miembros del alto Cuerpo cole- 
gislador de España profesaba opiniones que no po- 
dían menos de ser favorables al mantenimiento de la 
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independencia de la Santa Sede, por medio del poder 
temporal.— Tampoco puede ser exacta la interpreta- 
ción que se ha pretendido dar á la manifestación con- 
tenida en la citada Nota de V. E. de 22 de Julio, de que 
el Ministro espafiol no ha modificado en lo más mlni- 
mOy ni pensado modificar, la conducta observada i>or 
sus predecesores relativamente al establecimiento en 
Roma de la capital del Reino de Italia, desde que se ve- 
rificó aquel acontecimiento; interpretación según la 
cual el Gobierno de S. M. el Rey se haría solidario de 
aquel violento y sacrilego despojo, aprobándolo 7 
prestándole su apoyo. Si ésa fuese la interpretación 
verdadera de tales palabras, V. E. comprende por de- 
más cuáles serian en este caso los inexcusables debe- 
res de la Santa Sede; pero ni los principios profesados 
por el Gobierno de S. M., ni los sentimientos persona- 
les de los respetables individuos que componen el ac- 
tual Gabinete justifica semejante recelo. — Ruego áV.E. 
de todos modos, por la altísima importancia de la 
cuestión de que se trata, que se sirva hacerme una de- 
claración autorizada sobre estos particulares, que des- 
vanezca el mal efecto de los falsos comentarios y bo- 
rre muchas justas preocupaciones, sirviendo al propio 
tiempo para afianzar las cordiales y benévolas relacio- 
nes que existen entre la Santa Sede y el Gobierno de 
este país eminentemente católico.» 

No se dio mucha prisa el Gobierno á contestar al 
Nuncio, y esto produjo hondo disgusto á la Santa 
Sede, el cual se exteriorizó en las recriminaciones que 
mutuamente formularon el Secretario de Estado, Car- 
denal Jacobini, y el Embajador de S. M., Marqués de 
Molíns. 

Es de advertir que el Gabinete Cánovas hallábase 
poco satisfecho de la conducta del alto clero, pues ha- 
biéndose confiado la dirección de la Instrucción pú- 
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blica al jefe de la unión Católica, é inspirándose toda 
sn política en un sentido profundamente religioso, 
nada se había hecho por la Santa Sede para desauto- 
rizar á El Siglo Futuro y á los que como éste interpre- 
taban la Encíclica Quxinta cura, que atacaban ruda- 
mente al Gobierno y eran enemigos de la Dinastía, y 
los Prelados, que disponían de veinte puestos en la 
alta Cámara, no sólo no acudían á sostener la obra 
del Grobierno, sino que ni siquiera le apoyaban en las 
<)uestiones que más interesaban á aquéllos, como la de 
Instrucción pública, la del matrimonio civil, etc. 

Creía, pues, el Gobierno que se le pedía mucho 
para lo que se le daba, y en esta disposición de ánimo, 
y hallándose ausente de Madrid el Ministro de Esta- 
do, Sr. Marqués del Pazo de la Merced, nada tiene de 
particular que se retrasase la respuesta á la Nota del 
Nuncio más de lo que parecía natural. 

Al fin se decidió aquél á contestar, y lo hizo en Nota 
del 6 de Septiembre, explicando el verdadero objeto 
de la que en 22 de Julio se había dirigido al Ministro 
plenipotenciario de Italia, y afirmando que ningún 
otro documento daba verdadera fe de todo el asunto 
y de las comunicaciones verbales ó confidenciales que 
habían tenido lugar entre el Ministro de Estado de 
S. M. C. y el Representante del Rey Humberto. 

«Cualesquiera que sean— añadía—los comentarios á 
une en unos ú otros periódicos haya dado lugar la re- 
ferida Nota del 22 de Julio, muchos de los cuales pue- 
den seguramente justificar el desagrado con que los 
ha visto la Santa Sede, la atenta y desapasionada lec- 
tura de aquel documento basta á persuadir de que el 
Oobiemo de S. M. el Rey se limitó en él á afirmar el 
hecho de que mantenía y pensaba mantener sus rela- 
ciones con el de Italia bajo el mismo pie en que se 
habían mantenido desde la restauración de la legítima 
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Monarquía española. La falsa interpretación de cier- 
tas frases pronunciadas en las Cortes por uno de los 
Ministros de S. M. el Rey hizo que sin motivo se su- 
pusiese lo contrario, y el Gobierno de Italia, fundado 
en las buenas relaciones que por su parte sostiene 
también con el de España, solicitó de éste algunas ex- 
plicaciones que desvaneciesen semejante error de 
concepto, poniendo fin á las varias y no siempre bien 
intencionadas observaciones y polémicas de que aquel 
suceso fué objeto asimismo por parte de la prensa po- 
lítica. En esos estrictos límites estuvo siempre ence- 
rrada la cuestión. 

»No es sólo inexacta, por tanto, sino hasta inverosí- 
mil la suposición de que ninguna parte de la Nota del 
22 de Julio tuviera el objeto ni el sentido y alcance á 
que V. E. alude ' en términos, por cierto, que á causa 
de su imparcialidad y benevolencia merecen del Go- 
bierno de S. M. la consideración y estimación más sin- 
ceras. Por estar y querer conservarse en buenas rela- 
ciones con todos los demás Estados del mundo/ no ha- 
bría de hacerse solidario el Gobierno español -de loa 
actos particulares de ninguno de ellos, ni tiene por 
qué prestar á nada á que no haya contribuido ni que- 
rido contribuir su aprobación y mucho menos su 
apoyo. Las buenas relaciones internacionales no exi- 
gen, ni han exigido jamás, una cosa semejante, antes 
bien, á todas horas se observa lo contrario. Y en el ín- 
terin V. E. puede estar seguro de que si ninguno de 
los Gobiernos que se han sucedido en España desde 
la Restauración de la Monarquía legítima desconooi6 
ni atacó hasta aquí en lo más mínimo los derechos de 
la Santa Sede, ahora y siempre observará el actual 
idéntica conducta. 

»No necesita confirmación el aserto de V. E. de que 
el actual* Gobierno de S. M. ha reconocido, én ocasión 
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próxima y solemne, que una parte considerable de 
elementos políticos, de importancia suma para apre- 
ciar los sentimientos de la Nación española, no ha de- 
jado nunca de ser favorable al poder temporal de la * 
Santa Sede. Las frases que en contradicción de este 
hecho hayan podido llamar la atención de Y. E. claro 
es, por lo mismo, que no podrían significar más sino 
que el Gobierno de S. M. no entendió provocar últi- 
mamente en las Cortes, ni se había propuesto provo- 
car ninguno de sus predecesores desde la Restaura- 
ción hasta ahora, cuestión alguna que pudiera modi- 
ficar, qí mucho menos quebrantar, las actinales rela- 
ciones pacíficas que mantiene España, igualmente que 
con todas las otras Potencias, católicas' ó no, con el 
Grobierno de Italia. 

»E1 Gobierno de S. M., en suma, conforme en todo 
lo sustancial con la interpretación serena que ha dado 
V. E. á sus actos en la ocasión presente, se complace 
en declarar y repetir altamente que si es su resolu- 
ción inquebrantable mantenerse en las mismas buenas 
relaciones en que ahora está con todas las Potencias 
de Europa, igual es, y aún mayor si cabe, su resolu- 
ción de fortalecer más cada día los vínculos de adhe- 
sión filial que unen al Rey de España y á sus católicos 
subditos con el Padre común de Jos fieles. T justa- 
mente en la sinceridad de tales propósitos funda el 
que suscribe la esperanza de poder contribuir eficaz- 
mente á la independencia del Romano Pontífice y de 
sus funciones, tan necesaria á la totalidad del mundo 
católico.» 

El Vaticano se dio por satisfecho, publicando en el 
Oaaervaiore Bomano un amplio extracto de la anterior 
Nota. 



; CAPÍTULO XXIII 



La Pastoral del Obispo de Plasencia; reclamación ante la 
Santa Sede.^La cuestión de las Óarolinas; mediación de 
León XIII.— Muerte del Rey; temores que suscita; actitud 
de la Santa Sede.— Nacimiento de D. Alfonso XIII; apa- 
drina al nuevo Rey Su Santidad.— Concesión de la Basa 
de Oro á la Reina Regente.— El proyecto de Código civil; 
negociaciones acerca de la base 3.*^ relativa al matrimo- 
nio.— Monseñor Rampolla; su elevación á la dignidad car* 
denalicia; su nombramiento de Secretario de Estado.— £1 
nuevo Nuncio, Monseñor Di Pietre. 



Con los sucesos narrados en el capítulo anterior pae- 
de decirse que termina la parte histórica de estas pá- 
ginas. Los acontecimientos posteriores, por su proxi- 
midad y por vivir gran parte de los que en ellos 
fueron actores, no pertenecen todavía al dominio de 
la verdadera Historia, pues aun el más importante de 
todos ellos, el conflicto surgido entre España y Ale- 
mania por la cuestión de las islas Carolinas, está en- 
vuelto en nebulosidades que sólo podrían aclarar do« 
oumentos que forman parte de los archivos secretos 
de la diplomacia. Por esto, precisa limitarse á meras 
indicaciones que sirvan como de recuerdo de hechos 
sobre los cuales habrá de trabajar en su día la critica 
para poner de relieve sus verdaderas causas. 

El primer incidente en que se vio precisado á in- 
tervenir el Qobiemo en este periodo fué el originado 
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por la Pastoral del Obispo de Plasenoia, D. Pedro 
Casas. 

Este Prelado, cuya presentación tuvo lugar en 1875 
por el primer Gobierno de la Restauración, y que tres 
años después, en 1878, hallándose en Roma, dio clara 
muestra de su espíritu intransigente negándose á vi- 
sitar al Embajador de España cerca de la Santa Sede, 
publicó en el BoleUn eclesiástico de la diócesis, de PUn^ 
senda una Pastoral, fecha 23 de Enero de 1885, que 
fué objeto desde luego de muchos comentarios en la 
prensa, por advertirse que en dicho documento no 
sólo se censuraban públicamente los actos del Gobier- 
no, cosa expresamente prohibida por la legislación 
del Reino, sino que se dirigían irrespetuosas y tras- 
parentes alusiones á las personas más elevadas y á las 
instituciones fundamentales del país, lo cual no pudo 
menos de ser objeto de inmediato examen por parte 
de los Ministros responsables, como fué objeto de 
preguntas y observaciones en el Congreso por parte 
de los Sres. Muro y Martos, á los que contestó el Mi- 
nistro de Gracia y Justicia, D. Francisco Silvela. 

«Se trata de una Pastoral— dijo el Ministro— en la 
cual se contienen algunas afirmaciones que el Gobier- 
no de S. M. entiende atacan la independencia y los 
derechos del Estado en sus relaciones ó armoi^ía con 
la Iglesia, y pueden ser origen ó dar motivo á un con- 
flicto entre ambas potestades; y el Gobierno, que res- 
peta profundamente la independencia de los señores 
Prelados, en todas las materias que se refieren al dog- 
ma, á la moral, á la disciplina y al ejercicio de su ju- 
risdicción, entiende que es condición de todo punto 
indispensable para el ejercicio de las funciones del 
Estado que sea respetada también por la jurisdicción 
eclesiástica la esfera de acción propia del poder civil 
7 del Estado. Éste, que es un principio fundamental 
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que el Gobierno está resuelto á defender por todos 
los medios que las leyes ponen en sa mano, confía el 
(Gobierno fundadamente en que no ha de ser desco- 
nocido en tiempo alguno por la potestad eclesiástica; 
pero esta potestad eclesiástica, en esta difícil y delica- 
da materia, tiene su representación y su acción en la 
cabeza visible de la Iglesia. Asi, pues, si por parte de 
un Sr. Obispo hay un desconocimiento de las faculta- 
des y de los derechos y de los respetos que se deben 
al poder civil, esta cuestión debe tratarse en primer 
término entre ambas potestades, y por eso el Gobier- 
no ha creído que debía empezar formulando una re- 
clamación, y elevar su queja á Su Santidad para obte- 
ner la reparación y las declaraciones que en este con- 
cepto cree que son necesarias para la completa inde- 
pendencia y el debido prestigio del poder civil. Está 
completamente seguro de la razón que le asiste, y 
confiadamente espera que esta razón ha de ser reco- 
nocida, apreciada, y por consiguiente respetada en 
todas sus partes, por la potestad con. la cual pudiera 
nacer el conflicto; y en esta confianza cree que no será 
necesario hacer nada, absolutamente más, para que la 
independencia y el prestigio del poder civil queden 
en salvo; si más fuera preciso hacer, más haría; pero 
repito que la confianza del Gobierno es grande en qne 
su derecho y su prestigio han de ser reconocidos por 
la potestad eclesiástica.» 

Claramente se deduce de estas palabras el criterio 
del Gobierno en la cuestión que se había planteado. 

El Ministro de Gracia y Justicia, en cuanto tuvo co* 
nocimiento de la Pastoral, que reprodujeron varios 
periódicos, se dirigió al Prelado preguntándole si era 
auténtica y si había sido publicada por su orden, y 
ante la contestación afirmativa que recibió, llevó el 
asunto al Consejo de Ministros, el cual, deseoso de 



evitar oonfliotosy acordó preferir en este caso, al em- 
pleo de las acciones qne autorizaban las leyes, el acu- 
dir á Su Santidad, rogándole que como Cabeza Su- 
prema de la iglesia pusiera coto á extralimitaciones 
oomo la del Obispo de Plasencia. 

Habiéndose dado al efecto, en 25 de Febrero, las 
oportunas instrucciones al Embajador de S. M. en 
Roma, Sr. Marqués de Molins, solicitó éste y obtuvo 
el 4 de Marzo una audiencia de Su Santidad y confe- 
renció luego con el Cardenal Secretario, enterándose 
entonces de que León Xin espontáneamente había dis- 
puesto que por su Secretario de Estado se escribiese 
al Prelado de Plasencia, lo que tuvo lugar el 28 de Fe- 
brero, «llamándole la atención acerca de la forma 
poco serena en que estaba redactado su escrito, y res- 
pecto á algunas alusiones en él contenidas, las cuales 
eran capaces de imprimirle cierto carácter de mani- 
festación política, y por tanto, de turbar el curso de 
las amistosas relaciones que, atenta siempre á realizar 
los fines de la Iglesia, mantiene la Santa Sede con el 
Rey católico, concluyendo, en suma, por recordarle 
las vivas exhortaciones que en pro de la concordia 
encerraba la Encíclica Cum multa, dirigida en 8 de 
Diciembre de 1882 por el Santo Padre al Episcopado 
espafiol». 

Agradeció el Grobiemo la actitud del Pontífice, pero 
no pudo darse por satisfecho, porque necesitaba que 
la desautorización fuese pública, para que no pudiera 
dudarse de su existencia. En este sentido gestionó el 
Embajador. 

Es de advertir que cuando el Secretario de Estado 
escribió en esa forma al Obispo de Plasencia, «no po- 
seía cabal noticia la Santa Sede de los motivos de 
agravio del Gobierno de S. M. Católica, porque no era 
fácil inducirlos del mero texto de la Pastoral, no sien- 
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do bien conocidos en Roma aquellos hechos que hu- 
bieran servido de motivo para hallar en aquel escrito 
las apreciaciones que se juzgan injuriosas, é ignoran- 
dose sobre todo que el Gobierno del Rey había creido 
poder discernir en los conceptos de la Pastoral los ca- 
racteres de una ofensa, dirigida no sólo contra los 
Ministros, sino también contra las sagradas personas 
de los Católicos Príncipes que ocupan el Trono espa- 
ñol». Por esto la Santa Sede no se negó ni por un 
solo momento á dar al Gobierno las satisfacciones que 
pedía, si bien, deseando evitar hasta donde fuese po- 
sible el escándalo, propuso varias fórmulas que no 
llenaban por completo los deseos del Gabinete, pues, 
dada la situación del país, el estado de los partidos y 
la actitud simpática al Obispo de Plaselicia de una par- 
te del clero, era indispensable que la desautorización 
no sólo fuese terminante, sino pública. 

Llegóse al fin á un acuerdo respecto de la forma en 
que habla de expresarse el desagrado de la Santa Sede 
por la conducta del Obispo, y con fecha 12 de Marzo 
dirigió el Cardenal Jacobini un despacho al Nuncio, 
en el cual, después de relatar los hechos en la forma 
que queda consignada en los párrafos encerrados en- 
tre comillas, se añadía: «Presentada después bajo un 
aspecto tan delicado la cuestión, la Santa Sede no ha 
vacilado un momento en declarar que, si en realidad 
las palabras del Prelado de Plasencia hubieran sido 
escritas con la intención de inferir ofensas semejan- 
tes, no podría en esta parte dejar de reprobarlas alta- 
mente; porque al deber que tienen los Obispos de in- 
culcar la observancia de las leyes de la Iglesia y com- 
batir las doctrinas perniciosas, va unido también el de 
respetar los Poderes constituidos y mantenerse ex- 
traños á los partidos que luchan en el campo polí- 
tico». 
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De este despacho se dejó copia al Gobierno, el cual 
publicó en la Gaceta del 10 de Abril un relato de lo 
ocurrido, copiando los párrafos esenciales de aquél, j 
añadiendo por su parte: 

«Estas solemnes palabras, que todos los buenos ca- 
tólicos leerán con júbilo, no sólo son feliz término de 
la correspondencia á que ha dado motivo la Pastoral^ 
sino que dejan profundamente agradecido al Gobier- 
no de S. M. el Bey, por la bondad suma con que la Ca- 
beza visible de la Iglesia ha acogido sus justas quejas, 
lisonjeándose además de que ha de servir este inci- 
dente para hacer todavía más íntimas y cordiales las 
relaciones, ya por fortuna tan estrechas, que entre las 
dos Soberanas Potestades existen. T es de esperar 
también que, por natural obediencia á los preceptos 
del Padre Santo, y conformándose, por otra parte, con 
los ejemplos nobilísimos de fidelidad á su Monarca y 
de verdadero celo apostólico que constantemente 
ofrecen los Prelados españoles, cesen de cometerse, 
de hoy en adelante, extralimitaciones que, no por ser 
pocas y aisladas, dejan de perjudicar igualmente al 
Estado que á la Iglesia.» 

Natural era que el Gobierno se mostrase satisfecho, 
no sólo porque en realidad había obtenido cuanto era 
posible pretender de la Santa Sede, sino porque esto 
le evitaba el tener que hacer aplicación de los precep- 
tos legales, lo cual habría sido muy delicado, así por- 
que con el Obispo de Plasencia habían simpatizado 
otros Prelados (los de Teruel, La Seo y Osma), como 
porque toda corrección impuesta por la Potestad civil 
hubiese servido de arma á los ultramontanos para 
excitar más y más las pasiones. Pero si bien el Obis- 
po de Plasencia concluyó por someterse á las deci- 
siones de Su Santidad, los periódicos carlistas é in- 
tegristas, especialmente El Siglo Futuro^ no vacilaron 



— 368 — 

en atacarlas con vileza, al pretender demostrar que la 
Santa Sede no había desautorizado al Obispo. 

Pocos meses después, en Agosto, la cuestión de las 
Carolinas sorprendió á la opinión pública española, 
aunque, no al Gobierno. 

Cuando el país supo que no obstante el viaje del bu- 
que de guerra espafiol Vélaaco á las Carolinas, en 
Marzo del mismo afto 1885, y las noticias que de la 
toma de posesión por España del Archipiélago caroli* 
' no habían publicado, primero la PaU Malí Ga&eUe, y 
luego la Norddeuaache AUgemeine Zeitung, el Gobierno 
alemán se decidla á declarar su protectorado sobre di- 
chas islas, anunciándolo así al Gabinete de Madrid en 
los primeros días de Agosto y notificándoselo oficial- 
mente el 11, se produjo en todas partes una viva agi- 
tación. Aprovecháronse de las circunstancias los ele- 
mentos revolucionarios para atacar rudamente al Go- 
bierno, el cual había entablado, sin pérdida de mo- 
mento, las gestiones oportunas para impedir que Ale- 
mania consumase el despojo que proyectaba; y la no* 
ticia de que la cañonera alemana IttiSf que había lle- 
gado i Yap el día 21, no obstante encontrarse en este 
punto con los buques de guerra españoles San Quén- 
Un y VelaacOf había enarbolado en la isla la bandera 
de su nación, dio lugar á que, excitadas las pasiones 
populares, las masas atropellasen la Legación alema- 
na en Madrid en la noche del 4 de Septiembre, arran- 
casen el escudo imperial y lo llevasen arrastrando por 
las calles en tumultuosa manifestación. 

Estos hechos y otros análogos ocurridos en Valen- 
cia, pusieron al Gobierno español en el deplorable 
trance de tener que dar satisfacciones á la misma na- 
ción que negaba los derechos de España. Por fortona 
este triste incidente se solventó rápidamente, y sólo 
quedó en pie la cuestión principal, pero agravada, en- 
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Tfinenada por los desmanes de las turbas, que crearon 
una difícil situación á ambos Gobiernos. Alemania no 
podía ceder ante la actitud belicosa del pueblo espa- 
ñolf y al Gabiaete de Madrid no le era dado aceptarla 
responsabilidad de un rompimiento que habría sido 
una temeridad, y menos cejar en la defensa délos de- 
rechos de España. La menor debilidad por parte del 
Gobierno español habría podido dar origen á graví- 
simos trastornos de orden público, porque la amistad 
que unía á la Familia Keal española con la Familia 
Imperial alemanap sobre todo desde las conferencias 
de Homburgo de 1883, estaba siendo explotada en 
daño de la Monarquía. 

Cruzáronse entre ambos Gobiernos Notas y Memo- 
ramdums sin resultado alguno. La inteligencia direc- 
ta entre aquéllos era difícil, por no decir imposible, y 
sin embargo, la demandaban altos intereses. Se pensó 
en el arbitraje, pero España lo rechazó: cuestiones de 
soberanía no se someten íácilmento á esa solución, y 
la misma mediación ofrecía dificultades, porque, dada 
la posición que ocupaba Alemania en Europa, su ene- 
mistad con Francia y su alianza con Austria ó Italia, 
¿qoé Potencia podía ejercer aquella, que ofreciese ga- 
rantías de imparcialidad á ambas partes? 

Surgió entonces la oferta de la Santa Sede, primero 
confidencial, y luego, cuando existió la seguridad de 
que era aceptada, de un modo oficial (26 de Septiom^ 
bre). Admitida por uno y otro Gobierno sin vacilacio- 
ues de ninguna especie— ¡tal confianza inspiraba á los 
dos!— la Santa Sede estudió lo alegado por las partea 
litigantes, y tras de maduro examen, formuló su pro- 
puesta en 22 de Octubre; propuesta totalmente favo- 
rable á España, puesto que se reconocían sus dereciios 
y únicamente se le exigía que ocupase de un modo 
efectivo las islas, estableciendo en ellas una Admínis- 
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traoión regalar, oon fuerza suficiente para garanüsar 
el orden j los derechos adquiridos; que ofreciese á 
Alemania plena y entera libertad de comercio, de na- 
vegación y de pesca en el Archipiélago, como asimis- 
mo el derecho de establecer en las islas una estación 
naval y un depósito de carbón; y que asegurase igual- 
mente á Alemania la libertad de hacer plantaciones en 
las islas y de fundar en ellas sus subditos estableci- 
mientos agrícolas del mismo modo que los subditos 
españoles. No podía ser de otro modo: ésa era la sola- 
oión que demandaba la justicia, porque si bien era 
cierto que España no había ejecutado actos de pose- 
sión efectiva, á la manera como los ejecutaban otras 
naciones, hasta fecha muy reciente, no lo era menos 
que esos actos existían, que España había sostenido 
siempre sus derechos, que la doctrina del Tratado de 
Berlín de 1885 no era aplicable, pues el Plenipoten- 
ciario español que lo firmó consignó oportunamente 
las necesarias reservas, y que nada de esto desconocía 
ni podía desconocerlo Alemania. 

La alta é imparcial proposición de la Santa Sede 
fué aceptada por ambas partes, y en su virtud se firmó 
en Roma el Protocolo de 17 de Diciembre, ajustado 
por completo á la propuesta del Vaticano. Así se des- 
vaneció, merced á la sabia intervención del venerable 
León Xm, aquel temeroso confiictOi cuyo origen no 
puede explicarse sino atribuyéndolo á un error de 
Bismarck (1). 



(1) Entre los Gabinetes de Madrid y Berlín hablan exis- 
tido desde la Restauración intimas relaciones, y éstas se ha- 
bían acentuado más con ocasión de la entrevista de Hombur- 
go en 1883 y del viaje del Principe imperial á Madrid en No- 
viembre de dicho año. A principios de 1885, con motivo de 
los terremotos en Andalucía, el Emperador hizo un impor- 
tante donativo para socorrer á los damnificados, y en toda 



— 371 — 

Si grande tné el servicio que en este asonto prestó 
á Espaftá el Pontífice, no fné menor el que las circuns- 
tancias le pusieron en situación de realizar poco des- 
pués. 

El 25 de Noviembre de 1885 murió, tras rápida do- 
lencia, D. Alfonso Xn, y la muerte del joven Monarca 
hi20 temer que cayesen sobre el país nuevas y más 
graves desventuras, porque pudo esperarse que los 
republicanos, que conspiraban activamente, y los car- 
listas, que se preparaban para aprovechar las circuns- 
tancias si aquéllos lograban perturbar el orden, se al- 
zasen en armas é hiciesen volver el país á los días tris- 
tísimos de la República. Así hubiese sucedido proba- 
blemente sin la previsión del Sr. Cánovas. 

Mucho se censuró entonces el que el Gobierno ocul- 
tase al país el verdadero estado del Rey; pero lo cierto 
es que esa reserva, si no impidió el que se realizase 
rápidamente la trasmisión de los poderes, hizo que la 
muerte de D. Alfonso sorprendiese á los elementos 
antidinásticos. Guando ocurrió el triste desenlace, y 



Alemania se produjo un movimiento de simpatía á España. 
Por todo esto no parece fundada la idea de un propósito hos- 
til á España. 

La verdad es que esta última habla hecho hasta entonces 
poco ó ningún caso de las Carolinas^ ignorando la inmensa 
mayoría de los españoles hasta su existencia. El movimiento 
popular del mes de Agosto fué, en el fondo, revolucionario: lo 
que menos importaba á la gente era el Archipiélago; lo que 
buscaban los directores de aquél era provocar una acción 
contra la Monarquía. La actitud del pueblo español sorpren- 
dió indudablemente al Canciller, pero éste debió darse pron- 
to cuenta del peligro que corrían las Instituciones, lo mismo 
si cedían que si arrastraban las consecuencias de un rompi- 
miento, y por esto retrocedió, buscando una salida honrosa y 
aceptando al fin la mediación. 

Pasaron aquellas criticas circunstancias, y nadie volvió á 
acordarse en España de que existían las islas Carolinas, que 
hablan estado á punto de costamos una guerra. 
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éste llegó á conocimiento de republicanos y carlistas, 
era ya tarde para realizar nn movimiento serio. La ra- 
pidez y la perfecta normalidad constitucional con que 
la Regencia entró en funciones y el inmediato cambio 
de Gobierno, desconcertaron á unos y otros. 

Era preciso, sin embargo, que el clero ayudase á la 
Regencia á mantener el orden, y para que el clero 
ayudase, era necesario que la actitud de la Santa Sede 
fuese resueltamente favorable á las Instituciones. 
León XTTT no vaciló, pues desde el primer momiento 
encaminó sus esfuerzos á conseguir que los Prelados 
recomendasen el orden y el respeto á los Poderes cons- 
tituidos. De aquí que faltase ambiente á los carlistas, 
y que no se realizasen los temores que surgieron á la 
muerte de D. Alfonso Xn. El Papa contribuyó pode- 
rosamente á librar á España de los horrores de una 
nueva guerra civil. 

Aún hizo más el venerable León Xin. 

Al morir el Monarca se sospechaba que la Reina se 
hallaba en estado de buena esperanza. De no ser esto 
cierto, había que proclamar desde luego Reina á la 
Princesa D.* María de las Mercedes; pero de confir- 
marse aquello precisaba esperar á que la augusta Se- 
ñora diese á luz, por si el postumo de D. Alfonso era 
un varón, como asi sucedió. El jefe del Gobierno, cum- 
pliendo altos deberes, no tuvo más remedio que abor- 
dar este asunto con S. M., y en vista de la respuesta de 
D.* María Cristina, se aplazó la proclamación. 

Dos meses más tarde se declaró oficialmente que la 
Reina Regente había entrado en el quinto mes de su 
embarazo, y entonces se pensó que así como Pío IX 
había apadrinado al difunto Monarca, podía León XTTT 
apadrinar al futuro vastago del Soberano que acababa 
de fallecer. Esto era altamente político en aquellos 
momentos, porque al contraer Su Santidad con la Fa- 
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milia Real española el parentesco espiritaal que en- 
gendra el apadrinar á un recién nacido en el acto del 
bautismoi se arrebataba una esperanza más á los car- 
listas. Se hicieron, pues, las necesarias gestiones, y el 
Santo Padre se prestó gustoso á ser el padrino, dele- 
gando, al efecto, su representación en el Nuncio, Mon- 
señor RampoUa, el cual, en unión de S. A. R. la In- 
fanta D.* Isabel, tuvo en la pila bautismal, el dia 22 de 
Mayo de 1886, al Rey D. Alfonso Xni, que había nacido 
ell7, 

Gomo si no creyese esto suñciente para exteriorizar 
la especial benevolencia con que distinguía á la Reina 
Regente, el Santo Padre quiso dar un nuevo testimo- 
nio de sus sentimientos haciendo objeto á S. M. de una 
señalada distinción, y en el mes de Junio del mismo 
año le concedió la Boaa de Oro (1), de la que fué por- 
tador el Obispo electo de Madrid- Alcalá, D. Ciríaco 
Sancha, el cual hiz > entrega de ella á la augusta Se- 



(1) Todos los años bendice el Papa la Rosa de Oro en la 
misa del domingo IV de Cuaresma , pero no todos los años se 
otorga á persona determinada, por lo cual se da el caso de 
que una misma joya sea bendecida varias veces. Diez y seis 
lo fué la que en 1868 envió Pío IX á D.* Isabel II. 

Consta la joya de un ramo de rosas de oro con espinas del 
mismo metal, y en medio una rosa mayor con la corola dis- 
puesta de manera que se puedan colocar en ella el bálsamo 
perfumado y el almizcle, que se deposita en el acto de la ben- 
dición. La rosa se adorna con piedras preciosas, y el ramo se 
coloca en una maceta de plata sobredorada que lleva en re- 
lieve las armas del Pontíñce. 

Alegóricamente, la Rosa significa el Redentor, que dijo de 
si mismo: Yo soy la flor del campo y el lirio de los valles; y 
han sido agraciados con ella en España: D. Alfonso VII y 
D. Alfonso IX de Castilla, D. Alfonso de Aragón y de Nava- 
rra, Isabel la Católica, el Archiduque Carlos (después Car- 
los I), D.* Margarita de Austria, esposa de Felipe III; doña 
Ana de Austria, esposa de Felipe IV; D.^ Isabel de Farnesio, 
segunda mujer de Felipe V; D.* Isabel II y D.* María Cris- 
tina. 
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fiora el 2 de Julio oon toda la solemnidad que consen- 
tía el lato rigoroso qae guardaba la Corte de E^Mdla. 

Al mismo tiempo qae el Pontífice daba á la Familia 
Real española estas pruebas de su paternal beneyo- 
lencia, seguíanse entre el Gobierno de S. M. y la Santa 
Sede importantes negociaciones, que entrañaban un 
gran interés, no sólo para la situación liberal, sino 
para todos los elementos dinásticos. 

En 1885 había sometido á la aprobación de las Cor- 
tes el Ministro de Gracia y Justicia, D. Francisco Sil- 
Tela, un proyecto de Bases para la redacción del Có- 
digo ciyil, proyecto que aprobó la alta Cámara y que 
se hallaba pendiente de discusión en el Congreso al 
disolverse el Parlamento á consecuencia del cambio 
político que tuvo lugar á la muerte de Don Alfon- 
so XII. En Mayo de 1886 se reprodujo el proyecto, 
pero como en el programa de la situación liberal 
figuraba el matrimonio civil, hubo de modificar la 
Base 3.% que era la relativa á esa materia, para poner- 
la en consonancia con los compromisos contraídos 
con la opinión. 

Al Gobierno liberal no se le ocultó la gravedad del 
problema, por las complicaciones que podía originar, 
pues si la Santa Sede no autorizaba de un modo ú 
otro la obra de aquél, se corría el peligro, no sólo de 
que se dificultasen las relaciones entre ambas potes- 
tades, sino de que los carlistas encontrasen en la alar- 
ma de los elementos conservadores ayuda para reali- 
zar sus intentos. Por esto, teniendo en cuenta que con 
arreglo á la Constitución la Religión católica, apostó- 
lica, romana era la del Estado; deseando, por otra par- 
te, muy vivamente, mantener la cordialidad de rela- 
ciones entre la Iglesia y el Estado, y ansioso, ante 
todo, de establecer sobre sólidas bases la paz'religiosa 
en el país, entabló negociaciones para encontrar una 
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fórmala de avenencia, pero sin qae por esto pudiera 
entenderse que abdicaba la competencia del Estado 
para legislar sobre la familia. 

Las negoclaciODeSp puramente coufldencialesy amis* 
tosaSf se siguieron entre el Ministro de Gracia y Jas- 
tioia, Sr. Alonso Martínez, y el Nuncio de Su Santi- 
dad, y ofrecieron desde el primer momento graves 
dificultades, porque la Santa Sede no admitía la de- 
claración de que hay dos clases de matrimonio, uno 
para los católicos y otro para los no católicos, y sólo 
sa prestaba á declarar que si el Gobierno quería re- 
gularizar, en una ley especial, lo referente al matri- 
monio de los no católicos, el Pudre Santo guardaría 
silencio y no protestaría contra ello, pero no concedía 
á aquél el derecho de afirmar que la reforma estaba 
hecha con su consentimiento. 

Como los elementos conservadores, y aun algunos 
de la mayoría, habían declarado que sólo votarían lo 
que se hiciese de acuerdo con la Santa Sede, esa acti* 
tüd del Pontífice contrariaba grandemente al Gobier- 
no, puesto que podía hacer fracasar el proyecto, y si 
lograba, á pesar de todo, hacer triunfar éste, correría 
el peligro de suscitar un conflicto de opiniones y una 
lucha de intereses religiosos que á toda costa impor- 
taba evitar. 

Al fin, después de varias conferencias y de anima- 
das discusiones entre el Sr, Alonso Martínez y Monse- 
ñor RampoUa, se llegó á convenir la siguiente fór- 
mula: 

«Se establecerán en el Código dos formas de matri- 
njonio: el canónico^ que deberán celebrar todos los 
que profesan la religión católica, y el cfí^ií, que se ve* 
riñcará con arreglo á las disposiciones del mismo Có- 
digo, y en armonía con lo prescrito en la Constitu- 
ción del Estado.— El matrimonio canónico producirá 
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todos los efectos civiles respecto á las personas y bie- 
nes de los cónyuges y sus descendientes; pero sólo 
cuando se celebre en conformidad con las disposicio- 
nes del Concilio de Trente, admitido en el Reino por 
la ley 13» tit I, libro I de la Novísima Recopilación. 
Asistirá al acto de su celebración el Juez municipal ú 
otro funcionario del Estado, con el solo fln de yerifl- 
car la inmediata inscripción del matrimonio en el re- 
gistro civil.» 

El Gobierno concertó esta fórmula con la protesta 
de presentarla á las Cortes para que resolviesen, y el 
Nuncio, á su vez, consignó la reserva de que la some- 
tería al examen y aprobacióti de Su Santidad. 

No dejó de ofrecer dificultades en Roma la aproba- 
ción de esa fórmula, pero, por último, el 8 de Marzo 
de 1887, el Cardenal Mocenni, Encargado de la Secre- 
taria de Estado, comunicó al Embajador de S. M. la si- 
guiente declaración: 

«Su Santidad aprueba ío que en las dos partes de la 
Base se refiere al matrimonio entre católicos* — La 
Santa Sede deja que el Estado regule los efectos civi- 
les del matrimonio.— La precedente aprobación no 
prejuzga en modo alguno la doctrina de la Iglesia 
respecto al matrimonio de los heterodoxos: el Santo 
Padre podrá tolerar que el Gobierno dicte acerca de 
él las disposiciones oportunas.» 

La declaración era completamente satisfactoria para 
el Gobierno, porque el Santo Padre reconocía de un 
modo terminante en el Estado competencia para re- 
gular los efectos civiles del matrimonio, aprobaba 
todo cuanto en la Base se refería á los católicos, y si 
bien salvaba la doctrina de la Iglesia en cuanto al ma- 
trimpnio de los heterodoxos, declaraba que toleraría 
que el Estado en España adoptase acerca de este pon- 
to las disposiciones que juzgase convenientes. T no 
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sólo hacia esto Su Saotidadp sino que, hablando con 
el Embajador español, reiteró explícitamente sus bne* 
nas disposicioDOs hacía la Nación española. ^He teoi- 
do y tengo— dijo el venerable Pontífice— una gran 
beneToleucía para cuanto afecta á loa intereses de la 
Reina Regente, á los intereses de sn Gobierno y á loa 
intereses de España, y la tendré mientras en ella lo9 
derechos y los intereses de la Iglesia sean respe- 
tados.» 

Importaba mucho al Gobierno hacer público cuan- 
to antes el acuerdo á que se había llegado con la Santa 
Sede, y asi es que el Ministro de Gracia y Justicia, 
aproTOchando la ocasión que le ofrecía el contestar á 
una pregunta que le había dirigido el senador Sr, Fa- 
bié, dio cuenta en la alta Cámara, en la sesión del 14 
de Marzo, del curso de las negociaciones y del resul* 
tado que éstas ofrecían, resultado que, como dijo con 
mucha razón el Sr, Alonso Martínez, *en el estado ac- 
tual de la sociedad española^ es todo cuanto se puede 
apetecer*. 

Agradecido el G^íbierno, se apresuró á manifestar 
que aquella antigua tradición de hostilidad á la Igle- 
sia, de lucha^ de incompatibilidad entre la paz reli- 
giosa y el Gobierno de los partidos liberales y de me- 
didas de violencia para llegar después á transacciones 
más Ó menos plausibles^ había desaparecido de la his- 
toria de España, dando lugar á una política de res- 
peto y de prudente iniciativa, así como de profunda 
consideración hacia la Santa Sede, de tal suerte, que 
los progresos requeridos por los tiempos é impuestos 
á los Gobiernos por las necesidades de la época se Ue- 
Tabau á feliz término con la aquiescencia del Sumo 
Pontífice, condición bienhechora que daba á la reli- 
giosa España aquella tranquilidad y aquella calma en 
loa espíritus que es condición indispensable para la 



— 378 — 

felicidad de los pueblos; y afiadiendo que por lo mis- 
mo que representaba las ideas liberales más aransa- 
dasy se consideraba más obligado y reconocido á la 
paternal solicitud de Su Santidad, y deseaba á su vez 
hacer constar su creencia de que la conducta seguida 
en esta ocasión por la Santa Sede era un timbre más 
que la Historia uniria al aplauso y al prestigio que ya 
rodeaba al Pontifilce (1). 

Este estado de relaciones entre España y la Santa 
Sede constituía un éxito positivo para el Nuncio, que 
secundó perfectamente los deseos de León Xm y que 
supo hacerse grato al Gobierno (2). Á nadie pudo ex- 
trañar, por tanto, que Su Santidad, que había demos- 
trado anteriormente la confianza que le inspiraba 
Monseñor Rampolla, premiase á éste sus servicios ele- 
vándolo á la dignidad cardenalicia. 

Monseñor Rampolla, cuya salud se había resentido 
algún tanto por efecto del clima de esta corte, salió 
de Madrid el 1.^ de Mayo de 1887, pero antes, al des- 
pedirse del Ministro de Estado (Sr. Moret), reiteró á 
éste, según se dijo entonces, las más terminantes se- 



(1) Durante la discusión del proyecto de ley autorizando 
al Gobierno para publicar el Código civil, gestionaron y con- 
siguieron los Prolados, especialmente el Arzobispo de San- 
tiago (Sr. Paya) y el Obispo de Salamanca (P. Cámara), la 
plena capacidad de los institutos religiosos para adquirir y 
poseer toda clase de bienes, y la individual de los religiosos 
para heredar, aun después de haber profesado. 

En el Código se reconoció también la validez legal del 
voto de castidad y la personalidad jurídica de las Corpora- 
ciones. 

(2) Esto es tanto más notable, cuanto que el Gobierno li- 
beral habla recibido con cierto recelo en 1882 el nombra- 
miento de Monseñor Rampolla, por creer que cuando fué An- 
ditor de la Nunciatura, en 1876, había mostrado alguna in- 
clinación hacia los tradicionalistas. En cambio éstos fueron 
los que combatieron á aquél como Nuncio por su favorable 
actitud hacia la Monarquía de D. Alfonso. 
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goridades de que el Papa haría por el Rey D. Alfon- 
so Xm 7 por su Augusta Madre todo aquello que es- 
tuviese en su poder y á su alcance, sin reservas y sin 
limitaciones, con el más decidido y nobilísimo pro- 
pósito de afirmar en su Trono y de sostener contra 
todo combate revolucionario, de cualquier lado que 
viniese, asi de la derecha como de la izquierda, una 
Monarquía que consideraba llena de promesas y fe- 
cunda en bienes para España. Claro es que ante tales 
manifestaciones no podría menos el Sr. Moret de ex- 
presar la gratitud del Gobierno y el resuelto propósi- 
to de éste de hacer cuanto de él dependiera para co- 
rresponder á tal actitud. 

Difícil era la sustitución de Monseñor RampoUa, 
pero el Papa nombró para la Nunciatura en Madrid á 
Monseñor Ángel Di Pietro, Arzobispo de Nacianzo y 
Nuncio que era á la sazón en Munich; y si en aquellas 
circunstancias toda elección hecha pot León XTTT ha- 
bría sido grata á la Reina y al Gobierno, lo fué más 
especialmente la de Monseñor Di Pietro por las con- 
diciones personales que á éste adornaban. 

Aún tuvo otro motivo de satisfacción el Gobierno. 

Hallábase vacante la Secretaría de Estado en el Va- 
ticano y existían varios candidatos para tan impor- 
tante puesto; pero desde luego se dijo que el que re- 
unía más probabilidades era Monseñor Rampolla, que 
no sólo no lo deseaba, sino que se excusaba de acep- 
tarlo, alegando el mal estado de su salud y la necesi- 
dad que sentía de descanso. No obstante esto, el Papa 
venció la resistencia del ilustre purpurado, y el 1.^ de 
Junio— al mes de haber salido de Madrid — se firmó 
su nombramiento, que fué recibido en Europa con 
aplauso, por considerarse al Cardenal Rampolla como 
un excelente colaborador de la amplia y expansiva 
política de León XTTT, que éste había acentuado en la 
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alocución que pronunció en el Consistorio del 23 y 26 
de Mayo anterior. Claro es que el Gobierno español 
recibió con satisfacción la noticia, y el mismo partido 
consenrador aplaudió el nombramiento que, en cam- 
bio, contrarió al elemento carlista. 

El nuevo Nuncio llegó á Madrid el 30 de Junio, y el 
6 de Julio presentó á S, M. el Breve de su nombra- 
miento, pronunciándose con tal motivo discursos que 
claramente revelaban la intimidad de relaciones que 
existia entre la Corte espaftola y la Santa Sede. 

«Tengo, finalmente— dijo Monseñor Di Pietro,— la 
gran satisfacción de asegurar á Y. M. que mi Augusto 
Soberano, el Supremo Jerarca de la Iglesia, desea ar- 
dientemente la mayor suma posible de prosperidades 
para el Reino de Eispaña, y que sus sentimientos hacia 
V. M., su Augusto Hijo y toda la Real Familia son ver- 
daderamente de especial cariño y de afecto patemaL» 

Á lo cual contestó S. M. la Reina: 

«Aunque en la Historia de la Católica España el 
acuerdo entre las dos Potestades ha sido rara vez in- 
terrumpidO; quizás en ninguna época se ha mostrado 
más patente que en la actual el interés del Santo Pa- 
dre por los españoles, y el respeto y cariño que á 
ellos inspiran las altas y esclarecidas dotes del Pontí- 
fice y los señalados servicios que de Él recibe la cau- 
sa de la civilización.» 

En 8 de Octubre se devolvió al Nuncio el Breve de 
sus facultades con el pase regio concedido en la forma 
acostumbrada, sin que al recibirlo formulase Monse- 
ñor Di Pietro, no ya una protesta, como algunos de 
sus predecesores, sino que ni siquiera la más pequeña 
observación. Esto es una prueba más de cuánto ha- 
blan cambiado las relaciones entre ambas Potestades 
desde los tiempos de Monseñor SimeoñL 



CAPÍTULO xnv 



Incidentes posteriores. — Peregrinación á Roma en Abiil 
de 1894.- La cuestión del Monasterio de Lluch.— Conducta 
de la Santa Sede frente á los carlistas.-^Mediación de Su 
Santidad en el conflicto entre España y los Estados Uni- 
dos. —Los Nuncios: Monseñor Cretoni, Monseñor Francis- 
ca-Nava, Monseñor Rinaldini.- La situación al terminar 
el siglo XIX. 



No siendo el objeto de estas páginas exponer el mo- 
▼imiento político-religioso en España, sino únicamen- 
te reseñar las yicisitudes que hubieron de sufrir las re- 
laciones entre el Gabinete de Madrid y la Santa Sede, 
claro es que no pueden tener cabida aquí aquellos in- 
cidentes que, aun revistiendo aspecto político-reli- 
gioso, no afectaron á dichas relaciones. 

Por esto no es necesario detenerse á examinar lo 
ocurrido con motivo de la numerosa peregrinación á 
Roma que tuvo lugar en Abril de 1894. La peregrina- 
ción ofreció, acaso contra la voluntad de los Prela- 
dos, ó al menos de algunos de ellos, un marcadísimo 
carácter carlista, y esto, excitando las pasiones en po- 
blación en que se hallaban tan potentes ambos radi- 
calismos, el de la derecha y el de la izquierda, como 
ocurría en Valencia, dio lugar á escenas altamente de- 
plorables, pues los peregrinos fueron silbados y agre- 
didos, estando á punto algún Prelado de ser víctima 
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dono atropello. Pero ésta era una cuestión, aunque 
no indiferente á la Santa Sede, de carácter interior en 
España, una cuestión de orden público ó de mera po- 
licía si se quiere, por lo cual, si bien fué objeto de 
acaloradas discusiones en la prensa j en. el Parlamen- 
to, ni con motiyo de ella tenía que hacer obserTacidn 
alguna el Vaticano, ni podía influir en las relaciones 
entre ambas Potestades, aunque una y otra lamenta* 
sen lo ocurrido (1). 

En cambio, preciso es hacer mención de otro inci- 
dente que, aunque en el fondo carecía de importan- 
cia, llegó á revestirla, si no en la esfera diplomática^ 
en el terreno meramente político, por haberse apode- 
rado de él la prensa para combatir al Qobiemo. 

Existía en la diócesis de Palma de Mallorca, desde 
la primera mitad del siglo XY, un santuario dedicado 
á la Santísima Virgen y denominado de Llucb^ eu el 
cual había una Congregación ó Colegio de Presbíte- 
ros seculares, aprobado por el Papa Calixto in en 
1456, confirmado en 1465 por Alejandro VI y regla- 
mentado por Clemente VTE en 1531. 

La Administración del Estado, que estaba realizan- 
do una activa campaña á fin de reivindicar las pro* 
piedades y derechos que entendía correspondería, 
dictó la Real orden de 31 de Julio de 1897, por la 
cual, estimando el Ministerio de Hacienda que en el 



(1) El Vaticano no hizo observación alguna, pero, en 
cambio, con motivo de haber dado los peregrinos gritos de 
viva el Papa-Rey, el Gobierno italiano se quejó de que no 
fuesen castigados aquéllos, por lo cual, durante el debate á 
que los sucesos dieron origen en el Congreso, el Presidente 
del Consejo de Ministros, §r. Sagasta, hubo de declarar que 
esos gritos no podia consentirlos el Gobierno español, porque 
los consideraba como un ataque al Gobierno de una Nación 
amiga; con cuya declaración no tuvo el incidente uStoriores 
consecuencias. 



Li! 
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Llnoh no existían ni habían existido nunca oapella- 
nfas colativo-familiaresy sino sencillamente un Cole- 
gio ó Congregación de Sacerdotes regalares, con vida 
propia y con régimen en cierto modo autonómico 
dentro de la disciplina de la Iglesia, declaró la funda- 
ción meramente eclesiástica y dispuso que se proce- 
diese á la incautación y venta por el Estado de los 
bienes de aquélla. 

Por su parte el Obispo de la diócesis, que lo era el 
limo. Sr. D. Jacinto María Cervera y Cerrera, lejos de 
mostrarse conforme con el criterio sustentado por la 
Dirección general de Propiíedades, estimó que se tra- 
taba de capellanías colativo-f amillares y juzgó que se 
habían infringido el art 41 del Concordato de 1851, el 
7,® del Convenio adicional de 1859 y, el Real decreto 
de 21 de Agosto de 1860, dictado para la ejecución de 
aquél. En su virtud, el Prelado dirigió al Ministro de 
Hacienda un escrito, fecha 27 de Agosto de 1897, pro- 
testando de dicha resolución; y no contento con esto, 
en 10 de Septiembre recurrió al Nuncio de Su Santi- 
dad, exponiéndole la cuestión tal como él la compren- 
día, y manifestándole que esperaba de su celo proce- 
diese con la energía y celeridad requeridos por el 
caso de que se trataba «á recabar la cesación de este 
estado ilegal y anticanónico». 

No brillaba el escrito del Prelado, preciso es reco- 
nocerlo, por la solidez de su argumentación, y así 
fué tarea fácil para la Dirección general de Propieda- 
des y Derechos del Estado la de refutar aquél, como 
lo hizo en un brillante informe, nutrido de doctrina 
juridicay canónica (1). El Obispo decía que la ejecu- 



(1) Desempeñaba entonces la Dirección general de Pro- 
piedades y Derechos del Estado D. Julián Esteban Infantes, 
el cual no sólo gozaba fama de reputado jurisconsulto, hab- 
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olón de la Real orden de 31 de Julio, sin el previo ex- 
pediente de permutación, entrega de títulos ó inscrip- 
ciones intransferibles, 7 cesión por su parte con U 
competente autorización de la Santa Sede, oonstitaf a 
la conculcación más escandalosa que podía darse de 
lo coíncordado; pero al expresarse de esta suerte pres- 
cindía ó desdefiaba por completo el Prelado lo que 
habían sostenido y hecho sus antecesores, pues no te- 
nía en cuenta que la persona que en 1860 ocupaba la 
Silla de Mallorca se había opuesto á que los bienes del 
Monasterio de Lluch se permutasen, manifestando 
que no estaban comprendidos en el Convenio adicio- 
nal de 1859. Además, ó los bienes eran de capellanías 
colativo-f amillares, ó puramente eclesiásticos. Silo 
primero, era improcedente hablar del Concordato, 
del Convenio adicional y de la permutación, porque 
los bienes de capellanías colativas no estaban com- 
prendidos en dichos pactos ni se hallaban sujetos á 
permutación, y si lo segundo, tenía que reconocer el 
Obispo que se había equivocado al sostener en el ex- 
pediente que los bienes eran de capellanías colativo- 
familiares, y debía reconocer asimismo que no podía 
acudir al Tribunal cdíitencioso-administrativo pidien- 
do la revocación de la Real orden de 31 de JuUo. 

La cuestión jurídica tenía,. después de todo, impor- 
tancia muy relativa. Lo que dio lugar á que el inci- 
dente llegase á revestir cierta gravedad fué que en el 
recurso que el Prelado elevó al Nuncio se decía lo si- 
guiente: 

«Creo haber cumplido con mi deber y obrado con 
la energía que el caso requiere; pero se hace preciao 



llsimo en las lides del foro, sino de hombre á quien eran harta 
familiares las cuestiones teológicas y canónicas. Bien demos- 
tró esto en su informe. 



que de ello dé las pruebas á mía amados diocesanos, 
todos ellos perjudicados con la Incautación é intere- 
sados en la oouseryaoión de los bienes, y á este ün 
dedicaré un número especial del Boletín Eclesiástico^ 
declarando á la vez que al prescindir el Excelentísimo 
Sr* Ministro de Hacienda del Concordato de 1851 y del 
Convenio-ley adicional al mismo ba incurrido en la 
eiccomuiiión que fulmina el Concilio de Trento, se- 
sión 22, cap. 11, Db Eefor., ratificada por la Bula ApoB* 
toíicíE Sedis, pena en que incurriráu asimismo los que 
adquieran dichos bienes.» 

Claro es que ni lo prescrito por el sacrosanto Con- 
ciiia de Trento ni lo dispuesto en la Constituoión 
AposioHca^ Sedis tenían ni podían tener aplicación, de 
cerca ni de lejos, de ningún modo, al caso que moti- 
vaba el recurso del Prelado; que tratándose de uu Mi- 
nistro de la Corona, que había hablado de Real orden 
desde las columnas de la Gaceta, la excomunión estaba 
reservada al Papa, 6 á un Obispo expresamente auto- 
rizado para ello por el Santo Padre; y que aun siendo 
la excomunión a jure y de ninguna manera personal 
ó nominatin, no procedía, porque había un pleito pen- 
diente sobre si los bienes eran ó no desamortízables, 
se trataba de la interpretación de leyes paccionadas 
con la Santa Sede, y no era posible la contumaciOj y 
menos la intención deliberada de conculcar derechos^ 
condición sine qua non para que procediese la exco- 
munión; pero todo esto no impidió que se provocase 
un verdadero escándalo. 

Cuando esta actitud del Prelado de Mallorca se hizo 
pública— en los primeros días del mes de Septiembre 
de 1897— hallábanse sumamente excitadas las pasiones 
políticas en España* Las insurrecciones cubana y fili- 
pina, la actitud cada día más hostil de los Estados 
Unidos y la pérdida del Presidente del Consejo, so- 
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ñor Cánoyas del Castillo, que acababa de ser vilmente 
asesinado, habían creado una situación muy delicada 
j muy dificil al Gobierno conservador que presidía el 
Greneral Azcárraga; y las oposiciones, que combatían 
con desusada violencia al Gabinete, se apresuraron á 
utilizar las armas que les ofrecía el Obispo Sr. Cerre- 
ra. La prensa radical, no sólo no salió á la defensa de 
la Real orden de Hacienda, como habría sido lógico, 
puesto que se trataba de la aplicación de las leyes des- 
amortizadoras, sino que se mostró escandalizada de 
que continuase siendo Ministro de Hacienda el sefior 
Navarro Reverter, pretendiendo hacer creer que so- 
bre éste pesaba la pena de excomunión, con lo cual 
logró producir no escaso efecto en determinados ele- 
mentos. 

El Gobierno estimó necesario acudir á Su Santidad, 
y así lo hizo; se incoó en el Vaticano el correspon- 
diente expediente, pero cuando recayó resolución en 
el asunto habían pasado ya tales cosas y se hallaba la 
opinión solicitada por tan magnos problemas, que na- 
die se fijó en aquélla. 

La conducta del Obispo de Mallorca, qué sin utilizar 
los recursos legales se había lanzado por tales cami- 
nos, era tanto más deplorable, cuanto que el carlismo 
volvía á dar señales de vida como partido de acción. 

Los temores que inspiraba la actitud de los Estados 
Unidos, pues fácilniente se comprendía que éstos se 
preparaban á intervenir en Cuba á pretexto de una in- 
surrección que en aquéllos había encontrado aliento 
y apoyo; el encono con que se combatían los dos par- 
tidos monárquicos que vi^an dentro de la legalidad, 
y la división de los conservadores en dos fracciones 
que se hacían erada guerra, todo alentaba á los car- 
listas, los cuales, en previsión de posibles catástro- 
fes, se aprestaban á tomar parte activa por medio ds 



— mi ^ 

las arma?» en la política española. Como la opinión en 
Europa, ?obre no ser muy favorable á la conducta del 
Gobierno de Madrid, se hallaba dominada por cierto 
pesimiarao respecto al porvenir de España, no falta- 
ron en aquélla elementos que apoyaseu masó menos 
directamente á loa conspiradores— y posible es que 
cuando se escriba la Historia de este período (1), so 
ponga en claro algo que ha de causar general sor- 
presa;— pero entre esos elementos no se hallaba la 
Santa Sede, á la cual hay que hacer la justicia de reco- 
nocer que, perseverando en la conducta observada 
desde la muerte de D, Alfonso XII, principalmente, 
hizo cuantos esfuerzos estuvieron á su alcance para 
que no se perturbase la paz, prestando con ello un in- 
menso servicio á España, 

Se contó por la prensa, en Noviembre de 1897, un 
hecho que, de ser exacto, demostraría hasta qué pun- 
to cuidó la Santa Sede de no alentar en manera alguna 
á los carlistas. Se dijo que el pretendiente D. Carlos 
encargó á un personaje de su confianza, perteneciente 
g la aristocracia romana y pariente suyo, que formu- 
lara ciertas protestas de respeto y sumisión en el 
Vaticano. El comisionado no consiguió ser recibido 
por el Papa, el cual encargó al Cardenal Rampolla que 
manifestase á aquél que «^laa dolorosas pruebas por 
que en la actualidad está atravesando España, le inspi- 
ran la creencia de que su deber es excitar á todos los 



(1) En estoi^ últimos sfiñB ^e han publicíido ám obras; 
^Jüpañfi y la Üef/fncia, AnaJrji ih dirz y jíe¿sf mlo^, por D. An- 
tonio Pihála/o Historia íU ía Rrfjpuvia de Doña María 
Cristina de HahüíUrgfyLorena^ p^ir I). Juan Ofteoa V Ru- 
bio; pom ning'iiDa de las dos constituyo iii potíín coostitiUr 
un verdadero estudio histórico de período tíin iiitoresante, tnii 
Accidentado y ha?^tft tan tráfico como el de IJ^Mo A lti02, por- 
<|üe la iiunonija mayorlíi de los doeiinieiitoií, así oficiales como 
l^articularesj, no pertenecen aúti al dominio público. 
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patriotas i la ooncordia, único medio para que se le- 
vante de su postración el país». El Cardenal afiadió 
qne Su Santidad apreciaba en lo que valía la respe- 
tuosa gestión de D. Carlos, pero que los católicos es- 
pañoles, lo mismo que los franceses, debían respetar 
la Constitución del país. Los carlistas se mostraron 
muy disgustados, y haciendo, como siempre, caso 
omiso de los consejos y de las excitaciones de la Santa 
Sede, siguieron conspirando, aunque sin obtener re- 
sultado alguno, por fortuna. 

No se contentó el venerable León XIII con excitar á 
todos á la concordia en el interior, sino que procuró 
evitar á Espafia los horrores de la guerra con los Es- 
tados .Unidos. 

Cuando al comenzar el mes de Abril de 1896 pare- 
cía inminente el rompimiento entre ambas naciones, 
porque el Gabinete de Washington había llevado sus 
crecientes exigencias á límites incompatibles con la 
dignidad de Espafia (1), el Cardenal RampoUa fué á 
visitar al Embajador español en el Vaticano y le ex- 
puso que las noticias que recibía de Washington eran 
i|iuy graves, porque si bien el Presidente de la Repú- 
blica estaba deseoso de arreglar la cuestión (2), se en- 
contraba arrollado por las Cámaras; que la diñoaltad 
consistía en quién había de pedir la suspensión de 



(1) Los Estados Unidos querían que se concertase un ar- 
misticio inmediato que durase hasta el primer dia de Octu 
bre, durante el cual se negociase para obtener la paz, can- 
tando para ello con los amistosos4)ficio8 del Presidente; que 
se revocase inmediatamente la orden relativa á los reconcen- 
trados, y que los necesitados fuesen socorridos con alimento? 
y recursos enviados por la República. Es decir que, en el 
fondo, lo que se buscaba era la intervención de los Estadas 
Unidos entre Cuba y España. 

(2) Esos eran los informes que tenía el Vaticano, pero 
toda la conducta de Mr. Mac-Kinley antes y después de est« 
demostró lo contrario. 
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hostilidades; que el Presidente de la República pare- 
cia may dispuesto á aceptar el apoyo del Papa, y que 
éste, deseando ayudar á España, quería saber si la Ín- 
ter vencióa de Su Santidad pidiendo el armisticio de- 
Jaba á salvo el honor nacional^ y ai esa intervención 
sería grata á S, M. y al Gobierno (1). 

El Gabinete de Madrid había hecho exploraciones 
cerca délas Potencias, y de las respuestas obtenidas, 
algunas muy amistosas y otras meramente correctas, 
deducía la impresión de que no cabía esperar acción 
alguna de positiva efícacia por parte de los Gabinetes 
europeos. Comenzaron á tocarse las tristes consecuen- 
cias de creer posible vivir en el aislamientOj y com- 
prendiándolo así, el Gobierno español se apresuró á 
contestar al Embajador de S. M. en Roma aceptando 
el ofrecimiento de Su Santidad, 

«Desde el momento— dijo— en que el Presidente de 
los Estados Unidos se halla dispuesto á aceptar el apo- 
yo de Su Santidad^ la Reina de España y su Gobierno 
acogerán agradecidos su mediación, y para facilitarla 
elevada misión de paz y concordia que Su Santidad 
inicia, prometen también acoger la propuesta que de 
ima suspensión de hostilidades formule ó trasmita el 
Santo PadrOj haciendo presente á Su Santidad que al 
honor de España conviene vaya unida á la tregua la 
retirada de las aguas de las Antillas de la escuadra 
americana, con objeto de que la República norteame- 
ricana demuestre también su propósito de no atentar 
ni sostener voluntaria ni involuntariamente la insu- 
rrección de Cuba» (2)» 



(1) Tolügrania do I Embajador de España en Eoma, sañor 
Merry, al Ministro do Estado, fecha 2 de Abril de 1898 (in- 
cierto' en el Libro j-ojo de 189^)* 

(2) TelegTama del Ministro de Estado al Embajador en 
Eoma, íecha 3 de Abril (Ingerto en el Libro rojo de 18^). 



- 390 — 

En vista de esto, el Arzobispo Ireland, qae de San 
Pablo se había trasladado i Washington, de orden de 
Su Santidad, para trabajar por la paz, celebró algunas 
conferencias con el Presidente de la República y con 
el Representante de Hspafia, mostrando en sus conver- 
saciones con éste que creía ineyitable la guerra. No 
consta que la Santa Sede llegase á formular proposi- 
ción alguna, y el Gobierno, poi' su parte, tampoco hizo 
nada. Sin duda hubo en esto un error, pues las gran- 
des Potencias entendieron que Su Santidad había pe- 
dido la suspensión de hostilidades en Cuba, y buena 
prueba de ello es que los Representantes de aquéllas 
en Madrid visitaron colectivamente el 9 de Abril al 
Ministro de. Estado en su domicilio, para aconsejarle 
que España accediese á las elevadas instancias de 
León XIIL Sólo entonces se decidió el Gobierno á de- 
cretar la suspensión, y así se lo comunicó el mismo 
día al Embajador de Austria y al Representante de 
S. M. cerca de la Santa Sede (1). 

Era ya tarde. Cuarenta y ocho horas después, el 11, 
el Presidente presentaba su Mensaje pidiendo á las 
Cámaras autorización para emplear la fuerza, autori- 
zación que nadie ponía en duda sería concedida. En- 
tonces el Gobierno dirigió al Embajador de S. M. cer- 
ca del Vaticano el siguiente telegrama, fecha 14 de 
Abril: 

cLas esperadas resoluciones de las Cámaras de los 
Estados Unidos obligarán probablemente al Gobierno 
de S. M. á adoptar nuevos acuerdos cuyo carácter esté 
en relación con las circunstancias; pero aceptada an- 
teriormente por él la mediación de Su Santidad, esti- 



(1) Es indudable que el Gobierno esperaba ¿ que los Ej^- 
tados Unidos aceptasen la condición de retirar su e^scuadra 
de las aguas de las Antillas. 
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ma como un deber el conocer, á este propósito, la úl- 
tima palabra del Santo Padre, no tanto porque abri- 
gue 0!spenmz}i3 de uu resultado pacjñco de su elevada 
y boiidadosa misión, compatible con nuestro honor y 
dignidad nacíoual, sino como muestra de respeto y 
gratitud á la Santa Sede^ así como para que sirva de 
sagrada sanción á la justicia de nuestra causa.'» 

La cootestacióa que diÓ el GardenaL Rampolla fué 
la única que podía sen La i oter vención de la Santa 
Bede^ acaso no muy decididamente secundada por sus 
Agentes en Wasliington, liabia fracasado, como hubo 
de fracasar la gestión de las grandes Potencias^ ejer- 
cida casi por fórmula, j León XIII no pudo hacer más 
que deplorar Ja esterilidad de sus buenos deseos. <Sn 
Santidad --dijo el Secretario de Estado— no renuncia 
á la esperanza, aunque tenue, de que á la efervesceu- 
cía de las pasiones suceda la serenidad de juicio, que 
abra camino á un honroso arregto. Deja á la sabida- 
ría y libre acción del Gobierno de S. M. el adoptar las 
medidas que juzgue necesarias para la tutela de 9U 
derecho y dignidad; pero, puesto que desea conocer 
la última palabra del Papa en cuanto sea compatible 
con el honor y la razón de España, que á Su Santidad 
no podría ser indiferente, recomienda qne no se pre- 
cipiten los sucesos y que se guarden la calma y digni- 
dad qne tantas simpatías han granjeado en el mundo 
civilizado á su buena causa» (1). 

Por causas que no es éste el lugar de juzgar^ la gue- 
rra se hizo inevitable. Gomenzarou las hostilidades^ 
pero la lucha fué tan breve como desastrosa, y Espa- 
ña se vio obligada á solicitar la pazj que el país acep- 



(1) Telegrama del Embajador de S- M. cerca de la Santa 
Sede al Ministro de Estado, fecha IB de Abril (inaerto en el 
l,ibrú rojo do lHd6). 



tó, no obstante su extrema dureza, con ana resig- 
nación sublime 6 un indiferentismo suicida — sólo 
la Historia podrá decir en su día si merecía uno 
ú otro califlcátiTO la actitud de España, aunque es 
de temer que sea el segundo j no el primero el que 
escriba. 

Concertada la paz y desvanecido, por causas que no 
son aún del dominio de la Historia, el temor que exis- 
tía de que el carlismo se alzase en armas, parecía na- 
tural que los partidos que no habían sabido evitar la 
total pérdida de los últimos restos del imperio colo- 
nial espafiol, se consagrasen por entero i remediar en 
lo posible las consecuencias de sus errores y aunasen 
sus esfuerzos para evitar la bancarrota que amena- 
zaba á la Hacienda y para impulsar el desarrollo de 
la riqueza pública; y no era de creer, lógicamente 
pensando, que ya que en tan buenas relaciones vivía 
España con la Santa Sede, se suscitasen cuestiones ca- 
paces de turbar aquéllas y de dividir á los que nece- 
sitaban estar muy unidos para resolver la tremenda 
crisis en que se veía envuelto el país. Desgraciada- 
mente no fué así. 

Habiendo caído del poder los liberales, en Marzo 
de 1899, el Gobierno conservador, presidido por el 
Sr. Silvela y del que formaba parte como Ministro de 
Hacienda el Sr. Yiilaverde, se consagró á la patriótica 
obra de reorganizar la Hacienda; pero fué objeto des- 
de luego de rudísima oposición por parte de sus ad- 
versarios, á los cuales no se les ocurrió cosa mejor 
que plantear el problema de las órdenes religiosas, 
provocando en el país una agitación que, aunque te- 
nia mucho de artificial, no dejaba de entrañar peli- 
gros. 

Verdad es que la Real orden dictada por el Grabi- 
nete Cánovas en Junio de 1880 había caído en el ol- 
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vido, y que, especiatmente desde que subió al poder 
en Francia M. Waldeck-Rousaeau, la inmigración de 
religiosos era numerosa (1); pero verdad es también 
qae, sieso exigía remedio, fácil era ponerlo sin nece- 
sidad de alarmar al país con propagandas que herían 
las creencias y loa sentimientos de la mayoría. Sin 
embargo, es nn hecho qne la agitación cundió, que ia 
alarma se produjo, y que al terminar el siglo xix> en 
los momentos en que preocupaba al mundo cristiano 
la probabilidad de que en breve plazo se plantease de 
nuevo el problema de la sucesión de León XIII, la 
cuestión religiosa, mejor diuho, la cuestión de las 
Órdenes monástioasp que constituía casi exclusiva- 
mente el programa de los radicales españoles, ame- 
nazaba perturbar las relaciones entre España y la San- 
ta Sede. 

Para poner termino á estas páginas resta sólo decir 
dos palabras acerca del movimiento habido en el per- 
sonal de Nuncios durante los últimos años. 

Monseñor Cretoní, que, como queda consignado, 
tomó posesión de la Nunciatura el 29 de Mayo de 189:3, 
la desempeñó hasta el 26 de Noviembre de 1896, en 
cuya fecha cesó por haber sido elevado á la dignidad 
cardenaUcia. Para reemplazarle se nombró á Monse- 
ñor José Francisca-Nava di Bontifá, Arzobispo de Ca* 



(1) Durante loa últimoa años del ei^lo xix la política frao- 
i^esa adquirió alarmantes caracteres (le iut^stabilidatL T^oi 
Ministerios presididos por León BourgeDis, Meline^ BrLssou y 
Dupnj tuvieron corta duradón, Al fin, constituido en Junio 
df 18yí> el Gabinete Waldeck-Rousseau, del que formaron* 
parte socialistas como Millerand j Bandiu, &q inangaró una 
polltiea que tenia por principales objetivos el probleuia po- 
lítico-religioso, el problema aoelaí y el problema interna- 
cional. 

Del prpgrama de Waldeck-Rouasean tomaron los radicales 
españoles sus ideai. 
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tania y Nuncio que era en Bruselas, el cual tomó po- 
sesión el 30 de Diciembre siguiente, ejerciendo su car- 
go hasta que, habiendo sido agraciado con la sagrada 
púrpura, fué designado para sucederle el mismo que 
había ocupado su Tacante en Bélgica, Monseñor Arf s- 
tide Rinaldini, que se posesionó de su nuevo cargo el 
29 de Diciembre de 1899. 



APÉNDICE' I 

DBCRBTO SOBRE FÁCULTAbBS DE LOS PRELADOS 



La Divina Providencia se ha servido llevarse ante si en 29 
de Agosto último el alma de nuestro Santísimo Padre Pío VI; 
y no pudiéndose esperar de Us circunstancias actuales de 
Europa, y de las turbulencias que la agitan, que la elección 
de un sucesor en el Pontificado se haga con aquella tranqui- 
lidad y paz tan debidas, ni acaso tan pronto como necesita- 
ría la Iglesia; á fin de que entre tanto mis vasallos de todos 
mis dominios no carezcan de los auxilios precisos de la Reli- 
gión, he resuelto que hasta que Yo les dé á conocer el nuevo 
nombramiento de Papa, los Arzobispos y Obispos usen de 
toda la plenitud de sus facultades conforme á la antigua dis- 
ciplina de la Iglesia para las dispensas matrimoniales y de- 
más que les competen: que el Tribunal de la Inquisición siga 
como hasta aqui ejerciendo sus funciones, y el de la Rota 
sentencie las causas que hasta ahora le estaban cometidas en 
virtud de comisión de los Papas, y que Yo quiero ahora que 
continúe por si. En los demás puntos de consagración de 
Obispos y Arzobispos, ú otros cualesquiera más graves que 
puedan ocurrir, me consultará la Cámara, cuando se verifi- 
que alguno, por mano de mi primer Secretario de Estado y 
del Despacho, y entonces, con el parecer de las personas á 
quienes tuviese á bien pedirle, determinaré lo conveniente, 
siendo aquel supremo tribunal el que me lo represente, y á 



— 3% — 

quien acudirán todos ios Prelados de mis do mi tilos haf>ta 
nueva orden mía. Tendráse entendido en mi Consejo y Cá- 
mará, y expedirá ésta las órdenes correspondientes á los re- 
feridos Prelados eclesiásticos para su cumplimiento. --En Sait 
Ildefonso á 5 de Septiembre de 1799. 
(Gaceta de Madrid del 10 de Septiembre de ]7ít9.) 



/ APÉNDICE n 

ABOLICIÓN DBL VOTO DB SANTIAGO 



Las Cortes generales y extraordinarias, en uso de su su- 
prema autoridad, han decretado y decretan la abolí cióti de 
la carga conocida en yarias provincias de la España europea 
con el nombre de voto de Santiago. — Lo tendrá entendido la 
Regencia del Reino, y dispondrá lo necesario á su cumpli- 
miento, haciéndolo imprimir, publicar y circular.— Dado en 
Cádiz á 14 de Octubre de 1S12.— Francisco Morrea, Vice- 
presidente.- Juan Bernardo O'Gavan, Diputado Secretario. 
—Juan QuintanOj Diputado Secretario.— Á la Regencia del 
Reino. 

{Colección de los Decretos y Ordenes que han eaipedid& las 
Cortes, etc.— Tomo III, pág. 187.) 



APÉNDICE in 

ABOLICIÓN DB LA INQUISICIÓN: BSTABLBCIMIENTO DQ LOS 
TRIBUNALBS FR0TBCT0RB8 DB LA FI3 

Las Cortes generales y extraordinarias, queriendo que lo 
prevenido en el artículo 12 de la Constitución tenga el tuis 
cumplido efecto, y se asegure en lo sucesivo la fleí observan- 
cia de tan sabia disposición, declaran y decretan: 



~*piit5Bn.H^. • r^" ■ V^^ V~-' ■ 
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CAPITULO I 

Art. I. La Religión Católica, Apostólica, Bomana será 
protegida por leyes conformes á la Constitución. 

IL El Tribunal de la Inquisición es incompatible con la 
Constitución. 

III. En su consecuencia se restablece en su primitivo vi- 
gor la ley II, titulo XXVI, Partida VII, en cuanto deja ex- 
peditas las facultades de los Obispos y sus Vicarios para co- 
nocer en las causas de fe, con arreglo & los sagrados Cánones 
y Derecho común, y las de los Jueces seculares para declarar 
é imponer á los herejes las penas que señalan las leyes, ó que 
en adelante señalaren. Los Jueces eclesiásticos y seculares 
procederán en sus respectivos casos conforme á la Constitu- 
ción y á las leyes. 

IV. Todo español tiene acción para acusar del delito de he- 
rejía ante el Tribunal eclesiástico^ en defecto de acusador, y 
aun cuando lo haya, el Fiscal eclesiástico hará de acusador. 

V. Instruido el sumario, si resultare de él causa suficiente 
para reconvenir al acusado, el Juez eclesiástico le hará com- 
parecer, y le amonestará en los términos que previene la 
citada ley de Partida. 

VI. Si la acusación fuere sobre delito que deba ser casti- 
gado por la ley con pena corporal, y el acusado fuere lego, el 
Juez eclesiástico pasará testimonio del sumario al Juez res- 
pectivo para su arresto, y éste le tendrá á disposición del Juez 
eclesiástico para las demás diligencias hasta la conclusión de 
la causa. Los militares no gozarán de fuero en esta clase de 
delitos; por lo cual, fenecida la causa, se pasará el reo al 
Juez civil para la declaración é imposición de la pena. Si el 
acusado fuere eclesiástico secular ó regular, procederá por si 
al arresto el Juez eclesiástico. 

VIL Las apelaciones seguirán los mismos trámites, y se 
harán ante los Jueces que correspondan, lo mismo que en to- 
das las demás causas criminales eclesiásticas. 

VIII. Habrá lugar á los recursos de fuerza, del mismo 
modo que en todos los demás juicios eclesiásticos. 



IX. Ki*tmriíií» &] ¡lúdn ttlmli^iko^ se pasará íe>*timom<* 
áp la cansa ñ\ Jnet sfícnlnr. iitit^djindo dcíde enfionceá ol rari 
á Bn flíftposlcíijn, pfti'A <|U0 proceda á iinponoiio la ponA i\ (\n^ 
haya lugar por tm leye». 

CAPÍ rrrx) n 

Art, L El Hoy tnmai'A todas las medid a# coiivetilení.c« 
para que no b© introduzcan en el Roino por tas adtmniie mu* 
rJtimatt y frntiterjzafe libros; ni etscHtos prohibidoe, 6 qne écan 
coutrarioi ú la KeHghVn, eiíjetátidose los que circulen á laa 
disfiíjsicíones BÍg-uientefi, y á las de la ley de la libertad de im- 
prenta. 

IL El R. Obispo A sn Vicario, previa la eonsura corres- 
pon rt i e rj t e d ü rjue liab la la ! ey de la 1 í lie rtad di? i m p rea ta, 
dará o negar/i la licencia de ¡mprisiir los escritos de RnU^ri^n, 
y probíhirA Ioa qno soat; coTitTatKíS á ella, oyfíudrt íii: 
intereaadesj y lUJiübrandíí un defen^r cuando no híi; , 
quo loe ioB tenida. Loi Jueces seculares, bajo la más estrecha 
responsabilidad, recog-erán aquellos escritos tjue de ette 
modo prohiba el Ordinario, con jo íambíén los que se hayan 
hij preso tifi «u licencia, 

ni, Los autores (¡ue se sientan agraviados de los Ordina- 
rios eclesiásticos, ó por la negación de Ja licencia de impri- 
mir, ó por la prohibición de los impresíjs, podrán apelar al 
Jnex echaiástico íjue corresponda en la forma ordinaria, 

rV. Lfís Jueces eclesiásticos ix?mi tiran ü la Secretaria re&- 
poc t i vn d e G o 1^ rn ac i óít la 1 ist a d e I o & escrit os que h u b I e rea 
prohibido, la que se pasnrá al Consejo de Eistado para que 
exponga su dictamen, deapuéíí de haber oido p1 parecer da 
unaJnnta de personas ilustradas, que designará todo* im 
anos de entre las que remidan en la Corte; pudicndn aslaiii»- 
mo consultar á las demás que juzgue convenir» 

V. El Roy, después del dictamen del Conisejo de Kstado^ 
extenderá la lista de los escritos denmidadosque deban pro- 
hibirse, y con la aprobación de las Cortee la mandará publi- 
car; y eerá guardada en toda la Moriarquia como ley, bajo 
las penase que m entablczcau. 



1 
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Lo tendrá entendido la Eegenoia del Reino, y dispondrá 
ir* necesario á su cumpii mienta, baciéndolo imprimir, pnbJi- 
car y circular.— Díwjo on CádiK A 22 de Febrero de 1813.— 
Miguel Antonio de Zumalacdrregui^ P res i de nte."^¿ o reacia 
Ccpstüio^ Diputado Secrf^tario,— Jííítíi María nerrtira, Dipu- 
tado Secretaria.— A Ifi Regencia dei Reino. 

( Colección de ios Decretos y Ordenes que han expedido las 
Cortes j etc.-^Tomo 111, pág. 215>) 



APÉNDICE IV 

* 

0RDI3N DE LAS CORTES MANDANDO LEER HN LA8 PAEROQÜlAS 
mL DECKBTO ANTERIOR Y BL MANIFIESTO EN QUE @B EX- 
PONEN HUa FUNDAMENTOS T MOTIVOS, 



Lafl CoTtesí generales y extraordinarias, queriendo que lle- 
gnen á noticia de todos los ftmdamentos y rascones que lian 
tenido para abolir la Incjuisiciónj sustituyendo en au Jugar 
los Tribunales protectores de la Eeligión, hau venido en de- 
cretar y decretan: El manifiesto que las mistnaa Cortes han 
compue&tn con el referido objeto se leerá por tres domingoa 
consecutivos, contados desde el inmediato en que se reciba la 
orden ^ en todas la^; parroquias de todos loa pnebJos de la Mo- 
narquía^ antes del ofertorio de la misrt mayor- y á la loctura 
de dicho mauifieato seí^nírá la del decreto de establecimiento 
de los expresados Tribu nales —Lo tendrá entendido la Re- 
g-encla pnra áu cumplimiento, haciéndolo imprimir, publicar 
j circuiar.—Dado en Cádi^ á 22 de Febrero do ISV^.— Miguel 
Antonio de Znvudardrreffui, Presidente.— J^¿ ore;* dy Casti* 
llo^ Diputado Secretario-— J¿/rt?i María Herrera ^ Diputado 
Secretario-— Á la Hegoncia del Reino. 

(ÜQÍe^^ián de loa Decretos t¡ Ordenes que han expedido las 
Cortes, etc.— Tomo DI, pág, 218.) 
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APÉNDICE V 

ORDEN DB LAS CORTES MANDANDO QUITAR DE LOS PARAJES 
PÚBLICOS Y DESTRUIR LAS PINTURAS Ó INSCRIPCIONES DE 
LOS CASTIGOS IMPUESTOS POR LA INQUISICIÓN. 



Las Cortes generales y extraordinarias, atendiendo á que 
por el articulo 305 de la Constitución ninguna pena que se 
imponga, por cualquier delito que sea, ha de ser transcen- 
dental á la familia del que la sufre, sino que tendrá todo su 
efecto sobre el que la mereció; y á que los medios con que se 
conserva en los parajes públicos la memoria de los castigos 
impuestos por la Inquisición irrogan infamia á las familias 
de los que los sufrieron, y aun dan ocasión á que las perso- 
nas del mismo apellido se vean expuestos á mala nota, han 
venido en decretar y decretan: Todos los cuadros, pinturas ó 
inscripciones en que estén consignados los castigos y penas 
impuestos por la Inquisición, que existan en (as iglesias, 
claustros y conventos, ó en otro cualquier paraje público de 
la Monarquía, serán borrados ó quitados de los respectivos 
lugares en que se hallen colocados, y destruidos en el peren- 
torio término de tres días, contados desde que se reciba el 
presente decreto.— Tendrálo entendido la Eegencia del Rei- 
no para su cumplimiento, y lo hará imprimir, publicar y cír» 
cular.— Dado en Cádiz á 22 de Febrero de ISIS.— Miffud An- 
tonio de Zumalacárreguiy Presidente. — Florencio Castillo, 
Diputado Secretario.— Juan María Herrera, Diputado Se- 
cretario.— A la Regencia del Reino. 

{Colección de los Decretos y Ordenes que han expedido last 
Cortes, etc. -Tomo III, pág. 219.) 



— 401 ^ 



APÉNDICE VI 

DECRETO DE LAS COETBÍl DECLARANDO NACIONAI^BS LOS 
BUINES QUE FUERON DB LA INQUISICIÓN 



Uno de )na graves CRidfidos que niáa ocupan la ateticlén 
de las Cortes generales y extraordinarias se dirige á poner 
cobro & los bienes y derechos de la Nación, y á proveer que 
so administren con Is mayor economía y exactitud, evitando 
fin malversación, á fin de que el producto de elloK se invierta 
en los grandes objeton de nuestra defensa y libertadj ó en 
otros fines de reconocida tililidad nacional, y que los pueblos 
no sufran más sacrificios d^ impuestos y contribuciones que 
aquellos que sean absolutamente precisos. Con esta idea han 
decretado ]q siguiente: 

Art. I, Hallándose suprimidos los Tribunales de la In- 
quisición en toda la Monarquía española desdo el 26 de 
Enero último, en que las Cortes generales y extraordinarias 
decretaron el restablecimiento de !a ley II ^ título XX VI de 
la Partida VII, en cuanto deja expeditas las facultades de 
los Obispos y sus Vicarios para conocer en las cansas de fe, 
con arreglo á los sagrados Cánones y Derecho común , que- 
daron Tacantes los bienes, asi muebles como raices ó semo- 
vientes, los derechos y acciones, los patronatos, censos y 
atrás cualesquiera prestaciones porten ocien tesí á la Inquisi- 
ción, ora estén poseídas, ó solamente demandadas. 

U. Desde dicho día en adelante pertenecen A la Nación 
estos bienes^ en los mismos; tórminOií ó igual derecho que la 
Inquisición loa poaeia, disfrutaba ó demandaba. 

JII. Asi como eí Estado se subroga á la Inquisición en el 
dominio y posesión do todos estos bienes, derechos y accio- 
neSj del mismo modo reconoL'erá como propias las obligacio- 
nes á que estuvieren afectos, y las cumplirá ó hará cumplir 
puntualmente, aun cuando su valor no alcance á cumptlrlas 
todas. 
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IV. Toda enajenación ó venta de los expresados bienes 
y derechos que se hubiere hecho desde el citado día 26 de 
Enero, ó las que en adelante puedan hacerse por cuerpos ó 
personas distintas de las que el Gobierno depute y autorice 
competentemente á este fin, serán reputadas como nulas, y 
los bienes en que consistan reintegrados completamente á la 
Nación. Lo mismo debe entenderse de las ventas hechas con 
anterioridad al referido día 26 de Enero, si se hubieren he- 
cho sin autoridad legitima y sin las formalidades y requisi- 
tos necesarios; incorporándose á la masa general los bienes 
en que consistan, y cualesquiera otros muebles ó semovien- 
tes que se hubiesen depositado ó sustraído para salvarlos de 
la usurpación de los enemigos, ó con cualquiera otro mo- 
tivo. 

V. Los que sustrajeren ó hubieren sustraído bienes, mue- 
bles, alhajas, dinero; los que ocultaren libros de cuentas, es- 
crituras ó cualquiera clase de documentos pertenecientes á 
la Inquisición, ó á la comprobación de sus bienes y derechos, 
serán castigados con las penas establecidas ó que se estable- 
cieren contra los usurpadores, ocultadores y defraudadores 
de bienes nacionales. 

VI. £1 Gobierno, sin crear para ello nuevas oficinas, ^i- 
cargará á los Intendentes de las provincias donde haya ha- 
bido establecido Tribunal de la Inquisición, y en las que no 
hubiere Intendente, al empleado principal de la Hacienda 
pública, que ocupen y tomen pqsesión, á nombre de la Na- 
ción, de los expresados bienes y demás efecto)^. 

VII. Quedará por ahora el cuidado de la adiiÜDistracion 
á las mismas personas encargadas de ella por el Tribunarl ú*'* 
la Inquisición, y sin alterar en nada los precios de los arrem- 
damientos de tierras y edificios que estuvicr<?n hochos, ni 
lanzar de ellos á los arrendatarios ó inquilinos, í^fempre qut* 
satisfagan el precio estipulado y cumplan las condiciones lif 
sus contratos. 

VIII. Los Intendentes y encargados de dirba ficuj>aciÓ!i 
con la intervención de las Diputaciones provinciales^ que tfr 
ñalael párrafo 2.° del art. 135 de la Constitucióíi, recogeráií 
por inventario los libros de cuenta y razón, df cualquiers 
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4;laae que sean, pei-tenecientes á la administrad óu de bienes, 
rubricando y gel lando la primera y última foja^ y poniendo 
tllligeneia autorizada que acredite ol número de ellas f^ue el 
libro contuviere, 

IX. También recogerán por inventario y pondrán en se* 
g-ura custodia todas las escnturaííj documentos j demás pa- 
pelea pertenecientei á loa bienes^ fundaciones de patronatoi, 
cofradías ó hermandades que hayan estado bajo la protección 
ó dirección de la Inquisición. 

X. Procederán también inmediatamente á recoger las nó- 
minas de empleados y dependientes de dichos Tribunales, ^v 
la» cnale? se Jes acostumbraba pagar sns sueldos ó salarios, 
y cuidarán do qne por ellas mismas se formen con distinción 
y claridad otras nuevas, que autor jicara el Intendente, ó el 
que accidentalmente hiciere sus veccs^ es presándose no s6lu 
el nombre de la persona, sino también el oñcio ó ejercicio 
que hubiere tenido ó tuviere en el Tribunal. 

XK En las provincias donde no se hayan establecido toda^ 
vía Diputaciones provinciales, prestarán la intervención pre- 
venida en el art- VIII las Juntas provinciales hasta que se es- 
tablezcan las Diputaciones; y donde no hubiere JuutaB, lo 
ejecutarán sus respectivos Ayuntamientos. 

XIL Todos loa empleados y dependientes de la Inquisi- 
ción continuarán gozando por ahora do los sueldos y asiíí:na- 
ciones que antes de la extinción hubieren goxado, y los per- 
cibirán bajo su recibo y con la intervención cor respon diente , 
sobre los mismos fondos que se les han pagado ha^ta aqui^ 
pero quedarán sujetos á los mismos descuentos que sufren 
Jos demás empleados públicos, con arreglo ai Decreto de las 
Cortes de 2 de Diciembre de 1810. 

XIII. Los Jueces y otros ministros y dependientes ecíe- 
siástícos y seculares de la Inquisición, que hasta ahora han 
¿rozado ó que en adelante obtuvieren prebendas, beneficios 
eclesiásticos ü otro cualquiera destino de renta igual ó supe- 
rior á la asignada como fija á dichos oficios do Inquisición, no 
podráT» continuar percibiendo la renta ó f neldo que les esta- 
ba asignado por ella. 

XIV. Si la renta eclesiástica ó sueldo que inde]>end¡en- 
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temen te del oficio de Inquisición gozan bub ministros y de- 
pendientes fuere inferior, selles continuará pagando solamen- 
te la cantidad que falta á completar los sueldosy asignaciones 
que les estaban declarados por sus empleos y ministerios del 
Tribunal; entendiéndose lo uno y lo otro hasta que obten- 
gan prebendas, beneficios ó empleos de igual 6 superior renta. 

XV. Los Intendentes y encargados por las Diputaciones 
provinciales, por las Juntas en falta de aquéllas, y por los 
Ayuntamientos en defecto de ambas, remitirán al Gobierno 
copias autorizadas é intervenidas, asi de los inventarios que 
han de practicar de los bienes y títulos de pertenencia arriba 
expresados, como de las nóminas de empleados y dependien- 
tes de la Inquisición y de sus respectivos sueldos y asignacio- 
nes; y de estos Inventarios cuidará el Gobierno de remitir á la 
Cortes una copia autorizada, para que quede en su archivo. 

XVI. El Gobierno cuidará de atender en la provisión de 
prebendas y otros beneficios y empleos eclesiásticos á los mi- 
nistros y dependientes de esos Tribunales que fueren del es- 
tado sacerdotal, según su mérito y aptitud, é igualmente á 
ios dependientes seculares en los destinos del servicio nacio- 
nal para que fuesen á propósito, con el fin de que la Hacien- 
da nacional quede libre del pago de sus sueldos, y los mismos 
empleados de una y otra clase no queden privados de los as- 
censos de que fueren dignos en sus carreras respectivas. 

XVII. Finalmente, si alguno de los edificios que hasta 
aquí han pertenecido á la Inquisición fuere á propósito para 
fijar en él algún establecimiento público y nacional de reco- 
nocida utilidad y conveniencia para el Estado, podrá el Go- 
bierno hacer aplicación de él ai insinuado objeto, pasando 
noticia á las Cortes de haberlo ejecutado. 

Lo tendrá entendido la Regencia del Reino y dispondrá lo 
necesario á su cumplimiento, haciéndolo imprimir, publicar 
y circular.— Dado en Cádiz á 22 de Febrero de 1813.-— Miguel 
Antonio de Zumalacárregui, Presidente. — Florencio Ccuii- 
lio y Diputado Secretario. — Jtuin María Herrera^ Diputado 
Secretario.- Á la Regencia del Reino. 

{Colección de los Dtcretos y Ordenes que han expedido las 
Cartesy etc.— Tomo III, pág. 220). . 
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APÉNDICE Vn 

REAL DRCBETO COMrNU'ÁDO POR KL HIKIUTBEIO DBGEAClA T 

JUSTICIA AL PRESIDENTE DEL CONSBjOj POR EL CUAL EES- 

tablecb s. m. la compañía de jesús en lab ctUDADea Y 

PUEBLOS QUE LO HAN PEDIDO. 



Excmo Sr.: Can esta fecha se ha se trido «E Rey nuestro 
Señor dirigirme ei Real decreto eigiiientei 

«Desde que por la infinita y especial mií^ericordia de Dto& 
nueatrb Señor para conmigo j para con mis muy leales y 
amados ^'^asalíos me he visto e» rnodin de ellos restituido al 
f^'-loriofto trono de mis maj'oreSi son muchas y no iuterrnmpi- 
das hasta ahora las representaciones que se me han dirigido 
por provincias, i^iudades, villas y Judiares de mis Reinos^ por 
ArKobispoB, Obispoa y otras personas eclesiástica!! y aecuia- 
rcs de los mismos, de cuya lealtad, amor á su patria é inte- 
rés verdadero que toman y han tomado por la felicidad tem- 
poral y espiritual de mis vasallos me tienen dadas muy ilob- 
tres y claras pruebas, suplicándome nmy estrecha y encare- 
cidamente rae sirviese restablecer en todos mis dominios la 
Compañía de Jesús, representándome las ventajas que resul- 
tarán de ello á todos niifi vasallos, y excitándome á seguir ©1 
ejemplo de otros Soberanos de Europa, que lo han hecho en 
sus Estados, y muy particularmente el respetable de S* S^ 
que no ha dudado revocar el Breve de la de Clemente XIV 
de 21 de Julio de 17T::Í, en que se extinguió la Orden de los 
Regulares de Ja Compañía de JenúSj expidiendo la célebre 
Constitución de 21 de Agosto del año último: Soííicitudine 
<}mniuin ecclesiaruTti^ etc. 

Con ocasión de tan serias instancias he procurado to- 
mar más detenido conocimiento que el que tenía sobre 
In falsedad de las imputaciones criminales que se han hecho 
á la Compañía de Jesús por los émulos y enemigos, no sólo 
£uyoa, sino más propiamente de la Religión santa de Jesu- 
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cristo, primera ley fundamental de mi Monarquía, que con 
tanto tesón y firmeza han protegido mis gloriosos predeceso- 
res, desempeñando el dictado de católicos, que reconocieron y 
reconocen todoa los Soberanos, y cuyo celo y ejemplo pienso 
y deseo seguir con el auxilio que espero de Dios; y he llega- 
do á convencerme de aquella falsedad y de que los verdade- 
ros enemigos de la Religión y de ios tronos eran los que tanto 
trabajaron y minaron con calumnias, ridiculeces y chismes 
para desacreditar á la Compañía de Jesús, disolverla y per- 
seguir á sus inocentes individuos. Asi lo ha acreditado la ex- 
periencia, porque si la Compañía acabó por el triunfo de la 
impiedad, del mismo modo y por el mismo impulso se ha vis- 
to en la triste época pasada desaparecer muchos tronos, ma- 
les que no habrían podido verificarse existiendo la Compañía, 
antemural inexpugnable de la Religión santa de Jesucristo, 
cuyos dogmas, preceptos y consejos con los que solos pueden 
formar tan dignos y esforzados vasallos como han acreditado 
serlo los míos en mi ausencia, son asombro general del uni- 
verso. Los enemigos mismos de la Compañía de Jesús, que 
más descarada y sacrilegamente han hablado contra ella^ 
contra su santo fundador, contra su gobierno interior y po- 
lítica, se han visto precisados ¿ confesar que se acreditó con 
rapidez; la prudencia admirable.con que fué gobernada: que 
ha producido ventajas importantes por la buena educación 
de la juventud puesta á su cuidado; por el grande ardor con 
que se aplicaron sus individuos ai estudio de la literatura 
antigua, cuyos esfuerzos no han contribuido poco á los pro- 
gresos de la bella literatura: que produjo hábiles maestros en 
diferentes ciencias, pudiendo gloriarse haber tenido un más 
grande número de buenos escritores que todas las otras co- 
munidades religiosas juntas: que en el Nuevo Mundo ejerci- 
taron sus talentos con más claridad y esplendor y de la ma- 
nera más útil y benéfica para la humanidad: que los softado^. 
crímenes se cometían por pocos: que el más grande número 
de jesuítas se ocupaba en el estudio de las ciencias, en las 
funciones de la Religión, teniendo por norma los principios 
ordinarios que separan á los hombres del vicio y les condu- 
cen á la honestidad v á la virtud. 
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Sin einliftrgo de todo, como mi augusto abuelo reservó en 
al los justas V j^rftves motivos que dijo haber obíigado á su 
pe«ar su Real ánimo Ala providencia que tomó do extrañar 
de todo» sus dominioa k los jeaultas, y ks domas que contie- 
ne la pragmática sanción de 2 de Abril de 17(57, que forma 
Ja ley Ilí, Hbro T, titulo XXVI de la NovlRimaKefoiülaeión, 
y como me con¿*ta su religiosidad, su sabiduría^ su experien- 
cia en el delicado y aublime arte de reinar; y como el nego- 
cio, por su naturaleza, lelacíonefi y trascendencia debía íser 
tratado y examinado on el mi Consejo para que con su pare- 
cer pudiera Yo asegurar el acierto en su resolución, he re- 
mitido á su consulta con diferentes órdenes varias de las ex- 
presadas instancias, y no dudo que en su cumplimiento me 
aconsejará lo mejor y más convouíente á mi lie al Persona y 
Estado, y á la felididad temporal y espiritual do mis vaaa- 
IloB, Con todo, no pudiendo recelar siquiera que el Consejo 
desconozca la necesidad y utilidad pnbliea que lia de seguir- 
se de! restablecimiento de la Compañía de Jesús, y siendo 
actualmente más vivas las súplicas cjue ^e rae bacen á este 
fin^ he venido en mandar que sío restablezca la religión do 
los jesuítas por ahora en todas las ciudades y pueblos que los 
han pedido, sin embargo de Jo dispuesto en la expresada 
Real pragmática- sanción de 2 de Abril de 1T(j7, y de cuantas 
leyes y Reales órdenes se han expedido con posterioridad 
para su cumplimiento, que derogo, revoco y anulo en cuanto 
sea necesario, para que tenga pronto y cabal cumplimien- 
to el restablecimiento de los colegios, hospicios, casas profe- 
sas y de noviciado, residencias y misiones establecidas en las 
referidas ciudades y pueblos que los hayan pedido; pero sin 
perjuicio de extender el restablecimiento á todos los que hubo 
en mis dominios^ y de que asi los restablecidos por esto Decror 
to, como los que se habiliten por la resolución que diere á 
consulta del mismo Consejo, queden sujetos a las leyes y re- 
gías que en vista de olla tuviere á bien acordar, encamina- 
das á la mayor gloría y prosperidaíj. do la Monarquía, como 
al mejor régimen y gobierno de la Compaulii de Jesús, en 
uso de la protección que debo dispensar á las Ordenes reli- 
ífiosas instituidas en mis Estados, y de la suprema autoridad 
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económica que el Todopoderoso hn depositado en mu manos 
para la de mis vasallos y respecto de mi corona. Tendr6is1a 
entendido y lo comunicaróia para sticumpUmit*nto á quien 
corresponda.» 

Y de orden de S. M. lo traejado á V. E, para su inteligencia 
y cumplimiento del Conseja). — Dios guarda á V. E. muchos 
años— Palacio 29 de Mayo de 1815. 

{Decretos del Bey D. Fernando VII.— Tomo 11, pá^. 354,) 



APÉNDICE VIH 

LEY DE 25 DE OCTUBRE DE 1S20 SÜI'RniIElfDO LAS ÓEÜBKBS 



Don Fernando VII, por [a ^raL*ia de Dios y por la Consti- 
tución de la Monarquía eepafitíla, Rey de las Españas, á to- 
dos los que las presente vieren y entendieren, sabed: Que las 
Cortes han decretado y Nos sancionado lo aiguietitc: 

«Las Cortes, después de haber ob!i;ervado todas las forma II* 
dades prescritas por la Constitución, han decretado ln si- 
guiente: 

Artículo 1.® Se suprimen todos los monastorioa de tas Ór* 
denes monacales; los de camniigns n^g-lareB de San Benito, de 
la congregación claustral Tarraconeu^ y Cesarauguátanai 
los de San Agustín y los Premonstratcnsos, los ' conventos y 
colegios de las Ordenes militares de Santiago, Calatrava, Al- 
cántara y Montosa; los de la de San Juan de Jerusalén; los 
de la de San Juan de Dios y de betlemitaíi, y todos. los demá^ 
hospitalarios de cualquier cla^e. 

Art. 2.® Para conservar la permanencia del culto divino 
en algunos santuarios célebre:^ deade los tiempos más remo- 
tos, el Gobierno podrá señalar el precian número de ocho ca- 
sas, y dejarlas al cargo de los monjes que tenga jmr conve- 
niente; pero con sujeción al Ordinario respectivo y al Pre- 
lado superior local que elig-ieren las mdsmoii, y con prohibí- 
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ción de dar hábitos y profeíaar novicios, proveyendo á la aub- 
sistencift de Los indivndtiots ]>or loa medios ^ue exprtjaan ¡os 
artltiiloa 5.* y 6,**, y al üulto con la caota quo estímií uece- 
saria. 

' Art, S.* Lo3 beneficios unidos á los monasterios y conven- 
tos que se suprimen por estíi íey qTif?dan restituidos ásu pri- 
mitiva libertad j proTisión Real y ordinaria respectivamentü; 
pero los actuales poseedores de curato.^, prebendas, éneo* 
miendas, oficios ú otras cualesquiera piezas de ]>rosentación 
He al, continuarán en el ejercicio y disfrute de ellas, y en el 
pago de pensiones alimenticias con í^ue se hallen gravada» á 
favor de individuo?, depositando en tesorería las de otra na- 
tm-aleza^ previa la correspondiente liquidación y examen. 

Art. 4.^ Loa méritos contraidos en sus res|>ectivo3 institu- 
toi, y laa graduaciones que hayan obtenido en ellos los rolí- 
g-íosos, serán atendidos muy particularmente por t^l Gobierno 
en la provisión de arsíobisipados, obispados, prebendas y de- 
más beneficios eclesiáiíticoa. 

Art. 5." Á todo monje ordenado in sacris^ que no pa&e 
de cincuenta años al tit^mpo de la publicación del presentí* 
Decreto, se abonarán anualmente 300 duiados: al que exce- 
da de cincuenta, pero no lleg"uo á sesenta, se le abonarán 40(í, 
y 600 á los mayores de seaenta. 

Art, 6." Los demás monjes profesos percibirán anual- 
mente 100 ducados, no llegando á la edad de cincuenta añosj 
y '2üO si pasaren. Quedan además habilitados para obtener em- 
pleos civiles en todas las carreras, asi como estarán sujetos 
á las carpías de legos, 

Art. 7." Loa dos artículos anteriores se aplicarán respec- 
tivamente en su caso á los freires de las Ordenes militares é 
individuos conventuales de obediencia de la de San Juan de 
Jerusalén y á los comendadores hospitalarios, Á loa de San 
Juan de Dios, á los betlemltas y demás hospitalarios^ bien 
sean sacerdotes ó le^os. se abonarán 200 ducados, sin distin- 
ción de edad, y \(X)k los donados profesos. 

Art . B.° Las aai gu ac i on os se ñ al ada sen los t res a r 1 1 c ulos 
precedentes cesarán desde el momento en r^ue sus poseedores 
obtengan renta eclesiástica ó deí Estado, mayor ó igual á la 
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de la pensión; pero si fuese menor, continuarán percibiendo 
la diferencia. 

Art. 9.*^ En cuanto á los demás regulares, la Nación no 
consiente que existan sino sujetos á los Ordinarios. 

Art. 10. No se reconocerán más Prelados regulares que 
los locales de cada convento, elegidos por las mismas comu- 
nidades. 

Art. 11. Si el Gobierno considerase conveniente la con- 
currencia de la autoridad eclesiástica para la más fácil eje- 
cución de los dos articules anteriores, dictará al efecto las 
providencias oportunas. 

Art. 12. No se permite fundar ningún convento, ni dar 
por ahora ningún hábito, ni profesar á ningún novicio". 

Art. 13. El Gobierno protegerá, por todos los medios que 
estén en sus facultades, la secularización de los regulares que 
la soliciten, impidiendo toda vejación ó violencia de parte de 
sus superiores; y promoverá que se les habilite para obtener 
prebendas y beneficios con cura de almas ó sin ella. 

Art. 14. La Nación dará 100 ducados de congrua á todo 
religioso ordenado in sacris que se secularice, la cual disfru- 
tará hasta que obtenga algún beneficio ó renta eclesiástica 
para subsistir. 

Art. 15. El religioso que quiera secularizarse se presen- 
tará por si ó por medio de apoderado al jefe superior |>olitico 
de la provincia de su residencia, para que le acredite la con- 
grua de que habla el articulo anterior. 

Art. 16: No podrá haber más que un convento de nna 
misma Orden en cada pueblo y su término, exceptuando el 
caso extraordinario de alguna población agrícola que haga 
parte del vecindario de una capital, y que, á juicio del Go- 
bierno, necesite la conservación de algún co^ivento que hu- 
biere en el campo hasta que se erija la correspondiente pa- 
rroquia. 

Art. 17. La comunidad que no llegue á constar de 24 re- 
ligiosos ordenados in sacris, se reunirá en la del convento 
más inmediato de la misma Orden, y se trasladará á vivir en 
él; pero en el pueblo donde no haya más que un convento, 
subsistirá éste si tuviere 12 religiosos ordenados in sctcris. 
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Árt. 18. Si Ja comunidad á quñ hc retiniore la mea Itime- 
cliata no tnviesie rentas suficientes para mantener á loa in- 
di vidang de entrambas, deherá el Gobiorno asignarla sobre el 
crédito público el sitnado quo ju/gue necesario. 

Art, 19. El Gobiemo reüolverá las dntlas sfíbre ñnpresión 
ó permanentía de alg'unos conventos á rjun pudie&en dar lu- 
gar los dos artículos anteriores, coniínltando siempre la COtt- 
veniencia del público y la de los mismos relígios-ios. 

Art, 20, Por ahora, y hasta que el Congreso resnelf^a so- 
bre los planes de ítistruccióti pública y de misiones, loe cléri- 
gos reglares de las Escuelas Pías y el Colegio de misioneros 
para las provincias de Asia que existe en Valladolid quedan 
exceptuados de lo dispuesto en el art. 17 y de la parte del 12 
qnc prohibe dar hábitos y profesar novicios. Y la sujeción al 
Ordinario, de que habla el articulo í*.''^ se entenderá para con - 
los escolapios» sin perjuicio de la traslación do maestros de 
una casa áotra, y demás relativo á su régimen económico li- 
terario, según lo exija el mejor desetnpeño de su instituto y 
i u zgue con ve n i ent e e I Go bi e rno . 

Art. 21- Los artículos íí.'', 10. 12 y l'ñ ae extienden tam- 
bién á los conventos y comunidades do religiosas en su caso 
y lugar, y cada una de las que se i^eeulariceu disfrutará :200 
ducados anuales de pensSén- 

Art. 2*2. Los ducados de que hablan el articulo anterior y 
los artículos 5,% i\,° y 14 se entenderán pesos fuertes para las 
pro vincj a s d e U 1 tram a r . 

Art, á3. Todos los bienes muebles e inmuebles de los mo- 
nasterios, conventos y colegios que se suprimen ahora, ó í|ue 
se supriman en lo sucesivo en virtud de losarticnlos 16, 17, 19 
y 20, quedan aplicados aí crédito público, pero sujetos como 
hasta aquí á las cargas de justicia qne tengan, asi cívjÍg» 
como eclesiásticas. 

Art. ií 4 . Si a 1 gun a de I as com u nid ades reí i gi o sas de a m bos 
sexos que deben subsistir resultase tener rentas superiores á 
las precisas para su decente subsistencia y demás atenciones 
de su instituto, se aplicarán al crédito público todos sus so- 
iirantes, 

Art. 25. Todo regular que se secularice, ó cuya casa que- 
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de suprimida, podrá llevar consigo los muebles de su uso par- 
ticular. 

Art. 26. El Gobierno podrá destinar para establecimientos 
de utilidad pública los conventos suprimidos que crea más á 
propósito. 

Art. 27. Los Jefes políticos custodiarán todos los archi- 
vos, cuadros, libros y efectos de biblioteca de ios conventos 
suprimidos y remitirán inventarios al Gobierno, quien los 
pasará originales á las Cortes, para que éstas destinen á su 
biblioteca lo que tengan por conducente, según el reglamen- 
to aprobado por las ordinarias. 

Art. 28. Será cargo del Gobierno aplicar el residuo de los 
efectos mencionados en el articulo anterior á las bibliotecas 
provinciales, museos, academias y demás establecimientos de 
instrucción pública. 

Art. 29. Queda al arbitrio de los respectivos Ordinarios 
disponer en favor de las parroquias pobres de su diócesis de 
los vasos sagrados, alhajas, ornamentos, imágenes, altares, 
órganos, libros de coro y demás utensilios pertenecientes ai 
culto. 

Art. 30. Los Ordinarios eclesiásticos podrán, con la apro- 
bación del Gobierno, habilitar interinamente, y hasta la nue- 
va división de parroquias, las iglesias que resulten vacantes 
y se juzguen precisas para la cura de almas. — Madrid 1.® de 
Octubre de 1820.» 

l'oi; tanto, mandamos á todos los Tribunales, etc. — Está ru- 
bricado de la Real mano.— En Palacio á 25 de Octubre 
de 1820.— Á D. Manuel García Herreros. 
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APÉNDICE IX 

LEY DE 29 DE JULIO DE 1837, EXTINQUIENDO EN BBPA^A 
LAS ÓRDENES RELIGIOSAS 



Doña Isabel 11, por la gracia <le Dios y por la Constitución 
de la Monarquía española, Reina de las Españas, y durante 
su menor edad la Reina viuda D.* María Cristina de Bor- 
bón, su augusta madre, como Gobernadora del Reino, á to- 
dos los que las presentes yieren y entendieren, sabed: Que 
las Cortes han decretado y Kos sancionado lo siguiente: 

«Las Cortes, en uso de sus facultades, han decretado lo si- 
guiente: 

Articulo 1 .® Quedan extinguidos en la Península, islas ad- 
yacentes y posesiones de España en África todos los monaste- 
rios, conventos, colegios, congregaciones y demás casas de 
religiosos de ambos sexos. 

Art. 2.® Se exceptúan de lo dispuesto en el artículo an- 
terior los colegios de misioneros para las provincias de Asia, 
establecidos en Valladolid, Ocaña y Monteagudo, los cuales 
subsistirán con la denominación de Colegios de la misión de 
Asia. El Gobierno fijará el número de individuos que deban 
componer cada colegio, según lo exijan las circunstancias, y 
arreglará todo lo correspondiente á su buen régimen y lo 
relativo á la admisión de novicios. 

Art. 3.® Se autoriza al Gobierno para que provisional- 
mente, y donde lo juzgue necesario, mientras se provee por 
otros medios á la enseñanza, conserve algunas casas de Esco- 
lapios; pero estas casas no se considerarán ya como comuni- 
dades religiosas, sino como establecimientos de instrucción 
pública, dependientes del Gobierno, que les dará reglamen- 
tos para su régimen interior, y con sujeción, en cuanto á la 
enseñanza, á los planes generales que rigen ó rigieren en 
adelante. 

Art. 4.^ Se autoriza igualmente al Gobierno para que 
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conserve, donde y mientras sean necesarias, algunas casas de 
\oB antiguos conventos iiospitalarios^ como establecimientos 
civiles de hospitalidad, y bajo los reglamentos que les dé el 
mismo Gobierno. 

Art. 5.^ Se le autoriza también para que pueda conser- 
var bajo BU dependencia inmediata y como simples estable- 
cimientos civiles holipitalarios algunas casas de las herma- 
nas de Caridad de San Vicente Paul, donde las considere. ne> 
cesarías, y con calidad de por ahora, mientras se adopten los 
medios convenientes de suplir su falta, rigiéndose entre tan- 
to por los reglamentos que se les den. 

Art. 6.* Se autoriza, por último, al Gobierno para que en 
los mismos términos pueda conservar alg\inas casos de bea- 
tas dedicadas á la hospitalidad y enseñanza. 

Art. 7.^ El Gobierno adoptará las disposiciones conve- 
nientes para la conservación y arreglo de los conventos y co- 
legios de los Santos Lugares de Jerusaién y sus dependen- 
cias. 

Art. 8.° El Gobierno dará cuenta á las Cortes del uso que 
hiciere de la autorización que se le concede en los cinco ar- 
tículos precedentes. 

Art. 9.° Sin embargo de lo prevenido en el art. 1.°, las 
religiosas profesas que quieran perseverar 6n el género de 
vida que han abrazado, podrán continuar en ella bajo el ré- 
gimen de las Preladas que elijan, y sujetas á los Ordinarios 
diocesanos. 

Art. 10. Las Juntas creadas por el Real decreto de 8 de 
Marzo del año próximo pasado en las cabezas de todas 
las diócesis y en la Corte, continuarán con el encargo de re- 
ducir el número de conventos de religiosas al que crean con- 
veniente para contener con comodidad á las que quieran 
permanecer en ellos, procurando, en cuanto sea posible, dis- 
tribuir las de los que se cierren entre los demás de la misma 
orden que subsistan, y arreglándose á las bases sii^uientes: 

1.* No se conservará abierto ningún convento ó monaste- 
rio que tenga menos de 12 religiosas^profesas, ni se volverán 
á abrir los que estén ya cerrados, aunque antes de cerrarse 
tuviesen aquel número. 
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2,* No Bubsistirá en una misma población más de un solo 

conyento de ia mi*ma orden. 

3/ Si por circunstancias esencia les creyeien las Juntas 
diocesanas que es útil ú necesario conservar en una pobla- 
ción doB conventos de una misma ordonj lo harán presente ai 
Gobierno, que queda autorizado para reeolver sobre elto Jo 
qoe convenga. 

Árt. 11. Los novicios V novicias, excepto los de loa cole- 
gios de la misión de Asia^ no podrán ya continuar en los 
con%*ento8, y ei Gobierno cnidíirá do que así se verifique. 

ÁJft. I£. Las reljg-iosas que permanezcan en las casaá ó 
conventos que qoe den abiertos tienen la facuü.ad de solici- 
tar su exclaustración en cualquier tiempo, acudiendo para 
ello al Jefe político ó Alcalde constitucional^ los que la con- 
cederán y dii^pondrán sin ning-ñn género de retraso, ponién- 
dolo en noticia de la Junta diocesana y del Ordinario- 

Art. 13. Las religiosas esclauátradas ya, y las que se ex- 
claustraren en adelante, nn podrán volver á la vida común, 

Art. 14. Se prohibe A las personas de ambos sexos ei uso 
piiblico del hábito religioso. 

Art. Ifi. Los regulares exclaustrados ordenados in ^arr¿^ 
quedan en ía cla&e de eclesiásticos seculares bajo la autori- 
dad de los respectivos Ordinarios. 

Art. Hl Los que no hubiesen recibido órdenes mayores 
gosíarári de los niísniüs derechos y eií taran sujetos á las m [fi- 
nias obliíraciones que los demás españoles- 

Art. 17. En los monasterios y conventos extinguidos íjue 
tenían aneja Ja cuva de almas, se conservarán abiertas las 
Iglesias siempre que el Gobierno lo juzgue conveniente, 
oyendo á \a autoridad eclesiástica y á Iti Diputación provin- 
cial» y se proveerá á la dotación de los ministros por los me- 
dios acostumbrados. 

Art. IB- Los beneficios secularcíí, unidos á los monaste- 
rios y conventos extinguidos, se restituyen á la provisión 
Beal y ordinaria^ pero bus actuales poseedores continuarán 
en el ejercicio y disfrute de ellos y en ei pago de las pensio- 
nes con que se íiallen gravados. 

Art. lí>. Las Juntas distribuirán en los pueblos de sus 
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respectivas diócesis los exclaustrados ordenados in sacris 
que disfruten la pensión que les señala esta ley, y los Prela- 
dos diocesanos los asignarán á las parroquias. Se exceptúan 
de estas disposiciones los que no hayan terminado su carre- 
ra literaria y quieran continuarla en las Universidades, se- 
minarios y demás colegios aprobados. 

Art. 20. Todos los bienes raíces, rentas, derechos y accio- 
nes de todas las casas de comunidad de ambos sexos, incln- 
sas las que quedan abiertas, se aplican á la Caja de amorti- 
zación para la extinción de la Deuda pública, quedando su- 
jetos á las cargas de justicia que tengan sobre si. Los mue- 
bles de las casas que continúen abiertas quedarán en ellas 
para su uso, formándose el correspondiente inventario. 

Art. 21. Se exceptúan de la disposición contenida en el 
artículo anterior los bienes, rentas, derechos y acciones per- 
tenecientes á los Colegios de misión para las provincias de 
Asia, á la Obra Pía de los Santos Lugares de Jerusalén y los 
que se hallen especialmente dedicados á objetos de hospita- 
lidad, beneficencia é instrucción pública, como también la 
parte de ios correspondientes al Monasterio del Escorial que 
resulte pertenecer al Real patrimonio. 

Art. 22. Los Ordinarios, previa aprobación del Gobierno, 
podrán destinar á parroquias las iglesias de los conventos 
suprimidos que sean necesarias. 

Art. 23. Del mismo modo podrán disponer en favor de las 
parroquias pobres de sus diócesis de los vasos sagrados, orna- 
mentos y demás objetos pertenecientes al culto, exceptuan- 
do aquellos que por su rareza ó mérito artístico convenga 
conservar cuidadosamente, y los que por su considerable va- 
lor no corresponderían á la pobreza de las iglesias. 

Art. 24. El Gobierno podrá destinar para establecimien- 
tos de utilidad pública los conventos suprimidos que se con- 
sideren á propósito. 

Art. 25 . Asimismo aplicará los archivos, cuadros, libros 
y demás objetos pertenecientes á ciencias y artes á las biblio- 
tecas provinciales, museos, aca<^emias y demás estableci- 
mientos de instrucción pública. 

Art. 26. Los religiosos de ambos sexos que se exclaustra* 
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retí, podrán Ileyar counigo los mueblen, ropaa y lEbroa de su 
uso particular-, 

Art, 27, Los regularen exclaustrados y los secularizados 
en lag época* anteriores quG no lo hubiesen sido á titulo de 
patrimonio ú otra congrua Buficiente, ni liayan obtenido 
después capellanía ú otra renta, ni tengan otros medios para 
ocurrir ¿ su decente subsistencia, percibirán una pensión 
diaria. 

Art. 28. Esta pensión será de cuatro reales para los sa- 
cerdotes y ordenados in sacriSy que no pasen de cuarenta 
años de edad; de cinco reales para los que, pasando de cua- 
renta años, no hayan cumplido sesenta, y de seis para los que 
hayan cumplido esta edad. Los coristas y legos que se hallen 
impedidos de trabajar, á juicio de las Juntas, percibirán tres 
reales diarios hasta la edad de sesenta años, y cuatro después 
de ésta. No estando impedidos, y teniendo la edad de cua- 
renta años, percibirán la misma pensión de tres y cuatro 
reales. Los que ni estén impedidos ni tengan cuarenta años, 
sólo percibirán por espacio de dos la pensión de tres reales 
diarios. Los hospitalarios, á quienes prohibía su instituto 
ascender á las órdenes sagradas, se considerarán como legos 
profesos; pero si hubiesen sido Prelados en sus conventos, se 
les reputará como los sacerdotes exclaustrados en cuanto á la 
pensión que han de percibir. 

Art. 29. Las religiosas secularizadas en las épocas ante- 
riores y las exclaustradas actualmente, ó que se exclaus- 
traren en lo sucesivo, gozarán de la asignación de cinco 
reales diarios. Las que preñeran continuar en la vida monás- 
tica sólo percibirán cuatro reales. 

Art. 30. Todas las pensiones cesarán luego que los inte- 
resados obtengan renta eclesiástica ó del Estado, mayor ó 
igual á la de la asignación. Si fuere menor la renta adquiri- 
da, continuarán percibiendo la diferencia. 

Art. 3L Tanto los exclaustrados y secularizados que ob- 
tengan alguna -colocación civil ó eclesiástica, como las auto- 
ridades, corporaciones é individuos que intervengan en su 
concesión, darán parte á la Junta diocesana en el término de 
ocho días para que cese la pensión. 

27 
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Art. 32. Perderán el derecho á la pensión respectiva los 
religiosos de ambos sexos que se hallen en alguno de los casos 
signientes: 

1.^ Los que hayan servido en las facciones. 

2.^ Los que habiendo sido procesados por delitos políticos 
después del decreto de amnistía de 1832, no hubiesen obteni- 
do sentencia absolutoria. 

3.^ Los que se hayan ausentado del Reino sin licencia del 
Gobierno ó pasaporte de la autoridad competente. 

Se exceptúan de esta regla aquellos que habiéndose ausen- 
tado antes de la publicación del decreto de 8 de Marzo de 
1836, se restituyan á la Península, y se presenten á las auto- 
ridades en el término de cuatro meses, contados desde la pro- 
mulgación de esta ley. 

4.^ Los que se ausenten de la residencia que se les haya 
asignado sin conocimiento y anuencia de la Junta diocesana 
y sin pasaporte de la autoridad civil. 

Art. 33. La Nación reconoce como carga y obligación del 
Tesoro público el pago de las pensiones asignadas & los regu- 
lares de ambos sexos. 

Art. 34. Las comunidades ó particulares que tengan de- 
recho á la pensión, en el caso de que no se les satisfaga como 
corrresponde, podrán dirigir sus quejas á las Juntas diocesa- 
nas, y éstas practicarán los oficios que correspondan, dando 
cuenta á S. M. por el Ministerio de Gracia y Justicia si no 
fueren atendidas sus reclamaciones. 

Art. 35. Las mismas Juntas formarán inmediatamente un 
cálculo aproximado de lo que conceptúen necesario para el 
culto en las iglesias de las casas religiosas que queden abier- 
tas, y lo someterán a la aprobación del Gobierno, sin perjui- 
cio de que mientras se obtenga ésta, se pague por el Tesoro 
público y por duodécimas partes al tiempo de satisfacer las 
mensualidades de las pensiones. También acordarán las Jun- 
tas los reparos indispensables en los edificios, de común 
acuerdo con los Jefes de la Hacienda pública, por lo cual se 
satisfará su importe. 

Art. 36. Por cada casa de religiosas que subsista se abo- 
narán 2.200 reales anuales para médico, cirujano y botica. 



Árt. 37. El GobierTio recomendará GficaKmeate á Jos Pre- 
lados diocesanos y demás patronos y elector ei3 ciue atiendan 
loíí méritos délos e:^ claustrad os para su coiocación, siempre 
quo obtengan de los Jefes políticos un atestado de su buena 
conducta política y lo merezcan además por su moralidad y 
aptitud. 

Arí* 3S, Gomaran de la teatamcn ti facción , de la capaci- 
dad para adquirir entre vivos 6 ex*¿eAtamñntú ó ahintestaio^ 
y de los demás derechos civiles que corresponden á los ecle- 
siásticos seculares, los reli irosos sécula rifados y exclaustra- 
dos do ambos sexos desdo que salieron de loa conventos, y 
las monjas que continúen en Jos que queden abiertos desde 
ei 8 de Marzo de 18:íti. 

Art. 39. Las Juntas diocesanas y las demás autoridades é 
individuos á quienes toque intervenir en la ejecución de lo 
prevenido en esta iey procederán, en cuanto no se opong'a á 
ella, conforme al Reglamento de 21 de Marzo de 18í]t> y á los 
que forme el Gobienm en lo sucesivo.— Palacio de las Cortes 
22 de Julio de 1837*— Vicñníe Sancho ^ Presidente.— Jtfííwrícío 
Cavío» de Onü, Diputado Secj-etario.— JfíptieZ líodaf Dipu- 
tado Secretarlo.» 

Por tanto, mandamos á todos los Tribunales, etc— Yo la 
Heina GübeeiíAdüka,— Está rubricado de la Heal mano-— En 
Palacio á 29 de JuHo de ia37.— Á D. Jobo Landoro Corchado, 



APÉNDICE X 

LEY DEL CONCORDATO Y BlPOeiCIÓN QUB PEHCISDIÓ 
Á.SV POBLItJ ACIÓN . 



Señora : Desde el día en que V. M. se dignó ratificar el 
Concordato de Ifí de Marzo último, el Ministro que suscribe 
se ha dedicado sin interrupción á preparar ios trabajos nece- 
sarios y los medios convenientes para llevar á cabo en su le* 
tra jr espíritu lo concordado solemnemente con la Santa Sede, 
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deseoso de que por parte del Gobierno de V. M. no se demo- 
rase su puntual cumplimiento. Con tal objeto, y como punto 
de«partida, V. M. ha dictado ya algunas importantes medi- 
das preparatorias, de las cuales son las principales la crea- 
ción de la Real Cámara eclesiástica y el Real decreto de 25 
de Julio próximo pasado; pero habiendo expedido ya Su San- 
tidad la correspondiente Bula de confirmación, que es la ley 
eclesiástica, es llegado el caso de publicar dicha solemne 
Convención como ley del Estado, y el de proceder á su eje- 
cución y cumplimiento. 

Para ello se necesita mucho tiempo, prudencia, circuna- 
pección y firme perseverancia por parte del Gobierno de 
V. M.; de parte de todos los que han de entender en obra 
tan importante y trascendental, celo, espíritu conciliador y 
franca cooperación, circunstancias que el Gobierno de V. M. 
espera confiadamente hallar en la ilustrada solicitud pasto- 
ral de los venerables y dignos Prelados españoles. 

En este Concordato, el más amplio de cuantos se conocen 
en el orbe católico, hay, Se&ora, disposiciones importantes y 
de no escasa trascendencia, que presuponen un estado per- 
fectamente normal, ó ya al menos realizada la primera orga- 
nización del personal de las iglesias. Hay también algunas 
de mucha gravedad, que seguramente no pueden ponerse en 
práctica sin que antes se verifique la circunscripción de 
diócesis y la demarcación de parroquias, que son indudable- 
mente la piedra angular del edificio. Y se encuentran ade- 
más muchas cosas estrechamente enlazadas entre si, de tal 
manera que ninguna de ellas puede ejecutarse aisladamen- 
te, á no introducir perturbaciones en la organización exis- 
tente, ó causar un aumento de bastante consideración en el 
presupuesto eclesiástico; aumento que la Nación no podría 
soportar hoy fácilmente. 

De Índole distinta son, pues, las medidas y disposiciones que 
deben dictarse para plantear el Concordato. Á V. M. toca 
exclusivamente acordar algunas, mas para otras, que son 
las más esenciales, es necesaria ó conveniente la concurren- 
cia de ambas Potestades. Es indispensable preparar el trán- 
sito de lo existente á lo que el Concoi*dato ordena. Son pre- 
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cisaít diapoíiciones meramente transitorias unas, y otras pro- 
pías j peculíareií del estado normal^ debiendo quedar en sus- 
pendo alg'uas hasta el día ort ijue, preparado lo necesario 
para ello, puedan ponei-se en práctica sin inconveníeíite. 

Eí Ministro que Kuscribe presentará al intento, y oportu- 
namente ¿ la aprobación de V, M. la conveniente serie de 
resoluciones, dea p nos de conferenciar con el M. R* Nuncio 
Apostólico en esta Corte sobre loa puntos en que se estime 
ser necesario ó conveniente^ man para ello y ante todo pro* 
cede que V. M., si Jo tiene á bien, so digne autorizar ia ley 
referente á Ja publicación, observancia y ejecución del Con- 
cordato, que, de acuerdo con el parecer del Conaejo de Mi- 
nistros, tengo la honra de presentar á V, M, 

Madrid 17 de Octubre de 185L— Señora:-! L, R. P. de 
V, yi.^ Ventura González Eomer o. 

Doña Isabel II, por la gracia de Dios y la Constitución do 
la Monarquía española Reina de las Españas, á todos los que 
las presentes vieren y entendieren, sabed: Que en uso de ia 
facultad concedida á mi Gobierno por ¡a iey de H de Mayo 
de 1849 para proceder, de acuerdo con la Santa Sede, al 
arregio general del clero y á la terminación de las cuestiones 
eclesiásticas, vengo en mandar se publique y observe como 
ley del Estado el Concordato celebrado con la Santa Sede en 
16 de Marzo y ratificado en L" y 2'A de Abril del corriente 
año, cuyo literal contexto es como sigue; 



CONCOEDATO 

CtUhrado erüre Su Santidad el Suino Pontífice Pío TX 
y S, M. Doña laabelllf Reiim de las Españas. 



En el nombre de la Santísima é individua Trinidad. 

Deseando vivamente Su Santidad el Samo Pontífice Pío IX 
proveer al bien de la Religión y á la utilidad de la Iglesia de 
Enpaña con la solicitud pastoral con que atiende á todos los 



— 422 - 

ñcles católicos, y con especial benevolencia á la indita j de- 
vota nación española; y poseída del mismo deseo S. M. la 
Reina católica Doña Isabel II, por la piedad y sincera adhe- 
sión ¿ la Sede apostólica, heredada de sus antecesores, han 
determinado celebrar un solemne Concordato, en el cual se 
arreglen todos los negocios eclesiástieos de una manera es- 
table y canónica. 

Á este fin Su Santidad el Sumo Pontífice ha tenido ¿ bien 
nombrar por su Plenipotenciario al Excmo. Sr. D. Juan Bru- 
neili, Arzobispo de Tesalónica, Prelado doméstico de Su San- 
tidad, asistente al Solio Pontificio y Nuncio apostólico en los 
reinos de España, con facultades de Legado a latere; y 
S. M. la Reina católica al Excmo. Sr. D. Manuel Bertrán de 
Lis, caballero gran cruz de la Real y distinguida Orden es- 
pañola de Carlos III, de la de San Mauricio y San Lázaro de 
Cerdeña, y de la de Francisco I de Ñápeles, Diputado á Cor- 
tes y su Ministro de Estado, quienes, después de entregadas 
mutuamente sus respectivas plenipotencias, y reconocida la. 
autenticidad de ellas, han convenido en lo siguiente: 

Artículo 1.^ La Religión católica, apostólica, romana, que 
con exclusión de cualquier otro culto continúa siendo la úni- 
ca de la nación española, se conservará siempre en los do- 
minios de S. M. C. con todos los derechos y prerrogativas 
de que debe gozar según la ley de Dios y lo dispuesto por 
los agrados Cánones. 

Art. 2.** En su consecuencia, la instrucción en las Univer- 
sidades, colegios, seminarios y escuelas pública!^ 6 primadas, 
de cualquiera clase será en todo conforme á 1» doctrina de 
la misma Religión católica; y á este fin, no se pondrá impe- 
dimento alguno á los Obispos y demás Prelados diocesanos 
encargados por su ministerio de velar sobre la pureza de la 
doctrina de la fe y de las costumbres, y sobre la educación 
religiosa de la juventud, en el ejercicio de este cargo, aun en 
en las escuelas públicas. 

Art. 3.^ Tampoco se pondrá impedimento alguno á dichas 
Prelados ni á los demás sagrados ministros en el ejercicio de 
sus funciones, ni los molestará nadie, bajo ningún pretexto, 
en cuanto se refiera al cumplimiento de los deberea de su car- 
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go; antes bi^n, cuidarán todas las autoridades del Reino do 
guardarles y de ({ue se les guarde el respeto j con a ide ración 
deMdofl, según los diyinoa preceptos, j de que no se haga 
cosa alguna que pueda caufi arles desdoro ó menosprecio. 
S. M. y su Eeal Gobierno dispensarán asimismo su poderoso 
patrocinio y apoyo á loa Obispos en los caaos C|ue le pidan, 
principalmente cuando iiayan de oponerse á la malignidad 
de les hombrcH que intenten pervertir loa Ánimos de loa fieles 
y corromper sus costumbres^ 6 cuando hubiere dt? impedirse 
la publicación, introducción ó circulación de libros malos y 
nocivos, 

Art. 4.^ En todas las demás cosas que pertenecen al dere- 
cho y ejercicio de la autoridad eclesiástica y al ministerio de 
las órdenes sagradas , los Obispos y el clero dependiente de 
ellos gomarán de la plena libertad que establecen los Sagra- 
dos Cánones. 

Art. 5 * En atención á las poderosas razones de necesidad 
y conveniencia que asi lo persuaden, para la mayor comodi- 
dad y utilidad espiritual de los fieles, fie hará una nueva di- 
visión y circunscripción de diócesis en toda la Península ó 
islas adyacentes- Y al efecto se conservarán las actuales Si- 
llas metropolitanas de Toledo, Burgos, Granadaj Santiago. 
Sevilla, Tarragona, Valencia y Zaragoza, y se elevará á esta 
clase la sufragánea de Valladolid. 

Asimismo se conservarán las diócesis sufragáneas de Al- 
mería, Astorga, A vi la j Badajoíc, Barco lona, Cádiz, Calahorra, 
Canarias, Cartagena, Córdoba, Coria, Cuenca, Gerona, Gua- 
dix, Huesca, Jaén, Jaca, León, Lérida^ Lugo, Málaga, Ma- 
jorca, Menorcaj Mondoiiedo, Orense, Orí huela, Osma, Ovie- 
do, Falencia, Pamplona, Plaseucia, Salamanca, Santander^ 
SegorbOj Segovia, Sigüonza, Tarazona, Teruel, Tortosa, Tu y, 
Urgel, Vich y Zamora. 

La diócesis de Albarracín quedará unida á la de Teruel; 
la de Barhastro á la de Huesca, la de Ceuta á la iie Cádiz, la 
de Ciudad Rodrigo á la de Salamanca, la do I biza á la de Ma" 
llím-a, la de Solsona á la de Vich, la de Tenerife á la de Ca- 
narias, la do Tudola a la do Pamplona, 

Los Prelados de las Sillas á que so reúnen otras añadirán 
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al titulo de Obkpoa de la Igle^^ia que pi^siden el de aquella 
que se les une. 

Se erigirán nuevas diócesis sufragáneas en Ciudad Beal, 
Madrid y Vitoria. 

La Silla episcopal de Calaliorra y la Calzada se trasladará 
á Logroño, la de Orihuela á Alicante y la de Segorbe ó Cas^ 
tellón de la Plana, cuando en estas ciudades &e halle todo 
dispuesto al efecto y se estime oportuno, oídos los respecti- 
vos Prelados y Cabildos. 

En los casos en que para el mejor servicio de alguna dió- 
cesis sea necesario un Obispo auxiliar, se proveerá á e^ta ne< 
cesidad en la forma canónica acostumbrada. 

De la misma manera se establecerán Vicarios generales 
en los puntos en que, con motivo de la agregación de dióce- 
sis prevenida en este articulo, ó por otra justa causiaf &e ere* 
yeren necesarios, oyendo á los respectivos Prelados. 

En Ceuta y Tenerife se establecerán desde luego Obispos 
auxiliares. 

Art. 6.** La distribución de las diócesis referidas, en 
cuanto á la dependencia de sus respectivas metropolitanas, 
se hará como sigue: 

Serán sufragáneas de la Iglesia metropolitana de Burgos 
las de Calahorra ó Logroño, León, Osma, Palencia, Santan- 
der y Vitoria. 

De la de Granada, las dje Almería, Cartagena ó Murcia, 
Guadix, Jaén y Málaga. 

De la de Santiago, las de Lugo,Mondoñedo, Orense, Ovie- 
do y Túy. 

De la de Sevilla, las de Badajoz, Cádiz, Córdoba é islas 
Canarias. 

De la de Tarragona, las de Barcelona, Gerona, Lérida, 
Tortosa, Urgel y Vich. 

De la de Toledo, las de Ciudad Real, Coria, Cuenca, Ma- 
drid, Plasencia y Sigüenza. 

De la de Valencia, las de Mallorca, Menorca, OrthueJa ó 
Alicante y Segorbe ó Castellón de la Plana. 

De la de Valladolid, las de Astorga, Ávila, Salamanca, 
Segovia y Zamora. 
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De la áe Zaragoza, las de Huesca^ Jaca, Pamplona, Tara 
zona y TénieK 

Árt* 7.* Loíí nuevos limites y demarcación particular de 
las mencionadas diócesi» se determinarán con la posible bre- 
vedad y del modo debido {sGrcatia servandU) por i a Santa 
Sede, á cuyo efecto delegará en el Nuncio apostólico en estos 
reinos las facultades necesarias para llevar a cabo la expre- 
sada deniarcación, entendiéndose para eUfi {collaíis consüih) 
con el Gobierno de S. M, 

Avt. 8.'' Todos los RR. Obííípos y sus iglesias reconocerán 
la dependencia canónica de los respectivos metro politanoB, y 
en su virtud cesarán las exenciones de los obispados de León 
y Ovíodíl. 

Art. 9." Siendo por nna parte necesario y urgente acu- 
dir con el oportuno remedio á los graves inconvenientes que 
produce en la administración eclesiástica el territorio dise- 
minado de las cuatro Órdenes militares de Santiago^ Cala- 
trava, Alcántara y Montesaj y debiendo por otra parte con- 
servarse cuidadosamente Jos gloriosos recuerdos de una ins- 
titución que tantos servicios ha hecho á la Iglesia y al Esta- 
do, y las prerrogativas de los Reyes de España, como Grandes 
Maestres de las expresadas Ordenes por concesión apostólica, 
se designará en la nueva demarcación eclesiástica un deter- 
minado número de pueblos que formen coto redondo, para 
que ejerza en él como hasta aqui el Gran Maestre la Jurisdic- 
ción eclesiástica, con entero arreglo á la expresada conce- 
sión y Bulas pontificias. 

El nuevo territorio se titulará Priorato de las Ordenea mi- 
litarest y el Prior tendrá el carácter episcopal con titulo de 
Iglesia inpartibtís. 

Los pueblos que actualmente pertenecen á dichas Ordenes 
militares y no se incluyan en su nuevo territorio, se incor- 
porarán á las diócesis respectivas, 

Art, 10, Los M, RR, Arzobispos y RR. Obispos exten- 
derán el ejercicio do su autoridad y jurisdicción ordina- 
ria á todo el territorio que en la nueva circunscripción 
quede comprendido en sus respectivas diócods; y por con- 
siícuionte, los que hasta ahora por cualquier titulo la ejer- 
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eian en distritos encia vados en otras diócesis, cesarán en 
ella. 

Art. 11. Cesarán también todas las jurisdicciones privi- 
legiadas y exentas, cualesquiera que sean su ciase j deno- 
minación, inclusa la de San Juan de Jerusalén. Sus actuales 
territorios se reunirán á las respectivas diócesis en la nueva 
demarcación que se hará de ellas, según el art. 7.^, salvas 
las exenciones siguientes: 

1.* La del Pro-Capellán mayor de S. M. 

2.* La Castrense. 

3.* La de las cuatro Órdenes militares de Santiago, Ca- 
latrava, Alcántara y Montosa en los términos prefijados en 
el art. 9.° de este Concordato. 

4.* La de los Prelados regulares. 

6.* La del Nuncio apostólico pro tempore en la iglesia y 
hospital de Italianos de esta Corte. 

Se conservarán también las facultades especiales que co- 
rresponden á la Comisaria general de Cruzada en cosas de 
su cargo, en virtud del Breve de delegación y otras disposi- 
ciones apostólicas. 

Art. 12. Se suprime la Colecturía general de Espolios, Va- 
cantes y Anualidades, quedando por ahora unida á la Comi- 
saria general de Cruzada la comisión para administrar los 
efectos vacantes, recaudar los atrasos y sustanciar y termi- 
nar los negocios pendientes. 

Queda asimismo suprimido el Tribunal Apostólico y Real 
de la Gracia del Excusado. 

Art. 13. El Cabildo de las iglesias catedrales se compoo- 
drá del Deán, que será siempre la primera SLMa po^t pontifi- 
calem; de cuatro Dignidades, á saber: la de Arcipreste^ la de 
Arcediano, la de Chantre y la de MaestreseiieU, y adeináí* 
de la de Tesorero en las iglesias metropolitanas; de cuatro 
Canónigos de oficio, á saber: el Magistral, el Doctoral, el 
Lectoral y el Penitenciario, y del número de Canónigos de 
gracia que se expresan en el art. 17. 

Habrá además en la iglesia de Toledo otras dos Dignida- 
des con los títulos respectivos de Capellán mayor de Reyes y 
Capellán mayor de Muzárabes; en la de Sevilla la Dignidad 
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de Capellán mayor de San Fernando; en la de Granada la 

de Capellán mayor de loa Rey as Católicos, y en la de Oviedo 
la de Abad de Covadnnga, 

Todos loB individuos del Cabildo tendrán en él igual vo^y 
voto, 

Aít. 14. I^s Prelados podrán convocar ©I Cabildo y presi* 
dirlo cuando lo crean conveniente: del mismo modo podrán 
presidir los ejerekiosde aposícián á prebendas. 

En éstos y en cualesquiera otros actos, los Prelados ten- 
drán siempre el asiento preferente, ¡sin que obate ningún 
privilegio ni costumbre en contrario; y se les tributarán to- 
dos los homenajes deconfiidoraí-i6n y respeto que bo deben á 
su iagrado carácter y á su cualidad de cabeza de su iglesia 
V Cabildo. 

Cuando presidan tendrán yo7^ y voto en todos los aanntos 
que no les sean directamente perso nales , y su voto además 
será decisivo en caso de empate. 

En toda elección ó nombramiento de fie rsonas que corres- 
ponda al Cabildo, tendrá el Prelado tres^ cuatro ó cinco vo* 
tos, HCgún que el número de los capitulares sea de diez y 
seis, veinte ó mayor de veinte. En cstoü casos, cuando el 
Prelado no asista al Cabildo, pasará una comisión de él á re- 
cibir sus votos. 

Cuando el Prelado no presida el Cabildo^ lo presidirá el 
Deán. 

Art. 15. Siendo los Cabildos catedrales el Senado y Con- 
eejo de los M, RR. Arzobiapos y RR. Obispos, serán consulta» 
dos por éstos para oir su dictamen ó para obtener su consen- 
timiento, en los términos en que, atendida la variedad da 
los negocios y de los casos, está prevenido por el Derecho ca- 
nónico, y especialmente por el Sagrado Concilio de T rento. 
Cesará por consiguiente desde luego toda inmunidad, exen- 
ción, privilegio, nao ó abuso, que de cualquier modoso baya 
introducido en las diferentes ig-lesias do España en favor de 
los mismos CabildoSj con perjuicio de la autoridad ordinaria 
de los Prelados, 

Art. Ifi. Además de las Dignidades y Canónigos que com- 
ponen ex elusivamente el Cabildo, habrá en las iglesias cate-. 
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drales Beneficiados ó Cap6Haaeií asUtenteB, conelcorreí^poii' 
diente número de otros ministros y dependientes. 

Asi los Dignidades y Canónigos, como los Beneficiados y 
Capellanes, aunque para el mejor gervicio de las respectivas 
catedrales se hallen divididos eñ Presbiterales, Diaconales 
y Subdiaconales, deberán ser todos Presbíteros, según lo 
dispuesto por Su Santidad; y los que no lo fueran al tomar 
posesión de sus beneficios, deberán serlo precisamente den- 
tro del año, bajo las penas canónicas. 

Art. 17. El número de Capitulares y Beneficiados en las 
iglesias metropolitanas será el siguiente: 

Las iglesias de Toledo, Sevilla y Zaragoza tendrán veinti- 
ocho Capitulares, y veinticuatro Beneficiados la de Toledo, 
veintidós la de Sevilla y veintiocho la de Zaragoza. 

Las de Tarragona, Valencia y Santiago veintiséis Capitu- 
lares y veinte Beneficiados, y las de Burgos, Qranada y Ya- 
lladolid veinticuatro Capitulares y* veinte Beneficiados. 

Las iglesias sufragáneas tendrán respectivamente el nú- 
mero de Capitulares y Beneficiados que se expresa á conti- 
nuación: 

Las de Barcelona, Cádiz, Córdoba, León, Málaga y Oviedo 
tendrán veinte Capitulares y diez y seis Beneficiados. Las 
de Badajoz, Calahorra, Cartagena, Cuenca, Jaén, Lugo, Pa- 
lencia, Pamplona, Salamanca y Santander diez y ocho Capi- 
tulares y catorce Beneficiados. Las de Almería, Astorga, Ávi* 
la, Canarias, Ciudad Real, Coria, Gerona, Guadix:^ Huesca, 
Jaca, Lérida, Mallorca, Mondoñedo, Orense, OrihueJa, Osuaa^ 
Plasencia, Segorbe, Segovia, Sigüenza, Tarazona, Teruel, 
Tortosa, Túy, Urgel, Vich, Vitoria y Zamora diez y seis Ca- 
pitulares y doce Beneficiados. 

La de Madrid tendrá veinte CapituJares y veinte Benefi- 
ciados, y la de Menorca doce Capitulares y diez Benefi- 
ciados. 

Art. 18. En subrogación de los cincuenta y dos beneficios 
expresados en el Concordato de 1753, se reservan á la libre 
provisión de Su Santidad la dignidad de Chantre en todas 
las iglesias metropolitanas y en las sufragáneas de Astorg^a^ 
Ávila, Badajoz, Barcelona, Cádiz, Ciudad Beat^ Cuenca, 
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Guadix, Huesca, Jaén, Lugo j Málaga^ Mondoñedn, Onhuela, 
Oviedo, Plasencia, Salamanca, Santander, Siguenza, Tih% Vi- 
toria j Zamora; y en las demás sufragáneas una cnnonjta 
de laj^ de gracia^ que quedará determinada por la primera 
provisión que hag'a Su Santidad- Eí^tos beneficios se conferi- 
rán con arreglo al mismo ConcordatOp 

La dignidad de Deán se proveerá siempre por S. M. en to* 
das las iglesias y en cualquier tiempo y forma que vaque. 
Las canonjías de oficio no proveerán, previa oposición, por 
loft Preladojj y Cabildos. Las demás dignidades* y canonjías 
se proveerán en rigorosa alternativa por S, M y los respecti- 
vos Arsfiobiapos y Obispos, Loa Beneficiados ó Capellanes asis- 
tentes se nombrarán alternativamente por S. M, y los Prela- 
dos y Cabildos. 

Las prebendas, canonjías y beneficios esipresados que re- 
salten vacantes por resigna ó por promoción del poseedor k 
otro beneficio, no siendo de los reservados á Su Saiitidad, se- 
rán siempre y en todo caso provistos por S. M. 

Asimismo lo serán los que vaquen sede vacante^ ó los que 
hayan dejado sin proveer los Prelados á quienes correspon- 
día proveerlos al tiempo de su muertCj traslación ó re- 
nuucia 

Corresponderá asimismo á 3. M, Ja primera provisión de las 
dignidades, canonjías y capellanías de las nuevas catedrales 
y de las que se aumenten en la nueva metropolitana de Va- 
Uadoiid, á excepción de las reservadas á Su Santidad y de la« 
canonjías de oficio, que se proveerán como de ordinario- 

En todo caso los nombrados para los expresados benefieíoa 
deberán recibir la institución y colación canónicas de sub 
respectivos Ordinarios. 

Art. 19. En atención á que, tanto por efecto de las pasa- 
das vicisitudes, como por razón de las disposiciones del pre- 
sente Concordato, han variado notablemente las circunstan- 
cias del clero español, Su Santidad por su parte y S. M. la 
Reina por la suya convienen en que no se conferirá ninguna 
dignidad, canonjía ó beneficio de los que exigen personal re- 
sidencia á los que por razón de cualquier otro cargo ó co- 
misión estén obligados á residir continuamente en otra parte. 
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Tampoco se conferirá á los que estén en posesión de algún 
beneficio de la clase indicada ninguno de aquellos cargos ó 
comisiones, á no ser que renuncien uno de dichos cargos 6 
beneficios, ios cuales se declaran por consecuencia de todo 
punto incompatibles. 

En la Capilla Beal, sin embargo, podrá haber seis Preben- 
dados de las iglesias catedrales de la Península; pero en nin- 
gún caso podrán ser nombrados los que ocupan las primeras 
Sillas, los Canónigos de oficio, los que tienen cura de almas, 
ni dos de una misma iglesia. 

Respecto de los que en la actualidad, y en virtud de indul- 
tos especiales ó generales, se hallen en posesión de dos ó más 
de estos beneficios, cargos ó comisiones, se tomarán desde 
luego las disposiciones necesarias para arreglar su situación 
á lo prevenido en el presente articulo, según las necesidades 
de la iglesia v la variedad de los casos. 

Art. 20. En Sede vacante, el Cabildo de la iglesia metro- 
politana ó sufragánea en el término marcado y con arreglo á 
lo que previene el Sagrado Concilio de Trento, nombrará un 
solo Vicario capitular, en cuya persona se refundirá toda la 
potestad ordinaria del Cabildo sin reserva ó limitación al- 
guna por parte de él, y sin que pueda revocar el nombra- 
miento una vez hecho ni hacer ot)ro nuevo; quedando por con- 
siguiente enteramente abolido todo privilegio, uso ó costum- 
bre de administrar en cuerpo, de nombrar más de un Vicario 
ó cualquiera otro que bajo cualquier concepto sea contrario 
á lo dispuesto por los Sagrados Cánones. 

Art. 21. Además de la Capilla del Real Palacio se conser- 
varán: 

1.^ La de Reyes y la Muzárabe de Toledo y las de 
San Fernando de Sevilla y de los Reyes Católicos de Gra- 
nada. 

2.^ Las colegiatas sitas en capitales de provincia donde 
no exista Silla episcopal. 

3.^ Las de patronato particular cuyos patronos aseguren 
el exceso de gasto que ocasionará la Colegiata sobre al de 
iglesia parroquial. 

4.^ Las colegiatas de Covadonga, Roncesvalles, San Isi- 
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dio de León, Sa^romontc de Granada, San Idelfon^, Alcalá 
de Henares y Jerez do la Frontera. 

5.^ Las catedrales de Jas Sillas episi^opales que se agre- 
guen a otras en virtad de las dis^posiciones del presente Con- 
cordato se conservarán tomo colegiatas. 

Todas las demás colegiatas, cualquiera que sea su orjgeUj 
antigüedad y fundación, quedarán reducidas, cuando las 
circunstancias locales no lo impidan^ á iglesias parroquiaic», 
coa el número de Eeueficiados que además del Párroco se con- 
templen necesarios, tanto para el servicio parroquial, como 
para el decoro del culto. 

La conservación de las capillas y colegiatas expreBadas 
deberá entenderse siempre con sujeción al Prelado de la dió- 
eeeifi á que pertenezcan, j con derogación de toda exención y 
jurisdicción veré 6 quasi nutíiu^, que limite en lo más minimo 
la nativa del Ordinario. 

Las Iglesias colegiatas serán siempre parroqntaleíi, y se 
distinguirán con el nombre de parroquia mayor, si en el 
pueblo hubiese otra ü otras. 

Art. 22. El Cabildo de las colegiatas se compondrá de un 
Abad presidente j que tendrá aneja la cura de almas, duiaás 
autoridad ó jurisdicción que la dlrectiya y económica de su 
iglesia y Cabildo^ de dos Canónigos de oficio con los títulos 
de Magistral y Doctoral, y de ocbo Canónigos de gracia* Ha- 
brá además seis Beneficiados ó Capellanes asistentes. 

Art . 23 * Las regí as e stab lee id as en lo s articu los an teriores, 
asi para la provisión de las prebendas y beneficios ó capella- 
nias de las iglesias catedrales, como para el régimen de sus 
Cabildos, so observarán puntualmente en todas sus partes 
respecto de las iglesias colegiatas. 

Art. 24, Á fl.n de que en todos los pueblos del Reino se 
atienda con el esmero debido a! culto religioso y á todas 
Jas necesidades del pasto espiritual, los M. RR. Arzobispos 
y RR. Obispos procederán desdo Juego á formar un nuevo 
arreglo y demarcación parroquial de sus respectivas dióce- 
sis, teniendo en cuenta la extensión y naturaleza del terri- 
torio y de la población y las demás circunstancias locales, 
oyendo á íos Cabildos catedrales, á los respectivos Arcipres- 
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tes y á los Fiscales de los Tribunales eclesiásticos, y toman- 
do por su parte todas las disposiciones necesarias á fin de 
que pueda darse por concluido y ponerse en ejecución el pre- 
citado arreglo, previo el acuerdo del Gobierno de S. M., en 
el menor término posible. 

Art. 25. Ningún Cabildo ni corporación eclesiáistica po- 
drá tener aneja la cura de almas, y los curatos y vicarias 
perpetuas que antes estaban unidas pleno jure á alguna 
corporación quedarán en todo sujetas al derecho común. Los 
Coadjutores y dependientes de las parroquias y todos ios 
eclesiásticos destinados al servicio de ermitas, santuarios, 
oratorios, capillas públicas ó iglesias no parroquiales, de- 
penderán del Cura propio de su respectivo territorio, y es- 
tarán subordinados á él en todo lo tocante al culto y funcio- 
nes religiosas. 

Art. 26. Todos los curatos, sin diferencia de pueblos, de 
clases ni del tiempo en que vaquen, se proveerán en concur- 
so abierto con arreglo á lo dispuesto por el Santo Concilio de 
Trente, formando los Ordinarios ternas de los opositores 
aprobados, y dirigiéndolas á S. M. para que nombi*e entre 
los propuestos. Cesará por consiguiente el privilegio de pa- 
trimonialidad y la exclusiva ó preferencia que en algunas 
partes tenian los patrimoniales para la obtención de curatos 
y otros beneficios. 

Los curatos de patronato eclesiástico se^ proveerán nom- 
brando el Patrono entre los de la terna que del modo ya di- 
cho formen los Prelados, y los de patronato laical nombrando 
el Patrono entre aquellos que acrediten haber sido aproba- 
dos en concurso abierto en la diócesis respectiva^ aeBíüándO' 
se á los que no se hallen en este caso el término d^ cuatro 
meses para que hagan constar haber sido aprobados sus ejer- 
cicios hechos en la forma indicada, salvo siempre r^l derecho 
del Ordinario de examinar al presentado por el Patrono si lo 
estima conveniente. 

Los Coadjutores de las parroquias serán nombrados por los 
Ordinarios, previo examen sinodal. 

Art. 27. Se dictarán las medidas convenían tos para con- 
seguir, en cuanto sea posible, que por el nuevo arreglo ecle- 
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«iástico TÍO (pueden lastimados los derechos de los actual ei 
poseedores de cualesquiera prebendas, beneficios ó cargaos 
que hubieron de aupnmirse á consecuencia de lo que en él 
$& detcrnüna. 

Art, 2S. El Gobierno de S, M. C, sin perjuicio de es- 
tablecer oportunamente, previo acuerdo con la Santa Sede 
y tau pronto como Jas circunstancias ío permitan, semina- 
rlos generales en que se dé la extensión conveniente á loa 
estudios ccicsiásticosj adoptará por su parte las disposicio- 
nes oportunas para que se creen ún demora seminarios con- 
ciliares en las diócesis donde no se hallen establecidos, ú ño 
de que en lo sucesivo no haya en Jos dominios españoles igle- 
sia alg-una que no tenga al menos un eeuiinario suficiente 
para la instruccíóu del clero. 

Serán admitidos en los seminarios, y educados é ¡nstruldoa 
del modo que establece el Sagrado Concilio do Tro ato, los jo- 
venes que lofi Arzobispos y Obispos jusfguen conveniente re- 
cibir, según la necetíidad ó utilidad de [a^ diócesis; y en todo 
loque pertenece al arreglo de los seminarios, á la enseñanza 
y á la administración de sus bienes, se observarán los decre- 
tos del mismo Concilio de Trento, 

Si de resultas de la nueva circunscripción de diócesis que- 
dasen en algunaií dos seminarios, uno en la capital actual 
del Obispíido y otro en Ja t|uc se Je ba de unir, se conserva- 
rán ambos mientras el Gobierno y los Prelados de común 
acuerdo los consideren útiles. 

Art, 2ÍK Á fin de que en toda la Península haya el nú- 
mero suficiente de ministros y operarios evangélico!^ de quie 
nes puedan valerse los Prelados para hacer misiíinea en los 
pueblos de su diócesis» auxiliar á los Párrncns, asistir á los 
enfermos, y para otras obras de caridad y utilidad pública, 
el Gobierno de S. M.» que se propone mejorar oportunamente 
los colegios de Misinnes para Ultramar, tomará desde luego 
las disposiciones convenientes para que se establezcan doude 
sea necesartOj oyendo previamente á los í^ rolados diocesanos, 
casas y cou^'-regacioues religiosas de San Vicente de Paul, 
San Felipe Keri y otra Orden de las aprobadas por la Santa 
Sede, las cuales servirán al propio tiempo de lugares de re- 
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tiro para los eclesiásticos, para hacer ejercicios espiritnale > 
y para otros usos piadosos. 

Art. 30. Para que haya también casas religiosas de mu- 
jeres, en las cuales puedan seguir su vocación las que sean 
llamadas ¿ la vida contemplativa y A la activa de la asisten- 
cia de los enfermos, enseñanza de niñas y otras obras y ocu- 
paciones tan piadosas como útiles á los pueblos, se conserva- 
rá el instituto de las Hijas de la Caridad, bajo la dirección de 
los clérigos de San Vicente de Paul, procurando el Grobiemo 
su fomento. 

También se conservarán las casas de religiosas que á la 
vida contemplativa reúnan la educación y enseñanza de ni- 
ñas ú otras obras de caridad. 

Respecto A las demAs Órdenes, los Prelados ordinarios, 
atendidas todas las circunstancias de sus respectivas dióce- 
sis, propondrán las casas de religiosas en que convenga la 
admisión y profesión de novicias y los ejercicios de enseñanza 
ó de caridad que sea conveniente establecer en ellas. 

No se procederA A la profesión de ninguna religiosa Bin 
que se asegure antes su subsistencia en debida forma. 

Art. 31. La dotación del M. R. Arzobispo de Toledo será 
de 160.000 rs. anuales. 

La de los de Sevilla y Valencia de 150.000. 

La de los de Granada y Santiago de 140.000. 

T la de los de Burgos, Tarragona, Valladolld y Zaragoza 
de 180.000. 

La dotación de los RR. Obispos de Barcelona y Madrid será 
de 110.000 rs. 

La de los de CAdiz, Cartagena, Córdoba y MAlaga de 
100.000. 

La de los de Almería, Ávila, Badajoz, Canarias, Cuenca, 
Gerona, Huesca, Jaén, León, Lérida, Lugo, Mallorca, Oren- 
se, Oviedo, Palencia, Pamplona, Salamanca, Santander, Se- 
govia, Teruel y Zamora de 90.000 rs. 

La de los de Astorga, Calahorra, Ciudad Real, Coria, Qua- 
dix, Jaca, Menorca, Mondoñedo, Orihuela, Osma, Piasencia, 
Segorbe, Sigüenza, Tarazona, Tortosa, Túy, ürgel, Vich y 
Vitoria de 80.000 rs. 
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La del Patriarca de las Indias, no siendo AraabUpo ü Obia- 
|XJ propio, de 150-000, deduciéndose en su caso de esta can ti* 
dad cualquiera otra que por vía de pensión ecleBiástica ó en 
otro concepto percibiese del Estado. 

Los Prelados que sean Cardenales disfrutarán de 90.000 rs. 
eobre BU dotación. 

Los Obispes auxiliares de Ceuta y Tenerife y el Prior do 
las Ordenes tendrán 40.000 rs. anuales. 

Estas dotaciones no sufrirán descuento alguno ni per 
razón del coste de las Bulas, que sufrag-ará el Gobierno, 
ni por los demás gastos que por éstaa puedan ocurrir en Es- 
paña* 

Además los Arzobispos y Obispos conservarán sns pala- 
cios y los jardinefip huertas ó casas que en cualquiera parte 
de la diócesis hayan estado destinadas para au uso y recreo 
y no hubiesen sido enajenadas. 

Queda derogada la actual legislación relativa á Es polios 
d« los Arzobispos y Obispos, y en su consecuencia podrán 
disponer libremente, según les dicto su conciencia , de lo que 
dejaren al tiempo de su fallecimiento, sucediéndoles a bl ates- 
tato los herederos Jegltimos con la misma obligación de cou- 
ciencia; exceptüanse en uno y otro caso los ornamentos y 
pontificales, que se considerarán como propiedad de la Mitra 
y pasarán á sus sucesores en ella. 

Art. Íi2. La primera Silla de la iglesia catedral de Tole- 
do tendrá de dotación Í4.000 rs,, las de las demás iglesias 
metropolitanas 20.000, las de Ibl^ iglesias sufragáneas 18.000 
y las de las colegiatas 15.000. 

Los DígnidadeíJ y Canónigos de oficio do las iglesias me- 
tropolitanas tendrán 16.000 rs., los de las sufragáneas 14.000 
y los Canónigos de oficio de las colegiatas 8.000. 

Los demás Canónigos tendrán 14.000 reales en las iglesias 
metropolitanas, 13.000 en las sufragáneas y 8.600 en las co- 
legiatas. 

Los Beneficiados ó Capellaneis asistenteH délas iglesias me- 
tropolitanas tendrán 8.000 rs., fi.OOO los de las sufragáneas y 
3.000 los de las colegiatas. 

Art. ¿ti. La dotación de ¡os curas en las parroquias nrba- 
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ñas será de 3.000 á 10.000 rs.; en las parroquias rurales el 
n^inimam de la dotación será de 2.200. 

Los Coadjutores y Ecónomos tendrán de 2.000 á 4.000. rs. 

Además los Curas propios, y en su caso los Coadjutores, 
disfrutarán las casas destinadas á su habitación y los huer- 
tos ó heredades que no se hayan enajenado, y que son cono- 
cidos con la denominación de iglesiarios, mansos ú otras. 

También disfrutarán los Cui'as propios y sus Coadjutores 
la parte que les corresponda en los derechos de estola y pie 
de altar. 

Art. 34. Para sufragar, los gastos dei culto tendrán las 
iglesias metropolitanas anualmente de 90 á 140.000 rs.^ las 
sufragáneas de 70 á 90.000, y las colegiatas de 20 á 30.000. 

Para los gastos de administración y extraordinarios de vi- 
sita tendrán de 20 á 30.000 rs. los metropolitanos y de 16 á 
20.000 los sufragáneos. 

Para los gastos del culto parroquial se asignará á las igle- 
sias respectivas una cantidad anual que no bajará de LOOO 
reales, además de los emolumentos eventuales y de los dere- 
chos que por ciertas funciones estén fijados ó se fijaren para 
este objeto en los aranceles de las respectivas diócesis. 

Art. 35. Los seminarios conciliares tendrán de 90 á 
120.000 rs. anuales, según sus circunstancias y necesidades. 

£1 Gobierno de S. M. proveerá por los medios más condu- 
centes á la subsistencia de las casas y congregaciones reli- 
giosas de que habla el art. 29. 

£n cuanto al mantenimiento de las comunidades religio- 
sas, se observará lo dispuesto en el art. 30. 

Se devolverán desde luego y sin demora á las mismas, y en 
su representación á los Prelados diocesanos en cuyo territo- 
rio se hallen los conventos ó se hallaban antes de las últimas 
vicisitudes, los bienes de su pertenencia que están en poder 
del Gobierno y que no han sido enajenados. Pero teniendo 
Su Santidad en consideración el estado actual de estos bie- 
nes y otras particulares circunstancias, á fin de que con du 
producto pueda atenderse con más igualdad á los gastos del 
culto y otros generales, dispone que los Prelados, en nombre 
de las comunidades religiosas propietarias, procedan inme- 
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día ta mente y sin demora á la venta de loa expresados bíenea 
jior medio de subastas publicaji hechaí^ en Ja forma canónica 
y con intervención de persona nombrada por el Gobierno de 
S, M. El producto de estas venta-s iso convertirá en inscrip- 
ciones intrasferibles de ]{i Deuda del Estado del íJ por 100, 
cuyo capital é intereses^ se distribuirán entre todos los referi- 
dos couvontos en proporción de sus necesidades y circunstan- 
cias para atender á los glastos indicados y al pago de las pen- 
siones de las religiosas que tengan derecho á percibirlas sin 
perjuicio de que el Gobierno supla como hasta aqnl lo que 
fuere necesario para el completo pago de dichas pensiones 
hasta el fallecimiento de las pensionadas. 

Art. *Í6. Las dotaciones asignadas en loe artículos ante- 
riores para los gastos del culto y del clero, se entenderán sin 
perjuicio del aumento que ae pueda hacer en ellas cuando 
las circunstancias lo permitan* Sin embargo, cuando por ra* 
^iones especiales no alcance en algún caso particular a I g; una 
de laa asignaciones expresadas en el art, :í4, el Gobierno de 
S. M. proveerá lo conveniente al efecto: del mismo modo pro- 
veerá á los gastos do las reparaciones de los templos y demás 
edificios consagrados al culto. 

Art, 37. El importe de la renta que se devengue en la 
vacante ile las Sillas episcopales, deducidos los emolumentos 
del Ecónomo, que se diputará por el Cabildo en el acto de 
elegir al Vicario tapi talar, y los gastos jjara los reparos pre- 
cisos del palacio episcopal, se aplicará por iguales partes en 
beneficio del seminario conciliar y del nuevo Prelado* 

Asimismo de his rentas que se devenguen en las vacantes 
de dignidades, canonjías, parroquias y beneficios de cada 
diócesis, deducidas ías respectivasí cargas, se formará un 
cumulo 6 íoTido de reserva á disposición del Ordinario para 
atender á los gastois extraordinarios v imprevistos de las igle- 
sias y del clero, como también á las necesidades graves y ur- 
gentes dfi líi diócesis, Al propio efecto ingresará igualmente 
en el mencionado fondo de reserva la cantidad corre spou* 
diente á la duodécima parte de su dotación anual, que satis- 
farán por una vez dentro del primer ano ios nuevamente 
nombrados para prebendas, curatos y otroi^ beneficios^ de- 
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biendo por tanto cesar todo otro descuento que por cual- 
quier concepto, uso, disposición ó privilego se hiciese ante- 
riormente. 

Art. 38. Los fondos con que ha de atenderse á la dota- 
ción del culto y del clero serán: 

1.** El producto de los bienes devueltos al Clero por la ley 
de 3 Abril de 1845. 

2.^ El producto de las limosnas de la Santa Cruzada. 

3.^ Los productos de las Encomiendas y Maestrazgos de 
las cuatro Ordenes militares vacantes y que vacaren. 

4.^ Una imposición sobre las propiedades rústicas y urba- 
nas y riqueza pecuaria en la cuota que sea necesario para 
completar la dotación, tomando en cuenta los productos ex- 
presados en los párrafos 1.^, 2.** y 3.^ y demás rentas que en 
lo sucesivo, y de acuerdo con la Santa Sede, se asignen á este 
objeto. 

El clero recaudará esta imposición, percibiéndola en fru- 
tos, en especie ó en dinero, previo concierto que podrá cele- 
brar con las provincias, con los pueblos, con las parroquias ó 
con los particulares, y en los casos necesarios será auxiliado 
por las autoridades públicas en la cobranza de esta impo- 
sición, aplicando al efecto los medios establecidos para el co- 
bro de las contribuciones. 

Además se devolverán á la Iglesia desde luego y sin demo- 
ra todos los bienes eclesiásticos no comprendidos en la expre- 
sada ley de 1845, y que todavía no hayan sido enajenados, 
inclusos los que restan de las comunidades religiosas de va- 
rones. Pero atendidas las circunstancias actuales de unos y 
otros bienes y la evidente utilidad que ha de resultar á la 
Iglesia, el Santo Padre dispone que su capital se convierta 
inmediatamente y sin demora en inscripciones intransferibles 
de la Deuda del Estado del 3 por 100, observándose exacta- 
mente la forma y reglas establecidas en el art. 35 con refe- 
rencia á la venta de los bienes de las religiosas. 

Todos estos bienes serán imputados por su justo valor, re- 
bajadas cualesquiera cargas, para los efectos de las disposi- 
ciones contenidas en este articulo. 

Art. 39. El Gobierno de S. M., salvo el derecho propio do 



Im Praladoa dioceganos, dictará las díápogicioneá necesarias 
para que aquellos entre quienes se hayan disÉribuído los bie- 
nes de laa capellanías j fundaciones piadosas aseguren lo^ 
medios de cumplir las cargas ¿ que dichos bienes estuvieren 
afectos. 

Iguales disposiciones adoptará para qu€ m cumplan del 
miemo modo tas cargas piadosas que pesaren sobre los bienes 
eclesiásticofl que han sido enajenados con este gravamen. 

El Gobierno responderá siempre y exclusivamente de las 
impuestas sobre los bienes que se hubieron vendido por el 
Estado libres de esta obligación* 

Art, 40, Se declara <iue todos los expresados bienes y ren- 
tas pertenecen en propiedad á la Iglesia, y que en su nombre 
se disfrutarán y administrarán por el clero* 

Los fondos de Cruzada se administrarán en cada diócesis 
por los Prelados diocesanos, como revestidos al efecto de las 
facultades de la Bnla para apíicarlos según está pre venido 
en la úUima prórroga de la relativa concesión apostólica, 
salvas la obligaciones que pesan sobre este ramo por conve- 
nios celebrados con la Santa Sede* El modo y forma en que 
deberá verificarse dicha administración se fijará de acuerdo 
entre el Santo Padre y S. M, C, 

Igualmente administrarán los Prelado* diocesanos los fon- 
dos del indulto cuadragesimal, aplicándolos á establecimien- 
tos de beneficencia y actos de caridad en las diócesis respec- 
tivas^ con arreglo á las concesiones apostólicas. 

Las demás facultades apostólicas relativas á este ramo y las 
atribuciones á ellas consiguientes se ejercerán por el Arzo- 
bispo de Toledo en la extensión y forma que ae determinará 
pQr la Santa Sede. 

Art. 4L Además, la Iglesia tendrá el derecho de adquirir 
por cualquier titulo legitimo, y su propiedad, en todo lo que 
posee ahora ó adquiriere en adelante será solemnemente res- 
petada. Por consiguiente^ en cuanto á las antiguas y nuevas 
f'ind aciones ecleeiásticajs, no podrá hacerse ninguna supre- 
sión 6 unión sin la intervención de la autoridad de la Santa 
Sede^ salvas tas facultades que competen a los Obispos según 
el Santo Concilio de Trento. 
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Art. 42. En este supuesto, atendida la utilidad que ha de 
resultar á la Religión de este Convenio, el Santo Padre, & 
instancia de S. M. C. y para proveer á la tranquilidad 
pública, decreta y declara que los que durante las pasadas 
circunstancias hubiesen comprado en los dominios de España 
bienes eclesiásticos, al tenor de las disposiciones civiles ¿ la 
sazón vigentes, y estén en posesión de ellos, y los que hayan 
sucedido ó sucedan en sus derechos á dichos compradores, no 
serán molestados en ningún tiempo ni manera por Su Santi- 
dad ni por los Sumos Pontífices sus sucesores; antes bien, así 
ellos como sus causa-habientes, disfrutarán segura y pacífi- 
camente la propiedad de dichos bienes y sus emolumentos y 
productos. 

Art. 43. Todo lo demás perteneciente á personas ó cosas 
eclesiásticas, sobre lo que no se provee en los artículos ante- 
riores, será dirigido y administrado según la disciplina de 
la Iglesia canónicamente vigente. 

Art. 44. El Santo Padre y S. M. declaran quedar salvas é 
ilesas las Reales prerrogativas de la Corona de España en 
conformidad á los convenios anteriormente celebrados entre 
ambas Potestades. Y por tanto, los referidos convenios, y en 
especialidad el que se celebró entre el Sumo Pontífice Bene- 
dicto XIV y el Rey católico Fernando VI en el año 1763, se 
declaran confirmados y seguirán en su pleno vigor en todo 
^o que no se altere ó modifique por el presenté. 

Art. 45. En virtud de este Concordato se tendrán por re- 
vocadas, en cuanto á él se oponen, las leyes, órdenes y de- 
cretos publicados hasta ahora, de cualquier modo y forma, 
en los dominios de España, y el mismo Concordato regirá, 
para siempre en lo sucesivo como ley del Estado en los pro- 
pios dominios. Y por tanto, una y otra de las partes contra- 
tantes prometen por si y sus sucesores la fiel observancia de 
todos y cada uno de los artículos de que consta. Si en lo suce- 
sivo ocurriese alguna dificultad, el Santo Padre y S. M. O. se 
pondrán de acuerdo para resolverla amigablemente. 

Art. 46 y último. El canje de las ratificaciones del pre- 
sente Concordado se verificará en el término de dos meses, ó 
antes si fuere posible. 



— 441 — 

En fe do lo cual Nos loá inf rascrltíje Pie ni potenciar! os ho- 
niOB firmado eí presente Concordato, y afiliado lo con nuestro 
propio Bello en Madrid á 16 de Marzo de 180!, — {Firmado. )— 
Manu el Berf rán de L ¿s . — Lii ga r de 1 * sello . — ( Ff rmado .) — 
Jnan fírundUf AvzohUpo de Tt^Kalónica.— Lugar del nello. 

Por tanto, mandamos á todos los Tribntialesi, Justicias, Je- 
fes, Gobernadoro-í y demAí§ autor id adeí^, así civiles como mi- 
litares y eclesiásticas, de cualquier cíase y dignidad, que 
¿ruardeii y hagan jsfüardar la presente ley en todas ans 
partes. 

Dado en Palacio á diez y siete de Oetubre de mil ochocien- 
tos cincuenta y uno.— Yo la Reina.— El Ministro de Gra- 
cia y Justicia, Ventura GoftzdltíZ Romero. 



LETRAS APOSTÓLICAS 

B!í aUE SE rOfí FIRMA Ef. CON VE VIO COKÍ^LÜÍBO COS 1*4 
RBINA CATÓLICA DE E8PAÍÍA 



Pio^ Obinpú^ siervo de las siervos de Dios. Para perpetua 
memoria. 

Apenan, por nn desisto secreto de la Divina Providencia, 

y aunque «n merecerlo, fuimos i 1 amados h ejercer sobre la 
tierra el Vicariato del Pastor Eterno, nada consideramos 
más preferente que ei díriííh- con la mayor atención los 
principales cuidados y pensamiento de nuoístro paternal 
amor y solicitud apostólica hacia la Ínclita nación española, 
tan esclarecida por la extensión de sus dominios, por el nu- 
mera de sus habitantes, por la ciara reputación de sus he- 
choSy y especialmente por ia g-loria de la Religión católica, 
el cuantioso número do sus hombree en gran manera ilustres 
en virtud, santídaüd, erudición y doctrina, y por otros tan- 
tos tituloB, Nos dolía y atíigía vehementoraentc, empero, el 
ver aquel vastísimo r*ino, tan benemérito de la iglesia católi- 
ca y de Cííta Santa Sedt? por infinitos hechos gloriosos y escla* 
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rccidos, tan agitado en estos últimos tiempos por lamentables 
revoluciones; y de tal modo, que diera lugar á las calamida- 
des nunca bastante deploradas, que fueron harto dolorosa- 
mente desastrosas para las provincias, iglesias , Pralados, 
clero y órdenes religiosas de aquella nación, y para sus in- 
tereses y bienes, con notabilísimo detrimento de la Religión 
y de las almas. T asi, en cumplimiento de los deberes de 
nuestro ministerio apostólico, deseando ardientemente repa- 
rar los males gravísimos que afligían á aquella gran parte 
de la grey del Señor, y siguiendo las ilustres huellas de 
nuestro predecesor Gregorio XVI, de feliz recordación, que 
tanto se ocupó y trabajó de mil maneras por arreglar los ne- 
gocios religiosos y eclesiásticos en aquel reino, y que em- 
prendió también el concluir con aquel Gobierno un Conve- 
nio, que no tuvo el éxito deseado, creímos que no se debía 
perdonar medio ni esfuerzo de ningún género á fin de poder 
restablecer en España las cosas de la Religión y de la Igle- 
sia. Por lo que, inmediatamente que nuestra muy amada en 
Cristo hija María Isabel, Reina católica de España, nos pi- 
dió con instancias que consintiésemos en enviarle algún va- 
rón eclesiástico para que, representando á nuestra Persona, 
se ocupase de tratar y arreglar en su reino los asuntos sagra- 
dos y eclesiásticos, accedimos de la mejor voluntad á los pia- 
dosos y laudables deseos de la misma nuestra muy amada en 
Cristo hija; bien que después que su Gobierno nos hubo ma- 
nifestado en escritos oficiales que aceptaba y admitía las con- 
diciones y garantías prescritas anteriormente por Nos, como 
bases de aquella gravísima negociación, y que reconocía, 
tanto el derecho que tiene la Iglesia de poseer cualesquiera 
bienes estables y fructíferos, como la obligación de restituir 
á la misma los bienes que aún no hablan Sido vendidos, y ia 
de constituir también una dotación conveniente y estable 
que fuese del derecho propio y libre de la Iglesia. Enviamos, 
pues, á la referida muy amada en Cristo hija nuestra al ve- 
nerable hermano Juan, Arzobispo de Tesalónica, con núes* 
tras órdenes é instrucciones oportunas, á fin de nue desem- 
peñando cerca de S. M. C. el cargo de Delegado nuestro y de 
esta Santa Sede, y á su tiempo el de Nuncio, empleare todos 
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áus esfuerzos para tratar y arreg-lar allí los negocios de la 
Religión y de la Iglesia con toda diligencia y atenci<5ii. Y 
soJtcitOK Bobre todrj de la salvación do las almas, deseando ar- 
dientemf^nt^ ante todas tiosai^ el proveer á las iglo:áÍas de 
aqnel vasto reino ^ por taiíto tiompo vinda^j, dp Paatores dig- 
nos é idóneos que guiaren á aquel loa Atoles en la profesión de 
la fe católica, cooforme á la* leyes de Dios y de ía Ig-lesia, á 
la senda de la salvación eterna^ encargamos at mismo vene- 
rable hermano qne se ocnpaso en primer tugar de la reati- 
zación de este objeto con la aplicación más diligente. Y gran- 
de f aé en verdad nuestro consuelo cuando, con el auxilio di- 
vino y por Ioí; esfuerKoa de nuestra muy amada on Cristo 
luja, se obtuvo en esta saludable materia el éxito que de- 
seaba mo>¡ . 

Pero después de ias muy lamentables vicisitudes que ha- 
blan afligido á aquel rein0| era tal la multitud, gravedad y 
dificultad de los dornas negocios que debían arreglarse, que 
no fnó posible venir á un Convenio entre Nos 5^ la misma muy 
amada en Cristo hija nnestra María Isabel, Reina católiva 
de España, sino dos pues de una rteíiljeración larga y labo- 
riosa, habiendo experimentado Nos nn grande consuelo en la 
piedad y decidida voluntada favor de la Religión mostradas 
por aquella Soberana en la conclusión de este Convenio. 
Cuyo Convenio, examinado con madurez jMir la Congrega- 
clon de nuestros venerables hermanos ios Cardenales de la 
Santa Iglesia romana, encargada de los negocios eclesiásti- 
cos extraordinarios, lo flnnaron los Plenipotenciarios elegi- 
dos por ambas partes el día 16 del próximo pasado mes de 
Marzo, á saber; en nuestro nombre, el venerable hermano 
Juan, Ariíoblsiío de Tesalónica; en nombro de la Reina, nues- 
tro amado hijo el noble caballero D. Manuel Bertrán de Lis, 
Secretario do Negocios extranjeros de S. M, Quisimos que en 
este Convenio se estableciese ante todas cosas que la Reli- 
gión católica, apostólica, romana, con todos los derechos de 
que goza por institución divina, y por sanción de los Sagra- 
dos Cánones, rija y domine exclusivamente como antes en 
todo el reino de las físpanas; do modo que las calamidades de 
los tiempos no puedan nunca cansarle níngútt detrimento, y 
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se destierre cualquier otro culto: que en todas las Universi- 
dades, Colegios, Seminarios y escuelas públicas y privadas se 
enseñe con pureza la doctrina católica: que se conserven Ín- 
tegros é inviolables los derechos d^ la Iglesia que conciemen 
principalmente al orden espiritual: que los Prelados y los mi- 
nistros sagrados tengan libertad en el desempeño de sus fun- 
ciones episcopales y en las del sagrado ministerio, singular- 
mente para custodiar la fe y defender la doctrina de las cos- 
tumbres y la disciplina eclesiástica, removiendo cualesquie- 
ra dificultades é impedimentos; y que se preste por todos la 
consideración y honor que se deben ¿ la autoridad y digni- 
dad eclesiásticas. Y á fin de impedir más y más que nada . 
pueda por cualquier motivo oponerse al bien de la Iglesia, 
se ha sancionado, entre otros artículos, que todo aquello que 
se refiere á las personas y cosas eclesiásticas de que no se 
hace mención en el Convenio se trate y administre en un 
todo conforme á la disciplina canónica y vigente de la Igle- 
sia; y q^e cualesquiera leyes, órdenes y decretos contrarios 
á este Convenio deben quedar enteramente anulados y su- 
primidos. 

Y para que los venerables hermanos los Prelados de Espa- 
ña gocen de más amplia facultad en conferir los beneficios 
de sus diócesis, al propio tiempo que hemos confirmado el 
Convenio concluido el día 20 de Febrero de 1763 por nuestro 
predecesor Benedicto XIV, de buena memoria, con Feman- 
do VI, Rey católico de España, de feliz recuerdo, hemos 
añadido algunas cosas favorables á la autoridad eclesiásti- 
ca, y especialmente á sus Prelados. 

Y habiéndose expuesto que la utilidad y las necesidades 
de aquellos fieles pueblos exigen que se haga en el reino de 
España una nueva división de las diócesis, hemos juzgado 
verificarla á su tiempo, de manera que se atienda mejor ¿ la 
salvación y necesidades de las almas. Por esta misma razón 
se establecen en aquel reino nuevas diócesis, al propio tiem- 
po que se reúnen algunas con otras que, según confiamos, 
podrán restituirse algún día á su estado primitivo, siendo el 
deseo príacipal nuestro y de esta Santa Sede que se aumente 
y amplíe el número de las diócesis. Pero no estando prepa- 
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rado todavía todo Ío que se necesita para aeiuejanto t^atnbio 
del estado actual de las iglesias en España, y para determi- 
oar líig limilcs de cada diócesis sey^ún el Convenio ajustado, 
hemos decidida que no se, haga Innovacióti uln^na hasta 
que el mismo reciba su ejecución completa, y se expidau 
otras letras apostólicají nuestras sobre esta nueva circuna- 
cripciÓH de las diócesis. Por coa siguiente todos los lugares 
que^ según el Convenio, deben separarse ó desmembrarse de 
Jas diócesis á que pertenecen actualmente^ y unirse á otras, 
serán gobernados por sus actuales Ordinarios, y si fuese me- 
nester por Vicarios qne elija esta Sede apostólica, hasta que, 
fijados los límites por las mencionadas otras letras nuestras 
apostólicas, se encarguen nuevos Pastores de la administra- 
ción de aquellos territorios. 

Por lo que respecta á los intereses temporales de las igle- 
sias de España ^ que, con razón y muy justamente, ocupa- 
ban en gran manera nuestros cuidados y solicitud, no héraon 
omitido el emplear todos nuestros esfuerzos y procurar con 
todo empeño que, conforme á las condiciones que hablamos 
prescrito y que dejamos mencionadas ya, los Obispos singu- 
larmente y los Cabildos, Seminarios y Párrocos tengan de 
la manera mejor que sea posible rentas convenientes y esta- 
bles, dedicadas perpetuamente á la Iglesia y administradas 
libremente por ella, Y habiendo sabidn por testigos fidedig- 
nos que algunos de los bienes que todavía no »e han vendido 
están tan deteriorados y se han hecho tan gravosos por las 
dificultades de su administración, que aparece evidente la 
utilidad de la Iglesia de convertir su precio en rentas del 
crédito público no tran*feril)les por titulo alguno, hemos 
creído deber consentir este cambio, atendiendo^ á lo que se 
nos ha expuesto sobre esta utilidad de la Iglesia, con la con* 
dición, sin embargo, de que se haga la permuta en nombre 
de la Iglesia, á la cual por esta razón deben devolverse 
aquellos bienes sin dilación alguna. 

T en virtud de los ruegos de nuestra muy amada en Cris- 
to hija, la líeioa Católica de España^ con los que nos ha su- 
plicado vivamente que tuviésemos a bien cooperar ala tran- 
quilidad de su reino, gravemente expuesta si se qui^^ieson 
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recuperar ahora los bienes eclesiásticos ya enajenados, te- 
niendo Nos presente la utilidad que redunda & la libertad de 
la Iglesia de los artículos ajustados en interés suyo, y si- 
guiendo los ejemplos de nuestros predecesores, y confiados en 
que no se repetirán nunca en adelante tales despojos deplo- 
rables de las propiedades de la Iglesia, declaramos que los 
que han adquirido los bienes Tendidos de la misma no serán 
molestados en ningún modo por Nos ni por los Romanos Pon- 
tífices sucesores nuestros; y que, por consiguiente, la perpe- 
tuidad de los mismos bienes, las rentas y derechos inherentes 
á ellos permanecerán inmutables en poder de los mismos y 
en el de sus causa-habientes. Pero al mismo tiempo que asi lo 
declaramos, hemos cuidado de que se cumplan con exactitud 
las cargas que se hallaban anejas á las propiedades vendidas. 

También nos había pedido, entre otras cosas, aquel Go- 
bierno que permitiésemos cierta variación en la manera de 
exigir y administrar los productos de la Bula de la Cruzada, 
á cuya petición hemos estimado oportuno dar nuestro con- 
sentimiento. Queremos, sin embargo^ que, aunque estos pro- 
ductos han sido destinados para formar una parte de la do- 
tación de la Iglesia, tengan todos entendido que ni Nos ni 
nuestros sucesores quedamos, á causa de ello ligados por obli- 
gación de ninguna especie en cuanto á la prorrogación de la 
misma Bula, sin que esto redunde en detrimento alguno de 
la dotación eclesiástica establecida. 

Por último, habiendo sido detenidamente discutido por 
nuestros venerables hermanos loS Cardenales de la Santa 
Iglesia Romana que componen la Congregación designada 
para los negocios eclesiásticos extraordinarios todo cuanto se 
contiene en este Convenio, y habiéndolo Nos meditado tam- 
bién con maduro examen, de parecer y acuerdo de los mis- 
mos venerables hermanos nuestros, hemos venido en prestarle 
nuestro asentimiento. Por lo tanto, publicamos por estas Le- 
tras apostólicas todo lo que se ha establecido para el bien de 
la Religión católica y para el incremento del culto divino y 
de la disciplina eclesiástica. Y el tenor del Convenio ajustado 
es como sigue: 

(Aquí el Concordato.) 
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Y habiendo, tanto Noe como nuestra muy amada en Cristo 
hija María Isabel^ Rehia católica de Espaila, aprobado, con- 
firmado y ratificado eatas convencionoíi, pactos y concordato* 
on todos y cada uno de sus puntos^ cíáusulas, artículos y 
condícionea, y habién dimos rogado con instancia aquella muy 
amada en Cristo hija nuestra <\ ue para su más firme subsis- 
tencia le diéfemos la fuerza de la estabilidad apostólica^ y le 
afiadiésemo^ la autoridad y decreto más solemnes, Nos, en la 
entera confianza de que Dios por su grande misericordia &e 
dignará derramar los copiosos frutos de su divina gracia so- 
bre eatos esfuerzos nuestros para arreglar los negocios ecle- 
aiásticoB en ei reino de España, de ciencia cierta j con madura 
deliberación y con la plenitud de la potestad apostólica, por 
el tenor de las presentes aprobamos, ratificamos y aceptamos 
los capítulos, convenciones, concesiones, pactos y concorda^ 
tos mencionados, les damos la fuerza y eficacia de la estabi- 
lidad y firmeza apostólica, y prometemos y asegu ramos j 
tanto en nuestro nombre como en el de nuestros sucesores, 
ípic por parte de Nos y de la Raota Sede se cumplirá y ob- 
servará sincera é inviolablemente todo cuanto en eilos se cnn- 
tiene y promete, 

Y amonestamos y exhortarnos en oí Señor con las instan- 
cias mayores posibles á todos y A cada uno de los actuales 
Prelados de España, y á los que instituye remos en adelanto, 
igualmente que á sus sucesores, á que observen con asiduidad 
y diligencia, en lo que á ellos respecta, todo lo que hemos 
aqui decretado para mayor gloria de Dios, utilidad de sa 
8anta Iglesia y salvadón de las almas. 

Y habiéndose restablecido, según era justo, la libertad del 
ministerio pastoral alejando todo impedimento, no dudamos 
de que todos aquellos Prolados, siguiendo las ilustres huellas 
é imitando los ejemplos de tantos santos Obispos con los cua- 
les tanto se ilustró la España, emplearán con e! más activo 
celo, empeño ó insistencia todos sus pensamientos, cuidados, 
consejos y conatos para que brillen más cada día entre los 
fieles de España la pureza de la Religión católica, la pompa 
de! culto divino, el esplendor de la disciplina eclesiástica, la 
observancia de Im leyes de la Iglesia, la honestidad de las 
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costumbres y el amor y Ja práctica de la virtud y de la pie- 
dad cristiana. 

Decretando que las presentes Letras no puedan ser nota- 
das ó impugnadas en tiempo alguno por vicio de subrepción, 
obrepción ó nulidad, ó por defecto de intención nuestra, ni 
por otro cualquiera, por grande é impensado que sea, sino 
que sean siempre firmes, válidas y eficaces, y surtan y ob- 
tengan sus más plenos é íntegros efectos, y sean observadas 
inviolablemente mientras se guarden las condiciones y pac- 
tos que en el tratado se expresan. No obstando las constitu- 
ciones y ordenaciones apostólicas dadas en general ni en los 
Concilios sinodales, provinciales y universales, ni las Beglas 
nuestras y de la Cancelarla apostólica, principalmente de 
jure qiuBsito non toUendo, ni las fundaciones de cualesquiera 
Iglesias, Cabildos y otros lugares pios, aunque estuviesen 
corroboradas con confirmación apostólica ó cualquiera otra 
firmeza, ni los privilegios, indultos y Letras apostólicas con- 
cedidas, confirmadas ó innovadas en contrario, de cualquiera 
modo que sea, ni por cualesquiera otras cosas que sean en 
contrario. Todas y cada una de las cuales cosas, teniendo el 
tenor de ellas por expresado é inserto palabra por palabra, 
quedando por lo demás en su fuerza, las derogamos especial 
y expresamente sólo para los efectos que se liiencionan. 

En atención, además, á que seria difícil llevar las presen- 
tes Letras á todos los lugares donde hayan de hacer fe, de- 
cretamos y mandamos, en virtud de la misma autoridad 
apostólica, que sus trasuntos, aunque sean impresos, con tal 
sin embargo de que estén firmados por mano de un notario 
público y provistos del sello de alguna persona constituida 
en dignidad eclesiástica, merezcan entera fe por todas par- 
tes, de la misma manera que si fuesen exhibidas ó manifes- 
tadas las presentes Letras. Y á mayor abundamiento decla- 
ramos nulo y de ningún valor todo lo que de diferente ma- 
nera se intentase por alguno con cualquiera autoridad, sa- 
biéndolo ó ignorándolo. 

No sea {)or consiguiente licito á ninguno el infringir ú opo- 
nerse con temeraria audacia á este escrito de nuestra conce- 
sión, aprobación, ratificación, aceptación, promesa, ofreei- 



ip^^^^^i^^-^^^p 



"449 — 

miento, exhortación , amoaeatadún, decreto, dcrog-ftción^ es- 
tatuto, mandato y vnlnntad* Y si alguno prosumíere inten- 
tarlo j sepa que incurrirá en la indignación de Dios Omnipo* 
tente y de sus Apóstoles San Pedro y San Pablo, 

Dado en Roma en San Pedro á cjdco de Septiembre del año 
de la Encarnación del Señor mil ochocientos cincuenta y 
uno y se^to de nuestro Pontificado.— t^ P, üardñnai pro- 
Datario*—A. Cardenal Lafnbrmchini.- Visto de la Curia, 
D, Bndi.^LvLgíLr »^del seJlo de plomo.— K Cugnoni* 



REAI. DECHETO MAKDÁNOO PUBLICAR LiS ANTÜÍtEORES LETRAS 
A^QñTÓhWA» 



Conformándome con lo que de acuerdo con mí Conaejo de 
Ministros, y oidoel Consejo Real en pleno, me ha propuesto 
el Ministro de Gracia y Justicia, veng-o en decretar lo si- 
gniente: 

Articulo 1.** Las Letras apostólicas expedidas en cinco de 
Septiembre último sobre eí Concordato celebrado con la San- 
ta Sede en diez y aeís de Marzo del presente afxo se publica- 
rán en la forma ordinaria, áin perjuicio de las regalías, dere- 
chos y facultades de mi Real Corona. 

Art, 2° Un ejemplar impreso de las mismas Letras apos- 
tólicas, de la ley referente á dicho Concordato y de bus ple- 
nipotencias y ratifícacioueSf se i-emitirá con Real cédula á 
los M. RR, Arzobispos, RR, í íbijspoft, Abades y territorios 
exentos, y asimismo á la^ Igle^rilaa metropolitanas, catedra- 
Jea y colegiales, para que se conserven eo sus respectivos ar- 
chivoií^ como se practicó con el Concordato de mil Ketecientos 
cincuenta y tres y con la Constitución apostólica que & su 
virtud expidió la Santidad de Benedicto XIV. 

Art. S° El Ministro de Gracia y Justicia dispondrá lo ne- 
cesario para la ejecución del presente decreto. 

Dado en Palacio á diez y siete de Octubre de mil ochocien- 
tos cincuenta y un«. —Está rubricado de la Real mano.— El 
Ministro do Gracia y Justicia, Ventura González Romero, 
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APÉNDICE XI . 

RBAL DBCRETO B8TABLBCIBND0 BL CONSEJO DB LA CÁMARA 
ECLESIÁSTICA 



Señora: Lo8 augustos predecesores de Y. M., deseosos de 
regularizar convenientemente la intervención que en las co- 
sas eclesiásticas corresponde á la Corona por razón del pa- 
tronato, por concesiones apostólicas y por otros justos títu- 
los, encargaron la dirección de tan importantes y trascen- 
dentales negocios á los Supremos Consejos y sus respectivas 
Cámaras de Castilla é Indias, especialmente á la primera de 
éstas, concediéndoles atribuciones propias en muchos casos 
y meramente consultivas en los demás. Estos respetables y 
elevados Cuerpos, que á la vez eran también Tribunales de 
justicia, correspondieron dignamente á su alta misión y á la 
confianza de la Corona, ejerciendo generalmente una salu- 
dable influencia en las relaciones entre la Iglesia y el Esta- 
do, porque supieron conciliar la firmeza con la prudencia y 
el deber con la circunspección, no perdiendo de vista el es- 
píritu de paz y de conciliación, siempre indispensable para 
mantener constantemente la concordia entre ambas Potes- 
tades. 

La necesidad de un Cuerpo elevado auxiliar, en esta par- 
te, del Ministerio de Gracia y Justicia, ha sido reconocida en 
todas las épocas en que, por virtud de las reformas introdu- 
cidas en la Administración pública, han dejado de existir 
dichos Consejos, y por ellas se han conferido casi todas sos 
atribuciones á los Cuerpos más elevados de la jerárquia ad- 
ministrativa ó judicial, ó se han creado Comisiones especia- 
les para determinadas materias. En el dia existe la consulti- 
va eclesiástica, y al Consejo Real compete en la via consul- 
tiva aconsejar al Gobierno de V. M. en determinados asim- 
t)os, entre los cuales no se cuentan muchos muy importantes 
y trascendentales, como, por ejemplo, la designación de su- 
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jetos bfíii(? méritos y díguo¿para Jas preladas y pnra las pie- 
?!as eclpjsiágticaii de toda clase y jerarquía, cuya presenta- 
ción corresponde á la Corona. Por otra, parte, el Consejo Real 
es demasiado numeroso^ está recargado de negocioi, y ia Ín- 
dole no es cierta me ate la más propia para entender en cier- 
tos negocios ectesiásticoa, porque en sentir del que suscribe, 
para que sea provechosa y benéfica la intervención del Go- 
bierno en tale-á materias, es indispensable que el Cuerpo que 
conozca de ellas tenga una organización especial en relación 
con su objeto, y que por lo tanto se le confiera acción propia 
en ciertos casos, lo cual no cuadra bien á la naturaleza cons- 
tituida del Consejo Real, Por e¿tas consideraciones y otras 
que no se ocultan á la alta penetración de V. M,, entiende el 
Ministro qne suscribe que es útil y aun necesario establecer 
un Consejo de Negocios ecleaUsticos. Este Cuerpo debe tener 
una organización análoga, en lo posible, á la qne tuvieron 
las Cámaras de los Consejos de Castilla é Indias, y compo- 
nerse de fnncionarios eclesiásticos y del orden administrati- 
vo y judicial que por su elevada posición y recomendables 
circunstancias sea una garantía indestructible para los in- 
tereses legítimos de toda clase. 

El mismo cuerpo ha de ser también el depositario fiel de 
las tradicioikeSf anudando las antiguas con lo que la varia- 
ción de los tiempos^ las exigencias de la época y el régimen 
actual reclaman, á fin de establecer sobre la solidábase del 
mutuo respeto de loa respectivos derechos la concordia de 
ambas Potesíitad es, por cuyo medio, y robusteciendo conve- 
nientemente el principio de autoridad y el sentimiento cató- 
lico qne tanta y tan saludable influencia ejerce sobre las 
enstumbrea públicos y privadas, se obtendrán seguramente 
grandes é importantes resultados para la Ig-lesia y para el 
Estado. 

Aunque la Cámara intervenga en los negocios eclesiásti- 
cos, no por eso se privará al Gobierno de V. M. do la facul- 
tad de oír en los asuntos graves y más trascendentales al 
Consejo Real, siempre que lo estime conveniente, así como 
en los tiempos antiguos se oía al de Elstado en muchas é im- 
portantes cuestiones^ además de que se le reserva, como es 
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indispensable, el conocimiento de aquellas controversias qae, 
Tersando sobre derechos individuales, pertenezcan por su 
propia Índole á lo contencioso -administrativo y los demás 
que por la ley le correspondan. 

La Cámara no será gravosa al Estado, porque los Cama- 
ristas no han de disfrutar ni sueldo ni gratificación, debien- 
do ser enteramente gratuitos estos cargos, y también porque 
no hay necesidad de crear oficina especial para el dei^pacho 
de los negocios, debiendo estar á cargo de la Secretaría deJ 
Ministerio de Qracia y Justicia, con gran ventaja del servi- 
cio público. 

Tales son, Señora, además de la urgente necesidad de que 
todo esté dispuesto y preparado para que se ejet;ute sin de- 
mora en su día el plan general del arreglo del clero^ laa ra- 
zones en qué se iunda el*proyecto de decreta que tengo la 
honra de someter á la aprobación de V, M., de conformidad 
con el parecer del Consejo de Ministros. 

Madrid 2 de Mayo de 1851.— Señora: -A L. fi. R d» V. M. 
— Ventura González Romero, 



RBAL DECRETO 

En vista de las razones que me ha expuesto el Ministro de 
Qracia y Justicia, de conformidad con el parecer del Consejo 
de Ministros, vengo en decretar: 

Articulo 1.® Se establece un Consejo de Negocios ecle- 
siásticos con la denominación de Cámara eclesiástica. 

Art. 2.** Compondrán la Cámara el muy reverendo Arzo- 
bispo de Toledo, Presidente; el muy reverendo Patriarca de 
las Indias, ambos natos; un eclesiástico constituido en dig- 
nidad que tenga su residencia canónica en la Corte, sin per- 
juicio de poder aumentar en lo sucesivo el número de esta 
clase; dos Ministros del Tribunal Supremo de Justicia, v 
cuatro altos funcionarios efectivos ó cesantes, nooibrados por 
mi á propuesta del Ministro de Gracia y Justicia. Uno de é^- 
tos será Fiscal, teniendo sólo voto consultivo en las negoeifi^ 
en que diere dictamen; pero será igual en lo demás á iOf> 
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otros individunii. Todos estos cargos serán puramente hono- 
ríficos y gratuitoB. 

Art. 3° Los empleados del Mmisterio de Gracia j Jtisti- 
da que tengati a su cargo los negocios ecle»l»atict>8, y los 
<jne están hoy á las órdenes y bajo la dependencia de la Jun- 
ta consultiva eclesiástica, despacharán tambiéti loa de la Cá- 
mara. El Jefe de la sección de Negocios ecleeiá¡jticoti será Se- 
cretario. 

Art, 4.** Ordenará la Cámara la instrucción de los expe- 
dientes y rea o I verá definitivamente los negocios que no 
sean de gran trascendencia ^ limitándose á emitir su parecer 
en los demás. 

Art, 5.** Previa instrucción de los expedientes oportunosj 
y tomando siempre informes de loe respectivos Diocesanos^ y 
en su caso de otras personas de reconocida piedad y celo, 
formará anualmente estados nominales de los sujetos que 
por BUS virtudes evangélicas, méritos y circunstancias per- 
sonales sean idóneos para las prelacias* 

Art, 6.^ Clasificará según sus circunstancias y mereci- 
mientos, y en conformidad á las reglas que se dictarán para 
la más acertada provisión, los eclesiásticos que por la vía re- 
servada deben indicar anualmente los muy reverendos Ai'- 
zobispos y reverendos Obispos para (¡ue se les promueva en 
su carrera. Asimismo calificará también las circunstancias y 
clasificará todos los qne pretendan prebenda?» ó beneficios de 
todaclase^ cuya libre prestmtación corresponda á la Corona, 

Art. TJ* Será oída precisamente la Cámara en los expe- 
dientes de provisión de curatos y beneficios curados que por 
oposición y á propuesta de los Diocesanos corresponda á la 
Corona^ en las permutas y resignas; en los planes beneficía- 
les, y sobre expedición de cédulas auxiliares á favor de los 
nombrados por los Prelados 6 Cabildos, sede vacante, para 
cargos de la judicatura eclesiástica; en todoü los conflictos y 
encuentros entre las autoridades eclesiásticas y del orden 
administrativo civil, y en general sobre todo lo que pueda 
afectar las buenas relaciones y concordia entre la Iglesia y 
el Estado, 

Art, 8." A toda propuesta que para prebendas y otros 
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beneficios inferiores no curados me haga el Ministro de Gra- 
cia j Justicia, deberá preceder el anuncio de la vacante por 
espacio de un mes al menos en la Gaceta de Madrid^ j no me 
propondrá sujeto alguno, cualquiera que sea el beneficio de 
que se trate, sin que la Cámara hubiere calificado preTia- 
mente sus circunstancias, precedido informe y testimoniales 
del Diocesano. Para la presentación de las piezas eclesiásti- 
cas que yo deba hacer, en el primer arreglo general pen- 
diente, se establecerán en forma debida las reglas especiales 
que su propia índole requiere. Toda provisión se publicará 
en la Gaceta de Madrid, co'n una ligera reseña de la carrera 
del presentado. 

Art. 9.^ Se formarán y publicarán sin demora las ins- 
trucciones convenientes para el gobierno de la Cámara, te- 
niendo presentes las antiguas insertas en la Novísima Reco- 
pilación y lo que exige el estado actual de las cosas. 

Art 10. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos an- 
teriores, se oirá al Consejo Real siempre que por la gravedad 
y trascendencia del negocio se estime conveniente. Además, 
tocará al mismo Consejo Real conocer y consultar en la forma 
ordinaria por el Ministerio de Gracia y Justicia en los nego- 
cios contencioso-admiriistratlvos y otros que le estén atri- 
buidos especialmente por la ley. 

Art. il. Luego que se instale la Cámara cesará la Junta 
consultiva eclesiástica, cuyas funcionesdesempeñará aquélla- 

Art. 12. El Ministro de Gracia y Justicia dictará las órde- 
nes conducentes para la más pronta y expedita ejecución del 
presente decreto. 

Dado en Palacio á 2de Mayo de 1851. —Rubricado de la 
Real mano. —El Ministro de Gracia y Justicia, VerUura Gon- 
zález Romero. 



RBAL DECRETO 

A fin de que se instale sin demora el Consejo de Negocios 
eclesiásticos, creado por decreto de este día, vengo en nom- 
brar para que le compongan, además de los individuos natos. 
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al Marqués de Mira tictes, Senador del BoÍdo^ qíie ha ddo 
Ministro de Estado y Preside uto del Consejo de Ministros? á 
D* Luis Lfipe?. Ballesteros^ Senador del ReinOj Vocal de la 
JuDta consultiva e[etii¿stica y Mhüstro (]ue ha eido de Ha- 
cienda; á D. Jorié de Cafranga, Senador del Reino, que ha 
sido Ministro de Gracia y Justicia, Gobernador del suprima 
do Consejo de Indias y Secretario de la exting'uida Cámara 
de Castilla; á D. Juan Martin Carramolino, Ministro que ha 
-sido de la Gobernación y actual Fiscal del Tribunal especia! 
de tas Ordenesj euyas funciones desempeñará en ía Cámara; 
á D. Pedro Jiménez Navarro y D, Francisco Águstin Silveíai 
Ministros del Tribunal Supremo de Justicia, y á D. Julián 
Mari a Pinera, Arcediano de San tafo en la iglesia metropoli- 
tana de Granada y Jaez Auditor de la Eota de ta Nuncia- 
tura apostólica en esta Corte, 

. Dado en Palacio á 2 de Mayo de 185 K— Rubricado de Ja 
Heal mano,— El Minijítro de Gracia y Justicia, Ventura Gon- 
zález Hofuero, 



APÉNDICE Xn 

AEAL DECRETO aoaK£ (-ALtDi.DBS PARA ORTfiNfiR PXB^Al^ 



Teniendo en conüderacíón las razones expuestas por el 
Ministro de Gracia y Jasticia acerca de la necesidad de fijar 
reglas y bases determinadas a cjue poder ajustarse en la pro- 
visión de laá mitras, dignidades y prebendas eclesiástica*, y 
de conformidad con lo expuesto sobre la materia por la Cá- 
mara, vengo en deiretar losig'Hientí^i 

Articulo I." En la clasificación y propuesta do sujetos 
fjue han de ser presentados para laü Mitras ae tendrá muy 
preí^nte lo dispuesto en loa Sagrados Cánones y en loa pá- 
rrafos 12, U y 14 de ía ley 12, titulo XVIII, libro l.'^ déla 
Novtslma Rocopilación, cuya inviolable obiíérvancia en car- 
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^0 muy particularmente k la Cámara y al Ministro de Gra- 
cia y Justicia (1). 

Art. 2.^ Para las primeras Sillas de las iglesias metropo- 
litanas, sufragáneas y colegiales se propondrán precisamen- 
te capitulares de la misma ó superior categoría, que además 
de estar adornados de las circunstancias que se expresan en 
la regla 1.», art. 18, ley 12, titulo XVIII, libro 1.^ de la Novi- 



(1) Párrafo 12. Para los Arsobispadoa, Obispados y Prela- 
cia* oon territorio y juriadicoióa caasi-episcopal ae me propon- 
drán penonas que pasen de cuarenta años de edad, graduadas en 
Teología ó cánones en Universidades aprobadas, ó que hayan ob- 
tenido loe maRísterios de su orden, si f aeren regulares, y repu- 
tadas comúnmente por de ejemplar yirtud entre las frentes timo- 
ratas y entendidas, prefiriendo las ejercitadas en la cura de al- 
mas y en la predicación y confesonario con frecuencia y fruto 
conocido: los canónif^os de oficio en las iglesias llamadas de tér- 
mino que también se hubieren ejercitado en estos ministerios, y 
los empleados en los Tribunales superiores eclesiásticos, en él 
gobierno y jnrisdicoión de las diócesis, ó en prelacias refcn lares, 
oon tal de que conste haberse conducido en estos encargos con 
notoria prudencia, rectitud, desinterés, pai y mansedumbre, y 
sin pleitoH, disputas ó competencias acaloradas, de modo que no 
han de bastar las noticias é informes de buenas costumbres, lite- 
ratura y graduación para que la Cámara me consulte los sige- 
tos, si no tiene la posible seguridad de ape te han ejercitado en 
diohos ministerios v de que nan adquirioo y acreditado en ellos 
el conocimiento y la compasión de las mirrias humanas, y la 

{prudencia necesaria para el consuelo, gobierno y dirección de 
os subditos. 

18. No puedo dejar de inculcar mucho á la Calmara el enoargo 
que le bago S()bre estos puntos, para que los consultados ¿ prela- 
cias sean muy experimentados y prudentes y mny oarítatiToa, 
pacíficos y enemigos de diKordias y disputas, aunque sean so 
color de derechos fundados; y asi cuidarán tanto la Oámara oomo 
la Secretaria respentiva de anotar y especificar en las ooosultas 
lo que constare sobre los años de eieroioios en Ja cura de almas, 
predicación ó confesonario, ó de Tribunales, jurisdicción y |í;c>- 
bierno que hubieren tenido las personas consultadas, y la opi- 
nión que hayan logrado de su conducta, desempeño y i 



dombre, y de quién son los informes; bien entendido que no pro- 
veeré Obispado ni Prelacia en quien no se verifíuuen aquellas 
experiencias, auhque sea de muy buena fama sin eilaa 

14. Lia Cámara en las traslaciones se arreglará á lo dispuesto 
por los Sagrados Cánones y á los repetidos Beales deoretos que 
se han expedido en esta materia, no consultándome Obispos para 
Obispados y Arzobispados sino en los casos de necesidad y utili- 
dad evidente de las iglesias, especificando las causas en lae con- 
sultas, de modo que se eviten promociones á mayor diócesis sólo 
por serlo, ó por el aumento de renta ó dignidad. 
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^ima Recopilitetón, ya citada^ tengan también el grado de 
doctor ó licenciado en Teoloj^fla ó Jurisprudencia^ y hayan 
líervido cuatro años dignidad ó prebenda do oficio, ú ocho 
caiioiúcato^ áe gracia. 

Art. 3.° Para el arcediaiíato titular se propondrá el Ca- 
nónigo de graeia mAa antiguo do cualquiera de las iglesias 
de la misma 6 superior clase, con tal que tenga grado mayor 
en Teología ó Derecho y seis aüon de residencia. 

Art- 4*** Igualmente we propondrán para la dignidad de 
Maestrescuela prebendados de oficio de las respectivas igle- 
sias que hayan servido sa prebenda por espacio de cuatro 
años al menos. 

Árt. 5/' Para las demás dignidades do las iglesias metro- 
fm I i tan as sarán propuestos: 

1/' Canónigos de las mismas dignidades de las sufragá- 
neas, ó Aliados de las colegiatas quo hayan servido su pre- 
benda^ cuatro años los Dignidades, Abadcíi y Cnnónigos de 
ofleiOj y seis los de gracia, ú ocho no teniendo grado mayor. 

2** Canónigos de las \gl<?Mns líufragáueas qno, teniendo 
grado mayor, hayan rej^idida su prebenda ocho años, ó áifuy. k 
falta de dicho requisito, 

:^° Párrocos que al grado mayor añadan doce arlos de 
servicio en el ministerio parroquial, de los cuales durante 
dos han de haber regido parroquias de término, ó cuatro de 
ascenso. Á Ioh que no tengan grado mayor so exigirán quince 
años de párroco. 

4 . ** Los J uec es metro po 1 i ta nos, lo?* Proviso res y Vi c ar i os 
generales que con la correspondiente Rr-al cédula auxiliatb- 
lia liayan desempeñado estos cargos y sus fiscalías por doce 
ailos. 

5." Loa Físcalpa de los mi smos Tribunales eclesiásticos qne 
lo hayan ^ido por quince años. 

(>,° y últi m o . Los ca tedrátí eos de Teología y J urispruden- 
cia en las Universidades y Seminarios centrales por doce 
años* 

Art. G,** Para dichas dignidades de las iglesias sufragá- 
neas deberán propouerse Canónigos de las mismas iglesias, 
que cuenten nna cuarta parte menos del tiempo de residen- 
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cia exigida en los párrafos 1.*^ y 2.^ del artículo precedente: 
los sujetos de que tratan los otros párrafos del mismo ar- 
tículo, deduciéndose en su respectivo caso una cuarta parte 
del tiempo de servicio allí indicado. 

Art. 7.® Para la propuesta de los canonicatos vacantes 
en iglesias metropolitanas se formarán las categorías si- 
guientes: 

1.^ Los Dignidades de iglesias sufragáneas que cuenten 
dos terceras partes del tiempo de residencia que para cada 
caso se prefija en el párrafo l.**del art. 5.**, y los Canónigas 
de las mismas iglesias sufragáneas adornados de los requisi- 
tos indicados en el párrafo 1.^ del artículo anterior. 

2.^ Los Párrocos en quienes concurran las cualidades que 
se expresan en el párrafo 3.*" del mismo art. 5.^, con rebaja 
de una cuarta parte del tiempo de servicio. 

3.^ Las personas designadas en los demás párrafos del 
propio artículo, con igual rebaja de la cuarta parte del 
tiempo de servicio que respectivamente se exigí'. De .-^ei^ ca- 
nonjías vacantes de todas las iglesias, una se cotiferirá á 
cada una de las precedentes categorías, proponiéndole para 
las restantes, indistintamente de entre todas ellas, ó á suje- 
tos que careciendo de dichos riquisltos hayan prestado ser- 
vicios importantes en utilidad de la Iglesia ó del Ei^tado^ cu- 
yos servicios deberán ser clasificados previamente tales por 
la Cámara en expediente particular, oyendo al Diocesano, o 
Diocesanos á quienes corresponda, pero en todo caso ^ dará 
la debida preferencia á los Párrocos. 

Art. 8." Las reglas contenidas en el artículo anterior ¡^ 
aplicarán igualmente á las canonjías que vat^uen en la» 
iglesias sufragáneas, entendiéndose la parte primera deí pá- 
rrafo 1.® con los Canónigos de oficio, y la segunda con loa de 
graciado las colegiatas, rebajándose el tiempo de servicio ó 
residencia á los sujetos comprendidos en las otras eategorlaf^ 
una tercera parte, en lugar de la cuarta que allí se fija. Ade- 
más de lo dispuesto en el párrafo anterior, concurrirán tam- 
bién para las propuestas que no estén sujetas á determinada 
categoría: 

1.® Los Beneficiados ó Capellanes asistentes de ia^ iglesia» 
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metro paJitanas cnn sefif: afioa de residencia, cuando tinigan 
almenoítcl grado do bíiuhUler en Cienciais ecle8iá&tkas, ú 
ocho á falta de esfce gibado. 

2." Lctó Eectüreíí y catedráticas de Teología ea loa Semí- 
narioa concluirás 6 de Fiíosnf Ja de los centrales, que con ^a- 
do mayor académico en dichas ciencias ec le Hiá.i ticas hayan 
iorvídn en propiedad por espacio de seis afiíH, 6 de ocho en 
defecto de dicho grado, debiendo tener en todo caso el do 
bachiller. 

3.* Loa Párrocos de ascenso qne cuenten respectivamente 
^te ndamo tiempo de servicio, con tal que al menos dos de 
ellos lo sean en parrimnias de ascenso. 

4." Los Párrocos de entrada que en cada caso cuenten una 
mitad más del tiempo prefijado en el párrafo precedente. 

b° Los alumnos peníiinnistas á expensan de an.» propias 
familiar, de loa Seminarios céntrale:*, que tomen el grado 
mayor en cienciaii ecle?iiásticafi y hayan obtenido constante- 
mente buena nota, entre ellas^ tres al menos de sobresa- 
lientes. 

Art, 9," Para las propuestas de canonjías de grada de 
Jas colegiatas se formarán listas que contengan íh^ cinco ca- 
tegorías do que habla el párrafo 2." del artículo anterior, re- 
duciéndose á una mitad del tiempo de servicio, y á dos las 
notas de sobresaliente que se exige á los alumnos pensionis- 
tas de los Seminarios centralcí*, y comprendiéndose en la pri- 
mera categoría, con las circunstancias allí es presadas, los 
Beneficiados ó Capollancs asistentes de las sufragáneas, y en 
)a segunda a los catedráticos de Filosofía de los Seminarios^ 
conciliares. 

Árt, 10. De nueve canonjías vacantes en las iglesias co- 
legiales se conferirá una á Ins comprendidos en la primera ca- 
tegoría, otra á ios de la segunda, otra á los de la tercera y 
otra á los de la cuarta j^iuinta, las cuales para los efectos 
formarán una sola, siendo libre la propuesta para Jas demás 
vacantc:í entre los comprendidos en todas las expresadas ca- 
tegorías, con la excepción conti^nida en el último párrafo 
delart. 7." 

Art. 11 . Para obtener las plazas de Beneficiado í\ Capellán 
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aKÍstente de las iglesias me tro poli tunas, ^e exigirá» al^^imos 
de los requisitos siguientes: 

1.** Haber sido aüi:íti*iite en ig-lesia sufragánea cnatro 
años, siendo bachiller en Ciencias eclesiásticas, 6 ^is á falta 
de esta circunstancia, 

2.** Haber sido Cura propio eu curato urbano por el miS' 
mo período respectivamente. 

3.** Haber desempeñado en propiedad cátedra de FUosofia 
en Seminario conciliar treis aüo» tenieudo grado mayor, ó cin- 
co con sólo el de bachiller, ó bien dos ó cuatro respectivamente 
si la cátedra fuere úe Teología, ó haber sido alumno pen£i*v 
nado en Seminario central ó conciliar á sus prupías expensas 
y recibido grado de bachiller en Ciencias eclesiásticas, obte- 
niendo buena nota en todos los exámenes públicos anuales. 

Art.'12. Las mismas reglas se observarán pura las pro- 
puestas de vacantes de la misma clase en igleBía sufragánea, 
reduciendo á dos tercios el tiempo de servicio, y compren- 
diéndose además á los Párrocos de iglesia rural, y lo^ Coad- 
jutores que tengan respectivamente cuatro ó seis años de ser- 
vicio efectivo. 

Art. 13. Una plaza de nueve vacantes se dará preciiia- 
mente á cada categoría, tanto en las iglesias me tropo [i taitas 
como en las sufragáneas, debiendo proponerse indistinta- 
mente para las piezas restantes sujetos de cualquiera cate glo- 
ria, 6 asistentes de las colegiales que por sius circunstanciáis 
sean acreedores á recompensa. 

Art. 14. Los que sirvieren economato por cuatro auoi; 
efectivos, los Coadjutores que cuenten respectivamente tres 
ó cuatro años de servicio y los alumnos de \qé Seminarios 
conciliares que tengan grado de. bachiller en Filosofía, ó ha- 
yan sacado constantemente durante su carrera buena nota 
en los exámenes públicos anuales, podrán ser jimpuasto:* 
para Beneficiados ó Capellanes asistentes de lan iglesias co- 
legiales. 

Art. 15. En igualdad de circunstancias disfrutarán pre- 
ferencia: 

1.** Los que tengan grado superior académico, y el que 
cuente alguno de ellos, al que carezca de todos. 
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2.^ Los que por razón dft salud ú otra justa causa aolici- ' 
ten traal ación á pírica de igual categoría. 

íil.** Loíí que en su reispecüva categoría y dase cuenten 
más tiempo do servicio. 

4,* Los que soJiciten pieiía de inferior categoría á la íjue 
obtengan. 

Árt, 16. Para Iob efectos del presento decreto los CapeUa- 
nes castrenses que hayan obtenido sus cíirgotí en concurso, 
tendrán la consideración de Curas propios, y únicamente el 
concepto de Ecónomos los que carezcan de aquella circuns- 
tancia. 

Árt, 17. Á fin de poder llevar á cabo lo más pronto i>0Bible 
el Concordato sin perjudicar derechos adquiridos^yconcílian- 
do también en lo posible los intereses individuales con los deS 
Estado en su caso, según su espíritu y tendencia, se obser- 
varán las ñiguí entes disposiciones transitoria.^ para et solo 
efecto de que sirvan de regía en las propuestas: 

1/ Se considerará grado mayor académico el titulo de 
lector que hubieren obtenido en su orden los exclaustrados y 
secularizados. 

2*"^ La enseñanza dada por éstos cu el concepto expresado 
«e reputará como tenida en Seminario conciliar, y asiniismo 
se coTí taran A Iob exclaustrados y secularizados como tiempo 
de servicio efectivo en el ministerio parroquial los años que 
hubieren servido en su dia los curatos de su respectiva orden, 

3»* Los exclaustrados y secularizados que habiendo reci- 
bido grado ina3"or en Universidad del Reino hayan desempe- 
ñado en los mismos establecimientos cátedras pertenecientes 
ásu orden, serán tetddos como catedráticos propietarios de 
Universidad, 

i.'^ Et tiempo que los mismos sujetos hayan servido pa- 
rro q uf asen eco n o m ato , p oi no esta r debí dame nte autoriza-i 
dos para obtener curatos previo concurso de oposición, se 
considerará servido en concepto de Cura propio, 

h,^ Á los lectores do Filosofía que hayan desempeñado cá- 
tedras de esta facultad eu Institutos de segunda enseñanza 
del Heino m ios abonará para su clasiñcación eí tiempo que 
las hubieren desempeñado. 
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6.* Los Prelados, Vicariofi fíeneralea t\ provinciales j los 
Abades mitrados con título de Lector en Teolog-la ae conside* 
rarán en la categoría de Dignidadt^s de iglesia metropolita- 
na, pudiendo ser propuestos por lo tanto para prebendas de 
esta clase ó de las inferiores, excepto lag primeratí Sillas, se- 
gún sus cualidades y morpcímtefitoi^ personales. 

7.* Los Prelados locales con el raíiímo título de Lector que 
después de la exclaustración ó ^ecularii^acJoQ hayan servido 
en economato seis afio^ parroijuiati de cualquiera clase^ ó 
anteriormente en curatos de bu orden, se considerarán com- 
prendidos en la cuarta categoría del art. 10. 

8.^ Los Abades mitradoíi de las colegiatas que no tienen 
carácter episcopal, los Presidentes y Dignidades de las mis- 
mas iglesias, los Vicarios y cualesquiera otros que ejerzan ju- 
risdicción veré nullins y los Capellanes mayores de la» Capi- 
llas Reales tendrán la categoría de la prebenda á que en el 
Concordato se asigna una cantidad igual ^ cuando menog, á la 
que correspondió á suií beneficios en el quinquenio de 1829 
ál833. 

9.* Los Racionero» de las iglesias metropolitanas que en 
el indicado quinquenio disfrutaron una renta igual al menos 
á la que se señala por el Concordato á los Canónigos de Ja^ 
mismas iglesias, ó que á pescar de no haber gozado aquella 
renta hayan servido por más de diez y seis años en preben- 
das y curatos, tendrán opción á t-anonjlatí de iglesias me- 
tropolitanas. 

10. Los mismos prebendados que no tengan ios expresa- 
dos requisitos, los medio-racioneros de las propias iglesias 
metropolitanas, los racionero-; y medio-racioneros de la su* 
fragáneas, los Canónigos de colegiatas y capellanes de Rea- 
les Capillas en quien e*^ concurra ri>iativaniente alguna de 
las dos circunstancias que se expresan en el articulo anterior^ 
y los Dignidades de colegiatas que estén comprendidos en 
el articulo 8.°, tendrán o|>ción á canonicato deigleaía sufra- 
gánea; pero sólo á pía xa de asistente de metropolitana ó ca- 
nonjía de colegiata aquellos en quienes no concurra ninga- 
guna de dichas dos ci reuní* tan ci as, y los racioneros y medien 
racioneros de las mismas Iglesias cologialeí». 
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11. Los Beneficiados 6 Capellanes de las ig-lesias metrópo- 
li tanas, catedrales y colegiales se comprenderán entre los 
asistentcíí de la respectiva iglesia* cualquiera que hubiere 
iíido la renta de dicho quinquenio y el tiempo de servicio del 
interesado* 

tá. Los posee do res do beneflcíofl fundados en las iglesias 
parroquiales que real y efectivamente han tenido aneja la 
cura de almas se consideraran como Curas propios de la ca- 
tegoría inferior inmediata a la del curato. Los que no estén 
comprendidos en la disíposición anterior y los poseedores de 
cax)ellanlas colativas serán considerados solamente como 
Coadjutores. Unos y otros serán atendidos en la provisión de 
asistentes de igteiffia Bufrag&nea ó colegiata, según sus 
servicios y circuní^taocias. 

Art. 18. Á fin de no perjudicar derechos adquiridor, reE* 
petando además en cuanto^ sea posible hasta las esperanzas 
lef^ltimas» según el espíritu del Concordato, se propondrá ex- 
clusivamente, mientras los haya idóneos para Jas prebendas 
y beneficios de la respectiva clase de Jaí^ Iglesias metropoli- 
tanas, sufragáneas y colegiales^ los actuales posoedoreti de 
las dignidades que se supriman y los demás sujetos compren- 
didos en las reglas transitorias 8.* y signientei^ del art, 17; 
poro colocados éstos, las piezas que en cada claiiíe resulten 
todavía vacantes se proveerán con entera sujeción a las^ dis- 
posiciones y opción que ppr este decreto se concede á las di- 
versas clases y carreras, dando entre todas ellas la debida 
preferencia á los Párrocos respecto de las piezas que no co- 
rrespondan á categoría determinada. 

Árt. liK Se dirigirá á los muy reverendos Arzobispoíí y 
reverendos Obispos y Cabildos metroiKilitanoa^ sufragáneos y 
colegiales cédula de ruego y encargo, excitándoles A fin de 
que en las provisiones que les correspondan elijan sujetos 
adornados de lascircunstaticias y requisitos que por esste de- 
creto se exigen y observen lo dispuesto en el articulo an- 
terior, 

Art. 20. Con ©1 propio objeto se excitará también á los 
patronos de las iglesias que se conserven á virtud de lo dia- 
puesto en el párrafo 3.'' del articulo 2í del Concordata, 
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Dado en Palacio á 25 de Julio de l85i. —Rubricado de la 
Real mano— El Ministro de Gracia y Justicia, Ventura Gon- 
zález Romero. 



APÉNDICE Xm 

LBT DBL CONVENIO ADICIONAL AL CONCORDATO DB 16 DB 
MARZO DB 1851, CELEBRADO EN 25 DB AGOSTO ÚLTIMO, RA- 
TIFICADO POR SU MAJESTAD CATÓLICA EL 7 Y POR SU SAN- 
TIDAD EL 24 DB NOVIEMBRE SIGUIENTE, CANJEÁNDOSE LAS 
RATIFICACIONES EN ROMA EL 25 DEL MlSMO. 



Doña Isabel II, por la gracia de Dios y la Constitución de 
la Monarquía española Reina de las Españas, á todos los que 
las presentes vieren y entendieren, sabed: Que en uso de la 
autorización concedida á mi Gobierno por la ley de cuatro 
de Noviembre de mil ochocientos cincuenta y nueve piu« 
concluir y ratificar con la Santa Sede un Convenio, cuyo ob- 
jeto principal fuese conmutar los bienes eclesiásticos, de 
cualquiera clase que fueran, por inscripciones intransferi- 
bles de la Deuda consolidada del tres por ciento, y represen- 
tar por inscripciones de la misma especie el resto de la dota- 
ción del culto y del clero, conservando á la Iglesia el dere- 
cho de adquirir consignado en el último Concordato, vengo 
en mandar se publique y observe como ley del Estado el Con- 
venio celebrado con la Santa Sede en veinticinco de Agosto 
y ratificado en siete y veinticuatro de Noviembre del año an- 
terior, cuyo literal contexto es como sigue: 

En el nombre de la Santísima é individua Trinidad. 

El Sumo Pontifico Pío IX y Su Majestad Católica Doña Isa- 
bel II, Reina de España, queriendo proveer, de común acuer- 
do, al arreglo definitivo de la dotación del culto y clero en 
los dominios de Su Majestad, en consonancia con el solemne 
Concordato de 16 de Marzo de 1851, han nombrado respecti- 
vamente por sus Plenipotenciarios: 



Su Santidad al Enirao. y Revmo. Sr. Cardenal Santiago 
Antoiiollij su Secretarlo de Estado; 

Y Sa Majestad Cat6íica aí E^^cmo. Sr. D. Antonio do Jos 
Ríos y Rosas, sjti Emliajador extraordinario cerca de la Santa 
Sedcí los cuales^ canjeados ana plenos poderes, han conve- 
nido lo siguiente: 

Articulo 1.^ El Gobierno de Sw Majestad Católica jliabida 
consideración á las lamentables vicisitudes por que bau pa- 
sado los bienes eclesiásticos en diversas épocas, y deseando 
asegurar á i a Iglenia perpetuamente^ a pacifica posesión de 
sus bienes y derechos, y prevenir todo motivo de que sea 
violado el solemne Concordato celebrado en 16 de Marzo 
do 1851, promete A la Santa iSedo que en adelante no se hará 
ninguna venta, conmutación ni otra especie de enajenación 
de los dif-hos bienes sin la necesaria autorización de la mis- 
ma Santa Síído. 

Art. 2," Queriendo llevar deflnitivaraente á efecto de un 
modo seguro, estable é independiente el plan de dotación del 
culto y clero prescrito en el mismo Concordato^ la Santa 
Sede y el Gobierno de Su Majestad Católica convienen en loa 
puntos si gruientes. 

Art. 8.° Primeramente, el Gobierno de Su Majestad reco- 
noce dé nuevo formalmente el libre y pleno derecho de la 
Iglesia para adi|Uirir, retener y uanfrnctuar en propiedad 
y sin limitación ni reserva toda Cj^pecie de bienes y valores^ 
quedando en consecuencia derogada por este Convenio cual- 
qniera disposición que le sea contraria, y señaladamente, y 
en cnanto se lo oponga, la ley de 1.** de Mayo de 185ó. 

Los bienes que en virtud de nste derecho adquiera y posea 
en adelante la Ig-Iesia no se computarán en la dotación que 
le esta asig'nada por el Concordato, 

Art, A° En virtud del mismo derecho, el Gobierno de Su 
Majestad reconoce á ia I^^lesia como propietaria absoluta do 
todos y cada uno de Ioís bienes que lo fueron devueltos por 
el Concordato. Pero habida eonsidcración al estado de dete- 
rioro de i a mayor parte de los que aún no han sido enajena^ 
dos, L su difícil administración^ y á los varios, contradicto- 
rios é inexactos cómputos de su valor en renta^ circunstan- 
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cias todas que han hecho hasta ahora la dotación del claro 
incierta y ann incongrua, el Gobierno de Su Majestad h» 
propuesto ¿ la Santa Sede una permutación, dándose ¿ los 
Obispos la facultad de determinar, de acuerde con sus Cabil- 
dos, el precio de los bienes de la Iglesia situados en sus res- 
pectivas diócesis, y ofreciendo aquél, en cambio de todos 
ellos y mediante su cesión hecha al Estado, tantas inscrip- 
ciones intransferibles del p^pel del 3 por 100 de la Deuda 
pública consolidada de España cuantas sean necesarias para 
cubrir el total valor d/dichos bienes. 

Art. 5.^ La Santa Sede, deseosa de que se lleve inmedia- 
. tamente á efecto una dotación cierta, segura é independien- 
te para el culto y para el clero, oidos los Obispos de España y 
reconociendo en el caso actual, y en el conjunto de todas las 
circunstancias, la mayor utilidad de la Iglesia, no ha encon- 
trado dificultad en que dicha permutación se realice en la 
forma siguiente. 

Art. 6.^ Serán eximidos de la permutación y quedarán en 
propiedad á la Iglesia en cada diócesis todos los bienes enu- 
merados en los artículos 31 y 33 del Concordato de 1851^ á 
saber: los huertos, jardines, palacios y otros pdificios que en 
cualquier lugar de la diócesis estén destinados al uso y espar- 
cimiento de los Obispos. También se le reservarán las casas 
destinadas á la habitación de los Párrocos, con sus huertos y 
campos anejos, conocíaos bajo las denominaciones de iglesa- 
ríos, mansos y otras. Además'retendrá la Iglesia en propie- 
dad los edificios de los Seminarios conciliares, con sus ane- 
jos, y las bibliotecas y casas de corrección ó cái'celes ecle- 
siásticas, y, en general, todos los edificios que sirven en el 
día para el culto, y los que se hallan destinados al uso y ha- 
bitación del clero regular de ambos sexos, asi como los que 
en adelante se destinen á tales objetos. 
' Ninguno de los bienes enumerados en este articulo podrá 
imputarse en la dotación prescrita para el culto y clero en el 
Concordato. 

En fin, siendo la utilidad de la Iglesia el motivo que in- 
duce á la Santa Sede á admitir la expresada permutación de 
valores, si en alguna diócesis estimare el Obispo que por par- 
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tlculares ctrcnns tan cías con vi ene á la Iglesia retener alguna 
finca sita en ella, aquella finca podrá eximirse <\e la perinn- 
tacióü, imputándose el importo de sti renta en la dotación del 
clero. 

Art* 7^^ Hecba por los Obispos la estimación de Jos bie- 
nes sujetos á la permutación, se entregarán ínmediataniontB 
á aqncUos títulos ó inscripciones intrasferiblea, así por el 
completo valor de los mismos bienes , como por el valor renal 
d© los que han sido enajenados después del Concordato. Ye- 
rificada la entrega, los Obispos, corapetenteraento autoriza- 
dos por la Sede Apostólica, harán al Estado formal cesión de 
todos los bienes que con arreglo á este Convenio están suje- 
tos á la pormut: ación. 

Las inscripciones se imputarán al clero como parte inte- 
gi'ante de su dotación, j los respectivos Diocesanos aplicarán 
sus réditos á cubrirla en el modo proscrito en el Concordata 

Art* S.^ Atendida \n perentoriedad de las necesidades del 
clero, el Gobierno de Su Majestad se obUga á pagar mensual- 
mente la reDta consolidada correspondiente á cada diócesis, 

Art. 9/^ En eí caso do que por disposición de la autoridad 
temporal la renta del 3 por 100 do la Deuda pública del Els- 
tado llegue á sufrir cualquiera diminución ó reducción, el 
Gobierno de Su Majestad se obii^a desde ahora á dar á la 
Iglesia tantas inscripciones intrasferibles de la renta que ae 
sustituya á la del 3 por 100, cuantas sean necesarias para 
cobrir integramente el importe anual de la que va á emitirse 
en favor de la Igle:jia; de modo que esta renta no se ha de 
disminuir ui reducir en ninguna eventualidad ni en ningún 
tiempo, 

Art. 10. Los bienes pertenecientes á capellanías colati- 
vas y á otros semejantes fundaciones piadosas familiares, 
que á causa de su peculiar Índole y destino y de los diferen- 
tes derechos que en ellos radican, no pueden comprenderse 
en la permutación y cesión de que aqui se trata, serán objeto 
de un Convenio particular celebrado entre la Santa Sede y 
Su Majestad Católica. 

Art. 11. El Gobierno de Su Majestad, confirmando lo es- 
tipulado en el art. 33 del Concordato, se obliga de nuevo á 
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satisfacer á la Iglesia en la forma que de común acuerdo se 
convenga, por razón de las cargas impuestas, ya sobre los 
bienes vendidos cómo libres por el Estado, ya sobre los que 
ahora se le ceden, una cantidad alzada que guarde la posi- 
ble proporción con las mismas cargas. También se compro- 
mete á cumplir por su parte en términos hábiles las obliga- 
ciones que contrajo el Estado por los párrafos primero y se- 
gundo de dicho articulo. 

Se instituirá una Comisión mixta con el carácter de con- 
sultiva, que en el término de un año reconozca las cargas 
que pesan sobre los bienes mencionados en el párrafo prime- 
ro de este articulo, y proponga la cantidad alzada que en ra- 
zón de ellas ha de satisfacer el Estado. 

Art. 12. Los Obispos, en conformidad de lo dispuesto en 
el art. 35 del Concordato, distribuirán entre los conventos de 
monjas existentes en sus respectivas diócesis las inscripcio- 
nes intrasferibles correspondientes, ya á los bienes de su pro- 
piedad que ahora se cedan al Estado, ya á los de la misma 
procedencia que se hubieran vendido en virtud de dicho Con- 
cordato, ó de la ley de 1.^ de Mayo de 1855. La renta de estas 
inscripciones se imputará á dichos conventos como parte de 
su dotación. 

Art. 13. Queda en su fuerza y vigor lo dispuesto en el 
Concordato acerca del suplemento que ha de dar el Elstado 
para el pago de las pensiones de los religiosos de ambos 
sexos, como también cuanto se prescribe en los artículos 35 
y 36 del mismo acerca del mantenimiento de las casas y con- 
gregaciones religiosas que se establezcan en la Península y 
acerca de la reparación de los templos y otros edificios desti- 
nados al culto. El Estado se obliga además á construir á sus 
expensas las iglesias que se consideren necesarias, á conce- 
der pensiones á los pocos religiosos existentes legos exclaus- 
trados y á proveer á la dotación de las monjas de oficio, ca- 
pellanes, sacristanes y culto de las iglesias de religiosas en 
cada diócesis. ' 

Art. 14. La renta de la Santa Cruzada, que hace par- 
te de la actual dotación, se destinará exclusivamente en 
adelante á los gastos del culto, salvas las obligaciones que 
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pe^an sobre aquélla por conveuioB celebrados con la Sauta 
Sode. 

El importe anual do la minina renta se computará por el 
año común del ultimo quinquenio en ona cantidad fija que 
i&e determinará dé acuerdo entre la Iglesia y el Estado. 

El EiJtado supura, conio haaÉa aqul^ la cantidad que falto 
para cubrir la asignación concedida at culto por el art. 34 
del Concordato. 

Art, 15, Se declara propiedad de la Iglesia la impostción 
anual que para completar su dotación ae estableció en el p¿* 
rrafo cuarto del art. 38 del Concordato, y síe repartirá y co- 
brará dicha iroposicióü en los términos allí definidos- Sin eni- 
barf^o, el Gobierno de Su Majestad se obliga á acceder á toda 
instancia que por motivos locales ó por cuab quiera otra cau- 
sa lo hagan los Obispos, para convertir las cuotas de imposi- 
ción correspondientes á las respectivas diócesis en inscripcio- 
nes in tras feri bles de ía referida Denda consolidada, bajo las 
condiciones y on loa términos ddfinidos en los artículos 7.'^ B.^ 
y a^'deesteConvenío, 

ÁTt. 16. Á fin de conocer exactamente ta cantidad á que 
debe ascender la mencionada imposición ^ cada Obis^po, de 
acuerdo con su Cabildo, hará á la mayor brevedad un presu- 
puesto definitivo de la dotación de su diócesis, ateniéndose al 
formarlo á las prescripciones del Concordato. Y para deter- 
minar fijamente en cada caso las asignaciones respecto de tas 
cuales se ha establecido en aquél un máximum y un mini- 
mJimj podrán los Obi^ipos, do acuerdo con el Gobierno, optar 
por un termino medio, cnando asi lo exijun las uecosidades 
de las iglesias y todas las demás circunstancias atendibles. 

Art. 17. Se procederá inmediatamente á la nue\^a cir- 
cunscripción de parroquias, ai tenor de lo conierenciado y 
concertado ya entre ambas Potestades* 

Art. 16. El Gobierno do Su Majestad, conformándose á lo 
prescrito en el art. 3G del Concordato, acogerá las razonables 
propuo:^tas que para aumento de asignaciones le hagan los 
Obispos en los casos previstos eu dicho articulo, y señalada- 
mente ias relativas k Seminarios, 

Art. 11?. El Gobierno de Su Majestad, correspondiendo k 
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los deseos de la Santa Sede y queriendo dar un nuevo testí* 
monio de su 6rme disposición á promover no sólo los intere- 
ses materiales, sino también los espirituales de la Iglesia, 
declara que no pondrá óbice á la celebración de Sínodos dio- 
cesanos, cuando los respectivos Prelados estimen convenien- 
te convocarlos. Asimismo declara que sobre la celebración 
de Sínodos provinciales y sobre otros varios puntos arduos é 
importantes se propone ponerse de acuerdo con la Santa 
Sede, consultando al mayor bien y esplendor de la Iglesia. 

Por último, declara que cooperará por su parte con toda efi- 
cacia á 'fin de que se lleven á efecto sin demora las disposicio- 
nes del Concordato que aún se hallan pendientes de ejecución. 

Art. 20. En vista de las ventajas que de este nuevo Con- 
venio resultan á la Iglesia, Su Santidad, acogiendo las repe- 
tidas instancias de Su Majestad Católica, ha acordado ex- 
tender, como de hecho extiende, el benigno saneamiento 
contenido en el art. 42 del Concordato á los bienes eclesiáa- 
ticos enajenados á consecuencia de la referida ley de 1.^ de 
Mayo de 1855. 

Art. 21. £1 presente convenio, adicional al solemne y vi- 
gente Concordato celebrado en 16 de Marzo de 18^1, se guar- 
dará en España perpetuamente como ley del Estado, del 
mismo modo que dicho Concordato. 

Art. 22. El canje de las ratificaciones del presente Con- 
venio se verificará en el término de tres meses, ó antes si 
fuese posible. 

En fe de lo cual los infrascritos Plenipotenciarios han fií^ 
mado y sellado el presente Convenio con sus respectivos se- 
llos.— Dado en Roma en dos ejemplaresá 25 de Agosto de 1859. 
—Firmado.— (r. Card, AntonellL—(L. S.) -Firmado.— -4n- 
tonio de loa Ríos y Rosas. — (L. S.) 

Por tanto, mandamos á los Tribunales, Justicias, Jefes, 
Gobernadores y demás autoridades, así civiles como milita- 
res y eclesiásticas, de cualquier clase y dignidad, que jguar- 
den y hagan guardar la presente ley en todas sus partes. — 
Dado en Palacio á cuatro de Abril de mil ochocientos sesen- 
ta.— Yo LA Reina.— El Ministro de Gracia y Justicia, Satir 
Hago Fernández Negrete. 



— 471 - 

APÉNDICE xrV 

INTBRPRBTACIÓÍÍ DEL ARTÍCULO 11 DE LA CONSTITUCIÓH 

La$ naturales diñcuJtadee que para Ja aplicact6n del ar- 
ticulo 11 de la ley fundamental deí Estado, coma para la do 
todo nuevo texto legal, han surgido; los cargos dirigidoa 
contra un funcionario público, objeto de un expediente gu- 
bematiTo, resuelto por Real ordeu de esta misma fecha, j 
las varias reclamacioueE tjue en distinto sentido y sobre su- 
cesos que f>curren al practicar los derechos consignados en 
aquel artículo se elevan, dosde punto? y localidades diferen- 
tes, al Gobierno de S. M., imponen á éfite el imperioso del>er 
de dictar algunas reglas conformefi con la legislaci<^n vigen- 
te en el Reino. 

El Gobierno de S. M. está resuelto á que la letra y espíritu 
del art. 11 del Código fundamental sean por todos acatados 
y obedecidos: entiende que tos párrafos I,'' y 2.'* de dicho ar* 
tículo á nadie pueden ofrecer justificadas dudas, y que pro- 
el amándose en el uno la Religión católica, apostóücaj ro- 
mana como oficial, se respetan en el otro las opiniones re- 
ligiosas de todos los que viven fuera del gremio de aquella 
Iglesia, y se permite el ejercicio de cualquier culto que no se 
oponga ni contradiga á la moral cristiana. Bien claro está, 
por coniíguiente, qne el Estado protege la Religión católi- 
ca, que os Ja suya, pero que al mismo tiempo admite y esta- 
blece Ea tolerancia de cultos^ garantizando cí ejercicio de ese 
derecho contra toda clase de agresiones. 

No doiiconoce el Gobierno^ sin embargo^ que el pArrafo H.^ 
del art. II constitucional ha dado motivo en la práctica a du- 
das y x^ac ilaciones, que no se refieren á la palabra ceremo- 
niíts^ cuyo genuino sentido no puede oscurccerso, sino A la 
f r ase ma w ife.st ac i anea p ú hí icm .Debe r ec ordar , n o o bsta n te, 
que al discutirse los preceptos constitucionales ante [si^ Cor- 
tes se declaró la inteligencia que habla de darse a la referi- 
da frase, ya espontáneamente, ya contestando á preguntas 
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concretas, en uso de su derecho formuladas por los Repre- 
sentantes de la Nación. £^te recuerdo puede servir para des- 
vanecer toda censura infundada que por inconsecuencia ó 
arbitrariedad se dirija contra las medidas gubernativas que 
ahora se adopten, si ellas resultan en armonía con lo decla- 
rado en la referida discusión constitucional. 

No es ésta la vez primera que las autoridades gubernati- 
vas j los Tribunales de justicia están obligados á interpre- 
tar rectamente la frase manifestaciones públicas. El Código 
penal vigente, reformado en 18 de Junio de 1870, usa de ella 
con frecuencia, y al castigar en su art. 168 cierta clase de 
manifestaciones públicas, considera como promovedores y 
directores de las mismas á los que con discursos, impresos^ 
lemas, banderas ú otros signos que ostentaren, ó por cuales- 
quiera otros hechos, las inspiren. No puede negarse, por lo 
tanto, que la ley penal, sin confundir la reunión con la ma- 
nifestación, interpreta ésta en sentido lato, y busca su esen- 
cia en las palabras, impresos, lemas, banderas y otros signos 
que para realizarla se empleen. Por virtud de esta interpre- 
tación se han prohibido en España, desde que rige esa legis- 
lación penal, lemas y letreros públicos alusivos á formas de 
gobierno distintas de la vigente, y partidos políticos hoy 
fuera de la legalidad común sólo por el título que quieren 
aplicarse. 

T aun prescindiendo del Código penal, basta acudir al 
Diccionario de la lengua, formado por la docta Academia 
que cuida en España de la pureza y precisión de nuestro 
idioma, para saber que manifestación pública religiosa es 
todo acto que, saliendo del recinto cerrado, del hogar, del 
templo ó del cementerio, declara, descubre ó dad conocer lo 
que en ellos está guardado ú oculto» 

De aquí parte el Gobierno para creer, con tanta buena fe 
como ñrmeza, que todo aquello que manifieste en ó sobre la 
vía pública las opiniones, creencias ó ideas religiosas de las 
sectas disidentes, ó dé ¿ conocer en la misma forma los actos 
relativos á su respectivo culto, debe prohibirse, y no puede 
ser autorizado ó tolerado por las autoridades encargadas 
de guardar la Constitución del Estado. 
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Al profesar ewta doctrina no es ciertamente el Gobierno 
que hoy rige los des tino» del Bcíno una excepción en punto 
tan importante. En una de laa Naciones que más precio dan 
actualmente á la libertad religiosa, donde uo ya se proclama 
la tolerancia j sino que se pretende cousagrar la absoluta li- 
bertad de todos lo3 cultos r singularmente del catoliíio, por 
altas razones nacionales é internacionales se impide^ sin em- 
bargo, ciertas manifestaciones públicas bien antiguas y bien 
arraigadas en las costumbres, creyendo que sí por una parte 
están obligados los Gobiernos á consentir e! pleno ejercicio 
de la libertad religiosa, deben ^ por otra, proveer escrupulo- 
samente, no tan sólo al cuidado de la moral y de la blgiene^ 
sino al mantenimiento del orden, evitando entre los ciuda- 
danos las «Imitaciones ¿ que puede dar motivos ó pretextos 
todo acto religioso ejecutado fuera de los templo». 

Nación hay también, y do las más libres, que teniendo en 
cuenta las creencias de la mayoría de los ciudadanos, y aun 
el interés de aquéllos que profesan otras diversas, no con- 
sienten que los miembros de las iglesias disidentes, bien va- 
yan solos 6 acompañados, vistan fuera de ellas los trajes pro- 
píos de su relij^ión, practiquen sus ritos ó ceremonias, ni lie- 
%*en banderas, objetos ni símbolos algunos en la vía pübüca, 
considerando como un acto punible el que tales hechos ác 
realicen cerca de los templos dedicados al servicio de la reli- 
gión oBcial. Semejantes actos, ejecutados fuera de las casas 
particulares, de Jos cementerios ó de los templos destina- 
dos especiaimente al culto, se miran alU coran ocasión de 
sumo escándalo y de molestia para la mayoria, como eviden- 
te peligro para la paz publica^ j son reprimidos enérgica- 
mente. 

No otra cosa se propone el Gobierno del Eey en la inter- 
pretación del citado articulo constitucional; reclama de las 
sectas disidentes, y á favor de la religión oficial del Estado, 
el respeto y las cousiderac iones que el Código penal exige 
para la forma de Gobierno, expresión también de la volun- 
tan de la inmensa mayoria del país; de manera que todo 
aquello que directamente y en la exterioridad de la vía pú- 
blica sea contrario á la Eeligión eatólica^ apostólica, roma- 
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na, debe proscribirse, XÁen se ejecute por actos personales ó 
por emblemas, letreros, anuncios y otros signos. 

Mas para determinar exactamente el limite que separa io 
licito de lo ilícito, para que la inviolabilidad de los lugares 
destinados al culto de esas sectas, mientras no se .ataque á 
la moral cristiana, pueda ser mantenida, y á su amparo de- 
dicarse libremente los que las profesen al ejercicio del dere- 
cho que consigna el precepto constitucional, y para que, so 
pretexto de reuniones ó asociaciones religiosas, no se consti- 
tuyan organismos politices contrarios A la seguridad del Epa- 
tado y al mantenimiento del orden social, es necesario que 
la Administración pública conozca en dónde se encuentran 
los templos y quiénes son los que los dirigen, regentan ó re- 
presentan. Preciso es, pues, que todo espafiol ó extranjero 
que haya de abrir un templo consagrado á ^na religión di- 
versa de la católica, que esté comprendida en el art. 11 de 
la Constitución, dé conocimiento de ello á los Gobernadores 
civiles en las capitales de provincia, á los Subgobemadorea 
en los pueblos donde esta clase de autoridades funcione, y á 
los Alcaldes en las restantes del Reino. Ni unos ni otros de- 
ben ni pueden olvidar que la inviolabilidad constitucional 
del templo sólo garantiza los actos, ritos y ceremonias pura- 
mente religiosos; pues por lo demás^ asi los ministros de cual- 
quier culto, sea el que fuere, como los congregados en el re- 
cinto destinado á practicarlo, están sujetos ¿ las reglas de 
policía é higiene que los ordenanzas y reglamentos establez- 
can, y han de ser responsables de las faltas y delitos que se 
cometan dentro de aquél, y muy señaladamente, por su na- 
turaleza política, de los comprendidos en los articules 144, 
145, 181, 182, 197, 198, 199, 201, 202, 203 y 271 del Código 
penal. 

Hay además en esta materia tan importante un punto so- 
bre el cual debe decir su opinión franca y resuelta el Go- 
bierno de S. M. La lamentable confusión que en algunas par- 
tes se ha querido introducir entre el templo, dedicado al 
culto, y la escuela, destinada á la enseñanza, no puedo con- 
sentirse en modo alguno. £1 templo es inviolable, según el 
articulo 11 de la Constitución; la escuela está sometida á la 
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inepecdón, vigiianda y corr*!cción del Gobierno y de Biia de- 
legados, según el art. 7.* del Decreto de W de Julio de 1S74 
reglamentando la libertad de eiisouanza; y osas facultades 
gnibematiraa Berfaa ilusorias éí el catedrático pudiera invo- 
car la inviolabilidad del sacerdote y convertir áau antojo en 
igleiia el aula donde reúno á sus discípulos para instruirles 
en las letras, las artes 6 las ciencias. La religión ea objeto 
del art. 11 constitucional, la enseñanza lo ea del art, 12; los 
efectos de ambos preceptos son diversos, como la Índole do 
ios derechos que con&agran, y para cumplir aquéllos y para 
respetar éstos ea inditípensablo establecer con claridad la lí- 
nea divisoria del templo y do la escuela. Si bay íjuien pre- 
tenda suscitar conflictos á la sombra de una inexplicable 
confusión, la prudencia del Gobierno ha de evitarlos. 

Por otra parte, el libre ejercido del culto e>jtá reconocido 
en España ú todoií sus habitantes, sin distinción de naciona- 
les y extranjeros; pero no sucede lo mismo con la libertad de 
enseñanza, cuya posedún tan sólo se asegura á loi^ españo- 
les en el art. 12 de la Constitución, Razones de Estado que á 
nadie pueden ocultarse han obligado á los legisladores espa- 
ñoles de todos los tiemiKJs, incluso á los de ideas más libera- 
les, á exigir el carácter nacional para fundar 6 crear esta- 
blecimientos de enseñanza, porque era imposible consentir 
«n mano^ do extranjeros el depósito sagrado de las futuras 
generaciones j que llevan en su conciencia y en sn entendi- 
miento el porvenir de nuestra patria. Asi es que, no ya para 
fundar eís cuelas j establecimientos de enseñanza^ sino sólo 
para ingresar en el Profesorado español, lia sido necesario 
que las leyes de Instrucción publica autoricen especia I mente 
á los extranjeros, como ocurrió en 1857, que lo» facultó úni- 
camente para enseñar lenguas vivas y para dar lecciones de 
mádca vocal ó Instrumpntal. Deberán tener, por consiguien- 
te ^ muy en cuenta las autoridades que no pueden estar al 
frente de los ostabledmiontos de enseñanza, tantg publtcoa 
como privados, los extranjeros, porque el Código fundamen- 
tal no lo consiente, en razón á graves consideraciones de alto 
interés político. 

Después de esto, queda sólo una ultima prevención que h&- 
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cer para cí>inpletar el pensanjiento de) Gobierno: entiende 
éste, T asi se propone reaüisarlo, que fuera del templo, riuo 
ei inviolable mientras eti él no §e delinca, y fuera de los de- 
más establecimientos antorlzadoíi al efecto por dii posición es- 
pecial, toda^ las reuniones que se celebren^ sea cualquiera su 
carácter y el fin qne se propongan, qtiedan sujetas ¿ ia re- 
f La L* de la Real orden de 7 de Febrero do 1875, que dispo- 
ne *que no podrá convocarse ni celebrarse níug-una rennlón 
pública en calles, plazas y pageos ú otro lugar de uso común, 
Bln el permiso previo y por escrito del Gobernador de ia pro- 
vincia en las capitales, y de la autoridad local en los demájg 
pueblos». Si acaso, pues, alguna de estas reuniones se cele- 
bra Sí» solicitar y obtener previamí^n te e! permiso de la au- 
toridad, podrá ser disuelta en el acto como IHcita, y sus au- 
tores entregados á los Tribunales de justicia. Nadie puede 
tachar esta medida de injusta, porque seria locura exigir al 
Gobierno que otorgara á la intima minoría, que son los disi- 
dentes, lo que no puede conceder á los católicos, que consti- 
tuyen la casi unanimidad de los ciudadanos españoles. 

De esta manera quedan explicados los propósitos del Go- 
bierno en los puntos á que directa ó indirectamente puísde 
aplicarse el art. 11 de la Constitución, y tal ha de ser la in- 
terpretación á que han de ajustar su conducta las autorida- 
des y funcionarios á quienes «u cumplimiento atañe. Y para 
que más claramente todavía sepan á qué atenerse, y no que- 
pa disculpa alegando infundada vaguedad en las instruccio- 
nes qne contiene esta circular, se condensan á continuación 
en reg'las precisas y concretas, á saber: 

1.* Queda prohibida desde esta fecha toda manifestación 
pública de los cultos ó sectas disidentes de la Religión cató- 
lica, fuera del recinto del templo ó del cementerio de las 
mismas. 

2,* Para Job efecto» de !a re^la anterior, se entenderá 
manifestación pública todo acto ejecutado sobre la vía pú- 
blica^ ó en loa muidos exteriores del templo y del cementerio, 
que dé á conocer las ceremonias, ritos, usos y costumbres del 
culto disidente, ya sea por medio de procesiones ó de letreros, 
banderas, emblemas, anuncios y carteles» 
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3t* Lo8 que fnndeD^ con st rajan ó abran iin templo ó un 
cementerio destinado al culto ó enterramieíito de una secta 
diddente, lo pondrán en eonocimieiito del Gobernador de la 
provincia, en la capital, del Snb^obernador, en los puntea 
donde esta autoridad resida, ó de los Akaldea en ios demás 
pueblos, cuarenta y ocho horas antes de abrirlos al público, 
niamfestando el nombre del director, rector ó encargado del 
estabtecimiente. 

Igual noticia habrán de dar, si ya no lo hnbieien hecho, y 
dentro del plazo de (juince días, á contar de&de esta fecha, 
loa fundadores ó encargados de log templos y cementerios 
eíLtstenteá en la actualidad. 

4.'* Las escuelas dedicadas á la enseñanza fnneionarán 
con independencia de los templos» sea cualquiera el culto á 
qne éstos pertenezcan, y se considerarán separadas de ellos 
para todos lo» efectos legales. 

Los encargados ó direutores de las mismas deberán ser es- 
pañoles, y pondrán en conocimiento de las autoridades á 
quienes se reñere la regla anterior eí objeto de la eiiseüansea, 
sus nombres y títulos académicos, si los tienen, y los de los 
profesores á cuyo cargo estén las cátedras. 

5*"* Las reuniones que se celebren dentro de íes templos j 
de los cementerios, así disidentes como católicos, gomarán de 
la inviolabilidad constitucional, siempre que en ellas no se 
contravenga expresamente á las ordeuanzafi y reglamentos 
de policía, ó no se cometa alguno de los delitos comprendidos 
y castigados por el Código penaL 

í>,°' Las escuelas y establecimientos de enseñanza, sin dls^ 
tinción de cultos, continuarán sujetos k constante inspección 
é intervención del Gobierno, con arreglo á los preceptos que 
contiene el decreto de 29 de Julio de 1874, 

7,* Las reuniones que se celebren fuera del templo y de 
los demás lugares y establecimientos antori7.ados al efecto 
por disposición especial seguirán sometidas á la Real orden 
de 7 de Febrero de 1875 í y si para convocarlas 6 celebrarlas 
no se solicita y obtiene el permiso previo y por escrito de la 
autoridad, podrán ser di sueltas como ilícitas en el acto por el 
Gob er n ad o r , Sub gobe m ado r ó Alca Ide respecti va men te , qui e- 
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nes entregarán á los que las convpquen ó presidan á disposi- 
ción de los Tribunales de justicia. 

De Real orden, acordada en Consejo de Ministros, lo comu- 
nico á V. Si para su publicación en el Boletín Oficial de esa 
provincia y para su exacto cumplimiento.— Dios, etc. Ma- 
drid 23 de Octubre de 1876.— Cánoixw.— Sr. Gobernador civil 
de la provincia de... 

{Gaceta del 24 de Octubre.) 
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